PRESIDENCIA DE LA REPÚBLlCA

CIUDADANO PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE SENADORES DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNIÓN.

PRESENTE.

La renovación de los sistemas de procuración y administración de justicia son temas esenciales para la preservación del Estado de Derecho, y para crear un ambiente de certidumbre que propicie el desarrollo nacional y las relaciones armónicas entre los gobernados.

Ello implica llevar a cabo una profunda revisión de nuestros sistemas en dichas materias, a efecto de dar respuesta rápida y eficiente a los reclamos sociales de lograr una justicia pronta y expedita, en un marco de respeto irrestricto a los derechos humanos tanto de aquellas personas a las que se les imputa un delito, como de las víctimas u ofendidos de los mismos, estos últimos, sujetos procesales lamentablemente dejados en el olvido.

La inseguridad pública es, hoy en día, una de las preocupaciones esenciales de la sociedad. De conformidad con los diagnósticos en materia de seguridad pública y procuración de justicia contenidos en el Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006, el incremento de la incidencia delictiva sufrido en el año 2000 y anteriores, deviene de muy diversos factores, los cuales pueden agruparse en aspectos básicos como la constante y compleja actuación de la delincuencia organizada y la ausencia de mecanismos eficaces por parte de las instituciones de procuración de justicia.

A este respecto, el Programa Nacional de Procuración de Justicia 2001-2006, alude a las dimensiones y repercusiones mundiales de las operaciones de la delincuencia organizada y a la conciencia que los gobiernos han tomado, en virtud de que este tipo de criminalidad afecta la seguridad pública y nacional de los Estados, en donde los sistemas de justicia penal han sido rebasados en la adaptación de sus instituciones jurídicas por las nuevas prácticas delictivas de organizaciones criminales.

Aunado a lo anterior, conforme a lo establecido en el Programa Nacional para el Control de Drogas 2001-2006, México es un país de consumo de drogas en aumento, luego de ser un país de paso, donde las organizaciones delictivas dirigen sus acciones hacia la formación de mercados locales, ubicando la principal demanda en los estados fronterizos con Estados Unidos de América; en los centros turísticos, el Distrito Federal y su Zona Metropolitana, así como en las entidades de la frontera sur; por lo que no deja de ser una verdadera amenaza a las instituciones y a la seguridad nacional, la delincuencia organizada y el tráfico ilícito de drogas.

En este contexto, la inseguridad pública ha generado un clima de incertidumbre y desconfianza entre la población. Este clima, es una de las principales causas de descomposición de la relación entre la población y las instituciones públicas, así como de la convivencia social.

Es claro que aunque las cifras sobre la incidencia delictiva federal muestran una tendencia a la baja, existe la percepción ciudadana de incremento de la delincuencia, tanto federal como del orden común, en todo el país. En cierto modo, este fenómeno se explica por la llamada "cifra negra"; es decir, por el número de delitos que efectivamente son cometidos, pero que no son denunciados ante las autoridades competentes y, por lo tanto, quedan fuera de los registros oficiales.

Una de las razones de la falta de presentación de denuncias por parte de la ciudadanía, deriva de la ancestral desconfianza hacia las instituciones de procuración e impartición de justicia. En múltiples casos, quien resulta agraviado por la comisión de un delito prefiere resentir en su persona o patrimonio los efectos de la conducta ilícita, sobre todo tratándose de delitos patrimoniales de cuantía relativamente menor, antes de verse envuelto en complicados procedimientos penales o de enfrentar posibles represalias por parte de la delincuencia.

Por lo anterior, en el Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006, el Ejecutivo Federal a mi cargo asumió como objetivos rectores garantizar la seguridad pública y la tranquilidad ciudadana, así como lograr una procuración de justicia pronta, expedita, apegada a Derecho y con respeto a los derechos humanos.

Estos objetivos sólo podrán cumplirse con la participación decidida y con la firme voluntad tanto de las instituciones del Estado como de la sociedad en general. Es por ello que en el Acuerdo Político para el Desarrollo Nacional celebrado en octubre de 2001 por el Ejecutivo Federal a mi cargo y las principales fuerzas políticas del país, se incorporó un punto relativo a la promoción de una política integral de seguridad pública, que comprenda la revisión del marco normativo de la prevención del delito, los delitos y las penas, la reparación del daño, la procuración e impartición de justicia, el sistema penitenciario y la readaptación social.

La previsión de los temas de seguridad pública y administración de justicia, en este amplio Acuerdo Político para el Desarrollo Nacional, refleja la gran preocupación de la sociedad, manifestada a través de los representantes populares, por la persistencia de la delincuencia y la violencia que le está asociada.

Por lo mismo, el Ejecutivo Federal a mi cargo convocó a una Cruzada Nacional contra la Delincuencia, con la participación de las dependencias y entidades del Gobierno de la República, de los gobiernos del Distrito Federal y de los Estados integrantes de la Federación, de los Municipios, así como de organizaciones e instituciones privadas y de la sociedad en general.

En este sentido, se torna indispensable no sólo la efectiva aplicación del orden jurídico en materia de justicia penal federal, sino su impostergable revisión integral, a fin de perfeccionarlo y actualizarlo, para que su contenido y los instrumentos de defensa social de que disponen las autoridades encargadas de su ejecución, respondan a las demandas de seguridad pública, así como de procuración e impartición de justicia.

El Estado de Derecho no puede subsistir si las leyes quedan rezagadas frente a las exigencias de la sociedad, sobre todo, inmersa en un profundo proceso de cambio político, económico y social.

Estamos ciertos, que cuando no se actualiza el orden jurídico al que están sujetas las autoridades encargadas de la investigación de los delitos y persecución de los imputados, y se mantienen los supuestos normativos del pasado, se convierte en un impedimento que favorece el ensanchamiento de la brecha entre una criminalidad que avanza sin ataduras, y un aparato de persecución que se mueve pesadamente con normas superadas por la realidad.

Son conocidos los pronunciamientos de las diferentes Oficinas de la Organización de las Naciones Unidas, emitidos en diversos diagnósticos sobre el estado que guarda el sistema de justicia penal en nuestro país, mismos que fueron solicitados por el Ejecutivo Federal a mi cargo, a dicho organismo internacional.

A manera de ejemplo, basta citar el de la Oficina del Alto Comisionado de la Naciones Unidas para los Derechos Humanos en México, que en su informe intitulado "Diagnóstico sobre la situación de los Derechos Humanos en México", refirió, entre otras cosas, que "la ausencia de un debido proceso en México impide que la sociedad tenga la certeza de que quienes cumplen son responsables de la comisión de un delito", aunado a que la "subsistencia de un sistema inquisitorial, en el cual el Ministerio Público tiene excesivas facultades para apreciar el valor de las pruebas recabadas, tomar declaraciones al inculpado, y la limitación para una adecuada defensa por parte del indiciado, permite que en la práctica, los casos que llegan a ser del conocimiento de un juez tengan una fuerte carga procesal en contra del acusado, en virtud de que los expedientes llegan ante el juez correspondiente ya integrados".

En dicho informe, también se expresó la necesidad de que el Estado Mexicano adecúe el sistema procesal a un modelo acusatorio, en el que el imputado, el Ministerio Público de la Federación y la víctima u ofendido del delito gocen de plena equidad procesal, de tal suerte que sea el juez quien resuelva el asunto sobre la base de los elementos probatorios aportados por las partes, en el marco de los principios de oralidad, publicidad, concentración y contradicción.

Por su parte, el informe del Relator de las Naciones Unidas sobre la independencia de los magistrados y jueces señala, en su parte conducente, que "el ordenamiento jurídico de México sigue el modelo del derecho civil español. Las actuaciones judiciales suelen ser escritas y no abundan las audiencias orales. Cuando se somete al Juzgador una causa para su tramitación, la Procuraduría le aporta las pruebas obtenidas en la instrucción, sin que éste tenga que escuchar a los testigos y no se recogen nuevas pruebas si las partes no lo solicitan, lo que significa que procesa al acusado fundándose en las actuaciones practicadas por el Ministerio Público".

Estas observaciones no son exclusivas respecto de los procesos penales, ya que las mismas se extienden, por ejemplo, a la estructura actual del Ministerio Público de la Federación, aduciendo que la necesidad "de la independencia y autonomía del Ministerio Público han sido reconocidas por los organismos de derechos humanos y por los miembros de la academia, como una condición indispensable para el adecuado funcionamiento del sistema de justicia penal, así como una forma de evitar la incorporación de criterios políticos en decisiones que deben regirse exclusivamente por razones de justicia".

En este rubro, es oportuno advertir que el Informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, refirió "que el conferirle autonomía al Ministerio Público sin que se adopte un sistema procesal de corte acusatorio podría resultar contraproducente, ya que se constituiría un órgano con poder excesivo, y sólo el sistema acusatorio impone controles adecuados sobre la actividad del Ministerio Público".

Asimismo, la regulación de carácter tutelar respecto del tratamiento de menores infractores, también ha sido observada en el Informe en comento, a razón de "la categoría de menor sujeto de tutela pública, es la suposición de que existe una relación necesaria entre condiciones de vulnerabilidad y conducta antisocial, lo que sirve de pretexto para no reconocerles a estos niños y niñas su calidad de sujetos de todos los derechos proclamados en la Declaración Universal de Derechos Humanos y para proponer como solución a dicho problema, la aplicación de sanciones y la sujeción a la tutela pública de las y los niños que se encuentran en condiciones de vulnerabilidad".

Un esbozo más del referido Informe, es el problema de la gran cantidad de abogados que trabajan sin sujetarse a principios éticos profesionales e incluso, que desarrollan actividades delictivas en contra de los intereses de sus propios clientes, sugiriendo al efecto el establecimiento de normas jurídicas que establezcan criterios uniformes de calificación profesional.

El panorama descrito respecto de los sistemas de seguridad pública, así como de administración de justicia, tanto desde la perspectiva nacional como internacional, constituye un gran reto a superar, consistente en fortalecer el Estado de Derecho, abatir la corrupción, detener la impunidad y reducir los índices delictivos.

Esto implica, necesariamente no postergar más el tema e incluirlo en la Agenda Nacional, como un punto prioritario, por ello el Ejecutivo Federal a mi cargo somete a la consideración de esta soberanía una Iniciativa denominada Reforma Estructural al Sistema de Justicia Penal Mexicano, la cual pretende dar respuesta a las aspiraciones de justicia real y efectiva en México, mediante el replanteamiento de los esquemas y estructuras bajo las cuales operan las instituciones encargadas de la seguridad pública y de la justicia, basado en la implantación de un sistema de justicia penal de corte acusatorio, que pueda ser aplicable a todos los gobernados; en la creación de una nueva Policía Federal, profesionalizada, concentrada en un solo órgano que ejerza sus facultades de forma eficaz y transparente; al tiempo de dejar en manos de un órgano dotado de autonomía constitucional la dirección de la investigación de los delitos y la persecución de los acusados, y exigiendo mayor profesionalismo para el desempeño de la función de defensor público o privado.

Es claro que esta propuesta implica dar un golpe de timón en materia de seguridad pública y justicia penal, para dotar al país de la reforma estructural que hoy demanda, a la luz de las directrices de eficiencia, eficacia y respeto irrestricto a los derechos humanos, consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en diversos instrumentos internacionales de los que el Estado Mexicano es parte.

Para ello, es indispensable la colaboración e intervención de los Poderes de la Unión, en su respectivo ámbito de competencia, a efecto de adecuar el marco jurídico que rige las materias de mérito, de tal suerte que responda a los antaños reclamos de justicia, a las nuevas realidades sociales y a las tendencias que en ese sentido se manifiestan en el entorno internacional.

La Reforma Estructural que se somete a su consideración se basa en tres ejes rectores, es decir, el procesal, el orgánico y el profesional, en aras de lograr un cambio de fondo que permita concretizar las aspiraciones sociales de justicia y dote de cabal confiabilidad a las instituciones integrantes del sistema de justicia penal federal, en beneficio de la sociedad y con miras al fortalecimiento del Estado democrático, con la visión de revertir la percepción actual, de la sociedad mexicana, la cual consiste en que los procesos penales son largos, tortuosos y en ocasiones injustos; que el Ministerio Público de la Federación no constituye una institución plenamente independiente, a pesar de estar dotada legalmente de facultades autónomas; que el gremio de la abogacía en México, está inundado de personas sin escrúpulos y falta de ética, que no velan por los intereses de sus clientes; que las fuerzas del orden público no dan respuesta eficiente ante la ola de inseguridad desatada en nuestro país desde hace ya varios años; que el sistema de tratamiento de menores infractores ha probado su ineficacia, ya que los medios de comunicación reportan con mayor incidencia la participación de menores de edad en actividades delictivas, y que el sistema penitenciario se ha convertido en una escuela del crimen y no en verdaderos centros de readaptación social, que permitan la reintegración a la vida social de los responsables de ilícitos penales.

A. REFORMA PROCESAL.

I. CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES.

Las políticas públicas de una sociedad inciden en el sistema procesal penal que ésta utiliza, es por ello que los modelos de corte inquisitivo se caracterizan por partir de la presunción de que la persona indiciada es culpable de la comisión de un delito en tanto no se pruebe lo contrario. En este tipo de sistemas el juez procede de oficio a la búsqueda, recolección y valoración de las pruebas, llegándose al juicio después de una instrucción escrita y secreta de la que están excluidos o, en cualquier caso, limitados los principios de contradicción e inmediación, restringiendo el derecho a una adecuada defensa.

Por su parte, el sistema acusatorio resulta propio de regímenes democrático​-liberales, en donde la libertad y la dignidad del ciudadano ocupan un lugar preferente en la protección brindada por el ordenamiento jurídico. Por lo que los regímenes democráticos utilizan sistemas procesales en los que imperan principios penales tales como la relevancia de la acusación; la imparcialidad del juez, la presunción de inocencia y el esclarecimiento judicial de los hechos; así como la oralidad, la inmediación, la publicidad y la contradicción como principios rectores del proceso penal, entre otros.

Hoy en día, en nuestro país priva un modelo procesal de carácter mixto, ya que a pesar de la exclusión de la autoridad jurisdiccional en la tramitación de las indagatorias, persiste la ausencia de los principios de oralidad, inmediación, contradicción y publicidad de los procesos penales, toda vez que a nadie escapa la importancia que posee en la actualidad la averiguación previa, etapa procedimental en la que se desahogan infinidad de diligencias probatorias que, en su momento, sustentan las sentencias del Poder Judicial de la Federación.

El proceso penal acusatorio permite sancionar los delitos en una forma práctica y equilibrada, redimensionando la relevancia de los tres actores básicos del proceso, es decir, del Juez como ente imparcial regulador del proceso, del Fiscal como parte responsable de probar su imputación dentro del juicio y representar a la víctima u ofendido del delito, y de la Defensa como sujeto procesal responsable de velar porque no se violen los derechos del imputado durante el proceso, y realizar las diligencias necesarias para impedir que se desvirtúe la presunción de inocencia.

Este proceso exige un alto profesionalismo en la citada trilogía procesal, de manera que a través de juicios orales debidamente preparados, pero expeditos, transparentes y confiables, no sólo el imputado, sino también la víctima u ofendido, así como la sociedad en general, tengan la certeza de que las resoluciones públicas de los jueces serán apegadas a Derecho.

En este contexto, resulta impostergable para Ia sociedad mexicana el rediseñar el sistema procesal vigente, en aras de tornarlo acorde con el sistema democrático que, día a día, estamos construyendo los diferentes actores políticos de la mano con los gobernados.

La armonización del sistema procesal penal vigente con los postulados del modelo acusatorio, debe ser una tarea responsable que no soslaye las figuras jurídicas que a la fecha han probado su eficacia, ni los excesos cometidos en otras latitudes que han colapsado el sistema punitivo de diversos países, en detrimento de la seguridad de los miembros de una comunidad determinada. 

Es por ello, que el Ejecutivo Federal a mi cargo somete a la consideración de esa Soberanía un nuevo Código Federal de Procedimientos Penales, elaborado a la luz de las siguientes directrices:

· Transformar estructuralmente el procedimiento penal, conservando los valores esenciales de la tradición jurídica mexicana, al tiempo que se incorporan novedosos mecanismos que respondan a la exigencia constitucional y social de una justicia pronta y expedita;

· Simplificar las formalidades de la averiguación previa, y dotar a la nueva Policía Federal de mayores facultades de investigación.

· Implementar el proceso penal acusatorio, oral y público, con presencia obligatoria del juez en las audiencias, que permitirá la resolución de la mayoría de los conflictos penales en sede judicial, como garantía de seguridad jurídica y transparencia.

· Instrumentar medidas alternativas en los procedimientos penales, capaces de lograr la pronta solución del conflicto, la reincorporación social del inculpado a la sociedad, al tiempo de restablecer a las víctimas u ofendidos en sus derechos.

· Establecer mecanismos jurídicos para garantizar los derechos de las víctimas u ofendidos del delito.

· Reducir los tiempos de la investigación del delito por el Fiscal, al tiempo que se reduce el valor probatorio de sus actuaciones, para fortalecer las que se realizan en el juicio.

· Reubicar en su justa dimensión la exigencia probatoria a cargo del Fiscal para ejercer la acción penal, en un proceso adversarial.

· Suprimir las formalidades innecesarias que acotan o dilatan las facultades del Ministerio Público de la Federación, de investigación y persecución de los delitos federales, así como de los tribunales para impartir justicia, aprovechando los avances tecnológicos.

· Agilizar el proceso, mediante el diseño de su desarrollo a través de audiencias, y cuando no hay controversia, mediante un proceso abreviado solicitado por el Fiscal.

· Distinguir en el juicio, la prueba para efectos de declarar la existencia del delito y la responsabilidad del procesado, de la prueba para la individualización de la pena.

· Fomentar el sistema de sana crítica para la valoración judicial de las pruebas.

· Lograr el imperativo de justicia pronta y expedita, a través del fomento de soluciones rápidas del problema, mediante la implantación de las salidas conciliadas o negociadas al amparo de la ley, y mecanismos eficaces de reincorporación y restauración social, como la suspensión condicional del proceso, permitiendo con ello canalizar los recursos del Estado a la administración de justicia en los casos en que subsiste el derecho estatal de castigar.

En este orden de ideas, es menester desarrollar la motivación de las diferentes figuras jurídicas que conforman la presente propuesta de Código Federal de Procedimientos Penales:

a. Averiguación Previa.
Es necesario equilibrar el actual esquema de duplicar el proceso, primero el practicado por el Ministerio Público, y luego el desahogado por el Juez, que resulta reiterativo, burocrático y no del todo eficiente, aunado a las fallas de aplicación, por errores y desviaciones humanas. De esta forma, se busca hacer más eficiente la averiguación previa y permitir que más asuntos se diriman ante el juez penal, con plena igualdad entre los órganos de acusación y de defensa para así facilitar el esclarecimiento de la verdad real.

La presente Iniciativa suprime las formalidades de la averiguación previa, por lo que el Fiscal está facultado para realizar la investigación de los delitos de forma ágil, pronta y expedita. Debiendo recabar elementos tendientes a acreditar el cuerpo del delito y la probable responsabilidad del indiciado, a través de cualquier acción que no esté prohibida por la ley, con excepción de aquellos actos que requieren de autorización judicial.

En este tenor, se suprime la protesta de decir verdad en la rendición de los testimonios ante la autoridad ministerial o policial y la obligación de levantar actas con todas las formalidades que en la actualidad se requieren para el desahogo de las diligencias, salvo en el caso de formación de prueba anticipada.

Lo anterior, tiene por consecuencia armonizar el proceso oral y acusatorio que se pretende implementar en México, ya que como será desarrollado más adelante, en dicho sistema sólo tiene valor probatorio para sentencia, aquello que se ofrece y desahoga en juicio, al tiempo que agiliza la investigación ministerial en equilibrio con la protección de los derechos de los gobernados.

b. Investigaciones policiales.

Uno de los mayores reclamos sociales, es la complejidad que existe para poder denunciar hechos delictivos ante el Ministerio Público, toda vez que a juicio de la gente, ello les implica pérdida de tiempo y, en muchas ocasiones, ser víctimas de cuestionamientos insidiosos de la autoridad así como malos tratos, aunado al temor latente a las represalias de los delincuentes.

La percepción ciudadana anterior, debe armonizarse con el deber ciudadano de poner en conocimiento de las autoridades la existencia de hechos delictivos y, con ello, fomentar la participación ciudadana en el combate a la delincuencia.

Por lo anterior, se dota a la Policía Federal de facultades para investigar hechos presuntamente delictivos de los que tenga conocimiento a través mecanismos diversos a la denuncia y a la querella, como el sistema de denuncia anónima, telefónica o electrónica, pero sin que pueda realizar actos de molestia en contra de los particulares, pues para ello se requerirá que la Policía Federal, previamente, presente una denuncia formal ante la autoridad ministerial, a efecto de que se inicie la averiguación previa correspondiente. En virtud de lo anterior, queda a salvo el caso de la flagrancia en el delito, que desde luego conlleva el deber de la policía de detener al partícipe en el hecho típico.

Este mecanismo de investigación permitirá combatir a la delincuencia, mediante el uso de técnicas de indagación de hechos delictivos cometidos por delincuentes, que sin pertenecer a las grandes redes delictivas, son parte indirecta de las mismas, como es el caso de los vendedores de drogas al menudeo afuera de las escuelas, los traficantes de indocumentados o los vendedores de armas, al tiempo que permitirá reducir considerablemente la "cifra negra" del índice delictivo por la facilidad que tendrán los ciudadanos para hacer del conocimiento de las autoridades aquellas conductas delictivas, perseguibles de oficio, de las que tengan conocimiento.

Asimismo, se coadyuvará con las autoridades locales en la prevención de ilícitos penales del fuero común, toda vez que al detectar y detener a portadores de armas, se evitará con ello la posible comisión de delitos tales como el robo, el homicidio o la violación.

Estas facultades de investigación que se le confieren a la Policía Federal, estarán controladas por el Ministerio Público de la Federación, ya que la autoridad policial está obligada a reportar el inicio de la investigación y periódicamente los avances de la indagatoria.

Otra figura que se propone en materia de las investigaciones policiales, es la obligación de la Policía Federal de no suspender la investigación de un delito que realiza con motivo de la integración de una averiguación previa, aduciendo la falta de instrucciones del Fiscal, por lo que la Policía Federal deberá continuar la investigación conforme a los lineamientos generales que al efecto le dicte el Fiscal responsable de la investigación ministerial.

Es oportuno señalar que el actuar de la Policía Federal se verifica a la luz del concepto de la dirección funcional del Fiscal, el cual implica que la autoridad ministerial tiene en todo momento la facultad de instruir a la Policía Federal, el cumplimiento de mandamientos ministeriales y judiciales, los lineamientos generales o específicos que le señale con motivo de una averiguación previa, así como la atribución del Fiscal de verificar en todo momento la legalidad de los actos que lleve a cabo la Policía Federal con motivo de una investigación policial o ministerial.

c. Facultades del Ministerio Público.

Una figura indispensable para elevar la eficiencia y eficacia de las investigaciones es la toma de muestras de fluidos, tejidos, huellas, etcétera, a los investigados por parte del Ministerio Público y sus auxiliares, en los casos en que no otorga su consentimiento el indiciado, para que el personal capacitado tome dichas muestras requeridas, para el avance de la investigación. En este sentido, se propone a esa Soberanía, que ante tales supuestos, el Fiscal solicite al Juez la autorización correspondiente, proporcionándole la información necesaria para que el juzgador tome la inmediata decisión, y así se proceda a la toma de muestras con las seguridades que el caso amerita, aun contra la voluntad del indiciado, facultando al Fiscal a imponer los medios de apremio que crea convenientes para cumplimentar la orden judicial respectiva.

Asimismo, se propone establecer la terminación definitiva de la investigación, en las averiguaciones previas en las que se haya determinado la reserva de la indagatoria, acordando el no ejercicio de la acción penal cuando opere la prescripción, a efecto de dar seguridad jurídica a los intervinientes.

Se considera necesario, resaltar la puntualización que se hace en cuanto al término que tiene el Fiscal para concluir una averiguación previa sin detenido, pues pese a que ya se encuentra contemplado en la ley sustantiva penal, es común en la práctica que se ignore esta disposición, pretendiendo con ello avanzar en el acotamiento de las averiguaciones previas, situación que deberá dinamizar la actividad ministerial.

d. Orden de presentación.

En el caso de los indiciados, que en la averiguación previa son objeto de libertad provisional, al ser consignada la indagatoria tienen que ser requeridos para comparecer ante la autoridad jurisdiccional, sin embargo, el mandamiento judicial no puede ser de aprehensión, ni de comparecencia, en razón de que no se dan los supuestos para ello o, en el segundo caso, su naturaleza jurídica es diversa, por lo que se requiere precisar la procedencia de la figura de la "orden de presentación", actualmente utilizada, sin que se establezca con claridad su procedencia, por algunos jueces, con fundamento en el artículo 135 del Código vigente.

Desde luego, que este mandamiento judicial es diferente a la orden de presentación que emite el Fiscal a su auxiliar policial, como medio de apremio, con la finalidad de que sin restricción de su libertad, comparezca el investigado ante la Representación Social a efecto de enterarlo de la investigación seguida en su contra y para que esté en aptitud de declarar o aportar algún dato para la investigación, o en el caso de testigos, para que declaren sobre los hechos.

e. Reserva.

En aplicación de los criterios de oportunidad reglados que se pretenden incorporar, y en aras de eficientar el sistema procesal, se amplía la procedencia de la determinación provisional de reserva de la investigación, señalando que, si los hechos denunciados pueden constituir delito, pero no se advierten datos concretos a investigar por parte del Fiscal, desde la presentación de la denuncia o querella se reservará el asunto hasta que aparezcan esos datos y, entre tanto, se ordenará a la Policía Federal que haga investigaciones tendientes a lograr el esclarecimiento de los hechos.

f. No ejercicio de la acción penal.

Esta determinación definitiva procederá cuando de la denuncia o querella recibida no se advierta delito que investigar, sin necesidad de que el Fiscal tenga que practicar diligencias, a efecto de no transgredir sus limitadas atribuciones constitucionales e invadir campos de actuación de otras autoridades no penales, por lo que, desde luego, resolverá el no ejercicio de la acción penal, sin perjuicio de dar conocimiento a la autoridad que deba conocer de los hechos puestos en su conocimiento, y notificando personalmente al denunciante o querellante la determinación, para lo que a su derecho corresponda.

g. Consignación al Tribunal.

Una de las máximas del proceso acusatorio, es que sólo aquello que se ofrece y desahoga en juicio tiene valor probatorio, por lo tanto, los medios de prueba allegados durante la indagatoria no pueden tener pleno valor probatorio, sino sólo cuando son desahogados en la audiencia del juicio correspondiente, de tal suerte que en los ordenamientos procesales de otras latitudes, como Latinoamérica, no se exige acreditar lo que en México conocemos como el cuerpo del delito y la probable responsabilidad del imputado.

Sin embargo, es necesario reconocer que la sociedad mexicana advierte como un logro, la exigencia constitucional de acreditar el cuerpo del delito como presupuesto para emitir una orden de aprehensión, luego entonces, para consignar los hechos al juzgador, razón que anima al Ejecutivo a mi cargo a proponer un sistema que preserve la figura del plazo constitucional en armonía con principio rector del proceso penal consistente en probar los hechos delictivos en el plenario, por ello la presente Iniciativa prevé precisar los elementos del cuerpo del delito, que el Fiscal requiere acreditar para consignar el asunto, ya que de esta manera se permite implementar el proceso penal acusatorio, el cual se caracteriza por que las pruebas se reciben en el juicio y no en la averiguación previa y, consecuentemente, es en este último donde generan valor probatorio para comprobar el delito, de ahí que, para ejercer la acción penal bastará una comprobación de los elementos del cuerpo del delito con base en los elementos probatorios que el órgano de investigación puede recabar en la indagatoria, por lo que la propuesta consiste en establecer que por cuerpo del delito se entiende el conjunto de elementos externos o materiales del hecho y, en su caso, normativos.

Es oportuno advertir que esta propuesta de ninguna manera implica disminuir el nivel actual de exigencia probatoria que establece el Código Federal de Procedimientos Penales vigente para llevar a cabo la consignación, ya que el mismo señala que no es necesario acreditar los elementos subjetivos del delito para el ejercicio de la acción penal, de lo que se desprende que el nuevo Código Federal de Procedimientos Penales sólo esclarece la situación en aras de evitar interpretaciones judiciales que colapsen el sistema procesal que se somete a la consideración de esa Soberanía, ya que no podemos soslayar que derivado de la importancia que el día de hoy tiene la averiguación previa, la inercia fáctica ha llegado a tal grado que el Ministerio Público de la Federación acredita los elementos subjetivos del delito desde el momento de la consignación, toda vez que muchos procesos, en el mejor de los casos, no son más que la repetición de las diligencias probatorias desahogadas en el transcurso de la indagatoria.

El esclarecimiento en comento, no puede ser de otra forma, porque de preservarse el actual nivel fáctico de exigencia probatoria respecto del cuerpo del delito, al tiempo de suprimírsele el valor conferido hasta ahora a las probanzas recabadas en la fase preliminar, se provocaría un colapso, ya que a pesar de que el Fiscal recabara todos los datos necesarios para consignar, debido a su valor indiciario, no acreditarían los elementos suficientes del hecho delictivo y, en consecuencia, se negaría el mandamiento judicial o se dejaría en libertad al detenido, situación que no puede suceder.

Así que en forma congruente, se plantea al mismo tiempo una disminución pragmática del efecto probatorio de los medios de prueba recabados en la investigación, con la consecuente disminución de la exigencia probatoria para dictar un mandamiento judicial o emitir un auto de sujeción a proceso, enfatizando que las pruebas de la investigación deberán desahogarse en el juicio y, sólo entonces, serán eficaces para resolver en definitiva, sea condenando o absolviendo.

En este orden de ideas se torna necesario modificar el concepto vigente de probable responsabilidad, atendiendo a que la exigencia probatoria debe centrase en los elementos objetivos de delito, aunado a que debe salvaguardarse el reconocimiento del principio de presunción de inocencia, incorporado en la Iniciativa de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos sometida en su oportunidad a la consideración del Constituyente Permanente, por el Ejecutivo Federal a mi cargo, por ello se propone el concepto de probable responsabilidad, entendiendo por ésta, los indicios de participación en el hecho antijurídico.

A simple vista, se podría vislumbrar que la presente Iniciativa disminuye los requisitos para consignar, sin embargo, como quedo de manifiesto, esta presunta disminución es sólo aparente, ya que sólo se pretende armonizar la figura jurídica de la consignación, con el principio de proceso acusatorio que se pretende implementar en nuestro país, acotando expresamente la exigencia probatoria a los elementos objetivos y normativos del injusto penal y aquéllos que hagan probable la responsabilidad del imputado.

De lo antes expuesto, resalta que el modelo acusatorio que se propone, es mucho más garantista que los sistemas implementados en los países de Latinoamérica, ya que en ellos no se prevé la necesidad de acreditar los elementos esenciales del delito que se imputa para iniciar el proceso, toda vez que se centran sólo en indicios de la realización y participación en el hecho delictivo.

Asimismo, cabe señalar que esta propuesta da lugar a que el Fiscal sustente mejor sus acusaciones, lo que se traduce en una reforma garantista, ya que el Fiscal debe ser más diligente en la integración de las averiguaciones previas, a efecto de evitar, que en un proceso penal equilibrado por las partes y completamente adversarial, su acusación naufrague por no estar debidamente sustentada en un sólida investigación, por lo que contrario a lo que parece, las indagaciones preliminares deberán ser más rigurosas y metodológicas, porque el Fiscal y la Policía no pondrán escudarse en las clásicas actuaciones ministeriales con pleno valor probatorio e irrebatibles por la inmediación y fe pública otorgada a la Representación Social.

h. Proceso oral.
El principio de oralidad consiste en el predominio de la palabra hablada, lo que se traduce en que los elementos aportados en el juicio de forma directa y oral son el fundamento de la sentencia, sin que ello implique el destierro de los escritos dentro de los procesos, en virtud de que aquéllos tienen como función dar soporte material a las evidencias y, en algunos casos, el anuncio de lo que se pretende ofrecer en el juicio oral, al tiempo que documentan el proceso.

Una de las ventajas de los juicios orales radica en la inmediación, situación que deriva en que el juzgador y los sujetos procesales se encuentren presentes para contraponer sus versiones sobre la litis que anima el proceso, lo que implica que el juzgador está en posibilidad de analizar no solamente los dichos de los intervinientes en un juicio, sino su desenvolvimiento psicológico en el mismo, lo que ayuda a conocer de manera más cercana la verdad histórica y no la formal, fin último de un proceso penal.

Lo anterior, da lugar a la necesidad de que invariablemente el juez esté presente en el desahogo de las diligencias y que dicho juez sea el mismo que emita la sentencia, aunado a que la causa se debe sustanciar, por regla general, en una sola audiencia. Cabe precisar, que este juez será distinto de aquel que se encarga de preparar el juicio a efecto de que tenga plena imparcialidad.

Otro principio íntimamente ligado a la oralidad en los procesos es la publicidad, la cual consiste en que las diligencias de las audiencias se realizan con la presencia de la sociedad, las partes tienen conocimiento recíproco de los actos procesales de la contraparte y pueden controvertirlas plenamente, sin tener que cargar con un valor probatorio preconstituido, lo que garantiza la salvaguarda del principio de contradicción, es decir, el enfrentamiento de posiciones entre las partes en el desahogo de la etapa probatoria.

Cabe mencionar, que estos principios están reconocidos en los artículos 8 y 14 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, respectivamente, suscritos y ratificados por nuestro país, y cuya observancia ha sido un presupuesto de gobierno de esta administración.

Lo anterior, denota que los juicios orales son acordes a los postulados de un verdadero Estado democrático, capaz de dar respuesta a los reclamos sociales de una más eficaz y eficiente procuración e impartición de justicia.

En tal virtud, en la presente Iniciativa se incorpora la preeminencia de las audiencias orales y públicas.

i. Plazo Constitucional.
El respeto irrestricto a los derechos humanos constituye un deber de todo gobierno, es por ello, que en aras de salvaguardar los derechos del inculpado, se propone prever la obligación del juez de dar a conocer a éste, inmediatamente después de que quede a su disposición, los hechos que se le imputan y las garantías que el Artículo 20, Apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos le otorga, darle copia del pliego de consignación y permitirle el nombramiento inmediato de su defensor, con el objeto de darle acceso inmediato al expediente completo, de manera que tenga una entrevista privada con su defendido, para asesorarlo legalmente, al tiempo de otorgarle su libertad inmediata en los delitos considerados no graves.

Esta reforma de corte garantista, hace valer la debida defensa del inculpado, y constituye indirectamente una medida contra la corrupción, toda vez que por mandato legal, la defensa del imputado puede tener acceso real desde un primer momento al expediente, así como de asesorar adecuadamente a su defendido antes de la audiencia inicial, a efecto de erradicar las declaraciones del inculpado viciadas o sin asesoría legal.

Dentro de las cuarenta y ocho horas posteriores a que el inculpado ha sido puesto a disposición del Juez, se llevará a cabo la audiencia inicial, la que comenzará con la fijación de los hechos que se le imputan al inculpado, a cargo del Fiscal. Posteriormente, se dará intervención al inculpado, a efecto de que a su elección pueda o no declarar, y finalmente al defensor, en aras de que fije la postura de la defensa.

En caso de que inculpado no declare y la defensa no se pronuncie sobre los hechos imputados, se entenderán negados los hechos, con lo que quedará fijada la litis del proceso.

El juez tiene la obligación de dictar el auto de sujeción a proceso o de falta de elementos para procesar en esta audiencia, salvo que la defensa haya ofrecido pruebas, caso en el cual deberá de citar a la ampliación de la audiencia inicial para llevar a cabo el desahogo de las mismas, a efecto de que al término de la citada audiencia dicte su resolución.

Asimismo, el juez puede dictar la resolución dentro del resto del término constitucional, cuando la complejidad del asunto lo amerite.

La propuesta de la audiencia inicial responde a la existencia de una litis derivada de la fijación de la postura de las partes en los modelos de corte acusatorio, sin soslayar la importancia que reviste para la sociedad mexicana la obligación del Fiscal de acreditar el cuerpo del delito y la hacer probable la responsabilidad del inculpado, como quedó de manifiesto en su oportunidad.

j. Proceso abreviado.

El proceso abreviado es una figura que busca materializar el postulado de una justicia pronta y expedita consagrado en el Artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y dar cabal cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, es decir, que toda persona acusada de un delito tendrá derecho a ser juzgada sin dilaciones indebidas, así como, lo previsto en el artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el cual señala que toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente.

El proceso abreviado que re propone respeta cabalmente las garantías judiciales del inculpado, especialmente las de audiencia y defensa, ya que desde que el inculpado queda a disposición del juez es informado de los hechos que se le imputan y de quienes deponen en su contra, además tiene acceso al expediente por sí o por su defensor y derecho de ser asesorado debidamente por un defensor desde el primer momento.

Una vez que el juez dicte el auto de sujeción a proceso, el Fiscal solicitará la apertura del juicio abreviado hasta antes de que el juez declare cerrado el debate en la audiencia principal del juicio, siempre y cuando rinda el inculpado una confesión lisa y llana de los hechos, la cual debe ser verosímil a la luz de los indicios existentes hasta ese momento procesal, y no manifieste su oposición a la apertura de este proceso.

Existe la posibilidad de que el inculpado, después de que el Fiscal haya solicitado el juicio abreviado, desista de su consentimiento y opte por el proceso que corresponde conforme a la naturaleza del delito.

Si el juez determina la procedencia del proceso abreviado, citará a una audiencia en la que sólo se podrán ofrecer pruebas relacionadas con la individualización de la sanción, la condena condicional y la reparación del daño, a efecto de que el juez tomando en cuenta las pruebas desahogadas, así como las conclusiones del Fiscal y de la Defensa, resuelva en la propia audiencia la existencia del delito y la responsabilidad penal del procesado e individualice la sanción, con la obligación de aplicar una reducción de la sanción individualizada de hasta una tercera parte, en caso de emitir una sentencia condenatoria.

k. Proceso ordinario y sumario.

En los procesos ordinarios y sumarios, después de haberse dictado el auto de sujeción al proceso, el juez señalará fecha para la celebración de la audiencia preliminar la cual se llevará a cabo dentro de los quince días posteriores. Diez días antes de la celebración de la audiencia, el Fiscal deberá anunciar la relación de pruebas que pretende ofrecer en ella.

En la audiencia preliminar el inculpado y su Defensa pueden ofrecer las pruebas que a su juicio son necesarias para su defensa respecto del hecho imputado, y el Fiscal sólo puede ofrecer pruebas que consten en la relación presentada al juez con antelación, salvo que sean supervenientes.

En la audiencia preliminar se ofrecerán, en su caso se objetarán, y se admitirán las pruebas procedentes, estableciendo un plazo de preparación no mayor a tres meses tratándose del proceso ordinario y de un mes en el sumario. Dicho plazo, que pudiera parecer amplio, obedece al cambio de paradigma, pues hasta ahora, las pruebas quedan formalmente recabadas en la averiguación previa y no requieren ser desahogadas en el proceso, pero con esta propuesta, la investigación preliminar debe ser ágil y avocarse a recabar los datos necesarios para poder ejercer acción penal, no obstante, las pruebas se desahogarán en la audiencia del juicio, por tanto, considerando que en el fuero federal constantemente se requiere preparar pruebas complejas o ubicadas fuera de la jurisdicción territorial del juez, es que procede otorgar dicho plazo, sin perjuicio de que si existen circunstancias específicas, verbigracia, la necesidad de contar con una asistencia jurídica internacional, el juez podrá otorgar un plazo mayor, siempre que se observen los plazos constitucionalmente establecidos para ser enjuiciado.

Después de que el juez admita las pruebas, dictará el auto de apertura al juicio en el que establecerá día y hora para la celebración de la audiencia principal, así como los nombres de los intervinientes, y la relación de pruebas que deben ser desahogadas en dicha audiencia, así como el juez que deberá de conocer de la audiencia principal.

Cabe advertir, que la razón de que exista un juez que conozca de la audiencia principal, diverso al de la etapa preliminar es garantizar la objetividad del juez en la resolución final del caso.

La audiencia principal comenzará con la intervención del Fiscal -quien precisará su acusación-, luego lo hará la víctima quien si lo desea alegará lo que a su derecho convenga, después se recibirán los del abogado defensor -quien fijará los argumentos de su defensa- y en su caso, el inculpado, quien manifestará lo que a su interés corresponda; al término de estos alegatos preliminares, se recibirán y se desahogarán las pruebas que se señalan en el auto de apertura al juicio, comenzando por las del Fiscal, pudiéndose aceptar y desahogar pruebas supervenientes. Desahogadas las pruebas se abrirá la etapa conclusiva y al término de la misma el juez se retirará a resolver en privado, debiendo emitir su fallo en la misma audiencia o en continuación dentro de las setenta y dos horas siguientes a que declare cerrado el debate.

Emitida la sentencia de forma oral, el juez convocará a la celebración de una audiencia de individualización de la sanción, que se deberá llevar a cabo dentro de quince días posteriores al término de la audiencia principal, en la que sólo podrán ofrecerse pruebas, respecto de la reparación del daño y dicha individualización.

Las partes podrán debatir sobre la admisibilidad de las pruebas y el juez resolverá; concluida la etapa probatoria el juzgador en la misma audiencia, deberá fijar las sanciones que deberá cumplir el sentenciado; notificará formalmente la sentencia escrita dentro de los tres días posteriores al término de la audiencia de individualización de la sanción.

Cabe señalar, que es posible que existan pruebas supervenientes, situación que motiva la implementación de mecanismos para poder ofrecerlas, por lo que la presente Iniciativa contempla las audiencias extraordinarias, las cuales tienen por objeto ofrecer y, en su caso, objetar y admitir las pruebas que alguna de las partes anuncie dentro de los tres días posteriores a que tenga conocimiento de las mismas.

Admitidas las pruebas en las audiencias extraordinarias, aquellas deben de prepararse antes de la audiencia principal, a efecto de que puedan ser desahogadas en la misma.

Si hubiera pruebas supervenientes que no pudieran ofrecerse antes de la celebración de la audiencia principal, éstas deberán ofrecerse en la misma audiencia, en donde se resolverá sobre su ofrecimiento, posible objeción y admisión; de ser necesario señalando un plazo para su preparación, mismo que correrá paralelo a la celebración de la audiencia principal, de manera que puedan ser desahogadas en la misma o en su continuación.

l. Principio de oportunidad.

La tradición jurídica mexicana en materia penal, se ha construido al amparo del principio de legalidad, el cual dispone, en esta materia, que el Ministerio Público está obligado a investigar y a perseguir los hechos denunciados porque a juicio del denunciante pudieran ser constitutivos de delito, sin tener atribuciones para determinar fundada y motivadamente y bajo su responsabilidad, el no continuar, suspender, interrumpir o concluir su actuación con motivo de la denuncia o querella, sin embargo, esta situación implica que deba aparentar que investiga donde no hay nada que investigar o donde desde el principio se advierte de la lógica y la experiencia, que nada positivo arrojará la investigación; esto que pareciera relevante sólo para aspectos prácticos, conlleva la saturación del órgano de investigación, y el consecuente rezago, que genera ineficacia e impunidad en los asuntos donde realmente debe proseguirse la investigación y en los cuales debiera centrarse el Ministerio Público para obtener sentencias condenatorias.

Existen dos niveles de criterios de oportunidad, es decir, el libre y los reglados. El primero consiste en que la facultad del Ministerio Público de aplicar el principio de referencia es discrecional y, por ello, no se encuentra sujeto a determinadas normas. El segundo es aquel en donde la facultad del Ministerio Público se encuentra sujeta a controles, es decir en la ley se consagran una serie de casos y condiciones para la aplicación del principio de oportunidad. Nuestra propuesta adopta la segunda vertiente.

En múltiples países existe un principio de legalidad que permite la adopción de criterios de oportunidad reglados, de manera que se permite al órgano de investigación, bajo circunstancias predeterminadas por la ley, no emprender investigación alguna, o suspender la que practica, si no hay elementos que permitan visualizar algún resultado concreto.

A la aplicación de estos criterios de oportunidad, la doctrina le ha asignado dos objetivos primordiales. El primero es la descriminalización de hechos punibles, con la finalidad de evitar la aplicación del poder del Estado donde otras formas de reacción frente a la conducta reprochable pueden alcanzar mejores resultados, consistentes en la adecuación social del hecho, la culpabilidad mínima del autor y la ausencia de necesidad preventiva.

El segundo es la eficiencia del sistema penal a través de la implementación de la denominada "Justicia Alternativa" y de mecanismos auto compositivos. Este criterio es el que se retoma en la presente Iniciativa, a través de las figuras de "La Conciliación" y la "Suspensión Condicional del Proceso", mismos que en su conjunto se denominan "Medidas Alternativas".

La conciliación es procedente en cualquier etapa del procedimiento, en la Averiguación Previa ante el Fiscal y durante el proceso judicial ante el juez y la suspensión condicional del proceso es procedente sólo en el proceso ante el juez de la causa.

Ambas figuras tienen como finalidad permitir soluciones rápidas al conflicto, que a su vez restañen sin contratiempos los daños causados a la víctima u ofendido y permitan al indiciado o procesado reincorporarse al grupo social con plena responsabilidad.

m. Conciliación.
El derecho penal sólo tutela determinados bienes jurídicos, es decir, aquellos que entrañan valores esenciales de la vida en comunidad, cuya vulneración trasciende más allá del ámbito de los particulares para convertirse en una afectación a la sociedad, derivado de la incidencia y gravedad de las conductas ilícitas, de tal suerte que el derecho penal constituye la última ratio para reprimir determinadas conductas consideradas ilícitas dentro del ordenamiento jurídico.

Sin embargo, no todas las conductas ilícitas que sanciona el derecho penal pueden ser perseguidas por la autoridad por el sólo conocimiento de los hechos delictivos, es decir de oficio, ya que existen bienes jurídicos tutelados cuya vulneración a pesar de afectar indirectamente a la sociedad, impactan sólo a las víctimas u ofendidos, pudiéndose ver reparadas las afectaciones a través de componendas entre los particulares, y con ello verse restituido el orden público.

El principio de subsidiariedad, implica que el Estado intervenga sólo en aquellos casos en que los ciudadanos no pueden actuar por sí mismos, por lo que atendiendo a los niveles de madurez de la sociedad mexicana, se estima posible que las personas puedan solucionar sus conflictos mediante el diálogo y la búsqueda de acuerdos, sin la necesidad de echar a andar la maquinaria judicial del Estado, logrando con ello un sensible impacto en la administración de los recursos públicos.

No obstante lo anterior, en aras de la concreción del principio de subsidiaridad el gobierno de la República reconoce que es necesario que toda componenda se desarrolle al amparo de principios básicos, tales como:

· La participación voluntaria de las partes en el procedimiento de conciliación;

· La confidencialidad de la información que se presente en el procedimiento, razón que anima a que las sesiones de conciliación sean privadas, que no se pueda utilizar la información del procedimiento en perjuicio de las partes dentro del proceso, en caso de que no lleguen a un acuerdo, así como que los conciliadores, que no serían fiscales, no pueden ser llamados a juicio en calidad de testigos;

· La flexibilidad del procedimiento, es decir la carencia de formalidades que empantanen el acceso a una solución del conflicto;

· La neutralidad que implica que el conciliador debe actuar con criterios de objetividad;

· La equidad que se traduce en que el acuerdo sea percibido por las partes como justo;

· La legalidad, por lo que sólo pueden someterse a conciliación los supuestos señalados en la ley, y

· La honestidad, que obliga al mediador a excusarse de intervenir en los procedimientos en los que tenga conflicto de intereses.

Ahora bien, se debe considerar que la reparación del daño actualmente tiene el carácter de pena pública, exigible de oficio por el Ministerio Público. Pese a lo anterior, sólo un escaso margen de las víctimas u ofendidos del delito consiguen la satisfacción total o parcial de la reparación del daño del que son objeto, aunado a que deben sujetarse a procedimientos engorrosos, costosos y en la mayoría de los casos, poco exitosos.

Acelerar la resolución de los conflictos penales a través de mecanismos alternos y complementarios, permitiría a la víctima u ofendido del delito optar, de manera voluntaria, por un proceso alterno que le permita una pronta reparación del daño o, en su caso, acudir ante los órganos públicos competentes con posibilidad de lograr una solución rápida, sin importar que el delito sea perseguible de oficio o incluso que sea considerado como grave, elementos que hoy impiden una negociación efectiva que permita la resolución del caso, es decir, se pretende fomentar el acceso al sistema de justicia penal alternativa.

La adopción de procedimientos alternativos proporciona a las víctimas u ofendidos del delito, posibilidades reales y prácticas de obtener la reparación del daño, situación que redundará en el cumplimiento de su garantía constitucional de obtener justicia pronta y expedita, permitirá a los delincuentes comprender mejor las causas y los efectos de su comportamiento y asumir una genuina responsabilidad ante el agraviado pero también ante la sociedad, y posibilita a las comunidades preservar la convivencia armónica, promover el bienestar comunitario y prevenir la delincuencia.

Si bien es cierto, que de acuerdo con la doctrina la conciliación opera por regla general en los delitos de querella, también lo es que existen delitos perseguibles de oficio cuya gravedad no implica una afectación sustancial al Estado y, en cambio, es posible que la componenda entre las partes dé lugar a un restablecimiento del orden público, a través, básicamente de la reparación del daño sin necesidad de recluir en una prisión a su autor, ya que, como es sabido, los formalmente llamados Centros de Readaptación Social, a pesar de los esfuerzos por mejorar su eficacia y eficiencia no han cumplido su cometido, y aunque es compromiso de este Gobierno llegar a esa meta, se considera que tratándose de los delitos considerados no graves por la legislación penal y aun de los ilícitos penales considerados graves contenidos en el Título Vigésimo Segundo, del Libro Segundo del Código Penal Federal, con excepción de aquéllos cometidos con violencia sobre las personas, no es necesario que el Estado ejerza su poder, siempre que el inculpado repare el daño a la víctima u ofendido determinado y cumpla los requisitos previstos en la ley.

Lo anterior, da lugar al desarrollo una verdadera protección de los intereses de la víctima u ofendido, ya que se debe reconocer que en los delitos perseguibles de oficio, la víctima u ofendido ve restringidas las posibilidades de que se le repare el daño, ya que carece de la figura del perdón que extingue la acción penal, situación que hace inatractivo para el inculpado el cumplimiento de su obligación. Con esta propuesta, el Fiscal seguirá teniendo la atribución de investigar y perseguir de oficio el probable delito, pero deberá determinar el no ejercicio de la acción penal o solicitar el sobreseimiento de la causa, cuando el imputado haya cubierto los requisitos legales de la conciliación.

Por lo anterior, la presente Iniciativa busca implementar la procedencia de la figura de la conciliación en todos los delitos perseguibles de oficio no graves y, aun en los graves de carácter patrimonial, no violentos, cuando exista una víctima u ofendido identificado, siempre y cuando el imputado sea primo delincuente, subsistiendo la actual procedencia en los delitos de querella.

El mecanismo para la conciliación consiste en que el Fiscal, en la averiguación previa, y el juez, en las audiencias del proceso, procuren que los interesados se sometan al procedimiento de conciliación.

La conciliación es llevada por profesionales adscritos a las unidades administrativas que al efecto designe, mediante Acuerdo, el Fiscal General de la Federación o el órgano competente del Poder Judicial de la Federación, y estarán sujetos a las reglas que a través de la misma vía se establezcan, atendiendo a los principios en su oportunidad descritos.

El acuerdo al que llegan los legitimados, en los delitos perseguibles de oficio y en los de querella cuando conlleve una obligación de cumplimiento diferido, debe ser ratificado ante el Fiscal o juez de la causa, quienes sólo permitirán la ratificación si el acuerdo no es contrario a Derecho. El acuerdo debidamente ratificado y cumplimentado tendrá el efecto de perdón del ofendido en los delitos de querella y de no ejercicio de la acción penal o desistimiento de la misma, según el estadío procedimental, tratándose de delitos perseguibles de oficio. Mientras se cumple el acuerdo, el Fiscal considerará el asunto como una reserva del expediente, y el juez, como un proceso suspendido.

n. Suspensión condicional del proceso.

La suspensión condicional del proceso puede proceder en todos aquellos delitos no graves en que no se logre la conciliación, y tiene por objeto que el Estado libremente determine, atendiendo a las circunstancias del caso, en qué supuestos debe ejercer su poder coercitivo y en cuales no, con la finalidad de reincorporar de forma rápida al inculpado primo delincuente a la sociedad y a través de acuerdos, sin necesidad de recurrir a la imposición de sanciones.

Lo anterior, se traduce en la implementación de un sistema en el proceso, mediante el cual el inculpado se obligue voluntaria y unilateralmente a llevar a cabo una serie de conductas comisivas u omisivas, esencialmente previstas en un catálogo legal, con el objeto de superar las causas y circunstancias que directamente le influyeron para cometer el probable delito; supervisándosele en su cumplimiento, lo cual permite, mediante la aprobación judicial en todos los casos, suspender el proceso penal de manera condicional por un tiempo no mayor al término medio aritmético de la sanción. El cumplimiento de las obligaciones del inculpado da lugar al sobreseimiento de la causa.

En el supuesto de que se incumplan las obligaciones, el proceso se reanudará y no podrá volver a suspenderse. El juez, si lo estima, a petición del Fiscal, tomará las precauciones para evitar que se pierdan las pruebas o las fuentes de la misma durante la suspensión del proceso.

La Fiscalía General de la Federación, se llevará un registro de los sujetos beneficiados con esta medida alternativa, de manera que sólo se conceda por una vez tratándose de delitos de la misma naturaleza.

Mientras se cumple el acuerdo, el juez considerará el asunto como un proceso suspendido.

No obstante que en principio la suspensión condicional del proceso es procedente en los delitos no graves, el Ejecutivo a mi cargo considera que esta salida alternativa, puede erigirse en un mecanismo eficaz de coadyuvancia al combate de otros ilícitos penales, de tal suerte que a través de la aplicación de este criterio de oportunidad, es dable dar mayores resultados en el ámbito de la procuración de justicia, toda vez que mediante su uso pueden detenerse conductas delictivas de mayor gravedad por sus características propias o por su extensión.
o. Responsabilidad civil del inculpado.

En otro aspecto, resulta necesario que la política criminal genere estrategias y tácticas puntuales que tiendan a mejorar la atención y resolución de los conflictos, así como a facilitar el acceso a la justicia, sin incurrir en formalismos excesivos y mirando en todo momento por los derechos vulnerados de las víctimas u ofendidos del delito, de tal forma que se permita flexibilizar el procedimiento penal y, de esta forma, se otorguen soluciones alternas que aseguren la reparación del daño a aquéllas.

Es claro, que la reparación del daño es una pena pública y que al condenar el juez al sentenciado al cumplimiento de la misma, el propio Estado debe hacerla efectiva, pero en los casos en que se emite una sentencia absolutoria por delito que implique afectación patrimonial directa o indirecta, como son los delitos patrimoniales o contra la vida e integridad corporal o contra la privación de la libertad en su modalidad de secuestro, acaso por una falla técnica o prueba insuficiente, la víctima u ofendido se ve desprotegida y sólo le queda el recurso de comenzar de nuevo ante una instancia civil en peores términos que al principio, pues el tiempo ha menguado no sólo su ánimo, sino sus recursos e incluso el material probatorio, sin que el proceso penal le sirva de nada, pues no le significa la posibilidad de intentar alguna acción más rápida o efectiva, en esos casos, en realidad hay una denegación de justicia.

Sobre el particular, la presente Iniciativa parte que de origen, todos los jueces federales tienen la misma competencia, y ha sido por cuestiones administrativas que se han especializado por materias, pero si hablamos de justicia pronta y expedita, ello no les debe prohibir emitir alguna opinión derivada del asunto de su competencia, que deba ser considerada como opinión calificada en principio por el juez que le suceda en el conocimiento del conflicto, así sea de diversa competencia por especialidad o fuero, por lo que se propone establecer que en los casos en que el juez tenga por acreditado el injusto penal, es decir, una conducta típica e ilícita y si re dan los supuestos de ley, el juez al emitir una sentencia absolutoria deba pronunciarse sobre la probable responsabilidad civil del procesado, de forma tal que dicho pronunciamiento en una sentencia, permita considerar ésta como un título ejecutivo civil, que le implique a la víctima u ofendido, obtener del proceso penal un documento que lo facultará a iniciar su nueva travesía pero ahora en el ámbito civil, con la posibilidad de que el juez civil le autorice medidas precautorias, como el secuestro de bienes al inicio del juicio, a manera de garantía de cumplimiento en el caso de una sentencia condenatoria.

Lo anterior, atiende a que el juez de la causa, con los elementos que constan en las actuaciones, está en posibilidad de conocer si el inculpado debe ser obligado a responder por su actuar culposo u objetivamente ilícito, esto último por el mero uso de instrumentos que por su naturaleza son peligrosos o, en su caso, por su responsabilidad subjetiva.

Esta propuesta legislativa tiene como finalidad última impedir, por lo menos en estos casos, la revictimización que sufren aquéllos que resintiendo el daño todavía tienen que sujetarse a un proceso de naturaleza civil sin la representación del Fiscal, con las implicaciones que ello trae aparejado.

Si bien es cierto, algunos sectores podrían considerar esto como una invasión de competencias, es dable advertir que la función del juez no radica en la materia de la cual conoce sino en las funciones jurisdiccionales de las cuales está investido, ya que la distribución de competencias en razón de la materia no atiende a otro criterio que no sea la funcionalidad en el desempeño de la atribución pública, pero cuando dicha funcionalidad se traduce en la ineficacia de un sistema en contra de las víctimas u ofendidos de un delito, no pueden aducirse argumentos formalistas que separan al derecho de la justicia.

La facultad que se pretende otorgar a los jueces para pronunciarse sobre la responsabilidad civil del inculpado, se extiende al momento de dictar la orden de aprehensión o presentación correspondiente, ya que en este momento le es dable al juzgador hacer un pronunciamiento provisional sobre el particular, a efecto de que en caso de que la orden de mérito no se cumpla, la víctima u ofendido puedan acudir en la vía ejecutiva civil a reclamar la reparación del daño, so riesgo de que en el supuesto de que el inculpado sea absuelto, en su oportunidad, la víctima u ofendido se conviertan en deudores del sentenciado.

p. Pruebas.

Como consecuencia de los principios del sistema acusatorio y del juicio oral, se establece la regla de que sólo aquello que sea ofrecido y desahogado en la audiencia principal del proceso tiene valor probatorio para sentencia.

Sin embargo, es necesario reconocer que la aplicación estricta de esta regla podría poner en riesgo a la justicia, ya que existen diligencias probatorias que de no recabarse en el momento oportuno se tornarían irrepetibles, en detrimento de la búsqueda de la verdad histórica, por lo que la presente Iniciativa incorpora el concepto de prueba anticipada, la cual consiste en aquellas diligencias probatorias desahogadas por un juez o por el Secretario del Juzgado, a petición del Fiscal, aun cuando no se haya ejercido la acción penal, pero dentro de una averiguación previa, que por estimarse irrepetibles se llevan a cabo fuera de la audiencia del juicio, con la presencia de la defensa -aunque el imputado no este identificado, caso en el cual se nombrará un defensor de oficio-, debiendo video grabarse y estenografiarse, y ofrecerse y desahogarse formalmente, conforme a las reglas conducentes para que las pruebas tengan validez.

En el mismo orden de ideas, se debe reconocer que existen pruebas que por su naturaleza complicarían su desahogo en una sola audiencia de juicio, tal es caso de la prueba pericial, para la cual se pretende que los peritos remitan sus informes antes de la celebración de la audiencia principal y, en caso de contradicción entre los informes, las partes soliciten un tercer dictamen, el cual debe ser rendido, incluso, en la audiencia principal.

En relación con la prueba testimonial, se establece que en la audiencia principal los testigos deben declarar libremente sobre los hechos antes de ser interrogados, con el objeto de que las partes puedan tener materia para interrogarlos.

En lo referente a la protección de testigos, se propone establecer la facultad de la Policía Federal, del Fiscal o del Juez, de otorgar protección policial a los testigos, siempre y cuando, se ponga en peligro su vida o integridad corporal y que su declaración pueda ser determinante para el ejercicio de la acción penal o para la absolución o condena del procesado.

La incorporación que se propone respecto a la protección de testigos en causas penales responde a la exigencia social, la conveniencia procesal, y las tendencias internacionales, sin soslayar la iniciativa internacional plasmada en diversos textos e instrumentos jurídicos asumidos en el ámbito de las Naciones Unidas.

Es preciso señalar, que únicamente para efectos del proceso abreviado, se le otorga valor probatorio pleno a la confesión judicial, pero siempre y cuando ésta sea verosímil, no esté desvirtuada con alguna probanza y sí se encuentre corroborada por otro elemento de convicción. En todos los demás casos, el juez la valorará conforme las reglas de la lógica y la experiencia.

Asimismo, se adopta un concepto de prueba prohibida, estableciendo que las pruebas obtenidas ilegalmente serán nulas, al tiempo que se incorpora expresamente el principio in dubio pro reo en la valoración probatoria definitiva.

Por lo que en ausencia de prueba plena debe absolverse, precisamente por que la sentencia condenatoria debe apoyarse en situaciones que produzcan certeza al juzgador. Finalmente, se incorpora el sistema de la sana crítica para la valoración de las pruebas, salvo los casos expresamente señalados por la ley. Lo anterior implica que el juzgador deberá analizar y valorar las pruebas conforme las reglas de la lógica y la experiencia.

q. Conclusiones.
De conformidad con el Artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Ministerio Público es el órgano técnico encargado de perseguir ante los tribunales a los imputados de cometer un delito, situación que jurídicamente se concreta al momento de formular sus conclusiones a través de su acusación, con base en el cúmulo probatorio desahogado ante el juez. Lo anterior, sin perjuicio de que con el modelo procesal propuesto, para fijar la materia del debate, se toma como una acusación provisional el pliego de consignación que será ratificada modificada o revocada al fijar sus conclusiones dentro de los rangos de la ley.

Dicha función la desempeña el Ministerio Público, por lo que no se estima que haya razón suficiente para que el Fiscal General de la Federación revise las conclusiones no acusatorias, contradictorias o confusas que se emitan en un proceso penal, ya que los Fiscales deben ser servidores públicos capacitados para desempeñar sus funciones y, en todo caso, la revisión de sus conclusiones por los superiores jerárquicos debe ser anterior a su formulación, no petición del juzgador, quien debe ser imparcial. Adicionalmente el modelo acusatorio conlleva la celeridad del juicio y la formulación de conclusiones en la audiencia principal, misma en la que el juzgador emitirá su sentencia, así que de preservarse el actual esquema, el juzgador se vería impedido para emitir su resolución en la audiencia, lo cual trastocaría la esencia del proceso y afectaría las garantías de los demás intervinientes; por lo expuesto, se somete a la consideración de esa soberanía la supresión de la facultad del Titular del Ministerio Público de la Federación de revisar las conclusiones no acusatorias y las demás que, conforme a la ley, procede dicha revisión, dejando la facultad del juez de dar vista al Fiscal General de la Federación de las deficiencias u omisiones del Fiscal que actuó en el juicio, para los efectos legales a que haya lugar.

r. Recursos.
La presente Iniciativa, acota la procedencia de la apelación para el Fiscal a las resoluciones que ponen fin al proceso y a las sentencias absolutorias, y para el inculpado sólo para las sentencias condenatorias y, por su parte, la víctima u ofendido puede impugnar las resoluciones definitivas respecto de la reparación del daño.

En otro orden de ideas, considerando que en diversas ocasiones a la víctima u ofendido del delito no se le repara el daño causado por deficiencias técnicas, se estima necesario establecer que en materia de recursos, el tribunal de apelación supla también a la víctima u ofendido la deficiencia de sus agravios, por lo que se refiere a la reparación del daño y a las medidas precautorias conducentes a asegurarla.

s. Medidas Cautelares de Carácter Personal.
El artículo 9 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, señala que "la prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo".

Sin embargo, en la práctica, a pesar de que se les conceda la libertad provisional a los imputados de delitos considerados por la ley no graves, la exigencia de garantizar las obligaciones procesales y las posibles sanciones pecuniarias a las que podría ser acreedor el imputado, ha derivado en que un alto índice de personas no puedan gozar de su libertad por carecer de recursos económicos suficientes.

Por lo anterior, la presente Iniciativa contempla que la garantía que debe otorgar el inculpado para preservar su libertad será exclusivamente para garantizar la reparación del daño, aunado a que en caso de que no la garantice, se decretará un embargo precautorio y, si los bienes no fueren suficientes, la Federación, por conducto del Fideicomiso para la Reparación del Daño a las Víctimas del Delito, será responsable subsidiario con el inculpado, siempre y cuando la víctima del delito no sea un Poder, órgano u organismo del Estado, caso en el cual no será necesario el responsable subsidiario para que proceda la libertad provisional.

En caso de que el inculpado no cumpla sus obligaciones procesales será responsable penal mente, atendiendo a que si lo que se pretende es hacer más garantista el sistema penal, los imputados deben someterse voluntariamente al proceso correspondiente, so pena de ser sancionados por la comisión de un delito grave.

Asimismo, se suprime la facultad del Fiscal de oponerse a la procedencia de la libertad provisional en los delitos no graves, en concordancia con la reforma constitucional sometida en su oportunidad por el Ejecutivo Federal a mi cargo, al Constituyente Permanente.

Con esta medida, se pretende hacer efectivo el principio de presunción de inocencia, propuesto como garantía individual en la Iniciativa de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que fue sometida en su oportunidad por el Ejecutivo Federal a mi cargo a la consideración del Constituyente Permanente, al tiempo de implementar realmente el proceso penal acusatorio, al cambiar el paradigma de que todo inculpado debe ser sujeto de prisión preventiva, por el que la prisión procede por excepción mientras no se demuestre la culpabilidad, así se asume el verdadero sistema humanista, se da seguridad jurídica a la sociedad y se da cumplimiento a los compromisos internacionales asumidos por México en materia de derechos humanos.

En este mismo orden de ideas, es oportuno advertir que la ampliación de la procedencia de la libertad provisional no debe circunscribirse a los delitos no graves, por lo que resulta necesario implementar un criterio diverso para considerar que aún en un delito grave puede el imputado enfrentar el proceso en libertad, de tal suerte, que se posibilite a los inculpados no condenados anteriormente por delito doloso o que habiendo sido sujetos a un procedimiento penal diverso hubieren cumplido con sus obligaciones procesales, así como que no hayan sido sujetos a un proceso de extradición por el delito que se les imputa, preservar su libertad durante el procedimiento, ya que debemos reconocer que la generalidad de la ley, impide reconsiderar los casos de personas que, aun investigados o acusados por delitos actualmente considerados graves, no revisten un peligro para la sociedad, y que están en prisión sólo porque el delito que se les imputa está calificado como grave, sin atender en modo alguno a las circunstancias específicas del hecho delictivo, olvidando que a pesar de ser inculpados, gozan de la presunción de inocencia.

Por lo antes dicho, el Ejecutivo a mi cargo somete a la consideración de esta soberanía un nuevo criterio de valorización de delitos graves, consistente en que, por excepción y a criterio del juez, debidamente motivado, atendiendo a las circunstancias del hecho investigado, algunos delitos, tales como los de carácter patrimonial, los delitos fiscales o la portación ilegal de armas reservadas para el uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Área, hoy clasificados con el carácter antes dicho, se permita la libertad provisional, en aquellos casos en que el inculpado no hubiese sido condenado por delito doloso, hubiere cumplido sus obligaciones procesales en otro proceso penal y no haya sido sujeto de un proceso de extradición por el delito que se le imputa.

No obstante lo previsto en el párrafo anterior, es menester reconocer que la propia naturaleza del proceso penal, apertura la posibilidad de que el imputado se sustraiga de la acción de la justicia en perjuicio de la sociedad, por ello, es indispensable constar con otras medidas cautelares, tales como las ya conocidas de arraigo y prohibición de abandonar una demarcación geográfica, con la salvedad de que en el nuevo proceso penal federal la primera de ellas solo sería procedente en caso de que el inculpado quebrante la prohibición de abandonar una demarcación geográfica o el arresto domiciliario, medidas cautelares procedentes dependiendo de la clasificación de la gravedad del ilícito penal, de tal suerte que si el delito que se imputa es considerado no grave se podrá decretar por el juez la prohibición de abandonar una demarcación geográfica hasta por ciento veinte días durante la etapa de averiguación previa y por el plazo previsto en la Constitución para juzgar al imputado.

Ahora bien, si el injusto penal se considera grave será procedente la figura del arresto domiciliario, la cual consiste en la obligación del imputado de permanecer en su domicilio, con la posibilidad de ausentarse temporalmente del inmueble correspondiente, para cumplir con sus actividades laborales, educativas, médicas y procedimentales.

Asimismo, la Iniciativa propone que los testigos presénciales de hechos delictivos constitutivos de un delito grave puedan ser sujetos de la prohibición de abandonar una demarcación geográfica, a diferencia del Código de Procedimientos Penales vigente, que posibilita su arraigo.

De lo antes expuesto, se desprende que la presente Iniciativa busca potencializar el uso de otras medidas cautelares diferentes al arraigo, en aras de salvaguardar el principio de presunción de inocencia en equilibrio con la seguridad pública y la buena marcha de los procedimientos penales.

t. Ampliación del catalogo de Delitos graves.
Resulta fundamental acabar con la impunidad y reafirmar el pleno respeto y vigencia del Estado de Derecho, para restituir con ello la confianza y la seguridad a las familias mexicanas. Es por ello, que el Ejecutivo a mi cargo somete a la consideración de esa soberanía la inclusión, en el catálogo de delitos graves, de varios delitos cometidos por servidores públicos, que defraudan la confianza de la sociedad haciendo mal uso del encargo que les es conferido, con el fin de sancionar severamente a los malos servidores públicos, en aras de abatir la frustración de la ciudadanía mexicana que ve como los imputados de estos ilícitos penales evaden su responsabilidad, amparándose en las benevolencias del orden jurídico mexicano que les preserva su libertad, aun cuando los delitos que cometen atentan contra bienes jurídicos fundamentales, como son el debido servicio público, el patrimonio nacional y la confianza en las instituciones.

u. Víctimas u ofendidos.

En términos del apartado B, del Artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es inconcusa la necesidad de adecuar nuestra legislación procesal en aras de mejorar los mecanismos de atención a víctimas u ofendidos del delito, evitando la revictimización de los mismos por parte de las autoridades encargadas de la procuración e impartición de justicia penal.

Es tiempo de avanzar decididamente en la consolidación de reglas claras y eficaces que garanticen el cumplimiento de las garantías y derechos de las víctimas, por lo que se adiciona un Capítulo denominado "De las Víctimas u Ofendidos del Delito", mediante el cual se prevén aspectos de gran relevancia, tales como: las definiciones de "víctima" u "ofendido" del delito, así como las obligaciones del Fiscal respecto de las víctimas u ofendidos del delito, entre las que destacan las de proporcionar un trato digno y respetuoso; dar todas las facilidades para identificar al imputado; adoptar todas las medidas necesarias para proteger debidamente la intimidad e identidad de aquéllos; informar sobre el estado de la averiguación previa y del proceso, y practicar y ordenar la realización de todos los actos conducentes para la acreditación del monto de la reparación del daño.

Finalmente, es oportuno referir que la presente Iniciativa hace mención al Fideicomiso para la Reparación del Daño a las Víctimas del Delito, el cual será constituido en su oportunidad por el Ejecutivo Federal a mi cargo, como una entidad paraestatal responsable de cubrir el monto de la reparación del daño, subsidiariamente, en caso de que el imputado resulte insolvente.

II. LEY FEDERAL DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES.

La sociedad mexicana ha cuestionado severamente el modelo de readaptación social, consagrado en el artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no obstante la preocupación del gobierno y la inversión ejercida durante los últimos años, el sistema penitenciario presenta múltiples deficiencias y, bajo el actual esquema jurídico, no se visualiza que pueda alcanzar plenamente su principal objetivo: ser verdaderos centros de readaptación social, tal y como está previsto por la legislación en la materia.

Es incuestionable que la percepción ciudadana de los tradicionales Centros de Readaptación Social dista del ideal plasmado en la ley, ya que por la falta de recursos financieros y de personal calificado se incrementa la impunidad, la corrupción, altos índices de hacinamiento, problemas de acceso a los servicios de salud, altos niveles de violencia, prostitución y consumo de drogas, así como los rezagos en la revisión de expedientes y discrecionalidad en los procedimientos de ejecución de sentencias.

El estatus de los internos presenta un escenario de inseguridad jurídica, además existen problemas históricos en la conformación y revisión de los expedientes, limitando el acceso a los beneficios de la preliberación, lo que provoca frecuentemente corrupción y abuso de autoridad.

No debemos soslayar, que si bien es cierto existen internos considerados de alta peligrosidad, situación que obstaculiza la óptima rehabilitación de los mismos, también lo es que dicha población no representa más allá del cinco por ciento del total de los internos y sí, en cambio, dentro de estos últimos existen un sin número de responsables por delitos menores y de personas cuya estancia en prisión se debe a la falta de recursos económicos.

Por lo que atendiendo al mandato del pueblo mexicano, este Gobierno tiene el compromiso impostergable de garantizar la seguridad pública para la tranquilidad ciudadana.

Es por ello, que una de las estrategias en dicha materia consiste en reestructurar el sistema penitenciario, mediante la renovación de los ordenamientos jurídicos que permitan su evolución, a fin de contar con instrumentos normativos que faciliten y orienten el cambio, desterrando el viejo paradigma que ha puesto en evidencia el fracaso de la readaptación social de los internos y de la inserción social de quienes ya cumplieron su sentencia. Con esta nueva visión, es necesario cambiar la concepción de los centros de reclusión para convertirlos verdaderamente en centros de trabajo, educación y deporte; combatir la corrupción en todas sus formas y mejorar las instalaciones, así como la aplicación del programa integral de readaptación social.

A pesar de los esfuerzos del Gobierno de la República en esta materia, todavía el sistema penitenciario presenta serias deficiencias que sólo pueden ser superadas a través de la instrumentación de medidas que ataquen el problema de raíz, sin embargo, el cumplimiento de este objetivo no puede lograrse sino con la participación de las instituciones del Estado y de la sociedad en general.

Es por ello que el Ejecutivo Federal a mi cargo somete a la consideración de esa soberanía la presente Iniciativa de Ley Federal de Ejecución de Sanciones Penales, que tiene como objeto, entre otros temas:

· La reestructuración de la intervención de las autoridades administrativas, dentro del sistema de justicia penal, en la ejecución de las penas privativas de la libertad y de las medidas de seguridad que impongan los jueces y tribunales federales; así como las impuestas por órganos jurisdiccionales de otras entidades federativas y se cumplan en establecimientos federales, por virtud de los convenios establecidos para ello;

· La determinación del régimen jurídico de la ejecución de las sanciones penales que hayan sido impuestas por los jueces y tribunales federales, y sean aplicadas por el Ejecutivo Federal o por las autoridades administrativas de las Entidades Federativas, sobre la base de los convenios respectivos;

· La modificación de la organización y funcionamiento de los centros de readaptación, lo que comprende las instalaciones destinadas al cumplimiento de la pena de prisión, y del sistema de ejecución de sanciones no privativas de la libertad.

· La implementación de la intervención de los órganos jurisdiccionales de la Federación, en la vigilancia jurídica de la ejecución de las sanciones, así como en la solución de las controversias que se susciten entre la autoridad penitenciaria local y los particulares, en aras de abatir la arbitrariedad, la corrupción e incrementar la protección de los derechos humanos.

Juez de Ejecución de Sanciones.

Las facultades discrecionales de las autoridades en materia de ejecución de sanciones han derivado, a lo largo de la historia de nuestro país, en una de las fuentes más grandes de corrupción, ya que al permitir a los servidores públicos integrar parcialmente los elementos de las normas mediante la aplicación de las mismas, se han desarrollado criterios arbitrarios, que han perjudicado sensiblemente a los gobernados.

No se soslaya que, tradicional y legalmente la ejecución de las sanciones ha correspondido a la autoridad administrativa, por lo que, si bien es cierto que resulta incorrecto que una autoridad no facultada para ejercer sus propias determinaciones mediante el uso de la fuerza pública, como lo es el Poder Judicial de la Federación, pudiera hacerse cargo de esta función, también lo es, y de explorado Derecho, que las facultades discrecionales no pueden ser ajenas al control jurisdiccional, toda vez que por ser actos de autoridad deben cumplir con los requisitos básicos de éstos; es decir, estar debidamente fundados y motivados.

Bajo el enfoque jurídico, la ejecución de la pena de prisión es la materialización del ejercicio de una potestad estatal, basada en el monopolio de la violencia legítima, que se ejerce bajo ciertas condiciones y garantías legales de naturaleza sustantiva, procesal y ejecutiva. Por lo que la concepción de un sistema penitenciario evidencia la prestación de un servicio público.

En este contexto, la propuesta está dirigida a la consecución, en la fase ejecutiva, del modelo de Derecho penal de hecho, mínimo, racional y garantista, propio de un Estado Democrático de Derecho.

En congruencia con dicho Derecho, en la presente Iniciativa se le da particular importancia al establecimiento de procedimientos de naturaleza estrictamente jurisdiccional que atiendan exclusivamente a la conducta del interno, para determinar la concesión o negativa de beneficios de reducción de la pena. De esta forma se excluye la posibilidad actualmente existente, de manejar esos beneficios como instrumento de negociación con los sancionados, fenómeno que genera corrupción, impunidad e invasión de las facultades del Poder Judicial, en la medida en que permite que las autoridades administrativas modifiquen sustancial mente la duración de las penas, en clara contravención al artículo 21 Constitucional.

Es evidente, que la actual prisión no readapta, el hacinamiento y el encierro no educan; por el contrario, en las condiciones actuales las prisiones han servido para que las personas ahí recluidas adquieran vínculos más fuertes con la delincuencia, haciendo de ésta una forma de vida, además de etiquetar para siempre a estos individuos.

La normatividad vigente en materia de ejecución de sanciones, confiere a la hoy Secretaría de Seguridad Pública, por conducto de un órgano desconcentrado, la facultad de llevar a cabo la ejecución de las penas y el otorgamiento de beneficios preliberacionales, sin que dichas atribuciones estén sujetas a control ordinario judicial; no obstante, acorde a las reformas a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, que más adelante se señala, será la Secretaría del Interior, que sustituye a aquélla, la que se encargue de dicha facultad, pero sujeta a un régimen de control ordinario judicial.

En atención a mi compromiso de reestructurar el sistema penitenciario y al de transparentarlo, es que se considera conveniente dotar a los particulares de una vía judicial que tutele los derechos fundamentales de los internos, al tiempo que sea el vigilante de la legalidad de la ejecución en sanciones penales, en aras de robustecer el principio de legalidad y animar la renovación de la administración penitenciaria, con el objeto de reordenarla.

Es por ello, que el Ejecutivo a mi cargo propone a esa Soberanía la creación de la figura del Juez de Ejecución de Sanciones Penales, atendiendo a que es propia del Estado Democrático al que aspiramos todos y cada uno de los actores políticos de nuestro país.

Su introducción al sistema mexicano, obedece principalmente a la necesidad de dar plena justicia a la aplicación de la sanción penal, evitar los efectos criminógenos de las penas de privación de libertad, estimular la pronta reparación a la víctima y darle otra oportunidad de inserción social al sancionado.

Se consagra el respeto a la dignidad humana, como otro de los principios de esta ley, protegiéndose de esta manera uno de los derechos humanos más vulnerables en la fase de ejecución. En efecto, la trasgresión del ordenamiento jurídico penal por parte del sancionado, no conlleva la pérdida de los derechos que como persona humana le son reconocidos.

En ese tenor, todo Estado de Derecho debe regular situaciones tan sensibles como las relativas a la pena privativa de libertad.

La implementación de la figura del Juez de Ejecución de Sanciones Penales, no implica la judicialización plena de la ejecución de la sanción dentro del sistema de administración de justicia, pero sí implica fomentar la justicia penal integral, ordinaria, independiente y con competencias exclusivas.

Dicho juez es un garante de la legalidad, cuya función estriba en vigilar y controlar los posibles abusos y desviaciones de las autoridades administrativas en el ejercicio de sus funciones.

La Iniciativa establece como funciones a cargo de dicho juez, las siguientes:

· Autorizar, de manera oficiosa, las determinaciones de la autoridad ejecutora que conceden los beneficios preliberacionales a que tenga derecho el sancionado, así como la declaración de cumplimiento de la sanción en los supuestos que marca la ley.

· Resolver, en caso de controversia entre la autoridad penitenciaria y el sancionado, sobre los derechos y obligaciones de ambos, dentro de los Centros de Readaptación Social.

· Vigilar la adecuada ejecución de las sanciones con base al principio de legalidad, y con estricto apego a la protección de los derechos humanos y las garantías de los sancionados.

Esta innovación tiene la ventaja fundamental de introducir, en el ámbito de ejecución penal, los valores fundamentales de la jurisdicción, como son los de certeza jurídica y de legalidad, mediante la adopción de procedimientos específicos que permitan controlar las decisiones que se tomen con motivo de la ejecución de las sanciones.


Asimismo, la propuesta que ahora se presenta, intenta sentar algunas garantías para aquellos que, sin ser inimputables, sufren una enfermedad mental en el transcurso de la ejecución penal o del desarrollo del proceso, para lo cual se establece que, en estos casos, el Juez de Ejecución de Sanciones Penales podrá decretar la suspensión definitiva de la sanción. 

La sanción penal debe ser un instrumento que minimice al máximo la violencia proveniente tanto de la delincuencia como del poder punitivo del Estado, en ese sentido, el Derecho penal, y, consecuentemente, el penitenciario, se orienta a la consecución del bien común, que por definición no puede prescindir del respeto a la dignidad de todo ser humano, así sea de aquél que por contravenir normas jurídicas se encuentra privado de su libertad.

La nueva legislación de ejecución penal, que aquí se propone, está concebida con el propósito de contribuir al establecimiento de un orden digno y seguro en reclusión, así como de un sistema penitenciario más moderno y eficiente en su conjunto, que garantice gobernabilidad y legalidad en este tramo del sistema de justicia penal.

Un auténtico sistema de sanciones y de ejecución va más allá del aparato penitenciario, conlleva, sobre todo, el desarrollo de las normas que regulan la ejecución de todas y cada una de las consecuencias jurídicas del delito.

Las acciones a realizar implican, en primer lugar, un estricto control de la legalidad ejecutiva, resolver inmediatamente los problemas de infraestructura y de índole organizacional, así como la profesionalización del personal, en el entendido de que para una verdadera transformación del sistema penitenciario nacional, los servidores públicos encargados de la ejecución penitenciaria son los auténticos posibilitadores.

La especialización de las autoridades judiciales que participan en el sistema que propone la presente Iniciativa, es acorde con el artículo 144 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, de conformidad con el cual, el Consejo de la Judicatura Federal establecerá mediante acuerdos generales el número de Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito, así como de Juzgados de Distrito, sus límites territoriales y su especialización.

De lo anterior, se desprende que los límites territoriales son determinados discrecional mente por el Consejo de la Judicatura Federal, por lo que válidamente se puede sostener que la jurisdicción territorial de las autoridades judiciales en materia de ejecución de sanciones, puede abarcar más de un Distrito en el que ejerce jurisdicción un tribunal de competencia diversa, con lo que se podría tener un sólo Juzgado de Distrito especializado con competencia territorial en todo un circuito.

III. LEY GENERAL DE JUSTICIA PENAL PARA ADOLESCENTES.
Los derechos de las niñas, niños y adolescentes son una prioridad y una obligación de todos los mexicanos, establecida en nuestra Ley fundamental y en importantes instrumentos jurídicos como: la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño (1989), las Reglas de Beijing, las Directrices de RIAD y la Ley Federal para la Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, que les reconocen el carácter de sujetos de derechos, deberes y merecedores de una atención especial por parte del Derecho.

En dichos instrumentos se reafirman, entre otros, los principios conforme a los cuales para que un menor pueda ser privado de su libertad, se requiere que mediante un procedimiento conforme a las normas, se le compruebe la comisión de un acto expresamente prohibido por las leyes penales; asimismo, que en dicho procedimiento tenga derecho a la defensa y a la impugnación de las resoluciones, y que en todo momento se salvaguarden sus derechos, y no sufra torturas ni malos tratos, estableciendo que la medida de reclusión se adoptará sólo como último recurso.

Atendiendo a lo anterior, el Estado Mexicano decidió excluir de la justicia penal al menor de edad e incluirlo en un sistema diverso, que derivó en la implementación del sistema tutelar y posteriormente uno mixto, tan controvertido el uno como el otro, que otorgaron al menor de edad un trato distinto, con beneficios restrictivos de sus derechos.

Mediante actitudes paternalistas, que lo ubican como un objeto de Derecho y protección, pero le privan de sus garantías procesales que confiere la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos a toda persona, y un trato de igualdad a todo individuo, aunado a los derechos especiales que le atribuyen los tratados internacionales, el resultado de la aplicación de estos modelos en la práctica han sido desafortunados, en cuanto a la prevención de las conductas delictivas, así como en preservar el interés superior del menor, pues al despojarle de todas sus garantías, es aun más vulnerable que un adulto.

Por ello, con esta propuesta de Ley General de Justicia Penal para Adolescentes, se pretende actualizar y adecuar la norma a la realidad, así como lograr una mayor congruencia y efectividad en la justicia para menores, a efecto de dejar de lado la noción restrictiva de lo que ha de entenderse por justicia para menores y, paralelamente, dar margen a que se brinden mayores posibilidades para la defensa formal de los derechos de los menores que han cometido algún delito; es tiempo, de dejar de ver a los menores como sujetos de excepción, como sujetos para los que existe un derecho especial y distinto que los deja fuera de las garantías que rigen para los adultos.

En la búsqueda del cumplimiento de los tratados internacionales de que es parte el Estado Mexicano, esta iniciativa propugna por la adecuación de la justicia de menores a los fundamentos del Estado de Derecho, apegándose al sistema de garantías que ha de regir para toda persona involucrada en la comisión de delitos, proponiendo la instauración de una jurisdicción de adolescentes, entendiendo por adolescentes las personas con doce años cumplidos y menores de dieciocho años, y desde luego ampliando el marco de las garantías aplicables. Con lo cual se da respuesta a un reclamo de la sociedad, en el sentido de que el Estado Mexicano se había colocado a sí mismo y asumía en un solo órgano dependiente del Ejecutivo, tanto las funciones de procurador, como las de defensor y juzgador, además las de protector y las de encargado de imponer, ejecutar y supervisar las sanciones, llegando al punto de que con la finalidad de protegerlos y adaptarlos a la sociedad, al considerarse inimputables los menores que sí tienen capacidad de conocer y entender el hecho, perdieran los derechos que le asisten a cualquier persona sujeta a un procedimiento penal.

Se aplicará, consecuentemente, esta ley a personas adolescentes con doce años cumplidos y menores de dieciocho años, por la comisión de un hecho tipificado como delito en el Código Penal Federal o Leyes Especiales, dando cumplimiento así a los tratados internacionales en la materia, además de tener en consideración que es en esa edad cuando el adolescente, vive una de las etapas más importantes en su vida, puesto que en ella aprende los patrones culturales, los valores e influencias que incidirán en su conducta más adelante y que serán la base de su forma de vida; puesto que se encuentra en formación, y es especialmente vulnerable a consecuencia de los factores y cambios fisiológicos, hormonales, psicológicos, morales, neurológicos, sociológicos, así como por su inexperiencia e inmadurez, entre otros.

Se propone una modificación en el lenguaje que se emplea en el texto legal, de forma que deje de considerarse al Estado como paternalista y sí, en cambio, como protector de las garantías y derechos consagrados en nuestro sistema de justicia. Asegurándole al adolescente que haya incurrido en un hecho delictivo, un debido proceso con todas las garantías previstas en la ley, un derecho a conocer plenamente el acto que le esté siendo atribuido, a la defensa con todos los recursos a ella inherentes y a la presunción de inocencia, o sea, a las garantías procesales.

Asimismo, se establece la creación de un sistema con personal especializado en adolescentes, que para el cumplimiento de los objetivos de la presente leyes de gran importancia, puesto que hay que informar y sensibilizar al personal que tiene contacto con los adolescentes, la influencia de éste es determinante en su conducta, y la gran responsabilidad que tienen, consistente en orientarles de una forma constructiva.

Se incorporan las facultades del Fiscal del Ministerio Público de la Federación en la persecución legal de los responsables penales, el cual, durante la investigación señalará la procedencia o no de la conciliación. Esta alternativa de resolución, podrá ser válida al inicio o durante el proceso, siempre y cuando sea antes de que se dicte la resolución definitiva. Pero también, se propone instituir el derecho a un Defensor Público Federal, y que estará obligado a llevar una defensa oportuna, así como a velar por el interés del adolescente. Ello, con el objeto de que al fin se cuente con instituciones diseñadas para actuar en un marco jurídico penal, ceñidas a los principios que rigen los procedimientos para adscribir consecuencias legales a los sujetos y no solamente a una labor orientada a tratar clínicamente, controlar, proteger o reprimir a un sector, en este caso el de los adolescentes que incurrieron en un hecho delictivo.

La participación de la víctima u ofendido, en el proceso es fundamental, puesto que ello atiende al respeto de sus derechos, necesidades y circunstancias, garantizando la seguridad jurídica y el equilibrio procesal.

Se propone el empleo supletorio del Código Federal de Procedimientos Penales, el cual instrumenta el procedimiento oral, atendiendo al principio de inmediación, situación que deriva en que las partes al estar presentes para contraponer sus versiones sobre la materia del debate en el proceso, permite al juzgador analizar sus dichos, y su desenvolvimiento psicológico en el mismo, facilitándole acceder a la verdad histórica de los hechos. Lo anterior, obliga al juzgador a estar presente en el desahogo de las diligencias y que dicho juez, sea el mismo que emita la sentencia correspondiente, aunado a que la causa se debe sustanciar, por regla general, en la audiencia principal. Es menester especificar, que este juez será distinto de aquel que se encarga de preparar el juicio a efecto de que tenga plena imparcialidad.

Se establecen reglas procesales particulares, que respeta aspectos como la confidencialidad, la no publicidad del juicio oral en los casos que el juez lo decida, la internación y las medidas alternativas al internamiento, basadas en un principio educativo, que cumplen con el principio de ultima ratio y tienen romo objetivo la adaptación del adolescente a la sociedad.

Por otra parte, se prevé una diversidad de sanciones, orientadas a proporcionar al adolescente opciones muy particularizadas atendiendo a su circunstancia personal; así, la sanción que se imponga, deberá ser una reacción punitiva de la sociedad al delito cometido por el adolescente y, al mismo tiempo, contribuirá a su desarrollo como persona, y en un futuro como ciudadano, es decir, la aplicación de estas sanciones tiene como fin primordial enseñar y dar una perspectiva diferente al adolescente, concientizándole y haciéndolo parte de la comunidad y de lo que puede hacer por ella.

Por lo anterior, se propugna por sanciones proporcionales, racionales, socioeducativas e individualizadas, cuya finalidad sea incorporar al adolescente a la sociedad, éstas serán determinadas de acuerdo a las necesidades del adolescente, y su duración se sujetará a una supervisión constante en su aplicación por parte del juez encargado de la ejecución de la sanción.

En este proyecto, se amplía el catálogo de sanciones y entre éstas se incorporan las figuras de libertad asistida, abandono del trato con determinadas personas, restricción de asistencia a lugares determinados, órdenes de orientación y supervisión, abstención de ingerir bebidas alcohólicas, sustancias tóxicas, psicotrópicas o estupefacientes que produzcan adicción o hábito, ordenar el internamiento del adolescente o el tratamiento ambulatorio en un centro de salud, público o privado, para desintoxicarlo o eliminar su adicción a las drogas antes mencionadas, internamiento domiciliario, internamiento durante el tiempo libre, entre otras, lo cual redundará en evitar la sobrepoblación en los centros de internamiento y el adolescente en lo posible, estará fuera de un ambiente que podría reforzar su conducta antisocial

Se instituye la vigilancia judicial a la ejecución de las sanciones, cuya aplicación, estará a cargo del juez especializado en adolescentes, así como las reglas de seguimiento y evaluación de las sanciones; por lo que al establecer un órgano jurisdiccional que vigile el desarrollo del cumplimiento de la sanción, existirá una verdadera protección frente a la arbitrariedad y diversas formas de abuso público por parte del personal de los centros de internamiento.

En este contexto, la construcción de una justicia penal federal para adolescentes, propia de un Estado social de Derecho, deberá incorporar como principios rectores de la misma, los reconocidos en los instrumentos internacionales antes citados: respeto a la división de poderes, legalidad, relevancia de la acusación, oralidad, confidencialidad, inmediación, contradicción, legitimidad, igualdad de acceso a la justicia, jurisdicción, defensa, celeridad procesal, así como los de proporcionalidad, individualización de la sanción y ejecución de ésta.

De lo anterior, se desprende que la presente Iniciativa busca construir un nuevo sistema penal para adolescentes al amparo del garantismo, realismo jurídico y la prosecución judicial en el mismo, en aras de una mayor transparencia, el combate a la impunidad, el reconocimiento de las tendencias internacionales en la materia y la constante búsqueda de la incorporación social de los adolescentes, razón que anima al Ejecutivo a mi cargo a someter a la consideración de esa Soberanía la presente propuesta de ley, con la cual los intereses de los adolescentes, se conviertan en verdaderos derechos que se pueden oponer como límite y orientación tanto de la actuación de los padres, como de las instituciones de procuración e impartición de justicia a los adolescentes.

IV. LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA.

El crimen organizado es una amenaza, toda vez que altera la normalidad social; la sociedad queda sometida a las mafias y a la inseguridad; se instala una cultura criminal que imposibilita una convivencia civilizada, afectando las vidas de miles de seres humanos, pero debido a que conserva escrupulosamente su invisibilidad, la sociedad no se percata de cuanto daña o afecta; por lo que es necesario adoptar estrategias político criminales más adecuadas para enfrentarla eficazmente.

La delincuencia organizada atenta contra los principios básicos de la vida comunitaria y de la esencia estatal, generando descomposición social e inestabilidad política.

Lo anterior, debilita el Estado de Derecho y la capacidad efectiva de las instituciones públicas para defender los derechos fundamentales del ser humano.

No puede tratarse igual a las personas que cometen delitos ocasionales, que a quienes cotidianamente asumen patrones de conducta profesional para atentar contra el Estado y la sociedad. Por ello la lucha eficiente contra la delincuencia organizada es un presupuesto necesario para fortalecer al Estado de Derecho y el respeto a los derechos humanos en México.

Por tanto la adecuación del marco normativo resulta necesaria para continuar avanzando en la lucha contra la dinámica de la delincuencia organizada, y con el fin de incrementar la confianza de los ciudadanos en las instituciones, propiciar la participación de los mismos en la política nacional de prevención de delitos e incrementar los factores de protección.

La delincuencia organizada es uno de los problemas más graves por los que atraviesa la comunidad mundial, del que México no escapa. Se trata de una delincuencia de carácter transnacional, que ha sido identificada en diversos foros como todo un sistema clandestino, con ingresos que sobrepasan el producto nacional bruto de algunas naciones, siendo uno de sus componentes principales el narcotráfico.

Dada la magnitud de la situación por la que actualmente atraviesa la sociedad en general, deviene la necesidad de replantear los programas y estrategias que en materia de política criminal, específicamente sobre seguridad pública y procuración de justicia implementa el Gobierno Federal, ello para que las instituciones encargadas de la investigación y persecución de los delitos se fortalezcan, en especial, en las del ámbito federal.

Debido a que la delincuencia organizada, es una actividad ilícita estructurada por tres o más personas, que se reúnen para existir durante un período determinado y que actúan concertadamente con el propósito de cometer uno o más delitos graves, tipificados en las leyes nacionales, con miras a obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico o material, afectando a la seguridad nacional; que esta delincuencia es sofisticada y volátil y su organización jurídica y política crecientes; entonces es necesario fortalecer los instrumentos jurídicos para su persecución, más aun cuando se propone a esta soberanía adoptar un procedimiento penal de corte acusatorio y garantista para los delitos federales; porque este ejercicio democrático no puede otorgarse a quienes minan las instituciones del Estado y resquebrajan el tejido social, de ahí que se propone sólo para los delitos cometidos por miembros de delincuencia organizada preservar el modelo vigente de investigación en la etapa de averiguación previa, es decir, contemplar en la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, algunas figuras jurídicas previstas en el actual Código Federal de Procedimientos Penales, a efecto de preservar valiosas reglas de investigación del delito, como la fijación de la investigación y sus resultados en actas que gocen de la fe pública del fiscal y en la cual los declarantes lo hagan bajo protesta de decir verdad y no como una informal entrevista en la que podrían proporcionar información falsa sin ninguna consecuencia negativa para el declarante, pero sí para el éxito de la averiguación previa.

De esta forma se pretende mantener la fuerza del Estado en el combate de uno de los mayores flagelos que afectan a nuestra gente, a nuestros niños y niñas, a nuestros jóvenes; así que esta presentación del actual formalismo de la investigación preliminar se justifica y en nada desmerece la justificación que anima al nuevo Código Federal de Procedimientos Penales que también se propone a esta representación popular, pues éste va dirigido a otro tipo de delincuencia, e incluso a la persona que accidentalmente incurrió en un delito, pero que tiene un modo honesto de vivir, así que no hay comparación y por ello debe prevalecer el interés superior de la seguridad nacional.

Es dable mencionar que desde 1996, esta Ley Federal contra la Delincuencia Organizada contempla como Título Segundo el relativo a la investigación de este tipo de delincuencia, e incorpora una serie de técnicas especiales o medidas de excepción para conocer la verdad buscada, aplicando desde luego el actual Código Federal de Procedimientos Penales para la investigación general, así que al incorporar algunas de las figuras previstas en dicho ordenamiento procesal, sólo se está preservando el actual esquema de investigación para la delincuencia organizada, situación viable porque el Poder Judicial de la Federación, ha considerado que la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, tiene congruencia con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al respecto es de observar las siguientes tesis:

Delincuencia Organizada. El artículo 2°, párrafo primero, de la Ley de la materia, no viola la garantía de libertad de expresión consagrada en el artículo 6° de la Constitución Federal.

Novena Época Instancia: Pleno Fuente: Seminario Judicial de la federación y su Gaceta Tomo: XVI, Julio de 2002 Tesis: P.XXVI/2002 Página: 6 Materia: Constitucional, Penal Tesis aislada.

Delincuencia Organizada. El artículo 40 de la Ley de la materia, no viola la Garantía de Seguridad Jurídica.

Novena Época Instancia: Pleno Fuente: Seminario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo: XVI, Julio de 2002 Tesis: P.XXVIII/2002 Página: 7 Materia: Constitucional, Penal Tesis aislada.

Delincuencia Organizada. El artículo 7° de la Ley Federal relativa no transgrede el Principio de Supremacía Constitucional que establece el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Novena Época Instancia: Pleno Fuente: Seminario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo: XVI, Julio de 2002 Tesis: P.XXVII/2002 Página: 7 Materia: Constitucional, Penal Tesis aislada.

Dicho de otra forma, se preserva el régimen de excepción en el combate a este tipo de delincuencia, y ante la adopción de un modelo acusatorio para la delincuencia común, se incorporan a esta Ley las principales figuras de la averiguación previa propia del modelo procesal mixto que actualmente rige el procedimiento en delitos de esta naturaleza, de manera que se mantiene un esquema con tendencia inquisitiva dentro de la averiguación previa y un modelo mixto para el proceso penal.

En este sentido, se considera oportuno adicionar un artículo 8 Bis, para adecuarlo a la propuesta del nuevo Código Federal de Procedimientos Penales, a efecto de que el Fiscal esté investido de fe pública, en la etapa de averiguación previa tratándose de delitos cometidos por miembros de delincuencia organizada; asimismo se prevén los lineamientos que tiene que seguir al levantar las actas de averiguación previa, como es el apercibimiento de sanción penal al proporcionar informes falsos a una autoridad distinta de la judicial.

De lo expuesto se colige que la finalidad de esta propuesta es que las pruebas recabadas por el fiscal dentro de la averiguación previa, tengan valor para efectos de la sentencia, cuando se haya establecido la imposibilidad de desahogarlas en el proceso penal. De esta forma, se logra un adecuado equilibrio entre la carga de la prueba que tiene el fiscal en todo proceso y la seguridad jurídica que requiere el imputado como presupuesto de un debido proceso, toda vez que las pruebas recolectadas en la fase preliminar podrán ser debatidas en el plenario y sólo si se establece la imposibilidad de reproducirlas en el juicio, cobrará vigencia su carácter de pruebas preconstituidas. En este sentido se propone reformar el artículo 41 de la Ley, con el objeto de prever la situación antes explicada y que dichas pruebas serán valoradas en los términos del Código Federal de Procedimientos Penales.

Independientemente de lo antes señalado, se propone incorporar en sí misma la prueba preconstituida, que consiste en las declaraciones que rindan los testigos, peritos o la víctima u ofendido del delito, en la etapa de averiguación previa y que no puedan comparecer en el proceso por su seguridad física o mental.

Dicha prueba será considerada únicamente para los delitos que sean cometidos bajo el esquema de delincuencia organizada, y se ofrecerá de esta forma por el fiscal, procediendo su desahogo con la lectura del acta correspondiente; esta adición es necesaria para preservar el carácter excepcional del régimen de delincuencia organizada en cuanto a las formas de comprobación del hecho delictivo y la responsabilidad penal de sus participantes.

No obstante lo anterior, se señala como ordenamiento supletorio el Código Federal de Procedimientos Penales, en razón de que salvo el caso de las reglas expresamente incorporadas a dicha Ley, en todo lo demás es aplicable el ordenamiento procesal antes citado, esencialmente en el proceso penal.

Pero además de preservar la investigación ministerial tradicionalmente seguida en nuestro país, en este caso, sólo para la delincuencia organizada, se requiere reforzar la coordinación policial federal, es que uno de los objetivos propuestos para combatir la criminalidad organizada, en tal virtud, se ha llegado a la conclusión de unificar a las policías existentes en nuestro país, con la finalidad de emplear medios más sofisticados y eficaces, para mejorar el sistema de justicia penal mexicano, para el combate a la delincuencia organizada.

Al crearse la Agencia Federal de Investigación, y la Policía Federal Preventiva, se fundamentó un cambio de fondo en la seguridad pública e investigación de los delitos; a través de este cambio, se incorporó y generó el soporte técnico, jurídico y administrativo que las instituciones encargadas de la seguridad pública y procuración de justicia necesitaban, con el propósito central de restituir su capacidad preventiva e investigadora para combatir estructural mente a la delincuencia organizada, alejándose al mismo tiempo, del esquema reactivo con que operaban, y asumiendo plenamente su compromiso como brazo operativo auxiliar del Ministerio Público de la Federación.

Cabe precisar que la presente propuesta se encuentra relacionada con la creación de la Ley de la Policía Federal, que pretende combatir con mayor eficiencia y eficacia a la delincuencia organizada, coadyuvando en la misión de lograr una procuración de justicia pronta y expedita, permitiendo una mejora en el cumplimiento de las órdenes judiciales y ministeriales, así como simplificar de manera importante el desarrollo de las investigaciones, tanto policiales como las que realiza el Ministerio Público de la Federación.

Dicha Ley de Policía, determinaría que la función primordial de este órgano se enfocase a la salvaguarda de la integridad de los derechos de las personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz públicos, estableciendo a su vez facultades de prevención e investigación de delitos, todo ello bajo la supervisión y dirección funcional del Ministerio Público de la Federación, por lo que se reorganizaría a la Policía Federal en el ejercicio de sus facultades.

De manera sistemática con la propuesta anterior, se propone reorganizar las funciones de la Procuraduría General de la República al distribuirlas para mayor eficacia y equilibrio, y transformar esta Institución en la Fiscalía General de la Federación, cuyo titular será el Fiscal General de la Federación; proyecto que, como quedó asentado en su oportunidad, tiene como propósito dotar a la referida Fiscalía de plena autonomía constitucional, a fin de que no se encuentre en el ámbito de ninguno de los Poderes de la Unión, pero plenamente coordinada con el Ejecutivo Federal por lo que para cumplimentar dicha propuesta, es necesario armonizar la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada para sustituir las actuales denominaciones, por las propuestas en los ordenamientos que ahí se mencionan, así como adecuar la estructura funcional de la Unidad Especializada en Delincuencia Organizada a la nueva conformación de la Fiscalía General de la Federación.

En este orden de ideas, se actualiza el contenido del artículo 8 de la Ley, al suprimir la adscripción de elementos policiales y periciales de la unidad ministerial especializada en el combate de este tipo de delitos, toda vez que en la nueva policía federal y en el organismo pericial autónomo existirán fiscalías especializadas para esta delincuencia, asimismo, se incorpora el nombre de Fiscalía General de la Federación, y se cambia el nombre de Agentes del Ministerio Público de la Federación por el de fiscales.

El artículo 11, también se reforma en el sentido de que se sustituye el nombre de Procurador General de la República, por el de Fiscal General de la Federación, para que sea adecuado a la propuesta de Anteproyecto de la Ley de la Fiscalía General de la Federación.

Lo mismo cabe decir del artículo 16, en el que se está cambiando el nombre de Procurador General de la República por el de Fiscal General de la Federación, y el de titular de la Unidad Especializada, por el de titular de la Fiscalía Especializada.

Asimismo, para actualizar la denominación de la policía auxiliar del Ministerio Público de la Federación, a la propuesta de la nueva Ley de la Policía Federal, se sustituye el nombre de Policía Judicial Federal por el de Policía Federal.

En los artículos 20, 27 y 28, se cambia únicamente el nombre de Unidad por el de Fiscalía.

En el artículo 34, se precisó que la Policía Federal, actuará por instrucción del Ministerio Público de la Federación, ya que atendiendo al nuevo Código Federal de Procedimientos Penales propuesto, la Policía Federal será auxiliar del Ministerio Público de la Federación, y estará subordinada funcional mente a éste.

En el artículo 37, se sustituye el nombre de Procurador General de la República, por el de Fiscal General de la Federación.

Se deroga el artículo 38, ya que el proyecto del Código Federal de Procedimientos Penales, contempla el modelo de denuncia anónima ante la Policía Federal, para toda clase de delitos.

B. REFORMA ORGÁNICA.
I.
LEY DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA FEDERACIÓN.

A fin de concretizar la reforma a los Artículos 21 y 102, Apartado "A" de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, misma que fue sometida recientemente por el Ejecutivo Federal a mi cargo a la consideración del Constituyente Permanente, se propone reorganizar las funciones de la Procuraduría General de la República como Fiscalía General de la Federación, cuyo titular sería el Fiscal General de la Federación, en aras de regular la plena autonomía constitucional de la referida Fiscalía, propuesta que fue motivada en su oportunidad, en el hecho de buscar que la autoridad ministerial no se encuentre adscrita a ninguno de los Poderes de la Unión, sino que se relacione con independencia de ellos, garantizando su plena libertad para actuar bajo criterios legales.

Un órgano constitucional autónomo es aquel previsto en la Constitución, que no se ubica o depende de ninguno de los tres poderes tradicionales del Estado. Representa una evolución en la teoría clásica de la división de poderes, porque se entiende que puede haber órganos ajenos a los poderes tradicionales sin que se infrinjan los principios democráticos o constitucionales.

Los órganos autónomos son generalmente entidades técnicas de control que no se guían por intereses partidistas o coyunturales, y para su funcionamiento ideal no sólo deben ser independientes de los poderes tradicionales, sino también de los partidos políticos o de otros grupos o factores reales de poder. Son órganos de equilibrio constitucional o político, y sus criterios de actuación no pasan de los intereses inmediatos del momento, sino que preservan la organización y el funcionamiento constitucional. En última instancia son órganos de defensa constitucional y de la democracia, y por eso es preciso que estén contemplados en la Constitución, a fin de que en ella se regule su integración y estructura para que su funcionamiento posterior sea independiente.

De esta forma, de aprobarse la reforma constitucional de mérito, la Fiscalía General de la Federación sería un órgano que por disposición de la Ley Suprema contará con autonomía presupuestaria y de gestión, así como de personalidad jurídica y patrimonio propios.

Así, se dotará a la Fiscalía General de la Federación de la independencia suficiente para conformar un órgano técnico, y nunca más de carácter político, ajeno a intereses de partidos o de grupos, que pueda actuar de forma libre y no bajo consignas; todo ello con el objeto de que prevalezcan los criterios jurídicos y se eviten interferencias de tipo político en las tareas de investigación o de acusación.

Siguiendo este propósito, la Fiscalía conlleva una nueva forma de organización, cuya legitimidad se encontrará en su autonomía, la cual garantizará la erradicación de cualquier posibilidad de manipulación que le reste credibilidad a nuestras instituciones.
Para tal efecto, el Ejecutivo Federal a mi cargo considera necesario proponer un nuevo ordenamiento legal, con el objeto de establecer las bases de organización y funcionamiento de la nueva Fiscalía General de la Federación, como órgano autónomo, a fin de que se cumpla cabalmente con las atribuciones que le otorga la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales de los que México sea parte, y los demás ordenamientos legales aplicables, sobre la base de una adecuada distribución de los recursos y de las cargas de trabajo, la cooperación interinstitucional e internacional, y la evaluación sistemática y permanente de sus actividades.

La Iniciativa que se somete a la consideración de esa H. Soberanía, tiene como objeto establecer las disposiciones necesarias, para lograr que dicha Fiscalía General de la Federación opere como un órgano del Estado mexicano, que vigile el apego a la Constitución y a la ley por parte de todos los habitantes del país y de las autoridades, en el ámbito de su competencia, y sin perjuicio de las atribuciones que legalmente correspondan a otras autoridades y, desde luego, que concretice la pretensión de castigar, que tiene la sociedad, ante las conductas antisociales que la afectan.

a. Bases de Organización de la Fiscalía General de la Federación.
Con base en la autonomía que se propone dotar a dicho órgano, se estima conveniente que para el adecuado despacho de los asuntos que le competen así como los correspondientes al Ministerio Público de la Federación, se divida la estructura orgánica en personal ministerial y en personal administrativo de estructura.

Dentro del personal ministerial se encuentran los Fiscales Generales Adjuntos, Fiscales Especializados, Fiscales de Circuito, Procuradores y Fiscales que se responsabilizarán de la labor propia del Ministerio Público de la Federación.

El personal administrativo de estructura, se conforma por el Oficial Mayor, los coordinadores, directores generales, directores, subdirectores, jefes de departamento, titulares de órganos y unidades técnicas y administrativas, centrales y desconcentradas, y demás servidores públicos que establezcan las disposiciones aplicables, y se encargarán de todo aquello que corresponda a la Fiscalía General de la Federación, con excepción de las facultades constitucionales y legales encomendadas al Ministerio Público de la Federación.

Se introduce la figura de los fiscales, con el fin de hacer una distinción clara y precisa del personal que ejerce la función de investigación y persecución de los delitos federales, respecto de quienes dentro de la Institución del Ministerio Público de la Federación, tienen como misión vigilar la observancia de la constitucionalidad y legalidad, que se denominarán procuradores.

Lo anterior, porque la connotación de fiscales guarda mayor congruencia con las funciones que se han encomendado a aquellas personas que ejercen la investigación de los delitos y la persecución legal de los imputados, bajo el nuevo sistema procesal penal que se propone.

Se conserva la estructura actual respecto de los sistemas de especialización y de desconcentración territorial y funcional. Dentro de este esquema, se sustituyen lo que hasta ahora son las Subprocuradurías especializadas, por fiscalías especializadas generales adjuntas o fiscalías, las cuales asumen las funciones de investigación y persecución de ramas delictivas y se compondrán de las unidades especializadas en la investigación y persecución de géneros de delitos, atendiendo a las diversas manifestaciones de la delincuencia organizada, así como a la naturaleza y complejidad de los diversos delitos federales.

Dichas fiscalías, seguirán respondiendo a una realidad práctica, dado que la amplitud y complejidad de las diversas figuras delictivas, la sofisticación en la comisión de los delitos y la diversidad de los medios de comisión, obligan a una especialización temática, toda vez que dadas las características particulares de la delincuencia organizada, es indispensable seguir contando con las fiscalías y unidades especializadas en la persecución y desmantelamiento de las organizaciones delictivas.

A este respecto, cabe destacar que en la presente Iniciativa se propone una disposición transitoria con objeto de aclarar que la unidad especializada a que se refiere el artículo 8, de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, se conformará en términos del Reglamento de la Fiscalía General de la Federación.

Ahora bien, es de fundamental importancia que estas fiscalías y sus unidades especializadas, cuenten con los mecanismos de colaboración y coordinación entre sí, y con las demás unidades administrativas de la Fiscalía General de la Federación.

Por lo que se refiere al sistema de desconcentración territorial y funcional, se propone la sustitución de las delegaciones por fiscalías de circuito, cuyas funciones se concentrarán en el ámbito territorial de cada circuito judicial federal, que como sabemos pretenden ceñirse a corto plazo a un circuito por entidad federativa, las cuales contarán con una estructura de operación variable en razón de las necesidades de cada circuito, que se determinará de conformidad con criterios de incidencia delictiva, densidad de población, características geográficas y la correcta distribución de las cargas de trabajo.

Las fiscalías de circuito tendrán atribuciones en materia de integración de averiguaciones previas, ejercicio o no de la acción penal, reserva, incompetencia, acumulación, control de procesos, intervención en juicios de amparo, prevención del delito, servicios a la comunidad y servicios administrativos, además de las funciones que el Fiscal General considere conveniente desconcentrar, para acercar los servicios de procuración de justicia federal a la población.

Cabe destacar, que el Fiscal General de la Federación, como titular de la Institución y del Ministerio Público de la Federación, deberá dictar los ordenamientos administrativos internos que garanticen la coordinación entre las fiscalías de circuito y las fiscalías generales adjuntas y las especializadas, a fin de mantener los principios de dependencia jerárquica y unidad de actuación.

Como parte de la desconcentración territorial, se encomienda a las fiscalías de circuito la integración de un sistema de información, que permita conocer con oportunidad, la legislación del Distrito Federal y de los Estados integrantes de la Federación, a fin de que, en su caso, el Fiscal General de la Federación promueva la acción de inconstitucionalidad respectiva, de conformidad con sus atribuciones como garante de la constitucionalidad y legalidad.

El Fiscal General de la Federación será designado de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102 Apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Durará en su encargo cinco años, podrá ser ratificado por otro período igual y será removido únicamente por las causas y mediante los procedimientos que establece el Título Cuarto de la Carta Magna. Todo ello, en congruencia con la reforma constitucional respectiva.

Asimismo, se dispone que los Fiscales de Circuito sean nombrados por el Presidente de la República, a propuesta del Fiscal General de la Federación, con ratificación del Senado. Durarán en su encargo cuatro años y podrán ser ratificados por otro período igual una sola vez.

Se propone que la inamovilidad de los Fiscales de Circuito no sea plena, en atención a las funciones que tendrán encomendadas. Bajo esta tesitura, serán removidos mediante el procedimiento que el H. Congreso de la Unión ha aprobado para otros organismos constitucionales; de esta forma, los referidos fiscales serán removidos de sus funciones en los casos de infracciones graves, a juicio del Consejo de la Fiscalía General de la Federación. En todo caso, se impondrá la remoción por el incumplimiento de obligaciones específicas previstas en la Ley de la Fiscalía General de la Federación que se propone. Dichas causas de remoción serán resueltas por el Consejo de la Fiscalía General, mediante el procedimiento establecido en el Capítulo respectivo de dicha Ley. El dictamen que emita se remitirá al Ejecutivo Federal, a efecto de que lo envíe, acompañado de su razonamiento de procedencia o improcedencia de remoción, a la Cámara de Senadores o, en su caso, a la Comisión Permanente, para resolución definitiva.

Los requisitos para ser Fiscal General Adjunto, Fiscal Especializado y Fiscal de Circuito, son los que se exigen en la legislación vigente para ser Subprocurador, pero se adiciona el tener experiencia en el sistema de justicia.

El Oficial Mayor será nombrado y removido libremente por el Fiscal General de la Federación. El personal administrativo será nombrado y removido en los términos del presente ordenamiento, el Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación y demás disposiciones aplicables.

b. Consejo de la Fiscalía General de la Federación.

Con el propósito de garantizar una adecuada coordinación entre los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación, la Policía Federal y los servicios periciales, -toda vez que como se explicará más adelante dichos órganos serán excluidos de la estructura de la Fiscalía General de la Federación e incorporados directa e indirectamente a la Secretaría del Interior-, se estima de fundamental importancia crear un órgano que tenga como función primordial supervisar que estos últimos den el debido cumplimiento a las órdenes que, con fines de investigación en la averiguación previa o proceso, u otras atribuciones legales, instruyan los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación con motivo de sus funciones.

Lo anterior, a efecto de que la procuración de justicia no se vea obstaculizada por una inadecuada interacción entre estos tres pilares.

Asimismo, el Consejo de mérito velará por el debido cumplimiento de la política criminal definida por el Ejecutivo Federal. Cabe mencionar, que las funciones de este órgano colegiado, se realizarán en forma independiente a las que realiza el Consejo de Profesionalización y el Consejo de Participación Ciudadana de la Fiscalía General de la Federación.

Además, dicho órgano resolverá sobre la procedencia de las causas de remoción de los Fiscales de Circuito, mediante el procedimiento que para tal efecto establece la Ley que se propone en este apartado.

A efecto de lograr una adecuada representatividad, el Consejo de referencia estará conformado por el Fiscal General de la Federación, quien lo presidirá y tendrá voto de calidad en caso de empate, dos Consejeros designados por él, un Consejero nombrado por el Senado, uno por el Consejo de la Judicatura Federal y uno por el Presidente de la República. Serán invitados permanentes el Comisionado de la Policía Federal y el Titular de la entidad paraestatal encargada de la prestación de servicios periciales, con voz pero sin voto.

Aunado a lo anterior, y de conformidad con la naturaleza de los asuntos competencia del Consejo, se formarán las Comisiones correspondientes, y los acuerdos que se tomen en las mismas, serán resueltos por el Consejo, en términos de las disposiciones que para tal efecto se establezcan.

En la presente Iniciativa se establecen los lineamientos generales de organización y funcionamiento del Consejo, los cuales deberán ser desarrollados por el Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación.

c. Suplencia y representación del Fiscal General de la Federación.
Se establece que en las excusas, ausencias y faltas temporales del Fiscal General de la Federación, éste será suplido por el Fiscal General Adjunto que determine la normatividad interna de la Institución, quien ejercerá las atribuciones que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los ordenamientos legales otorgan de manera indelegable al Fiscal General.

Asimismo, se dispone que los Fiscales Generales Adjuntos, Fiscales Especializados, Fiscales de Circuito, el Oficial Mayor, y demás servidores públicos, serán suplidos en los términos que establezca el Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación.

De igual forma, se establece la figura jurídica de la representación del Fiscal General de la Federación por los servidores públicos, fiscales o procuradores del Ministerio Público de la Federación que para el efecto se designen ante las autoridades judiciales o administrativas; por ejemplo, en asuntos laborales y administrativos, entre otros supuestos.

Esta representación obedece a la distribución de las cargas de trabajo del Titular de la Fiscalía General de la Federación, en función de la buena marcha de la institución, mediante la cual las funciones de la misma no se verán entorpecidas.

d. Servicio de carrera del Ministerio Público de la Federación.

Con motivo de la nueva estructura de la Fiscalía General de la Federación, el Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal cambia su denominación a Servicio de Carrera del Ministerio Público de la Federación.

Lo anterior, en virtud de que la policía investigadora y los servicios periciales ya no están comprendidos dentro de la estructura de la Fiscalía General de la Federación, por tanto, dejan de pertenecer al Servicio de Carrera, el cual se conserva para los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación.

Se mantiene la actual estructura del Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal, por lo que las etapas del Servicio de Carrera de la rama ministerial siguen siendo el ingreso, la cual comprende los requisitos y procedimientos de selección, formación, capacitación y adscripción inicial; el desarrollo y permanencia, que abarca los requisitos y procedimientos de actualización, especialización, estímulos y reconocimientos, cambios de adscripción, desarrollo humano, evaluaciones de control de confianza y del desempeño, ascensos y sanciones; y la terminación del servicio, que comprende las causas y procedimientos de separación o remoción del servicio.

Respecto a los requisitos para ingresar y permanecer como fiscal y procurador del Ministerio Público de la Federación de carrera, se conservan los que exige la ley que se abroga, salvo por lo que toca a la experiencia profesional, la cual se reduce a un año contado a partir de la expedición del título profesional al día de la designación, toda vez que la experiencia ha demostrado que se recluta a mejores elementos cuando recién han salido de la universidad.

Las normas reglamentarias del Servicio de Carrera deberán determinar los perfiles y funciones de los procuradores y fiscales del Ministerio Público de la Federación.

Se conservan las atribuciones del Consejo de Profesionalización que se contenían en la Ley que se abroga, y se integra por los miembros equivalentes a los actuales, salvo los representantes de la policía, los servicios periciales, el Instituto Nacional de Ciencias Penales, y los del ámbito académico, sumándose a éstos, un Fiscal de Circuito y un Fiscal Especializado.

e. Servicio de carrera de los servidores públicos de estructura de la Fiscalía 
General de la Federación.

La Iniciativa que someto a su consideración implementa un servicio de carrera para el personal de estructura de la Fiscalía General de la Federación, esto es para los directores generales, directores, subdirectores y jefes de departamento. Lo anterior, porque se estima de fundamental importancia que dichos servidores públicos gocen de los beneficios de un servicio de carrera integral, sistematizado y funcional, el cual asegure la igualdad de oportunidades en el ingreso y en los ascensos en el servicio con base en el mérito y la experiencia, así como que garantice la permanencia y estabilidad en el empleo, y fomente la profesionalización constante.

En la presente iniciativa se establecen los presupuestos esenciales del Servicio de Carrera de los servidores públicos de estructura de la Fiscalía General de la Federación, los cuales serán desarrollados por las normas reglamentarias correspondientes. En este sentido, dicho servicio se encuentra conformado por las etapas de ingreso, de desarrollo profesional y de separación; la primera de ellas comprende lo relativo al reclutamiento y selección de candidatos, así como los requisitos necesarios para que se incorporen a él; la etapa de desarrollo profesional está integrada por los modelos de profesionalización para los servidores públicos, a efecto de que puedan adquirir la especialización y actualización necesarias para el adecuado desempeño de su cargo, así como las habilidades necesarias para certificar las capacidades profesionales adquiridas; los mecanismos de medición y valoración del desempeño y la productividad de los servidores públicos, que serán a su vez los parámetros para obtener ascensos, promociones, premios y estímulos; la etapa de separación, la cual se encarga de atender los casos y supuestos mediante los cuales un servidor público deja de formar parte del servicio o se suspenden temporalmente sus derechos.

Asimismo, se establecen los requisitos de ingreso, la forma de terminación, todo lo cual deberá ser desarrollado por las normas reglamentarias correspondientes.

Además, se dispone que el Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación, determinará la unidad administrativa que será el órgano rector del servicio de mérito. En la presente Iniciativa, se determinan las facultades de dicho órgano rector, a reserva de que puedan ser ampliadas por las disposiciones jurídicas respectivas.

Las normas reglamentarias del Servicio de Carrera de los servidores públicos de estructura, deberán establecer los órganos que habrán de auxiliar a la unidad administrativa a la que se refiere este precepto, en el cumplimiento de sus funciones.
f. Procesos de evaluación de los servidores públicos de la Fiscalía General 
de la Federación.
La presente Iniciativa conserva los lineamientos establecidos respecto a los procesos de evaluación, toda vez que se considera de trascendental importancia, que dichos procesos permitan verificar que la actuación de los servidores públicos, se sujete a los principios de legalidad, eficiencia, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad y respeto a los derechos humanos.

No obstante, en el texto legal propuesto se dispone que a efecto de comprobar el cumplimiento de los principios previstos por el Artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todo el personal de la Fiscalía, se sujete, de manera gradual, a los procesos de evaluación. Por lo que hace al personal de base, éste será sujeto de un convenio específico con la organización sindical de la Fiscalía General de la Federación.

Asimismo, se hacen algunas precisiones respecto a las evaluaciones de control de confianza y del desempeño, a efecto de distinguir claramente las características de cada una de ellas.

g. Derechos, obligaciones y causas de responsabilidad de los Fiscales y 
Procuradores del Ministerio Público de la Federación.

Se conservan las mismas causas de responsabilidad a las que se encuentran sujetos los Agentes del Ministerio Público de la Federación en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República que se pretende abrogar, así como los mismos derechos que gozan. En ese sentido, los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación serán sujetos de los referidos derechos y obligaciones.

La Iniciativa mantiene el catálogo de sanciones administrativas que se contiene en la ley que se abroga, las cuales son aplicables a los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación. Dichas sanciones son la amonestación pública o privada, la suspensión temporal en el servicio y la remoción.

Asimismo, se establece que los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación podrán solicitar al superior jerárquico del agente de la Policía Federal, la imposición de las sanciones previstas en el Capítulo IX de la Ley Orgánica de la Policía Federal, cuando dicho agente retrase, entorpezca o desobedezca las órdenes que giren aquéllos en el ejercicio de sus atribuciones.

Se determina que las personas facultadas para imponer las sanciones de amonestación o suspensión puedan ser impuestas por el Fiscal General de la Federación, los Fiscales Generales Adjuntos, los Fiscales Especializados, los Fiscales de Circuito, el Oficial Mayor, los Procuradores y Fiscales en Jefe, y los titulares de las unidades administrativas de estructura.

Se establece que en todo lo no previsto por los artículos relativos al procedimiento de separación del servicio de carrera y de remoción, se aplicará supletoriamente la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y, en su defecto, el Código Federal de Procedimientos Civiles. Lo anterior, se estima necesario, dado que en todo ordenamiento legal debe incorporarse dicha regla a efecto de que se establezca expresamente el ordenamiento supletorio, para que se esté en posibilidad de recurrir a éste en caso de omisiones.

h. Consejo de Participación Ciudadana de la Fiscalía General de la Federación.

Se incorpora a nivel legal el Consejo de Participación Ciudadana de la Fiscalía General de la Federación, toda vez que conforme a las exigencias sociales actuales, se hace necesario regular en la Ley de la Fiscalía General de la Federación, lo referente al Consejo de mérito, el cual ha adquirido una gran relevancia como órgano colegiado de consulta, análisis y opinión, ya que coadyuva al diseño y desarrollo de las tareas de procuración de justicia en el ámbito federal, así como también fomenta la transparencia de la rendición de cuentas de la Institución, todo ello con la participación de los sectores social y privado. Bajo esa tesitura, se establecen los integrantes que conforman el Consejo, así como las funciones que éste tiene encomendadas.

i. Disposiciones finales.

Los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación, así como los demás servidores públicos de la Institución, seguirán sujetos a la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos.

II. LEY ORGÁNICA DE LA POLICÍA FEDERAL.
El surgimiento jurídico del Estado-Nación como actualmente lo conocemos, deviene de la necesidad de sus integrantes de brindarse protección mutua, por lo que a través del establecimiento de un gobierno, como institución rectora de la convivencia social, ceden parte de sus prerrogativas para conferírselas al gobierno; otorgándole derechos e imponiéndole deberes.

De lo anterior, se puede decir que el Estado como ente rector, fundamenta su función en el respeto y la observancia de la ley, ya que con ella se delimita la acción de la autoridad y se garantiza el ejercicio de las libertades en un marco de convivencia pacífica, preservando la vigencia de la democracia, imponiendo límites al ejercicio de la autoridad y confiriendo seguridad a los gobernados.

La organización de la policía en México, sus objetivos fundamentales y antecedentes, se encuentran íntimamente ligados con la evolución histórica del Ministerio Público y el procedimiento penal, así como a los reglamentos de policía y gobierno. Asimismo, en las diferentes Constituciones, Leyes, Reglamentos y demás instrumentos jurídico-normativos creados en el devenir histórico del país, la Institución de la Policía ha definido su participación como auxiliar de la Representación Social, garante de la procuración de justicia del Estado mexicano.

La creación de la Agencia Federal de Investigación (AFI) y la Policía Federal Preventiva (PFP), rompió con el esquema con el que operaban las Policías en el pasado, de escasa o nula eficiencia en el cumplimiento de mandamientos ministeriales o judiciales, rezago que originó mayor impunidad. Su implementación se fundamentó en un cambio de fondo en lo relativo a seguridad pública e investigación y persecución de los delitos, con el propósito de que la Federación cumpliera debidamente con su responsabilidad constitucional, mejorando orgánica y funcionalmente los servicios de seguridad pública y procuración de justicia.

A través de este cambio, se incorporó y generó el soporte técnico, jurídico y administrativo que las instituciones encargadas de la seguridad pública y procuración de justicia necesitaban, con el propósito central de restituir su capacidad investigadora para combatir estructuralmente a la delincuencia organizada, alejándose al mismo tiempo del esquema reactivo con que operaba la desaparecida Policía Judicial Federal, asumiendo plenamente su compromiso como brazo operativo auxiliar del Ministerio Público de la Federación.

Pero, de la misma forma que las instituciones y dependencias del Estado avanzan continuamente hacia un desarrollo y perfeccionamiento con el objeto de cumplir con el mandamiento legal que tienen conferido, la delincuencia, en especial la organizada, ha desarrollado mecanismos de operación más complejos y sofisticados, generando rutas, modalidades y medios alternativos para lograr sus objetivos, logrando la convergencia de una gran cantidad de recursos y apoyos de carácter tecnológico, logístico, humano y financiero, vulnerando el tejido social y atentando contra la sociedad mexicana y el orden mundial.

Una de las razones de la percepción a la alza de la delincuencia es por la cifra negra, y ésta es resultado de la desconfianza general hacia las instituciones encargadas de la seguridad pública y procuración de justicia, y de forma particular de la policía.

Asimismo, una gran corrupción; corporaciones penetradas por la delincuencia; la inobservancia de los ordenamientos jurídicos; leyes obsoletas; evasión de la justicia e impunidad, así como un número de policías por debajo del estándar internacional y de las exigencias sociales, aunado a una insuficiente capacitación de los mismos y a una falta de coordinación y cooperación de los múltiples cuerpos policíacos que repercute en invasión de su competencia, socava la seguridad y destruye la moral de los ciudadanos, propiciándose relaciones sociales desarticuladas y con grupos dominantes que dan lugar a brotes de malestar y descontento.

Estudios realizados al respecto, han demostrado que la mayoría de las instituciones responsables de la seguridad pública y procuración de justicia, se encuentran en un deficiente estado administrativo, con contradicciones funcionales y operativas, adoleciendo de una falta de responsabilidad directa, desatención en sus diversas áreas, desequilibrio en las cargas de trabajo y dispersión por el desarrollo de diversas actividades no encomendadas originalmente, entre otros aspectos, lo que ha generado que la ciudadanía externe de manera cotidiana su malestar, pérdida de la confianza en las instituciones y una constante inseguridad.

Estos inconvenientes han devenido en la necesidad de desarrollar un instrumento jurídico que le permita al Estado, concentrar esfuerzos en materia de seguridad pública, a través del desarrollo de estrategias programáticas, cuya finalidad es cumplimentar el deber de protección hacia sus gobernados, ya que el Estado de Derecho no puede subsistir si las leyes quedan rezagadas o superadas frente a las exigencias de la sociedad, sobre todo de una sociedad inmersa en un profundo proceso de cambio político, económico y social.

Por estas razones, entre otras más, el problema de la inseguridad pública ocupa hoy la más alta prioridad en las tareas del Gobierno Federal y se coloca como tema central en la agenda de seguridad nacional, por los riesgos que conlleva a la viabilidad del proyecto de país que los mexicanos quieren.

En este contexto, el Plan Nacional de Desarrollo y los Programas Nacionales de Procuración de Justicia y Seguridad Pública 2001-2006, han sido los instrumentos programáticos en donde se han establecido los objetivos, políticas y estrategias para garantizar y procurar una mejor seguridad pública, así como una justicia pronta, expedita, apegada a Derecho y de respeto a los derechos humanos, que permita combatir los delitos mediante la aplicación de acciones especializadas para investigarlos eficazmente, con altos estándares de prueba y efectividad en la obtención, procesamiento y análisis de la información que habrá de influir para la toma de decisiones ministeriales, generando en ello las condiciones legales, institucionales y administrativas que permitan transformar el sistema de procuración de justicia de la Federación, fortaleciendo su autonomía, independencia y profesionalización.

La dimensión de los problemas y retos que enfrenta el Gobierno Federal son claros: se trabaja con un rumbo definido, no para crear falsas expectativas con aparentes resultados, sino para proceder racional y ordenadamente hacia la institucionalización del cambio planteado.

Con las nuevas condiciones jurídicas y de organización, se ha desarrollado un proyecto de Ley que tiene por objeto unificar en una sola dependencia a la Agencia Federal de Investigación, a la Dirección General de Supervisión e Inspección Interna para la Agencia Federal de Investigación, y a la Dirección General de Servicios Aéreos, todas estas unidades administrativas de la Procuraduría General de la República, así como a la Policía Federal Preventiva, dependiente de la Secretaría de Seguridad Pública, regulando su organización y funcionamiento en un órgano desconcentrado de la Secretaría del Interior, en la cual se conformaría a la Policía Federal.

Con la creación de la Policía Federal se fortalecen las políticas públicas del Gobierno, para combatir con mayor eficiencia y eficacia a la delincuencia y la impunidad, coadyuvando en la misión de lograr una procuración de justicia pronta y expedita, que a su vez permita optimizar el cumplimiento de las órdenes judiciales y ministeriales, logrando simplificar de manera importante el desarrollo de las investigaciones que realiza la policía en auxilio del Ministerio Público de la Federación.

La Ley Orgánica de la Policía Federal, determina que la función primordial de este órgano se enfoca a la salvaguarda de la integridad y derechos de las personas, así como a preservar las libertades, el orden y la paz públicos, estableciendo a su vez, facultades de investigación de delitos, bajo la supervisión y dirección funcional del Ministerio Público de la Federación, determinando así, una dependencia funcional, pero con autonomía operativa en el ejercicio de sus atribuciones, en base a los principios de certeza, legalidad, objetividad, imparcialidad, profesionalismo y el respeto a los derechos humanos.

El presente proyecto, permite reformar el sistema de seguridad pública e investigación de los delitos, mediante un conjunto de cambios estructurales, entre los que se encuentran: la unidad de las policías, la ampliación de sus facultades de investigación de delitos, incrementando exponencialmente la capacidad de respuesta contra el delito y la simplificación de las investigaciones, reafirmando la dirección y dependencia funcional respecto de la Representación Social de la Federación.

Desde el enfoque orgánico, el proyecto de Ley Orgánica de la Policía Federal, se constituye en el parte aguas de la puesta en marcha del servicio civil de carrera de los elementos policiales, que determine una capacitación en base a los requerimientos actuales, la profesionalización de sus integrantes y en consecuencia, la mejora de los salarios y las prestaciones.

El combate a fondo de la corrupción y la impunidad; la dotación de un mejor equipo, armamento, vehículos e infraestructura; la incorporación de tecnología de punta; el desarrollo de sistemas de información de calidad; la renovación de los sistemas operativos; el establecimiento de mecanismos de control, evaluación y medición de resultados; el impulso a la participación directa de la ciudadanía; el respeto a los derechos humanos; así como el debido cumplimiento de las leyes y los reglamentos de buen gobierno, serán algunas de las ventajas que desde el aspecto funcional reflejará la unificación de las policías.

La Policía Federal se encontrará facultada para verificar la observancia y cumplimiento de las leyes, previniendo, pero a la vez combatiendo la comisión de infracciones y delitos de competencia federal, a través del desarrollo de programas que permitan a la ciudadanía recobrar la confianza en el gobierno, como órgano rector de la convivencia social.

Asimismo, el garantizar, mantener y restablecer el orden y la paz públicos salvaguardando la integridad de las personas, se constituirá como el bastión fundamental de la Policía Federal para llevar a cabo la adecuada función de preservar la seguridad pública.

Como función principal, se otorga a la Policía Federal facultades de investigación, con el objetivo de corroborar la existencia de los hechos posiblemente constitutivos de delitos federales de los que tenga conocimiento, cuando la denuncia sea presentada de forma anónima o su contenido no sea lo suficientemente claro, siempre que no estén sujetos a denuncia formal ante el Ministerio Público de la Federación o a la querella.

De la misma forma, se encontrará facultada para realizar las investigaciones que el Ministerio Público de la Federación le ordene en términos de ley, gozando de independencia operativa en el desarrollo de sus funciones, preservando el Ministerio Público, en ambos casos, la dirección de las investigaciones, garantizando así la constitucionalidad y legalidad de los actos que con motivo de las investigaciones y la obtención de indicios desarrolle la Policía Federal.

Con ello no se pretende desvincular al Ministerio Público de la Federación del desarrollo y dirección de las investigaciones, pues éste, conservará la facultad de ordenar a la Policía Federal, la realización de todos los actos e investigaciones que resulten necesarios para la debida acreditación del cuerpo del delito y la probable responsabilidad del indiciado, sin dejar de lado las funciones de notificaciones, citaciones, presentaciones, aprehensiones, arraigos, cateo s y demás mandamientos ministeriales o jurisdiccionales que reciba.

Con esta verdadera autonomía de operación, la Policía Federal podrá solicitar a las autoridades competentes, dependencias públicas y privadas, con apego a las disposiciones legales aplicables, la información que se requiera para el debido desempeño de sus funciones, proporcionándole al Ministerio Público de la Federación una gran cantidad y variedad de indicios suficientes para ser presentados en juicio, para que éstos adquieran el valor formal de medio probatorio.

Además del ejercicio de las facultades mencionadas, la Policía Federal podrá conocer del aspecto policial migratorio, concretamente las atribuciones de control e inspección, de conformidad con lo previsto por la Ley General de Población.

La Ley Orgánica de la Policía Federal contiene los lineamientos generales de un sistema de especialización en la investigación de géneros delictivos, que permitan la adecuada obtención, procesamiento, análisis e intercambio de información a nivel nacional e internacional, para brindar el soporte necesario, así como los medios de prueba idóneos para la toma de decisiones ministeriales.

III. LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL.

La administración pública es un cuerpo interdependiente que se reordena cuando uno o varios de sus componentes tiene alguna variación; al ser un fenómeno social dinámico y cambiante, la delincuencia requiere la actualización permanente de las políticas, estrategias y acciones para su combate; en razón de ello, debemos reorientar los recursos gubernamentales para atender y desarrollar los nuevos esquemas de organización y administración pública que se plantean para cumplir con las atribuciones que en materia de justicia le corresponderán al Ejecutivo Federal si esta soberanía y su colegisladora así lo estiman.

La procuración de justicia es una pieza fundamental para hacer frente de manera eficaz al problema de la delincuencia y la inseguridad en todas sus manifestaciones. De su correcta ejecución depende que aquellos que han violado la ley en perjuicio de los derechos personales y la paz social, sean llevados ante la autoridad judicial y mediante un juicio justo reciban una sanción acorde con el daño realizado al bien jurídico tutelado; desde siempre, la sociedad ha percibido que la actuación del Ministerio Público de la Federación y la de su titular, es afectada por factores tales como la subordinación jurídica y la dependencia política y presupuestaria del Poder Ejecutivo.

En materia procesal penal se propone llevar a cabo una reforma estructural en aras de establecer un sistema penal de corte primordialmente acusatorio, que dé respuesta a los reclamos sociales de una mejor procuración e impartición de justicia, lo que conlleva a una serie de cambios estructurales en las instituciones encargadas de procurar justicia y, en general, de la seguridad jurídica y pública y, por ende, es necesaria una redistribución de facultades para su correcta operación.

Asimismo, debemos recordar que en esta Iniciativa se propone regular la transformación de la Procuraduría General de la República en la Fiscalía General de la Federación como un órgano que goce de plena autonomía constitucional, que no dependa de ninguno de los Poderes de la Unión, sino que guardando su independencia, se coordine con ellos en el marco de nuestra Constitución.

Dentro de este cambio de estructura organizacional en la procuración de justicia, se contempla que la Agencia Federal de Investigación deje de formar parte de la Fiscalía General de la Federación; es decir, que no dependa jerárquicamente de ella como sucede actualmente, sin perder su subordinación funcional para efectos de las actividades relacionadas con la investigación de los delitos y persecución de los imputados.

A su vez, y por tratarse de servicios auxiliares y de apoyo a la procuración de justicia, mediante la práctica de dictámenes en diversas especialidades, los cuales resultan indispensables a fin de cumplir debidamente con dicha función estratégica, se contempla la desincorporación de los servicios periciales de la Fiscalía General de la Federación, a efecto de reorganizarlos estructural mente en un organismo descentralizado, que garantice su autonomía técnica, sectorizado en la nueva Secretaría del Interior, que se propone sustituya a la hoy Secretaría de Seguridad Pública, de la que también dependerá la Policía Federal como órgano desconcentrado, con autonomía técnica y de gestión, de la misma.

En este contexto, el Ejecutivo Federal a mi cargo estima necesario redistribuir las facultades que, conforme a su nueva estructura legal -órgano constitucional autónomo-, la Fiscalía General de la Federación dejará de desempeñar. Para tal efecto, se propone reformar la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, con el fin de que dichas atribuciones se ejerzan a través de la Secretaría del Interior, antes de Seguridad Pública, y la Oficina del Abogado General de la Federación, antes Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal, de conformidad con la naturaleza de las funciones que a dichas unidades administrativas les encomienda la Carta Magna y la normatividad respectiva.

La redistribución de referencia, conlleva la modificación de la denominación de la Secretaría de Seguridad Pública en Secretaría del Interior, a la cual se le transfiere la subordinación orgánica de la Agencia Federal de Investigación, la cual al igual que la Policía Federal Preventiva conformarán un cuerpo policiaco, la Policía Federal, así como la creación de un organismo descentralizado encargado de los servicios periciales, que estaría sectorizado en esta nueva Secretaría, que además quedaría facultada para la generación de políticas y estrategias en materia de política criminal.

Además, se acotan sus facultades actuales en materia de tratamiento de menores infractores, a la administración de los centros de internación del sistema federal para el tratamiento de menores y adolescentes, y el desarrollo de las actividades correspondientes a la ejecución de las medidas cautelares y sanciones que imponga el juez competente, a efecto de armonizarlas con lo dispuesto en la propuesta de Ley General de Justicia Penal para Adolescentes.

Asimismo, se preserva a favor del Ejecutivo Federal la facultad de nombrar al Titular del órgano desconcentrado en el que se integrará la Policía Federal.

Por lo que hace a las nuevas facultades de la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal, la propuesta de reforma que se somete a la consideración de esa Soberanía, inicia con la modificación de su denominación a Oficina del Abogado General de la Federación, lo que se sustenta en función de que le corresponderá atender los asuntos relacionados con la representación de la Federación.

Asimismo, con la propuesta de mérito se logrará minimizar los riesgos de corrupción al interior de la Administración Pública, ya que los titulares de las unidades jurídicas dependerán jerárquica y funcionalmente del Abogado General de la Federación, quien al fungir como coordinador de los mismos verificará que su actuar se apegue al marco legal, al tiempo que dictará los criterios jurídicos en el despacho de los asuntos que atañen a la Federación.

En este orden de ideas, dicha oficina asume la reivindicación de los bienes propiedad de la nación en coordinación ron la Secretaría de la Función Pública, facultad que actualmente le corresponde a la Procuraduría General de la República.

Además de la redistribución de facultades, se estima conveniente adecuar las referencias que contiene dicha ley respecto de la Procuraduría General de la República por su nueva denominación como Fiscalía General de la Federación, específicamente en lo que hace a su intervención en el proceso de suspensión de garantías individuales; la intervención de la Secretaría de Gobernación en el nombramiento de su Titular y la coordinación con la Secretaría de Relaciones Exteriores para efectos de extradición, así como las respectivas referencias a la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal por Oficina del Abogado General de la Federación.

Por otra parte, los derechos humanos han sido un tema de suma relevancia para el Gobierno de la República, por lo que su defensa tiene ahora repercusiones en toda la política nacional, la tutela y promoción de los mismos es, hoy, uno de los objetivos rectores de la agenda nacional.

En este sentido el modelo de readaptación en México no contribuye a la reinserción social y productiva del reo, una vez cumplida su sentencia, la mayoría de ellos reingresa sin readaptarse al grupo social, lo que resulta una carga costosa para la sociedad, al no cumplirse el objetivo de su rehabilitación; otros en cambio se incorporan resentidos y son rechazados por la sociedad, prácticamente sin oportunidades para reinsertarse a la comunidad.

Para la reestructuración del sistema penitenciario federal, el Ejecutivo Federal a mi cargo plasmó en los Programas Nacionales de Procuración de Justicia y de Seguridad Pública 2001-2006, como líneas estratégicas:

· Promover la adecuación del sistema de readaptación social para que cumpla con las normas mínimas de readaptación de los adultos.

· Promover el otorgamiento y la ejecución de sustitutivos de la pena de prisión y la condena condicional.

· Establecer programas y mecanismos que contribuyan a mantener el orden, la seguridad interna y el respeto irrestricto de los derechos humanos en el sistema penitenciario.

Finalmente, y dada la creación de los jueces de ejecución de sanciones penales, contemplados en la nueva Ley Federal de Ejecución de Sanciones Penales que se propone en esta Iniciativa, se estima conveniente armonizar dicha reforma con la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, específicamente por lo que hace al marco normativo de las facultades que en materia de ejecución de penas se encuentran atribuidas a la hoy Secretaría de Seguridad Pública.

IV. LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN.

Es claro que el Estado Mexicano debe velar por una impartición de justicia pronta, completa e imparcial y para ello debe procurar la existencia de la infraestructura judicial necesaria que permita al Poder Judicial de la Federación, cumplir su alta responsabilidad de impartir justicia con eficacia, eficiencia e imparcialidad.

Como respuesta a los requerimientos de un proceso penal de corte acusatorio propuesto en esta reforma estructural del sistema procesal penal, la cual se integra con diversas leyes del orden federal, entre las que destacan un nuevo Código Federal de Procedimientos Penales, la Ley Federal de Ejecución de Sanciones Penales, así como una nueva Ley General de Justicia Penal para Adolescentes, ordenamientos jurídicos en los que se prevé la intervención de dos jueces de distrito en los procesos penales federales, uno encargado de las actuaciones judiciales distintas a la audiencia principal y de sentencia y otro de estas dos últimas, así como la incursión del Poder Judicial de la Federación en la ejecución de sanciones penales y en la administración de una justicia penal para los adolescentes, el Ejecutivo Federal a mi cargo estima necesario dotar a dicho Poder Federal de la infraestructura necesaria para la debida implantación y operación de tan importantes funciones.

En cuanto al Código Federal de Procedimientos Penales, se prevé un importante cambio en los tradicionales criterios de competencia, en cuanto a que el juez que inicia el proceso lo concluye, toda vez que en este modelo el juez que conoce del plazo constitucional y de la preparación del juicio, no debe ser quien presida la audiencia del plenario y resuelva la controversia, en razón de que el juez inicial tiene conocimiento de las cuestiones preliminares ajenas al debate y que podrían contaminar su percepción, que sólo debe formarse con la prueba desahogada en el juicio, salvo las excepciones previstas en la ley; en razón de ello, se propone facultar a los jueces de distrito para excusarse de conocer de la audiencia plenaria y los actos subsecuentes, cuando hayan intervenido en la fase preliminar de un proceso penal, a efecto de que otro juez del mismo circuito judicial sea quien asuma el caso y lo concluya.

De esta manera se busca dar las garantías que exige un proceso acusatorio a favor de la igualdad de las partes, la adversarialidad y la inmediación, principios fundamentales de un sistema procesal garantista y equilibrado.

En cuanto a la especialización de los Juzgados de Distrito, se contemplan las figuras de los Jueces de Distrito Especializados en Delincuencia Organizada; Ejecución de Sanciones Penales y de Justicia Penal para Adolescentes.

Respecto a la vigilancia judicial de la ejecución de las sanciones penales, prevista en la Ley Federal de Ejecución de Sanciones Penales, es importante señalar que para su puesta en marcha se requiere prever dentro de la organización del Poder Judicial de la Federación a los jueces que se encargarán de supervisar que las sentencias ejecutorias que imponen sanciones penales sean cumplidas en sus términos o que los sustitutivos o beneficios que aplique la autoridad ejecutora se apeguen a los supuestos legales, así como que el decurso de la misma ejecución de la sanción sea conforme a derecho, respetando siempre las garantías individuales de los condenados, de manera que la finalidad de su existencia no es menoscabar la autoridad de los responsables de la ejecución, sino dar mayor seguridad jurídica a todos los involucrados en esto, abatiendo la arbitrariedad que posiblemente se suscite cuando no hay controles externos, inmediatos y vinculativos para el responsable del proceso de readaptación social del sentenciado. De igual forma deben establecerse claramente sus atribuciones para ajustar su actuar al principio de legalidad y la coordinación debida entre los Poderes de la Unión.

Se propone reformar el artículo 50 ter de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación para adecuarla también a la denominación de Código Penal Federal; así como adicionar el numeral 50 quáter, para crear los jueces de distrito especializados en materia de delincuencia organizada.

En torno a la judicialización del procedimiento para la administración de justicia penal para los adolescentes, previsto en la iniciativa de una Ley General de Justicia Penal de Adolescentes, debe concretarse este modelo mediante la creación dentro de la organización judicial de un juez de distrito especializado en procesos penales para adolescentes, asignándole sus atribuciones que van desde la autorización de las diligencias que constitucional o legalmente debe solicitar a un juez el Ministerio Público de la Federación durante la averiguación previa, substanciar el proceso penal seguido a los imputados, con la variante de que no podrá el mismo juzgador instruir y sentenciar en una misma causa, pero la figura jurídica a crear sí declarará la existencia del delito e impondrá las medidas de seguridad e inclusive vigilará la ejecución de la sanción, con objeto de que el menor de edad tenga una atención judicial especializada durante todo el procedimiento.

Por otra parte, como quedó de manifiesto en su oportunidad la Iniciativa de reforma estructural contempla la figura de la conciliación, como salida alternativa al proceso penal, sin embargo, también se señaló que el desarrollo de dicha figura, en sede judicial, se llevará a cabo, por la unidad administrativa y conforme al procedimiento que al efecto designe y emita, respectivamente, el Poder Judicial de la Federación, por ello es necesario adicionar al artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, una fracción XIX bis, con la finalidad de facultar al Consejo de la Judicatura Federal a emitir dicha normatividad secundaria.

Asimismo, con motivo de la reforma al marco jurídico que rige el ejercicio de la abogacía en materia penal, que busca la plena profesionalización de los defensores, perfilada tanto en la Ley Federal de Defensoría, como en las reformas a la Ley Reglamentaria del artículo 5° Constitucional, relativa al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal, propuestas por el Ejecutivo Federal a mi cargo, es necesario adecuar el artículo 81 de esta Ley, relativo al ámbito de atribuciones del Consejo de la Judicatura Federal, para que de manera expresa quede incorporada a sus atribuciones la facultad de certificar los conocimientos, habilidades y ética profesional de los abogados litigantes en materia penal, como lo prescriben los ordenamientos legales antes invocados.

En otro orden de ideas, al prever la Iniciativa la facultad de los jueces penales de pronunciarse sobre la responsabilidad civil del inculpado en las sentencias absolutorias, y vigilar la ejecución de sanciones por delitos del orden federal, es menester adicionar las fracciones IV y V al artículo 50 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, a efecto de dotar de competencia a los jueces penales federales para pronunciarse y actuar sobre el particular.

Asimismo, se propone derogar la fracción III del artículo 29 de la Ley de mérito, atendiendo a que no se contempla el recurso de denegada apelación en el Código Federal de Procedimientos Penales, por considerarse dilatorio del desarrollo del proceso penal federal.

C. REFORMA DE PROFESIONES.
I. LEY FEDERAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA.

Actualmente, la práctica de la profesión de la abogacía se puede realizar libremente ante todos los tribunales de la República, sin otro requisito que el contar con la cédula profesional, producto del registro del título de licenciado en Derecho, ante la Secretaría de Educación Pública.

En nuestros días, el ejercicio profesional que desempeña el abogado litigante se ha transformado profundamente. Por una parte, existe un segmento del gremio postulante que, no obstante, contar con el título de abogado, carece de los conocimientos técnicos suficientes para desempeñar de modo cabal la defensa penal de sus clientes, o bien, incluso teniéndolos, no respetan ningún principio ético en su conducta profesional, situación que ha generado en la sociedad gran desconfianza en los defensores y, por la otra, se observa una clara "actividad penal" de los conocidos "coyotes", que no teniendo título de licenciado en Derecho, usurpan la profesión.

Esta realidad lastima a toda la población y pone en entredicho a nuestro sistema de justicia y a nuestro Estado de Derecho.

Es objetivo fundamental de esta administración, el transformar la realidad que nos es adversa y crear mejores condiciones de vida para las y los mexicanos, así como proporcionar instrumentos jurídicos adecuados para hacer valer los derechos establecidos por el orden jurídico nacional.

Por lo que atendiendo al mandato del pueblo mexicano, este Gobierno tiene el compromiso impostergable de garantizar que se respeten los derechos individuales para la tranquilidad ciudadana.

Con esta propuesta de reformas y adiciones a la Ley Federal de Defensoría Pública, se propone establecer los lineamientos generales sobre los cuales debe basarse el ético ejercicio profesional de los defensores públicos y privados.

En primer término, se cambia la denominación de Ley Federal de Defensoría Pública por Ley Federal de Defensoría a fin de regular también a los defensores privados. Asimismo, la presente reforma pretende fortalecer el ejercicio de la defensoría, al prescribir los principios de probidad, honradez y profesionalismo, en el ejercicio de la defensa, tanto pública como privada, a efecto de fomentar el ejercicio ético, el honor y la dignidad profesional, así como también las relaciones entre los colegas, de éstos con los clientes y las relaciones que deben mantener con las autoridades.

En su concepción más amplia, la defensa es considerada como un derecho natural e indispensable para la preservación de la integridad de la persona, de su libertad, de sus bienes, de su honor y de su vida. Así, en todo régimen democrático, en donde se priven garantías, o se realicen conductas o hechos delictivos, ipso facto nace la pretensión punitiva estatal y coincidentemente el derecho de defensa.

En este sentido, cada persona tiene derecho a una defensa efectiva en todas las fases del procedimiento penal, desde el primer acto de molestia y corresponde a las autoridades federales tutelar la adecuada prestación de la defensoría profesional.

Con esta propuesta se pretende fortalecer la defensoría, a fin de que su organización, funcionamiento y presencia en las diversas instancias procesales respondan a los propósitos de una verdadera justicia y permitan que los derechos del imputado sean eficazmente protegidos, para ello, un elemento indispensable es que el defensor sea certificado, es decir, que sea cualificado y ético, refrendándose cada cinco años la autorización para desempeñar su encargo.

Por lo que, se propone establecer lineamientos éticos que los defensores deben observar, y en caso de la inobservancia de éstos, serán acreedores a sanciones administrativas, previo procedimiento administrativo.

Como ya se ha dicho, es una función del Estado el garantizar el respeto irrestricto a los derechos humanos de conformidad con la Convención Americana sobre los Derechos Humanos y el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos del Hombre, por lo que de aprobarse la reforma al Artículo 20, apartado A), fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, recientemente propuesta por el Ejecutivo Federal a mi cargo al Constituyente Permanente, consistente en erigir en una garantía individual el derecho a una defensa adecuada a través de un defensor debidamente certificado en los términos que determine la ley, se originaría la obligación del Estado de llevar a cabo dicha certificación.

Por tratarse de una garantía individual en materia penal, cuya vigilancia de su observancia corresponde al Estado mexicano, la presente Iniciativa establece que el Consejo de la Judicatura Federal del Poder Judicial de la Federación será la autoridad responsable de llevar a cabo los procedimientos de certificación de los defensores, sin embargo, se considera que la vigilancia del desempeño de las funciones de los abogados certificados, debe ser una responsabilidad compartida con la Secretaría de Educación Pública, por conducto de la Dirección General de Profesiones, toda vez que al ser una garantía individual el derecho de una defensa a cargo de un abogado certificado, esta tarea conlleva la coordinación de los poderes para el mejor desempeño de una profesión, lo cual implica la intervención de la administración pública federal, respecto de los asuntos de dicho ámbito.

La mencionada labor de certificación para litigar en materia penal, como una obligación a cargo del Consejo de la Judicatura Federal, responde a la naturaleza administrativa de las atribuciones que lleva a cabo dicho órgano del Poder Judicial de la Federación, las cuales están íntimamente relacionadas con la materia jurisdiccional.

Ahora bien, para obtener la certificación de defensor, el interesado deberá ser licenciado en derecho, con la correspondiente cédula profesional y solicitar ante el Consejo de la Judicatura Federal la evaluación correspondiente.

Como el objetivo primordial de la presente reforma es garantizar el profesionalismo y la ética del ejercicio de litigio en materia penal, el examen para la oportuna certificación versará en una prueba teórica y en una prueba práctica, la puntuación mínima para aprobar dicha evaluaciones y obtener la certificación de defensor será de 80 puntos, en una escala del 0 al100.

En este sentido, los requisitos para ser defensor público son los que se exigen en la legislación vigente, pero se adiciona el tener la certificación en términos del presente Decreto.

Asimismo, el defensor certificado se tendrá que refrendar cada cinco años y lo podrá realizar únicamente el abogado que compruebe fehacientemente que está actualizado teórica y prácticamente en el dominio del litigio penal, así como que su desempeño ha sido ético.

En este sentido, el Instituto de la Judicatura Federal deberá implementar cursos de capacitación y actualización, los cuales se impartirán a los abogados certificados que necesiten realizar su refrendo y no tengan manera de comprobar su actualización en instituciones que imparten estudios reconocidos por la autoridad competente.

Al respecto, para llevar a cabo un estricto control de los abogados certificados y refrendados, el Consejo de la Judicatura Federal llevará un registro de todas las personas certificadas y refrendadas por él, así como de las quejas y sanciones impuestas, a efecto de que en caso que se detecte o se tenga conocimiento por cualquier medio de alguna conducta irregular, en su caso, hacer del conocimiento de la Dirección General de Profesiones de la Secretaría de Educación Pública, tal conducta para la imposición de las sanciones administrativas a que hayal lugar.

Cabe precisar que la presente iniciativa también se encuentra relacionada con la creación de la Ley General de Justicia Penal para Adolescentes, que pretende judicializar y tornar garantista el sistema penal para menores de edad.

Lo anterior, en razón de que dispone crear la figura del Defensor Federal Especializado para Adolescentes, que permita contar con un profesional del derecho independiente del tribunal que asista a un adolescente en el procedimiento penal que le sea incoado por el Estado al haber infringido la legislación punitiva, lo que indudablemente implicará acortar la brecha existente en la administración de justicia en nuestro país.

La ampliación del ámbito competencial de los defensores públicos que propone la presente Iniciativa no implica necesariamente un sensible impacto en las finanzas públicas, toda vez que de aprobarse la propuesta habría una transferencia de recursos actualmente asignados a otras entidades que dejarían de existir.

II. LEY REGLAMENTARIA AL ARTÍCULO 5 CONSTITUCIONAL, RELATIVO Al EJERCICIO DE LAS PROFESIONES EN El DISTRITO FEDERAL.
La profesionalización del servicio de defensa penal es requisito indispensable para elevar la calidad de la justicia penal. Durante muchos años, han intervenido en el procedimiento penal defensores que carecen de los conocimientos, habilidades, e incluso ética que exige la profesión de Licenciado en Derecho, más aún, la permisión legal de intervenir en un procedimiento punitivo a favor de las denominadas "personas de confianza" del imputado, ha fomentado el ejercicio del "coyotaje", que no es si no un fraude a la justicia y a la propia ley.

Como quedó de manifiesto, el Ejecutivo Federal a mi cargo ha propuesto la modificación de la fracción I, del apartado A, del Artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de incorporar como garantía individual de todo imputado, el derecho a una defensa, no sólo adecuada, sino profesional, que conlleva a modificar las leyes relacionadas con el ejercicio de la profesión de abogado en su carácter de defensor.

La adecuación del marco legal, con motivo de la propuesta de reforma constitucional, incluye la reforma de la Ley Federal de Defensoría Pública, antes expuesta, con objeto de incluir principios generales de actuación para todos los defensores, tanto públicos como privados, así como la regulación del sistema de profesionalización de los abogados litigantes en materia penal.

Complementan la actualización de mérito, las propuestas que a continuación se enunciarán, relativas a la Ley Reglamentaria del Artículo 5 Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal.

Se establece que el imputado podrá defenderse por sí o por un defensor certificado, toda vez que al contar con un defensor perito en la materia, ya no se ve en la necesidad de nombrar a una "persona de confianza", toda vez que de mantener esta figura se continuaría con la negativa tradición referida en párrafos anteriores. Cabe precisar que en el nuevo Código Federal de Procedimientos Penales que estoy proponiendo a ese Honorable Poder Legislativo, se incorpora un procedimiento penal de corte acusatorio y adversarial, que exige alta profesionalización en todos los actores del drama penal, en razón de ello, la defensa de la libertad de un individuo y por supuesto su honra y patrimonio, no puede quedar a expensas de personas con deficientes conocimientos jurídicos o sin destreza para ejercer una debida defensa.

Consecuentemente, debe modificarse el tradicional esquema de que basta obtener un título profesional de Licenciado en Derecho o Abogado, para ejercer la litigación en cualquier materia, habida cuenta que no es lo mismo brindar asesoría en negocios jurídicos que tener en sus manos la libertad de una persona y el destino de éste y su familia, pues el sentido común indica que sólo aquellas personas que están suficientemente capacitadas para desentrañar la verdad histórica en un tribunal público, pueden ser autorizadas para erigirse en defensores penales.

De esta forma, es indispensable elevar la calidad de la defensa penal y por ello propongo crear la figura de la "certificación", que alude a la validación que la autoridad designada por el órgano de administración y vigilancia del Poder Judicial de la Federación otorgará a aquéllos que acrediten contar con los conocimientos, habilidades y ética profesional indispensables para hacer una adecuada y eficaz defensa del imputado en un procedimiento penal.

Asimismo, propongo a esta Soberanía establecer un sistema de responsabilidades de carácter administrativo para los abogados litigantes en materia penal que contravengan los lineamientos de una defensa profesional previstos en la Ley Federal de Defensoría cuyo cambio y actualización he propuesto en esta ocasión.

En este orden de ideas, se propone una sanción administrativa al defensor que incurra en conductas contrarias a la ética profesional, las cuales consisten en amonestación privada o pública; sanción económica y suspensión para ejercer como defensor, por un periodo de seis meses a dos años, previo el desahogo del procedimiento administrativo, en el que se compruebe su responsabilidad en la infracción atribuida.

Este sistema propuesto concuerda con la coordinación de los Poderes antes aludida, la cual debe existir para lograr la salvaguarda de las garantías individuales, al tiempo que guarda la lógica de la naturaleza jurídica de la imposición de sanciones administrativas a los particulares, como una función materialmente administrativa, razón que anima a concluir que el Poder Ejecutivo debe ser el encargado a los defensores privados, sin embargo, en este contexto, se estima que la sanción de suspensión debe acotarse a las labores de defensoría en materia penal, y no a toda la profesión de abogado, ya que ello podría ser considerado como violatorio del artículo 5 Constitucional, en lo referente a la libertad de trabajo.

Las modificaciones señaladas vienen a complementar la modernización de la responsabilidad social que conlleva el ejercicio de una función de interés público como lo es la defensa de aquéllas personas que son sujetos de un procedimiento penal, toda vez que tan interesada está la sociedad en castigar a los culpables de un delito, como en evitar injustos encarcelamientos derivados de un juicio irregular, evento que sólo se puede prevenir con la exigencia legal hacia todos los intervinientes en el proceso punitivo, por ello los abogados no pueden quedar al margen de esta premisa fundamental.

D. REFORMAS COMPLEMENTARIAS.

Es claro que las reformas legales antes descritas dan lugar colateralmente a proponer modificaciones complementarias en diversos ordenamientos, por ello el Ejecutivo Federal a mi cargo, considera necesario actualizar los siguientes cuerpos legales:

I. CÓDIGO PENAL FEDERAL.

El Derecho Penal entendido como conjunto de normas jurídico penales, que tutelan bienes jurídicos fundamentales, a través de los tipos penales y conmina a la sociedad para que no delinca, por medio de la descripción de penas o medidas de seguridad; de esta forma previene la comisión de injustos culpables y hace posible la convivencia social entre los seres humanos.

Para responder a las necesidades sociales, el Derecho penal debe constantemente actualizarse, de tal suerte que deben crearse normas penales que tipifiquen determinados eventos antisociales que tienen lugar en la realidad y que no han podido evitarse por otros medios. La respuesta penal debe ser siempre la última ratio, es decir, que siempre será preferible acudir a otras instancias menos lesivas de bienes jurídicos, pues sólo así existirá legitimación y racionalidad en la creación y aplicación de las normas jurídico-penales.

En este orden de ideas, es dable manifestar que es un deber del gobierno de la República el buscar la adecuación del sistema sustantivo penal a las exigencias de un Estado Social y Democrático de Derecho y al reclamo de un mayor número de garantías, imperante en la comunidad internacional de la que México es parte, por lo que bajo este tenor, se formulan las siguientes propuestas:

a. Calidad de garante.

Antes de las reformas penales de 1994 no se contemplaba la calidad de garante en ningún Código Penal de la República Mexicana; por tanto, no era posible hablar de los delitos de comisión por omisión sin que implicara una evidente violación del principio nullum crimen nulla poena sine lege.

La inclusión de la calidad de garante en el artículo 7, párrafo segundo, del Código Penal, llevada a cabo en enero de 1994, representó un avance legislativo de tal importancia que actualmente puede hablarse de los delitos de comisión por omisión con toda propiedad.

El legislador adoptó como forma de regulación de la comisión por omisión el sistema numerus apertus, al establecer en el Libro Primero del Código la fórmula general que permite que todos los tipos de acción con resultado material puedan ser también concretizados a través de una omisión.

En relación con la materia de regulación, según la doctrina lo aconsejable es regular los fundamentos fácticos y no los fundamentos normativos de la calidad de garante; es decir, regular las situaciones específicas de la vida generadoras de la posición de garantía. Esto, con la finalidad de que se presenten menos problemas en la aplicación de la calidad de garante.

El legislador señaló expresamente en el artículo 7, párrafo segundo, tres grandes fuentes de la calidad de garante: la ley (fundamento normativo), el contrato (fundamento normativo) y el actuar precedente (fundamento fáctico). Fuentes que han motivado que el referido numeral hoy en día casi no se aplique, por la problemática que éste encierra.

La ley como fuente de la calidad de garante es problemática, ya que con tal expresión se hace referencia a cada una de las normas jurídicas generales y abstractas, federales o locales, que conforman el sistema jurídico mexicano. Precisamente por ser esta fuente demasiado extensa, genera en la práctica una inseguridad incontrolable e incompatible con las garantías de legalidad y certidumbre.

El contrato, como fuente de la calidad de garante, genera conflictos, toda vez que con la finalidad de evadir o retardar el juicio penal el agente del delito, o bien, su defensor, puede argumentar la inexistencia o nulidad del contrato. De tal suerte que primero tiene que ventilarse un procedimiento civil antes del penal. Así, respecto de esta específica materia, la justicia penal ha quedado sujeta a las contingencias del procedimiento civil. Para salvar tal situación, los juristas alemanes abandonaron la idea del contrato y se basaron en la aceptación efectiva de la obligación, es decir, en la asunción voluntaria de la obligación, la cual no requiere de los requisitos de existencia y de validez que exige un contrato.

El propio actuar precedente, concebido legislativamente como fuente de la calidad de garante, genera una fuente de confusiones entre la comisión por acción y la comisión por omisión, lo anterior, porque los iuspenalistas no han logrado establecer la distinción entre la voluntad rectora del actuar precedente que origina el peligro para algún bien jurídico y, como consecuencia, origina la calidad de garante y el deber de actuar para evitar el resultado material y la voluntad rectora de la inactividad (posterior) que da contenido a la omisión definitoria de la comisión por omisión. La distinción de ambas voluntades es imprescindible para saber, en cada caso concreto, si el sujeto ha causado (acción), o no ha evitado (omisión), el resultado material.

En la doctrina se han combinado las tres posibles variantes de actuar precedente con las tres posibles variantes de inactividad, resultando nueve hipótesis, de las cuales sólo en dos casos existe comisión por omisión: ante un actuar precedente culposo e inactividad dolosa y ante un actuar precedente fortuito e inactividad dolosa.

En el primer supuesto, el dolo que rige a la posterior inactividad es preponderante sobre la culpa asociada a la actividad precedente y, en consecuencia, esta última viene a ser, en el marco del tipo, un actuar precedente generador de la calidad de garante y del deber de actuar para evitar el resultado material. En rigor ontológico se trata de una lesión del bien jurídico (y, obviamente, de un resultado material) producida por una actividad culposa; pero el rigor ontológico cede, aquí, ante la finalidad protectora que cumple el tipo: la comisión por omisión (dolosa) desplaza a la comisión por acción (culposa).

En el segundo supuesto, en el que existe un actuar precedente fortuito y una posterior inactividad dolosa, mismo que tiene lugar cuando el sujeto, en el momento de realizar la actividad, no tiene conocimiento de lo que está ocurriendo; pero, posteriormente, alguien le hace saber que su actividad ha generado un peligro para tales y cuales bienes jurídicos y que pueden ocurrir tales y cuales hechos dañinos. En ese instante el sujeto queda situado en una disyunción inevitable; o elimina el riesgo o, en caso de que se produzca el resultado material, incurre en comisión por omisión. Sin embargo, se considera que incluir este supuesto como fuente de la calidad de garante y consecuentemente del deber de actuar, sería exagerado, toda vez que exigirle a una persona que actúe ante un actuar precedente fortuito, esto es ante una situación generadora de riesgo para el bien jurídico en la cual ni siquiera hubo violación de un deber de cuidado, sería extremo, sobre todo si se estima que el ciudadano mexicano no ha alcanzado una cultura de respeto hacia las normas penales, por lo que prever este supuesto como generador del deber de actuar no sería conveniente. Por tanto, se propone incluir sólo el supuesto del actuar precedente culposo como una de las fuentes de la calidad de garante.

En atención a lo antes esgrimido, se sugiere describir situaciones fácticas como fuentes de la calidad de garante, como son: La actividad precedente culposa; la aceptación efectiva de custodia en lugar del contrato; el participar voluntariamente en una concreta comunidad de peligro, como es el caso de los alpinistas, buzos, y demás grupos de personas que se dedican a realizar actividades altamente riesgosas y que por lo mismo, su deber de brindarse apoyo es superior al de las demás personas que no realizan actividades de ese tipo, y hallarse en una efectiva y concreta posición de custodia de la vida, la salud o integridad corporal del descendiente o ascendiente consanguíneo en línea recta o por adopción, cónyuge, concubina o concubinario y consanguíneos colaterales.

Asimismo resulta imprescindible especificar en el numeral en cita, que el garante sólo responderá cuando atendiendo a las circunstancias podía evitar que el resultado material tuviera lugar, porque nadie está obligado tampoco a lo heroico, a realizar acciones completamente fuera del alcance, como sería el caso de que únicamente pudiera salvarse a un familiar nadando y el garante no supiera nadar, y en ese momento a nadie más pudiera recurrir.

También es de suma importancia especificar que para poder imputarle el resultado material al garante a través de su omisión de ejecutar la acción debida, sólo tendrá lugar cuando la inactividad sea en su eficacia, equivalente a la actividad descrita en el tipo.

En el último párrafo del artículo 7, se prevé el supuesto de cuando alguien evita que el garante cumpla con su deber de ejecutar la acción y el resultado material se produce; en este caso se considerará a quien impide, como autor material de una acción que produce el resultado típico; toda vez que de facto ejecuta una acción, por lo que no puede considerársele autor material de una comisión por omisión.

b. Autoría y participación.
El artículo 13 del Código Penal Federal actualmente presenta deficiencias. Así tenemos que en la fracción I, relativa a los que acuerden o preparen su realización, se trata de una fracción ambigua, que no se sabe con certeza a qué forma de autoría y participación se refiere, porque pareciera que se trata de conductas que se encuentran prohibidas y que no requieren que el acto principal se realice; o bien si éste se realiza podría dar lugar a una coautoría, cuando haya existido una división de trabajo y alguno de ellos sólo dirige desde afuera; o puede tratarse de un supuesto de autoría mediata cuando el que se encuentra detrás es el que dirige a la organización delictiva y tiene tal poder de dominio que puede sustituir fácilmente al ejecutor e incluso mandar a ejecutarlo en caso de desobediencia, o bien existir un supuesto de complicidad. Esta fracción es completamente confusa y por tanto provoca inseguridad jurídica para la sociedad, por no encontrarse perfectamente bien delimitada la materia de prohibición; de ahí que es necesario modificarla, para efecto de aclararla.

En aras de obtener una mayor claridad en el precepto de mérito, se propone que los supuestos de auxilio descritos en las fracciones VI y VII, queden en una sola fracción, en la VI.

En relación a la fracción VIII, tiene un contenido que no es congruente con el previsto por el artículo 13. Esta fracción no prevé ninguna conducta de autor ni de partícipe; en realidad se trata de un caso de falta de pruebas, y, por tanto, de una regla especial para aplicar la punibilidad, en ese sentido debe excluirse del mencionado numeral. Se propone su inclusión inmediatamente después de otras reglas relacionadas con las formas de participación en un delito, incorporadas en el artículo 14, por ello se sugiere la adición del artículo 14 Bis, para su previsión.

Por lo que se refiere a la figura de la cooperación necesaria se sugiere su adición al artículo que nos ocupa, como fracción VII, obedeciendo al principio de legalidad, en virtud de que la falta de esta figura ha propiciado en los países que no la contemplan, la ampliación de la figura de coautoría con sus consiguientes inconvenientes, toda vez que bajo la fórmula del "dominio funcional del hecho" conductas que se encuentran en la periferia de la ejecución se han incluido como de coautoría, cuando en realidad no existe coejecución; es indudable que existe una laguna hasta ahora no cubierta entre la complicidad y la coautoría para efecto de contemplar a aquellas aportaciones que resultan esenciales para el éxito de la empresa delictiva pero en donde el verdadero dominio del hecho lo tiene el o los que ejecutan. Se trata de aportaciones esenciales, sustanciales, que exceden al simple aporte que proporciona un cómplice y que en consecuencia su punibilidad debe ser mayor, pero inferior a la del ejecutor, quien finalmente decide si se concretiza o no el delito.

Las punibilidades se modificaron tomando en cuenta la participación de cada uno de los intervinientes en un delito; así se consideró que el cómplice y la situación prevista en el artículo 14 bis propuesto, merecen una punibilidad de hasta dos tercios de la correspondiente al delito de que se trate y, en su caso de acuerdo a la modalidad respectiva; en tanto que para la instigación y para la denominada cooperación necesaria se especificó una punibilidad de hasta tres cuartas partes de la correspondiente al delito de que se trate y, en su caso de acuerdo a la modalidad respectiva; previsiones que se estipularon en la modificación que se hizo del artículo 64 Bis.

c. Legítima defensa.
En el marco de la legítima defensa es necesario reformar el artículo respectivo con la finalidad de evitar interpretaciones antigarantistas que se han traducido en la exigencia, producto de un entendimiento erróneo de esta causa de justificación, de que el defensor debe responder -según el texto actual de la ley- con cumplimiento del requisito de "racionalidad de los medios empleados", cuando en realidad desde un punto de vista garantista, tan sólo debe reclamarse del defensor que actúe con cualquier medio a su alcance, pero de forma "racionalmente necesaria" para salvaguardar el bien jurídico puesto en peligro y con estricto cumplimiento del principio de menor lesividad al agresor. Con la finalidad de evitar interpretaciones contrarias al espíritu de la reforma, se adiciona un segundo párrafo a la fracción IV del artículo 15 en el que se precisa de forma clara y concisa el alcance del requisito de racionalidad en el marco de la legítima defensa.

d. Prescripción.
Se prevé la imprescriptibilidad de los delitos contra la humanidad. Las recientes reformas que en este ámbito se han verificado a escala internacional muestran la necesidad de contemplar la imprescriptibilidad de este tipo de delitos, toda vez que atentan en contra de los bienes jurídicos más importantes, plasmados en la Declaración Universal de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, y que han sido retomados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En lo referente al ámbito forense, es necesario considerar que se trata de delitos que para ser perseguidos y sancionados requieren de cambios políticos que deben producirse en un país determinado, porque la historia ha demostrado que son ordenados y/o ejecutados por personas que en el momento de la comisión de los hechos delictivos cuentan con el poder estatal, de tal suerte que cuando existe un ambiente político adecuado ya no puede procederse en contra de los sujetos activos toda vez que los delitos han prescrito. Esto último no debiera suceder en un Estado democrático, pues se trata de conductas que por su extrema gravedad y por los estragos que provocan en una sociedad concreta no deben dejar de castigarse, lo que encuentra un claro fundamento en el ámbito de la prevención general.

Cabe precisar que como delitos de lesa humanidad no sólo se comprendió a los previstos en el Título Tercero, del Libro Segundo, del Código que nos ocupa, sino también la conducta descrita en el artículo 215 A) relativa a la desaparición forzada de personas y las previstas en los preceptos 3 y 5 de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura; lo anterior en virtud de que de acuerdo a diversos instrumentos internacionales signados por México en materia de Derechos Humanos, así como en la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, del 10 de diciembre de 1984 y ratificada por México el 26 de enero de 1986, la desaparición forzada de personas y la tortura son considerados delitos de lesa humanidad.

e. Derogación de tipos penales.
Algunas conductas que actualmente están tipificadas en el Código Penal Federal carecen de objeto real de persecución por parte de las autoridades federales, esto acontece con la prevista en el artículo 176; otras no describen delitos sino tan sólo previsiones que tendrían que hacerse en leyes especiales, como sucede con los artículos 161 y 163, que señalan requisitos para la portación o venta de pistolas o revólveres, que tendrían que contemplarse en la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos y su reglamento, por lo que se sugiere la derogación de los numerales en cita.

Asimismo se propone la derogación del segundo párrafo del artículo 195, relativo a que no se procederá en contra de quien no siendo farmacodependiente se encuentre en posesión de alguno de los narcóticos de los señalados en el artículo 193, por una sola vez y en cantidad tal que pueda presumirse que está destinada a su consumo personal; toda vez que esta excusa absolutoria ha generado abusos por parte de aquellos que se dedican al tráfico de narcóticos al menudeo, pues la comercializan en pequeñas dosis, para que en caso de ser detenidos puedan invocar tal precepto. Además no existe razón para exculpar a aquellos que no siendo adictos, porten narcóticos, bajo la argumentación de que no es para comercializar sino para su consumo personal, toda vez que el espíritu que rige a la permisión de portar determinadas sustancias, se fundamenta en una visión respetuosa del libre desarrollo de la personalidad, referida específicamente a quienes son adictos, pero no debiera permitirse que más allá del principio rector que la rige sea utilizada como fuente de impunidad.

f. Reformas de tipos penales.
Tomando en cuenta la conducta descrita en el artículo 178 segunda parte, consistente en desobedecer un mandato de arraigo domiciliario o la prohibición de abandonar una demarcación geográfica, dictados por autoridad competente; se consideró que no tenía razón de ser el no prohibir la fuga de un preso, cuando lo realiza solo, pues el artículo 154 vigente, sólo prohíbe la fuga cuando es en concierto con otro u otros y se fuga alguno de ellos o ejerce violencia en las personas; lo cual no resulta congruente, toda vez que el hecho de fugarse todavía es más grave que el desobedecer una orden de arraigo o de no abandonar una demarcación geográfica, de ahí que se propone reformar el artículo 154 para prohibir la fuga del detenido, recluido o sentenciado, aunque lo haga solo; además de incluir la previsión de cuando lo hace en concierto con otro u otras o ejerce violencia en las personas.

Asimismo se sugiere reformar el artículo 173, fracción II, para especificar que la conducta prohibida sólo se sancionará cuando con ella se cause un daño al remitente o al destinatario; porque sólo así sería razonable prohibir penalmente el que una persona intercepte una comunicación escrita que no esté dirigida a él, aunque la conserve cerrada y no se imponga de su contenido.

Tomando en cuenta los proyectos de las Iniciativas de decretos a través de los cuales se propone la creación de la Ley de la Policía Federal, el Código Federal de Procedimientos Penales, así como reformas y adiciones a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, respecto a la creación de la Secretaría del Interior, que abarcaría tanto a la Policía Federal como a los servicios periciales, quienes consecuentemente dejarían de depender orgánicamente de la Procuraduría General de la República, y únicamente dependerán de la Institución de manera funcional, cuando el agente del Ministerio Público de la Federación, les requiera el servicio con motivo de una averiguación previa, por lo que se propone reformar el artículo 215 fracción V, a efecto de garantizar penal mente la prestación del servicio, independientemente de las sanciones administrativas en que los servidores públicos puedan incurrir, ante la negativa o dilatación injustificada del servicio solicitado por el Ministerio Público de la Federación. De esta forma, se busca la instrumentación de mecanismos tendientes a eficientar y transparentar la función de procuración de justicia, para ajustarla a las exigencias de un Estado democrático de Derecho y al garantismo imperante en la comunidad internacional de la que México es parte.

Se propone reformar los artículos 232 fracción III, y el 233, para cambiar la denominación de defensor de oficio por la de defensor público, lo anterior en atención al proyecto de reforma la Ley Federal de Defensoría Pública, en el que se propone la denominación de Ley Federal de Defensoría, toda vez que en ella se sugiere regular tanto la actuación de los defensores públicos, hoy de oficio, como la de los defensores privados, es decir la de los litigantes en materia penal. Proyecto que tiene como objetivo primordial la profesionalización de los abogados en esta rama del derecho, y de esta forma acabar con el denominado "coyotaje"; de suerte tal que la ciudadanía se vea favorecida al contar con una defensa de calidad y ética.

Se sugiere reformar el artículo 342, para extender la protección jurídico penal no sólo a los menores de 7 años de edad, sino en general a los incapaces respecto de los cuales se tiene la obligación de cuidarlos y se entregan a una institución o a cualquiera otra persona; desentendiéndose así del incapaz. A su vez se propone prever como nuevo contenido del artículo 343, en lugar de las medidas de naturaleza familiar y civil que actualmente contempla, especificar una excusa absolutoria para aquellos casos en que la madre entregue a su hijo por la extrema pobreza en que vive, esto es, por no contar con los recursos económicos más elementales para su subsistencia, o bien, por ser producto de una violación, supuestos en los cuales el Estado no puede obligar a la madre a retener al hijo, toda vez que pudiera ser contraproducente para ella y sobre todo para el menor.

g. Creación de nuevos tipos penales.

Se propone la adición del artículo 178 bis, al Título Sexto, denominado Delitos contra la autoridad, para incorporar un tipo penal que prohíba a los que gocen de la libertad provisional, incumplir sin causa justa y probada con la obligación de presentarse ante el tribunal que conozca de su proceso. Esta propuesta se encuentra relacionada con la iniciativa de Código Federal de Procedimientos Penales, que forma parte del Proyecto denominado Reforma Estructural del Sistema de Justicia Penal Mexicano, que propone un sistema procesal penal más garantista, que intenta utilizar lo menos posible la prisión preventiva para hacer cumplir a los indiciados con sus obligaciones procesales, pero que con el afán de encontrar un equilibrio, exige adicionar la figura penal en comento a efecto de evitar incumplimientos que obstaculicen o impidan la impartición de justicia y con ello provoquen impunidad, y en su caso, se sancionen tales abusos.

Asimismo se incorpora al Título Decimoprimero denominado Delitos cometidos contra la administración de justicia, el Capítulo III, intitulado Preservación del lugar de los hechos, para adicionar el artículo 227 Bis, que prohíbe alterar, modificar, cambiar, obstruir, destruir, mover o manipular de cualquier modo los vestigios, huellas, objetos, instrumentos o cadáveres que se encuentren en el lugar de los hechos como resultado de la comisión de un delito, hasta en tanto no se desahoguen las pruebas que requieran las partes, toda vez que es de suma importancia la preservación de la escena del crimen, pues de ello depende en mucho el éxito de una investigación, que ayudaría a evitar los altos índices de impunidad que tenemos en el país por deficiencias en la indagación de los delitos.

Se considera pertinente adicionar al Capítulo Único, del Título Vigésimo Primero denominado Privación ilegal de la libertad y de otras garantías, el artículo 365 Ter para prohibir la privación ilegal de la libertad para cometer los delitos de robo o extorsión, previstos en los artículos 367 y 390; asimismo se propuso una punibilidad proporcional al hecho. La finalidad de proponer la adición de este tipo penal es para evitar la polémica que existe en el sentido de si esta conducta es una modalidad de privación ilegal de la libertad o un robo con violencia, por lo que este nuevo delito subsumiría al robo o a la extorsión, sin posibilidad de acumulación de sanciones, porque para establecer la punibilidad se tomó en cuenta el hecho en su conjunto.

Se sugiere la creación del artículo 366 Quintus para incorporar el tipo que prohíba la discriminación. Ello tomando en consideración lo establecido en el artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en donde se plasma el principio de igualdad de los individuos nacionales, como de aquellos que se encuentran de paso por nuestro territorio, mismo que prevé la no discriminación entre los individuos. Sin embargo, conductas de discriminación siguen presentándose hoy en día, por tal motivo se considera necesario abatir esta conducta antisocial y vituperante que tanto daño nos causa como sociedad; de ahí que se considere necesario adicionar un tipo penal al Código Penal Federal, que prohíba la discriminación en todas sus vertientes y en todas sus posibles combinaciones, tomando como fundamento el artículo constitucional en cita y atendiendo al evidente reclamo social de su creación.

h. Sanciones.

Se propone como denominación del Título Segundo del Libro Primero del Código Sustantivo Federal, el de Sanciones. Toda vez que se trata de un concepto por medio del cual se pueden comprender los dos tipos de consecuencias jurídicas que existen en materia penal, es decir, las penas o las medidas de seguridad, respecto de las cuales se plantea como finalidad de su ejecución la readaptación social del infractor, o bien la real habilitación del sujeto, respectivamente. Idea que anima el Proyecto de decreto por el cual se expide la Ley Federal de Ejecución de Sanciones Penales, con el cual esta iniciativa tiene relación. Se superan de esta forma viejas ideas retribucionistas de la pena, que dan a la misma la función de expiar las culpas, o pagar las culpas, y que tienen un trasfondo de tipo religioso. Así se parte de la idea de que la función de una pena es la prevención especial, determinada en su máximo por la culpabilidad y en su mínimo por la readaptación social del sujeto; así como la de una medida de seguridad es la protección social, determinada en su máximo por la peligrosidad y en su mínimo por la habilitación del sujeto.

i. Homologación de punibilidades.
Se efectuó la homologación de las sanciones pecuniarias previstas en pesos y en salarios mínimos, para comprenderlas en días multa, toda vez que de esa forma se incluyen todos los ingresos del sujeto activo y se le pune pecuniariamente de acuerdo a su capacidad económica, lo que resultaría ser más equitativo; de tal suerte que pague más quien posea una mejor situación económica. También de esta forma, las sanciones pecuniarias se mantienen actualizadas y su rezago económico es menos probable.

j. Incremento del monto de penas pecuniarias
Hasta antes de la reforma aquí propuesta, en algunos tipos penales se contemplaba como sanción el pago de veinte a doscientos pesos, como sucede en el caso del artículo 188 del ordenamiento aquí reformado. Para evitar que la legislación penal quede desfasada con el paso del tiempo y los aspectos preventivo generales y preventivo especiales queden sin efecto alguno, se propone actualizar el monto de la pena pecuniaria referida al caso concreto, no sólo en el ámbito de la homologación sino también en el marco mínimo y máximo establecido para su imposición, atendiendo en este último caso, a la relevancia del bien jurídico tutelado.

k. Incremento de pena de prisión.
Se sugiere el incremento de la pena de prisión de tipos penales relacionados con falsedad, tal es el caso de los previstos en los artículos, 247, 248 y 248 bis, en los cuales se prohíben conductas que afectan de manera importante la procuración y/o administración de justicia, pues con el testimonio falso de una persona o con un dictamen pericial que no se ajusta a la verdad, puede cambiarse el sentido de una sentencia en favor de alguien a quien no le asiste el derecho, o bien, pueden provocarse situaciones más delicadas, como que un agente del Ministerio Público ejercite acción penal o un juez condene a una persona inocente.

Es necesario actualizar la pena privativa de libertad por el delito de falsedad, ya que existen tipos penales relacionados y con menor afectación al bien jurídico que tienen mayor punibilidad; sirven de ejemplo, el artículo 239 relativo a la falsificación de títulos al portador, cuya pena de prisión se prevé de cuatro a diez años de prisión, y el artículo 411, relativo a quien participe en la expedición ilícita de una credencial para votar, en el que se describe una pena de prisión de tres a siete años; cuando el primer supuesto se refiere a títulos de crédito, cuestión relativa finamente a intereses pecuniarios; y el segundo, tan sólo se trata de falsas declaraciones rendidas ante el Instituto Federal Electoral y no ante una autoridad judicial, como diversos supuestos comprendidas en los artículos 247, 248 y 248 Bis, de tal suerte que si se toma en cuenta que las conductas prohibidas en estos preceptos es más grave en virtud de que se trata de declaraciones, dictámenes periciales, interpretaciones o la simulación de pruebas materiales por las que incluso puede ser enviada una persona a prisión, por tanto no existe razón para no incrementar la pena de prisión que tienen prevista, pues sólo así existirá proporcionalidad entre las punibilidades de los diferentes tipos relacionados con falsedad.

En este sentido, también se propone incrementar la pena de prisión respecto de los abogados que en el ejercicio de su profesión simulen actos jurídicos, alteren elementos de prueba o presenten testigos falsos, entre otras conductas descritas en el artículo 231 del Código que nos ocupa. Lo anterior tomando en cuenta que se trata de expertos en Derecho, lo que les permite tener una idea clara de la materia de prohibición, amén de que han protestado el cumplimiento de la Ley, lo que conlleva a exigirles un mayor respeto por las normas penales; también para ser congruentes con la sugerencia del párrafo anterior.

l. Artículos reformados y derogados con motivo de la creación de la Ley Federal de Ejecución de Sanciones.

Con motivo de la creación de la Ley Federal de Ejecución de Sanciones Penales, se derogan los artículos 26, 27, 71, 72, 73, 75, 84, 85, 86 y 87; y se reforman los artículos 25, 27, 28 y 50 bis, del Código Penal Federal. Al artículo 25 se le suprimen las partes finales tanto del primero como del segundo párrafo. Al numeral 27, se le suprime en su primer párrafo la oración "bajo la orientación y cuidado de la autoridad ejecutora", en el segundo párrafo se suprime el texto siguiente: "Se aplicará, según las circunstancias del caso, del siguiente modo: externación durante la semana de trabajo o educativa, con reclusión de fin de semana, salida de fin de semana, con reclusión durante el resto de ésta; o salida diurna, con reclusión nocturna"; en el tercer párrafo se le suprime la parte que dice: "Este trabajo se llevará a cabo en jornadas dentro de períodos distintos al horario de las labores que representen la fuente de ingreso para la subsistencia del sujeto y de su familia, sin que pueda exceder de la jornada extraordinaria que determine la ley laboral y bajo la orientación y vigilancia de la autoridad ejecutora"; se suprimen los párrafos sexto y séptimo. Al artículo 28 se le suprime la parte que señala: "El Ejecutivo hará la designación del lugar, conciliando las exigencias de la tranquilidad pública con la salud y las necesidades del condenado. Cuando se trate de delitos políticos, la designación la hará el juez que dicte la sentencia", y al artículo 50 bis se le suprime el párrafo segundo.

II. LEY DE SEGURIDAD PÚBLICA, REGLAMENTARIA DE LOS PÁRRAFOS SÉPTIMO Y OCTAVO DEL ARTÍCULO 21 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

La inseguridad pública es, actualmente, una de las preocupaciones esenciales de la sociedad, dada la percepción de incremento que de ella se tiene, situación que ha puesto en duda la eficacia de las instituciones y corporaciones de seguridad pública, generando la pérdida de confianza de la ciudadanía en las mismas.

De conformidad con los diagnósticos en materia de seguridad pública y procuración de justicia contenidos en el Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006, el incremento de la incidencia delictiva sufrido en el año 2000 y anteriores, deviene de muy diversos factores que pueden resumirse en la precaria situación económica, la constante y compleja actuación de la delincuencia organizada, y la falta de resultados eficaces por parte de las instituciones del sistema de justicia.

La magnitud del problema hace necesaria la elaboración de un verdadero programa integral de seguridad pública, que permita la coordinación y colaboración de los distintos niveles de gobierno y de los diversos actores sociales, para promover un cambio en las estrategias y tácticas empleadas. Esto permitirá establecer una lucha directa contra la delincuencia y paralelamente un esquema preventivo del delito, que a mediano y largo plazo, se refleje en la disminución de los índices de criminalidad.
En este contexto, el reclamo social de seguridad pública en nuestros días representa un compromiso para el Gobierno Federal, que se asume como una propuesta de adecuación a las normas jurídicas, en las que se reflejen las aspiraciones de la ciudadanía.

Con esta propuesta se pretende que el Estado Mexicano, a través de sus tres órdenes de gobierno y de todas las autoridades que tengan atribuciones, directa o indirectamente, relacionadas con la seguridad pública, coadyuven a lograr los objetivos de ésta, traducidos en libertad, orden y paz pública, como condiciones imprescindibles para gozar de las garantías que la Constitución reconoce a los gobernados; por ello, se propone, establecer las condiciones legales, institucionales y administrativas de integración policial y ministerial, no sólo para el combate de la delincuencia, sino principalmente para la reestructuración a fondo del Sistema de Seguridad Pública.

En la presente Ley, se establecen una serie de disposiciones generales, a fin de responder a la necesidad de todo ordenamiento jurídico a observar en su contenido, el empleo de una adecuada técnica legislativa para obtener las cualidades de claridad, congruencia y eficacia, mediante la introducción en el comienzo de su articulado de las definiciones o conceptualizaciones a que se hará referencia a lo largo de su contenido, para lograr en primera instancia uniformidad de criterios y en segunda, un mejor entendimiento y aplicación. Por ello, es indudable que la utilización de términos que han sido previamente definidos por el legislador facilitará la tarea de las autoridades encargadas de ejecutar y aplicar la Ley al caso concreto.

Por ello, también se hace referencia de manera expresa a los subsistemas que se prevén en la presente ley, atendiendo a que existen sistemas específicos de control social que ejercitarán las instancias estatales, como son: el subsistema de policía, el de procuración de justicia y el de readaptación social, con lo cual, se pretende dar mayor congruencia y claridad al contenido de la ley.

Se establece la forma en que las autoridades combatirán la delincuencia, previendo que los programas en materia de seguridad pública se adecuen al marco de derecho vigente, asimismo, no se soslaya el respeto a los derechos humanos que los órganos encargados de la Seguridad Pública deberán observar.

El Sistema Nacional de Seguridad Pública debe contener explícita la coordinación que resulta necesaria para mejorar la labor de las policías del país mediante su formación profesional, por lo cual, se propone la instauración de un subsistema nacional de policía y el servicio de carrera policial; pues sólo mediante la profesionalización uniforme se generará un clima de confianza de la ciudadanía hacia las corporaciones policiales, para lo cual es urgente la homologación en la profesionalización de dichas corporaciones; y en lo posible, de sus percepciones económicas, el mejoramiento de equipo y de los lugares donde se concentra el personal, ya que esta serie de medidas redundaría sin lugar a dudas en que la sociedad tenga respeto por el trabajo que estos cuerpos policiales desempeñan, además de que al mejorar las condiciones laborales permitirá que las corporaciones policiales constituyan una opción laboral atractiva para personas de alto nivel ético, cultural y profesional.

Asimismo, con el fin de alcanzar la homologación en el ámbito de la procuración de justicia, se establecen lineamientos generales que determinan la estructura del Servicio de Carrera Ministerial, y se precisan los aspectos a observar por las diversas instituciones ministeriales para el óptimo desarrollo de su personal.

Otro de los objetivos de esta propuesta es fortalecer la coordinación entre las Entidades Federativas y la Federación, para ello, un elemento indispensable lo constituye la sistematización de toda la información relativa a la seguridad pública, buscando en todo momento que la información de que se alimenten las bases de datos relacionadas con la Seguridad Pública, sea manejada bajo controles estrictos de seguridad que eviten la fuga de información y de forma tal que exista una estandarización en la recopilación de la misma.

Se establecen amplios lineamientos de coordinación entre los Municipios, Entidades Federativas y la Federación, toda vez que para contar con un Sistema Nacional de Seguridad Pública eficaz, es menester una coordinación mayor, lo cual de ninguna manera usurpa facultades constitucionales o legales de alguna autoridad, máxime que la interpretación gramatical y causal teleológica del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en cuanto dispone la coordinación de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios en un Sistema Nacional de Seguridad Pública, permite concluir que el precepto no excluye a ninguna autoridad, que de acuerdo con sus atribuciones, tenga alguna relación con la seguridad pública, y que su propósito es alcanzar una eficiente coordinación entre todas las autoridades de los tres órdenes de gobierno, para lograr dicha seguridad pública en todas sus dimensiones y sumadas, enfrentar con mayor capacidad la delincuencia organizada y evitar que se dispersen los objetivos que se persiguen con el combate a la inseguridad pública.

Se fijan lineamientos concretos en materia de coordinación, mediante la implementación de diversas medidas como son: el establecimiento expreso de las atribuciones de las Entidades Federativas en materia de coordinación, de forma tal que se atienda perfectamente la problemática concreta que se vive en determinado lugar, y con base en tales conocimientos, se promuevan estrategias claras y específicas que permitan combatir los problemas detectados; compartir la información a todos los niveles, permitiendo así que se descentralice la toma de decisiones, por lo que los mandos regionales y locales adquieren la responsabilidad de disminuir los índices delictivos en las zonas que les corresponden directamente.

Todo lo anterior, debe partir de lineamientos generales que se establezcan en programas integrales de seguridad pública. Finalmente, se propone la creación de bases de datos que permitan desarrollar un sistema analítico efectivo de inteligencia policial, logrando la integración de todas las fuentes de investigación, ya que es imperativo que existan procedimientos ágiles de recolección de información y análisis de la misma, lo cual debe ser estandarizado entre Municipios, Entidades Federativas y la Federación, lo que permitirá optimizar la calidad de la información que se maneje.

Se incluye como miembro del Consejo Nacional de Seguridad Pública, al Comisionado de la Policía Federal, dado el papel protagónico que debe desempeñar en materia de seguridad pública; asimismo, se incluyen a representantes de la ciudadanía y de organizaciones no gubernamentales, a fin de involucrar, estimular y fortalecer la participación ciudadana a través de esquemas de acción específica, mediante la presencia de los mismos.

Asimismo, atendiendo las reformas a la Ley Orgánica de la Administración Pública, y buscando que la presente Ley tenga congruencia con la misma, se suprime como parte del Consejo Nacional de Seguridad Pública a la Secretaría de Seguridad Pública, toda vez que será la Secretaría del Interior quien asuma las facultades de aquélla, por lo que se establece que ésta última formará parte del Consejo Nacional e inclusive su titular lo presidirá.

Se amplían las facultades del Consejo, considerando que es una instancia consultiva que no usurpa facultades constitucionales ni legales de ninguna autoridad; por ello se establecen diversos lineamientos generales para promover el combate frontal y efectivo contra la delincuencia.

Es urgente que ante la proliferación de las empresas que prestan los servicios privados de seguridad en toda la República, se establezcan normas que no den pie a equívocas interpretaciones, y que permitan la regulación y control de la prestación de esos servicios en los distintos ámbitos de jurisdicción y competencia, que precisen y clasifiquen el régimen de autorizaciones en esta materia.

La concepción integral de seguridad pública que se pretende alcanzar con estas reformas implica la necesidad de regular todas las actuaciones relacionadas con la función estatal de la seguridad pública, incluyendo aquéllas que pueden prestar los particulares en auxilio de las instituciones gubernamentales; y la mejor manera de lograrlo es a través de reformas adecuadas.

El enfoque de esta reforma busca la recuperación de la confianza de la ciudadanía en las autoridades encargadas de la Seguridad Pública en el país, ello mediante el desarrollo y formación de una nueva cultura de combate a la delincuencia, de rechazo a la corrupción en todas sus formas y a la impunidad dentro del marco de los principios rectores del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

III. LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE lOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

Uno de los principios rectores del Juicio de Amparo es el de definitividad, el cual consiste en agotar los recursos ordinarios como requisito previo para promover el juicio de garantías, sin embargo, la evolución de dicho procedimiento en materia penal, a través de la interpretación judicial, a dado lugar a aumentar las excepciones al
principio de mérito, entre las que podemos destacar las violaciones a los artículos 16, 19 y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos por extensión de la previsión vigente de los actos que importen peligro, deportación o destierro o cualquiera de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución y por considerar determinados actos como de ejecución irreparable.

En este contexto, atendiendo a que una de las características propias del modelo acusatorio es el carácter uniinstancial del proceso, lo cual deriva de los principios de inmediación y economía procesal, que sustentan el sistema que se propone en la presente Iniciativa, es por ello que el Ejecutivo Federal a mi cargo propone a esa Soberanía que la interposición del recurso de apelación contra la sentencia condenatoria sea optativa para el sentenciado y su defensa con el objeto de hacer procedente la promoción del juicio de amparo aun sin agotar el principio de definitividad, a efecto de abreviar los procedimientos, en beneficio del inculpado, en concordancia con la tendencia del Poder Judicial de la Federación de ampliar la protección del juicio de amparo, toda vez que de esta manera las personas acortarían los trámites para obtener una resolución definitiva. Situación que se estima procedente porque una condena puede provenir de un indebido proceso e implicar la restricción de garantías constitucionales como la libertad, el patrimonio o en general, derechos, que constituyen violaciones directas a los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, supuestos de procedencia inmediata del juicio de garantías.

Asimismo, mediante la implementación de esta reforma se logrará un ahorro de recursos significativo, que permitirá destinarlos a otras tares de la administración de justicia, en un momento en que las políticas de austeridad deben ser observadas en nuestro país.

Por lo anterior, el Ejecutivo Federal a mi cargo propone reformar el artículo 73, fracción XIII, de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Aunado a lo anterior, la Iniciativa de reformas a la Ley de Amparo contempla la modificación a los artículos 19 y 27 de dicho ordenamiento, en aras de transferir a la Oficina del Abogado General de la Federación las facultades que se le conceden en materia de representación del Presidente de la República en los juicios de amparo al Procurador General de la República.

IV. LEY REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I y II DEL ARTÍCULO 105 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

Dada la naturaleza de las funciones que como Representante Social de la Nación desempeña el Ministerio Público de la Federación, y considerando que la figura de la controversia constitucional, prevista en el artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es un medio de control constitucional cuyo accionamiento se otorga a determinados órganos del Estado que tienen como prioridad velar por el imperio de la Constitución, es correcto facultar al titular del Ministerio Público de la Federación como organismo constitucional autónomo para ejercer la acción de constitucionalidad de referencia, en defensa de los intereses de la sociedad ante actos que estime inconstitucionales provenientes del Ejecutivo Federal y de los Titulares del Ministerio Público de las Entidades Federativas y del Distrito Federal.

Lo anterior, está reflejado en la propuesta de reforma a la fracción 1, del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en facultar al Titular del Ministerio Público de la Federación en su carácter de Representante Social de la Nación, para ser parte en las controversias constitucionales que versen sobre intereses de la Federación.

En tal virtud, se propone la actualización de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos a efecto de incorporar, a las ya previstas figuras de entidad, poder u órgano, la relativa a organismos constitucionales como parte actora, demandada y tercero interesado en las controversias constitucionales, específicamente al Ministerio Público de la Federación como organismo cogarante de la constitucionalidad de las leyes.

Asimismo, se actualizan las referencias que en dicha ley se hacen de la Procuraduría General de la República y la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal, para quedar como Fiscalía General de la Federación y Oficina del Abogado General de la Federación, en virtud de los correspondientes cambios que en su denominación se encuentran previstos en la propuesta de reforma constitucional que forma parte del paquete de Reforma Estructural del Sistema de Seguridad Pública y Justicia Penal.

Finalmente, es oportuno mencionar que el Ejecutivo Federal a mi cargo presentó al H. Congreso de la Unión varias Iniciativas de reformas en materia penal, tanto en el ámbito sustantivo como procesal, las cuales deben ser analizadas a la luz de la presente propuesta en aras de completar la reestructuración del sistema de justicia penal que, en la especie, son las siguientes:

1.- Decreto que reforma, adiciona y deroga diversos artículos de la Ley Para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, del Código Penal Federal, del Código Federal de Procedimientos Penales y de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, en materia de Explotación Sexual Infantil, el 20 de mayo de 2003.

2.- Proyecto de Iniciativa de reformas a los Códigos Penal Federal y Federal de procedimientos Penales, en materia de operaciones con recursos de procedencia ilícita, el 11 de septiembre de 2003.

3.- Proyecto de Iniciativa de Decreto que reforma y adiciona diversos artículos del Código Penal Federal, Código Federal de Procedimientos Penales y Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, en materia de Terrorismo, el 11 de septiembre de 2003.

4.- Proyecto de Decreto de reformas y adiciones al Código Penal Federal en Materia de Delitos Electorales, el 6 de noviembre de 2003.

5.- Proyecto de Iniciativa de Decreto de reformas y adiciones al Código Federal de Procedimientos Penales, en materia de aplicación de bienes a favor del Estado, y de reglas en materia de asistencia jurídica internacional, el 25 de noviembre de 2003.

6.- Proyecto de reformas y adiciones a diversos artículos del Código Penal Federal, en materia de cohecho de servidores públicos extranjeros, el 11 de diciembre de 2003.

7.- Proyecto de Iniciativa de Decreto por el que se reforman y adicionan diversos artículos a la Ley General de Salud y se derogan diversas disposiciones del Código Penal Federal, en materia de Narcomenudeo, el 7 de enero de 2004.

8.- Proyecto de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Extradición Internacional, el 2 de marzo de 2004.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en el artículo 71, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por el digno conducto de Usted C. Presidente, me permito someter a la elevada consideración del Honorable Congreso de la Unión, la siguiente Iniciativa de

DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE EL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, LA LEY FEDERAL DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES, LA LEY GENERAL DE JUSTICIA PENAL PARA ADOLESCENTES, LA LEY DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA FEDERACIÓN, LA LEY ORGÁNICA DE LA POLICÍA FEDERAL, Y LA LEY DE SEGURIDAD PÚBLICA, REGLAMENTARIA DE LOS PÁRRAFOS SÉPTIMO Y OCTAVO DEL ARTÍCULO 21 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, Y SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA, DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, DE LA LEY FEDERAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA, DE LA LEY REGLAMENTARIA DEL ARTÍCULO 5, CONSTITUCIONAL, RELATIVO AL EJERCICIO DE LAS PROFESIONES EN EL DISTRITO FEDERAL, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, DE LA LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, Y DE LA LEY REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 105 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

"ARTÍCULO PRIMERO.- Se expide el 

CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

LIBRO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

TÍTULO PRIMERO PRINCIPIOS PROCESALES Y DEFINICIONES

Capítulo Primero

Principios Procesales

Artículo 1.- El objeto del procedimiento penal es descubrir la verdad histórica de los hechos investigados, en un marco de respeto irrestricto a los derechos humanos, con el objeto de contribuir a restaurar la armonía social.

En todo procedimiento penal debe atenderse a lo siguiente:

l. Todo imputado tiene derecho a ser juzgado a través de un debido proceso penal.

Para efectos de este Código se entiende por debido proceso penal el sistema procesal en el que impera la imparcialidad del juez, la presunción de inocencia y el esclarecimiento judicial de los hechos y, en su caso, aplica las medidas alternativas a que haya lugar, las cuales constituyen criterios de justicia restaurativa, misma que consiste en la aplicación de mecanismos capaces de restaurar rápidamente el tejido social.

II. Los jueces deberán emitir sus resoluciones con estricto apego a la ley y en forma imparcial, objetiva e independiente;

III. La presunción de inocencia subsiste hasta que exista una sentencia que declare su responsabilidad. En caso de duda debe absolverse;

IV. Desde el momento en que una persona sea detenida por la Policía o comparezca por primera vez como imputada ante el Fiscal o el Juez, se le deberán dar a conocer las garantías que el artículo 20, Apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos le otorga y hacerle saber los hechos que se le imputan;

V. A una defensa adecuada a cargo de defensor certificado, desde el momento en que el imputado comparezca ante el Fiscal del Ministerio Público o dentro de las veinticuatro horas siguientes a que quede a disposición del juez;

Se entiende por derecho a la defensa el que el imputado pueda contar con la asistencia técnica y material de un defensor certificado con quien éste podrá comunicarse en privado y libremente; así como tener acceso al registro desde el momento en que el defensor acepte el nombramiento;

VI. El proceso penal federal se rige por los principios de oralidad, publicidad, inmediación, contradicción, economía y concentración; es decir el predominio de la palabra hablada en la audiencia pública, correspondiente a la etapa procesal respectiva, en las cuales en igualdad de condiciones las partes pueden controvertir recíprocamente sus pruebas y argumentos, buscándose en todo momento erradicar los actos dilatorios del proceso;

VII. Toda persona que no hable o entienda suficientemente el idioma español tiene derecho a un intérprete;

VIII. Los elementos de prueba sólo tendrán valor si han sido obtenidos y producidos por medios lícitos y han sido ofrecidos y desahogados conforme a las disposiciones de este Código, y

IX. Los jueces y demás servidores públicos del Poder Judicial de la Federación que por sus funciones estén relacionados con el trámite de un procedimiento penal no podrán mantener, directa o indirectamente ninguna clase de comunicación con el Fiscal, el imputado, su defensor, la víctima u ofendido o su representante legal sobre el fondo de los asuntos que conozca sin la presencia de las demás partes, con excepción de la víctima u ofendido o su representante legal.

Capítulo Segundo Definiciones de los Procedimientos

Artículo 2.- El presente Código comprende los procedimientos siguientes:

l. De averiguación previa con el objeto de recabar los elementos necesarios para acreditar el cuerpo del delito y hacer probable la responsabilidad del imputado en la comisión de un delito, a cargo del Ministerio Público de la Federación, y concluirá con la determinación sobre si ejercita o no la acción penal;

II. De plazo constitucional, que comprende el señalado en el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para determinar la sujeción a proceso, en la que se determinarán los hechos materia del proceso, la clasificación de éstos conforme al tipo penal aplicable y los elementos que acrediten el cuerpo del delito y hagan probable la responsabilidad penal del imputado o, en su caso, la libertad de éste por falta de elementos para procesar;

III. El preliminar, que abarca las actuaciones preparatorias del juicio, ya sea ordinario o sumario, realizadas a partir del auto de plazo constitucional hasta antes de la audiencia del juicio oral;

IV. De juicio, que inicia con la apertura de la audiencia del juicio oral, durante la cual el Fiscal precisa su pretensión y el inculpado su defensa ante el Juez, se reciben, desahogan y valoran las pruebas; las partes formulan sus conclusiones y el Juez pronuncia sentencia sobre la responsabilidad penal y, en su caso, a través de la audiencia específica procede a la individualización de la sanción y a resolver sobre la reparación del daño;

V. De proceso abreviado, cuando en el proceso exista confesión del delito ante el Juez, congruente con los elementos aportados para acreditar el cuerpo del delito y hacer probable la responsabilidad en el mismo, se pasará a la audiencia para la emisión de la sentencia a solicitud del Fiscal;

VI. De segunda instancia ante el tribunal de apelación, en que se efectúan las diligencias y actos tendientes a resolver los recursos, y

VII. Los relativos a adultos inimputables, y a quienes tienen el hábito o la necesidad de consumir estupefacientes o psicotrópicos.

Los procedimientos de plazo constitucional, preliminar, y juicio o, en su caso, proceso abreviado, así como la segunda instancia ante el tribunal de apelación, constituyen el proceso penal federal, dentro del cual corresponde exclusivamente a los tribunales federales resolver si un hecho es o no delito federal, determinar la responsabilidad o no responsabilidad penal de las personas acusadas ante ellos, e impondrá las penas y medidas de seguridad que procedan con arreglo a la ley, así como resolver sobre la reparación del daño y, en su caso, sobre la responsabilidad civil derivada del delito.

Durante estos procedimientos, el Fiscal ofrecerá y solicitará al Juez todas las actuaciones necesarias para acreditar los elementos del delito, la responsabilidad penal del imputado, la individualización de la sanción y la procedencia de la reparación del daño. Asimismo, cuidará de que los tribunales federales apliquen estrictamente las leyes relativas y de que las resoluciones de aquéllos se cumplan debidamente.

El procedimiento de ejecución, estará regulado en la ley especial correspondiente.

TÍTULO SEGUNDO

SUJETOS PROCESALES

Capítulo Primero

Ministerio Público de la Federación

Artículo 3.- Las referencias que haga este Código al Fiscal se entenderán al Fiscal del Ministerio Público de la Federación, que corresponda de conformidad con las disposiciones aplicables.

Artículo 4.- Compete al Fiscal llevar a cabo la averiguación previa y ejercer, en su caso, la acción penal ante los tribunales.

A. En la averiguación previa corresponderá al Fiscal

I. Recibir las denuncias o querellas que le presenten en forma oral o por escrito sobre hechos posiblemente constitutivos de delito;

II. Realizar, por sí o a través de sus auxiliares, la investigación para la obtención de elementos que acrediten el cuerpo del delito y hagan probable la responsabilidad del indiciado, así como la reparación del daño;

III. Solicitar a la autoridad jurisdiccional las medidas precautorias de arraigo, prohibición de abandonar una demarcación geográfica, arresto domiciliario, embargo o cateo que resulten indispensables para la integración de la averiguación previa, la preparación y desahogo anticipado de la prueba, y las demás que la ley establezca.

IV. Acordar la detención o retención de los indiciados cuando así proceda;

V. Conceder o revocar, cuando proceda, la libertad provisional del indiciado;

VI. Dictar todas las medidas y providencias necesarias para proporcionar seguridad y  auxilio a las víctimas;

VII. Asegurar o restituir al ofendido en sus derechos en los términos del artículo 115 de este Código;

VII. Acordar la reserva de la investigación;

VIII. Determinar y notificar al. ofendido o víctima el no ejercicio de la acción penal y, en su caso, resolver sobre la inconformidad que aquéllos formulen;

IX. Aplicar criterios de oportunidad sobre la investigación de conformidad con las disposiciones legales aplicables;

X. Promover la conciliación entre la víctima u ofendido y el indiciado, cuando sea procedente

XI. Decretar el aseguramiento de los instrumentos, objetos o productos del delito, y

XII. Las demás que señalen las leyes.

B. Durante el proceso penal federal corresponde al Fiscal:

I. Solicitar las órdenes de aprehensión, reaprehensión, presentación o comparecencia;

II. Aportar los elementos para acreditar el cuerpo del delito y hacer probable la responsabilidad del inculpado en el mismo;

III. Presentar la relación de pruebas que pretende ofrecer en el juicio, en los términos que determina este Código;

IV. Solicitar la prueba anticipada;

V. Ofrecer y desahogar las pruebas para acreditar los elementos del delito y la responsabilidad penal del inculpado;

VI. Emitir conclusiones;

VII. Desistirse de la acción penal;

VIII. Interponer recursos, y

IX. Las demás que señalan las leyes.

Capítulo Segundo

Víctimas u Ofendidos del Delito

Artículo 5.- En todo procedimiento de orden penal las víctimas o los ofendidos, tendrán los derechos que les otorga el artículo 20, Apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Código Penal Federal, el presente ordenamiento y demás disposiciones aplicables.

Por víctima deberá entenderse a la persona titular del bien jurídico tutelado, mientras que por ofendido se entenderá la persona que resienta la conducta que afecte o ponga en peligro su esfera jurídica.

Artículo 6.- Inmediatamente que la víctima o el ofendido por el delito se presente o comparezca ante el Fiscal, la Policía Federal o sus auxiliares deberán practicar las diligencias siguientes:

I. Tomar el nombre, domicilio, teléfono, fax, dirección de correo electrónico, lugar y fecha de nacimiento, así como los demás datos generales de la víctima u ofendido, cuidando en todo caso su seguridad.

Cuando se trate de víctimas u ofendidos menores de edad se deberán tomar las medidas necesarias para proteger debidamente su intimidad e identidad; y

II. Informar a la víctima u ofendido los derechos que le otorgan la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Código Penal Federal, el presente ordenamiento y las demás disposiciones aplicables, el contenido y alcance de tales derechos, así como explicar las etapas y desarrollo del procedimiento penal, y

III. Informarle de sus obligaciones y de las formas en que podrá ser citado o notificado.

Artículo 7.- El personal de la Policía Federal, el Ministerio Público y sus auxiliares, así como, el Juez y su personal, en todo momento deberán:

I. Proporcionar a la víctima u ofendido un trato digno y respetuoso considerando, en su caso, la situación de vulnerabilidad física y emocional en que se encuentre;

II. Darle todas las facilidades para identificar al imputado. En los casos de delitos contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual o secuestro, así como en los que sean menores de edad se dictarán todas las medidas necesarias para evitar que se ponga en peligro la integridad física y psicológica de la víctima u ofendido;

III. Cuando se encuentren involucradas personas discapacitadas como víctimas u ofendidos del delito, se deberán prever las medidas conducentes para la práctica de las declaraciones y de las diligencias que sean procedentes, tomando en consideración la naturaleza de su discapacidad de conformidad con lo que establece el presente ordenamiento;

IV. Cuando la víctima u ofendido pertenezca a algún pueblo indígena y no hable o entienda suficientemente el español, se le nombrará un perito intérprete de conformidad con el presente ordenamiento;

V. Tratándose de víctimas u ofendidos de nacionalidad extranjera, se les darán todas las facilidades para comunicarse a la Embajada o Consulado de su país y, en su caso, para contar con un intérprete;

VI. Proporcionar en forma gratuita copia simple de la denuncia o querella ratificada, que formule la víctima u ofendido;

VII. En los delitos en que proceda, informarle su derecho a conciliar con el imputado, y en caso de que la víctima u ofendido desee otorgar el perdón, informarle claramente de su significado y trascendencia jurídica de dicho acto, y

VIII. En los casos procedentes, practicar las diligencias periciales y de inspección sobre bienes de la víctima u ofendido con la mayor celeridad, a fin de restituirle dichos bienes lo antes posible.

Artículo 8.- El Fiscal deberá informar a la víctima u ofendido sobre el estado de la averiguación previa y, en su caso, del proceso.

El Fiscal deberá recibir todos los elementos de prueba que la víctima u ofendido le aporte, en ejercicio de su derecho de coadyuvancia, para acreditar el cuerpo del delito y hacer probable la responsabilidad del indiciado, para la comprobación de los elementos del delito y la plena responsabilidad del inculpado, así como para determinar, en su caso, la procedencia y monto de la reparación del daño.

Artículo 9.- Cuando el Fiscal acuerde la práctica de diligencias en las que el indiciado tenga derecho a estar presente, deberá notificar también a la víctima u ofendido para que, en su caso, asista igualmente a su desahogo.

Artículo 10.- Los Fiscales serán responsables de dictar todas las medidas necesarias y que estén a su alcance, para que la víctima u ofendido reciba atención médica y psicológica de urgencia.

Cuando el Fiscal lo estime conveniente, tomará las medidas necesarias para que la atención médica y psicológica a que se refiere el párrafo que antecede se haga extensiva a los familiares de la víctima u ofendido.

Artículo 11.- El Fiscal durante la averiguación previa, deberá practicar y ordenar la realización de todos los actos conducentes para la acreditación del monto de la reparación del daño.

Para efectos de la reparación del daño, el Fiscal, en los casos en que sea procedente, deberá:

I. Durante la averiguación previa, asegurar o restituir a la víctima u ofendido en sus derechos, en términos de lo dispuesto por el artículo 115 de este Código;

II. En la consignación, señalar los elementos que obren en la averiguación previa tendientes a acreditar la procedencia y el monto de la reparación del daño, y

III. Al formular conclusiones de acusación, solicitar la reparación del daño y justificar su cuantía.

Artículo 12.- Cuando se dicte sentencia en la que se condene a la reparación del daño y el sentenciado se niegue a cubrir el pago respectivo, el Fiscal deberá solicitar a la autoridad judicial que remita copia certificada de la resolución a la autoridad Fiscal competente, para que dicha sanción se haga efectiva mediante el procedimiento económico coactivo, de conformidad con el artículo 37 del Código Penal Federal. La autoridad competente encargada de la ejecución de sentencias, dará seguimiento e impulsará el fin del citado procedimiento.

En caso de que el sentenciado resulte insolvente el Fideicomiso para la Reparación del Daño a las Víctimas del Delito, deberá cubrir el monto de la reparación del daño subsidiariamente.

Artículo 13.- En caso de que el inculpado por los delitos de violación o secuestro solicite ser careado con la víctima u ofendido y éste sea menor de edad, el Fiscal deberá:

I. Informar a la víctima u ofendido del delito o a su representante legal de la garantía que le otorga el artículo 20, Apartado B, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de no estar obligado a someterse al careo;

II. Formular ante la autoridad judicial la oposición correspondiente con relación al desahogo del careo, en caso de que la víctima u ofendido del delito o su representante legal se acojan al beneficio constitucional a que se refiere la fracción anterior, y

III. En el supuesto a que se refiere la fracción anterior, solicitar a la autoridad judicial que se lleven a cabo los careos supletorios de conformidad con el artículo 446 del presente ordenamiento.

Capítulo Tercero

Imputado

Artículo 14.- El imputado de un delito es toda persona cuya participación en un hecho típico se desprende de cualquier acto del procedimiento o de algún indicio probado dentro del mismo.

El imputado recibe el nombre de indiciado durante la averiguación previa y de inculpado desde la consignación hasta el término de la audiencia principal.

Después de la emisión de la sentencia deja de ser considerado imputado y se le denomina sentenciado.

Artículo 15.- El imputado tiene derecho a:

I. Ser informado, desde el momento de su comparecencia o detención sobre el motivo de la misma, de su derecho a no declarar y de todas las garantías individuales que la Constitución Política le otorga;

II. En su caso, que se le comunique su detención a la persona que él indique;

III. Ser asistido por el defensor público o privado desde el momento en que comparezca, voluntariamente o por ser puesto a disposición del Ministerio Público de la Federación, en la averiguación previa y dentro de las veinticuatro horas siguientes a que quede a disposición del juez, hasta el final del proceso penal federal, y comunicarse libre y privadamente con su defensor;

VI. No ser sometido a coacción de ningún tipo, o a acciones que atenten contra su dignidad;

VII. No ser presentado ante los medios de comunicación o ante la comunidad en forma que dañe su reputación, ofenda su dignidad, rompa con la presunción de inocencia o lo exponga a peligro;

VIII. A ser presentado ante el Juez dentro del plazo que se establece en el párrafo sexto del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en caso de estar retenido;

IX. A ser presumido inocente mientras no se establezca legalmente su culpabilidad en el debido proceso penal correspondiente;

X. A ser informado desde el inicio del proceso en forma precisa y detallada sobre los hechos que le imputa el Fiscal, y

XI. Los demás que señalen las leyes.

Capítulo Cuarto

La Autoridad Jurisdiccional

Artículo 16.- Al Juez le corresponde en la averiguación previa:

I. Otorgar las órdenes de cateo, arraigo, arresto domiciliario, prohibición de abandonar una demarcación geográfica, y toma de muestras;

II. Resolver sobre la procedencia del embargo precautorio y, en su caso, decretarlo;

III. Resolver sobre la procedencia de la prueba anticipada y, en su caso, asistir a su desahogo, y

IV. Las demás que señalen las leyes.

En el proceso penal federal le corresponde:

I. Dictar las órdenes de aprehensión, reaprehensión, presentación o  comparencia;
II. Verificar la legalidad de la detención y retención;

III. Hacerle saber al inculpado los derechos que el artículo 20, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos le otorga;

IV. Recibir, en su caso, la declaración del inculpado;

V. Dictar el auto de sujeción a proceso o de falta de elementos para procesar;

VI. Admitir o desechar las pruebas que ofrezcan las partes;

VII. Resolver sobre la comprobación de los requisitos que exige la ley según el estadío procesal;

VIII. Presidir y hacer guardar el orden de las audiencias, y

IX. Las demás que señalan las leyes.

Artículo 17.- En ningún caso el Juez que conoció de alguna diligencia en la etapa de averiguación previa o presidió alguna de las audiencias previas a la principal del juicio, podrá conocer de éste.

El juez que conoció de la audiencia del procedimiento preeliminar cesará en su competencia al momento en que dé inicio la audiencia principal del juicio, por lo que será competente para dirimir las controversias que se susciten hasta antes del inicio de la audiencia principal, salvo los casos previstos expresamente en este Código.

Capítulo Quinto

La defensa

Artículo 18.- Sólo podrán ser defensores los abogados certificados por la autoridad competente.

Artículo 19.- El imputado del delito podrá designar ante el Fiscal, en la etapa de averiguación previa, desde el momento en que comparezca voluntariamente o por ser puesto a disposición de éste y ante el Juez dentro de las tres horas siguientes a que quede a disposición del mismo o comparezca o se presente voluntariamente ante el juez, un defensor privado y, en caso de que no lo hiciere o expresamente lo solicitare, el Fiscal o la autoridad jurisdiccional en su caso, le designarán uno público.

En cualquier caso, el defensor deberá de aceptar expresamente el cargo, a efecto de que se le dé acceso al registro.

Artículo 20.- No pueden ser defensores los que se hallen sujetos a un proceso penal. Tampoco podrán serio los que hayan sido condenados por alguno de los delitos señalados en el Capítulo II, Título Décimo Segundo del Libro II del Código Penal Federal, ni los ausentes, que por el lugar en que se encuentren, no puedan acudir ante el tribunal dentro de las veinticuatro horas en que debe hacerse saber su nombramiento a todo defensor.

Si el imputado designare a varios defensores, éstos deberán nombrar en el mismo acto a un representante común y, si no lo hicieren, lo determinará el Juez.

Artículo 21.- La designación de defensor público en los lugares donde no resida el tribunal federal y que, por tanto, los jueces locales tengan que auxiliar a éste, se hará entre los defensores públicos del orden común.

Lo mismo se hará cuando no hubiere defensor público federal en el lugar en que resida el tribunal federal que conozca del asunto.

Cuando el inculpado pertenezca a un pueblo o comunidad indígena, la designación del defensor público recaerá sobre aquel que tenga conocimiento de su lengua y cultura.

Artículo 22.- En las audiencias el imputado será defendido por su defensor, sin perjuicio de señalar lo que a su derecho convenga por sí mismo. Si el imputado tuviere varios defensores, no se oirá más que a uno de ellos cada vez que le corresponda hablar a la defensa. Cuando intervinieren varios Fiscales, sólo se oirá a uno de ellos cada vez que le corresponda intervenir al Ministerio Público de la Federación.

Si el defensor no concurre a las audiencias del proceso, el Juez las diferirá, requiriendo al inculpado para que nombre nuevo defensor y si no lo hiciere se le designará uno público.

Cuando el nuevo defensor no esté en condiciones para cumplir con su cometido, de acuerdo con la naturaleza del asunto, la audiencia se diferirá o suspenderá a juicio del tribunal.

Si quien faltare fuere defensor público, se comunicará la falta a su superior inmediato, se ordenará su presentación o se le sustituirá por otro, sin perjuicio de dar intervención al Ministerio Público de la Federación si procediere.

Artículo 23.- Durante la audiencia el imputado podrá comunicarse con sus defensores, pero no con las personas del público.

Si infringe esta disposición, se le impondrá una corrección disciplinaria.

Si alguna persona del público se comunica o intenta comunicarse con el inculpado, será retirada de la audiencia y, si se estima conveniente, se le impondrá una corrección disciplinaria.

Artículo 24.- Si el inculpado altera el orden en una audiencia se le apercibirá de que si insiste en su actitud se tendrá por renunciado su derecho de estar presente; si no obstante ello, continúa, se le mandará retirar del local y proseguirá la diligencia con su defensor. Todo esto, sin perjuicio de aplicarle la corrección disciplinaria que el tribunal estime pertinente.

Artículo 25.- Si es el defensor quien altera el orden, se le apercibirá; y si continúa en la misma actitud, se le expulsará del local pudiendo imponérsele además, una corrección disciplinaria. Para que el inculpado no carezca de defensor, se procederá de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 22 de este Código.

Capítulo Sexto

Auxiliares

Sección Primera

Policía Federal

Artículo 26.- La Policía Federal es un órgano auxiliar del Misterio Público, sujeto a la dirección funcional de éste, en los términos de las disposiciones aplicables.

Para efectos legales se entiende como dirección funcional, la facultad de dictar lineamientos generales o específicos de investigación, tanto para la investigación policial como para la averiguación previa o proceso, así como de instruir el cumplimiento de los mandamientos ministeriales y judiciales específicos que se le encomienden con motivo de una averiguación previa o proceso penal y de supervisar en todo momento la legalidad de las actuaciones de la Policía.

A. Dentro del período de averiguación previa, la Policía Federal, está obligada a:

I. Recibir las denuncias sobre hechos que puedan constituir delitos del orden federal, y solicitar de inmediato instrucciones al Ministerio Público de la Federación, e informar a éste en todo momento, acerca de las diligencias de investigación practicadas;

II. Practicar, de acuerdo con las instrucciones que le dicte el Ministerio Público de la Federación, las diligencias que sean necesarias y exclusivamente para los fines de la averiguación previa, y

III. Realizar todo lo demás que señalen las leyes.

En el ejercicio de la función investigadora a que se refiere este artículo, queda estrictamente prohibido a la Policía Federal detener a alguna persona sin que medien instrucciones escritas del Ministerio Público, del Juez o del tribunal, fuera de los casos de flagrancia.

B. Dentro del proceso penal federal, la Policía Federal está obligada a:

I. Auxiliar al Ministerio Público en el desahogo de diligencias y cumplimiento de mandamientos;

II. Atender las instrucciones del Juez sólo para guardar el orden y la legalidad en las audiencias.

Para efectos de lo previsto en el párrafo anterior, en las audiencias, la policía federal estará a cargo del Juez, para lo cual el Titular de la Policía Federal o el funcionario en quien delegue esta atribución, pondrá a disposición del Poder Judicial de la Federación un grupo policiaco determinado, y

III. Realizar todo lo demás que señalen las leyes.

Sección Segunda

Intérpretes

Artículo 27.- Cuando el inculpado, la víctima u ofendido o el denunciante, los testigos, los peritos y demás intervinientes no hablen o no entienden suficientemente el idioma español, se les nombrará a petición de parte o de oficio, uno o más interpretes, quienes deberán traducir fielmente las preguntas y contestaciones que hayan de transmitir.

Cuando se trate de personas integrantes de pueblos o comunidades indígenas, el intérprete además de tener conocimiento de su lengua, deberá conocer sus usos y costumbres, debiendo asentarse tal circunstancia en la constancia respectiva.

Cuando no se encuentre un intérprete mayor de edad, podrá nombrarse a un menor que haya cumplido doce años.

Artículo 28.- Las partes podrán recusar al intérprete motivando la recusación; y el servidor público que practique las diligencias resolverá de plano y sin recurso.

Artículo 29.- Los testigos no podrán ser intérpretes.

Artículo 30.- Si el imputado, la víctima u ofendido o algún testigo tuviera alguna discapacidad, se deberán prever las medidas conducentes para la práctica de las declaraciones y de las diligencias que sean procedentes, tomando en consideración la naturaleza de su discapacidad.

Artículo 31.- A los sordos y a los mudos que sepan leer y escribir se les interrogará por escrito o por medio de intérprete.

Sección Tercera

Asesores Técnicos

Artículo 32.- El Defensor, el Fiscal y el Juez, podrán ser asistidos por asesores técnicos en todo momento, sin que éstos tengan derecho a hacer uso de la voz sin la anuencia del Juez.

TÍTULO TERCERO

JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA

Capítulo Primero

Competencia

Artículo 33.- Es Juez competente para conocer de un delito, el del lugar en que se comete, salvo lo previsto en los párrafos segundo y tercero del artículo 36 de este Código.

Si el delito produce efectos en dos o más entidades federativas, será competente el Juez de cualquiera de éstas o el que hubiera prevenido; pero cuando el conflicto involucre como partes a indígenas y no indígenas, será tribunal competente el que ejerza jurisdicción en el domicilio donde radique la parte indígena.

Artículo 34.- En los casos de los artículos 2°, 4° y 5°, fracción V, del Código Penal Federal, será competente el tribunal en cuya jurisdicción territorial se encuentre el inculpado; pero si éste se hallare en el extranjero, lo será para solicitar la extradición, instruir y fallar el proceso, el tribunal de igual categoría en el Distrito Federal, ante quien el Fiscal ejercite la acción penal.

Artículo 35.- En los casos de las fracciones I y II del artículo 5° del Código Penal Federal, es competente el tribunal a cuya jurisdicción corresponda el primer punto del territorio nacional a donde arribe el buque; y en los casos de la fracción III del mismo artículo, el tribunal a cuya jurisdicción pertenezca el puerto en que se encuentre o arribe el buque.

Las reglas previstas en el párrafo anterior son aplicables, en los casos análogos, a los delitos a que se refiere la fracción IV del artículo 5° del Código Penal Federal.

Artículo 36.- Es competente para conocer de los delitos continuados y de los continuos o permanentes, cualquiera de los tribunales en cuyo territorio aquéllos produzcan efectos o se hayan realizado actos constitutivos de tales delitos.

En caso de concurso de delitos, el Ministerio Público de la Federación será competente para conocer de los delitos del fuero común que tengan conexidad con delitos federales, si ejerce la facultad de atracción prevista en el artículo 73, fracción XXI, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los jueces federales tendrán competencia para juzgarlos.

Será competente para conocer de un asunto, un Juez de Distrito distinto al del lugar de comisión del delito cuando:

I. Por razones de seguridad en las prisiones, atendiendo a Ias características del hecho imputado, a las circunstancias personales del inculpado y a otras que impidan garantizar el desarrollo adecuado del proceso, el Fiscal considere necesario llevar el ejercicio de la acción penal ante otro Juez;

II. Por las mismas razones, la autoridad judicial, de oficio o a petición de parte, estime necesario trasladar a un procesado a algún centro de reclusión de máxima seguridad, en los que será competente el tribunal del lugar en que se ubica dicho centro, o

III. No exista un Juez de Distrito competente que sea diferente al que haya intervenido en el trámite de alguna diligencia en la etapa previa o haya presidido alguna de las audiencias previas a la principal del proceso.

Artículo 37.- Para la decisión de las competencias se observarán las siguientes reglas:

I. Las que se susciten entre tribunales federales se decidirán conforme a los artículos anteriores, y si hay dos o más competentes a favor del primero que hubiere dictado auto de radicación;

II. Las que se susciten entre los tribunales de la Federación y los de los Estados o del Distrito Federal, se decidirán declarando cuál es el fuero en que radica la jurisdicción, y

III. Las que se susciten entre los tribunales de un Estado y los de otro, o entre los de éstos y los del Distrito Federal se decidirán conforme a las leyes de esas entidades, si tienen la misma disposición respecto del punto jurisdiccional controvertido. En caso contrario, se decidirán con arreglo a lo dispuesto en este Capítulo.

Artículo 38.- En materia penal, no cabe prórroga ni renuncia de jurisdicción.

Artículo 39.- Ningún tribunal puede promover competencia a su superior jerárquico.
Artículo 40.- Cuando los detenidos o imputados fueren reclamados por autoridades de dos o más estados, o por las de éstos y las del Distrito Federal y no hubiere conformidad entre las autoridades requirentes y la requerida, la Suprema Corte de Justicia hará la declaración de preferencia, también resolverá lo procedente, en el caso de que la autoridad requerida se niegue a obsequiar un exhorto expedido conforme a la ley, para la aprehensión de un imputado.

Cuando los detenidos o los imputados sean reclamados por dos o más tribunales federales, resolverá el tribunal facultado para resolver el conflicto de competencia.

Capítulo Segundo

Substanciación de las Competencias

Artículo 41.- Las cuestiones de competencia pueden iniciarse por declinatoria o por inhibitoria.

Cuando se hubiere optado por uno de estos medios, no se podrá abandonar para recurrir al otro ni emplear los dos sucesivamente, pues se deberá agotar el que se hubiere preferido.

Artículo 42.- La declinatoria se intentará ante el Juez o tribunal que conozca del asunto pidiéndole que se abstenga del conocimiento del mismo y que remita las actuaciones al Juez o tribunal que se estime competente.

Artículo 43.- La declinatoria podrá promoverse por escrito en cualquier estado del proceso o de forma oral, en cualquiera de las audiencias hasta antes de que el Juez que está conociendo del asunto dicte el auto de apertura a juicio, si la incompetencia es del Juez que interviene hasta esta etapa procesal.

Si la incompetencia es del Juez que debe conocer de la audiencia principal ésta debe promoverse por escrito hasta antes del inicio de la misma.

Artículo 44.- La competencia por declinatoria no podrá resolverse hasta después de que se practiquen las diligencias que no admitan demora, y en caso de que haya detenido, se haya dictado el auto de sujeción a proceso o el de libertad por falta de elementos para procesar.

Artículo 45.- El tribunal que reciba las actuaciones que le remita el que se hubiese declarado incompetente, oirá al Fiscal y a la defensa del imputado en una audiencia dentro de cinco días siguientes a que reciba las actuaciones y resolverá si reconoce su competencia en la misma audiencia. Si no la reconoce, remitirá las actuaciones al tribunal encargado de resolver el conflicto competencial con su opinión, comunicándole al tribunal que hubiere enviado el registro. Si el tribunal que reciba las actuaciones conforme a lo previsto en la primera parte de este artículo, no resuelve dentro del plazo señalado, se procederá como en la queja.

Artículo 46.- La inhibitoria se intentará ante el Juez o tribunal a quien se crea competente para que se avoque al conocimiento del asunto, pero nunca se podrá intentar para que deje de conocer el Juez cuya competencia se haya establecido por razones de alta seguridad.

Artículo 47.- El que promueva la inhibitoria puede desistirse de ella antes de que sea aceptada por los tribunales; pero si éstos la aceptan, continuará substanciándose hasta su resolución.

Artículo 48.- El Juez o tribunal inhibido dictará un auto de apertura de la audiencia incidental, la cual se tramitará de conformidad con lo establecido en el artículo 362 de este Código.

Artículo 49.- Si el Juez o tribunal resuelve que es competente emitirá un oficio inhibitorio con las constancias de lo actuado en la audiencia incidental.

Luego que el tribunal requerido reciba la inhibitoria, fijará fecha y hora para la celebración de una audiencia en la que escuchará a las partes, dentro de los tres días siguientes a que reciba el oficio, debiendo resolver en la misma audiencia.

Si la resolución fuere sosteniendo su competencia, remitirá el incidente al tribunal de competencias comunicando este trámite al requeriente para que a su vez remita sus actuaciones al tribunal que deba decidir la controversia.

Artículo 50.- Los incidentes sobre competencias se tramitarán siempre por separado.

Artículo 51.- El tribunal facultado para resolver sobre el conflicto de competencia en los casos del artículo 45 de este Código, resolverá lo que corresponda dentro de los cinco días siguientes a que reciba las constancias del incidente, remitiendo las actuaciones al tribunal que declare competente, salvo que estime necesario escuchar a las partes, caso en el cual deberá citarlas a una audiencia dentro de los diez días posteriores a que acuerde el requerimiento del Juez o tribunal, debiendo resolver en la misma audiencia.

Artículo 52.- Lo actuado por un tribunal incompetente será válido si se tratare de tribunal del mismo fuero. Si se tratare de distinto fuero sólo será valido lo actuado hasta antes de la audiencia preliminar del proceso.

Artículo 53.- Cuando la competencia se resuelva en favor del fuero que haya conocido del asunto, el tribunal que resuelva las competencias se limitará a devolver las actuaciones al tribunal que las haya remitido.

Artículo 54.- En la substanciación de las competencias, la ausencia de las partes en las audiencias no exime al Juez o tribunal de resolver dentro de los términos establecidos en este Código, ni es causa de nulidad de las resoluciones.

Capítulo Tercero

Impedimentos, Excusas y Recusaciones

Artículo 55.- Los magistrados y jueces deben excusarse en los asuntos en que intervengan, por cualquiera de las causas de impedimento que señale la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Artículo 56.- Las causas de impedimento no pueden dispensarse por voluntad de las partes.

Artículo 57.- El impedimento se calificará por el superior a quien correspondería juzgar de una recusación, en virtud del informe que, dentro de tres días, rinda el Juez o Magistrado. Contra la resolución que se dicte no procede recurso alguno.

Artículo 58.- Cuando un Juez o Magistrado no se excuse a pesar de tener algún impedimento, procederá la recusación.

No son admisibles las recusaciones sin causa. En todo caso se expresará concreta y claramente la que exista, y siendo varias se propondrán al mismo tiempo, salvo que se trate de alguna superveniente, la que se propondrá cuando ocurra.

Artículo 59.- La recusación puede interponerse en cualquier tiempo del procedimiento penal hasta antes de que el Juez dicte el auto de apertura al juicio, respecto del Juez que conozca de la etapa previa a la audiencia principal o el de segunda instancia.

La promovida no suspenderá el procedimiento preliminar ni la tramitación del recurso pendiente. Si se interpusiere en contra de un Juez o Magistrado, se suspenderá la celebración de la audiencia principal del proceso y, en su caso, la audiencia para la resolución del asunto en los tribunales superiores.

Artículo 60.- Contra el Juez que conozca del juicio sólo será admisible la recusación si se propone hasta cinco días antes de la celebración de la audiencia principal.

Artículo 61.- Toda recusación que no fuere promovida en tiempo y forma, será desechada de plano.

Artículo 62.- Cuando el Juez a Magistrado estimen cierta y legal la causa de recusación, sin audiencia de las partes se declararán inhibidas y mandarán que pase el asunto a quien corresponda.

Artículo 63.- Cuando los servidores públicos a que se refiere el artículo anterior estimen que no es cierta a que no. es legal la causa alegada, señalarán al recusante el término de cuarenta y ocho horas para que ocurra ante el superior jerárquico que deba conocer de la recusación.

Si éste estuviere en diferente lugar de que reside el servidor público recusado, además de las cuarenta y ocho horas indicadas, se concederá otro término que será el suficiente teniendo en cuenta la mayor a menor dificultad en las comunicaciones.

Si dentro de los términos de que trata este artículo no se presenta el recusante al superior, se le tendrá par desistido.
Artículo 64.- Interpuesta la recusación, el recusado deberá dirigir oficio al superior que deba calificar aquélla, can inserción del escrita en que se haya promovida, del proveída correspondiente y de las constancias que sean indispensables, a juicio del misma recusada, y de las que señalare el recusante.

Artículo 65.- En el caso del artículo 63 del presente ordenamiento, recibida el escrita de la parte que haya promovida la recusación por quien deba conocer de ella, se pedirá informe al servidor público recusado, quien la rendirá dentro del término de veinticuatro horas.

Artículo 66.- El superior jerárquico resolverá en forma incidental de conformidad con el artículo 362 de este ordenamiento.

Artículo 67.- Cuando se deseche la recusación se impondrá al recusante una sanción de diez a treinta días multa.

Artículo 68.- Admitido un impedimento o calificado como legal la causa de una recusación, el impedido o recusado quedará definitivamente separado del conocimiento del asunto, del cual conocerá el Juez a tribunal a quien corresponda conforme a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Artículo 69.- No procede la recusación en los casos siguientes:

I. Al cumplimentar exhortos;

II. En los incidentes de competencia, y

III. En la calificación de los impedimentos o recusaciones.

Artículo 70.- Los secretarios y los actuarios de los tribunales quedan comprendidos en lo dispuesto en este Capítulo, con las modificaciones que determinan los tres siguientes artículos.

Artículo 71.- De los incidentes conocerá el Juez o Magistrado de quien dependa el impedido o recusado.

Artículo 72.- Alegado el impedimento o admitida la recusación, el Secretario o Actuario pasará el asunto a quien deba substituirle conforme a la ley.

Artículo 73.- Reconocida por el recusado como cierta la causa de recusación, o admitido como legítimo el impedimento, el Juez o Magistrado declarará, sin más trámite, impedido para actuar en el negocio al Secretario o Actuario de quien se trate.

Si se declara que el impedimento o la recusación no es procedente, el Secretario o el Actuario continuará actuando en la causa.

Contra la resolución respectiva no cabe recurso alguno.

Artículo 74.- Los Fiscales y Defensores Públicos, deben excusarse en los asuntos en que intervengan, por cualquiera de las causas de impedimento que señalen las leyes orgánicas o reglamentarias respectivas.

Los conciliadores deberán excusarse en los asuntos que intervengan por las mismas causas que las leyes orgánicas respectivas, señalen para los jueces y Fiscales.

Artículo 75.- Los impedimentos de los Fiscales serán calificados por quienes designe la ley que reglamente la Institución.

Artículo 76.- Las excusas de los defensores públicos serán calificadas por el Juez o Titular de la defensoría pública.

Los impedimentos de los conciliadores adscritos a la Fiscalía General de la Federación y las excusas de los conciliadores adscritos al Poder Judicial de la Federación serán calificados en los términos de los dos artículos anteriores, respectivamente.

Capítulo Cuarto

Acumulación y Separación de Procedimientos

Artículo 77.- La acumulación tendrá lugar:

I. En los procedimientos que se sigan contra una misma persona, en los términos del artículo 18 del Código Penal Federal;

II. En los que se sigan en investigación de delitos conexos;

III. En los que se sigan contra los copartícipes de un mismo delito, y

IV. En los que se sigan en investigación de un mismo delito contra diversas personas.

Artículo 78.- No procederá la acumulación si se trata de diversos fueros, excepto lo previsto por el artículo 36, párrafos segundo y tercero de este Código.

Artículo 79.- Los delitos son conexos:

I. Cuando han sido cometidos por varias personas unidas;

II. Cuando han sido cometidos por varias personas, aunque en diversos tiempos y lugares, pero en virtud de concierto entre ellas, y

III. Cuando se ha cometido un delito para procurarse los medios de cometer otro, para facilitar su ejecución, para consumarlo, o para asegurar la impunidad.

Artículo 80.- La acumulación no podrá decretarse en los procedimientos penales después de cerrado el debate en la audiencia principal del proceso.

Artículo 81.- Cuando en alguno de los procesos se hubiere declarado cerrado el debate en la audiencia principal del proceso, o cuando no sea procedente la acumulación conforme a este Capítulo, el tribunal cuya sentencia cause ejecutoria la remitirá en copia certificada al tribunal que conozca del otro proceso para los efectos de la aplicación de las sanciones.

Artículo 82.- Si los procedimientos se siguen en la misma oficina del Ministerio Público o en el mismo tribunal, la acumulación podrá decretarse de oficio sin substanciación alguna.

Si la promoviere alguna de las partes, el tribunal las oirá en audiencia incidental que tendrá lugar dentro de los tres días siguientes y, sin más trámite, resolverá en la misma audiencia, pudiendo negarla cuando a su juicio dificulte la investigación.

Artículo 83.- Si los procedimientos se siguen en diversas oficinas del Ministerio Público o tribunales, será competente para conocer de todos los que deban acumularse el Fiscal o tribunal que conociere de las diligencias más antiguas, y si éstas se comenzaron en la misma fecha, el que se determine mediante insaculación.

Artículo 84.- La acumulación deberá promoverse ante el tribunal que, conforme al artículo anterior, sea competente; y el incidente a que dé lugar se substanciará en la forma establecida en el artículo 362 de este Código.

Artículo 85.- Los incidentes de acumulación se substanciarán por separado sin suspenderse el procedimiento.

Artículo 86.- El Juez que conozca de un proceso seguido contra varios sujetos, ordenará la separación de éste, para generar dos o más procesos, únicamente cuando no pueda llevarse a cabo la audiencia principal, respecto de uno o más de los sujetos.

Artículo 87.- El incidente sobre separación de autos se substanciará por separado, en la misma forma que el de acumulación sin suspender el procedimiento.

Artículo 88.- Cuando varios tribunales conocieren de procesos cuya separación se hubiere decretado, el que primero pronuncie sentencia ejecutoria procederá en los términos del artículo 81 del presente ordenamiento.

TÍTULO CUARTO

DISPOSICIONES COMUNES A LA AVERIGUACIÓN PREVIA Y AL PROCESO

Capítulo Primero

Formalidades

Artículo 89.- El desarrollo de las investigaciones y del proceso quedará asentado en un registro que se llevará por duplicado, el cual estará integrado por el conjunto de constancias y demás documentos que se le integren.

También se agregarán las constancias de las resoluciones que se dicten o notifiquen fuera de audiencia y la sentencia que en su oportunidad se redacte.

Para efectos de este Código se entiende como constancia las actas, minutas, video grabaciones y grabaciones que se levanten en las investigaciones policiales y ministeriales, así como, de las diligencias judiciales.

Artículo 90.- Los Fiscales o la Policial Federal realizarán las diligencias de investigación sin más formalidades que las previstas por las disposiciones administrativas correspondientes, salvo en aquellos casos en que la ley prevea expresamente alguna formalidad para su validez.

Artículo 91.- Sin perjuicio de lo previsto en el artículo anterior la autoridad que practique la diligencia deberá asentar el desarrollo de la misma en una minuta en la que se asentará Únicamente lo que sea necesario para constancia del desarrollo de la diligencia.

Artículo 92.- En las minutas a las que se refiere al artículo anterior se requerirá recabar la firma de todos los intervinientes en las diligencias. En caso de que se nieguen a firmar se deberá dejar constancia de ello en la minuta con la firma de dos testigos de asistencia, con excepción de la autoridad que las practique, ya que la misma estará obligada a firmar siempre las minutas.

Los testimonios que rindan los intervinientes en las diligencias de investigación no serán recabados bajo protesta de decir verdad.

Artículo 93.- Las investigaciones de oficio que realiza la Policía Federal son secretas y sólo pueden tener acceso a sus registros ésta, el Ministerio Público y si fuere necesario los peritos.

Artículo 94.- Las investigaciones y las actuaciones judiciales se podrán practicar a toda hora y aún en los días inhábiles, sin necesidad de previa habilitación y en cada una de ellas se expresarán el lugar, la hora, el día, el mes y el año en que se practiquen; en ellas se usará el idioma español, salvo las excepciones en que la ley permita el uso de otro idioma, en cuyo caso se recabará la traducción correspondiente; y en la constancia que se levante se asentará únicamente lo que sea necesario para asentar el desarrollo que haya tenido la diligencia.

Artículo 95.- El Juez estará investido de fe pública y podrá ordenar a sus Secretarios la realización de las diligencias necesarias que se lleven a cabo fuera de alguna de las audiencias del proceso, para lo cual también tendrán fe pública.

En la constancia que se levante al efecto deberá asentarse la presencia del Juez o, en su caso del Secretario.

En el proceso o cuando el Fiscal de la Federación le solicite medidas precautorias, el Juez deberá presidir todas las audiencias so pena de nulidad de las mismas.

Artículo 96.- En las investigaciones y en diligencias procesales podrán emplearse,

según el caso, la taquigrafía, el dictáfono, la telefonía, el telefax, el correo, la mensajería, los medios electrónicos e informáticos y cualquier otro que tenga por objeto reproducir textos, imágenes o sonidos; el medio empleado se asentará en la constancia respectiva.

Artículo 97.- En las actuaciones y promociones por escrito, no se emplearán abreviaturas, no se rasparán las palabras equivocadas, sobre las que sólo pondrá una línea delgada que permita su lectura, salvándose con toda precisión, antes de las firmas, el error cometido. En la misma forma se salvarán las palabras que se hubieren entrerrenglonado.

Todas las fechas y datos se escribirán precisamente con letra.

Las actuaciones de los tribunales deberán constar por duplicado, ser autorizadas y conservarse en sus archivos.

Los tribunales sacarán y entregarán al Fiscal, para conservarse en el archivo mencionado de éste, una copia certificada de las siguientes constancias; de los mandamientos judiciales, de los autos de sujeción a proceso o de libertad por falta de elementos para procesar; de los autos que resuelvan algún incidente; de la citación para las audiencias preliminar y extraordinarias, del auto admisorio de pruebas y apertura al juicio oral, y de las sentencias definitivas, así como de las que dicte el tribunal de apelación resolviendo algún recurso.

Artículo 98.- Las actuaciones se asentarán en los registros en forma continua, y cuando haya que agregar documentos, se hará constar cuáles son las fojas que les corresponden.

Artículo 99.- Las promociones que se hagan por escrito deberán ser firmadas por su autor, pudiéndose ordenar su ratificación cuando se estime necesario; pero deberán ser siempre ratificadas si el que las hace no las firma por cualquier motivo.

Artículo 100.- Los secretarios deberán dar cuenta dentro del término de veinticuatro horas, con las promociones que se hicieren. Para tal efecto, se hará constar en los registros el. día y hora en que se presenten las promociones por escrito o verbales.

Artículo 101.- A cada promoción recaerá una resolución específica por separado, que el tribunal fundará y motivará en los términos y plazos establecidos por la Ley y de no existir éstos dentro de las setenta y dos horas siguientes.

Artículo 102.- Todas las audiencias judiciales se asentarán en una versión videográfica o estenográfica, la cual deberá estar debidamente validada por el Juez.

Cuando exista imposibilidad material para registrar las audiencias en los términos antes señalados, se levantará constancia escrita con las formalidades marcadas en el presente Código.

Artículo 103.- A ninguna de las partes se les podrá entregar los registros para que los estudie fuera del local del tribunal y sólo podrán imponerse de los autos en la secretaría del juzgado.

Las partes podrán solicitar copias simples o certificadas de los documentos que obren en los registros así como de las versiones videográficas o estenográficas.

Artículo 104.- En caso de pérdida o destrucción de alguna constancia o del registro se llevará a cabo la reposición a costa del responsable, quien estará obligado a pagar los daños que se ocasionen por la pérdida, y además se hará la consignación correspondiente al Ministerio Público de la Federación.

Cuando no sea posible reponer todas las actuaciones, se tendrá por probada plenamente la existencia de las que se inserten o mencionen en las versiones videográficas o estenográficas de las audiencias, siempre que no se hubiese objetado oportunamente la exactitud de la inserción o cita que de ellas se haga.

La reposición se sustanciará conforme al procedimiento previsto para los incidentes no especificados. Sin acuerdo previo, el secretario hará constar desde luego, bajo su responsabilidad y dentro de las veinticuatro horas siguientes al conocimiento de la pérdida, la existencia anterior y falta posterior de la constancia o el registro.

Hecha la certificación a la que alude el párrafo anterior, se repondrán los autos con las copias certificadas o simples que proporcionen los interesados, así como copias de los escritos de estos mismos, si éstas están selladas o existe indicio de que fueron presentadas al órgano jurisdiccional.

Las autoridades investigarán de oficio, para la debida marcha del proceso, la falta de las constancias cuya desaparición adviertan o se les comunique, valiéndose para ello de todos los medios que no sean contrarios a derecho.

Artículo 105.- Los secretarios de los tribunales cotejarán las copias o testimonios de constancias que se mandaren expedir, y las autorizarán con su firma y el sello correspondiente.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 97 de este Código, para sacar copia de alguna constancia u otros documentos que obren en los registros se requiere autorización judicial, que solo se dictará en favor de las personas legitimadas en el procedimiento para obtener dichos documentos.

Artículo 106.- Las actuaciones deberán ser autorizadas inmediatamente por el Secretario del juzgado.

Artículo 107.- La infracción de las disposiciones contenidas en los artículos 100, 101, 103 y 105 del presente ordenamiento se sancionará por el Juez con una corrección disciplinaria, sin perjuicio de dar vista de los hechos al Ministerio Público de la Federación, cuando pudiere resultar la existencia de un delito.

Artículo 108.- Las actuaciones serán nulas cuando carezcan de alguna de las formalidades esenciales que prevenga la ley, de manera que se cause perjuicio a cualquiera de las partes, así como cuando la ley expresamente determine la nulidad. Ésta no podrá ser invocada por quien dio lugar a ella. La nulidad de una actuación se reclamará, por la parte que la promueva, en la actuación subsecuente en que ésta deba intervenir, y se substanciará conforme al procedimiento previsto para los incidentes no especificados. Cuando se resuelve la nulidad del acto, serán igualmente nulas las actuaciones posteriores al acto anulado que se deriven precisamente de éste.

Artículo 109.- En la etapa de averiguación previa los elementos probatorios que se recaben sólo tendrán valor probatorio para acreditar el cuerpo del delito y hacer probable la responsabilidad del indiciado, salvo en el caso de la prueba anticipada.

Capítulo Segundo

Despacho de los Asuntos

Artículo 110.- El Fiscal durante la averiguación previa y el Juez durante el proceso tienen el deber de mantener el buen orden y de exigir que se les guarde, tanto a ellos como a las demás autoridades, el respeto y la consideración debidos, aplicando en el acto, por las faltas que se cometan, las correcciones disciplinarias que este Código señala.

Artículo 111.- Las fianzas que deban otorgarse ante el Fiscal o ante los tribunales se sujetarán a las disposiciones especiales de este Código y, en su defecto, a las del Código Civil Federal y a la ley Federal de Instituciones de Fianzas.

Artículo 112.- En materia penal no se pagarán costas. El empleado que las cobrare o recibiere, aunque sea a título de gratificación, será destituido de su empleo, sin perjuicio de. que dicha .conducta se denuncie ante el Ministerio Público de la Federación.

Artículo 113.- Todos los gastos que se originen en las diligencias de averiguación previa, en las acordadas por los tribunales a solicitud del Ministerio Público de la Federación, y en las decretadas de oficio por los tribunales, serán cubiertos por el Erario Federal.

Los gastos de las diligencias solicitadas por el imputado o la defensa serán cubiertos por quienes las promuevan. En el caso de que estén imposibilitados para ello y de que el Fiscal estime que son indispensables para el esclarecimiento de los hechos, hará suya la petición de esas diligencias y entonces quedarán también a cargo del Erario Federal.

Artículo 114.- Cuando cambiare el personal del juzgado se deberá proveer un auto haciendo saber a las partes el cambio.

En caso de que el personal de un Tribunal Colegiado o Unitario de Circuito sea el que cambie se deberá hacer saber el cambio a las partes, poniendo al margen de los autos los nombres y apellidos de los servidores públicos que los firmen, salvo que no se tenga que dictar ninguna resolución anterior a la sentencia, caso en el cual sí se deberá hacer saber el cambio de personal, en los términos del párrafo anterior.

Artículo 115.- Cuando en las actuaciones existan elementos que acrediten el cuerpo del delito de que se trate, la autoridad que conozca del asunto dictará las providencias necesarias, a solicitud del interesado, para asegurar sus derechos o restituirlo en el goce de los mismos, siempre que estén legalmente justificados. Si se tratare de cosas, únicamente podrán retenerse, sí fuere necesaria para la debida integración de la averiguación.

Si la entrega del bien pudiera lesionar derechos de terceros o del imputado, la devolución se hará mediante caución bastante para garantizar el pago de los daños y perjuicios. La autoridad que conozca fijará la naturaleza y el monto de la caución, fundando y motivando su determinación, en vista de las circunstancias del caso.

Artículo 116.- Cuando durante el proceso se encontrare que el hecho que se averigua tiene relación con otros hechos constitutivos de delito, o que se siguen otros con los que tuvieren conexión, se dará conocimiento de ello al Ministerio Público de la Federación para que promueva lo que corresponda.

Artículo 117.- Los tribunales dictarán de oficio los trámites y providencias encaminados a que la justicia sea pronta y expedita. Para este fin, las partes podrán solicitar la orientación del tribunal sobre puntos del procedimiento que ante éste se desarrolla, como cómputos, plazos y circunstancias para la promoción y el desahogo de pruebas, y otras cuestiones que aseguren, con plena información para los participantes, la debida marcha del proceso, sin abordar cuestiones de fondo que la autoridad judicial deba resolver en los autos o en la sentencia. La información la darán los jueces en audiencia pública con presencia de las partes.

Los tribunales rechazarán de plano, notificando a las partes sin substanciación alguna, incidentes, recursos o promociones notoriamente frívolas o improcedentes.

Capítulo Tercero

Colaboración Procesal

Artículo 118.- Las diligencias de investigación que deban practicarse fuera del ámbito territorial de competencia de la autoridad actuante, se encargarán a quien corresponda desempeñar esas funciones en el lugar donde deban practicarse, enviándole un oficio en el que se indiquen las investigaciones que deben realizarse.

Artículo 119.- Podrá encomendarse la práctica de diligencias en países extranjeros a los secretarios de legaciones y a los agentes consulares de los Estados Unidos Mexicanos, mediante oficio con las inserciones necesarias.

Artículo 120.- No obstante los artículos precedentes los Agentes de la Policía Federal o los Fiscales podrán trasladarse al lugar que estimen necesario para recabar testimonios y desahogar demás diligencias que sean necesarias para la investigación e incluso podrán realizarlas por teléfono o por cualquier otro medio de comunicación.

Artículo 121.- Cuando tengan que practicarse diligencias judiciales fuera del territorio jurisdiccional del tribunal que conozca del asunto, se encomendará su cumplimiento al de igual categoría del territorio jurisdiccional donde deban practicarse.

Si las diligencias tuvieren que practicarse fuera del lugar de la residencia del tribunal, pero dentro de su territorio jurisdiccional, y aquel no pudiere trasladarse, se encargará su cumplimiento al inferior del mismo fuero, o a la autoridad judicial del orden común del lugar donde deban practicarse.

Se empleará la forma de exhorto cuando se dirija a un tribunal igual en categoría, y de requisitoria cuando se dirija a un inferior.

Al dirigirse los tribunales a los servidores públicos o autoridades que no sean judiciales, lo harán por medio de oficio.

Artículo 122.- Si las diligencias a que se refiere el artículo anterior consisten en la recepción y desahogo de pruebas, a dicha diligencia deberán acudir el Fiscal y la defensa del inculpado.

Las pruebas deberán recibirse y desahogarse en audiencia oral, de conformidad con las disposiciones de este Código.

Artículo 123.- Cuando el tribunal federal requerido no pudiere practicar por sí mismo, en todo o en parte, las diligencias que se le encarguen, podrá encomendar su ejecución al Juez del orden común del lugar donde deban practicarse, remitiéndole el exhorto original o un oficio, con las inserciones necesarias.

Artículo 124.- Cuando el tribunal no pueda dar cumplimiento al exhorto o requisitoria, por hallarse en otra jurisdicción la persona o las cosas que sean objeto de la diligencia, lo remitirá al tribunal del lugar en que aquélla o éstas se encuentren, y lo hará saber al requirente.

El cumplimiento de los exhortos o requisitorias no implica prórroga ni renuncia de competencia.

Artículo 125.- Los exhortos y requisitorias contendrán las inserciones necesarias, según la naturaleza de las diligencias que hayan de practicarse; llevarán el sello del tribunal, e irán firmados por el servidor público correspondiente y por el secretario respectivo o por testigos de asistencia.

Los tribunales requeridos tramitarán los exhortos y requisitorias aun cuando carezcan de alguna formalidad si la ausencia de ésta no afecta su validez o impide el conocimiento de la naturaleza y características de la diligencia solicitada, excepto órdenes de aprehensión y de cateo, las que deben llenar todas las formalidades.

Artículo 126.- La autoridad exhortante para dirigirse a la exhortada, podrá usar la vía telegráfica, telefónica, telefax, el correo, la mensajería, los medios electrónicos o informáticos, expresándose con toda claridad las diligencias que han de practicarse, la parte que las solicitó, el nombre del inculpado, si fuere posible, el delito de que trata, el plazo en el cual deba llevarse a cabo, la motivación y fundamentación de la providencia. En estos casos se asentará constancia de ello en el registro y de ser posible se recabará el acuse, que se agregará al registro previa constancia.

Artículo 127.- El tribunal que recibiere un exhorto o requisitoria extendido en debida forma, procederá a cumplimentarlo en un plazo no mayor de tres días contados a partir de la fecha de su recibo; si por la naturaleza o circunstancia de la diligencia no fuere posible su cumplimentación en el plazo indicado, el tribunal lo resolverá así, determinando o razonando las causas de ello. Si estimare que no concurren en él todos los requisitos legales, lo devolverá al requirente, fundando su negativa dentro del mismo plazo establecido en este artículo.

Cuando un tribunal no atienda un exhorto o requisitoria sin motivo justificado, el que lo haya expedido podrá ocurrir en queja ante el superior de aquél. Recibida la queja, será resuelta dentro del término de tres días, con vista de las constancias del exhorto o requisitoria, de lo que expongan las autoridades contendientes y audiencia del Fiscal.

Artículo 128.- Si el tribunal exhortado estimare que no debe cumplimentar el exhorto por interesarse en ello su jurisdicción, oirá al Fiscal y resolverá dentro de tres días, promoviendo en su caso la competencia respectiva.

Artículo 129.- Se dará entera fe y crédito a los exhortos y requisitorias que libren los tribunales de la Federación, debiendo cumplimentarse siempre que llenen las condiciones fijadas por este Código.

Artículo 130.- Cuando se demore el cumplimiento de un exhorto o requisitoria, se recordará su despacho por medio de oficio. Si a pesar de esto continúa la demora, el tribunal requirente lo pondrá en conocimiento del superior inmediato del requerido, si se trata de exhorto. Dicho superior apremiará al moroso, obligándolo a que diligencie el exhorto y dará vista del caso al Ministerio Público de la Federación, si procede.

Si se tratare de requisitoria y continuare la demora, el tribunal requirente hará uso de los medios de apremio y, si procediere, dará vista al Ministerio Público de la Federación.

Artículo 131.- La resolución dictada por el tribunal requerido no admite recurso alguno.

Artículo 132.- Los exhortos dirigidos a los tribunales extranjeros se remitirán, con aprobación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por la vía diplomática al lugar de su destino. Las firmas de las autoridades que los expidan serán legalizadas por el Presidente o el Secretario General de Acuerdos de aquélla y las de estos servidores públicos por el Secretario de Relaciones Exteriores o el servidor público que él designe.

Artículo 133.- Podrá encomendarse la práctica de diligencias en países extranjeros a los secretarios de legaciones y a los agentes consulares de la República, por medio de oficio con las inserciones necesarias.

Artículo 134.- Los exhortos de los tribunales extranjeros deberán tener, además de los requisitos que indiquen las legislaciones respectivas y los tratados internacionales, la legalización que haga el representante autorizado para atender los asuntos de la República en el lugar donde sean expedidos.

Capítulo Cuarto

Cateos

Artículo 135.- Cuando en la averiguación previa el Fiscal estime necesaria la práctica de un cateo, acudirá a la autoridad judicial competente, o si no lo hubiere a la del orden común, a solicitar por escrito la diligencia, expresando su objeto y necesidad, así como la ubicación del lugar a inspeccionar y persona o personas que han de localizarse o de aprehenderse, y los objetos que se buscan o han de asegurarse a lo que únicamente debe limitarse la diligencia.

Artículo 136.- Al concluir el cateo se levantará acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia.

El acta deberá estar firmada por el Fiscal y los testigos.

La diligencia del cateo deberá ser video grabada por el Fiscal o por los agentes de la Policía por instrucciones de aquél, a efecto de que el video pueda ser ofrecido como prueba en los términos que señala este Código.

Cuando no se cumplan estos requisitos, la diligencia carecerá de todo valor probatorio, sin que sirva de excusa el consentimiento de los ocupantes del lugar.

Artículo 137.- Cuando el Fiscal solicite al Juez una orden de cateo con motivo de la investigación de un delito, dicha petición deberá ser resuelta en los términos de ley, dentro de las veinticuatro horas siguientes de recibida.

Si dentro del plazo antes indicado el Juez no resuelve sobre el pedimento de cateo, el Fiscal podrá recurrir al Tribunal Unitario de Circuito correspondiente para que éste resuelva en un plazo igual.

Cuando el Juez obsequie una orden de aprehensión, deberá también otorgar por separado una autorización de orden de cateo, si procediere, en el caso de que ésta haya sido solicitada por el Fiscal, debiendo especificar el domicilio del indiciado o aquel que se señale como el de su posible ubicación, o bien el del lugar que deba catearse por tener relación con el delito, así como los demás requisitos que señala el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 138.- Las diligencias de cateo se practicarán por el Fiscal, con auxilio de la Policía Federal.

El tribunal que decrete el cateo o el Secretario o Actuario del mismo, podrán intervenir en las diligencias, según se designen en el mandamiento, en este supuesto el resultado de la diligencia gozará de fe pública.

Para ejecutar el cateo podrán romperse cerraduras y utilizar la fuerza pública.

Artículo 139.- La orden de cateo será notificada inmediatamente a quien habita el lugar o al encargado, entregándole una copia.

Si quien habita el lugar o el encargado se resistieran al ingreso o nadie respondiere a los llamados, se hará uso de la fuerza pública para ingresar.

En tal caso, al terminar la diligencia se cuidará que los lugares queden cerrados y de no ser ello posible, inmediatamente se asegurará que otras personas no ingresen en el lugar, debiendo asentar esta circunstancia en la constancia respectiva.

Artículo 140.- Para decretar la práctica de un cateo, bastará la existencia de indicios o datos que hagan presumir fundadamente, que el inculpado a quien se trate de aprehender se encuentra en el lugar en que deba efectuarse la diligencia; o que se encuentran en él los objetos materia del delito, el instrumento del mismo, libros, papeles, archivos electrónicos u otros objetos, que puedan servir para la comprobación del delito o de la responsabilidad del inculpado.

En caso de archivos electrónicos el Fiscal podrá ordenar que se realice una copia forense de los mismos para su análisis posterior, tomándose las medidas necesarias para evitar la alteración de los datos que consten en los mismos.

Artículo 141.- Los cateos deberán practicarse entre las seis y las dieciocho horas, pero si llegadas las dieciocho horas no se han terminado, podrán continuarse hasta su conclusión.

Artículo 142.- Cuando la urgencia del caso lo requiera, podrán practicarse los cateos a cualquier hora, debiendo expresarse esta circunstancia en el mandamiento judicial.

Artículo 143.- Si al practicarse un cateo resultare casualmente el descubrimiento de un delito distinto del que lo haya motivado, se hará constar en el acta correspondiente, siempre que el delito descubierto sea de los que se persiguen de oficio.

Artículo 144.- Para la práctica de un cateo en la residencia o despacho de cualquiera de los poderes federales o de las entidades federativas, el tribunal recabará la autorización correspondiente. Cuando se trate de misiones diplomáticas o consulares en nuestro país, así como los domicilios de los representantes acreditados, se recabará autorización del Jefe de Misión o Embajador.

Artículo 145.- Cuando tenga que practicarse un cateo en buques mercantes extranjeros, se observarán las disposiciones de los tratados de los que México sea parte, las leyes y reglamentos marítimos;

Artículo 146.- Al practicarse un cateo se recogerán los instrumentos y objetos del delito, así como los libros, papeles o cualesquiera otras cosas que se encuentren, si fueren conducentes al éxito de la investigación o estuvieren relacionados con el nuevo delito en el caso previsto en el artículo 143 de este Código.

Se formará un inventario de los objetos que se recojan relacionados con el delito que motive el cateo y, en su caso, otro por separado con los que se relacionen con el nuevo delito.

Artículo 147.- Si el imputado estuviere presente se le mostrarán los objetos recogidos para que los reconozca y ponga en ellos su firma o rúbrica, si fueren susceptibles de ello; y si no supiere firmar, sus huellas digitales. En caso contrario, se unirá a ellos una tira de papel que se sellará en la juntura de los dos extremos y se invitará al imputado a que firme o ponga sus huellas digitales. En ambos casos se hará constar esta circunstancia, así como si no pudiere firmar o poner sus huellas digitales, o se negare a ello.

Capítulo Quinto

Plazos y Términos

Artículo 148.- Los plazos son improrrogables y empezarán a correr desde el día siguiente al de la fecha de la notificación, salvo los casos que este Código señale expresamente.

No se incluirán en los plazos, los sábados, los domingos ni los días inhábiles, a no ser que se trate de autorizar medidas cautelares, poner al imputado a disposición de los tribunales, celebrar la audiencia inicial, o de resolver la procedencia de su sujeción a proceso, o libertad.

Artículo 149.- Los plazos se contarán por días hábiles, excepto los que se refieren a los casos mencionados en la segunda parte del artículo anterior y a cualquier otro que por disposición legal deba computarse por horas, pues éstos se contarán de momento a momento, a partir de la hora que corresponda conforme a la ley.

Los términos se fijarán por día y hora, y salvo los actos a que se refieren el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y otras disposiciones, se precisarán por el tribunal cuando menos con cuarenta y ocho horas de anticipación al día y hora en que se hayan de celebrar las actuaciones a que se refieran.

Artículo 150.- Las resoluciones judiciales que resulten de una audiencia serán pronunciadas en ésta, salvo cuando este Código determine un plazo distinto.

Capítulo Sexto

Citaciones

Artículo 151.- Con excepción de los servidores públicos previstos en el artículo III, párrafos primero y quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda persona está obligada a presentarse ante el Ministerio Público de la Federación o los tribunales cuando sea citada, a menos que no pueda hacerla porque padezca alguna enfermedad que se lo impida, o tenga alguna otra imposibilidad física para presentarse, debidamente acreditada por certificado médico que cumpla con los requisitos de la Ley General de Salud y bajo protesta de decir verdad.

Artículo 152.- Las citaciones podrán hacerse verbalmente o por cédula, o por teléfono, telégrafo, fax, correo, mensajería, medios electrónicos o informáticos, siempre que haya evidencia de su recepción por el interesado, anotándose en cualquiera de esos casos la constancia respectiva en el registro.

La cédula se asentará en papel oficial y deberá ser sellada por el tribunal o el Fiscal que haga la citación.

Artículo 153.- La cédula, el telegrama, el fax, correo electrónico u otra comunicación escrita contendrá:

I. La designación legal de la autoridad ante la que deba presentarse el citado;

II. El nombre, apellido y domicilio del citado si se supieren o en caso contrario, los datos de que se disponga para identificarlo;

III. El día, hora y lugar en que debe comparecer;

IV. El medio de apremio que se empleará si no compareciere, y

V. La firma o la trascripción de la firma del servidor público que ordene la citación.

Artículo 154.- Cuando se haga la citación por cédula, deberá acompañarse a ésta un duplicado en el cual firme el interesado o cualquiera otra persona que la reciba.

Artículo 155.- Cuando la citación se haga por telégrafo, se enviará por duplicado a la oficina que haya de transmitirla, la cual devolverá, con su constancia de recibo, uno de los ejemplares que se agregará al registro.

Artículo 156.- Cuando la citación sea por telefonema, telefax, correo electrónico u otro medio remoto, la transmitirá el Secretario o Actuario de la autoridad que corresponda, quienes harán la citación con las indicaciones a que se refieren las fracciones I y III del artículo 153 de este Código, asentando constancia de ello.

Asimismo podrá ordenarse por los mismos medios a la Policía Federal que haga la citación, cumpliéndose con los requisitos del mismo artículo 153 de este ordenamiento.

Artículo 157.- La citación por los medios a que se refiere el artículo que antecede, se hará a la persona que haya manifestado expresamente su voluntad para que se le cite por ese medio, dando el número de su línea telefónica o dirección de correo electrónico al cual debe notificársele, sin perjuicio de que si no es hallada por ese medio o no se considera conveniente hacerlo de esa manera, se le cite por alguno de los otros medios señalados en este Capítulo.

Artículo 158.- Cuando no se pueda hacer la citación verbalmente, se hará por cédula, la cual será entregada por personal del juzgado o por los auxiliares del Ministerio Público directamente a la persona citada, quien deberá firmar el recibo correspondiente en la copia de la cédula, o bien estampar en ésta su huella digital cuando no sepa firmar; si se negare a hacerlo, el personal comisionado asentará este hecho y el motivo que el citado expresare para su negativa.

Cuando el caso lo permita, podrá enviarse la cédula por correo, en sobre cerrado y sellado, con acuse de recibo.

Artículo 159.- En el caso de citación por cédula, cuando no se encuentre a quien va destinada, se entregará en su domicilio o en el lugar en que trabaje, y en el duplicado, que se agregará al registro, se recogerá la firma o huella digital de la persona que la reciba, o su nombre y la razón. del porqué no firmó o no puso su huella.

Si la persona que recibiere la citación manifestare que el interesado está ausente, dirá dónde se encuentra y desde cuando se ausentó, así como la fecha en que se espera su regreso, y todo esto se hará constar para que el servidor público respectivo dicte las providencias que fueren procedentes.

En los casos a los que se refiere el párrafo precedente de este artículo, y el artículo anterior, el Secretario o Actuario del tribunal o, en su caso, la Policía Federal asentarán en su razón .los datos que hubiere recabado para identificar a la persona a quien hubiese entregado la cédula.

Artículo 160.- La citación a los militares y empleados oficiales, o particulares en alguna rama del servicio público, se hará por conducto del superior jerárquico respectivo, a menos que el éxito de la tramitación requiera que no se haga así.

Artículo 161.- Cuando se ignorare la residencia de la persona que deba ser citada, se encargará a la Policía Federal que averigüe su domicilio y lo proporcione. Si esta investigación no tuviere éxito y quien ordene la citación lo estimare conveniente, podrá hacerlo por medio de un periódico de los de mayor circulación.

Se agregará al registro un ejemplar del periódico en la parte que contiene la inserción, de modo que se identifique el periódico, la fecha de publicación, la sección y página en la que ésta aparece.

Capítulo Séptimo

Notificaciones

Artículo 162.- Las notificaciones se harán a más tardar el día siguiente al en que se dicten las resoluciones que las motiven, con excepción de las que se dicten en audiencia, las cuales se entenderán notificadas personalmente desde el momento en que se pronuncian, asentándose en la constancia correspondiente.

Cuando la resolución entrañe una citación o un término para la práctica de una diligencia, se notificará personalmente con cuarenta y ocho horas de anticipación cuando menos, el día y hora en que se haya de celebrar la actuación o audiencia a que se refiera, debiéndose tomar en cuenta lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 149 de este Código, asistiéndose de intérprete si la persona por notificarse no habla o no entiende suficientemente el idioma español o bien observándose lo dispuesto en el artículo 30 del presente ordenamiento cuando padezca de alguna discapacidad.

Artículo 163.- Las resoluciones contra las cuales proceda el recurso de apelación, y la citación para las audiencias del proceso se notificarán personalmente o por cédula a las partes por conducto del Secretario o Actuario del tribunal.

Las demás resoluciones, con excepción de los autos que ordenen aprehensiones, cateos, providencias precautorias, aseguramientos y otras diligencias análogas respecto de las cuales el tribunal estime que deba guardarse sigilo para el éxito de la investigación, se notificarán al detenido personalmente, al procesado en libertad personalmente o por cédula, a su defensa personalmente o mediante correo electrónico y, a los otros interesados en cualquiera de las formas señaladas en los artículos 156 y 157 de este Código, sin prejuicio de lo dispuesto por el artículo 166 del presente ordenamiento.

Artículo 164.- En los casos a que se refiere la segunda parte del artículo anterior, las resoluciones que deban guardarse en sigilo, solamente se notificarán al Ministerio Público de la Federación. En las demás no será necesaria la notificación personal al inculpado, cuando éste haya autorizado a algún defensor para que reciba las notificaciones que deban hacérsele.

Artículo 165.- Cuando el inculpado tenga varios defensores, designará a uno de ellos para que reciba las notificaciones que correspondan a la defensa, sin perjuicio de que sean notificados alguno o algunos de los demás, si lo solicitaren al tribunal.

Si no se hace esa designación, bastará notificar a cualquiera de los defensores.

Artículo 166.- Los actuarios o secretarios del tribunal que hagan las notificaciones que no sean personales, fijarán diariamente en lugar visible del tribunal una lista de los asuntos acordados, expresando únicamente el número del registro y el nombre del inculpado, y asentarán constancia de ese hecho en los registros respectivos. En los lugares donde hubiere Boletín Judicial de la Federación, la lista se publicará en él.

Si alguno de los interesados desea que se le haga notificación personal, podrá ocurrir a más tardar al día siguiente al en que se fije la lista o se haga la publicación en el Boletín Judicial de la Federación, solicitándola al Actuario o Secretario del tribunal. Si no se presentaran los interesados en ese término, la notificación se tendrá por hecha al tercer día de que se fije la lista en lugar visible del Tribunal o de que se hubiere publicado en el Boletín Oficial.

Artículo 167.- Las personas que intervengan en un proceso, designarán en la primera diligencia un domicilio ubicado en el lugar, así como una dirección de correo electrónico de ser posible, para recibir notificaciones. Si por cualquier circunstancia no hacen la designación, cambian de domicilio o cuenta sin dar aviso al tribunal o señalan uno falso, la notificación se les hará aún cuando deba ser personal, en la forma que establece el artículo anterior.

Artículo 168.- Las notificaciones personales se harán en el tribunal, o en el domicilio designado. Si no se encuentra al interesado en el domicilio, se le dejará con cualquiera de las personas que allí residan, una cédula que contendrá: nombre del tribunal que la dicte, causa en la cual se dicta, trascripción, en lo conducente, de la de resolución que se le notifique, día y hora en que se hace dicha notificación y persona en poder de la cual se deja, expresándose, además, el motivo por el cual no se hizo en persona al interesado.

Si el que deba ser notificado se niega a recibir al servidor público encargado de hacer la notificación, o las personas que residen en el domicilio se rehúsan a recibir la cédula, o no se encuentra a nadie en el lugar, se fijará la cédula en la puerta de entrada.

Las notificaciones hechas por fax, teléfono, correo electrónico u otro medio remoto, se tendrán por hechas dentro de las veinticuatro horas siguientes a que se hubieren realizado por el Actuario o Secretario de tribunal.

Artículo 169.- Si se probare que no se hizo una notificación decretada, o que se hizo en contravención de lo dispuesto en este Capítulo, el encargado de hacerla será responsable de los daños y perjuicios que ocasione la falta y se procederá en su contra, si obró con dolo. En caso contrario, se le impondrá alguna corrección disciplinaria.

Artículo 170.- Si a pesar de no haberse hecho la notificación en la forma que este Código previene, la persona que debe ser notificada se muestra sabedora de la providencia, se tendrá por hecha la notificación.

Artículo 171.- Las notificaciones hechas contra lo dispuesto en este Capítulo serán nulas, excepto en el caso del artículo anterior.

Capítulo Octavo

Correcciones Disciplinarias y Medios de Apremio

Artículo 172.- Son correcciones disciplinarias y sólo pueden ser aplicadas por el Juez las siguientes:

I. Apercibimiento;

II. Multa por el equivalente entre uno y cien días multa. Tratándose de jornaleros, obreros y trabajadores la multa no deberá exceder de un día de salario y tratándose de trabajadores no asalariados el de un día de ingreso;

III. Arresto hasta por treinta y seis horas, y

IV. Suspensión.

La suspensión sólo se podrá aplicar a servidores públicos, con la duración prevista por la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos.

Artículo 173.- Contra cualquier providencia en que se imponga alguna corrección disciplinaria, se oirá al interesado, si lo solicita dentro de las veinticuatro horas siguientes a las que tenga conocimiento de ella.

En vista de lo que manifieste el interesado, el servidor público que la hubiere impuesto resolverá desde luego lo que estime procedente.

Artículo 174.- El Fiscal en la averiguación previa, y los tribunales, podrán emplear, para hacer cumplir sus determinaciones, los siguientes medios de apremio:

I. Multa por el equivalente a entre uno y cien días multa, vigente en el momento y lugar en que se realizó la conducta que motivó el medio de apremio. Tratándose de jornaleros, obreros y trabajadores la multa no deberá exceder de un día de salario y tratándose de trabajadores no asalariados el de un día de ingreso;

II. Auxilio de la fuerza pública, y

III. Arresto hasta por treinta y seis horas.

El Fiscal podrá ordenar la presentación del indiciado, de los testigos y de los peritos a la Policía Federal, para que estén en aptitud de ejercer sus derechos o cumplan con sus obligaciones.

Artículo 175.- El Fiscal puede imponer a los integrantes de la Policía Federal medios de apremio por el incumplimiento de sus instrucciones, sin perjuicio de las sanciones previstas en las disposiciones orgánicas, administrativas o penales correspondientes.

Capítulo Noveno

Ejercicio de la Acción Penal y Consignación

Artículo 176.- El Fiscal reunirá los elementos que acrediten el cuerpo del delito de que se trate y que hagan probable la responsabilidad penal del indiciado, como base del ejercicio de la acción penal; y la autoridad judicial, a su vez, examinará si los elementos son suficientes para presumir ambos requisitos.

Artículo 177.- Por cuerpo del delito se entiende el conjunto de los elementos objetivos o externos que constituyen la materialidad del hecho que la ley señale como delito, así como los normativos, en el caso de que la descripción típica lo requiera.

La probable responsabilidad del indiciado existirá cuando, de los elementos existentes, se deduzca su intervención en el posible delito como autor o partícipe.

El cuerpo del delito de que se trate y la probable responsabilidad penal se acreditarán por cualquier medio que no esté prohibido por la ley.

Artículo 178.- En el ejercicio de la acción penal, corresponde al Fiscal:

I. Promover la incoación del proceso penal;

II. Solicitar las órdenes de comparecencia para la audiencia inicial, las de aprehensión y las de presentación que sean procedentes;

III. Pedir el aseguramiento precautorio de bienes para los efectos de la reparación del daño;

IV. Rendir las pruebas de la existencia de los delitos y de la responsabilidad de los inculpados;

V. Pedir la aplicación de las sanciones respectivas, especialmente la reparación del daño;

VI. Aplicar criterios de oportunidad de conformidad con las disposiciones legales aplicables;

VI. Solicitar la suspensión condicional del proceso;

VII. Desistirse de la acción penal en cualquier etapa del proceso en los casos que la ley lo permite;

VIII. En general, hacer todas las promociones que sean conducentes a la tramitación regular de los procesos, y
IX. Las demás que señalen las leyes.

Artículo 179.- Una vez que el Fiscal determine el ejercicio de la acción penal en contra del indiciado consignará el asunto ante el Juez de Distrito competente mediante un pedimento escrito en el que deberá expresar lo siguiente:

I. La fundamentación y motivación del cuerpo del delito. Para ello deberá citar lo siguiente:
a) Los fundamentos legales que prevean el tipo penal en cuestión, debiendo desglosar los elementos objetivos o materiales y, en su caso, los normativos que integran el mismo.

b) Los hechos concretos, considerados en forma impersonal, que considera actualizan los elementos señalados en la fracción anterior, debiendo citar con toda precisión las circunstancias de tiempo, modo y lugar de ejecución de tales hechos.

c) Las pruebas con las que se acreditan los hechos previstos en el inciso que antecede. Para tal efecto, bastará únicamente con que cite los datos que permitan identificar tales fuentes y haga constar, bajo protesta de decir verdad, una breve síntesis de la información conducente obtenida de cada una de dichas fuentes.

II. La fundamentación y motivación de la probable responsabilidad del inculpado en el hecho considerado delictivo, señalando las pruebas con las que se haga probable la misma, para lo cual bastará únicamente con que cite los datos que permitan identificar tales pruebas y haga constar, bajo protesta de decir verdad, una breve síntesis de la información conducente obtenida de cada una de las mismas;

III. La inexistencia de una causa extintiva de la acción penal;

IV. La solicitud de la orden de aprehensión, presentación o comparecencia, y

V. En su caso, la solicitud de la suspensión condicional del proceso.

Artículo 180.- Para el libramiento de la orden de aprehensión, los tribunales se ajustarán a lo previsto en el segundo párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el 183 del presente Código.

Artículo 181.- El Juez al dictar la orden de aprehensión, presentación o comparecencia deberá de hacer un pronunciamiento sobre la posible responsabilidad civil del inculpado, a efecto de que en caso de que la misma no sea cumplimentada, la víctima u ofendido pueda acudir en vía ejecutiva civil a reclamar la reparación del daño.

Artículo 182.- El Juez podrá decretar el embargo precautorio a solicitud del Fiscal, de la víctima o del ofendido al momento de dictar alguna de las órdenes a las que hace referencia el artículo anterior.

Para los efectos del artículo 407 del Código Federal de Procedimientos Civiles, la orden de aprehensión, presentación o comparecencia se considera título ejecutivo, respecto de la responsabilidad civil del inculpado.

En caso de que el inculpado sea absuelto en la causa penal y el Juez se pronuncie sobre la inexistencia de la responsabilidad civil del inculpado, la víctima u ofendido deberá de resarcir al inculpado el monto de la reparación del daño que percibió con motivo de la tramitación del juicio ejecutivo civil.

Para los efectos del párrafo anterior el Fideicomiso para la Reparación del Daño a las Víctimas del Delito será responsable subsidiario en caso de que la víctima u ofendido sea insolvente para resarcir al inculpado, para ello la sentencia absolutoria será considera como título ejecutivo, para efectos del artículo 407 del Código Federal de Procedimientos Civiles.

Artículo 183.- Cuando estén reunidos los requisitos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el tribunal librará orden de aprehensión, reaprehensión, comparecencia o presentación, según el caso, contra el indiciado o inculpado, a pedimento del Fiscal.

La resolución respectiva contendrá una relación sucinta de los hechos que la motiven, sus fundamentos legales y la clasificación provisional que se haga de los hechos delictuosos, y se transmitirá inmediatamente al Ministerio Público para que éste ordene a la Policía Federal su ejecución.

Artículo 184.- Cuando se trate de la aprehensión de alguna persona cuyo paradero se ignore, el tribunal que dicte la orden, la comunicará al Fiscal a fin de que la Policía Federal o los auxiliares de éste, localicen y aprehendan a dicha persona.

Artículo 185.- Siempre que se lleve a cabo una aprehensión en virtud de orden judicial los auxiliares del Ministerio Público de la Federación deberán poner al aprehendido, sin demora alguna, a disposición del tribunal respectivo, informando a éste acerca de la fecha, hora y lugar en que se efectuó, y dando a conocer al aprehendido el derecho que tiene para designar defensor.

Se entenderá que el inculpado queda a disposición del juzgador, para los efectos constitucionales y legales correspondientes, desde el momento en que el Ministerio Público de la Federación con auxilio de la Policía Federal, en cumplimiento de la orden respectiva, lo ponga a disposición de aquél en el local de los Tribunales, interno en un centro de detención preventiva o en el centro de salud, según corresponda. El Secretario del Juez, el encargado del reclusorio o del centro de salud asentará en el documento relativo a la orden de aprehensión ejecutada, que le presente la Policía Federal, el día y hora de la recepción del detenido.

Artículo 186.- Procede el internamiento en un centro de detención preventiva sólo en delitos considerados como graves por este Código. En el supuesto de delitos no graves el Fiscal lo pondrá a disposición físicamente ante la presencia del Juez.

Lo previsto en el párrafo anterior, se observará tanto en la ejecución de órdenes de aprehensión como en las consignaciones con detenido.

Artículo 187.- Las personas que se encuentren internas en centros de reclusión de alta seguridad, podrán ser trasladadas a otro centro, hospital, oficina o cualquier lugar, notificándolo al Fiscal y a su defensor.

Artículo 188.- Los miembros de la policía o de las Fuerzas Armadas Mexicanas, que estuvieren detenidos o sujetos a prisión preventiva deberán sufrir ésta en las

prisiones especiales, si existieren, o en su defecto en las comunes. Lo anterior, no será aplicable para los miembros de las Fuerzas Armadas Mexicanas que se encuentren en dicha situación por estárseles siguiendo un proceso penal por la comisión de un delito contra la salud, en cualquiera de sus modalidades.

No podrán considerarse prisiones especiales los cuarteles u oficinas.

Artículo 189.- Si por datos posteriores el Fiscal estimare que ya no es procedente una orden de aprehensión, o que debe reclasificarse la conducta o hecho por los cuales se hubiese ejercitado la acción, y la orden no se hubiera ejecutado aún, pedirá su cancelación o hará la reclasificación. Este acuerdo deberá constar en el

registro. La cancelación no impide que continúe la averiguación, y que posteriormente vuelva a solicitarse orden de aprehensión, si procede, salvo que por la naturaleza del hecho en el que la cancelación se funde, deba sobreseerse el proceso. En los casos a los que se refiere este artículo, el Juez resolverá de plano.

Artículo 190.- Cuando se ejecute una orden de aprehensión dictada contra persona que maneje fondos públicos, se tomarán las providencias necesarias para que no se interrumpa el servicio y se haga entrega de los fondos, valores y documentos que tenga en su poder el inculpado, dictándose entre tanto las medidas preventivas que se juzguen oportunas para evitar que se substraiga a la acción de la justicia.

Artículo 191.- Al ser aprehendido un empleado o servidor público o un miembro de las Fuerzas Armadas Mexicanas, se comunicará la detención sin demora al superior jerárquico respectivo. También será notificado dicho superior jerárquico cuando el empleado o servidor público o el miembro de las Fuerzas Armadas Mexicanas, se le decrete sujeción a proceso y cuando se le dicte sentencia definitiva, ya sea condenatoria o absolutoria en cualquiera de sus formas, remitiéndole el  juzgador copia certificada de la misma.

Artículo 192.- Cuando deba aprehenderse a un servidor público o a un particular que en ese momento esté trabajando en un servicio público, se procurará que éste no se interrumpa, tomándose las providencias necesarias a fin de que el inculpado no se fugue entre tanto se obtiene su relevo.

Artículo 193.- Para la aprehensión de servidores públicos federales o locales se procederá de acuerdo con lo que dispongan la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y las leyes orgánicas y reglamentarias respectivas, sin perjuicio de adoptar las medidas conducentes para evitar que el inculpado se sustraiga a la acción de la justicia. Si aquél intenta hacerlo, lo evitará la autoridad encargada de su vigilancia y solicitará inmediatamente instrucciones a quien esté conociendo del asunto o deba expedir la autorización, ajustándose a las órdenes que de estos órganos reciba.

Capítulo Décimo

Diligencias Especiales

Artículo 194.- Cuando se trate de lesiones externas, éstas serán objeto de inspección con asistencia de peritos médicos, describiéndolas pormenorizadamente y se recabará dictamen de aquellos peritos, las cuales serán descritas y clasificadas en orden a su naturaleza, gravedad, consecuencias y cualquier otra circunstancia atendible para ese fin.

Artículo 195.- En el caso de lesiones internas, envenenamiento u otra enfermedad proveniente del delito, además de cualesquiera otras diligencias que resulten procedentes, se practicará inspección haciéndose constar las manifestaciones exteriores que presentare la víctima y se recabará el dictamen pericial en que se expresarán los síntomas que presente, si existen esas lesiones y si han sido producidas por una causa externa. En caso de no existir manifestaciones exteriores, se hará constar esta circunstancia, agregándose el dictamen pericial.

Artículo 196.- Si se tratare de homicidio, además de otras diligencias que sean procedentes, se practicará la inspección del cadáver, describiéndolo minuciosamente y se recabará el dictamen de los peritos médicos, quienes practicarán la necropsia y expresarán a detalle el estado que guarde el cadáver y las causas que originaron la muerte. Si hubiere sido sepultado, se procederá a su exhumación.

Solamente podrá dejarse de practicar la autopsia cuando el Fiscal o el Juez, en su caso, estimen que no es necesaria.

Cuando el cadáver no se encuentre, o por otro motivo no se haga la necropsia, bastará que los peritos, en vista de los datos que obren en el registro declaren que la muerte fue resultado de las lesiones inferidas.

Artículo 197.- En los casos de aborto, además de las diligencias mencionadas en el artículo anterior, así como de cualesquiera otras que resulten pertinentes, los peritos médicos también reconocerán a la madre, describirán las lesiones que presente y dictaminarán sobre la causa del aborto. Expresarán la edad de la víctima y todo aquello que pueda servir para fijar la naturaleza del delito.

Artículo 198.- Cuando a juicio del Fiscal sea necesario tomar muestras de fluidos, tejidos, huellas u otros similares del imputado de un delito y éste se oponga, el Fiscal podrá solicitar al Juez la orden correspondiente, la cual debe ser resuelta dentro de las veinticuatro horas siguientes a que el Juez acuerde la petición.

En la orden respectiva, el Juez, deberá de señalar expresamente el tipo de muestras y las cantidades de las mismas que se deben recabar.

El Fiscal podrá aplicar los medios de apremio que estime necesarias para cumplimentar la orden judicial a la que se refiere el párrafo anterior.

Artículo 199.- Tratándose del delito a que se refiere la fracción 11 del artículo 368 del Código Penal Federal, cuando, sin previo contrato con una empresa de energía eléctrica, de gas, o de cualquier fluido, se encuentre conectada una instalación particular a las tuberías o líneas de la empresa respectivas, o a cualquier tubería o líneas particulares conectadas a las tuberías o líneas de dicha empresa, en la inspección que se practique, con asistencia de peritos en la materia, se harán constar estas circunstancias y se recabará el dictamen pericial que las describa y además precise la naturaleza del fluido de que se trate y cuantifique, en lo posible, la cantidad de fluido que haya sido consumido mediante la conexión de que se trate.

Artículo 200.- Para la comprobación de los delitos relacionados con la industria petrolera nacional y con el servicio público de energía eléctrica previstos en los artículos 185, 253 fracción I inciso i); 254 fracciones VII y VIII, 254 ter, 368 fracciones II y III del Código Penal Federal, se presumirá la propiedad federal, salvo prueba en contrario.

Para la acreditación de la propiedad federal, no se exigirá la presentación de factura o escritura pública o la inscripción en el registro público.

Artículo 201.- Cuando tratándose de delito de ataques a las vías de comunicación, no fuere posible practicar inspección porque para evitar perjuicios al servicio público haya sido necesario repararlas inmediatamente, se practicará inspección de las huellas u otros signos que constituyan posibles indicios de la existencia del hecho incriminado y de la antigüedad y extensión de la reparación, además de recabarse facturas u otros documentos relativos a ella y cualesquiera otras pruebas a las que se pueda tener acceso.

Artículo 202.- Para acreditar el cuerpo del delito y hacer probable la responsabilidad del indiciado, el Ministerio Público gozará de la acción más amplia para emplear los medios de investigación que estime conducentes según su criterio, aunque no sean de los que menciona la ley, siempre que estos medios no sean contrarios a Derecho.

Los requerimientos que formule el Fiscal General de la Federación, o el servidor público en quien delegue esta facultad, o la autoridad judicial, en su caso, de documentos o información relativa al sistema financiero, se harán a las entidades que integran el sistema financiero dando aviso a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, a la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, o a la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro, según corresponda.

En estos casos, las entidades que integran el sistema financiero no podrán abstenerse de proporcionar la información o documentación que les sea requerida.

No se procederá penalmente en contra de los empleados y servidores públicos de las instituciones que integran el sistema financiero, de las personas que en términos de ley estén obligados a reportar operaciones que realicen con sus clientes o usuarios, y de los servidores públicos que por razón de su empleo, cargo, comisión o puesto conozcan o hayan recibido la información o documentos cuando la proporcionen al Fiscal General de la Federación o al servidor público en quien se delegue la facultad señalada en el párrafo anterior, o a la autoridad judicial en su caso.

Los requerimientos de información o documentos de naturaleza Fiscal, se harán por conducto de la Unidad Administrativa de la Secretaría de Hacienda y Crédito

Público que determine el titular de dicha Secretaría, la cual para tales efectos, deberá ejercer las facultades de fiscalización, que le confieren las leyes, cuando así le sea solicitado.

La información y documentos así obtenidos sólo podrán ser utilizados en la investigación y para efectos del proceso penal, debiéndose guardar la más estricta confidencialidad. Al servidor público que quebrante la reserva de las actuaciones o proporcione copia de ellas o de los documentos que obran en la averiguación, se le sujetará al procedimiento de responsabilidad administrativa y penal, según corresponda.

Artículo 203.- Las diligencias del Ministerio Público y las practicadas por los tribunales del orden común que pasen al conocimiento de los federales, no se repetirán por éstos para que tengan validez, sin .perjuicio de lo dispuesto en el artículo 52 de este Código.

La nulidad y los recursos planteados contra las resoluciones de los tribunales comunes a que se refiere este artículo, cuando actúen en los términos de la fracción VI del artículo 1° de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, serán resueltos conforme a lo establecido en este Código, por el tribunal federal que corresponda.

Artículo 204.- El Fiscal, el ofendido o sus legítimos representantes solicitarán al Juez, y éste dispondrá en audiencia pública con la presencia del imputado, salvo que éste se haya sustraído a la acción de la justicia, y su defensor, el embargo precautorio de los bienes en que pueda hacerse efectiva la reparación de daños y perjuicios. Tomando en cuenta la probable cuantía de éstos, según los datos que arrojen las constancias procesales, se negará el embargo o se levantará el efectuado, cuando el imputado u otra persona en su nombre otorguen caución bastante, a juicio del órgano jurisdiccional, para asegurar la satisfacción de la responsabilidad de los daños y perjuicios causados.

Para los efectos de este artículo, se resolverá y diligenciará el embargo, notificando de inmediato al indiciado sobre la medida precautoria dictada, para desahogar la audiencia prevista en el párrafo anterior.

Se entiende que el imputado se encuentra sustraído a la acción de la justicia a partir del momento en que se dicta en su contra orden de aprehensión o reaprehensión y hasta en tanto se ejecuta ésta, o en su caso, desde que se incumple la orden de presentación o comparecencia y hasta en tanto se ejecuta ésta.

Artículo 205.- Cuando en un asunto penal sea necesario comprobar un derecho civil, se hará esto por cualquier medio de prueba en el curso del proceso hasta antes que se declare cerrado el debate en Ia audiencia principal del proceso.

Capítulo Décimo Primero 

Aseguramiento, Decomiso y Abandono de Bienes

Artículo 206.- Los instrumentos, objetos o productos del delito, así como los bienes en que existan huellas o pudieran tener relación con éste, serán asegurados a fin de que no se alteren, destruyan o desaparezcan.

El Fiscal y, en su caso, la Policía Federal deberán de tomar las medidas necesarias para que los objetos o productos del delito sean correctamente embalados y sellados, y tendrán la obligación de estar presentes hasta el momento en que sean depositados en el lugar que al efecto se designe.

En las diligencias que se requieran llevar a cabo de o con los objetos o productos asegurados deberá estar presente el Fiscal o la Policía Federal por instrucciones de aquél, a efecto de asegurar la continuidad de la cadena de custodia.

La administración de los bienes asegurados se realizará de conformidad con la ley de la materia.

Las autoridades que actúen en auxilio del Ministerio Público, pondrán inmediatamente a disposición del Fiscal, los bienes a que se refiere el primer párrafo de este artículo. El Fiscal, al momento de recibir los bienes, resolverá sobre su aseguramiento.

Cuando se trate de plantíos de marihuana, papaver somniferum o adormidera, u otros estupefacientes, previa autorización del Fiscal, la Policía Federal, con el auxilio del Ejército, Fuerza Aérea o la Armada de México, e incluso de autoridades estatales y municipales procederán a la destrucción de aquéllos, levantando un acta en la que se haga constar: el área del cultivo, cantidad o volumen del estupefaciente, debiéndose recabar muestras del mismo para que obren en la averiguación previa que al efecto se inicie.

Cuando se aseguren estupefacientes o psicotrópicos, el Fiscal acordará su destrucción, recabando la constancia correspondiente, si esta medida es procedente, previa la inspección de las sustancias, en la que se determinará la naturaleza, el peso y las demás características de éstas. Se conservará una muestra representativa suficiente para las diligencias de inspección reconocimiento y la elaboración de los dictámenes periciales que hayan de producirse en la averiguación. previa o en el proceso, según el caso.

El Fiscal tiene la obligación de dar aviso a la autoridad sanitaria sobre el aseguramiento de los narcóticos previstos en los artículos 239 y 254 bis de la Ley General de Salud, para que manifieste su interés en alguna de las substancias, en un término no mayor de cinco días naturales.

En caso de que la autoridad sanitaria no manifieste su consentimiento en tiempo o comunique que no tiene interés en las sustancias, el Fiscal procederá a ordenar su destrucción.

Artículo 207.- Al realizar el aseguramiento, el Fiscal con el auxilio de la Policía Federal, o bien los actuarios y demás funcionarios que designe la autoridad judicial para practicar la diligencia, según corresponda, deberán:

I. Levantar acta que incluya inventario con la descripción y el estado en que se encuentren los bienes que se aseguren;

II. Identificar los bienes asegurados con sellos, marcas, cuños, fierros, señales u otros medios adecuados;

III. Proveer las medidas conducentes e inmediatas para evitar que los bienes asegurados se destruyan, alteren o desaparezcan;

IV. Solicitar que se haga constar el aseguramiento en los registros públicos que correspondan de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 211 de este Código, y

V. Una vez que hayan sido satisfechos los requisitos anteriores, poner los bienes a disposición de la autoridad competente para su administración, dentro de las setenta y dos horas siguientes, en la fecha y los lugares que previamente se acuerden con dicha autoridad, de conformidad con las disposiciones aplicables. 

La autoridad que inicie el acto de aseguramiento está obligada a concluirlo en los términos previstos por este Capítulo. 

Los bienes asegurados o abandonados durante la averiguación previa o el proceso penal, que puedan ser objeto de prueba, serán administrados por el Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, de conformidad con la legislación aplicable, sin perjuicio de que el Fiscal o el Juez retenga todos o una muestra de ellos para efectos de realizar las actuaciones y los dictámenes periciales a que haya lugar. 

Para efectos del párrafo anterior, se entenderá que los bienes retenidos se encuentran a disposición del Servicio de Administración y Enajenación de Bienes en el lugar donde los peritos lleven a cabo los peritajes y los peritos serán considerados depositarios de los bienes para los efectos correspondientes, quienes deberán entregar los bienes al Servicio de Administración y Enajenación de Bienes inmediatamente después de emitir su dictamen, salvo que los bienes se consuman con motivo del desahogo de la diligencia. 

Artículo 208.- Cuando la autoridad judicial o el Fiscal decreten el aseguramiento, deberán notificar al interesado o a su representante legal, dentro de los sesenta días naturales siguientes a su ejecución, entregando o poniendo a su disposición, según sea el caso, una copia certificada del acta a que se refiere la fracción I del artículo anterior, para que manifieste lo que a su derecho convenga. 

En dicha notificación se apercibirá al interesado o a su representante legal para que no enajene o grave los bienes asegurados, sin perjuicio de que el juez pueda decretar el embargo precautorio para la reparación del daño, posteriormente al aseguramiento. 

En la notificación deberá apercibirse al interesado o a su representante legal, que de no manifestar lo que a su derecho convenga en un término de noventa días naturales siguientes al de la notificación; los bienes causarán abandono a favor del Gobierno Federal. 

Artículo 209.- Las notificaciones a que se refiere este Capítulo se practicarán como sigue: 

I.
Personalmente, con el interesado o su representante legal, de conformidad con las reglas siguientes: 

a)
La notificación se practicará en el domicilio del interesado. En caso de que el interesado se encuentre privado de su libertad, la notificación personal se hará en el lugar donde se encuentre detenido; 

b) 
El notificador deberá cerciorarse del domicilio, entregar copia de la resolución que se notifique y recabar nombre y firma de la persona con quien se entienda la diligencia, asentando los datos del documento oficial con el que se identifique de los medios por los cuales se cercioró del domicilio. 

Asimismo, se deberán asentar en el acta de notificación, los datos de identificación del servidor público que la practique; 

c) 
De no encontrarse la persona en la primera notificación, se le dejará citatorio 
en el domicilio designado para que espere al notificador al día hábil siguiente, 


en la hora determinada en el citatorio, y de no encontrarse la persona o de 
negarse a recibir la notificación, se fijará instructivo en un lugar visible del 
domicilio, señalando el notificador tal circunstancia en el acta de notificación, 
y 

d) 
En todos los casos deberá levantarse acta circunstanciada de la diligencia 
que se practique. 

II. 
Por edictos, cuando se desconozca la identidad o domicilio del interesado, en 


cuyo caso se publicará por una sola ocasión en el Diario Oficial de la 
Federación y en un periódico de circulación nacional. Los edictos deberán 
contener un resumen de la resolución por notificar. 

Las notificaciones personales surtirán efectos el día en que hubieren sido practicadas y las efectuadas por edictos el día de su publicación. 

El interesado deberá señalar domicilio para oír y recibir notificaciones. 

Los plazos establecidos en este Capítulo empezarán a correr el día siguiente a aquél en que haya surtido efectos la notificación respectiva. 

Artículo 210.- Cuando los bienes que se aseguren hayan sido previamente embargados, intervenidos, secuestrados o asegurados, se notificará el nuevo aseguramiento a las autoridades que hayan ordenado dichos actos. Los bienes continuarán en custodia de quien se haya designado para ese fin, y a disposición de la autoridad judicial o del Ministerio Público para los efectos del procedimiento penal. 

De levantarse el embargo, intervención, secuestro o aseguramiento previos, quien los tenga bajo su custodia, los entregará a la autoridad competente para efectos de su administración. 

Los bienes asegurados no podrán ser enajenados o gravados por sus propietarios, depositarios, interventores o administradores, durante el tiempo que dure el aseguramiento en el procedimiento penal, salvo los casos expresamente señalados por las disposiciones aplicables. 

El aseguramiento no implica modificación alguna a los gravámenes existentes con anterioridad sobre los bienes. 

Artículo 211.- Se hará constar en los registros públicos que correspondan, de conformidad con las disposiciones aplicables: 

I.
El aseguramiento de bienes inmuebles, derechos reales, aeronaves, embarcaciones, empresas, negociaciones, establecimientos, acciones, partes sociales, títulos bursátiles y cualquier otro bien o derecho susceptible de registro o constancia, y 

II.
El nombramiento del depositario, interventor o administrador, de los bienes a que se refiere la fracción anterior. 

El registro o su cancelación se realizarán sin más requisito que el oficio de la autoridad judicial o del Ministerio Público. 

Artículo 212.- A los frutos o rendimientos de los bienes durante el tiempo del aseguramiento, se les dará el mismo tratamiento que a los bienes asegurados que los generen. 

Artículo 213.- El aseguramiento de bienes no implica que éstos entren al erario público federal. 

Artículo 214.- La moneda nacional o extranjera que se asegure, embargue o decomise, será administrada por el Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, quien deberá depositarla en la Tesorería de la Federación. 

Los términos y condiciones de esos depósitos serán determinados por la Tesorería de la Federación. 

En caso de billetes o piezas metálicas que por tener marcas, señas u otras características, sea necesario conservar para fines de la averiguación previa o el proceso penal, la autoridad judicial o el Fiscal así lo indicará al Servicio de Administración y Enajenación de Bienes para que éste los guarde y conserve en el estado en que los reciba. En estos casos, los depósitos no devengarán intereses. 

Artículo 215.- La autoridad judicial o el Fiscal que asegure depósitos, títulos de crédito y, en general, cualesquiera bienes o derechos relativos a operaciones, que las instituciones financieras establecidas en el país celebren con sus clientes, dará aviso inmediato a la autoridad encargada de la administración de los bienes asegurados y a las autoridades competentes, quienes tomarán las medidas necesarias para evitar que los titulares respectivos realicen cualquier acto contrario al aseguramiento. 

Artículo 216.- Las especies de flora y fauna de reserva ecológica que se aseguren, serán provistas de los cuidados necesarios y depositadas en zoológicos 

o en instituciones análogas, considerando la opinión de la Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Naturales. 

Artículo 217.- Las obras de arte, arqueológicas o históricas que se aseguren, serán provistas de los cuidados necesarios y depositadas en museos, centros o instituciones culturales, considerando la opinión de la Secretaría de Educación Pública. 

Artículo 218.- Tratándose de delitos culposos ocasionados con motivo del tránsito de vehículos; éstos se entregarán en depósito al conductor o a quien se legitime como su propietario o poseedor. 

Artículo 219.- Los inmuebles que se aseguren podrán quedar en posesión de su propietario, poseedor o de alguno de sus ocupantes, siempre y cuando no se afecte el interés social ni el orden público. Quienes queden en posesión de los inmuebles no podrán enajenarlos ni gravarlos, y en caso de que generen frutos o productos, estarán obligados en los términos de los artículos 12 y 15 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público. En todo caso, se respetarán los derechos legítimos de terceros. 

Artículo 220.- El aseguramiento no será causa para el cierre o suspensión de actividades de empresas, negociaciones o establecimientos con actividades lícitas. 

Artículo 221.- La devolución de bienes asegurados procede en los casos siguientes: 

I. 
En la averiguación previa, cuando el Fiscal resuelva el no ejercicio de la acción penal, la reserva, o se levante el aseguramiento, de conformidad con las disposiciones aplicables, y 

II.
Durante el proceso, cuando la autoridad judicial no decrete el decomiso o levante el aseguramiento, de conformidad con las disposiciones aplicables. 

Artículo 222.- Cuando proceda la devolución de bienes asegurados, éstos quedarán a disposición de quien acredite tener derecho a ellos. La autoridad judicial o el Fiscal notificarán su resolución al interesado o al representante legal dentro de los treinta días siguientes, para que en el plazo de tres meses a partir de la notificación se presente a recogerlos, bajo el apercibimiento que de no hacerlo los bienes causarán abandono a favor del Gobierno Federal. 

Cuando se haya hecho constar el aseguramiento de los bienes en los registros públicos, la autoridad judicial o el Fiscal ordenarán su cancelación. 

Artículo 223.- La devolución de los bienes asegurados incluirá la entrega de los frutos que, en su caso, hubieren generado. 

La devolución de numerario comprenderá la entrega del principal y de sus rendimientos durante el tiempo en que haya sido administrado, a la tasa que cubra la Tesorería de la Federación por los depósitos a la vista que reciba. 

El Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, al devolver empresas, negociaciones o establecimientos, rendirá cuentas de la administración que hubiere realizado a la persona que tenga derecho a ello, y le entregará los documentos, objetos, numerario y, en general, todo aquello que haya comprendido la administración. 

Previo a la recepción de los bienes por parte del interesado, se dará oportunidad a éste para que revise e inspeccione las condiciones en que se encuentren los mismos, a efecto de que verifique el inventario a que se refiere el artículo 25 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público y, en su caso, se proceda conforme a lo establecido por el artículo 28 del mismo ordenamiento. 

Artículo 224.- Cuando se determine por la autoridad competente la devolución de los bienes que hubieren sido previamente enajenados de conformidad con la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público o exista la imposibilidad de devolverlos, dicha devolución se tendrá por cumplida entregando el valor de los bienes al realizarse el aseguramiento más los rendimientos correspondientes, calculados a la tasa referida en el artículo 223 de este Código. 

Artículo 225.- La autoridad judicial, mediante sentencia en el proceso penal correspondiente, podrá decretar el decomiso de bienes, con excepción de los que hayan causado abandono en los términos de este Código. 

Artículo 226.- Los recursos que se obtengan por la enajenación de los bienes decomisados en procesos penales federales, a que se refiere la fracción I del artículo 1 de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público, así como por la enajenación de sus frutos y productos, serán entregados conforme a lo dispuesto en el artículo 89 de la citada Ley, en partes iguales, al Poder Judicial de la Federación, a la Fiscalía General de la Federación, a la Secretaría de Salud y al Fideicomiso para la Reparación del Daño a las Víctimas del Delito. 

Los recursos que correspondan a la Secretaría de Salud deberán destinarse a programas de prevención y rehabilitación de fármaco dependientes. 

Artículo 227.- Siempre que sea necesario tener a la vista alguna de las cosas a que se refieren los artículos anteriores, se iniciará la diligencia haciendo constar si se encuentra en el mismo estado en que estaba al ser asegurada. Si se considera que ha sufrido alteración voluntaria o accidental, se expresarán los signos o señales que la hagan presumir. 

Para los efectos del párrafo anterior el Fiscal o el Juez solicitarán al Servicio de Administración y Enajenación de Bienes que ponga los bienes asegurados o abandonados a la vista de la autoridad requirente o una muestra de los mismos con la constancia que avale la existencia del resto de dichos bienes. 

Capítulo Décimo Segundo
Huellas del Delito
Artículo 228.- Los cadáveres deberán ser siempre identificados por cualquier medio legal de prueba, y si esto no fuere posible dentro de las doce horas siguientes a la que fueren recogidos, se expondrán al público en el local destinado al efecto por un plazo de veinticuatro horas a no ser que, según dictamen médico, tal exposición ponga en peligro la salubridad general. 

En caso de que los cadáveres no puedan ser identificados deberán video grabarse 

o fotografiarse para llevar un registro. 

Cuando por cualquier circunstancia el rostro de los cadáveres se encuentre desfigurado y se haga difícil identificarlo, se hará su reconstitución, siempre que sea posible. 

Si a pesar de haberse tomado las providencias que señala este artículo no se logra la identificación del cadáver, se tomarán fotografías del mismo agregándose un ejemplar a la averiguación; se pondrán otros en los lugares públicos, conjuntamente con todos los datos que puedan servir para que sea reconocido; y se exhortará a todos los que hayan conocido al occiso para que se presenten ante la autoridad exhortante a declarar sobre la identidad de aquél. 

Los vestidos se describirán minuciosamente en el registro y se conservarán en depósito seguro para que puedan ser presentados a los testigos de identidad. 

Artículo 229.- Los cadáveres, previa una minuciosa inspección y descripción hecha por la autoridad responsable de la investigación que practique las primeras diligencias y por un perito médico, podrán ser entregados por aquella a quienes los reclamen, debiendo manifestar éstos el lugar en que los cadáveres quedarán depositados a disposición de la autoridad competente y conducirlos al lugar destinado a la práctica de la necropsia, cuando proceda. 

Si hubiere temor de que el cadáver pueda ser ocultado o de que sufra alteraciones, no será entregado en tanto no se practique la necropsia o se resuelva que ésta no es necesaria. 

La necropsia no requiere ser repetida en el proceso, para lo cual, en caso de que exista una averiguación previa con detenido, el Fiscal dará intervención a la defensa a efecto de que pueda estar presente con perito médico de su parte que será observador y podrá solicitar que se asienten sus observaciones en la minuta que el Fiscal o la Policía Federal levanten al efecto. 

Artículo 230.- En los casos de envenenamiento se recogerán cuidadosamente las vasijas y demás objetos que haya usado el ofendido, los restos de los alimentos, bebidas y medicinas que hubiere tomado, las deyecciones y vómitos que hubiere tenido, lo cual será depositado con las precauciones necesarias para evitar su alteración, y se describirán todos lo síntomas que presente el individuo intoxicado. A la brevedad posible serán llamados los peritos para que reconozcan al ofendido, hagan el análisis de las substancias recogidas y emitan su opinión sobre las cualidades tóxicas que tengan éstas y si han podido causar la intoxicación de que se trate. 

Artículo 231.- Si el delito fuere de falsificación de documentos, además de la minuciosa descripción que se haga de éste, se depositará en lugar seguro haciendo que firmen sobre aquél, si fuere posible, las personas que depongan respecto de su falsedad y en caso contrario, se hará constar el motivo. Al registro se agregará una copia fotostática del documento argüido de falso. 

Capítulo Décimo Tercero
Atención Médica a los Lesionados
Artículo 232.- La atención médica de quienes hayan sufrido lesiones provenientes de delito se hará en los hospitales públicos. 

Cuando por la urgencia del caso o la gravedad de la lesión se requiera la intervención médica inmediata, se recurrirá para la atención que corresponda, a los establecimientos de salud más cercanos al lugar en que se encuentre el lesionado, sea público o privado. 

Si el lesionado fuera considerado como imputado del delito no debe estar privado de su libertad, el Fiscal o el Juez podrán permitir, si lo juzgan conveniente, que sea atendido en lugar distinto bajo responsiva de médico con título legalmente reconocido y previa clasificación legal de las lesiones. Este permiso se concederá sin perjuicio de que la autoridad que lo otorgue se cerciore del estado del lesionado cuando lo estime oportuno. 

Siempre que se deba explorar físicamente a personas del sexo femenino, la atención correspondiente deberá ser proporcionada, a petición de la interesada, por médicos mujeres, salvo que no las haya en el momento y sitio en que deba efectuarse la exploración, en cuyo supuesto la propia interesada podrá proponer quien la atienda. 

Artículo 233.- En el caso previsto en el penúltimo párrafo del artículo anterior, el lesionado tiene la obligación de participar a la autoridad que conozca del asunto en qué lugar va a ser atendido y cualquier cambio de éste o de su domicilio. La falta de aviso del cambio ameritará que se le imponga una corrección disciplinaria. 

Artículo 234.- La responsiva a que se refiere el artículo 232 de este Código, impone al médico las obligaciones siguientes: 

I.
Atender debidamente al lesionado; 

II.
Dar aviso al Fiscal de cualquier accidente o complicación que sobrevenga, expresando si es consecuencia inmediata o necesaria de la lesión o si proviene de otra causa; 

III.
Comunicar inmediatamente a la autoridad responsable de la investigación todo cambio de domicilio del lesionado o del lugar donde sea atendido, y 

IV.
Extender certificado de sanidad o de defunción, en su caso, y los demás que le solicite la autoridad responsable de la investigación. 

El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones señaladas en este artículo ameritará la imposición de una corrección disciplinaria, cuando tal incumplimiento no constituya un delito. 

Artículo 235.- Los certificados de defunción o de sanidad expedidos por médicos particulares, no requerirán de la revisión de los médicos oficiales para su validez. 

Artículo 236.- Cuando un lesionado necesite pronta atención, cualquier médico que se halle presente donde aquél se encuentre, debe atenderlo y aun trasladarlo del lugar de los hechos al sitio apropiado para su atención, sin esperar la intervención de la autoridad, debiendo comunicar a ésta, inmediatamente después de brindarle los primeros auxilios, los siguientes datos: nombre del lesionado; lugar preciso en que fue encontrado y circunstancias en que se hallaba; naturaleza de las lesiones que presente y causas probables que las originaron; curaciones que se le hubieren hecho, y lugar preciso en que queda a disposición de la autoridad. 

Capítulo Décimo Cuarto
Medidas Cautelares de Carácter Personal 

Sección Primera 
Libertad Provisional
Artículo 237.- Todo imputado enfrentará el proceso penal en libertad, salvo que se trate de los delitos considerados graves por este Código, en los que no haya autorizado su libertad el juez, o bien, sean no graves pero no se haya garantizado la reparación del daño, o en ambas clases de delitos, habiéndosele otorgado la libertad provisional incurra en alguna causal de revocación de la misma. 

La libertad provisional podrá ser otorgada por el Fiscal en la etapa de averiguación previa o por el Juez durante el proceso penal federal. 

En caso de que el imputado no caucione, el Juez decretará de oficio o a petición del Fiscal, o en su defecto, de la víctima u ofendido, el embargo precautorio de sus bienes y, en caso de que no tenga bienes o no sean suficientes, el Fideicomiso para la Reparación del Daño a las Víctimas del Delito deberá de garantizar la reparación del daño subsidiariamente. 

No obstante lo previsto en el párrafo anterior, procederá la intervención del fideicomiso cuando el imputado declare bajo protesta de decir verdad que no tiene bienes o que éstos no son suficientes para garantizar la reparación del daño, señalando, en este último caso, los bienes embargables. 

Lo previsto en la última parte del párrafo cuarto de este artículo, no será aplicable en aquéllos casos en que la víctima del delito sea algún poder, órgano u organismo del Estado, por lo que en caso de que el imputado no tenga bienes o éstos no sean suficientes, la autoridad deberá otorgarle la libertad provisional sin caución sin perjuicio de hacerle saber las obligaciones previstas en el artículo 247 de este Código. Lo mismo se observará en caso de que el delito no dé lugar a la reparación del daño. 

El Fideicomiso para la Reparación del Daño a las Víctimas del Delito, no será responsable subsidiario del imputado, en caso de que se le otorgue la libertad provisional a éste, tratándose de los delitos a que se refiere el último párrafo del artículo 252 de este Código. 

En cuanto sea procedente la responsabilidad del fideicomiso, prevista en el párrafo cuarto de este artículo, se le otorgará la libertad provisional al imputado, 

sin necesidad de que previamente se tenga que  notificar al Fideicomiso su obligación de erigirse en responsable subsidiario. 

Tratándose de delitos que afecten la vida o la integridad corporal, el monto de la reparación del daño no podrá ser menor del que resulte aplicándose las disposiciones relativas de la Ley Federal del Trabajo. 

La caución podrá consistir en depósito en efectivo, fianza, prenda, hipoteca o fideicomiso formalmente constituido. 

Artículo 238.- A petición del imputado o de su defensor, la caución se reducirá en la proporción que el Juez estime justa y equitativa por la disminución acreditada de las consecuencias o efectos del delito. 

Artículo 239.- La naturaleza de la caución quedará a elección del inculpado, quien al solicitar la libertad, manifestará la forma que elige, en caso de que el inculpado, su representante o su defensor, no hagan la manifestación mencionada, el tribunal fijará las cantidades que correspondan a cada una de las formas de la caución. 

Artículo 240.- La caución consistente en depósito en efectivo, se hará por el inculpado o por terceras personas en la Tesorería de la Federación o en la institución de crédito autorizada para ello. 

El certificado correspondiente se depositará en la caja de valores de la autoridad competente, asentándose constancia de ello. Cuando por razón de la hora o por ser día inhábil no pueda constituirse el depósito directamente en la institución mencionada, la autoridad competente recibirá la cantidad exhibida y la mandará depositar en aquélla el primer día hábil. 

Cuando el inculpado no tenga recursos económicos suficientes para efectuar en una sola exhibición el depósito en efectivo, exclusivamente durante el proceso, el Juez podrá autorizarlo para que lo efectúe en parcialidades, de conformidad con las siguientes reglas: 

I.
Que el inculpado tenga cuando menos un año de residir en forma efectiva en el lugar en que se siga el proceso, y demuestre estar desempeñando empleo, profesión u ocupación lícitos que le provean medios de subsistencia; 

II.
Que el inculpado tenga fiador personal que, a juicio del Juez, sea solvente e idóneo y dicho fiador proteste hacerse cargo de las exhibiciones no 

efectuadas por el inculpado. El Juez podrá eximir de esta obligación, para lo cual deberá motivar su resolución; 

III.
El monto de la primera exhibición no podrá ser inferior al quince por ciento del monto total de la caución fijada, y deberá efectuarse antes de que se obtenga la libertad provisional, y 

IV.
El inculpado deberá obligarse a efectuar las exhibiciones por los montos y en los plazos que le fije el Juez. 

Artículo 241.- Cuando la garantía consista en hipoteca, el inmueble no deberá tener gravamen alguno y su valor Fiscal no deberá ser menor que la suma fijada como caución, más la cantidad que el Juez estime necesaria para cubrir los gastos destinados a hacer efectiva la garantía en los términos del artículo 248 de este Código. 

Cuando la garantía consista en prenda, su valor de mercado será, cuando menos, de dos veces el monto de la suma fijada como caución. En este caso el tribunal expedirá el certificado de depósito correspondiente. 

Artículo 242.- Cuando se ofrezca como garantía fianza personal por cantidad que no exceda del equivalente a cien veces el salario mínimo general vigente para el Distrito Federal, quedará bajo la responsabilidad del tribunal la apreciación que haga de la solvencia e idoneidad del fiador. 

Artículo 243.- Cuando la fianza exceda del equivalente a cien veces el salario mínimo general vigente para el Distrito Federal, se regirá por lo dispuesto en los artículos 2851 a 2855 del Código Civil Federal, con la salvedad de que, tratándose de instituciones legalmente constituidas y autorizadas para ello, no será necesario que éstas tengan bienes raíces inscritos en el Registro Público de la Propiedad. 

Artículo 244.- Los bienes inmuebles de los fiadores deben tener un valor fiscal no menor que la suma fijada como caución, más la cantidad que el Fiscal o el Juez estimen necesaria para cubrir los gastos destinados a hacer efectiva la garantía en los términos del artículo 248 de este Código. 

Artículo 245.- Las fianzas de que habla este Capítulo se extenderán en la misma pieza de la constancia que al efecto se levante o se agregarán al registro. 

Artículo 246.- El fiador, excepto cuando se trate de las instituciones o empresas mencionadas en el artículo 243 de este Código, declarará ante el Fiscal o Juez  bajo protesta de decir verdad, si ha otorgado con anterioridad alguna otra fianza judicial y, en su caso, la cuantía y circunstancias de la misma, para que esa declaración se tome en cuenta al calificar su solvencia. 

Artículo 247.- Cuando se le conceda la libertad provisional al imputado, se le hará saber que contrae las siguientes obligaciones: presentarse ante el Fiscal de la averiguación previa o el Juez que conozca de la causa los días fijos que se estime convenientes y cuantas veces sea citado o requerido para ello; comunicar a la misma autoridad los cambios de domicilio que tuviere, y no ausentarse del lugar del procedimiento sin permiso de la citada autoridad, el que no se lo podrá conceder por tiempo mayor de un mes. También se le harán saber las causas de revocación de la libertad provisional. 

En la diligencia en la que se otorgue la libertad provisional debe quedar constancia que se le hicieron saber al imputado las anteriores obligaciones y las causas de revocación, así como que el quebrantamiento del mandamiento judicial conlleva la comisión de un delito calificado como grave por la ley, pero la omisión de este requisito no liberará de ellas ni de sus consecuencias al inculpado. 

Artículo 248.- El Juez de oficio o a petición del Fiscal, puede revocar la libertad provisional en los siguientes supuestos: 

I.
Por incumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 247 de este Código; 

II.
Cuando desobedeciere, sin causa justa y comprobada, las órdenes legítimas del tribunal que conozca de su asunto, o no efectúe las exhibiciones dentro de los plazos fijados por el tribunal, en caso de habérsele autorizado a efectuar el depósito en parcialidades; 

III.
Cuando fuere sentenciado por un nuevo delito doloso que merezca pena de prisión, antes de que el registro en que se le concedió la libertad esté concluido por sentencia ejecutoria; 

IV. 
Cuando amenazare al ofendido o a algún testigo de los que hayan depuesto 

o tengan que deponer en su asunto o tratare de cohechar o sobornar a alguno de estos últimos, a algún servidor público del tribunal, o al Fiscal que intervenga en el caso; 

V.
Cuando lo solicite el mismo imputado y se presente al tribunal; 

VI.
Cuando aparezca con posterioridad que le corresponde al imputado una pena que no permita otorgar la libertad; 

VII.
En el supuesto previsto en el artículo 478 de este Código o en su caso cuando la sentencia de primera o segunda instancia cause ejecutoria; 

VIII. En el caso señalado en la parte final del segundo párrafo del artículo 238 de este Código; 

IX.
Cuando el tercero que haya garantizado la libertad del imputado por medio de depósito en efectivo, de fianza, prenda, hipoteca o fideicomiso el tercero pida que se le releve de la obligación y presente al inculpado; 

X.
Cuando con posterioridad se demuestre la insolvencia del fiador; 

XI.
En el caso del artículo 250 de este Código; 

XII.
Cuando el imputado esté sujeto a un procedimiento de extradición; 

XIII.
Cuando el imputado se haya sustraído a la acción de la justicia; 

XIV. Cuando el Fiscal aporte cualquier otro elemento probatorio que presuponga que el imputado se sustraerá a la acción de la justicia, si la libertad provisional no le es revocada, y 

XV.
Cuando exista el riesgo fundado de que el imputado cometa un delito doloso contra la víctima u ofendido, alguno de los testigos que depongan en su contra, servidores públicos que intervengan en el procedimiento, o algún tercero, si la libertad provisional no le es revocada. 

La revocación de la libertad provisional se tramitará en forma incidental. 

En caso de que se actualice alguna de las causas anteriores,  se dará vista al Fiscal para los efectos de su competencia, y ante su petición, será revocada la libertad provisional y se mandará reaprehender al imputado. Al cumplirse la orden de reaprehensión, se le remitirá al establecimiento de detención preventiva correspondiente. 

El Juez impondrá una corrección disciplinaria al imputado por el incumplimiento de las obligaciones procesales. 

Artículo 249.- El tribunal ordenará la devolución del depósito o mandará cancelar la garantía: 

I.
Cuando se decrete el sobreseimiento en el asunto o la libertad del inculpado; 

II.
Cuando el acusado sea absuelto; 

III.
Cuando resulte condenado el acusado y se presente a cumplir su condena, y 

IV.
En al averiguación previa cuando se autorice el no ejercicio de la acción penal. 

Artículo 250.- Cuando un tercero haya constituido depósito, fianza, prenda, hipoteca o fideicomiso, para garantizar la libertad de un inculpado, las órdenes para que comparezca éste se entenderán con aquél. Si no pudiere desde luego presentarlo, el tribunal podrá otorgarle un plazo hasta de treinta días para que lo haga, sin perjuicio de librar orden de reaprehensión si lo estima oportuno. Si concluido el plazo concedido no se obtiene la comparecencia del inculpado, se ordenará su reaprehensión y se hará efectiva la garantía en los términos del artículo 248 de este Código. 

La obligación del tercero concluirá sólo si el inculpado es presentado ante el Juez. 

Artículo 251.- La autoridad fiscal conservará en su poder el importe de la caución que se haya hecho efectiva, entretanto se resuelve sobre la sanción pecuniaria, para los efectos del último párrafo del artículo 35 del Código Penal Federal. 

Artículo 252.- Se califican como delitos graves, para todos los efectos legales, por afectar de manera importante valores fundamentales de la sociedad, los previstos en los ordenamientos legales siguientes: 

I.
Del Código Penal Federal, los delitos siguientes: 

1) Traición a la patria, previsto en los artículos 123, 124, 125 y 126;
2) Espionaje, previsto en los artículos 127 y 128;
3) Terrorismo, previsto en el artículo 139, párrafo primero;
4) Sabotaje, previsto en el artículo 140, párrafo primero;
5) Los previstos en los artículos 142, párrafo segundo y 145; 
6) Piratería, previsto en los artículos 146 y 147;
7) Genocidio, previsto en el artículo 149 Bis;
8) Evasión de presos, previsto en los artículos 150 y 152;
9)
Ataques a las vías de comunicación, previsto en los artículos 168 y 170; 

10)
Uso ilícito de instalaciones destinadas al tránsito aéreo, previsto en el artículo 172 Bis párrafo tercero; 

11)
Incumplimiento de obligaciones procesales, previsto en el artículo 178 bis; 

12)
Contra la salud, previsto en los artículos 194, 195, párrafo primero, 195 Bis, excepto cuando se trate de los casos previstos en las dos primeras líneas horizontales de las tablas contenidas en el apéndice I, 196 Bis, 196 Ter, 197, párrafo primero y 198, parte primera del párrafo tercero; 

13)
Corrupción de menores o incapaces, previsto en el artículo 201; y pornografía infantil, previsto en el artículo 201 Bis; 

14)
Los previstos en el artículo 205, segundo párrafo; 

15)
Explotación del cuerpo de un menor de edad por medio del comercio carnal, previsto en el artículo 208; 

16)
De Servidores Públicos previstos en los artículos 214, fracciones III, IV y V; 215 fracciones VI, VII, VIII y IX; 215-A; 215-B; 215-C; 215-D; artículo 216, artículo 217 último párrafo; 218, último párrafo; 219; 220 último párrafo; 221; 222, penúltimo párrafo, 223, último párrafo; 224, último párrafo, y 225; 

17)
Contra la administración de justicia, previsto en el artículo 225, penúltimo párrafo; 

18)
Falsificación y alteración de moneda, previsto en los artículos 234, 236 y 237; 

19)
Falsificación y utilización indebida de documentos relativos al crédito, previsto en el artículo 240 Bis, salvo la fracción III; 

20)
Contra el consumo y riqueza nacionales, previsto en el artículo 254, fracción VII, párrafo segundo; 

21)
Violación, previsto en los artículos 265, 266 y 266 Bis; 

22)
Asalto en carreteras o caminos, previsto en el artículo 286, segundo párrafo; 

23)
Lesiones, previsto en los artículos 291, 292 y 293, cuando se cometa en cualquiera de las circunstancias previstas en los artículos 315 y 315 Bis; 

24)
Homicidio, previsto en los artículos 302 con relación al 307, 313, 315, 315 Bis, 320 y 323; 

25)
Secuestro, previsto en el artículo 366, salvo los dos párrafos últimos, y tráfico de menores, previsto en el Artículo 366 ter; 

26)
Secuestro, previsto en el artículo 365 ter;

27)
Robo calificado, previsto en el artículo 367 cuando se realice en cualquiera de las circunstancias señaladas en los artículos 372 y 381, fracciones VII, VIII, IX, X, XI, XIII, XV y XVI; 

28)
Robo calificado, previsto en el artículo 367, en relación con el 370 párrafos segundo y tercero, cuando se realice en cualquiera de las circunstancias señaladas en el artículo 381 Bis; 

29)
Comercialización habitual de objetos robados, previsto en el artículo 368 Ter; 

30) 
Sustracción o aprovechamiento indebido de hidrocarburos o sus derivados, 


previsto en el artículo 368 Quáter, párrafo segundo; 

31) 
Robo, previsto en el artículo 371, párrafo último; 

32) 
Robo de vehículo, previsto en el artículo 376 Bis; 

33) 
Los previstos en el artículo 377; 

34) 
Extorsión, previsto en el artículo 390; 

35) 
Operaciones con recursos de procedencia ilícita, previsto en el artículo 400 


Bis; 

36) 
Contra el Ambiente, en su comisión dolosa, previsto en los artículos 414, 
párrafos primero y tercero, 415, párrafo último, 416, párrafo último y 418, 
fracción II, cuando el volumen del derribo, de la extracción o de la tala, 
exceda de dos metros cúbicos de madera, o se trate de la conducta prevista 
en el párrafo último del artículo 419 y 420, párrafo último. 

37) 
En materia de derechos de autor, previsto en el artículo 424 Bis. y 

38) 
Desaparición forzada de personas previsto en el artículo 215-A. 

II. 
De la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, el previsto en el artículo 
2; 

III. 
De la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, los delitos siguientes: 

1) 
Portación de armas de uso exclusivo del Ejército, Armada o Fuerza Aérea, 
previsto en el artículo 83, fracción III; 

2) 
Los previstos en el artículo 83 Bis, salvo en el caso del inciso i) del 
Artículo11; 

3) 
Posesión de armas de uso exclusivo del Ejército, Armada o Fuerza Aérea, en 


el caso previsto en el artículo 83 Ter, fracción III; 

4) 
Los previstos en el artículo 84, y 

5) 
Introducción clandestina de armas de fuego que no están reservadas al uso exclusivo del Ejército, Armada o Fuerza Aérea, previsto en el Artículo 84 Bis, 


párrafo primero. 

IV. 
De la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura, el delito de tortura, 


previsto en los artículos 3o. y 5º; 

V. 
De la Ley General de Población, el delito de tráfico de indocumentados, 


previsto en el artículo 138; 

VI. 
Del Código Fiscal de la Federación, los delitos siguientes: 

1)
Contrabando y su equiparable, previstos en los artículos 102 y 105 fracciones I a la IV, cuando les correspondan las sanciones previstas en las fracciones II 

o III, segundo párrafo del artículo 104, y 

2)
Defraudación Fiscal y su equiparable, previstos en los artículos 108 y 109, cuando el monto de lo defraudado se ubique en los rangos a que se refieren las fracciones II o III del artículo 108, exclusivamente cuando sean calificados. 

VII.
De la Ley de la Propiedad Industrial, los delitos previstos en el artículo 223, fracciones II y III; 

VIII. De la Ley de Instituciones de Crédito, los previstos en los artículos 111; 112, en el supuesto del cuarto párrafo, excepto la fracción V, y 113 Bis, en el supuesto del cuarto párrafo del artículo 112; 

IX.
De la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, los previstos en los artículos 98, en el supuesto del cuarto párrafo, excepto las fracciones IV y V, y 101;

X.
De la Ley Federal de Instituciones de Fianzas, los previstos en los artículos 112 Bis; 112 Bis 2, en el supuesto del cuarto párrafo; 112 Bis 3, fracciones I y IV, en el supuesto del cuarto párrafo; 112 Bis 4, fracción I, en el supuesto del cuarto párrafo del artículo 112 Bis 3, y 112 Bis 6, fracciones II, IV y VII, en el supuesto del cuarto párrafo; 

XI.
De la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, los previstos en los artículos 141, fracción I; 145, en el supuesto del cuarto párrafo, excepto las fracciones II, IV y V; 146 fracciones II, IV y VII, en el supuesto del cuarto párrafo, y 147, fracción II inciso b), en el supuesto del cuarto párrafo del artículo 146; 

XII.
De la Ley del Mercado de Valores, los previstos en los artículos 52, y 52 Bis cuando el monto de la disposición de los fondos o de los valores, títulos de crédito o documentos a que se refiere el artículo 3°. de dicha ley, exceda de trescientos cincuenta mil días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal; 

XIII.
 De la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, los previstos en los artículos 103, y 104 cuando el monto de la disposición de los fondos, valores o documentos que manejen de los trabajadores con motivo de su objeto, exceda de trescientos cincuenta mil días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, y 

La tentativa punible de los ilícitos penales mencionados en las fracciones anteriores, también se califica como delito grave. 

No obstante lo previsto en el primer párrafo de este artículo, el Juez podrá conceder la libertad provisional al inculpado, atendiendo a las circunstancias del hecho investigado, por alguno de los delitos contemplados en la fracción I, numerales 9, 10, 16, 17, 18, 19, 20, 28, 29, 30, 34, 36, 37, así como en la fracción III, fracción VI numerales 1 y 2, y fracciones VII a XIII de este artículo, siempre y cuando el inculpado no hubiere sido condenado con anterioridad por un delito grave, hubiera incumplido sus obligaciones procesales en un proceso penal anterior o haya estado sujeto a un procedimiento de extradición por el delito que se le imputa, para lo cual en estos supuestos el delito no será considerado grave para los efectos de la libertad provisional. 

Sección Segunda
Arraigo o Arresto Domiciliario y Prohibición de Abandonar una Demarcación Geográfica
Artículo 253.- Siempre y cuando exista el riesgo fundado de que el imputado se evada del lugar de la investigación o del proceso, la autoridad judicial dentro de las veinticuatro horas siguientes, a la petición del Fiscal, podrá ordenar al imputado: 

I.
El arraigo, en su domicilio si se encuentra en el área de competencia del Juez 

o en el lugar que la autoridad judicial determine si su residencia se encuentra fuera de ésta; o 

II.
El arresto domiciliario con vigilancia policíaca y administrativa, en su domicilio, con salidas del inmueble respectivo para actividades laborales, educativas, de salud, o procedimentales, o 

III.
 La prohibición de abandonar una demarcación geográfica sin autorización judicial. 

El juez deberá de señalar en la orden correspondiente los términos en que deberán de ejecutarse las medidas cautelares a que se refiere este artículo y la duración de las mismas. 

Corresponderá al Fiscal y a sus auxiliares vigilar que el mandato de la autoridad judicial sea debidamente cumplido. 

Artículo 254.- El arraigo, el arresto domiciliario o la prohibición de abandonar una demarcación geográfica se prolongarán por el tiempo estrictamente indispensable para evitar la sustracción, no debiendo exceder de sesenta días naturales, en el caso del arraigo, de noventa días naturales en el de arresto domiciliario o de ciento veinte días en el caso de la prohibición de abandonar una demarcación geográfica, durante la etapa de averiguación previa y hasta el término de la audiencia principal durante el proceso penal. 

Cuando el afectado pida que el arraigo, el arresto o la prohibición de abandonar una demarcación geográfica queden sin efecto, la autoridad judicial decidirá, escuchando al Fiscal y al afectado, si deben o no mantenerse. Lo mismo se observará cuando el imputado pida autorización para abandonar la demarcación geográfica. 

Las medidas cautelares del arraigo, la prohibición de abandonar una demarcación geográfica y el arresto domiciliario sólo serán aplicables, tratándose de delitos sancionables con pena privativa de prisión. 

Artículo 255.- Procederá el arraigo en aquellos casos en que el imputado quebrante el arresto domiciliario o la prohibición de abandonar una demarcación geográfica. 

El arresto domiciliario procederá en delitos graves en que se le otorgue la libertad provisional al imputado conforme al último párrafo de artículo 252 de este Código, cuando se advierta algún peligro fundado y motivado de evasión, pero que no implique la negativa de la libertad o en su caso la revocación. 

Habrá lugar a la prohibición de abandonar una demarcación geográfica, en delitos considerados graves sujetos a libertad provisional, o no graves salvo  lo previsto en el artículo 256 de este Código, cuando se advierta algún peligro fundado y motivado de evasión, pero que no implique la negativa de la libertad o en su caso la revocación. 

Según las circunstancias del caso, de manera fundada y motivada, el Fiscal podrá solicitar una medida cautelar de las enunciadas en los dos primeros párrafos, menos gravosa a la que podría corresponderle al imputado, a efecto de generar la restricción de derechos mínima necesaria al imputado, sin perjuicio de solicitar posteriormente la que originalmente correspondía. 

Artículo 256.- Cuando pudiere ausentarse del lugar en que se practiquen las diligencias alguna persona que pueda declarar acerca del delito, de sus circunstancias o de la persona del imputado el Juez podrá ordenar la prohibición de abandonar una demarcación geográfica del testigo presencial de los hechos delictivos, siempre y cuando los mismos puedan ser constitutivos de delito calificado como grave por este Código, a solicitud de cualquiera de las partes, por el tiempo indispensable para que rinda su declaración, si resultaré que la solicitud fue infundada y por lo mismo fuera indebida la prohibición de abandonar una demarcación geográfica, el testigo podrá exigir al que lo solicitó que lo indemnice de los daños y perjuicios que le haya causado. 

Capítulo Décimo Quinto 
Prueba Anticipada
Artículo 257.- Sólo aquello que sea ofrecido oportunamente y desahogado en la audiencia principal del juicio tendrá valor probatorio para sentencia. 

No obstante lo previsto en el párrafo anterior, el Fiscal, el inculpado o la defensa, pueden solicitar al Juez la realización de la prueba anticipada, la cual consiste en las diligencias que se lleven a cabo desde la averiguación previa y hasta antes de la audiencia principal que por su naturaleza se consideren irrepetibles. 

El Juez determinará en cada caso si la prueba es irrepetible o no, desechando de plano aquellas que sean improcedentes. 

En todo caso se considera irrepetible la inspección del lugar de los hechos, cuando ésta se realice en propiedad privada y sea relevante para los fines del proceso, para lo cual el Fiscal o la defensa deberán solicitar el desahogo de la prueba anticipada dentro de los tres días posteriores a que la autoridad ministerial tenga conocimiento de los hechos. 

Artículo 258.- La prueba anticipada gozará de valor probatorio siempre y cuando la defensa, el Fiscal y el Juez o, en su caso, el Secretario del Juzgado hayan estado presentes en el desahogo de la diligencia. La ausencia injustificada de la parte promovente se entenderá como desistimiento de la diligencia. En caso de que la ausencia sea imputable a la parte contraria a la oferente el Juez suspenderá la realización de la diligencia por el tiempo estrictamente indispensable para subsanar la irregularidad, la cual no podrá exceder de veinticuatro horas. 

En caso de que la defensa no asista a la realización de la diligencia promovida por el Fiscal y no se haya subsanado la irregularidad a la que se refiere el párrafo anterior el Juez nombrará inmediatamente un defensor público al inculpado y le otorgará el tiempo suficiente, siempre y cuando no se ponga en riesgo la existencia de la prueba, para que pueda conocer el asunto y preparar el desahogo de la misma. 

El Juez impondrá al ausente la corrección disciplinaria que estime conducente, sin perjuicio de las responsabilidades a que haya lugar. 

En caso de que no exista un imputado determinado y el Fiscal solicite la prueba anticipada, se nombrará un defensor público para los efectos del primer párrafo de este artículo. 

Artículo 259.- La prueba anticipada, debe videograbarse o estenografiarse y ser desahogada conforme a las disposiciones de este Código, para lo cual los testimonios deberán ser recabados bajo protesta de decir verdad. Será presentada a través de su lectura o reproducción durante la audiencia principal. 

El Juez podrá determinar que se obvie la lectura o reproducción de la prueba anticipada de oficio o a petición de parte, aduciendo que las partes y el juzgador estuvieron presentes en el desahogo de la diligencia o que la lectura o reproducción alargaría innecesariamente el desarrollo de la audiencia, siempre y cuando no exista objeción fundada de parte. 

Si el obstáculo que dio lugar a la práctica de la prueba anticipada ya no existiera para la fecha de la celebración de la audiencia principal, se considerará ofrecida y admitida en tiempo como prueba ordinaria y podrá desahogarse en la audiencia principal. 

Capítulo Décimo Sexto 
Medidas Alternativas 
Sección Primera Conciliación
Artículo 260.- Cuando exista una víctima u ofendido identificado, el Fiscal durante la averiguación previa y el Juez en cualquier momento del proceso, a través del personal capacitado para ello, procurarán la conciliación del imputado y la víctima 

u ofendido del delito, siempre y cuando se esté en cualquiera de los siguientes supuestos: 

I.
Que los delitos sean de los que se persigan por querella, por declaratoria de perjuicio o cualquier acto equivalente a la querella; 

II.
Que los delitos sean de oficio, no graves, y 

III.
Que los delitos siendo graves, sean de los previstos en el Título Vigésimo Segundo del Libro Segundo del Código Penal Federal, con la excepción del delito previsto en el artículo 367 de dicho ordenamiento cuando haya sido cometido con violencia sobre las personas en los términos de los artículos 372, 373 y 374, así como los previstos en los artículos 371, párrafo último, 376 bis, 377, 381 bis y 390, todos del mismo ordenamiento. 

Artículo 261.- El imputado y la víctima u ofendido del delito deben manifestar ante el Fiscal o Juez de la causa su consentimiento de sujetarse al procedimiento de conciliación. 

Cuando la Federación sea víctima, para estos efectos, será representado por el servidor público de la dependencia, entidad, poder u órgano constitucional autónomo, facultado para presentar denuncias o querellas. 

Artículo 262.- En la averiguación previa, en cuanto el indiciado se haya impuesto de las actuaciones, el Fiscal deberá hacerle saber a la víctima u ofendido del delito y al imputado que tienen la posibilidad de sujetarse al procedimiento de conciliación que prevé el artículo 263 de este Código, así como los efectos legales de ésta. 

Artículo 263.- La audiencia de conciliación estará a cargo de un conciliador público o privado, en este último caso designado por las partes, debiendo concurrir a aquella personalmente el indiciado y la víctima u ofendido del delito, acompañados con sus representantes acreditados. 

El conciliador citará a las partes, mediante notificación personal o por correo electrónico,  a una audiencia dentro de los diez días posteriores a que tenga conocimiento del asunto, en la que los comparecientes presentarán sus propuestas, las cuales deberán estar encaminadas a lograr una conciliación justa e imparcial de la controversia. 

El conciliador tiene la facultad de presentar propuestas de conciliación específicas. 

El acuerdo al que lleguen los comparecientes deberá constar por escrito con la firma de los intervinientes, y durante la averiguación previa, ser ratificado ante el Fiscal, e iniciada la competencia judicial, se hará ante el juzgador. 

El Fiscal y el Juez deberán revisar que el acuerdo no sea contrario a derecho, a efecto de autorizar la ratificación del mismo. 

En el caso de delitos perseguibles de oficio, sólo procederá con inculpados que no tengan antecedentes penales por el mismo delito. El acuerdo puede contener, además de lo relativo a la reparación del daño las obligaciones a las que se refiere el artículo 274 de este Código. 

En ambos casos, dicho acuerdo constituye un título ejecutivo en los términos del Código Federal de Procedimientos Civiles, respecto de la reparación del daño. 

Artículo 264.- Los conciliadores públicos estarán adscritos a la unidad administrativa que el Fiscal General de la Federación o el órgano competente del Poder Judicial de la Federación determine mediante Acuerdo, y las reglas de tramitación de los procedimientos de conciliación serán determinadas por dichos órganos mediante la misma vía. 

Las reglas a las que se refiere el párrafo anterior también serán aplicables a los procedimientos substanciados por los conciliadores privados. 

Artículo 265.- Las reglas de los procedimientos de conciliación deberán atender a los principios de voluntariedad de las partes, confidencialidad, flexibilidad, neutralidad, imparcialidad, equidad, legalidad y honestidad. 

Artículo 266.- En delitos perseguibles por querella o equivalente, el acuerdo conciliatorio, debidamente ratificado y cumplido, tendrá los mismos efectos que el perdón del ofendido en términos del Código Penal Federal, para lo cual será necesario que la víctima u ofendido del delito manifiesten ante el Fiscal o Juez, bajo protesta de decir verdad, que el interés afectado ha sido satisfecho en términos del acuerdo respectivo. 

En la averiguación previa el acuerdo conciliatorio en delitos perseguibles de oficio, una vez aprobado y cumplido conllevará el no ejercicio de la acción penal. 

El acuerdo conciliatorio suspende la investigación en la averiguación previa y la substanciación del proceso judicial en los términos del artículo 270 del presente ordenamiento. 

Artículo 267.- En las audiencias inicial, preliminar y principal del proceso, el Juez dará a conocer al inculpado y a la víctima u ofendido del delito, la posibilidad de sujetarse al procedimiento de conciliación, así como los efectos legales del mismo. 

El acuerdo conciliatorio en delitos perseguibles de oficio, una vez ratificado y cumplido conllevará al sobreseimiento de la causa judicial por desistimiento de la acción penal y en los perseguibles a petición de parte dará lugar al perdón del ofendido. 

Artículo 268.- El procedimiento de conciliación suspende las diligencias de investigación en la etapa de averiguación previa o la substanciación del proceso, según corresponda, así como la prescripción de la acción penal. 

En este caso la suspensión no podrá durar más de treinta días naturales. Si a juicio del Fiscal o del Juez existen actuaciones urgentes o inaplazables, éstas se realizarán siempre que no impliquen acto de molestia para el indiciado. 

El acuerdo conciliatorio suspende la investigación en la averiguación previa y la substanciación del proceso judicial en los términos del artículo 270 de este Código. 

Artículo 269.- Los casos asumidos por el conciliador gozarán de la más estricta confidencialidad, por lo que la información que se genere en los procedimientos respectivos no podrá ser utilizada en perjuicio de las partes dentro del procedimiento penal. 

El conciliador que vulnere esta disposición será sancionado en los términos de la legislación penal aplicable. 

Artículo 270.- En el supuesto de que las partes no lograran una conciliación de intereses o que el imputado no cumpla con el acuerdo conciliatorio respectivo dentro del término que fijen las partes o, en caso de no establecerlo, a partir del primer incumplimiento sin justificación a sus obligaciones, se continuará con la averiguación previa o con el proceso, según sea el caso. 

En caso de incumplimiento injustificado del acuerdo conciliatorio el Fiscal o el Juez podrán aplicar una corrección disciplinaria al que hubiere incumplido. 

Artículo 271.- En caso de que la víctima u ofendido alegue el incumplimiento del acuerdo conciliatorio, el Fiscal o el Juez resolverá escuchando al imputado. 

Artículo 272.- El Ministerio Público de la Federación llevará un registro de los imputados que han realizado conciliaciones a efecto de dar seguimiento al cumplimiento de las mismas, y consultar dicho registro en el caso de que el mismo sujeto esté nuevamente bajo investigación, considerándolo para decidir una nueva conciliación. 

Sección Segunda
Suspensión Condicional de Proceso
Artículo 273.- En el proceso tratándose de los delitos perseguibles de oficio con excepción de los previstos en la fracción II del artículo 252 de este Código, respecto de los cuales no haya conciliación, el indiciado que no tenga antecedentes penales por el mismo delito, podrá adquirir obligaciones de hacer y no hacer, a cambio de que se suspenda el proceso, durante el tiempo que al efecto determine el Juez, a solicitud del Fiscal,  siempre y cuando dicho término no sea mayor al término medio aritmético del delito que se trate. 

No obstante lo previsto en el párrafo anterior, la procedencia de la suspensión condicional del proceso, en los delitos calificados como graves por este Código, está sujeta a que el indiciado aporte información relacionada con otros hechos delictivos o con la aprehensión de los copartícipes del delito que se le imputa, siempre y cuando la naturaleza del asunto lo permita. 

Las obligaciones del indiciado deben constar en un escrito firmado por éste con la anuencia del Fiscal y la aprobación del Juez. 

Para la aprobación a la que hace referencia el párrafo anterior, el Juez, revisará la procedencia de la suspensión condicional del proceso y que el acuerdo no sea contrario a derecho, pudiendo establecer cambios o condiciones para su autorización o de plano rechazarlo por no ser procedente. 

En caso de que el Juez autorice la procedencia de la suspensión condicional del proceso, entregará el documento en el que constan las obligaciones del inculpado al Fiscal para su cumplimiento, y en caso contrario deberá continuar el procedimiento. 

Artículo 274.- Las obligaciones a las que puede comprometerse el inculpado, entre otras, son: 

I.
Instalarse en un lugar de residencia determinado o cambiarse de él, 

II.
Abandonar el trato con determinadas personas, 

III.
Eliminar la visita a determinados lugares, 

IV.
Matricularse en un centro de educación formal o en otro cuyo objetivo sea enseñarle a leer, escribir ó alguna profesión u oficio; 

V.
Mantener ocupación lícita estable o capacitarse para adquirirla; 

VI.
Abstenerse de ingerir bebidas alcohólicas, sustancias alucinógenas, enervantes, estupefacientes o tóxicos que produzcan adicción o hábito; 

VII.
Someterse a la vigilancia de la autoridad en los términos y condiciones que el caso amerite; 

VIII.
Someterse a los tratamientos que su circunstancia personal requiera, a efecto de no reiterar la conducta antisocial, y 
IX.
Prestar determinado servicio a la comunidad, de conformidad con alguno o algunos de los programas previamente diseñados por la autoridad competente. 

En todo caso el imputado, deberá de garantizar o resarcir el daño ocasionado a la víctima por la comisión del delito. 

Para efectos del párrafo anterior, si no existe convenio entre las partes, el Juez resolverá en vía incidental sobre el monto de la reparación del daño. 

Artículo 275.- Al vencimiento del término establecido por el Juez se decretará de oficio el sobreseimiento del proceso, siempre y cuando el inculpado haya cumplido  con todas las obligaciones que consten en el documento aprobado. 

Artículo 276.- La suspensión condicional del proceso puede verificarse hasta antes de que el Juez declare cerrado el debate en la audiencia principal. 

Artículo 277.- En los asuntos suspendidos por existir acuerdo conciliatorio o suspensión condicional del proceso, el Juez, a solicitud del Fiscal, tomará las medidas necesarias para evitar la pérdida, destrucción e ineficacia de los medios de prueba conocidos y las que soliciten los intervinientes.  

Artículo 278.- En caso de que Fiscal o la víctima u ofendido del delito aduzcan el incumplimiento doloso de las obligaciones del imputado, el Juez resolverá vía incidental. 

Artículo 279.- La Fiscalía General de la Federación llevará un registro de los imputados que han sido sujetos de suspensión condicional del procedimiento a efecto de vigilar su cumplimiento a través de sus auxiliares o apoyos administrativos, registro que se considerará para el caso de que el mismo sujeto, al estar bajo investigación por otros hechos posiblemente constitutivos del mismo delito, solicite alguna medida alternativa. 

LIBRO SEGUNDO 
Investigación y Averiguación Previa 

Título Primero Investigación Policial
Capítulo Único
Artículo 280.- La Policía Federal está obligada a realizar investigaciones, en los términos previstos por este Código, de oficio, cuando haya tenido conocimiento del ilícito por cualquier medio diverso a una denuncia en aquellos delitos en que la ley no prevé un requisito de procedibilidad diverso a la denuncia, dando aviso inmediato al Ministerio Público de la Federación. 

Artículo 281.- En caso de que el Ministerio Público de la Federación tenga noticia de hechos presuntamente constitutivos de un delito que se persiga de oficio, por medios diversos a una denuncia con las formalidades de este Código, levantará un acta circunstanciada y solicitará a la Policía Federal que realice las investigaciones correspondientes, a efecto de que lleve a cabo la indagatoria a que se refiere el artículo anterior. 

Artículo 282.- Salvo el caso de flagrancia y las demás excepciones expresamente señaladas por la Ley, la Policía Federal no podrá realizar investigaciones de oficio tratándose de delitos que deban perseguirse por querella o su equivalente. 

Artículo 283.- En los delitos que la Policía Federal investigue de oficio estará obligada a presentar la denuncia con las formalidades de este Código ante el Ministerio Público de la Federación de los hechos que constituyan un delito, de los que tengan conocimiento por cualquier medio, después de realizar la investigación correspondiente, siempre y cuando de la misma deriven elementos que permitan al Ministerio Público ejercitar la acción penal. 

Con la denuncia deberán acompañar todos los elementos que arroje la investigación. 

Artículo 284.- Si de las investigaciones practicadas, resultare que la Policía Federal es incompetente, remitirá inmediatamente la investigación a la autoridad correspondiente. 

Artículo 285.- Cuando la Policía Federal, en el transcurso de la investigación que realiza de oficio, encuentre otros hechos probablemente delictivos, deberá de realizar las investigaciones de los nuevos hechos. 

Artículo 286.- Si los hechos puestos del conocimiento de la Policía Federal, a través de mecanismos diversos a la denuncia o querella,  pueden constituir delito pero no se advierten datos concretos que investigar o de las diligencias practicadas no resultan elementos bastantes para que el Ministerio Público de la Federación pueda ejercer acción penal y no aparece que se puedan practicar otras, el servidor público que establezca la ley o en quien se delegue esta facultad determinará la reserva de la investigación si con posterioridad pudieran aparecer nuevos indicios que permitan continuar la investigación con posibilidad de ejercer acción penal, dando aviso inmediato al Ministerio Público de la Federación de esta determinación. 

Artículo 287.- En las investigaciones que practica de oficio la Policía Federal, el Ministerio Público de la Federación podrá solicitarle, en cualquier momento, a ésta un informe del estado que guarda la investigación. 

Artículo 288.-Toda persona que tenga conocimiento de la comisión de un delito que deba perseguirse de oficio está obligada a poner en conocimiento de la Policía Federal o del Ministerio Público de la Federación tales hechos presuntamente delictivos, sin necesidad de las formalidades de la denuncia. 

No obstante lo previsto en el párrafo anterior las denuncias formales y las querellas sólo pueden presentarse ante el Ministerio Público de la Federación. 

TÍTULO SEGUNDO 
AVERIGUACIÓN PREVIA 

Capítulo Primero 
Tramitación de la Averiguación Previa
Artículo 289.-La investigación de un delito estará a cargo del Ministerio Público de la Federación cuando exista una denuncia, querella o su equivalente presentada ante dicha autoridad. 

Artículo 290.- En las investigaciones que realice el Ministerio Público de la Federación, la Policía Federal deberá realizar todas las diligencias de investigación que la autoridad ministerial le ordene en su auxilio. 

Artículo 291.- No obstante lo previsto en el artículo anterior el Fiscal deberá de señalarle a la Policía Federal líneas generales de investigación, a efecto de que la Policía no suspenda la indagatoria, aduciendo la falta de instrucciones específicas, sin perjuicio, de que el Fiscal le ordene la suspensión de la investigación a la autoridad policial, cuando lo considere pertinente. 

Artículo 292.- Para efectos del artículo anterior la Policía Federal deberá rendir al Fiscal un informe mensual del estado que guarda la investigación, sin perjuicio de que la autoridad ministerial solicite dicho informe en cualquier momento. 

Artículo 293.- La integración de la averiguación previa está a cargo del Ministerio Público de la Federación y la misma sólo puede iniciarse mediante denuncia o querella presentada con las formalidades que prevé este Código. 

Artículo 294.- La averiguación previa no podrá iniciarse de oficio en los casos siguientes: 

I.
Cuando se trate de delitos en los que solamente se pueda proceder por querella necesaria, si ésta no se ha presentado, salvo lo dispuesto en el último párrafo del presente artículo, y 

II.
Cuando la ley exija algún requisito previo, si éste no se ha llenado. 

Si el que inicia una investigación no tiene a su cargo la función de proseguirla, realizará las diligencias básicas que enuncia el artículo 310 de este Código y dará inmediata cuenta al que corresponda legalmente practicarla. 

Artículo 295.- Cuando para la persecución de un delito se requiera querella u otro acto equivalente, a título de requisito de procedibilidad, el Ministerio Público de la Federación iniciará la averiguación previa y actuará según lo previsto en la Ley de la Fiscalía General de la Federación, para conocer si la autoridad formula querella 

o satisface el requisito de procedibilidad o equivalente; en los casos de flagrancia, podrá decretar la retención del indiciado aun cuando no se haya cumplido el requisito, mismo que deberá satisfacerse dentro del plazo a que se refiere el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En el supuesto de que la autoridad facultada para presentar la querella o su equivalente, no la formulara en el plazo de cuarenta y ocho horas para la integración de la averiguación previa, el Fiscal decretará la libertad con las reservas de ley y suspenderá el procedimiento. 

Artículo 296.- Cuando el ofendido sea menor de edad, pero mayor de doce años, podrá querellarse por sí mismo o por quien esté legitimado para ello. Tratándose de menores de edad o de otros incapaces, la querella se presentará por quienes ejerzan la patria potestad o la tutela. 

Artículo 297.- Toda persona que en ejercicio de funciones públicas tenga conocimiento de la probable existencia de un delito que deba perseguirse de oficio, está obligada a participarlo inmediatamente al Ministerio Público de la Federación o, en su caso, a la Policía Federal en razón de la urgencia, trasmitiéndole todos los datos que tuviere, poniendo a su disposición, desde luego, a los inculpados, si hubieren sido detenidos. 

Artículo 298.- Las denuncias y las querellas pueden formularse verbalmente o por escrito. Se contraerán, en todo caso, a describir los hechos supuestamente delictivos, sin calificarlos jurídicamente. Cuando una denuncia o querella no reúna estos requisitos, el servidor público que la reciba prevendrá al denunciante o querellante para que la modifique, ajustándose a ellos. Asimismo, se informará al denunciante o querellante, dejando asentado en la constancia respectiva, acerca de la trascendencia jurídica del acto que realizan y sobre las sanciones en que incurre quien se conduce falsamente ante las autoridades, así como sobre las modalidades del procedimiento según se trate de delito perseguible de oficio o por querella. 

En el caso de que la denuncia o la querella se presenten verbalmente, se asentará en la constancia que deberá levantar el servidor público que las reciba. Tanto en 

este caso como cuando se hagan por escrito, deberán contener la firma o huella digital del que las presente y su domicilio. 

Artículo 299.- En ningún caso el denunciante o querellante pueden publicar en ningún medio de comunicación la denuncia o la querella. 

En caso de contravención a lo dispuesto en este artículo el denunciante o querellante serán  responsables conforme a otras leyes aplicables. 

Artículo 300.- Cuando la denuncia o la querella se presenten por escrito, el servidor público que conozca de la misma, deberá asegurarse de la identidad del denunciante o querellante, de la legitimación de este último, así como de la autenticidad de los documentos en que aparezca formulada la querella y en los que se apoyen ésta o la denuncia. 

En todo caso, el servidor público que reciba una denuncia o querella formuladas verbalmente o por escrito, requerirá al denunciante o querellante para que se conduzcan bajo protesta de decir verdad, haciéndole saber sobre las sanciones en que incurre quien se produce falsamente ante las autoridades. 

En caso de que el denunciante o querellante no cuente con una identificación oficial al momento de presentar la denuncia o querella, manifestará bajo protesta de decir verdad esta situación y sus generales, y el Ministerio Público o, en caso de delitos perseguibles de oficio, la Policía Federal, admitirá la noticia del delito, dejando asentado en la constancia respectiva, la descripción física y medios de identificación del denunciante o querellante. 

Artículo 301.- Se admitirá intervención del apoderado jurídico para la presentación de querellas. En el caso de personas morales podrán presentar denuncias por conducto del apoderado general para pleitos y cobranzas. Las querellas formuladas en representación de personas morales, se admitirán cuando el apoderado tenga un poder general para pleitos y cobranzas, con cláusula especial para formular querellas, sin que sean necesarios acuerdo o ratificación del Consejo de Administración o de la Asamblea de Socios o Accionistas, poder especial para el caso determinado, ni instrucciones concretas del mandante. 

Artículo 302.- Cuando en un negocio judicial se arguya de falso un documento o el tribunal tenga duda fundada sobre su autenticidad, se dará vista al Ministerio Público adscrito y si éste lo solicita se desglosará de los registros dejando en ellos copia fotostática, y si no fuere posible ésta, copia certificada. El original del documento, que deberá firmar el Juez o Magistrado y el Secretario, y el testimonio 

de las constancias conducentes, se remitirán al Ministerio Público de la Federación. 

Artículo 303.- En los casos del artículo anterior, se requerirá a quien haya presentado el documento para que diga si insiste en que se tome en consideración 

o no; si contestare afirmativamente y siempre que la falsedad sea de tal naturaleza, a juicio del tribunal, que si llegare a dictarse sentencia influiría substancialmente en ella, éste ordenará, a petición del Ministerio Público, que se suspenda el procedimiento civil a partir de la citación para sentencia, hasta en tanto se declare que no ha lugar a intentarse la acción penal, o si se intenta, hasta que se pronuncie resolución definitiva. Si no se insistiere en que se tome en consideración el documento, no se suspenderá el procedimiento civil. 

Este artículo se aplicará también en lo conducente cuando se tache de falso a un testigo. 

Artículo 304.- A las actuaciones de averiguación previa sólo podrán tener acceso el indiciado, su defensor, la víctima u ofendido y su representante legal, si los hubiere. Al servidor público que indebidamente quebrante la reserva de las actuaciones o proporcione copia de ellas o de los documentos que obren en la averiguación, se le sujetará al procedimiento de responsabilidad administrativa o penal, según corresponda. 

No obstante lo previsto en el párrafo anterior en los delitos perseguibles de oficio el Ministerio Público de la Federación podrá negar dicho acceso al registro, cuando lo estime necesario para la buena marcha de las investigaciones, siempre y cuando no haya citado a declarar al indiciado. 

El indiciado, su defensor, la víctima y, en su caso, su representante legal podrán solicitar copias simples o certificadas de los documentos que obren en la averiguación previa, salvo en el caso del párrafo anterior. 

Artículo 305.- Al recibir el Fiscal diligencias de averiguación previa, si hubiere detenidos y la detención fuere justificada, hará inmediatamente la consignación a los tribunales, si se cumple lo previsto en el penúltimo párrafo de este artículo, si tales requisitos no se satisfacen, podrá retenerlos ajustándose a lo previsto en los artículos 252, 307 y 309 del presente ordenamiento. Si la detención fuere injustificada, ordenará que los detenidos queden en libertad, sin dilación alguna. 

El Fiscal dispondrá la libertad del inculpado, en los supuestos y cumpliendo con los requisitos establecidos por el artículo 237 de este Código para los jueces, sin perjuicio de solicitar alguna medida cautelar en caso necesario. 

Cuando el Fiscal deje libre al imputado, lo prevendrá a fin de que comparezca cuantas veces sea necesario para la práctica de diligencias de averiguación previa, y, concluida ésta, ante el Juez a quien se consigne, quien ordenará su presentación y si no comparece sin causa justa y comprobada, ordenará su aprehensión. 

La garantía de la reparación del daño se cancelará o el embargo precautorio se levantará y en su caso se devolverá por el Fiscal, cuando se resuelva el no ejercicio de la acción penal. Consignado el caso, tal garantía se considerará prorrogada tácitamente, hasta en tanto el Juez no decida su modificación o cancelación. 

Inmediatamente que el Fiscal tenga elementos que acrediten el cuerpo del delito y la probable responsabilidad penal del indiciado, en los términos del artículo 177 de este Código, ejercitará la acción penal ante los tribunales federales. 

No obstante lo dispuesto por el artículo 15 del Código Penal Federal, el Fiscal podrá ejercitar la acción penal en los términos del párrafo anterior y, en su caso, las excluyentes del delito que se actualicen, por falta de los elementos objetivos del delito, serán analizadas por el juzgador al resolver la situación jurídica del imputado dentro del plazo constitucional. En el caso de las de carácter subjetivo, serán analizadas en la audiencia principal. 

Capítulo Segundo 
Detención y Retención del Indiciado
Artículo 306.- Queda prohibido detener a cualquier persona, sin orden de aprehensión librada por autoridad judicial competente, excepto cuando se trate de delitos flagrantes o de casos urgentes, conforme a lo dispuesto por los artículos 307 y 308 de este Código y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Sólo en los casos de delito flagrante cualquier persona puede detener al indiciado poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad inmediata y ésta, con la misma prontitud, a la del Fiscal. 

Sólo el Fiscal puede, con sujeción a este precepto, determinar qué personas quedarán en calidad de detenidas, sin perjuicio de las facultades que correspondan al Juez o tribunal de la causa. La violación de esta disposición hará penalmente responsable al Fiscal o servidor público de Policía Federal que decrete la detención. La persona detenida en contravención a lo previsto en este artículo será puesta inmediatamente en libertad. 

La Policía Federal podrá realizar detenciones dentro de una investigación de oficio, si con motivo de ella se descubre un delito en flagrancia. 

Artículo 307.-Se entiende que existe flagrancia cuando: 

I.
El imputado es detenido en el momento de estar cometiendo el delito; 

II.
Inmediatamente después de ejecutado el delito, el imputado es perseguido materialmente, o 

III.
El indiciado es señalado como responsable por la víctima, algún testigo presencial de los hechos o quien hubiere participado con él en la comisión del delito, o se encuentre en su poder el objeto, instrumento o producto del delito, o bien aparezcan huellas o indicios que hagan presumir fundadamente su responsabilidad en el delito; siempre y cuando se trate de un delito grave, así calificado por la ley, no haya transcurrido un plazo de cuarenta y ocho horas desde el momento de la comisión de los hechos delictivos, se haya iniciado la averiguación previa respectiva y no se hubiera interrumpido la investigación del delito. 

En esos casos, el Fiscal decretará la retención del indiciado si están satisfechos los requisitos de procedibilidad y el delito merece sanción privativa de libertad, o bien ordenará la libertad del detenido, cuando la sanción sea no privativa de la libertad o alternativa. 

La violación a lo dispuesto en el párrafo anterior hará penalmente responsable a quien decrete la indebida retención y la persona detenida deberá ser puesta de inmediato en libertad. 

Artículo 308.- En casos urgentes el Fiscal podrá, bajo su responsabilidad, ordenar por escrito la detención de una persona, fundando y expresando los indicios que acrediten: 

a) 
Que el indiciado haya intervenido en la comisión de alguno de los delitos 
señalados como graves en el artículo 252; 

b) 
Que exista riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción 
de la justicia, y 

c) 
Que por razón de la hora, lugar o cualquier otra circunstancia, no pueda 
ocurrir ante autoridad judicial para solicitar la orden de aprehensión. 

La violación de esta disposición hará penalmente responsable al Fiscal o servidor público que decrete indebidamente la detención y el sujeto será puesto en inmediata libertad. 

Artículo 309.- En los casos de flagrancia y en casos urgentes, ningún indiciado podrá ser retenido por el Fiscal por más de cuarenta y ocho horas, quien transcurrido dicho plazo, deberá ordenar su libertad o ponerlo a disposición de la autoridad judicial. Este plazo podrá duplicarse respecto de los delitos a que se refiere la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada. 

Capítulo Tercero 
Diligencias de Averiguación Previa
Artículo 310.- Inmediatamente que el Ministerio Público de la Federación, los servidores públicos encargados de practicar en su auxilio diligencias de averiguación previa o la Policía Federal, tengan conocimiento de la probable existencia de un delito que deba perseguirse de oficio, dictarán todas las medidas y providencias necesarias para: proporcionar seguridad y auxilio a las víctimas; impedir que se pierdan, destruyan o alteren las huellas o vestigios del hecho delictuoso, los instrumentos o cosas objeto o efectos del mismo; saber qué personas fueron testigos; evitar que el delito se siga cometiendo y, en general impedir que se dificulte la averiguación, procediendo a la detención de los que intervinieron en su comisión en los casos de delito flagrante. 

Lo mismo se hará tratándose de delitos que solamente puedan perseguirse por querella, si ésta ha sido formulada. 

Artículo 311.- En la averiguación previa en contra de personas que no hablen o no entiendan suficientemente el español, se les nombrará un intérprete desde el primer día de su detención, quien deberá asistirlas en todos los actos procedimentales sucesivos y en la correcta comunicación que haya de tener con su defensor. 

Tratándose de personas pertenecientes a los pueblos o comunidades indígenas, tanto el defensor como el intérprete correspondiente deberán tener pleno conocimiento de su lengua y cultura. 

El Juez, en su caso, de oficio, o a petición de parte, verificará que perdure ese canal de comunicación; y si lo estima necesario, podrá nombrar el defensor o el intérprete que mejoren dicha comunicación. 

Artículo 312.- Cuando una autoridad auxiliar del Ministerio Público de la Federación practique con ese carácter diligencias de averiguación previa, remitirá a éste, dentro de los tres días de haberlas concluido, las minutas o constancias levantadas y todo lo que con ellas se relacione. Si hubiese detenidos, la remisión se hará sin demora y se observará lo previsto en los artículos 252 y 307 de este Código. 

Artículo 313.- Cuando se presentare al servidor público o agente que hubiere iniciado una averiguación, un Fiscal de la Federación, éste podrá continuar por sí mismo la averiguación, en cuyo caso el primero cerrará el registro en el estado en que se encuentre, y la entregará a dicho servidor público, así como los detenidos y los objetos que se hayan recogido, comunicándole todos los demás datos de que tenga noticia; pero si el Fiscal, lo estima conveniente para el éxito de la averiguación, podrá encomendar a quien la haya iniciado, que la continúe bajo su dirección, debiendo el servidor público o agente comisionado acatar sus instrucciones y hacer constar esa intervención en el constancia. 

Artículo 314.- Cuando el imputado fuese detenido o se presentare voluntariamente ante el Ministerio Público de la Federación se procederá de inmediato en la siguiente forma: 

I.
Se hará constar por quien haya realizado la detención o ante quien aquél haya comparecido, el día, hora y lugar de la detención o de la comparecencia, así como, en su caso, el nombre y cargo de quien la haya ordenado. Cuando la detención se hubiese practicado por una autoridad no dependiente del Ministerio Público, se asentará o se agregará, en su caso, la información circunstanciada suscrita por quien la haya realizado o haya recibido al detenido; 

II.
Se le hará saber la imputación que existe en su contra y el nombre del denunciante o querellante; 

III.
Se le harán saber los derechos que le otorga el artículo 20, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Para efectos de garantizar su derecho a una adecuada defensa se le permitirá al indiciado comunicarse con las personas que él solicite, utilizando el teléfono o cualquier otro medio de comunicación del que se pueda disponer, o personalmente, si ellas se hallaren presentes. 

De la información al inculpado sobre los derechos antes mencionados, se dejará constancia en las actuaciones; 

IV. 
Cuando el detenido perteneciere a un pueblo o comunidad indígena o fuere extranjero, que no hable o no entienda suficientemente el español, se le designará un intérprete desde el primer día de la detención, el cual le hará saber los derechos a que se refiere la fracción anterior, quien deberá asistirlo en todos los actos procedimentales sucesivos y en la correcta comunicación que deba tener con su defensor. Tratándose de indígenas, el intérprete y el defensor que deberán asistirle, deberán tener además conocimiento de su lengua y cultura. Si se tratare de un extranjero, la detención se comunicará de inmediato a la representación diplomática o consular que corresponda, y 

V. 
En todo caso se mantendrán separados a los hombres y a las mujeres en los lugares de detención o reclusión. 

Artículo 315.- Cuando se determine la internación de alguna persona a un hospital u otro establecimiento similar, deberá indicarse el carácter con que sea su ingreso, lo que se comunicará a los encargados del establecimiento respectivo, quienes bajo su responsabilidad no autorizarán su salida, a menos de recibir notificación escrita en este sentido de parte de la autoridad que hubiese ordenado la internación; si no se hiciere esa indicación, se entenderá que sólo ingresa para su curación. 

Artículo 316.- El Fiscal expedirá las órdenes para la necropsia e inhumación del cadáver y el levantamiento de las constancias de defunción respectivas, cuando apareciere que la muerte fue posiblemente originada por algún delito y las diligencias de averiguación previa no estuvieren en estado de consignarse desde luego a los tribunales. 

Si de las mismas diligencias apareciere claramente que la muerte no tuvo por origen un delito y, por lo mismo, no procediere ejercitar la acción penal, el levantamiento del acta de defunción y la inhumación o cremación del cadáver se harán con la autorización del Fiscal. 

Artículo 317.- Si de las diligencias practicadas, resultare que el Ministerio Público de la Federación es incompetente, remitirá inmediatamente la averiguación previa a la autoridad correspondiente. 

Asimismo, el Fiscal podrá ordenar la separación y acumulación de actuaciones que sean procedentes. 

Capítulo Cuarto 
Reserva de la Averiguación Previa
Artículo 318.- Si los hechos denunciados pueden constituir delito pero no se advierten datos concretos que investigar por parte del Fiscal, o de las diligencias practicadas no resultan elementos bastantes para hacer la consignación a los tribunales y no aparece que se puedan practicar otras, pero con posterioridad pudieran aparecer nuevos indicios que permitan continuar la investigación con posibilidad de ejercer acción penal, se reservará el registro hasta que aparezcan esos datos, y entre tanto el Fiscal ordenará a la Policía Federal que haga investigaciones tendientes a lograr el esclarecimiento de los hechos. 

Artículo 319.- Se reservarán las averiguaciones previas relacionadas con delitos que hayan sido objeto de un acuerdo conciliatorio, hasta que se cumplan las obligaciones derivadas del mismo. 

Artículo 320.- En las averiguaciones previas en reserva el Fiscal determinará el no ejercicio de la acción penal cuando opere la prescripción. 

Capítulo Quinto
No ejercicio de la Acción Penal
Artículo 321.- El Fiscal no ejercitará la acción penal: 

I.
Cuando la conducta o los hechos de que conozca no sean constitutivos de delito, conforme a la descripción contenida en la ley penal. 

Si de la denuncia o querella recibida no se advierte delito que investigar, el Fiscal no tiene necesidad de investigar ni ordenar a la Policía Federal la práctica de diligencia alguna; 

II. 
Cuando se acredite plenamente que el inculpado no tuvo responsabilidad en la conducta o en los hechos punibles, y sólo por lo que respecta a aquél; 

III. 
Cuando, aún pudiendo ser delictivos la conducta o los hechos de que se trate, resulte imposible la prueba de su existencia por obstáculo material insuperable; 

IV. 
Cuando la responsabilidad penal se halla extinguido legalmente, en los términos del Código Penal Federal; 

V.
Cuando de las diligencias practicadas se desprenda plenamente que el inculpado actuó en circunstancias que excluyen la responsabilidad penal; 

VI.
Cuando en los delitos perseguibles de oficio exista un acuerdo conciliatorio debidamente cumplimentado, y 

VII.
Cuando se verifique algún otro supuesto previsto en este Código u otras disposiciones aplicables. 

La víctima u ofendido podrán inconformarse por el no ejercicio de la acción penal dentro de los diez días posteriores a que se le notifique la resolución, ante el Fiscal responsable de la investigación. Dicha inconformidad deberá de ser analizada al momento de resolver en definitiva. 

El Fiscal promoverá el sobreseimiento y la libertad absoluta del inculpado en los casos del artículo 346, fracciones II y III del presente ordenamiento. 

También se sobreseerán los procedimientos concernientes a delitos culposos que sólo produzcan daño en propiedad ajena o lesiones de los comprendidos en los artículos 289 y 290 del Código Penal Federal, si se cubre la reparación del daño causado a la víctima u ofendido y el inculpado no haya abandonado a aquéllas ni haya actuado hallándose en estado de ebriedad o bajo el efecto de estupefacientes o psicotrópicos. Lo anterior, no se concederá cuando se trate de culpa que se califique de grave conforme a la parte conducente del artículo 60 del Código Penal Federal. 

Las resoluciones que se dicten en los casos a que se refieren este artículo, producirán el efecto de impedir definitivamente el ejercicio de la acción penal respecto de los hechos que las motiven. 

Artículo 322.- La resolución definitiva del Ministerio Público que determine que no procede el ejercicio de la acción penal por los hechos que se hubieren denunciado como delito, o por los que se hubiere presentado querella, sólo puede ser atacada en los términos que la ley establece. 

Capítulo Sexto 
Conclusión de la Averiguación Previa
Artículo 323.- La averiguación previa deberá concluirse en el término que, en el caso concreto resulte de la aplicación del artículo 110, último párrafo del Código Penal Federal. 

LIBRO TERCERO 
PROCESO PENAL FEDERAL
Título Primero 
Actividad Procesal 

Capítulo

Primero Audiencias

Artículo 324.- Las audiencias serán públicas salvo que el Juez o Tribunal determine de oficio o a petición de parte que la audiencia se desarrolle, total o parcialmente a puertas cerradas cuando: 

I.
Pueda afectar la intimidad o la integridad física o psicológica de alguna de las partes o de alguna persona citada para participar en la audiencia; 

II.
Pueda afectar gravemente el orden público o la seguridad del Estado; 

III.
Peligre un secreto cuya revelación indebida sea punible; 

IV. 
Cuando la víctima de un delito previsto en el Título Décimo Quinto del Libro 


Segundo del Código Penal Federal sea un menor de edad, o 

IV. 
Esté previsto específicamente en este Código o en otra ley. 

La resolución constará en el registro de la audiencia. Desaparecida la causa de reserva, se hará ingresar nuevamente al público y quien presida la audiencia informará brevemente sobre el resultado esencial de los actos cumplidos a puertas cerradas, cuidando de no afectar el bien protegido por la reserva, en lo posible. El Tribunal podrá imponer a las partes en el acto, el deber de reserva sobre aquellas circunstancias que han presenciado, decisión que se asentará en la constancia de la audiencia. 

Artículo 325.- La audiencia se desarrollará en forma oral, tanto en lo relativo a las argumentaciones de las partes como a las declaraciones del inculpado, al desahogo de las pruebas y, en general, a toda intervención de quienes participaren en ella. Las resoluciones serán dictadas y fundamentadas verbalmente por el Juez, debiendo constar en el registro y sin perjuicio de transcribirse posteriormente. 

No obstante lo previsto en el párrafo anterior quienes no pudieren hablar intervendrán por escrito o por medio de intérpretes. 

Artículo 326.- Las audiencias se llevarán a cabo siempre con la presencia del Juez, el  Fiscal, el inculpado y su defensor. 

La víctima u ofendido deberán ser citadas a las audiencias por el Juez, pero su presencia no será necesaria para celebrar la audiencia sólo en los casos que este Código así lo determine. 

Artículo 327.- Las audiencias son continuas, pero en caso necesario se prolongarán en sesiones sucesivas que serán al día siguiente o más próximo inmediato. 

Las audiencias podrán suspenderse por razones de absoluta necesidad y exclusivamente por el tiempo mínimo necesario para resolver o superar el motivo de la misma, el cual no deberá exceder de diez días naturales, salvo que exista determinación debidamente fundada y motivada emitida por el Juez. 

Dentro del juicio, si voluntariamente no estuviese presente el inculpado, pero si su defensor, se realizarán las audiencias en su ausencia, salvo la audiencia inicial. 

Para los efectos de este párrafo deberá quedar constancia fehaciente de la manifestación de voluntad del inculpado. 

También se desarrollarán las audiencias cuando no pueda presenciarlas por razones de seguridad o su centro de detención esté fuera de la jurisdicción del tribunal que lleva la diligencia. 

Para efectos del párrafo anterior, se utilizarán medios remotos de comunicación para garantizar el debido proceso del inculpado. 

Capítulo Segundo
 Resoluciones Judiciales
Artículo 328.- Las resoluciones judiciales son: sentencias, si terminan la instancia resolviendo el asunto en lo principal; y autos, en cualquier otro caso. 

Toda resolución deberá ser fundada y motivada, expresará la fecha en que se pronuncie y se dictará en forma clara, precisa y congruente con la promoción o actuación procesal que la origine. 

Toda resolución deberá cumplirse o ejecutarse en sus términos. 

Las resoluciones se dictarán en audiencia, salvo disposición expresa o imposibilidad material. 

Artículo 329.- Cuando no se emitan en audiencia, los autos por escrito también contendrán una breve exposición del punto de que se trate y la resolución que corresponda, precedida de su motivación y fundamentos legales. 

Artículo 330.- Los autos que contengan resoluciones de mero trámite deberán dictarse dentro de cuarenta y ocho horas, contadas desde aquella en que se haga la promoción; los demás autos, salvo lo que la ley disponga para casos especiales dentro de tres días. 

Artículo 331.- Las resoluciones judiciales se dictarán por los respectivos ministros de la Suprema Corte de Justicia, magistrados o jueces, y una vez engrosadas serán firmadas por ellos y por el secretario que corresponda o, a la falta de éste, por testigos de asistencia. 

Artículo 332.- Para la validez de las sentencias y de los autos dictados por un tribunal colegiado se requerirá, cuando menos, el voto de la mayoría de sus miembros. 

Artículo 333.- Cuando alguno de los componentes de un tribunal colegiado no estuviere conforme con la resolución de la mayoría, expresará sucintamente las razones de su inconformidad en voto particular, que se agregará al registro. 

Artículo 334.- Ningún Juez o Tribunal Unitario puede modificar ni variar sus resoluciones después de formuladas, ni los colegiados después de haberlos votado. Esto se entiende sin perjuicio de su engrose y la aclaración de sentencia. 

Artículo 335.- Las resoluciones judiciales causan estado cuando notificadas las partes de las mismas, éstas manifiesten expresamente su conformidad, no interpongan los recursos que procedan dentro de los plazos señalados por la ley o, también, cuando se resuelvan los recursos planteados contra las mismas. 

Ninguna resolución judicial se ejecutará sin que previamente se haya notificado de la misma al Ministerio Público de la Federación y a quien corresponda, conforme a la ley. 

Capítulo Tercero 
Prisión Preventiva
Artículo 336.- El Juez podrá resolver la prisión preventiva del inculpado siempre y cuando se acrediten los siguientes requisitos: 

I.
Que se trate de alguno de los delitos considerados graves conforme a lo previsto en este Código, o cuando el imputado no garantice la reparación del daño en delitos no graves; 

II. Cuando se revoque la libertad provisional de los imputados, y 

Artículo 337.- El Juez resolverá de oficio o a petición de parte sobre la procedencia de la prisión preventiva desde el momento en que el inculpado sea puesto a su disposición, salvo lo relativo a los delitos previstos en el artículo 252, último párrafo, de este Código, lo cual se resolverá en la audiencia inicial. 

Artículo 338.- La prisión preventiva se ejecutará en establecimientos especiales, diferentes de los que se utilizaren para los sentenciados o, al menos, en lugares absolutamente separados de los destinados para estos últimos. 

Asimismo, la prisión preventiva de los sujetos a proceso por delitos políticos y de servidores públicos deberá de ejecutarse en lugares separados de los destinados para los demás delitos.   

Artículo 339.- La prisión preventiva se cumplirá de manera tal que no adquiera las características de una sanción, sin embargo, será tomada en cuenta para el cómputo de la sanción definitiva en su caso. 

El Juez deberá adoptar y disponer de las medidas necesarias para la adecuada protección de la integridad física del imputado. 

Artículo 340.- El Juez deberá poner fin a la prisión preventiva cuando dicte sentencia absolutoria o sobreseimiento. 

Artículo 341.- No podrá ordenarse la prisión preventiva de una persona mayor de sesenta años si se estima que de ser sentenciado, la penalidad no sería mayor a cinco años de prisión. Tampoco procederá en contra de personas afectadas por una enfermedad grave o terminal. 

En estos supuestos los inculpados permanecerán en sus domicilios sujetos a vigilancia de la autoridad correspondiente. 

Capítulo Cuarto 
Suspensión del Proceso
Artículo 342.-Iniciado el proceso penal, no podrá suspenderse sino en los casos siguientes: 

I. 
Cuando el responsable se hubiere sustraído a la acción de la justicia; 

II.
Cuando se advierta que se está en alguno de los casos señalados en las fracciones I y II del artículo 294 de este Código; 

III.
 Cuando el procesado se encuentre en cualquiera de las hipótesis del artículo 450, fracción II del Código Civil Federal, cualquiera que sea el estado del proceso, aperturándose el procedimiento especial; 

IV. 
Cuando no exista auto de sujeción a proceso y se llenen además los requisitos siguientes: 

a). 
Que aunque no esté agotada la averiguación haya imposibilidad transitoria 
para practicar las diligencias que resulten indicadas en ella. 

b). 
Que no haya base para decretar el sobreseimiento; y 

c). 
Que se desconozca quién es el responsable del delito. 

V.
Cuando se haya celebrado un acuerdo conciliatorio o la suspensión condicional del procedimiento, que implique cumplimiento diferido, y éstos sean aprobados por el Juez, y 

VI.
En los demás casos en que la ley ordene expresamente la suspensión del procedimiento. 

La suspensión fundada en los supuestos de las fracciones I, III y V, no impide que, a requerimiento del Fiscal o del ofendido o sus representantes, el juzgador ordene medidas precautorias patrimoniales en términos del artículo 204 de este Código. 

Artículo 343.- La sustracción de un inculpado a la acción de la justicia, en el supuesto de no haberse notificado del auto de sujeción a proceso, no impedirá la continuación del procedimiento, respecto de los demás inculpados que se hallaren a disposición del tribunal. 

Artículo 344.- Cuando se haya decretado la suspensión del procedimiento en los casos a que se refieren las fracciones II, III y IV del artículo 342 del presente ordenamiento, se continuará tan luego como desaparezcan las causas que lo motivaron en el caso de la fracción V, se continuará el procedimiento tan luego declare el Juez el incumplimiento del procesado a sus obligaciones convencionales. 

Artículo 345.- El tribunal resolverá de plano sobre la suspensión del procedimiento de oficio o a petición del Fiscal o del inculpado o su representante, en lo procedente, fundada en cualquiera de las causas a que se refiere el artículo 342 de este Código. 

Capítulo Quinto 
Sobreseimiento
Artículo 346.- El sobreseimiento procederá en los casos siguientes: 

I.
Cuando el Fiscal formule conclusiones no acusatorias; 

II.
Cuando durante el proceso aparezca que la conducta o los hechos no son constitutivos de delito, conforme a la descripción típica contenida en la ley penal o que el inculpado no tuvo responsabilidad en el delito que se persigue; 

III.
Cuando aparezca que la responsabilidad penal está extinguida; 

IV.
Cuando no se hubiere dictado auto de sujeción a proceso y aparezca que el hecho que motiva la averiguación no es delictuoso, o cuando estando agotada ésta se compruebe que no existió el hecho delictuoso que la motivó; 

V.
Cuando, habiéndose decretado la libertad por desvanecimiento de datos, esté agotada la averiguación y no existan elementos posteriores para dictar nueva orden de aprehensión, o se esté en el caso previsto por la parte final del artículo 355 del presente ordenamiento; 

VI.
Cuando esté plenamente comprobado que en favor del inculpado existe alguna causa eximente de responsabilidad penal; 

VII.
Cuando existan pruebas que acrediten fehacientemente la inocencia del acusado; 

VIII.
Cuando el imputado cumpla en todos sus términos con el acuerdo conciliatorio o con las obligaciones de la suspensión condicional del proceso avalados por la autoridad judicial y no exista oposición del Ministerio Publico Federal o de la victima u ofendido; 

IX.
Por desistimiento de la acción penal, del Fiscal en delitos perseguibles de oficio en cualquier etapa del proceso hasta antes de dictar sentencia, en los casos que señala este Código, y 

X.
En cualquier otro caso que la ley señale. 

El sobreseimiento puede decretarse de oficio en los casos previstos en las fracciones de I a IV, VI, VII y IX o a petición de parte, en los demás casos. 

Artículo 347.- El procedimiento cesará y el registro se mandará archivar en los casos de la fracción IV, del artículo anterior, o cuando esté plenamente comprobado que los únicos probables responsables se hallan en alguna de las circunstancias a que se refieren las fracciones I, II, III, V, VI, VII, VIII, IX y X del mismo; pero sí alguno no se encontrare en tales condiciones, el procedimiento continuará por lo que a él se refiere, siempre que no deba suspenderse en los términos del Libro Tercero, Título Primero, Capítulo IV de este Código. 

Cuando se siga el procedimiento por dos o más delitos y por lo que toca a alguno exista causa de sobreseimiento, éste se decretará por lo que al mismo se refiere y continuará el procedimiento en cuanto a los demás delitos, siempre que no deba suspenderse. 

Artículo 348.- El sobreseimiento se resolverá en cualquier audiencia que corresponda al estado procesal. 

Artículo 349.- No podrá dictarse auto de sobreseimiento después de que el Juez haya declarado cerrado el debate en la audiencia principal, excepto en los casos a que se refieren las fracciones I,  II, VII y VIII del artículo 346 de este Código. 

Artículo 350.- El inculpado a cuyo favor se haya decretado el sobreseimiento será puesto en absoluta libertad respecto al delito por el que se decretó. 

Artículo 351.- El auto de sobreseimiento que haya causado estado, surtirá los efectos de una sentencia absolutoria con valor de cosa juzgada, pero en el caso de la fracción VIII del artículo 346 del presente ordenamiento, quedará el registro del proceso y de la medida o alternativa otorgada al inculpado 

Capítulo Sexto 
Libertad por Desvanecimiento de Datos
Artículo 352.- La libertad por desvanecimiento de datos procede en los siguientes casos: 

I.
Cuando después de dictado el auto de sujeción a proceso y hasta antes de que el Juez declare cerrado el debate en la audiencia principal del proceso aparezcan plenamente desvanecidos los datos que sirvieron para acreditar el cuerpo del delito, o 

II.
Cuando después de dictado el auto de sujeción a proceso y hasta antes de que el Juez declare cerrado el debate en la audiencia principal del proceso no hubieren aparecido datos posteriores de responsabilidad, y se hayan desvanecido plenamente los considerados en el auto de plazo constitucional para tener al inculpado como probable partícipe. 

Artículo 353.- La solicitud del Fiscal para que se conceda la libertad por desvanecimiento de datos no implica el desistimiento de la acción penal. En consecuencia, el tribunal puede negar dicha libertad a pesar de la petición favorable del Fiscal. 

Artículo 354.- Procede este incidente, cuando el inculpado ha sido declarado sujeto a proceso, para que quede sin efecto esa declaración. Conforme al procedimiento previsto en el artículo 362 de este Código. 

Artículo 355.- La resolución que conceda la libertad tendrá los mismos efectos que el auto de libertad por falta de elementos para procesar, quedando expeditos el derecho del Ministerio Público de la Federación para pedir nuevamente la aprehensión del inculpado y la facultad del tribunal para dictar nuevo auto de sujeción a proceso, si aparecieren posteriormente datos que les sirvan de fundamento y siempre que no se varíen los hechos delictuosos motivo del procedimiento. Cuando la libertad se resuelva con apoyo en la fracción I del artículo 352 de este Código, tendrá efectos definitivos y se sobreseerá el proceso. 

Capítulo Séptimo 
Reparación del daño exigible a personas distintas del inculpado
Artículo 356.- La reparación del daño exigible a terceras personas se podrá tramitar de conformidad con lo establecido en este Código, o intentarse ante los tribunales civiles, pero no se podrá tramitar simultáneamente en ambas jurisdicciones. 

Artículo 357.- La acción para exigir la reparación del daño a personas distintas del inculpado, de acuerdo con el artículo 32 del Código Penal Federal, debe ejercitarse por quien tiene derecho a ello de conformidad con el artículo 30 bis del mismo ordenamiento ante el tribunal que conozca del proceso penal. 

Dicha acción debe ejercitarse antes de que haya recaído sentencia ejecutoriada en el proceso penal correspondiente, salvo en el supuesto de que cerrado el debate en la audiencia principal del proceso no hubiere lugar a juicio penal porque el Fiscal emitió conclusiones no acusatorias, caso en el cual la víctima u ofendido podrá ejercitar su acción civil. 

El Juez penal está obligado a resolver el incidente de reparación del daño, independientemente de la resolución del procedimiento principal. 

Si la víctima u ofendido no ejercitó la acción correspondiente antes de que se hubiese dictado sentencia ejecutoriada, podrá deducirla ante los tribunales del orden común, siempre y cuando no haya prescrito la acción civil. 

Artículo 358.- A falta de disposición expresa de este Código, en la tramitación de los incidentes sobre reparación del daño exigible a persona distinta del inculpado, supletoriamente se aplicará, en lo conducente el Código Federal de Procedimientos Civiles. Estos incidentes se tramitarán por separado. Las notificaciones se harán en la forma que señala este Código. 

Artículo 359.- Si el incidente llega al estado de alegar antes de que se declare cerrado el debate en la audiencia principal del proceso, se suspenderá hasta que el proceso se encuentre en estado de sentencia, la que se pronunciará resolviendo a la vez sobre la acción penal y sobre la reparación del daño exigible a personas distintas del inculpado, produciéndose los alegatos en la audiencia del juicio penal. 

Artículo 360.- En los casos previstos en las fracciones I y III del artículo 342 de este Código se continuará la tramitación del incidente hasta dictarse sentencia. 

Artículo 361.- Las providencias precautorias que pudiere intentar quien tenga derecho a la reparación, se regirán por lo que dispone el Código Federal de Procedimientos Civiles, sin perjuicio de las facultades que las leyes conceden a la autoridad fiscal para asegurar su interés. 

Capítulo Octavo
 Incidentes no especificados
Artículo 362.- Los incidentes que no puedan resolverse de plano, se substanciarán por separado y del modo siguiente, salvo que la ley prevea otra forma de tramitación: se citará a las partes a una audiencia incidental que deberá llevarse a cabo dentro de los cinco días siguientes a que el Juez o tribunal haya acordado la promoción. Si el tribunal lo estimare necesario o alguna de las partes ofreciere pruebas dentro del término de veinticuatro horas siguientes a que se les haya citado para la celebración de la audiencia, se resolverá sobre su admisión, en ese caso, las partes gozarán de tres días adicionales al resto del término para la celebración de la audiencia incidental, para la preparación de las pruebas admitidas. Las pruebas se deben desahogar en la audiencia incidental, concurran 

o no las partes, el tribunal fallará desde luego el incidente, en la misma audiencia. 

TÍTULO SEGUNDO 
PLAZO CONSTITUCIONAL 

Capítulo Primero 
Inicio de la Actuación Judicial
Artículo 363.- Tratándose de consignaciones con detenido, el Juez que reciba la consignación radicará de inmediato el asunto, calificando si la detención cumple con los requisitos previstos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y lo establecido en este Código. 

Posteriormente, le dará a conocer al inculpado sus derechos, permitirá el nombramiento del defensor y le dará acceso inmediato al registro al defensor, en los términos previstos en este Código. 

Artículo 364.-Tratándose de consignaciones sin detenido, el Juez ante el cual se ejercite la acción penal radicará el asunto dentro del término de dos días, salvo lo previsto en el párrafo tercero de este artículo, abriendo registro en el que resolverá lo que legalmente corresponda y practicará sin demora alguna todas las diligencias que promuevan las partes. 

El Juez ordenará o negará la aprehensión, comparecencia o presentación solicitados por el Fiscal dentro de los cinco días contados a partir del día en que se haya acordado la radicación. Si el registro excediere de doscientas fojas, por cada doscientas de exceso o fracción, se aumentará un día al plazo señalado sin que nunca sea mayor de diez días. 

Tratándose de los delitos que el artículo 252 de este Código señala como graves, la radicación se hará de inmediato y el Juez ordenará o negará la aprehensión o cateo solicitados por el Fiscal, dentro de las veinticuatro horas contadas a partir del momento en que se haya acordado la radicación. 

Si dentro de los plazos antes indicados el Juez no dicta auto de radicación o no resuelve sobre los pedimentos de aprehensión, reaprehensión, comparecencia o cateo, el Fiscal podrá ocurrir en queja ante el Tribunal Unitario de Circuito que corresponda. 

Si el Juez niega la aprehensión, reaprehensión, comparecencia o cateo, por considerar que no están reunidos los requisitos de los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 183 de este Código, se regresará el registro al Fiscal para el trámite correspondiente. 

Artículo 365.- En los casos en que el delito imputado tenga prevista sanción alternativa a la privativa de libertad, o bien sanción no privativa de libertad, a pedimento del Fiscal se librará orden de comparecencia en contra del inculpado para que se presente a la audiencia inicial, siempre que existan datos que acrediten el cuerpo del delito y la probable responsabilidad del indiciado; y en los casos previstos en el segundo párrafo del artículo 305 de este Código se librará orden presentación. 

Artículo 366.- Si contra una orden de aprehensión o reaprehensión no ejecutada o bien de presentación o comparecencia para audiencia inicial, se concede la suspensión definitiva por haber pedido amparo el imputado, el tribunal que concedió la suspensión lo hará comparecer a la presencia del Juez que dictó la orden dentro de tres días, para que se presente a la audiencia inicial y para los demás efectos del procedimiento. 

Artículo 367.- Siempre que un tribunal del orden común inicie diligencias en auxilio de la justicia federal, deberá dar aviso inmediato al tribunal federal competente y éste, a su vez, lo hará saber al Ministerio Público de la Federación de su adscripción. 

Artículo 368.- El tribunal, con vista del aviso que se refiere el artículo anterior, podrá dar a la autoridad que practique las diligencias, las instrucciones que estime necesarias; trasladarse al lugar para practicarlas personalmente; o bien pedir su envío desde luego o en su oportunidad, según lo estime conveniente. 

De no existir instrucciones expedidas por el tribunal federal, tratándose de consignaciones con detenidos, el Juez del orden común, dará la participación que conforme a esta ley corresponda al Ministerio Público de la Federación, si en el lugar del juicio hay Fiscal de esta autoridad; resolverá lo conducente respecto a la libertad provisional, celebrará la audiencia inicial y resolverá la situación jurídica de acuerdo a lo previsto en este Capítulo. Cumplidas estas diligencias, el Juez del orden común remitirá de inmediato, por conducto del Ministerio Público de la Federación, el registro y el detenido al tribunal federal competente, a efecto de que éste continúe el proceso. 

Artículo 369.- Inmediatamente después de que el inculpado quede a disposición del Juez, éste dictará un auto el cual, será notificado al inculpado, por conducto del personal del Juzgado o del centro de detención preventiva, señalándole en qué consiste la denuncia o querella así como los nombres de sus acusadores y de los testigos que declaren en su contra, igualmente se le harán saber todas las garantías que le otorga el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; que se le recibirán todos los testigos y las pruebas que ofrezca, en los términos legales, ayudándole para obtener la comparecencia de las personas que solicite, siempre y cuando estén domiciliadas en el lugar del juicio, y que le serán facilitados todos los datos que solicite para su defensa y consten en el proceso. 

Asimismo, se le entregará copia del pliego de consignación del Fiscal, siempre y cuando no haya otros imputados contra los cuales exista un mandamiento judicial no cumplimentado. En caso de ser así, se le entregará copia de la parte del pliego de consignación relacionada con la imputación que se le atribuya. 

Además, se le solicitará que nombre a su abogado defensor dentro de las tres horas posteriores a la notificación, a efecto de que se le dé acceso inmediato al registro y se entreviste con el inculpado antes de la celebración de la audiencia inicial, para lo cual el personal a que se refiere el primer párrafo de este artículo le proveerá del formato correspondiente. 

Para efectos del párrafo anterior, tratándose de delitos graves, la autoridad del centro de detención preventiva remitirá tan luego reciba del interno el documento de designación del defensor. 

En caso de que el inculpado no haga el nombramiento en este término o habiéndolo hecho el defensor no se apersone ante el Juez dentro de las veinticuatro horas posteriores a que el imputado quedó a su disposición, a aceptar el cargo, el juez le nombrará un defensor público, y le dará el acceso al registro. 

Para efectos del párrafo anterior el Juez le notificará al imputado el nombramiento del defensor a través del personal a que se refiere el primer párrafo de este artículo. 

Debe quedar constancia en el registro de que se dio cumplimiento a lo señalado en los párrafos anteriores. 

Artículo 370.- Tratándose de delitos no considerados como graves que sean sancionados con pena privativa de libertad, el Juez, de oficio, otorgará la libertad provisional en el auto a que se refiere el artículo anterior, sin perjuicio de que la resolución surta sus efectos hasta el momento en que quede garantizada la reparación del daño en los términos del artículo 237 del este Código. En ningún caso el imputado de delitos no graves será internado en prisión preventiva, salvo que se revoque la libertad provisional. 

En caso de que el delito no amerite reparación del daño, el juez otorgará al inculpado la libertad provisional, sin necedad de caución alguna. 

Siempre que el Juez otorgue al imputado la libertad provisional, con o sin caución, apercibirá al inculpado que de no presentarse a la audiencia inicial, será internado en prisión preventiva por incumplimiento de sus obligaciones procesales, sin perjuicio de que pueda decretar el arresto domiciliario en los términos previstos por este Código. 

En caso de que el proceso se haya iniciado por la comisión de delitos estimados graves que admiten libertad provisional, en los términos del último párrafo del artículo 252 del presente ordenamiento el inculpado por sí o por conducto de su defensa solicitarán al Juez la revaloración correspondiente en la audiencia inicial. 

Artículo 371.- Después de las veinticuatro horas y antes de las cuarenta y ocho posteriores a que el imputado quede a disposición del juez  o se presente voluntariamente ante él, se deberá celebrar la audiencia inicial del proceso, en la cual deberán estar presentes el Fiscal, el inculpado y su defensor, sin perjuicio de que pueda estar presente la víctima u ofendido del delito o su representante. 

La audiencia comenzará con la fijación, a cargo del Fiscal, de los hechos que se le imputan al inculpado, esgrimiendo los argumentos que explican cómo se acreditan los elementos del cuerpo del delito y hacen probable la responsabilidad del inculpado. 

Posteriormente, el Juez le preguntará al inculpado si ha entendido la acusación que existe en su contra, el delito que le atribuye el Fiscal  y si su defensor ya lo asesoró y tuvo acceso al registro, y si es o no su deseo declarar, asentando tales circunstancias en la constancia que al efecto se levante. 

Si es su voluntad declarar y en el supuesto de que así lo desee, el Fiscal y, en su caso, la víctima u ofendido lo examinarán sobre los hechos consignados mediante interrogatorio, después de que el indiciado haya declarado de forma libre y espontánea respecto de los hechos investigados. Si el indiciado decidiere no declarar, el Juez respetará su voluntad haciendo la declaratoria correspondiente. 

En todo caso, la defensa definirá su postura respecto de la acusación inicial, pudiendo negarla, aceptarla o adoptar una posición mixta. 

Artículo 372.- La declaración del inculpado se rendirá en forma oral, quien deberá ser asesorado en privado por su defensor antes del comienzo de la audiencia inicial, para lo cual éste tendrá previo acceso al registro. Si fueran varios los inculpados por los mismos hechos, se les tomará declaración por separado, en una sola audiencia. 

Artículo 373.- Las preguntas que se hagan al inculpado deberán referirse a hechos propios, se formularán en términos precisos y cada una abarcará un solo hecho, salvo cuando se trate de hechos complejos en que por la íntima relación que exista entre ellos, no pueda afirmarse o negarse uno sin afirmar o negar el otro. El Juez podrá disponer que los interrogatorios se hagan por su conducto cuando lo estime necesario, y desechará las preguntas que a su juicio sean insidiosas o inconducentes. Esta resolución sólo será revocable. 

Artículo 374.- Si el inculpado o su defensor ofrecen pruebas se resolverá, sobre su admisión en la misma audiencia y, en su caso, se recibirán y desahogarán en la continuación de la audiencia inicial, la cual debe reiniciarse antes del vencimiento de los plazos a que se refiere el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dependiendo de que se haya solicitado o no la ampliación del plazo a que hace referencia el citado precepto constitucional. 

A solicitud del inculpado el Juez practicará careos entre éste y los testigos que hayan declarado en su contra y estuvieren en el lugar del juicio. 

Artículo 375.- En caso de que el inculpado o su defensa no hayan ofrecido pruebas, el Juez deberá resolver sobre el auto de sujeción al proceso o de falta de elementos para procesar en la misma audiencia inicial, salvo que la complejidad del caso amerite el diferimiento de la audiencia hasta por el resto del término de setenta y dos horas. 

Artículo 376.- En caso de que el inculpado no declare o su defensa no haga ningún pronunciamiento sobre los hechos que el Ministerio Público de la Federación le imputa, en la audiencia inicial se entenderán negados los hechos. 

Capítulo Segundo

Resolución de Plazo Constitucional

Artículo 377.- Dentro de las setenta y dos horas siguientes al momento en que el inculpado quede a disposición del Juez, en la audiencia inicial, el Juez dictará oralmente el auto de sujeción al proceso, cuando de lo actuado aparezcan acreditados los siguientes requisitos: 

I. 
Que se le hayan dado a conocer al inculpado sus derechos conforme a lo 
previsto en el artículo 369 del presente ordenamiento, se haya hecho la 
designación del abogado defensor y se le haya dado acceso al registro. 

II. 
Que hayan elementos que acrediten el cuerpo del delito; 

III. 
Que en relación a la fracción anterior los elementos hagan probable la 
responsabilidad penal del inculpado, y 

IV.
 Que 
no 
esté 
plenamente 
comprobada a favor del inculpado alguna 
circunstancia excluyente de responsabilidad, o que extinga la acción penal. 

El plazo a que se refiere el párrafo primero de este artículo, podrá prorrogarse por única vez, hasta por setenta y dos horas, únicamente, cuando lo solicite el inculpado, por sí o por su defensor, en su primera intervención dentro de la audiencia inicial siempre que dicha prórroga sea con la finalidad de aportar y desahogar pruebas para que el Juez resuelva su situación jurídica. 

El Fiscal no podrá solicitar dicha prórroga ni el Juez, el cual resolverá de oficio; el Fiscal en ese plazo puede, sólo en relación con las pruebas o alegatos que propusiere el indiciado o su defensor, hacer las promociones correspondientes al interés social que representa. 

La prórroga del plazo se deberá notificar a la autoridad responsable del establecimiento en donde, en su caso, se encuentre internado el imputado, para los efectos a que se refiere el segundo párrafo del artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En el auto de sujeción al proceso se deberá expresar el delito que se le impute al inculpado, así como el lugar, tiempo y circunstancias de ejecución. 

Artículo 378.- El auto a que se refiere el artículo anterior se dictará por el delito que hasta ese momento parezca haberse cometido, tomando en cuenta sólo los hechos materia de la consignación, considerando la descripción típica legal y la probable responsabilidad correspondiente, aun cuando con ellos se modifique la clasificación hecha en promociones o resoluciones anteriores. Dichos autos serán inmediatamente notificados, en forma personal, a las partes. 

Artículo 379.- El auto de sujeción al proceso o de falta de elementos para procesar debe notificarse en la audiencia inicial, en la que deberán comparecer el Fiscal, el inculpado y su defensor. También podrán hacerlo la víctima u ofendido y su representante privado cuando proceda para efectos de conciliación. 

En dicha audiencia el inculpado y la defensa optarán por el tipo de proceso que les convenga, cuando así proceda o, en su caso, el Fiscal podrá solicitar el proceso abreviado. 

En el auto que dicte el Juez debe expresar la fecha, la identificación del inculpado y del juzgado, la descripción sintética de los hechos, el listado de pruebas, los considerandos y los resolutivos. 

Artículo 380.- El auto de sujeción a proceso se notificará a la autoridad responsable del establecimiento donde se encuentre detenido el inculpado. Si este servidor público no recibe copia autorizada de la mencionada resolución dentro de los plazos que señala el artículo 377 de este Código, en su caso, a partir del acto en que se puso al inculpado a disposición del Juez, dará a conocer por escrito, por correo electrónico o por cualquier otro medio remoto de comunicación, dejando constancia de ello, esta situación al citado Juez y al Fiscal en el momento mismo de concluir el plazo y, si no obstante esto, no recibe la copia autorizada del auto de sujeción al proceso dentro de las tres horas siguientes, pondrá en libertad al inculpado. De todo ello se dejará constancia en el registro del proceso. 

Artículo 381.- Dictado el auto de sujeción a proceso se identificará al procesado por el sistema adoptado administrativamente, sin que ello implique la elaboración de registros de antecedentes penales o de estudios de personalidad, los cuales sólo deberán de llevarse a cabo después de que el Juez haya dictado sentencia condenatoria y antes de que se realice la audiencia de individualización de la sanción. En caso de seguirse un proceso abreviado, se elaborarán los rastreos de ingresos anteriores y el estudio de personalidad antes de la audiencia. 

En caso de que exista sentencia absolutoria deberá comunicarse a las autoridades administrativas correspondientes, a efecto de que se cancele y se destruya el registro del inculpado del sistema de identificación a que se refiere el párrafo anterior. 

Las constancias de antecedentes penales y los documentos en que conste la identificación de individuos indiciados o inculpados con motivo de cualquier averiguación o proceso penal, sólo se proporcionarán por las oficinas respectivas cuando lo requiera una autoridad competente, fundando y motivando su requerimiento, o cuando se solicite por ser necesarias para ejercitar un derecho o cumplir una obligación legalmente previstos. 

Artículo 382.- Si dentro del término legal no se reúnen los requisitos necesarios para dictar el auto de sujeción a proceso, se dictará auto de libertad por falta de elementos para procesar, según corresponda, sin perjuicio de que por medios posteriores de prueba se actúe nuevamente en contra del inculpado; en estos casos no procederá el sobreseimiento hasta en tanto prescriba la acción penal del delito o delitos de que se trate. 

También en estos casos, el Fiscal podrá promover pruebas, hasta reunir los requisitos necesarios, con base en los cuales, en su caso, solicitará nuevamente al Juez dicte orden de aprehensión, en los términos del artículo 183 de este Código, o de comparecencia, según corresponda. 

Artículo 383.- El proceso penal federal se tramitará en forma sumaria cuando se trate de delitos no graves y en los graves cuando así lo solicite el inculpado. En los delitos graves se llevará el proceso ordinario. 

El Juez declarará el tipo de proceso al dictar el auto de sujeción a proceso, haciéndolo saber a las partes, debiendo el inculpado y su defensor pronunciarse sobre la adopción del proceso sumario, dentro de la misma audiencia. 

En caso de concurso delictual que abarque ambos tipos de delitos, se aplicarán las reglas de los delitos graves. 

Título Tercero 
Procedimiento Preliminar 

Capítulo Único

Artículo 384.-Una vez dictado el auto de sujeción al proceso, en la misma audiencia, si no hubiere acuerdo conciliatorio entre el inculpado y la víctima o el delito no admite conciliación, ni tampoco se acuerda la petición de suspensión condicional de proceso, el Juez determinará la fecha y hora en que deberá tener lugar la realización de la audiencia preliminar, la cual debe celebrarse en un plazo no mayor de quince días contados a partir del día siguiente en que surta sus efectos la notificación. 

Artículo 385.-Diez días antes de la celebración de la audiencia, el Fiscal deberá presentar al Juez la relación de las pruebas que se ofrecerán en la misma. 

El Fiscal que no presente en tiempo la relación a que hace referencia este artículo será suspendido de su encargo en los términos de la Ley de la Fiscalía General de la Federación, y en caso de reincidencia será removido atendiendo a lo dispuesto en dicho ordenamiento. 

La falta de presentación de la relación de pruebas suspende el término para la celebración de la audiencia preliminar. 

La relación de pruebas deberá notificarse personalmente al inculpado y a su defensor, dentro de las veinticuatro horas siguientes  a que el Juez la reciba. 

Artículo 386.- El día de la audiencia, el procesado y su defensor podrán ofrecer las pruebas que crean convenientes y objetar las que consten en la relación del Fiscal. 

El Fiscal sólo puede ofrecer las pruebas que consten en la relación que remitió al Juez de la causa, salvo que sean supervenientes, y objetar las pruebas que ofrezca el procesado o su defensor.  

El juez luego de examinar las pruebas y escuchar a los intervinientes, excluirá de ser rendidas en la audiencia principal, las pruebas que fueren impertinentes y las que tuvieren por objeto acreditar hechos públicos y notorios. Asimismo, el Juez, si estimare que la admisión de las pruebas testimoniales y documentales, en los términos ofrecidos por las partes, produciría efectos meramente dilatorios de la audiencia principal, dispondrá también que el respectivo promovente reduzca el número de testigos o de documentos, cuando mediante ellos desearé acreditar mismos hechos o circunstancias que no tengan relación substancial con la materia que se someterá al conocimiento del Juez. Del mismo modo, el juez excluirá las pruebas que provinieren de actuaciones o diligencias que hubiesen sido declaradas nulas o aquéllas que se hubieran sido obtenidas en contravención a la ley. 

Al término del debate y del análisis previsto en el párrafo anterior, el Juez dictará el auto de admisión de las pruebas y señalará un plazo para la preparación de las mismas, el cual no será mayor a tres meses, tratándose del juicio ordinario y de un mes cuando se tramite el juicio sumario. 

Artículo 387.- Durante la audiencia, el Fiscal y la defensa podrán solicitar conjuntamente al juez que dé por acreditados ciertos hechos, que no podrán ser discutidos en la audiencia principal del juicio. 

El juez podrá formular proposiciones a los intervinientes en la materia. 

En caso de estimar procedente la solicitud el Juez señalará en el auto a que se refiere el artículo siguiente, los hechos que se den por acreditados, sin que los mismos puedan ser discutidos en la audiencia principal. 

Artículo 388.- Al vencimiento del plazo a que se refiere el último párrafo del artículo 386, el Juez dictará el auto de apertura del juicio oral estableciendo la fecha y hora de la celebración de la audiencia, así como el Juez de Distrito que conocerá de la audiencia principal, que deberá ser dentro de los quince días siguientes y ordenará que se cite a todas aquellas personas que deban concurrir a la audiencia apercibiéndolos que de no asistir serán acreedores a las correcciones disciplinarias que establece el presente ordenamiento. 

Las partes podrán solicitar una prórroga, motivando la ampliación del período, y el Juez escuchando a las partes, podrá concederla.  

Título Cuarto Pruebas

Capítulo Primero

Medios de prueba

Artículo 389.- La Ley reconoce como medios de prueba: 

I. 
Confesión; 

II. 
Inspección; 

III. 
Pericial; 

IV. 
Testimonial; 

V.
Careos; 

VI.
Documentos, y 

VII.
Todo aquello que se ofrezca como tal en términos del artículo 20, Apartado A, fracción V de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, siempre que pueda ser conducente y no sea contrario a derecho. 

Artículo 390.- Sólo serán admisibles las pruebas que sean ofrecidas oportunamente, salvo que sean supervenientes. 

Artículo 391.- Hasta antes de la audiencia principal, las pruebas supervenientes deberán anunciarse por escrito, dentro de los tres días posteriores a que el promovente tenga conocimiento de las mismas, declarando bajo protesta de decir verdad dicha situación. 

El Juez notificará a las partes el día y hora de celebración de una audiencia extraordinaria en la que se deben ofrecer, en su caso, objetar y, de ser procedente, admitir las pruebas supervenientes. 

En caso de que el Juez determine la admisión de las pruebas ofrecidas, señalará un término para la preparación de las mismas, a efecto de que puedan ser presentadas en la audiencia principal del proceso. 

Artículo 392.- En caso de que existan pruebas supervenientes que no haya sido posible anunciar antes de la audiencia principal del juicio, éstas deberán ofrecerse, en su caso, objetarse y, de ser procedente, admitirse dentro de la misma audiencia principal del proceso. 

En el supuesto de que sean admitidas, se desahogarán si se encuentran preparadas, en su defecto, el Juez señalará un plazo para su preparación, sin perjuicio de que la audiencia prosiga su curso normal y las supervenientes se presenten en la continuación de ésta. 

Artículo 393.- Si la recepción de la prueba superveniente es necesaria para el desahogo de otra prueba, se suspenderá la audiencia hasta en tanto se pueda recabar la prueba superveniente. 

Capítulo Segundo 
Confesión
Artículo 394.- La confesión es la declaración voluntaria hecha por persona no menor de dieciocho años, en pleno uso de sus facultades mentales, rendida ante el Juez o tribunal de la causa, sobre hechos propios constitutivos del tipo delictivo materia de la imputación, emitida con las formalidades señaladas por el artículo 20, Apartado A, fracción IV,  de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; se admitirá en cualquier estado del procedimiento, hasta antes de dictar sentencia irrevocable. 

La confesión rendida fuera de la audiencia principal no requiere de su repetición en ésta, por lo que se reputa ofrecida y desahogada en los términos previstos por este Código, desde el momento que se lleva a cabo, con las formalidades previstas en este artículo. 

Capítulo Tercero 

Inspección

Artículo 395.- Es materia de la inspección todo aquello que pueda ser directamente apreciado por la autoridad que conozca del asunto. 

La inspección desahogada en la audiencia principal, fuera del lugar del juzgado, puede ser practicada a través de medios remotos o con la asistencia del Juez, a juicio de este último, caso en el cual, el juzgador se trasladará al lugar donde tenga que desahogarse la prueba. 

Para su desahogo se fijará día, hora y lugar, y se citará oportunamente a quienes hayan de concurrir, los que podrán hacer al Juez las observaciones que estimen convenientes, que se asentarán en la constancia que al efecto se levante, si así lo solicita quien las hubiese formulado o alguna de las partes. Si el Juez lo considera necesario, se hará acompañar de testigos y asistir de peritos que dictaminarán según su competencia profesional o técnica. 

Artículo 396.- Para la descripción de lo inspeccionado se emplearán, según el caso, dibujos, planos topográficos, fotografías ordinarias o métricas, moldeados, o cualquier otro medio para reproducir las cosas, asentándose en la constancia cuál 

o cuáles de aquéllos, en qué forma y con qué objeto se emplearon. 

Se hará la descripción oralmente de todo lo que no hubiere sido posible efectuar por los medios anteriores, procurándose fijar con claridad los caracteres, señales o vestigios que el delito dejare, el instrumento o medio que probablemente se haya empleado y la forma en que se hubiere usado. 

Artículo 397.- Al practicarse una inspección podrá examinarse a las personas presentes, que puedan proporcionar algún dato útil al proceso, a cuyo efecto se les podrá prevenir que no abandonen el lugar, observándose lo previsto en el artículo 475 del presente ordenamiento. 

Artículo 398.- En caso de lesiones, al sanar el lesionado se deberá hacer la inspección y la descripción de las consecuencias apreciables que hubieren dejado. 

Artículo 399.- En los delitos sexuales y en el de aborto el Juez, si lo estima indispensable, puede concurrir al reconocimiento que practiquen los médicos. 

Además del Juez, únicamente se permitirá asistir a la diligencia a aquéllas que designe la reconocida cuando quiera que la acompañen. 

Artículo 400.- La inspección podrá tener el carácter de reconstrucción de hechos y su objeto será apreciar las declaraciones que se hayan rendido y los dictámenes periciales que se hayan formulado. Se podrá llevar a cabo, siempre que a juicio del Juez sea necesario. 

Artículo 401.- En caso de que el Juez determine que no se requiere llevar a cabo la reconstrucción, las partes pueden utilizar video grabaciones, maquetas, dibujos 

o cualquier otro mecanismo que les permita explicar los hechos con el objeto de acreditar su hipótesis. 

Artículo 402.- La reconstrucción deberá practicarse precisamente a la hora y en el lugar donde se cometió el delito, cuando estas circunstancias tengan influencia en la determinación de los hechos que se reconstruyan. 

En caso contrario podrá efectuarse en cualquiera hora y lugar. 

Artículo 403.- No se practicará la reconstrucción sin que hayan sido examinadas las personas que hubieren intervenido en los hechos o que los hayan presenciado y deban tomar parte en ella. 

Artículo 404.- Cuando alguna de las partes solicite la reconstrucción, deberá precisar cuáles son los hechos y circunstancias que desea esclarecer, pudiéndose repetir la diligencia cuantas veces sea necesario, a juicio del inculpado, de su defensor, del Fiscal, del Juez o del Tribunal de la causa. 

Artículo 405.- En la reconstrucción estarán presentes, si fuere posible, todos los que hayan declarado haber participado en los hechos o haberlos presenciado. Cuando no asistiere alguno de los primeros podrá comisionarse a otra persona para que ocupe su lugar, salvo que esa falta de asistencia haga inútil la práctica de la diligencia, en cuyo caso se suspenderá. Asimismo se citará a los peritos que sean necesarios. 

La descripción se hará en la forma que establece el artículo 396 de este Código. 

Artículo 406.- Cuando hubiere versiones distintas acerca de la forma en que ocurrieron los hechos, se practicarán, si fueren conducentes al esclarecimiento de los mismos, las reconstrucciones relativas a cada una de aquéllas; y en caso de que se haga necesaria la intervención de peritos, éstos dictaminarán sobre cuál de las versiones puede acercarse más a la verdad. 

Capítulo Cuarto 
Peritajes
Artículo 407.- Siempre que para el examen de personas, hechos u objetos, se requieran conocimientos especiales se procederá con intervención de peritos. 

Artículo 408.- Cuando el inculpado pertenezca a un grupo étnico indígena, se procurará allegarse de dictámenes periciales, a fin de que el juzgador abunde en el conocimiento de su personalidad y capte su diferencia cultural respecto a la cultura media nacional. 

En los procedimientos en los que intervengan personas que aleguen tener la calidad de indígenas, la misma se acreditará con la sola manifestación de quien la haga. Cuando tal calidad fuere cuestionada en juicio, se solicitará a las autoridades comunitarias la expedición de la constancia que acredite la pertenencia del individuo a un determinado pueblo o comunidad. 

Artículo 409.- Los peritos que dictaminen serán dos o más pero bastará uno cuando solamente éste pueda ser habido, o cuando el caso sea urgente. 

Artículo 410.- La defensa y el Fiscal tendrán derecho a nombrar hasta dos peritos en el proceso, para dictaminar sobre cada punto que amerite intervención pericial. El Juez hará saber a los peritos su nombramiento y les ministrará todos los datos que fueren necesarios para que emitan su dictamen. 

Los peritos nombrados por el Fiscal y la defensa deberán rendir su dictamen cuando menos quince días antes de la fecha fijada para la celebración de la audiencia principal. 

Cuando los dictámenes de los peritos discordaren, el Juez citará a los peritos a una junta en la que se discutirán los puntos de diferencia, asentándose en la constancia respectiva, el resultado de la discusión. Si los peritos no se pusieren de acuerdo el Juez nombrará un perito tercero en discordia,  el cual deberá rendir su dictamen a más tardar el día fijado para la celebración de la audiencia principal. 

Artículo 411.- Los peritos deberán tener título oficial en la ciencia o arte a que se refiere el punto sobre el cual deba dictaminarse, si la profesión o arte están legalmente reglamentadas; en caso contrario, se nombrará peritos prácticos. Cuando el inculpado pertenezca a un grupo étnico indígena, podrán ser peritos prácticos, personas que pertenezcan a dicho grupo étnico indígena. 

Artículo 412.- También podrán ser nombrados peritos prácticos cuando no hubiere titulados en el lugar en que se siga el procedimiento pero en este caso se librará exhorto o requisitoria al tribunal del lugar en que los haya, para que en vista del dictamen de los prácticos emitan su dictamen. 

Artículo 413.- La designación de peritos hecha por el Juez o el Ministerio Público de la Federación, deberá recaer en las personas que desempeñen ese empleo por nombramiento oficial y a sueldo fijo, o bien en personas que presten sus servicios en dependencias o entidades del Gobierno Federal, en universidades del país, o que pertenezcan a asociaciones de profesionistas reconocidas en la República. 

Si no hubiere peritos oficiales titulares se nombrarán de entre las personas que desempeñen el profesorado del ramo correspondiente en las escuelas nacionales, 

o bien de entre los servidores públicos o empleados de carácter técnico en establecimientos o corporaciones dependientes del Gobierno. 

Artículo 414.- Si no hubiere peritos de los que menciona el artículo anterior y el Juez o el Fiscal  lo estiman conveniente, podrán nombrar otros. En estos casos los honorarios se cubrirán según lo que se acostumbre pagar en los establecimientos particulares del ramo de que se trate a los empleados permanentes de los mismos, teniendo en cuenta el tiempo que los peritos debieron ocupar en el desempeño de su comisión. 

Artículo 415.- Los peritos que acepten el cargo, con excepción de los oficiales titulares, tiene obligación de protestar su fiel desempeño ante el servidor público que practique las diligencias. 

En casos urgentes la protesta la rendirán al producir o ratificar su dictamen. 

Artículo 416.- El servidor público que practique las diligencias fijará a los peritos el tiempo en que deban cumplir su cometido. Si transcurrido ese tiempo no rinden su dictamen o sí legalmente citados y aceptado el cargo, no concurren a desempeñarlo, se hará uso de alguno de los medios de apremio. 

Si a pesar de haber sido apremiado el perito no cumple con las obligaciones impuestas en el párrafo anterior, se dará vista al Ministerio Público de la Federación para que inicie la averiguación previa por el delito a que se refiere el artículo 178 del Código Penal Federal. 

Artículo 417.- Cuando se trate de una lesión proveniente de delito y el lesionado se encontrare en algún hospital público, los médicos de éste se tendrán por nombrados como peritos, sin perjuicio de que el Juez que practique las diligencias nombre además otros, si lo creyere conveniente, para que dictaminen y hagan la clasificación legal. 

Artículo 418.- La necropsia de los cadáveres de personas que hayan fallecido en un hospital público, la practicarán los médicos de éste; sin perjuicio de la facultad del Juez que le concede el artículo anterior. 

Artículo 419.- Fuera de los casos previstos en los dos artículos anteriores el reconocimiento o la necropsia se practicarán por los peritos médicos legistas oficiales si los hubiere y, además, si se estima conveniente, por los que designe el Juez que conozca del asunto. 

Artículo 420.- Cuando el Juez lo estime conveniente, asistirá al reconocimiento u operaciones que efectúe n los peritos. 

Artículo 421.- El Juez, el Fiscal, el inculpado y su defensa, podrán hacer a los peritos las preguntas que resulten pertinentes sobre la materia objeto de la pericia. 

Este derecho se le concederá también a la víctima o a su representante legal, respeto de la reparación del daño. 

Artículo 422.- Los peritos practicarán todas las operaciones y experimentos que su ciencia o arte les sugieran y expresarán los hechos y circunstancias que sirvan de fundamento a su dictamen. 

Artículo 423.- En la audiencia principal del proceso, los peritos deberán explicar el contenido y las conclusiones de su dictamen o informar oralmente, previa ratificación del escrito puesto a disposición del tribunal en su oportunidad, independientemente que el dictamen haya sido emitido como prueba anticipada. 

En esta diligencia el Juez y las partes podrán interrogar a los peritos, en los términos previstos en el artículo 475 de este Código. 

Artículo 424.- Cuando el peritaje recaiga sobre objetos que se consuman al ser analizados, no se permitirá que se verifique el primer análisis sino cuando más, sobre la mitad de la sustancia, a no ser que su cantidad sea tan escasa, que los peritos no puedan emitir su dictamen sin consumirla por completo, de lo cual deberá dejarse constancia. 

Artículo 425.- Cuando se niegue o ponga en duda la autenticidad de un documento podrá pedirse y decretarse el cotejo de letras o firmas, que se practicará con documentos indubitables, o con los que las partes de común acuerdo reconozcan como tales; con aquellos cuya letra o firma haya sido reconocida judicialmente, y con el escrito impugnado en la parte en que reconozca la letra como suya aquel a quien perjudique. 

El Juez podrá ordenar que se repita el cotejo por otros peritos. 

Capítulo Quinto 
Testigos
Artículo 426.- El Juez no podrá dejar de examinar durante la audiencia principal a los testigos presentes cuya declaración soliciten las partes. 

Artículo 427.-Toda persona que sea testigo está obligada a declarar con respecto a los hechos investigados. Las preguntas que formulen las partes deberán guardar relación con los hechos. 

Si el testigo no comparece, sin causa justificada, el Juez ordenará que sea presentado a declarar, y le impondrá un medio de apremio. 

Artículo 428.- No se obligará a declarar al tutor, curador, pupilo o cónyuge del inculpado, ni a sus parientes por consanguinidad o afinidad en la línea recta ascendente o descendente sin limitación de grados y en la colateral hasta el cuarto inclusive, ni a los que estén ligados con el inculpado por amor, respeto, cariño o estrecha amistad; pero si estas personas tuvieren voluntad de declarar se hará constar esta circunstancia y se recibirá su declaración. 

Artículo 429.- Si el testigo se hallare en el lugar de la residencia del Juez pero tuviere imposibilidad física para presentarse ante él, dicho servidor público en compañía del Secretario podrá trasladarse al lugar donde se encuentre el testigo para tomarle su declaración. 

A la diligencia deberá acudir el Fiscal y la defensa. La ausencia de alguna de las dos partes no invalidará la diligencia siempre y cuando haya quedado constancia de la citación para la celebración de la misma. 

Artículo 430.- Cuando haya que examinar a los servidores públicos previstos en el artículo 111 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, quien practique las diligencias se trasladará al domicilio u oficina de dichas personas para tomarles su declaración, sin perjuicio de que el interesado, si se le requiere y lo desea, comparezca personalmente. 

A la diligencia deberá acudir el Fiscal y la defensa. 

Artículo 431.- Los testigos deben ser examinados separadamente y sólo las partes podrán asistir a la diligencia, salvo en los casos siguientes: 

I. Cuando el testigo sea ciego; 

II. Cuando sea sordo o mudo, o 

III. Cuando ignore el idioma español. 

Artículo 432.- ntes de que los testigos comiencen a declarar en la audiencia principal del juicio se les instruirá de las sanciones que el Código Penal Federal establece para los que se conducen con falsedad, o se niegan a declarar. 

Esto podrá hacerse hallándose reunidos todos los testigos. 

A los menores de dieciocho años en vez de hacérseles saber las sanciones en que incurren los que se producen con falsedad, se les exhortará para que se conduzcan con verdad. 

Para efectos de lo previsto en este artículo se asentará lo conducente en la constancia respectiva. 

Artículo 433.- Después de tomarle la protesta de decir verdad, se preguntará al testigo su nombre, apellido, edad, lugar de origen, fecha de nacimiento, domicilio, estado civil, profesión u ocupación; si se halla ligado con el inculpado o el ofendido por vínculos de parentesco, amistad o cualesquiera otros y si tiene algún motivo de odio o rencor contra alguno de ellos. 

Artículo 434.- Los testigos comenzarán a declarar libremente de viva voz, sin que les sea permitido leer las respuestas que tengan escritas; pero podrán consultar algunas notas o documentos que lleven consigo, cuando sea pertinente según la naturaleza del asunto y a juicio de quien practique las diligencias y, sólo hasta que terminen de declarar se les podrán formular preguntas. 

Para los efectos del párrafo anterior, el Fiscal o la defensa solicitarán que el Juez verifique el contenido de las notas o documentos. 

Las partes podrán realizar interrogatorios en los términos del artículo 475 de este Código. 

Artículo 435.- Si la declaración se refiere a algún objeto puesto en depósito, después de interrogar al testigo sobre las señales que caractericen dicho objeto, se le pondrá a la vista para que lo reconozca y firme sobre él, si fuere posible. 

Artículo 436.- Si la declaración es relativa a un hecho que hubiere dejado vestigios en algún lugar, el testigo podrá ser conducido a él para que haga las explicaciones convenientes. 

Artículo 437.- Siempre que se examine a una persona cuya declaración sea sospechosa de falta de veracidad, se dejará asentado ello. 

En el momento de la diligencia, el Fiscal, el inculpado o su defensor podrán manifestar los motivos que tuvieren para suponer la falta de veracidad en el declarante, e inclusive ofrecer pruebas al respecto, que se agregarán a la causa. 

Artículo 438.- Si de lo actuado apareciere que algún testigo se ha producido con falsedad, se mandarán compulsar las constancias conducentes para la investigación de ese delito y se hará la remisión respectiva al Ministerio Público de la Federación sin que esto sea motivo para que se suspenda el procedimiento; si en el momento de rendir su declaración el testigo, apareciere que es manifiesta la comisión del delito de falsedad, será detenido desde luego y puesto a disposición del Ministerio Público de la Federación. 

Artículo 439.- Cuando el testigo tuviere que ausentarse del lugar en que se practiquen las diligencias se procederá conforme a las reglas de la prueba anticipada, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 256 de este Código. 

Artículo 440.- El Juez podrá dictar las providencias necesarias para que los testigos no se comuniquen entre sí, ni por medio de otra persona, antes de que rindan su declaración. 

Artículo 441.- La autoridad responsable de la investigación o el Juez podrán ordenar que se otorgue protección policial a los testigos cuando: 

I. 
Se ponga en peligro su vida o integridad corporal por su intervención en una averiguación previa o proceso penal, y 

II. 
Que su declaración pueda ser determinante para el ejercicio de la acción penal o para absolver o condenar al procesado. 

En los casos de delitos señalados como de delincuencia organizada, se estará a lo dispuesto en la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada. 

Capítulo Sexto 
Careos
Artículo 442.- Con excepción de los mencionados en la fracción VI del Apartado A, del Artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que sólo se celebrará si el procesado o su defensor lo solicita, los careos se practicarán cuando exista contradicción sustancial en las declaraciones de dos personas, pudiendo repetirse cuando el Juez lo estime oportuno o cuando surjan nuevos puntos de contradicción. 

Artículo 443.- El careo solamente se practicará entre dos personas y no concurrirán a la diligencia sino las que deban ser careadas, el Juez, las partes, y los intérpretes si fueren necesarios. 

Artículo 444.-Los careos, salvo los exceptuados en el artículo 442 de este Código, se practicarán dando lectura a las declaraciones que se reputen contradictorias, llamando la atención de los careados sobre sus contradicciones, a fin de que discutan entre sí y pueda aclararse la verdad. 

Artículo 445.- Salvo los supuestos previstos en el artículo 20, Apartado B, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuando se trate de delito grave en el que haya concurrido violencia física, delito que atente contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual en los que el menor aparezca como víctima u ofendido o testigo, a petición de la víctima u ofendido, del testigo, del representante legal del menor o del Fiscal, el careo se llevará a cabo en recintos separados, con la ayuda de cualquier medio electrónico audiovisual, de tal manera que el procesado pueda cuestionar a la víctima u ofendido o los testigos durante la audiencia sin confrontarlos físicamente. 

Artículo 446.- En los supuestos del artículo 13 se practicará el careo supletorio, leyéndose al presente la declaración del otro y haciéndole notar las contradicciones que hubiere entre aquélla y lo declarado por él. 

Capítulo Séptimo

Documentos

Artículo 447.- El Juez recibirá las pruebas documentales que le presenten las partes el día de la audiencia principal, cuyo contenido se leerá y si por su extensión no fuere pertinente, el oferente hará una síntesis tras de lo cual el Juez las agregará al registro, dejado asentado tal circunstancia. 

Artículo 448.- Cuando alguna de las partes pidiere copia o testimonio de un documento que obre en archivos de dependencias u organismos públicos, el Juez ordenará a la autoridad correspondiente que expida y le remita copia oficial de dicho documento. Con la solicitud presentada por una de las partes, se dará vista a la otra para que, dentro de tres días, pida a su vez se adicionen las constancias que crea convenientes acerca del mismo asunto. En todo caso, el Juez resolverá de plano si son procedentes las peticiones que las partes formulen. 

Artículo 449.- Los documentos existentes fuera de la jurisdicción del juzgado en que se siga el procedimiento, se compulsarán mediante exhorto que se dirija al del lugar en que se encuentren, antes de la celebración de la audiencia principal y deberán ser ofrecidos y desahogados en los términos de este Código. 

Artículo 450.- Los documentos privados y la correspondencia procedentes de uno de los interesados, que se presenten por otro, se reconocerán por aquél. 

Con este objeto se le mostrarán originales y se le dejará ver todo el documento. 

Artículo 451.- Cuando el Fiscal estime que pueden encontrarse pruebas del delito que motiva el proceso en la correspondencia que se dirija al inculpado, pedirá al tribunal y éste ordenará que dicha correspondencia se recoja. 

Artículo 452.- La correspondencia recogida se abrirá por el Juez en presencia de su Secretario, del Fiscal, de la defensa y del inculpado si éste estuviere en el lugar. 

En seguida el Juez leerá para sí la correspondencia; si no tuviere relación con el hecho que se averigua, la devolverá al inculpado o a alguna persona de su familia, si aquél no estuviere presente; si tuviere relación le comunicará su contenido, y la mandará agregar al registro. 

Artículo 453.- El Juez podrá ordenar que se faciliten por cualquiera oficina telegráfica, copias autorizadas de los telegramas por ella transmitidos o recibidos, si pudiere esto contribuir al esclarecimiento de los hechos. 

Artículo 454.- El auto que se dicte en los casos de los tres artículos que preceden, se determinará con exactitud el nombre del destinatario cuya correspondencia deba ser recogida. 

Artículo 455.- Cuando a solicitud de parte el Juez mande sacar testimonio de documentos privados existentes en los libros, cuadernos o archivos de comerciantes, industriales o de cualquier otro particular, el que pida la compulsa deberá indicar la constancia que solicita y el tribunal ordenará la exhibición de aquéllos para que se inspeccione lo conducente. 

En caso de resistencia del tenedor del documento, el tribunal oyendo a aquél y a las partes presentes, resolverá de plano si debe hacerse la exhibición. 

Artículo 456.- Los documentos redactados en idioma extranjero se presentarán en original, acompañados de su traducción al español. 

En este caso, se deberán presentar desde la audiencia preliminar para que la contraparte esté en posibilidad de objetar la prueba. 

Si ésta fuere objetada, se ordenará que sean traducidos por los peritos que designe el tribunal. 

Capítulo Octavo
Valor Jurídico de la Prueba
Artículo 457.- La autoridad judicial calificará el valor de la confesión, tomando en cuenta los requisitos previstos en el artículo 458 y razonando su determinación, según lo dispuesto en el artículo 459 del presente ordenamiento. 

Artículo 458.- La confesión deberá reunir los siguientes requisitos: 

I.
Que sea hecha por persona no menor de dieciocho años, en su contra, con pleno conocimiento, y sin coacción, ni violencia física o moral; 

II.
Que sea hecha ante el Juez de la causa, con la asistencia de su defensor, y que el inculpado esté debidamente informado del proceso; 

III.
Que sea de hechos propios; y 

IV.
Que no existan datos que, a juicio del Juez o tribunal, la hagan inverosímil. 

No podrá consignarse a ninguna persona si existe como única prueba la confesión. 

Artículo 459.- La confesión rendida ante cualquier autoridad distinta del Juez o ante éste sin la asistencia de su defensor o cuando se acredite la existencia de incomunicación, intimidación o tortura, carecerá de todo valor probatorio. 

Artículo 460.- Los documentos públicos se reputarán auténticos, salvo el derecho de las partes para redargüirlos de falsedad y para pedir su cotejo con los protocolos o con los originales existentes en los archivos. 

Artículo 461.- Son documentos públicos los que señale como tales el Código Federal de Procedimientos Civiles o cualquier otra Ley. 

Artículo 462.-Los documentos públicos procedentes del extranjero, se reputarán auténticos, cuando: 

I.
Sean legalizados por el representante autorizado para atender los asuntos de la República, en el país donde sean expedidos. La legalización de firmas del representante se hará por el servidor público autorizado de la Secretaría de Relaciones Exteriores; 

II.
Haya sido certificada su autenticidad, por cualquier medio previsto en Tratados Internacionales de los que México y el Estado del que procedan, sean parte, o 

III.
Cuando sean presentados por vía diplomática. 

Artículo 463.- Cuando no haya representante mexicano en el lugar donde se expiden los documentos públicos y, por tanto, los legalice el representante de una nación colaborante, la firma de este representante deberá ser legalizada por el ministro o cónsul de esa nación que resida en la capital de la República, y la de éste, por el servidor público autorizado de la Secretaría de Relaciones Exteriores. 

Artículo 464.- El resultado de los cateos, se reputará auténtico siempre que se practiquen con los requisitos legales, sin perjuicio de que los elementos probatorios que arroje la diligencia, se ofrezcan y desahoguen en la audiencia principal del juicio, de conformidad con las disposiciones de este Código. 

Artículo 465.- Todos los demás medios de prueba serán valorados libremente por el Juez a la luz de la experiencia. 

Artículo 466.- Los tribunales, según la naturaleza de los hechos y el enlace lógico y natural, más o menos necesario que exista entre la verdad conocida y la que se busca, apreciarán en conciencia el valor de los medios probatorios hasta poder considerarlos suficientes para desvirtuar la presunción de inocencia del inculpado. 

Artículo 467.-Los tribunales apreciarán los dictámenes periciales; aun los de los peritos prácticos, según las circunstancias del caso. 

Artículo 468.- Para apreciar la declaración de un testigo el tribunal tendrá en consideración: 

I.
Que por su edad, capacidad e instrucción, tenga el criterio necesario para juzgar el acto; 

II.
Que por su probidad, independencia de posición y antecedentes personales, tenga completa imparcialidad; 

III.
Que el hecho de que se trate sea susceptible de conocerse por medio de los sentidos, y que el testigo lo conozca por sí mismo y no por inducciones ni referencias de otro; 

IV.
Que la declaración sea clara y precisa, sin dudas ni reticencias, ya sobre la sustancia del hecho, ya sobre sus circunstancias esenciales, y 

V. 
Que el testigo no haya sido obligado por fuerza o miedo, ni impulsado por engaño, error o soborno. El apremio judicial no se reputará fuerza. 

Artículo 469.- Los jueces y tribunales expondrán en sus resoluciones los razonamientos que formulen para valorar jurídicamente las pruebas. 

Artículo 470.-Las pruebas obtenidas ilegalmente serán nulas. En caso de duda, debe absolverse. 

Título Quinto
 Juicio 

Capítulo Primero
 Audiencia Principal
Artículo 471.- El día y hora fijados en el auto de apertura al juicio oral, el Fiscal, el inculpado, su defensor, en su caso, la víctima u ofendido y los demás intervinientes, se apersonarán en el juzgado para dar inicio al juicio. 

El Juez dirigirá los debates del juicio, y ordenará que se levante la versión estenográfica o videográfica de la celebración de la audiencia. 

Artículo 472.- La audiencia puede diferirse sólo por una sola vez de oficio o a petición de parte, sin que dicho aplazamiento pueda ser mayor a treinta días naturales. 

Cuando se requiera aplazar la continuación de una audiencia ya iniciada, el Juez podrá decretar un receso, que en ningún caso podrá exceder de setenta y dos horas. 

Artículo 473.- El Juez verificará la presencia de las personas a que se refiere el artículo 471 de este Código y declarará abierto el debate. Posteriormente advertirá al inculpado sobre la importancia y el significado de lo que va a ocurrir, indicándole que esté atento a aquello que va a oír 

Posteriormente, el Juez concederá la palabra al Fiscal para que exponga su acusación y al inculpado o  a su defensor para que manifieste lo que a su derecho convenga, hasta por treinta minutos cada uno. 

Al término de las intervenciones a que se refiere el párrafo anterior se le concederá al inculpado el uso de la palabra para que, de ser su voluntad,  declare sobre los hechos por los que se le acusa, observándose en lo conducente lo previsto en los artículos 372, 373 y 374 de este Código. 

En caso de que voluntariamente haya declarado se le concederá el uso de la palabra al Fiscal para que, en su caso, realice el interrogatorio correspondiente. Al término del mismo o si la representación social no decidiere interrogar al inculpado, se concederá la palabra al abogado defensor para que, si lo estima conducente, lleve a cabo el interrogatorio conducente. 

Artículo 474.- Al termino de la declaración del inculpado, las pruebas se desahogan, en los términos previstos este Código, en el orden que el Fiscal lo solicite al Juez. 

No obstante lo previsto en el párrafo anterior, el Fiscal comenzará haciendo una breve semblanza de la diligencia que se pretende desahogar, acto seguido realizará su desahogo, realizando en su caso el interrogatorio correspondiente. 

Al término de la intervención del Fiscal se concederá la palabra a la defensa y al inculpado para que aleguen lo que a su derecho convenga y si procediere lleve a cabo el interrogatorio correspondiente, pudiendo solicitar el desahogo de una prueba determinada o, en su caso, ofrecer una prueba superveniente. 

En caso de que la defensa haya desahogado una prueba se le concederá el uso de la palabra al Fiscal en los términos del párrafo anterior. 

Artículo 475.- Para la práctica de interrogatorios se observarán las siguientes reglas: 

El Juez, después de interrogar al perito o  testigo y, en su caso,  al intérprete sobre su identidad personal y las circunstancias que estime necesarias para valorar su testimonio, debe advertirlo de las responsabilidades en las que incurren aquellos que declaran con falsedad, apercibiéndolo de declarar bajo protesta de decir verdad. 

Posteriormente el Juez concederá la palabra a la parte que propuso el testigo para que lo interrogue y, con posterioridad, a la otra que desee interrogarlo. 

En su interrogatorio, las partes que hayan propuesto a un testigo o perito no podrán formular sus preguntas de tal manera que sugieran las respuestas. 

Durante las repreguntas, las otras partes sí podrán confrontar al perito o testigo con sus propios dichos u otras versiones, tanto en la averiguación previa como en el proceso, de los hechos presentados en el juicio. 

Por último, el Juez podrá interrogar, a fin de aclarar asuntos que no hayan quedado claros para el tribunal. 

Los peritos, testigos e intérpretes expresarán, en lo posible, la razón de ser de sus conocimientos e informaciones, y precisarán su origen, designando con la mayor precisión posible a los terceros de quienes, eventualmente, hubieren obtenido la información. 

El Juez moderará el interrogatorio, procurando que se conduzca sin presiones indebidas y sin ofender la dignidad del testigo. Pese a que los intervinientes 

pueden interrogar libremente, el Juez no permitirá que el testigo, el perito o interprete conteste a preguntas insidiosas o inconducentes. Sólo serán prohibidas las preguntas sugestivas propuestas por la parte que presenta al testigo o al perito. Las partes podrán objetar la formulación de preguntas capciosas, impertinentes o sugestivas. 

Artículo 476.- El procesado y su defensor tienen derecho a solicitar ser oídos en cualquier momento del proceso, con el fin de manifestar lo que a su derecho convenga. 

Artículo 477.- Concluida la etapa de desahogo de pruebas, el Juez aperturará la etapa conclusiva y cederá la palabra al Fiscal, al defensor y al inculpado; así como a la víctima u ofendido o su representante, exclusivamente respecto de la reparación del daño, para que expongan sus conclusiones, teniendo el derecho de replicar el contenido de las conclusiones de las otras partes, en el mismo orden de intervención. 

El Juez moderara el término de las intervenciones a que se refiere el párrafo anterior, el cual no puede ser superior a veinte minutos por cada una salvo que a juicio del Juez sea indispensable mayor tiempo. 

El Juez dará vista al Fiscal General de la Federación de las deficiencias u omisiones del Fiscal que actuó en el juicio, para los efectos legales a que haya lugar. 

Al finalizar la intervención del inculpado o su defensor, el Juez declarará cerrado el debate y pasará a determinar en privado su resolución. 

Capítulo Segundo 
Sentencia
Artículo 478.- El Juez deberá decidir sobre la responsabilidad penal del procesado en la misma audiencia o en continuación de la misma, a más tardar dentro de las setenta y dos horas siguientes al cierre del debate, cuando la complejidad del asunto lo requiera. 

A solicitud del Fiscal el Juez al emitir sentencia condenatoria deberá de revocar la libertad provisional de los sentenciados, cuando la pena mínima prevista para el delito que se imputa sea mayor a cuatro años de prisión. 

Las medidas cautelares dictadas durante el procedimiento penal se mantendrán hasta en tanto el juez no dicte sentencia. 

Los sentenciados sujetos a prisión preventiva continuarán en ella hasta en tanto no se individualice la sanción impuesta. 

Artículo 479.- La Individualización de la sanción y, en su caso, la cuantificación de la reparación del daño, se deberán llevar a cabo en audiencia a realizar dentro de los quince días posteriores a la audiencia principal. 

En esta nueva audiencia sólo se podrán presentar pruebas para la individualización de la sanción,  la reparación del daño y, en su caso, para acreditar los requisitos que exige el artículo 90 del Código Penal Federal para la procedencia de la condena condicional. 

El Fiscal o el defensor, si estiman procedente la condena condicional, lo indicarán así para el caso en que el tribunal imponga una sanción privativa de libertad que no exceda de cuatro años. En todo caso el Juez podrá concederla de oficio. 

El Juez recabará los informes necesarios para la correcta individualización de las sanciones. 

El Juez concederá la palabra al Fiscal, a la víctima u ofendido, al sentenciado y a su defensor para que aleguen lo que a su derecho convenga. 

Terminado el debate el Juez abrirá el proceso a la etapa de pruebas, las cuales se ofrecerán y se objetarán en el mismo orden establecido en el párrafo anterior. 

Admitidas las pruebas por el Juez, éstas serán desahogadas y una vez concluida esta etapa el Juez concederá la palabra al Fiscal, a la víctima u ofendido, al sentenciado y a su defensor para que aleguen lo que crean conveniente. 

Una vez cerrado el debate el Juez se retirará a determinar su resolución en privado, misma que emitirá en la misma audiencia. 

En su resolución el juez podrá aplicar los sustitutivos penales a los que se refiere el artículo 70 del Código Penal Federal. 

Artículo 480.- La redacción de la sentencia y su notificación a las partes deberá hacerse dentro de los tres días posteriores a la celebración de la última audiencia. 

Artículo 481.- Las sentencias contendrán: 

I.
El lugar en que se pronuncien; 

II. 
La designación del Juez que la dicte; 

III.
Los nombres y apellidos del acusado, su sobrenombre si lo tuviere, el lugar de su nacimiento, nacionalidad, edad, estado civil, en su caso, el grupo étnico indígena al que pertenece, idioma, residencia o domicilio, ocupación y oficio o profesión; 

IV.
Un extracto breve de los hechos exclusivamente conducentes a los puntos resolutivos de la sentencia; 

V.
Las consideraciones, fundamentaciones y motivaciones legales de la sentencia; 

VI.
La condena o absolución que proceda; 

VII.
La individualización de la sanción. 

Si la sentencia es condenatoria se fijará el monto correspondiente a la reparación del daño causado a la víctima u ofendido. 

Si la sentencia es absolutoria, el Juez deberá resolver si el sentenciado tiene responsabilidad civil por los hechos juzgados; 

VIII. La determinación de la ejecución de la caución, el embargo precautorio y, en su caso, la obligación del Fideicomiso para Reparación del Daño a las Víctimas del Delito de responder de la reparación del daño como deudor subsidiario, y 

IX.
Los demás puntos resolutivos correspondientes. 

Artículo 482.- El Juez puede decretar el cumplimiento diferido de la condena pecuniaria después de dictar sentencia, si el responsable solicita fundada y motivadamente el pago de la reparación del daño en parcialidades, en los supuestos que prevé el artículo 240 de este Código, siempre que se cuente con el consentimiento de la víctima u ofendido. 

En caso de incumplimiento del sentenciado el Juez determinará la ejecución de la sentencia, sin perjuicio de la responsabilidad penal correspondiente. 

Artículo 483.-Las partes pueden solicitar la aclaración de la sentencia definitiva ante el Juez que la haya dictado, dentro del término de tres días contados desde la notificación y expresando claramente la contradicción, ambigüedad, oscuridad o deficiencia de que, en concepto del promovente, adolezca la sentencia. 

Artículo 484.- En ningún caso se alterará, a pretexto de aclaración, el fondo de la sentencia. 

Artículo 485.- La resolución en que se aclare una sentencia se reputará parte integrante de ella. 

Artículo 486.- La aclaración propuesta interrumpe el término señalado para la apelación. 

Artículo 487.- Son irrevocables y causan ejecutoria: 

I.
Las sentencias pronunciadas en primera instancia cuando se hayan consentido expresamente o cuando, concluido el término que la ley señala para interponer algún recurso, no se haya interpuesto, y 

II.
Las sentencias contra las cuales la ley no conceda recurso alguno. 

Artículo 488.- Las sentencias irrevocables y que causan ejecutoria son documentos ejecutivos en los términos del Código Federal de Procedimientos Civiles, respecto de la reparación del daño a la víctima u ofendido, cuando el Juez indique la existencia de responsabilidad civil. 

Título Sexto 
Proceso Abreviado
Artículo 489.- Después de dictar el auto de sujeción a proceso, hasta antes de que el Juez declare cerrado el debate en la audiencia principal, el Juez, a petición del Fiscal, siempre y cuando no medie oposición del inculpado o su defensa, determinará la apertura del proceso abreviado, siempre y cuando se acrediten los siguientes requisitos: 

I.
Que en cualquier delito, el inculpado emita confesión judicial lisa y llana, y acepte su responsabilidad penal; 

II.
Que la confesión esté suficientemente corroborada con los elementos recabados en el registro de la averiguación previa para acreditar el cuerpo del delito y hacer probable la responsabilidad del inculpado y, en su caso, los tomados en cuenta por el Juez para dictar el auto de sujeción al proceso, y 

III.
Que la defensa del inculpado haya tenido acceso al registro y haya asesorado previamente a su defendido, respecto de las implicaciones del proceso abreviado. 

Artículo 490.- En las constancias de la audiencia debe quedar asentado de propia voz del inculpado, que su defensa tuvo acceso al registro y que fue asesorado por su abogado, así como que ha entendido la acusación que existe en su contra y el delito que le atribuye el Fiscal. 

Asimismo, el Juez citará al inculpado, a la víctima u ofendido y al Fiscal a una audiencia dentro de los quince días posteriores a la notificación del auto, en la que sólo se podrán presentar pruebas para la reparación del daño y, en su caso, para la condena condicional, y se tomarán en cuenta para efectos de la acreditación de los elementos del tipo y de la responsabilidad penal del inculpado, su confesión, los elementos recabados en el registro de averiguación previa y las pruebas desahogadas en la audiencia inicial. 

El inculpado tiene la posibilidad de revocar su decisión de sujetarse al proceso abreviado hasta antes de que el Juez declare cerrado el debate en la audiencia a la que se refiere el primer párrafo de este artículo. 

Artículo 491.- El Juez concederá la palabra al Fiscal, en su caso, a la víctima u ofendido, al procesado y a su defensor para que ofrezcan sus pruebas y aleguen lo que a su derecho convenga. 

Admitidas las pruebas por el Juez,  éstas serán desahogadas y una vez concluida esta etapa el Juez concederá la palabra al Fiscal, en su caso, a la víctima u ofendido y, al procesado y a su defensor para que aleguen lo que crean conveniente. 

Cerrado el debate el Juez se retirará a decidir en privado y emitirá su resolución en la misma audiencia. 

Artículo 492.- En la sentencia del proceso abreviado, el Juez deberá de sentenciar al inculpado a la sanción mínima prevista para el delito por el cual se le sigue el proceso y a petición del Fiscal aplicar una reducción de hasta una tercera parte o una mitad de la sanción que le corresponda por su conducta, según se trate de delitos considerados graves o no por este Código respectivamente, y de ser procedente aplicar los sustitutivos penales o la condena condicional previstos en el Código Penal Federal.  

Título Séptimo
 Recursos 

Capítulo Primero
 Revocación

Artículo 493.- Solamente los autos contra los cuales no se conceda por este Código el recurso de apelación, serán revocables por el Juez que los dictó. 

También lo serán las resoluciones que se dicten en segunda instancia antes de la sentencia. 

Artículo 494.- El plazo para interponer el recurso de revocación y ofrecer pruebas será de cuarenta y ocho horas, contados a partir de que surta efectos la notificación de la resolución que se impugna. 

El tribunal resolverá el recurso en el momento mismo de su interposición si fuere dentro de audiencia, siempre oyendo a las partes, si la interposición fuese fuera de audiencia, se admitirá a trámite y se citará a una audiencia que se efectuará dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación que se haga a la parte que no interpuso el recurso, acerca de la admisión de éste. En la audiencia se desahogarán las pruebas ofrecidas, se escuchará a las partes y se dictará resolución, contra la que no procede recurso alguno. Si no es posible que en esa audiencia concluya el desahogo de pruebas, el Juez podrá convocar, por una sola vez, a la continuación de la audiencia dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes. 

Capítulo Segundo
 Apelación
Artículo 495.- El recurso de apelación tiene por objeto examinar si en la resolución recurrida no se aplicó la ley correspondiente o se aplicó ésta inexactamente, si se violaron los principios reguladores de la valoración de la prueba, si se alteraron los hechos o no se fundó o motivó correctamente. 

Artículo 496.- La segunda instancia solamente se abrirá a petición de parte legítima, para resolver sobre los agravios que estime el apelante le causa la resolución recurrida. Los agravios deberán expresarse al interponerse el recurso a más tardar en la vista del asunto. El tribunal de apelación suplirá la deficiencia de los agravios cuando el recurrente sea la víctima u ofendido o el procesado o, siéndolo el defensor, se advierta que por torpeza no los hizo valer debidamente. 

Si el procesado o su defensor no hubieren solicitado en la audiencia de individualización de la sanción el otorgamiento de la condena condicional y si no se concediere de oficio, podrán solicitarla y rendir las pruebas respectivas durante la tramitación de la segunda instancia. 

Artículo 497.- El Fiscal tiene derecho de apelar las resoluciones intermedias que pongan fin al procedimiento, las resoluciones que nieguen las órdenes de aprehensión, presentación o comparecencia, las que nieguen el arraigo, la prohibición de abandonar una demarcación geográfica o el cateo y la sentencia absolutoria, el inculpado sólo puede apelar la sentencia definitiva condenatoria; asimismo, la víctima u ofendido o sus legítimos representantes pueden interponer el recurso contra las resoluciones definitivas respecto de la reparación del daño. 

La admisión de los recursos es sólo en efecto devolutivo, salvo que expresamente se indique su admisión en ambos efectos, y su interposición es optativa para la partes. 

Artículo 498.- La apelación podrá interponerse en el acto de la notificación o por escrito o comparecencia dentro de los cinco días siguientes si se tratare de sentencia, o de tres días si se interpusiere contra un auto. 

Artículo 499.- Al notificarse al acusado la sentencia definitiva de primera instancia redactada, se le hará saber el término que la ley concede para interponer el recurso de apelación; lo que se hará constar en el proceso. 

La omisión de este requisito surte el efecto de duplicar el término legal para interponer el recurso, y el secretario o actuario que haya incurrido en ella, será sancionado disciplinariamente por el tribunal que conozca del recurso, con, diez a cincuenta días multa. 

Artículo 500.- Interpuesto el recurso dentro del término legal, el Juez que dictó la resolución apelada lo admitirá o lo desechará de plano, según sea o no procedente conforme a las disposiciones anteriores. 

Contra el auto que admita la apelación no procede recurso alguno. 

Artículo 501.- Si el apelante fuere el sentenciado, al admitirse el recurso se le prevendrá que nombre defensor que lo patrocine en la segunda instancia, y si no lo hiciere se le designará un defensor público. 

Artículo 502.- Cuando proceda la apelación en ambos efectos, se remitirá los originales del proceso al tribunal de apelación respectivo. Si fueren varios los acusados y la apelación solamente se refiere a alguno de ellos, el Juez que dictó la sentencia apelada ordenará se expidan las copias certificadas de la sentencia a la autoridad correspondiente con los datos de identificación del reo. 

Si se trata de sentencia absolutoria, podrá remitirse el original del proceso, a no ser que hubiere uno o más sentenciados que hayan sido condenados, los cuales no hubiesen apelado. 

Cuando la apelación se admite en el efecto devolutivo, salvo el caso del párrafo anterior, se remitirá el duplicado autorizado de constancias o testimonio de lo que las partes designen y de lo que el tribunal estime conveniente. 

El duplicado o testimonio debe remitirse dentro de cinco días y si no se cumple con esta prevención, el tribunal de apelación, a pedimento del apelante, impondrá al inferior una multa de cinco a quince días multa. 

Artículo 503.- Recibido el proceso, el duplicado autorizado de constancias o el testimonio, en su caso, el tribunal lo pondrá a la vista de las partes por el plazo de tres días; y si dentro de ellos no promovieren pruebas, se señalará día para una audiencia que se efectuará dentro de los treinta siguientes a la conclusión del primer plazo, si se tratare de sentencias definitivas, y dentro de cinco días si se tratare de autos. 

Para ella serán citados el Fiscal, el inculpado si estuviere en el lugar y el defensor nombrado. Si no se hubiere nombrado a éste para la instancia, el tribunal lo hará de oficio. 

Artículo 504.- Si dentro del plazo para promover prueba a que se refiere el artículo anterior, alguna de las partes la promueve, expresará el objeto y naturaleza de la misma. Dentro de tres días de hecha la promoción, el tribunal decidirá, sin más trámite, si es de admitirse o no. 

Cuando se admita la prueba, se preparará dentro del plazo de cinco días, y será desahogada en una audiencia oral. 

Desahogada, denegada o pasado el plazo que se concedió para rendirla, nuevamente se citará para la audiencia dentro de los plazos que señala el artículo anterior. 

Artículo 505.- Si la prueba hubiere de desahogarse en lugar distinto al en que se encuentre el tribunal de apelación, éste concederá el término que crea prudente según las circunstancias del caso. 

Artículo 506.- Sólo se admitirá la prueba testimonial en segunda instancia, cuando los hechos a que se refiera no hayan sido materia del examen de testigos en primera instancia. 

Artículo 507.- Siempre que se haya interpuesto el recurso de apelación en contra de una sentencia definitiva, el tribunal tiene facultad para admitir las pruebas que no se hubieren promovido o practicado en primera instancia para justificar la procedencia de la condena condicional y para resolver sobre ella al fallarse el asunto, aún cuando no haya sido motivo de agravio el no haberse concedido ese beneficio en la primera instancia. 

Artículo 508.- Los instrumentos públicos son admisibles mientras no se declare vista la causa. 

Artículo 509.- Las partes podrán tomar en la secretaría del tribunal los apuntes que necesiten para alegar. 

Artículo 510.- El día señalado para la vista, comenzará la audiencia haciendo el secretario del tribunal una relación del asunto; en seguida hará uso de la palabra el apelante y a continuación las otras partes, en el orden que indique quien presida la audiencia. Si fueren dos o más los apelantes, usarán de la palabra en el orden que designe el mismo servidor público que presida. 

Artículo 511.- Declarado visto el asunto, quedará cerrado el debate y el tribunal de apelación pronunciará el fallo que corresponda en la misma audiencia confirmando, revocando o modificando la resolución apelada. 

La sentencia escrita engrosará al registro dentro de los cinco días siguientes, notificándola personalmente a las partes. 

Artículo 512.- Si solamente hubiere apelado el procesado o su defensor, no se podrá aumentar la sanción impuesta en la sentencia recurrida. 

Artículo 513.- La reposición del procedimiento se decretará a petición de parte, debiendo expresarse los agravios en que se apoye la petición. No se podrán alegar aquellos con los que la parte agraviada se hubiere conformado expresamente, ni los que cause alguna resolución contra la que no se hubiere intentado el recurso que la ley conceda o, si no hay recurso, si no se protesta contra dichos agravios al tenerse conocimiento de ellos en la instancia en que se causaron. 

Artículo 514.- No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si el tribunal de apelación encuentra que hubo violación manifiesta del procedimiento que haya dejado sin defensa al procesado, y que sólo por torpeza o negligencia de su defensor no fue combatida debidamente, podrá suplir la deficiencia del agravio y ordenar que se reponga dicho procedimiento. 

Artículo 515.- Habrá lugar a la reposición del proceso por alguna de las causas siguientes: 

I. 
Por no haberse hecho saber al indiciado el motivo del procedimiento, y el 
nombre de las personas que le imputen la comisión del delito;  

II. 
Por no habérsele permitido nombrar defensor o no designársele un defensor 
público en los términos que señala la ley; por no habérsele facilitado la 
manera de hacer saber al defensor su nombramiento, y por habérsele 
impedido comunicarse con él o que dicho defensor lo asistiere en alguna de 
las diligencias del proceso; 

III. 
Por haberse omitido la designación del intérprete al inculpado que no hable o 


entienda suficientemente el idioma español, en los términos que señale la ley; 

IV. 
Por no habérsele suministrado los datos que necesitare para su defensa y que constaren en el proceso; 

V.
Por no habérsele careado con algún testigo que hubiere depuesto en su contra, si el testigo rindió su declaración en el mismo lugar donde sigue el proceso, estando allí también el procesado; 

VI.
Por no haber sido citada alguna de las partes para las diligencias que tuviere derecho a presenciar; 

VII.
Por no haberse recibido a alguna de las partes, injustificadamente, las pruebas que hubiere ofrecido; 

VIII.
Por haberse celebrado el juicio sin asistencia del Juez, del Fiscal, o la defensa; 

IX.
Por existir omisiones graves de la defensa en perjuicio del sentenciado, que trasciendan al resultado de la sentencia; se reputan como omisiones graves de la defensa: 

a)
No haber asesorado al sentenciado sobre la naturaleza y las consecuencias jurídicas de los hechos imputados en el proceso; 

b)
No haber asistido a las diligencias que se practicaren con intervención del inculpado durante el proceso; 

c)
No haber ofrecido y aportado las pruebas necesarias para la defensa del sentenciado; 

X.
Por habérsele condenado por hechos distintos de los que fueron considerados en las conclusiones del Fiscal, sin que lo haya advertido la Defensa; 

XI.
Por haberse negado a alguna de las partes los recursos procedentes, o por haberse resuelto la revocación en forma contraria a derecho, y 

XII.
Por haberse tenido en cuenta una diligencia que, conforme a la ley, fuese nula. 

Artículo 516.- Notificado el fallo a las partes, se remitirá desde luego la ejecutoria al tribunal de primera instancia, devolviéndole el registro, en su caso. 

Artículo 517.- Siempre que el tribunal de apelación encuentre que se retardó indebidamente el despacho del asunto o que se violó la ley durante el procedimiento judicial, si esas violaciones no ameritan que sea repuesto el procedimiento ni que se revoque o modifique la resolución de que se trate, llamará la atención al inferior y podrá imponerle una corrección disciplinaria, o darle vista al Ministerio Público de la Federación si la violación es constitutiva de delito. 

Artículo 518.- Cuando el tribunal de apelación notare que el defensor faltó a sus deberes, por no haber interpuesto los recursos que procedían; por haber abandonado los interpuestos, cuando de las constancias de autos apareciere que debían prosperar; por no haber alegado circunstancias probadas en el proceso y que habrían favorecido notablemente al inculpado, o por haber alegado hechos no probados en autos, podrá imponerle una corrección disciplinaria, informar tal situación a la Secretaría del Interior, para los efectos a que haya lugar y, en su caso, denunciarlo ante el Ministerio Público de la Federación si procediere. Si el defensor fuere público, el tribunal deberá además, dar cuenta al superior de aquél, llamándole la atención sobre la negligencia o ineptitud de dicho defensor. 

Capítulo

Tercero Queja

Artículo 519.-El recurso de queja procede contra las conductas omisivas de los jueces de Distrito que no emitan las resoluciones o no señalen la práctica de diligencias dentro de los plazos y términos que señale la ley, o bien, que no cumplan las formalidades o no despachen los asuntos de acuerdo a lo establecido en este Código. 

La queja podrá interponerse en cualquier momento a partir de que se produjo la situación que la motiva, y se interpondrá por escrito ante el Tribunal Unitario de Circuito que corresponda. 

En las hipótesis previstas en el artículo 364 de este Código, el recurso lo interpondrá el Fiscal. 

El Tribunal Unitario de Circuito, en el plazo de cuarenta y ocho horas, le dará entrada al recurso y requerirá al Juez de Distrito, cuya conducta omisiva haya dado lugar al recurso, para que rinda informe dentro del plazo de tres días. 

Transcurrido este plazo, con informe o sin él, se dictará la resolución que proceda. Si se estima fundando el recurso, el Tribunal Unitario requerirá al Juez de Distrito para que cumpla las obligaciones determinadas en la ley. La falta del informe al que se refiere el párrafo anterior, establece la presunción de ser cierta la omisión atribuida y hará incurrir al Juez en multa de diez a cien días multa en el momento y lugar en que hubiese ocurrido la omisión. 

Título Octavo 

Procedimientos Especiales

Capítulo Primero 

Enfermos mentales

Artículo 520.- Tan pronto como se sospeche que el inculpado padece alguna de las causas de incapacidad natural y legal previstas en el artículo 450, fracción II, del Código Civil Federal, el Juez lo mandará examinar por peritos médicos, sin perjuicio de continuar el procedimiento en la forma ordinaria. Si existe motivo fundado, ordenará provisionalmente la reclusión del inculpado en un centro de salud mental o en un departamento especial. 

Artículo 521.- Inmediatamente que se compruebe que el inculpado está en alguno de los casos a que se refiere el artículo anterior, cesará el procedimiento ordinario y se abrirá el especial, en el cual el defensor asumirá la representación del inimputable, conjuntamente con el tutor designado por el Juez civil o familiar si lo hubiere; por lo demás, se observará en lo conducente el proceso de adultos imputables a fin de investigar la infracción penal imputada, la participación que en ella hubiere tenido el inculpado, y estudiar la personalidad de éste. 

Artículo 522.- Si se comprueba la infracción a la ley penal y que en ella tuvo participación el inculpado, previa solicitud del Fiscal, en audiencia con la presencia del defensor y del representante legal, el tribunal resolverá el caso, ordenando la reclusión en los términos de los artículos 24 inciso 3, 68 y 69 del Código Penal Federal. 

La resolución que se dicte será apelable en efecto devolutivo. 

Artículo 523.- Cuando en el curso del proceso el inculpado que se encuentre en alguna de las hipótesis del artículo 450, fracción II, del Código Civil Federal enloquezca, se suspenderá el procedimiento en los términos del artículo 342, fracción III, de este Código y se procederá conforme lo señalado en los artículos precedentes. Se remitirá al inimputable al establecimiento adecuado para su tratamiento. 

Artículo 524.- La vigilancia del recluido estará a cargo de la autoridad administrativa federal correspondiente. 

Capítulo Segundo

De los que tienen el hábito o la necesidad de consumir estupefacientes o psicotrópicos
Artículo 525.- Cuando el Fiscal tenga conocimiento de que una persona es adicta al uso indebido de estupefacientes o psicotrópicos, al iniciar su averiguación, se pondrá inmediatamente en comunicación con la autoridad sanitaria federal correspondiente para determinar la intervención que ésta deba tener en el caso. 

Artículo 526.- Si la averiguación se refiere a la adquisición y posesión de estupefacientes o psicotrópicos, el Fiscal, de acuerdo con la autoridad sanitaria a que se refiere el artículo anterior, precisará acuciosamente si esa posesión tiene por finalidad exclusiva el uso personal que de ellos haga el indiciado. En este caso, y siempre que el dictamen hecho por la autoridad sanitaria indique que el indiciado tiene el hábito o necesidad de consumir ese estupefaciente o psicotrópico y la cantidad sea la necesaria para su propio consumo, no hará consignación a los tribunales; en caso contrario, ejercitará acción penal. 

Artículo 527.- Si se hubiere hecho la consignación y dentro de las setenta y dos horas que señala el artículo19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se formula o se rectifica el dictamen en el sentido de que el inculpado tiene hábito o la necesidad de consumir el estupefaciente o psicotrópico y la cantidad sea la necesaria para su propio consumo, el Fiscal se desistirá de la acción penal y pedirá al tribunal que el detenido sea puesto a disposición de la autoridad sanitaria federal para su tratamiento, por el tiempo necesario para su rehabilitación. 

Artículo 528.- Si el indiciado está habituado o tiene la necesidad de consumir estupefacientes o psicotrópicos y además de adquirir o poseer los necesarios para su consumo, comete cualquier delito contra la salud, se le consignará, sin perjuicio de que intervenga la autoridad sanitaria federal para su tratamiento. 

Artículo 529.- Cuando exista aseguramiento de estupefacientes o psicotrópicos, los peritos de la autoridad sanitaria federal o cualesquiera otros oficiales rendirán al Fiscal o a los tribunales, un dictamen sobre los caracteres organolépticos o químicos de la sustancia asegurada. Este dictamen cuando hubiere detenido, será rendido dentro de los plazos constitucionales.” 

“ARTÍCULO SEGUNDO.-Se expide la

LEY FEDERAL DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES 

TÍTULO PRIMERO

CAPÍTULO I 

Disposiciones Generales 

Artículo 1°. Para los efectos de esta Ley se considera: 

I.
Juez de Ejecución, al Juez de Distrito en Materia de Ejecución de Sanciones Penales; 

II.
Juez de la causa, al Juez de Distrito; 

III.
Secretaría, la Secretaría del Interior; 

IV.
Autoridad o autoridades penitenciarias, las que de acuerdo con el Reglamento Interior de la Secretaría del Interior y demás disposiciones aplicables, tiene competencia para ejercer las facultades que esta Ley establece; 

V.
CEFERESO, el Centro Federal de Readaptación Social; 

VI.
CERESO, el Centro de Readaptación Social; 

VII.
CEFEREPSI, el Centro Federal de Readaptación Psicosocial, y 

VIII. 
Reglamento, el Reglamento de esta Ley. 

Artículo 2°. Esta Ley es de orden público e interés general y tiene por objeto regular la ejecución de las sanciones penales, en los siguientes aspectos: 

I.
La intervención de las autoridades penitenciarias dentro del sistema de justicia penal en: 

a) 
La ejecución de las sanciones privativas de la libertad, de las no privativas de libertad y de las medidas de seguridad que imponga el Juez de la causa; 

b)
La aplicación de las sanciones penales antes señaladas que hayan sido impuestas por órganos jurisdiccionales del fuero común, otras entidades federativas y se cumplan en establecimientos federales en virtud de los convenios establecidos para ello; 

c)
La determinación del régimen jurídico de la ejecución de la sanción penal impuesta por el Juez de la causa y que sea aplicada por la Secretaría o por las autoridades penitenciarias de las Entidades Federativas, sobre la base de los convenios respectivos, y 

d)
La organización y funcionamiento del CEFERESO, lo que comprende las instalaciones destinadas al cumplimiento de la pena de prisión. 

II.
La intervención de los órganos jurisdiccionales de la Federación en la solución de las controversias que se susciten entre la autoridad penitenciaria federal y local, cuando esta última atienda a sentenciados federales, así como en los demás procedimientos previstos en esta Ley. 

Artículo 3º. La ejecución de las sentencias en materia penal corresponde al Poder Ejecutivo, quien, por medio del órgano que designe la Ley, determinará, en su caso, el lugar y las modalidades de ejecución. Corresponde al Juez de ejecución el control de la legalidad de la ejecución de las sanciones penales, de conformidad con las normas que establece la presente Ley. 

El Juez de ejecución controlará el cumplimiento adecuado del régimen penitenciario; entre otras medidas, dispondrá las inspecciones de establecimientos penitenciarios que fueren necesarias y podrá hacer comparecer ante sí a los sentenciados con fines de vigilancia y control. 

Antes del egreso deberá escuchar al sentenciado sobre los problemas que enfrentará inmediatamente después de recuperar su libertad y procurará atender aquellos cuya solución esté a su alcance. 

Artículo 4º. Las sentencias penales condenatorias no podrán ser cumplidas sino cuando se encontraren ejecutoriadas. Cuando la sentencia se hallare firme, el Juez de la causa decretará de oficio todas las diligencias y comunicaciones que se requieran para dar total cumplimiento al fallo. 

Cuando el sentenciado debiere cumplir sanción privativa de libertad, el Juez de la causa, dentro de las siguientes cuarenta y ocho horas, remitirá copia certificada de la sentencia, con el atestado de hallarse firme, al órgano encargado de la ejecución, dando orden de ingreso. 

Si el sentenciado estuviere en libertad, el Juez o Tribunal de la causa ordenará inmediatamente su aprehensión y, una vez efectuada, se procederá a su ingreso. 

Asimismo, ordenará y controlará el efectivo cumplimiento de las sanciones que sean distintas a la privativa de libertad que se impusieren, así como de las multas y decomisos impuestos en la sentencia, ejecutará, cuando procediere, las cauciones de conformidad con este ordenamiento, y dirigirá las comunicaciones que correspondiere a los organismos públicos o autoridades que deban intervenir en la ejecución de lo resuelto. 

Artículo 5º. El sentenciado podrá ejercer, durante la ejecución de la sanción, todos los derechos y las facultades que las Leyes le otorgan, excepto por las restricciones que expresamente prevén la Ley y la sentencia, planteando ante el 

Juez de ejecución todas las observaciones que, con fundamento en aquellas reglas, estime convenientes. 

Tendrá derecho a la defensa técnica y continuará ejerciéndola el defensor nombrado con anterioridad. Sin embargo, el defensor de confianza designado con anterioridad podrá renunciar al cargo hasta el momento de su reemplazo o el nombramiento de un defensor por parte del Juez de ejecución. No recae sobre el defensor el deber de vigilar la ejecución de la sanción; tan sólo deberá asesorar y representar al sentenciado cuando él lo requiera e intervenir en los incidentes que se planteen durante la ejecución de la sanción. 

Artículo 6º. Cuando por alguna de las causas que señala el artículo 86 del Código Penal Federal deba hacerse efectiva la sanción impuesta, revocándose el beneficio, el tribunal que concedió ésta, procederá con audiencia del Ministerio Público, del sentenciado y de su defensor, si fuere posible, a comprobar la existencia de dicha causa y, en su caso, ordenará que se ejecute la sanción. 

Artículo 7º. Las autoridades competentes para aplicar la presente Ley, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, son las siguientes: 

I.
La Secretaría del Interior, así como las autoridades penitenciarias que de ella dependan. 

II.
Las demás autoridades federales y locales a las que la Ley les confiera alguna participación en relación con la ejecución de las sanciones penales y el sistema penitenciario federal. 

III.
El Juez de ejecución.

Artículo 8º. La ejecución de las sanciones penales se sujetará a los siguientes principios: 

I.
Seguridad jurídica, respecto de la duración y naturaleza de las sanciones penales. 

II.
Legalidad de la ejecución, especialmente en la determinación de los derechos que se restringen, se suspenden y se adquieren durante la reclusión, o con motivo de la ejecución de sanciones no privativas de la libertad. 

III.
Racionalidad, proporcionalidad y equidad de los actos de la autoridad ejecutora. 

IV.
Respeto invariable a la dignidad humana en la ejecución de las sanciones penales. 

V.
Escrutinio público ordenado sobre la aplicación de las normas penitenciarias y demás Leyes aplicables y publicidad de la información estadística de ejecución. 

VI.
Personalización administrativa de la sanción, con prescindencia de los hechos que han sido materia del juicio penal. 

VII.
Establecimiento de condiciones de seguridad que no agraven la naturaleza de la sanción. 

VIII. Igualdad de trato entre la población penitenciaria. 

IX.
Profesionalización de los cuerpos directivos, de los Consejos Técnicos y del personal de seguridad y custodia. 

X.
Interpretación de la norma en el sentido que más favorezca a los detenidos, procesados y sentenciados. 

XI.
Aplicación del principio de defensa, tanto en los procedimientos que se sustancien por violación a la reglamentación penitenciaria, como en las controversias que sean del conocimiento de los jueces de ejecución de sanciones. 

XII.
Mínima aflicción en la ejecución de la sanción o medida de seguridad. 

XIII. Prestación de servicios a favor de la comunidad para atenuar los efectos desocializadores y negativos de la reclusión. 

XIV.  Restricción de la trascendencia de la sanción. 

XV.  Aplicación de todos los principios derivados de las garantías constitucionales en general y del proceso penal en particular, que resulten extensivos al ámbito de la ejecución penal, e 

XVI. Intervención jurisdiccional en las controversias que se susciten con motivo de la ejecución de las sanciones penales. 

Capítulo II

Sustitución, Conmutación de sanciones y aplicación de ley más favorable
Artículo 9º. El que hubiese sido sancionado por sentencia irrevocable y se encuentre en los casos de conmutación de sanciones o de aplicación de ley más favorable a que se refiere el Código Penal Federal, podrá solicitar al Juez de ejecución, en su caso, la conmutación, la reducción de sanción o el sobreseimiento que procedan, sin perjuicio de que dichas autoridades actúen de oficio y sin detrimento de la obligación de reparar los daños y perjuicios legalmente exigibles. 

Artículo 10º. Recibida la solicitud por el Juez de Ejecución se resolverá de conformidad con el procedimiento establecido por esta Ley. Dictada la resolución se comunicará a la autoridad penitenciaria del CEFERESO, CERESO, CEFEREPSI o establecimiento en que se encuentre el reo compurgando su pena. El Juez de ejecución deberá mandar notificar la resolución al interesado. 

Artículo 11. El Juez de Ejecución dejará sin efecto la sustitución y ordenará que se ejecute la sanción de prisión impuesta, cuando el sentenciado no cumpla con las condiciones que le fueran señaladas para tal efecto, salvo que el juzgador estime conveniente apercibirlo de que si se incurre en nueva falta, se hará efectiva la sanción sustituida o cuando al sentenciado se le condene por otro delito. Si el nuevo delito es culposo, el Juez de la causa resolverá si se debe aplicar la sanción sustituida. 

En caso de hacerse efectiva la sanción de prisión sustituida, se tomará en cuenta el tiempo durante el cual el sentenciado hubiera cumplido la sanción sustituida. 

Artículo 12. En caso de haberse nombrado fiador para el cumplimiento de los deberes inherentes a la sustitución de sanciones, la obligación de aquél concluirá al extinguirse la sanción impuesta. 

Cuando el fiador tenga motivos fundados para no continuar en su desempeño, los expondrá al Juez de ejecución, a fin de que éste, si los estima justos, prevenga al sentenciado que presente nuevo fiador dentro del plazo que prudentemente deberá fijarle, apercibido de que se hará efectiva la sanción si no lo hace. 

En caso de muerte o insolvencia del fiador, el sentenciado deberá poner el hecho en conocimiento del Juez de ejecución, para el efecto y bajo apercibimiento de Ley para nombrar un nuevo fiador. 

Artículo 13. El Ejecutivo, tratándose de delitos de carácter político, podrá hacer la conmutación de sanciones, después de impuestas en sentencia irrevocable, conforme a las siguientes reglas: 

I.
Cuando la sanción impuesta sea la de prisión, se conmutará en confinamiento por un término igual al de los dos tercios del que debía durar la prisión, y 

II.
Si fuere la de confinamiento, se conmutará por multa, a razón de un día de aquél por un día de multa. 

Artículo 14. Cuando el sentenciado acredite plenamente que no puede cumplir alguna de las modalidades de la sanción que le fue impuesta por ser incompatible 

con su edad, sexo, salud o constitución física, el Juez de Ejecución podrá modificar aquélla, siempre que la modificación no sea esencial. 

Artículo 15. Para la procedencia de la sustitución y la conmutación, se exigirá al sentenciado la reparación del daño o la garantía que señale el Juez de la causa para asegurar su pago, en el plazo que se le fije. 

Artículo 16. Cuando en virtud de una reforma legislativa, se reduzca la penalidad correspondiente a los delitos por cuya comisión se hubiese sentenciado a uno o más individuos, el Juez de Ejecución procederá a dictar, de oficio, el auto de adecuación de la sanción, en los términos del artículo 56 del Código Penal Federal. 

Artículo 17. El incidente de modificación de la sanción que promovieren los internos o sus defensores de acuerdo con el artículo 75 del Código Penal Federal, se sustanciará conforme al procedimiento previsto en el Capítulo II del Título Noveno de esta Ley. 

Capítulo III

Indulto y reconocimiento de inocencia del sentenciado
Artículo 18. Cuando se trate del indulto a que se refiere la fracción III del artículo 97 del Código Penal Federal, el solicitante ocurrirá al Ejecutivo Federal con su petición, por conducto de la Secretaría de Gobernación, debiendo acompañar los justificantes de los servicios prestados a la Nación por el sentenciado. 

Artículo 19. El Ejecutivo, en vista de los comprobantes, o si así conviniere a la tranquilidad y seguridad públicas tratándose de delitos Contra la Seguridad de la Nación, concederá el indulto sin condición alguna o con las que estimare convenientes. 

Artículo 20. El reconocimiento de la inocencia del sentenciado se basa en alguno de los motivos siguientes: 

I.
Cuando la sentencia se funde exclusivamente en pruebas que posteriormente se declaren falsas. 

II.
Cuando después de la sentencia aparecieren documentos públicos que invaliden la prueba en que se haya fundado aquélla o las presentadas al jurado y que sirvieron de base a la acusación y al veredicto. 

III.
Cuando condenada alguna persona por homicidio de otra que hubiere desaparecido, se presentara ésta o alguna prueba irrefutable de que vive. 

IV.
Cuando dos reos hayan sido sentenciados por el mismo delito y se demuestre la imposibilidad de que los dos lo hubieren cometido. 

V.
Cuando el sentenciado hubiese sido condenado por los mismos hechos en juicios diversos. En este caso prevalecerá la sentencia más benigna. 

Artículo 21. El sentenciado que se crea con derecho a obtener el reconocimiento de su inocencia, ocurrirá a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por escrito en el que expondrá la causa en que funda su petición, acompañando las pruebas que correspondan o protestando exhibirlas oportunamente. Sólo será admitida la prueba documental, salvo que se trate del caso a que se refiere la fracción III del mismo artículo anterior. Al hacer su solicitud, el sentenciado podrá nombrar defensor, conforme a las disposiciones conducentes de esta Ley, para que lo patrocine durante la substanciación del reconocimiento de inocencia, hasta su resolución definitiva. 

Artículo 22. Recibida la solicitud se pedirán inmediatamente las constancias del proceso o procesos a la oficina en que se encontraren; y cuando conforme al artículo 21 de esta ley, se haya protestado exhibir las pruebas hasta antes de la fecha señalada para su desahogo. 

Artículo 23. Recibidas las constancias del proceso o procesos y, en su caso, las pruebas del promovente, se dará vista del asunto al Ministerio Público por el término de cinco días para que alegue lo que a su representación convenga. 

Vencido el término a que se refiere el párrafo anterior, se dará vista al reo y a su defensor por el término de tres días, para que se impongan de la respuesta del Ministerio Público y formulen sus alegatos por escrito. 

Artículo 24. Transcurrido el término a que se refiere el segundo párrafo del artículo anterior, se fallará el asunto declarando fundada o no la solicitud, dentro de los diez días siguientes. Si se declara fundada, se remitirá en original el registro al Ejecutivo de la Unión por conducto de la Secretaría de Gobernación, para que, sin más trámite, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, reconozca la inocencia del sentenciado. 

Artículo 25. Todas las resoluciones en que se conceda indulto se publicarán en el Diario Oficial de la Federación y se comunicarán al tribunal que hubiese dictado la sentencia, para que haga la anotación respectiva en el expediente del caso. 

Las resoluciones relativas al reconocimiento de la inocencia se comunicarán al tribunal que hubiese dictado la sentencia, para que haga la anotación respectiva en el expediente del caso. A petición del interesado, también se publicarán en el Diario Oficial de la Federación. 

Capítulo IV

Rehabilitación de derechos
Artículo 26. El sentenciado que haya sido inhabilitado en el goce y ejercicio de los derechos previstos específicamente por la ley y la sentencia, podrá solicitar su rehabilitación por escrito. La rehabilitación de los derechos políticos se otorgará en la forma y términos que disponga la Ley que prevé el artículo 38 Constitucional. 

Artículo 27. La rehabilitación de los derechos civiles o políticos no procederá mientras el reo esté extinguiendo la sanción privativa de libertad. 

Artículo 28. Si el sentenciado hubiere extinguido ya la sanción privativa de libertad, o si ésta no le hubiere sido impuesta, pasado el término que señala el artículo siguiente, podrá ocurrir ante el Juez de Ejecución, solicitando se le rehabilite en los derechos de que se le privó, o en cuyo ejercicio estuviere suspenso, para lo cual acompañará a su escrito relativo, los documentos siguientes: 

I.
Un certificado expedido por la autoridad penitenciaria, que acredite haber extinguido la sanción privativa de libertad que se le hubiere impuesto, o que se le concedió la conmutación, o el indulto, en su caso; y 

II.
Un certificado de la autoridad municipal o su equivalente del lugar donde hubiere residido desde que comenzó a sufrir la inhabilitación, o la suspensión, y una información recibida por la misma autoridad, con audiencia del Ministerio Público, que demuestre que el promovente ha observado buena conducta de manera continua desde que comenzó a sufrir su sanción, y que ha dado pruebas de haber contraído hábitos de orden, trabajo y moralidad. 

Artículo 29. Recibida la solicitud el Juez de Ejecución emitirá la declaración de rehabilitación, dentro de tres días, oyendo a la autoridad penitenciaria y al peticionario, la que se publicará en el Diario Oficial de la Federación. 

TÍTULO SEGUNDO

EJECUCIÓN DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD 

Capítulo Único
Artículo 30. El Juez de Ejecución vigilará la aplicación de las medidas de tratamiento para adultos inimputables en internamiento o en libertad. Las medidas aplicables deberán ser acordes con el interés superior de la salud del inimputable. Sólo se aplicarán tratamientos con propósito de asistencia. 

Artículo 31. No se permitirá en caso alguno el alojamiento de inimputables en los CEFERESOS para adultos imputables. 

Artículo 32. Cuando en el curso de la ejecución de la sanción privativa de libertad, se acredite en los términos del artículo 520 del Código Federal de Procedimientos Penales, a solicitud del Juez de Ejecución, la inimputabilidad del sujeto será remitido sin demora a un establecimiento de asistencia psiquiátrica. 

Si el padecimiento fuese de carácter temporal, el interno será remitido al establecimiento en cuestión por el tiempo necesario para su recuperación, sin que dicho internamiento pueda exceder del tiempo estipulado por la sanción privativa de libertad que se le hubiere impuesto, o de la parte de la misma que le faltare compurgar. 

Si el padecimiento fuese irreversible, el Juez de Ejecución podrá decretar la suspensión definitiva de la sanción privativa de libertad impuesta, y dictará las medidas necesarias para garantizar el principio del interés superior de la salud del interno. Con esa finalidad, las autoridades penitenciarias, en los términos que disponga el Reglamento, celebrarán convenios con las autoridades de salud de la Federación. 

La autoridad penitenciaria hará del conocimiento del Juez de Ejecución, la extinción de medidas de seguridad, a efecto de que la persona sea entregada a quien legalmente corresponda. 

Artículo 33. Los tratamientos médicos y psiquiátricos que se apliquen a los internos que sufran de algún padecimiento que afecte su capacidad de comprensión, se aplicará de acuerdo con el principio de protección del interés superior de la salud y la dignidad humana. 

Artículo 34. Las autoridades penitenciarias darán seguimiento a la aplicación de las medidas de tratamiento para inimputables en los hospitales psiquiátricos, para lo cual contará con supervisores que realizarán visitas a dichos establecimientos a fin de verificar el cumplimiento de la medida de seguridad. 

Todas las obligaciones que esta Ley establece a cargo de los Directores de los CEFERESOS, son aplicables en lo conducente, a quienes ejecuten las medidas de seguridad, a los Directores de los hospitales y centros de asistencia psiquiátrica. 

Artículo 35. En el caso de que se suspenda el procedimiento por haberse verificado la hipótesis prevista en el artículo 489 del Código Federal de Procedimientos Penales, el Juez de Ejecución, a petición de parte comprobará que el procesado interno en institución de salud no sea privado de su libertad por más tiempo que el señalado por las reglas de la prescripción del delito de que se trate. 

TÍTULO TERCERO

EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES NO PRIVATIVAS DE LIBERTAD
Capítulo I 

Sanción pecuniaria

Artículo 36. Si el sentenciado no paga la multa dentro del plazo que fija la sentencia, se seguirá el procedimiento previsto en el al artículo 29 del Código Penal Federal y sí se comprobara su insolvencia será citado para que indique si pretende sustituir la multa por trabajo voluntario en instituciones de bien público y solicitar plazo para pagarla. 

La autoridad penitenciaria fijará el tiempo, las condiciones y el lugar donde el sentenciado cumplirá el trabajo voluntario y el plazo o las cuotas para el pago, según el caso; dispondrá, asimismo, las medidas necesarias para el cumplimiento de la decisión y el control de su ejecución. 

Artículo 37. Para efectos de reparación del daño se observará lo siguiente: 

I.
Efectuado el pago de la sanción pecuniaria, en todo o en parte, la autoridad fiscal, dentro del improrrogable término de tres días, pondrá la cantidad correspondiente a la reparación del daño a disposición del Juez de ejecución, el que hará comparecer a quien tenga derecho a ella para hacerle entrega inmediata de su importe. 

II. 
El Juez de la causa podrá aplicar a la autoridad fiscal el medio de apremio 


que estime necesario para que dé cumplimiento a la obligación que le impone 


éste artículo. 

III. 
En los casos de embargo precautorio, el Juez de la causa ordenará su 
ejecución de conformidad con el procedimiento económico coactivo. 

IV. 
En los casos en que el Estado sea obligado solidario, el pago de la 
reparación del daño se hará una vez acreditada la imposibilidad de cobro al 
sentenciado y de conformidad con la disponibilidad presupuestaria del 
ejercicio fiscal de que se trate, previa solicitud de la víctima o el ofendido, 
presentando la sentencia ejecutoria respectiva a la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público. 

Capítulo II
Tratamiento en libertad, semilibertad y trabajo a favor de la comunidad
Artículo 38. La Secretaría será responsable de la ejecución material del trabajo en favor de la comunidad, para lo cual se establecerá las modalidades para la ejecución de éste, el lugar donde habrá de prestarse y la duración de las jornadas, mismas que tendrán un máximo de cuatro horas diarias y dentro de períodos distintos al horario de las labores que representen la fuente de ingreso para la subsistencia del sentenciado y de su familia. 

Por ningún concepto se desarrollará este trabajo en forma que resulte degradante 

o humillante para el condenado. 

Artículo 39. El cumplimiento de las sanciones de trabajo a favor de la comunidad se realizará en instituciones abiertas públicas y privadas no lucrativas, ubicadas en lugares diferentes de los CEFERESOS o CERESOS, según sea el caso, para lo cual la autoridad penitenciaria competente celebrará los convenios que fueren necesarios. 

Artículo 40. La Secretaría, a través del órgano competente, designará supervisores del cumplimiento de las sanciones de trabajo a favor de la comunidad, de cuyo resultado deberá expedir, trimestralmente, constancias que serán agregadas al expediente. 

Los supervisores proporcionarán orientación e información a los sentenciados sobre el cumplimiento de su sanción. 

Artículo 41. El tratamiento en libertad de imputables estará bajo la orientación y cuidado de la autoridad penitenciaria. Para tal efecto diseñará los programas que efectivamente conduzcan a la readaptación social del sentenciado. 

Artículo 42. Los sentenciados podrán impugnar, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 137 del presente ordenamiento, el contenido de las constancias a que se refiere el artículo 40, así como las modalidades que la autoridad penitenciaria les hubiere impuesto para cumplir las sanciones de tratamiento en libertad, semiliberación y trabajo a favor de la comunidad. 

Artículo 43. El Juez de Ejecución resolverá las controversias relacionadas con el cumplimiento de las sanciones de tratamiento en libertad, semiliberación y de trabajo a favor de la comunidad, de acuerdo con la legislación sustantiva y procesal aplicable. 

Artículo 44. Toda persona podrá acudir ante el Juez de Ejecución para denunciar cualquier incumplimiento o forma de simulación que favorezca la impunidad del sentenciado, así como las desviaciones respecto de la recta ejecución de las sanciones de tratamiento en libertad, semiliberación y trabajo a favor de la comunidad. 

Capítulo III

Sanciones privativas y restrictivas de derechos
Artículo 45. La vigilancia de las sanciones privativas y restrictivas de derechos consistirá en ejercer sobre el sentenciado, observación y orientación de su conducta por personal especializado dependiente de la autoridad penitenciaria, para la efectiva readaptación social del sentenciado y la convivencia pacífica en su comunidad. 

Capítulo IV

Suspensión e inhabilitación
Artículo 46. La autoridad penitenciaria proveerá lo conducente para el cumplimiento de la suspensión de los derechos políticos y de los de tutela, curatela, de ser apoderado, defensor, albacea, perito, depositario o interventor judicial, síndico o interventor en quiebras, árbitro o representante de ausentes, así como de los derechos directamente afectados por la sentencia condenatoria exclusivamente, haciendo del conocimiento de la autoridad correspondiente el contenido de la sentencia. 

Artículo 47. La suspensión del cargo o comisión, una vez decretada como sanción, será ejecutada por la autoridad penitenciaria, levantando un registro de los servidores suspendidos en el ejercicio de su cargo o comisión. 

Después de practicado el cómputo definitivo, la autoridad penitenciaria ordenará las comunicaciones e inscripciones que correspondan. 

Si la sanción fuera de inhabilitación absoluta, deberá ser comunicada, indicando la fecha de finalización de la condena o su carácter de permanente, a la repartición pública en la cual se desempeña el agente, a la autoridad electoral, a las demás autoridades nacionales o locales con poder de nombramiento en un cargo público y, en su caso, a la institución que corresponda. 

Artículo 48. Cuando la Ley penal prevea la suspensión del goce de beneficios provisionales o la concurrencia de la víctima o de sus deudos en ese beneficio, el tribunal citará a audiencia a la víctima o a sus deudos y a quienes tengan el derecho de percibir la pensión, y después de oír a quienes concurran, decidirá y ordenará las comunicaciones que corresponda. 

TÍTULO CUARTO

SANCIONES RESTRICTIVAS Y PRIVATIVAS DE LIBERTAD 

Capítulo I

Sanciones restrictivas de libertad

Artículo 49. La semilibertad se aplicará, según las circunstancias del caso, del siguiente modo: externación durante la semana de trabajo o educativa, con reclusión de fin de semana, salida de fin de semana, con reclusión durante el resto de ésta; o salida diurna, con reclusión nocturna. 

Artículo 50. La autoridad penitenciaria hará la designación del lugar donde se ejecute el confinamiento, conciliando las exigencias de la tranquilidad pública con la salud y las necesidades del sentenciado. Cuando se trate de delitos contra la seguridad de la nación, la designación la hará el Juez de la causa. 

Capítulo II

Prisión
Artículo 51. La prisión se extinguirá en los CEFERESOS y CERESOS, ajustándose a la resolución judicial respectiva. En el cómputo de la ejecución de la sanción de prisión, se computará el tiempo de la detención. 

Artículo 52. El sistema penitenciario se organizará sobre la base del trabajo, la capacitación para el mismo y la educación como medios que posibiliten la readaptación social del delincuente. 

La ejecución material de la pena de prisión se hará de forma personalizada considerando las características, circunstancias y la voluntad del sentenciado, con aportación de las diversas ciencias y disciplinas para establecer las condiciones que permitan una efectiva readaptación social del sujeto. Para ello, los sentenciados a pena de prisión serán internados en centros debidamente clasificados para la ejecución de la pena. 

Artículo 53. El régimen penitenciario tendrá carácter progresivo, constará, por lo menos, de dos períodos, de diagnóstico y clasificación y de cumplimiento en internamiento, dividida éste último en fases de preliberación y libertad, hasta en tanto no se declare extinguida la sanción. La ejecución se personalizará considerando los resultados del diagnóstico, las características, circunstancias y voluntad del sentenciado. 

Artículo 54. La fase de cumplimiento preliberacional podrá comprender: 

I.
Concesión de mayor libertad y responsabilidad dentro del  establecimiento; 

II.
Traslado a institución abierta; y 

III.
Permisos de salida de fin de semana o diaria con reclusión nocturna, o bien de salida en días hábiles con reclusión de fin de semana. 

Al aplicar las medidas de cumplimiento establecidas en las fracciones II y III, la autoridad condicionará su otorgamiento al cumplimiento de lo previsto en la fracción III del artículo 84 del Código Penal Federal. No se concederán dichas medidas cuando el sentenciado se encuentre en cualquiera de los casos a que se refiere el artículo 85 del mencionado ordenamiento. 

Artículo 55. Para poder operar, cada Centro de Readaptación Social contará con un Técnico interdisciplinario, con funciones consultivas necesarias para la aplicación personalizada del sistema progresivo de ejecución, así como de las medidas preliberacionales. 

Artículo 56. La educación que se imparta a los internos no tendrá sólo carácter académico sino también cívico, social, higiénico, artístico, físico y ético y se regirá por las condiciones y características pedagógicas, así como por las normas que regulan la educación en general. 

Artículo 57. Durante la ejecución de la sanción se fomentará el establecimiento, la conservación y el fortalecimiento, en su caso, de las relaciones del interno con el exterior. 

Artículo 58. En el Reglamento interior del CEFERESO se harán constar, las infracciones y las correcciones disciplinarias, así como los hechos meritorios y las medidas de estímulo. Al momento del ingreso se entregará a cada sentenciado un ejemplar de esta Ley, su Reglamento y el Reglamento del centro. 

Se prohíbe todo castigo consistente en torturas, tratamientos crueles o uso innecesario de violencia en perjuicio del interno, así como la existencia de los llamados pabellones o sectores de distinción y/o segregación. 

Se favorecerá el desarrollo de todas las demás actividades compatibles con el régimen establecido en esta Ley. 

Artículo 59. En todo lo no dispuesto por esta Ley se aplicarán supletoriamente el Código Federal de Procedimientos Penales, la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, la Ley General de Educación, La Ley General de Salud, la Ley Federal del Trabajo, convenios, Normas Oficiales Mexicanas que regulen materias vinculadas con esta Ley, así como los instrumentos internacionales vinculantes para los Estados Unidos Mexicanos. 

Capítulo III

Derechos y obligaciones de los internos de los CEFERESOS
Artículo 60. Los derechos de los internos durante el tiempo de la ejecución de la sanción serán salvaguardados en primera instancia por la autoridad penitenciaria, quien será responsable de cualquier privación o restricción en contravención de la Ley. Corresponde al Juez de Ejecución garantizar la observancia de esta Ley y demás ordenamientos aplicables. 

Artículo 61. Las obligaciones de los internos se establecerán en el Reglamento que al efecto se expida de conformidad con las condiciones generales de estancia y convivencia al interior de los CEFERESOS, las cuales no consistirán en realizar labores que pongan en riesgo su salud ni su integridad física, únicamente podrá establecer obligaciones complementarias como sanción administrativa debidamente impuesta de conformidad con la presente Ley. 

Capítulo IV

Personalización de las Sanciones privativas de la libertad en la fase de ejecución
Artículo 62. Las sanciones privativas de libertad impuestas por el Juez de la 
causa, serán personalizadas por los Jueces de Ejecución en los términos
dispuestos por esta Ley, de conformidad con la conducta observada por los
internos durante su reclusión.

El Juez de la causa aplicará los beneficios establecidos en esta Ley, con
independencia de lo que disponga cualquier otro ordenamiento.
Los jueces de ejecución personalizaran las sanciones privativas de la libertad,
entre otras formas, a través del otorgamiento de la remisión parcial de la sanción y 
la reducción de la sanción por reparación del daño.

Artículo 63. En los casos en que, de acuerdo con los convenios respectivos, las 
personas sentenciadas por el Juez de la causa compurguen su sanción en
establecimientos que no pertenezcan al sistema penitenciario federal, el Juez de 
Ejecución personalizara la misma de acuerdo con la información proporcionada 
por las autoridades penitenciarias correspondientes, aplicando en lo conducente lo 
dispuesto en esta Ley, sin que ello signifique un trato diferenciado respecto de los 
internos de los CERESOS.

Artículo 64. Los informes que requieran las autoridades competentes en materia 
de ejecución, de la federación o las entidades federativas, para efectos de la 
personalización de la sanción de los internos provenientes de ambas, que por 
virtud de los convenios relativos cumplan su sanción en los CERESOS o
CEFERESOS, serán proporcionados conforme a lo siguiente:

I.
La Secretaría por conducto del órgano que al efecto designe, remitirá a dichas autoridades la constancia a que se refiere esta Ley. 

II.
En el informe suministrado se señalará que, de acuerdo con el principio de derecho penal de hecho incorporado en la legislación penal y penitenciaria vigente, el otorgamiento del beneficio de la remisión parcial de la sanción durante su ejecución, se sustenta únicamente en el comportamiento observado por el recluso durante su estancia en el CERESO o CEFERESO, por lo que de acuerdo con los principios enunciados en esta Ley, la restricción de este beneficio sólo tendrá lugar cuando haya cometido faltas graves; y, 

III.
En el caso que las autoridades penitenciarias competentes o el Juez de Ejecución, para determinar la situación jurídica de un sentenciado, requieran el diagnóstico de las características y circunstancias del interno, el Director del centro les dará las facilidades necesarias para que los pueda aplicar tanto el personal del Estado de que se trate, como personal perteneciente a algún otro organismo público o privado independiente. 

Artículo 65. En caso de existir controversia entre los dictámenes de los peritos tanto de las autoridades competentes en materia de ejecución como de la defensa, el Juez de ejecución podrá solicitar la intervención de  peritos terceros en discordia especializados, del listado de peritos que al efecto publique el órgano competente del Poder Judicial de la Federación. 

TÍTULO QUINTO

SISTEMA PENITENCIARIO 

Capítulo I

Establecimientos penitenciarios

Artículo 66. La sanción de prisión se ejecutará en los términos establecidos por la ley y las resoluciones judiciales, sin afectar ningún otro derecho cuya restricción no hubiese sido decretada por las mismas. 

Artículo 67. En los establecimientos destinados al servicio público de centros de readaptación, en los que se realice el cumplimiento de las resoluciones judiciales que imponen sanciones privativas de la libertad o prisión preventiva, se observará lo siguiente: 

I.
Los procesados y los sentenciados ocuparán instalaciones distintas. Igualmente, los hombres y las mujeres estarán internados en establecimientos completamente separados entre sí. 

II.
Los procesados y los sentenciados por delitos de carácter político, de servidores públicos y los que colaboren en la persecución y procesamiento de integrantes de delincuencia organizada, ocuparán secciones distintas a las de los procesados y sentenciados por los demás delitos. 

III.
Los distintos grados de seguridad que se determinen para los CEFERESOS 

o CERESOS, no serán motivo para modificar la naturaleza de la sanción, ni para limitar en forma alguna los derechos de los sentenciados. 

Artículo 68. El Reglamento establecerá los procedimientos que, de acuerdo con los principios señalados en el artículo 8° de esta Ley, deberán observarse en materia de: 

I.
Clasificación de áreas y ubicación de los sentenciados a partir de criterios tendientes a favorecer la convivencia pacífica y productiva en el centro, deberá prescindirse de valoraciones subjetivas del interno y con respeto irrestricto a la dignidad humana, 

II.
Revisiones de internos, visitantes y trabajadores, en sus personas y en sus pertenencias; siempre bajo las condiciones adecuadas, y de la manera menos gravosa, con respeto a la dignidad humana, 

III.
Aplicación de sanciones por infracciones al Reglamento; 

IV.
Programas educativos, laborales y de capacitación para la población interna; 

V.
Atención de la salud; 

VI.
Programas de asistencia a los internos con problemas de adicción, combate al tráfico de drogas; 

VII.
Visitas familiar e íntima; 

VIII. Industria penitenciaria; 

IX.
Asistencia a los liberados, así como a la familia de los internos; 

X.
Trabajo a favor de la comunidad, la participación de los organismos sociales en su organización y su seguimiento por los supervisores penitenciarios; 

XI.
Participación en el sistema penitenciario de personas e instituciones que no forman parte del mismo. 

XII.
Carrera penitenciaria, selección, capacitación, especialización, estabilidad y disciplina del personal, así como las funciones del Instituto de Capacitación Penitenciaria. 

Capítulo II

Traslados
Artículo 69. Los traslados de internos entre CEFERESOS, así como los que se realicen entre estos y los CERESOS, serán autorizados a petición de parte, por el Juez de Ejecución y llevados a cabo por la autoridad penitenciaria tomando en cuenta: 

I.
El imperativo constitucional de protección a la organización y el desarrollo de la familia, y 

II.
Las exigencias o requerimientos de salud, seguridad del interno u otras análogas. 

Artículo 70. Las solicitudes de las autoridades penitenciarias de otras entidades federativas para trasladar internos a los CEFERESOS o CERESOS, se sujetarán a lo establecido en los convenios respectivos que al efecto se establezcan. En estos casos, la autoridad penitenciaria, no podrá negar la recepción de internos de otras entidades federativas a no ser que previamente se haya establecido en el convenio correspondiente, las condiciones bajo las cuales serán recibidos los internos, siempre y cuando lo autorice el Juez de ejecución. 

Artículo 71. Los traslados sólo podrán ser ordenados como necesarios a los CEFERESOS de alta seguridad, cuando se trate de personas sentenciadas para quienes las condiciones de seguridad en el CERESO de origen resulten fundadamente insuficientes. Estas decisiones no podrán adoptarse a título de sanción disciplinaria; a partir de la gravedad del delito por el que hayan sido sentenciados, o de consideraciones sobre la personalidad de los internos. 

Capítulo III

Autoridades y administración de los CEFERESOS
Artículo 72. Al frente de cada uno de los CEFERESOS habrá un Director, quien será el responsable del gobierno y la administración del mismo, será nombrado y removido por la Secretaría. Para el adecuado desempeño de sus funciones, el Director se auxiliará del Consejo Técnico y de los demás servidores públicos que prevén esta Ley y su Reglamento. 

Artículo 73. Para ser Director de un establecimiento de reclusión federal, se requiere: 

I.
Poseer un título profesional en el área de las ciencias sociales, las humanidades o la administración pública. 

II.
Tener 30 años cumplidos al día del nombramiento. 

III.
Contar con conocimientos documentados sobre la realidad penitenciaria o sobre la administración de este tipo de instituciones, y 

IV.
No haber sido sentenciado por la comisión de delitos dolosos. 

Artículo 74. Son funciones del Director: 

I.
Cumplir y hacer cumplir esta Ley y su Reglamento. 

II.
Representar al centro ante las autoridades correspondientes. 

III.
Vigilar que en ningún momento haya en el establecimiento personas detenidas sin mandamiento legítimo de autoridad competente, así como evitar que se prolongue injustificadamente la prisión. 

IV.
Proveer lo necesario para garantizar la seguridad de los internos, los visitantes y el personal que labora en la institución, así como la plena vigencia de condiciones dignas para el desarrollo cotidiano de la vida en reclusión. 

V.
Presentar al Juez de Ejecución solicitudes de traslado de sentenciados a otros CEFERESOS o de éstos a los CERESOS. 

VI.
Elaborar los expedientes de los sentenciados por duplicado una vez que los sentenciados le son puestos a disposición, remitiéndole al Juez de Ejecución un ejemplar, así como copia certificada de cada auto o acuerdo que se celebre con posterioridad, durante las siguientes 24 horas a la celebración de los mismos. 

VII.
Coordinar el trabajo del Consejo Técnico y tomar en consideración las decisiones, sugerencias y orientaciones emanadas de dicho órgano en torno al gobierno del establecimiento. 

VIII.
Garantizar que el derecho de audiencia de internos y familiares sea oportunamente satisfecho, y que se sustancien los procedimientos de revisión y control establecidos en esta Ley y su Reglamento. 

IX.
Expedir las constancias respecto del tiempo de reclusión de los internos y, en su caso, sobre la comisión de faltas que afecten el otorgamiento la reducción de la sanción. 

X.
Asegurar que se apliquen y cumplan los programas y servicios establecidos por el Consejo Técnico dentro de su competencia, de conformidad con lo señalado en esta Ley. 

XI.
Promover la industria penitenciaria y celebrar los convenios necesarios para su desarrollo con las entidades públicas y privadas. 

XII.
Hacer del conocimiento de la Secretaría las medidas y consideraciones que, para el adecuado gobierno de la institución, requieran su apoyo o autorización, y 

XIII.
Las demás que sean necesarias para el cumplimiento de las atribuciones anteriores. 

Capítulo IV

Consejo Técnico
Artículo 75. El Consejo Técnico es un órgano colegiado cuya función consiste en proponer e instrumentar las medidas necesarias para el adecuado gobierno del establecimiento, mediante el control directo de la vida cotidiana en reclusión y la instrumentación de los programas especiales que en su seno sean elaborados, así como en supervisar los servicios penitenciarios que brinda la institución. Con este carácter, es la instancia coordinadora del personal profesional del centro y ejerce, asimismo, las funciones de asesoría de la dirección en los asuntos que son de su competencia, de acuerdo con los límites y las atribuciones que le otorgue el Reglamento. 

Artículo 76. El Consejo Técnico se integra por los miembros del personal profesional, administrativo y de seguridad que determine el Reglamento. 

Los representantes de las instituciones públicas de salud, educación, derechos humanos, defensoría de oficio y otras que presten servicios permanentes en los centros, estarán facultados para asistir, con derecho a voz pero sin voto, a las sesiones del Consejo Técnico, para lo cual deberán ser convocados oportunamente y será regulado en el Reglamento. 

Artículo 77. Son funciones del Consejo Técnico: 

I.
Diseñar e instrumentar los programas destinados a las actividades de educación, trabajo y capacitación previstos en el artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como promover y organizar la participación de los internos en dichos programas. 

II.
Proveer los servicios de alimentación, higiene, seguridad, médicos, de apoyo psicológico, de vinculación social y jurídica, con estricto apego a la ética profesional y de modo tal que contribuyan a evitar el agravamiento de la sanción impuesta por la autoridad judicial. 

III.
Organizar programas de atención especializada para internos y sus familiares, así como para grupos vulnerables y minoritarios dentro de la institución, tales como discapacitados, enfermos terminales, adictos a drogas y alcohol, extranjeros, indígenas, ancianos, mujeres y sus hijos menores. 

IV.
Proponer al Director, de entre sus miembros, a aquéllos que integrarán el comité disciplinario que, bajo la responsabilidad de un licenciado en derecho, este comité se encargará de conocer de las infracciones atribuidas a los internos, de aplicar el procedimiento disciplinario reglamentario y de imponer la sanción de acuerdo con el Reglamento. 

V.
Proponer al Director, de entre sus miembros, a los integrantes del comité que se encargará de la clasificación de las áreas, la determinación de los horarios para su utilización y las restricciones a los internos y visitantes para desplazarse de un área a otra, de tal manera que se favorezca el óptimo aprovechamiento de las instalaciones y se asegure el orden y la gobernabilidad del centro. 

VI.
Dicho comité decidirá igualmente la asignación de los internos a los dormitorios y su participación en los programas del establecimiento. 

VII.
Proponer al Director, de entre sus miembros, a los integrantes del Comité que se encargará de atender y sustanciar las quejas, tanto de internos como de visitantes, contra los miembros del personal de seguridad y custodia o contra el personal que realice las revisiones en las aduanas de ingreso. 

VIII.
Conocer y resolver las inconformidades en contra de los acuerdos adoptados por los Comités previstos en las fracciones IV, V, y VI de este artículo, a excepción de las que se interpongan en contra de las sanciones previstas como graves en esta Ley. 

IX.
Diseñar los programas para el ingreso reglamentario de los miembros de grupos de apoyo de la sociedad civil, organizaciones no gubernamentales y ministros de culto religioso. 

X.
Vigilar que los procedimientos de revisión a visitantes, internos y personal de la institución, así como a los objetos y pertenencias de los mismos, se ajusten a lo establecido en el Reglamento. 

XI.
Vigilar que los instructivos y manuales del establecimiento se den a conocer permanentemente a los internos y que el contenido de estos instrumentos esté orientado a garantizar una estancia digna y segura dentro de la prisión. 

XII.
Supervisar permanentemente las distintas áreas de los centros penitenciarios, de manera especial las destinadas al cumplimiento de sanciones disciplinarias consistentes en aislamiento temporal y las consideradas de mayor seguridad. 

XIII.
Expedir el manual de procedimientos para la actuación y manejo del equipo y armamento del personal de seguridad y custodia del CEFERESO, y 

XIV. Las demás que se deriven del cumplimiento de esta Ley y de los instrumentos legales y reglamentarios aplicables. 

Artículo 78. Para un adecuado desempeño de sus funciones, que asegure la gobernabilidad del centro penitenciario y las condiciones de vida digna en el mismo, los miembros del Consejo Técnico, así como el resto del personal profesional, deberán visitar continuamente las distintas áreas del centro y mantener comunicación permanente con la población interna, incluso en horas y días inhábiles. 

Artículo 79. El Consejo Técnico y sus comités que refiere el artículo 77, de esta Ley sesionarán las veces que sea necesario para la organización, diseño e instrumentación de los servicios penitenciarios, los programas especiales de la institución y para el ejercicio de sus atribuciones legales. 

El Reglamento fijará la periodicidad mínima de las sesiones del Consejo y sus comités, los mecanismos para su integración, sus miembros y todas las demás cuestiones que haya que prever para regular su funcionamiento. 

Artículo 80. Las actividades educativas comprenderán tanto la educación formal como no formal. Esta última incluye actividades culturales, deportivas, musicales, literarias, lectura, manualidades y otras similares. 

Artículo 81. Las actividades laborales comprenderán las de tipo industrial y artesanal, así como los trabajos prestados para la satisfacción de los servicios del propio centro. 

Artículo 82. Las actividades educativas y laborales previstas en los artículos precedentes podrán ser organizadas por los internos o realizarse en forma individual, siempre bajo la dirección del Consejo Técnico y sin contravención a esta Ley. 

Artículo 83. En la organización de los programas laborales, educativos y de capacitación, la actividad del Consejo Técnico deberá regirse por lo siguiente: 

I. Respecto de los programas de trabajo y capacitación laboral:

a) Que se promuevan el fomento de industrias y servicios que respondan al mercado de la comunidad en la que se encuentra el centro. 

b) Que tiendan a incrementar la participación de industrias privadas o públicas para la creación de nuevos puestos laborales dentro del establecimiento, y que las relaciones entre el patrón, el interno y el establecimiento se ajusten a los criterios previamente fijados por el Consejo Técnico, de conformidad con las normas laborables aplicables y considerando las circunstancias de la reclusión. 

c)
Que incluyan las medidas necesarias para optimizar los puestos de trabajo ya existentes en el centro penitenciario. 

d)
Que la distribución de las oportunidades en estas materias sea equitativa y no discriminatoria por razones de la situación jurídica de sentenciados, raza, sexo, posición social o económica, apariencia física, preferencias sexuales o cualquier otra razón que signifique discriminación entre los internos. 

e)
Que el trabajo sea una fuente efectiva y justa de ingresos para quienes lo desempeñan, distribuyéndose dichos ingresos de la manera siguiente: un treinta por ciento para la reparación del daño, un cuarenta por ciento para el sostenimiento de los dependientes económicos del sentenciado, un veinte por ciento para el fondo de ahorro y un diez por ciento para gastos personales del sentenciado. Si no hubiese sanción a reparación del daño o éste ya hubiera sido cubierto, o si los dependientes del sentenciado no están necesitados, las cuotas respectivas se aplicarán por partes iguales a los fines señalados, con excepción del indicado en último término. 

Ningún interno podrá desempeñar funciones de autoridad o ejercer dentro del establecimiento empleo o cargo alguno, salvo cuando se trate de instituciones basadas para fines de tratamiento, en el régimen de autogobierno. 

f) Que se respete el principio que establece que a trabajo igual, remuneración igual. 

g) Que se garanticen las previsiones que en materia de seguridad laboral e indemnización por accidentes en el área de trabajo prevé la Ley Federal del Trabajo, y 

h) Que fijen las estrategias para erradicar y evitar cualquier concesión para que los sentenciados controlen la compra o venta de bienes y servicios dentro del establecimiento, y el empleo subordinado entre internos. 

II. Respecto de los programas de educación:

a) Que se orienten a las necesidades de la población interna.

b) Que la educación que se imparta se apegue a lo dispuesto por el artículo 3º,  fracciones I, II y IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y por los artículos 2º, 5º, 6º y 7º de la Ley General de Educación y que, en consecuencia, se le asigne un contenido que responda estrictamente a las finalidades de la instrucción pública, y 
c)
Que el ofrecimiento de oportunidades educativas sea igualitario y no discriminatorio. 

Artículo 84. Los servicios de orden médico y psicológico se regirán por el derecho a la salud previsto en el párrafo tercero del artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 85. Cuando el Consejo Técnico no sesione como cuerpo colegiado, en pleno o en los comités previstos en esta Ley o en su Reglamento, sus miembros tendrán las atribuciones y responsabilidades que el Director les asigne de acuerdo con ambos ordenamientos. 

Capítulo V

Personal de seguridad y custodia
Artículo 86. El personal de seguridad estará a cargo de la vigilancia exterior de los centros, y el de custodia, de la seguridad interior. El manual de procedimientos para la actuación y manejo del equipo y armamento, marcará los lineamientos para la prestación de cada una de estas funciones. Lo relativo al ingreso, permanencia, promoción y terminación del servicio se desarrollará considerando las Leyes aplicables y el Reglamento del Servicio Civil de Carrera Penitenciaria. 

Artículo 87. Las funciones de seguridad en los CEFERESOS podrán ser desempeñadas temporalmente por personal de la Policía Federal, previa solicitud de las autoridades penitenciarias, de conformidad con el convenio que al efecto se celebre. Las funciones de custodia y el mantenimiento del orden y la pacífica convivencia al interior de los CEFERESOS en el supuesto de disturbios, no podrán ser desempeñados por policías judiciales locales o miembros de las fuerzas armadas. 

Los miembros del personal de seguridad y custodia de los CEFERESOS, o el personal de la Policía Federal perteneciente a la Secretaría que desempeñe sus funciones temporalmente, estarán subordinados al Director del centro. 

Artículo 88. Son funciones del personal de seguridad y custodia: 

I.
Vigilar y proteger la integridad de las personas y sus bienes, así como las instalaciones y mobiliario del CEFERESO; 

II.
Evitar la evasión de internos y aplicar las disposiciones reglamentarias y  las que emita el Consejo Técnico respecto del ingreso y revisión de personas y objetos; 

III.
Brindar el apoyo que, en materia de seguridad, les sea requerido por los  miembros del Consejo Técnico en el desempeño de sus tareas, e 

IV.
Instrumentar los sistemas previstos en el Reglamento para verificar la permanencia de los sentenciados en el CEFERESO y su ubicación en las áreas que les corresponden. 

Artículo 89. Para asegurar el adecuado desempeño de las funciones del personal de seguridad y custodia, se deberá: 

I.
Capacitar a dicho personal sobre el uso racional y legal de la fuerza y del armamento que se le asigne, así como sobre su eventual participación en situaciones conflictivas en las que la autoridad penitenciaria emplee la persuasión, negociación, mediación u otras formas de resolución pacífica de conflictos, y 

II.
Dotarlo de equipo de autoprotección, uniformes, medios de radiocomunicación, así como de armas no letales y convencionales, según la función que desempeñe y de las condiciones climáticas del centro. 

Artículo 90. Para garantizar una estancia digna y segura a todas las personas dentro de los establecimientos penitenciarios, se buscará armonizar el trabajo que realiza el personal profesional de los centros penitenciarios por medio de los servicios y los programas especiales, con las necesidades de garantizar el orden y la disciplina mediante las funciones de seguridad y custodia; por tal razón se deberá: 

I.
Evitar que el personal de seguridad y custodia ejerza funciones que son propias del personal técnico de los CEFERESOS, y 

II.
Limitar el contacto entre el personal de seguridad y custodia y los internos, a los fines exclusivos de la vigilancia del orden y del apoyo al personal profesional. 

Capítulo VI

Relaciones con el exterior y participación social
Artículo 91. Las autoridades penitenciarias fomentarán las relaciones de los sentenciados con el mundo exterior, con las limitaciones que imponga el adecuado funcionamiento y la seguridad de las personas en el centro. 

El Reglamento establecerá un registro de las personas jurídico colectivas interesadas en ejercer los derechos que esta Ley reconoce a favor de las instituciones interesadas en el sistema penitenciario. En este registro se asentarán los nombres de las personas físicas que podrán realizar las visitas correspondientes e intervenir en los procedimientos que esta misma Ley establece. 

Artículo 92. Las autoridades penitenciarias, en los términos que disponga el Reglamento, celebrarán convenios con instituciones de carácter público o privado que presten a los internos servicios asistenciales de carácter educativo, laboral o recreativo. 

Estos convenios no eximirán a las autoridades de su obligación de desarrollar los programas y prestar los servicios a que se refieren los artículos 81 a 84 de esta Ley. 

Artículo 93. Las autoridades de los CEFERESOS establecerán, conforme al Reglamento, mecanismos idóneos para que los internos puedan presentar todo tipo de escritos, peticiones y quejas ante los tribunales y los organismos de protección a los derechos humanos, tanto de carácter público como privado. 

Artículo 94. La correspondencia que los internos mantengan con el exterior tendrá carácter estrictamente confidencial y sólo podrá revisarse, a través de los medios electromagnéticos adecuados, para verificar que no se introduzcan sustancias u objetos prohibidos por el Reglamento. 

Artículo 95. A todo sentenciado se le permitirán tiempo e instalaciones adecuadas para recibir visitas de sus abogados, entrevistarse con ellos y consultarlos sin demora, interferencia ni censura, y en forma plenamente confidencial. Las consultas podrán ser vigiladas visualmente por un elemento de seguridad y custodia, pero por ningún motivo se escuchará la conversación. 

Artículo 96. Los sentenciados podrán recibir visitas de sus familiares y amigos dos veces por semana, atendiendo al Reglamento. En caso de que se les hubiese impuesto sanción de aislamiento, ésta no podrá ser aplicada de manera tal que afecte a las visitas. 

Artículo 97. Los sentenciados podrán recibir visita íntima por lo menos una vez por semana, de conformidad con lo establecido en el Reglamento. 

Artículo 98. Los sentenciados de nacionalidad extranjera gozarán de las facilidades adecuadas para comunicarse con sus representantes diplomáticos y consulares. 

Los sentenciados que sean nacionales de Estados que no tengan representación diplomática ni consular en México, así como los refugiados y apátridas, gozarán de las mismas facilidades para dirigirse al representante diplomático del Estado encargado de sus intereses o a cualquier autoridad nacional o internacional que tenga la misión de protegerlos. 

Artículo 99. Los sentenciados tendrán derecho a leer la prensa nacional o internacional u organismos internacionales de su preferencia y cualquier libro o publicación, así como a utilizar los medios electrónicos de información y entretenimiento en los términos que establezca el Reglamento. Tanto las autoridades penitenciarias como el Juez de Ejecución tomarán las medidas razonables para el ejercicio de este derecho. 

Artículo 100. Los sentenciados estarán autorizados para recibir visitas de los miembros de asociaciones religiosas; asimismo, podrán realizar visitas pastorales particulares a los internos. 

Por ningún motivo se negará a un interno el derecho de comunicarse con el representante de una religión. Cuando se oponga a ser visitado o entrevistado, se deberá respetar su decisión. 

Artículo 101. El Juez de Ejecución autorizará o negara la excarcelación temporal de los internos, siempre y cuando se observen las condiciones y requerimientos de seguridad establecidos en el Reglamento, quedando a cargo del Director del centro de reclusión las mismas, en los siguientes supuestos: 

I.
En caso de nacimiento, fallecimiento o enfermedad grave de un pariente cercano, a fin de que asista al nacimiento, los servicios fúnebres o a la cabecera de su pariente. 

II.
Para recibir atención médica especializada cuando ésta no pueda ser proporcionada en el propio centro. 

Artículo 102. Los miembros de los organismos no gubernamentales de protección a los derechos humanos, así como los integrantes de organismos asistenciales, podrán realizar visitas a los CEFERESOS en los términos que establezca el Reglamento. 

Artículo 103. Los medios de comunicación, en los términos que establezca el Reglamento, podrán entrevistar a los sentenciados cuando éstos lo consientan previamente por escrito y siempre que dicha actividad no ponga en riesgo la seguridad del CEFERESO. 

Artículo 104. Las autoridades penitenciarias procurarán celebrar convenios con instituciones de educación superior, para que los sentenciados que así lo deseen puedan inscribirse en los programas académicos que éstas ofrezcan. 

Periódicamente, el personal docente de esas instituciones podrá ingresar a los reclusorios para asesorar a los sentenciados que estén inscritos en alguno de sus programas académicos. 

Capítulo VII

Intervención de organismos públicos y defensoría
Artículo 105. Los visitadores de las autoridades federales y adjuntos de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, al igual que la Defensoría Pública Federal y los defensores, podrán ingresar a los CEFERESOS en cualquier momento, sin aviso previo, para lo cual bastará que muestren su identificación correspondiente, sin que pueda exigírseles requisito adicional alguno, salvo las revisiones reglamentarias. 

Igualmente, dichos servidores públicos podrán introducir a los CEFERESOS todos los instrumentos necesarios para realizar sus tareas, incluidas cámaras fotográficas y aparatos de reproducción magnética, sin embargo estarán sujetos a las revisiones que el respecto disponga el Reglamento. 

Artículo 106. Las autoridades y el personal del centro penitenciario permitirán que los visitadores, defensores particulares y defensores públicos penitenciarios se desplacen libremente en todas las áreas del centro en cualquier horario, y les darán las facilidades necesarias para el desempeño de sus funciones. 

Artículo 107. El Director del centro penitenciario proporcionará espacios físicos adecuados en el área de gobierno, para los visitadores de las autoridades federales y adjuntos de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, al igual que para la Defensoría Pública Federal y los defensores, a fin de facilitar el cumplimiento de sus atribuciones. 

TÍTULO SEXTO

RÉGIMEN DISCIPLINARIO 

Capítulo Único 

Disciplina en los CEFERESOS
Artículo 108. El régimen disciplinario en los CEFERESOS se regirá por las disposiciones reglamentarias que fijen infracciones, sanciones, procedimientos disciplinarios, hechos meritorios, medidas de estímulo y las autoridades responsables de aplicar dichos procedimientos. 

Artículo 109. Para la determinación de las infracciones, el Reglamento deberá apegarse estrictamente a los principios de necesidad y de culpabilidad, y en consecuencia no podrá sancionar: 

I. 
Las conductas cuya realización implique el ejercicio legítimo de un derecho; 

II. 
Las que no afecten el régimen interior del establecimiento, y 

III. 
Las que no ocasionen molestias a terceros. 

Artículo 110. Las sanciones que establezca el Reglamento serán proporcionales al daño que ocasione la infracción. Sólo se podrán considerar como faltas disciplinarias graves: 

I.
La participación activa en disturbios; 

II.
Evadirse, intentar evadirse y favorecer la evasión de presos; sin perjuicio de la responsabilidad penal. 

III.
Los actos que impliquen la comisión de un delito en agravio del personal penitenciario o de los propios internos, cuya penalidad no sea sustituible por sanción distinta de la de prisión; 

IV.
La posesión o tráfico de armas de fuego, armas blancas o de instrumentos punzo cortantes; 

V.
El tráfico o la posesión de sustancias psicotrópicas o estupefacientes, así como la posesión de bebidas alcohólicas. 

VI.
El daño o destrucción de las instalaciones penitenciarias; 

VII.
Impedir el funcionamiento de los servicios que se presten dentro de los CEFERESOS, y 

VIII.
Las acciones que tengan por objeto controlar algún espacio o servicio dentro del CEFERESO, ejercer alguna función exclusiva de la autoridad o propiciar la subordinación entre internos. 

Artículo 111. Estarán prohibidos los castigos corporales, las sanciones degradantes o infamantes, la tortura, los malos tratos y la sanción de aislamiento. 

Artículo 112. Los procedimientos disciplinarios se regirán por el principio de presunción de inocencia y respetarán los derechos de audiencia y de defensa, para lo cual el Reglamento establecerá: 

I.
Un procedimiento sumario en el que se otorgue al presunto infractor el derecho de audiencia y la oportunidad de defenderse e impugnar las decisiones que lo afecten, y en el que se describa con todo detalle qué autoridades participan y cuáles son sus atribuciones, y 

II.
Un comité disciplinario que, sobre la base del propio Reglamento, resuelva respecto de la comisión de la infracción y aplique la sanción correspondiente. 

Artículo 113. El recurso de revisión en contra de las resoluciones administrativas por faltas disciplinarias graves, dejará en suspenso la aplicación de las sanciones impuestas, hasta que el Juez de Ejecución resuelva en definitiva, sin perjuicio de que se adopten las medidas administrativas necesarias que, sin restringir derechos, salvaguarden la seguridad y orden en el CEFERESO. 

TÍTULO SÉPTIMO

LIBERTAD ANTICIPADA
Capítulo I

Preliberación
Artículo 114. Cuando durante la ejecución de la sanción privativa de libertad se cumplan los requisitos legales para acceder a la fase de la preliberación, la autoridad penitenciaria solicitará al Juez de ejecución la tramitación de la preliberación correspondiente, de acuerdo a las formalidades y procedimientos que establece la ley. En la tramitación de los incidentes de preliberación el Juez de ejecución escuchará al sentenciado, acompañado de su defensor y la autoridad penitenciaria. 

El incidente de preliberación podrá ser promovido también por el sentenciado, por el defensor o de oficio por el Juez de Ejecución, en cuyo caso emplazará a la dirección del establecimiento para que remita los informes que prevé la Ley. Cuando lo promueva el sentenciado ante la dirección del establecimiento, ella remitirá inmediatamente la solicitud, fijando la fecha en que elevará el informe. 

El Juez de Ejecución podrá rechazar sin trámite la solicitud, cuando fuere manifiestamente improcedente o cuando estime que no transcurrió el tiempo suficiente para que hayan variado las condiciones que motivaron el rechazo anterior. 

Cuando la libertad le fuera otorgada, en el auto se fijarán las condiciones e instrucciones, según lo establecido por la Ley penal. El liberado, en el acto de la notificación, deberá prometer que las cumplirá y denunciará el modo como intentará cumplirlas. Fijará domicilio y recibirá una copia de la resolución. 

El Juez de Ejecución vigilará el cumplimiento de las condiciones impuestas, las que serán reformables de oficio o a petición del sentenciado y su defensor. 

Artículo 115. Cuando el que goce de preliberación se encuentre en alguno de los casos que menciona el artículo 86 del Código Penal Federal, la autoridad municipal o cualquiera otra que tenga conocimiento de ello dará cuenta a la que le concedió la libertad, para los efectos del mismo artículo. 

Siempre que no proceda por unificación de sentencias, el incidente de revocación será promovido de oficio o a petición del ministerio público. 

Si el sentenciado no pudiere ser hallado, el Juez de ejecución ordenará su detención. 

El incidente se llevará a cabo cuando fuere hallado el sentenciado y el tribunal podrá disponer que se lo mantenga preventivamente detenido hasta que se resuelva la incidencia. 

El Juez de ejecución decidirá por auto fundado y, en su caso, practicará nuevo cómputo. 

Artículo 116. Cuando el sentenciado cometiere un nuevo delito, el tribunal que conozca de éste remitirá copia certificada de la sentencia que cause ejecutoria a la autoridad que concedió la preliberación, quien de plano decretará la revocación, de conformidad con el artículo 86 del Código Penal. 

Capítulo II

Libertad preparatoria

Artículo 117. Se concederá libertad preparatoria al sentenciado, previo informe de la autoridad penitenciaria en el que conste que hubiere cumplido las tres quintas partes de su sanción, si se trata de delitos intencionales, o la mitad de la misma en caso de delitos imprudenciales, siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos: 

I.
Que haya observado buena conducta durante la ejecución de su sentencia; 

II.
Que haya reparado o se comprometa a reparar el daño causado, sujetándose a la forma, medidas y términos que se le fijen para dicho objeto, si no puede cubrirlo desde luego. 

III.
Satisfechos los requisitos anteriores, el Juez de ejecución podrá conceder la libertad, sujeta a las siguientes condiciones: 

a)
Residir o, en su caso, no residir en lugar determinado, e informar a la autoridad de los cambios de su domicilio; La designación del lugar de residencia se hará conciliando la circunstancia de que el sentenciado pueda proporcionarse trabajo en el lugar que se fije, con el hecho de que su permanencia en él no sea un obstáculo para su enmienda;

b)    Desempeñar en el plazo que la resolución determine, oficio, arte, industria o profesión lícitos, si no tuviere medios propios de subsistencia; y 

c)
Sujetarse a las medidas de orientación y supervisión que se le dicten y a la vigilancia de alguna persona de arraigo, que se obligue a informar sobre su conducta, presentándolo siempre que para ello fuere requerida. 

Artículo 118. No se concederá la libertad preparatoria a: 

I. Los sentenciados por alguno de los delitos previstos en el Código Penal Federal que a continuación se señalan: 

a) Uso ilícito de instalaciones destinadas al tránsito aéreo, previsto en el artículo 172 bis, párrafo tercero; 

b) Contra la salud, previsto en el artículo 194, salvo que se trate de individuos en los que concurran evidente atraso cultural, aislamiento social y extrema necesidad económica; 

c) Corrupción de menores o incapaces, previsto en el artículo 201; 

d) Violación, previsto en los artículos 265, 266 y 266 bis;

e) Homicidio, previsto en los artículos 315, 315 bis y 320;

f) Secuestro, previsto en el artículo 366, salvo los dos párrafos últimos, y tráfico de menores, previsto en el artículo 366 ter. 

g) Comercialización de objetos robados, previsto en el artículo 368 ter;

h) Robo de vehículo, previsto en el artículo 376 bis;

i) Robo, previsto en los artículos 371, último párrafo; 372; 381 fracciones VII, VIII, IX, X, XI y XV; y 381 bis, o

j) Operaciones con recursos de procedencia ilícita, previsto en el artículo 400 bis, o 

II.
 Los que incurran en segunda reincidencia de delito doloso, o sean considerados delincuentes habituales. 

Tratándose de los delitos comprendidos en el Título Décimo del Código Penal Federal, la libertad preparatoria sólo se concederá cuando se satisfaga la reparación del daño a que se refiere la fracción III del artículo 30 del mismo ordenamiento o se otorgue caución que la garantice. 

Artículo 119. El Juez de Ejecución revocará la libertad preparatoria cuando: 

I.
El liberado incumpla injustificadamente con las condiciones impuestas para el otorgarle la libertad. El Juez de Ejecución, en caso de un primer incumplimiento, amonestará al sentenciado y lo apercibirá de revocarle la libertad en caso de un segundo incumplimiento. Cuando el liberado infrinja medidas que establezcan presentaciones frecuentes para tratamiento, la revocación sólo procederá al tercer incumplimiento, o 

II.
El liberado sea sancionado por nuevo delito doloso, mediante sentencia ejecutoriada, en cuyo caso la revocación operará de oficio. Si el nuevo delito 

fuere culposo, el Juez de ejecución, motivadamente y según la gravedad del hecho, podrá revocar o mantener la libertad preparatoria. 

El sentenciado cuya libertad preparatoria sea revocada deberá cumplir el resto de la sanción en prisión, para lo cual la autoridad considerará el tiempo de cumplimiento en libertad. Los hechos que originen los nuevos procesos a que se refiere la fracción II de este artículo interrumpen los plazos para extinguir la sanción. 

Artículo 120. Los sentenciados que disfruten de libertad preparatoria, quedarán bajo el cuidado y vigilancia de la autoridad penitenciaria, en el ámbito de su debida competencia. 

Capítulo III

Remisión y reducción de la sanción
Artículo 121. La remisión parcial de la sanción consiste en la disminución de un día de la sanción de prisión establecida en la sentencia judicial por cada dos días en que el interno participe en actividades educativas, laborales o culturales en el establecimiento de reclusión o desarrolle por su cuenta, en forma lícita, cualquiera de las actividades antes señaladas, sin interferir con el funcionamiento del centro. 

Cuando el interno cometa una falta administrativa grave, se le impondrá como sanción accesoria el descuento de treinta días de aquéllos en los que se le hubieren reducido de su sanción en virtud de este beneficio. 

En el caso de la comisión de faltas no graves, el interno conservará el beneficio de reducción de días de sanción que hubiese obtenido hasta el momento y la autoridad penitenciaria aplicará únicamente la sanción correspondiente. 

A los sentenciados a través del proceso abreviado en los términos del Código Federal de Procedimientos Penales se les otorgará la remisión parcial de la sanción hasta en dos terceras de la privativa de libertad impuesta. 

Artículo 122. La autoridad penitenciaria tienen la obligación de expedir una constancia en forma anual, a partir de la fecha del ingreso del interno o cuando fuesen requeridos por el Juez de ejecución. Este documento contendrá la siguiente información: 

I.
La sentencia judicial de cuya ejecución se trate y el número de días en que por virtud de la misma el interno haya estado privado de su libertad en el período anual o el que corresponda; 

II.
Los días laborados; 

III.
Las infracciones graves en que hubiese incurrido durante el mismo período, y 

IV.
Cualquier circunstancia que se refiera al cumplimiento de la sanción y que pueda condicionar el otorgamiento de la libertad anticipada. 

Artículo 123. Las restricciones para el otorgamiento de la reducción de la sanción sólo se aplicarán a los días de prisión que hubiesen sido remitidos durante el período anual comprendido en la constancia a que se refiere el artículo anterior. 

Artículo 124. Los sentenciados podrán impugnar el contenido de las constancias, de acuerdo con el procedimiento establecido para ello en esta Ley. 

Artículo 125. La reducción de la sanción por reparación del daño consiste en la reducción del diez por ciento del tiempo de la pena de prisión a la que hubiese sido sentenciado el interno. 

Para el otorgamiento de este beneficio, se requiere que el sentenciado acredite ante el Juez de ejecución haber reparado el monto total de la condena impuesta a título de reparación del daño. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando el sentenciado carezca de bienes suficientes con que cubrir dicha reparación, podrá acogerse a este beneficio, sin perjuicio de lo establecido en la legislación penal respecto de la ampliación del plazo de la prescripción para el pago de la reparación del daño. 

Artículo 126. La reducción de la sanción y remisión parcial de la misma serán acumulados por el Juez de Ejecución y,  para su otorgamiento no se tomarán en cuenta el delito cometido ni otros elementos distintos a los señalados en este Capítulo. 

TÍTULO OCTAVO

PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS
Artículo 127. Sin perjuicio de la responsabilidad penal o administrativa que establezcan las Leyes aplicables, serán objeto de revisión y control mediante los procedimientos y medidas cautelares previstos en esta Ley, los siguientes actos y omisiones atribuibles a las autoridades penitenciarias: 

I.
Los que nieguen, sin causa justificada, la visita familiar o íntima, así como el acceso a otro visitante, en contravención de lo dispuesto en esta Ley y su Reglamento, y los que obstruyan o afecten de cualquier manera estas visitas. 

II.
Los que, injustificadamente, determinen el traslado forzoso o nieguen el traslado voluntario de un sentenciado. 

III.
Los que redunden en molestias reiteradas e injustificadas ocasionadas al sentenciado; los que menoscaben los derechos que en su favor establece el artículo 18 de la Constitución, y cualesquiera otros que constituyan una forma de agravamiento de la sanción o le impriman a ésta un carácter innecesariamente aflictivo, y 

IV.
Los que atenten contra la vida, integridad y dignidad de las personas, así como cualesquiera actos de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

Artículo 128. Para los efectos de la presente Ley y su Reglamento, los actos administrativos ejecutados por autoridades o servidores públicos penitenciarios se denominarán como sigue: 

I.
Determinaciones, cuando sean adoptados por cualquier autoridad penitenciaria. 

II.
Acuerdos, cuando emanen de los comités que forman parte del Consejo Técnico. 

III.
Actuaciones, las realizadas individual o colectivamente por otros servidores públicos penitenciarios. 

Artículo 129. Los medios de impugnación, que se sustanciarán en los términos establecidos en el Reglamento como sigue: 

I.
La revisión procederá en contra de las determinaciones, ante el Juez de Ejecución. 

II.
La inconformidad, procederá en contra de los acuerdos, ante el Juez de Ejecución, y 

III.
La queja en contra de las actuaciones individuales o colectivas, que vulneren los derechos de los sentenciados establecidos en esta Ley y su Reglamento, se interpondrá ante el Consejo Técnico. 

IV.
 La apelación en contra de las resoluciones, ante el Juez de ejecución. 

V.
Toda persona estará legitimada para formular revisión, inconformidad y queja, ante la autoridad responsable de su atención o sustanciación. Cuando el promovente actúe a nombre de una persona moral y no acredite su legitimidad para hacerlo, se les dará trámite como si hubiesen sido presentadas a título personal. 

TÍTULO NOVENO PROCESO JUDICIAL DE EJECUCIÓN
Capítulo I

Procedimientos ordinarios de ejecución

Artículo 130. La intervención del Juez de la causa y del Juez de Ejecución, en relación a las sanciones y de las medidas de seguridad, se ceñirá a lo siguiente: 

I. 
Compete al Juez de la causa resolver sobre los sustitutivos y conmutación de 
sanciones, de la sanción condicional, así como la ejecución de las sanciones  
que no consistan en sanción de prisión ni trabajo a favor de la comunidad, o 
en la aplicación de medidas de seguridad. 

II. 
Compete al Juez de Ejecución conocer sobre: 

a) 
La personalización, adecuación y modificación de la sanción de prisión, en 
los términos que la legislación penal y esta Ley establecen, así como sobre 


las peticiones de traslado que formulen internos o autoridades de otras 
entidades federativas. 

b) 
La declaración la extinción de las sanciones de prisión y de trabajo a favor de 
la comunidad, así como de las medidas de seguridad, y 

c) 
Los incidentes y medios de impugnación que surjan con motivo de la 
privación de la libertad por parte de las autoridades penitenciarias, así como 
con motivo de la ejecución de las sanciones de prisión y de trabajo a favor de 
la comunidad, y de la aplicación de las medidas de seguridad. 

d) 
Compete al Juez de Ejecución resolver sobre los conflictos que se puedan 
presentar en la tramitación de la rehabilitación de los derechos del  sentenciado. 

Artículo 131. El Juez de la causa remitirá al Juez de Ejecución y a la autoridad penitenciaria, copia certificada de toda sentencia ejecutoriada en la que se imponga sanción privativa de la libertad, de trabajo a favor de la comunidad o en la que se decrete una medida de seguridad, excepto en los casos en que el sentenciado estuviese sustraído de la acción de la justicia. Con dicho documento se radicará el expediente de ejecución. 

Artículo 132. Los jueces de ejecución instrumentarán los sistemas necesarios para la debida integración de los expedientes de ejecución hasta que se declaren extinguidas la sanción o la medida de seguridad impuestas. 

Capítulo II

Incidentes en el procedimiento de ejecución

Artículo 133. Los incidentes se sustanciarán en la siguiente forma: 

I.
Con la promoción del interesado se dará vista a las partes para que contesten en un término máximo de tres días naturales. 

II.
Si el Juez de Ejecución lo creyere necesario, o alguna de las partes lo pidiere, se abrirá un término de prueba que no excederá de tres días. 

III.
Concluidos dichos plazos, se citará a las partes para una audiencia que se celebrará dentro de los tres días siguientes, en la que el Juez de Ejecución resolverá después de escuchar a los comparecientes. 

Artículo 134. El Ministerio Público de la Federación será parte en los incidentes sobre modificación de la sanción de prisión en los términos del artículo 75 del Código Penal Federal, así como en los incidentes de sustitución o conmutación de la sanción, así como de modificación, suspensión, revocación y extinción de la sanción de trabajo a favor de la comunidad y de las medidas de seguridad. 

Artículo 135. El reo que considere que al dictarse sentencia reunía las condiciones fijadas en el artículo 90 del Código Penal Federal, y que está en aptitudes de cumplir los demás requisitos que en el propio precepto se establecen, si es por inadvertencia de su parte o del Juez de la causa que no obtuvo en la sentencia el otorgamiento de la condena condicional, podrá promover que se le conceda abriendo el incidente respectivo ante el Juez de Ejecución. 

Artículo 136. Todas las cuestiones que se propongan durante la sustanciación de los procedimientos ante el Juez de Ejecución, sea que se originen de la actuación de éstos o de las autoridades penitenciarias, y que no tengan una forma de tramitación específica, se resolverán conforme lo dispuesto en este Capítulo. 

Capítulo III

Medios de impugnación
Artículo 137. La revisión ante el Juez de Ejecución procederá contra las determinaciones del Director general, el Director del centro de reclusión o establecimiento de Rehabilitación Psicosocial, o el Consejo Técnico del centro de reclusión o establecimiento de asistencia psiquiátrica, o el Consejo Técnico que resuelvan las inconformidades hechas valer en contra de las actuaciones, así como de los acuerdos, excepción hecha de aquéllos que impongan sanciones por faltas no consideradas como graves. 

Artículo 138. Los procedimientos de revisión e inconformidad se sustanciarán conforme a las siguientes reglas: 

I.
El sentenciado o su defensor podrán interponer este recurso, contra las determinaciones que afecten al primero. Los visitantes podrán, asimismo, inconformarse por las determinaciones que afecten sus derechos o los del sentenciado. 

II.
Se interpondrá por escrito ante el Juez de Ejecución, dentro de los tres días siguientes a partir de que surta efecto la notificación de la determinación, el cual suspenderá la ejecución, de acuerdo con los términos previstos en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, hasta en tanto no resuelva el Juez de Ejecución sobre el mismo. 

III.
Conjuntamente con la notificación de la resolución que imponga una sanción disciplinaria, la autoridad penitenciaria notificará al interno el plazo legal para impugnarla. 

IV.
Una vez interpuesto el recurso, el Juez de Ejecución, dentro de las siguientes veinticuatro horas a la recepción del recurso, sin sustanciación alguna, lo admitirá y abrirá un plazo común de tres días para el ofrecimiento de pruebas. 

V.
Agotado dicho término, inmediatamente el Juez de Ejecución fijará fecha para la celebración de la audiencia de pruebas y alegatos, la cual se deberá celebrar dentro de los siguientes tres días; 

VI.
El Juez de Ejecución deberá suplir las deficiencias en la expresión de agravios del interno; 

VII.
Una vez cerrada la audiencia, el Juez de Ejecución resolverá de plano dentro del término de cinco días naturales. 

Artículo 139. El auto que resuelva el procedimiento de impugnación determinará si el derecho del interno o visitante ha sido violado y, en su caso: 

I.
La restitución al agraviado en el goce de su derecho, y 

II.
La adopción de medidas generales para evitar la repetición de los actos u omisiones impugnados, para lo cual se prevendrá a las autoridades penitenciarias. 

Artículo 140. Cuando la violación acreditada consistiere en la falta o inadecuada prestación de los servicios necesarios para garantizar las condiciones de vida digna en reclusión o en la insatisfacción de los derechos establecidos en el artículo 18 de la Constitución, el Juez de Ejecución determinará con precisión las correcciones y adecuaciones necesarias y requerirá al Director del centro para que, en un plazo no mayor de tres meses, atendiendo a la complejidad de las acciones que deban realizarse, dé cumplimiento a lo ordenado. 

Cuando el Director del centro no cuente con los recursos materiales y humanos suficientes y adecuados para dar cumplimiento a lo establecido en el párrafo anterior, se lo hará saber a su superior jerárquico para que le sean suministrados a fin de poder cumplir con el compromiso adquirido en los términos del artículo 128 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Concluido el plazo concedido en el párrafo precedente, el Juez de Ejecución realizará una inspección para verificar el cumplimiento de cada uno de los puntos del auto respectivo. De no acreditarse éste, dictará auto de incumplimiento y se procederá conforme lo establece el Capítulo V de este Título. 

Artículo 141. El recurso de apelación procede en contra de: 

I.
Los autos que resuelven los procedimientos ordinarios, por los que se declara: 

a) La acreditación parcial de beneficios de reducción de la sanción; 

b) La extinción de la sanción o medida de seguridad; 

c) La denegación de extinción de la sanción o medida de seguridad, y 

d) La adecuación de la sanción privativa de la libertad o medida de seguridad; 

II.
Los autos que resuelven los incidentes. 

III.
Los autos que resuelven los procedimientos de impugnación en contra de las determinaciones del Consejo Técnico. 

IV.
Los autos de incumplimiento respecto de las medidas ordenadas por el Juez de Ejecución al Director del centro, y 

V.
Las sanciones impuestas por los Jueces de Ejecución a los Directores de los centros penitenciarios. 

Artículo 142. El recurso de apelación se tramitará en la forma y términos previstos para este recurso en el Código Federal de Procedimientos Penales, con la salvedad de que el Ministerio Público de la Federación no intervendrá cuando el recurso se refiera exclusivamente a los supuestos previstos en las fracciones I, inciso a) y III del artículo anterior. 

Artículo 143. Cuando el recurso de apelación se interponga en contra de los autos que resuelven sobre la acreditación parcial de reducción de la sanción y se objete la constancia administrativa que sirve de base a los mismos, a la que se 

refiere esta Ley, esta objeción se sustanciará en la forma del incidente previsto en este Título. 

Artículo 144. El Juez de Ejecución podrá ordenar, en cualquier momento, a las autoridades penitenciarias, se adopten las acciones necesarias para proteger a los sentenciados y visitantes de los actos señalados en el artículo 110 de esta Ley. 

Capítulo IV

Asistencia al liberado
Artículo 145. Se promoverá en cada entidad federativa la creación de un Patronato para Liberados, que tendrá a su cargo prestar asistencia social y material a los excarcelados, tanto por cumplimiento de sanción como por libertad procesal, absolución, suspensión condicional o libertad anticipada. 

Capítulo V

Responsabilidades de las autoridades en la fase de ejecución
Artículo 146. El Director del centro penitenciario será suspendido por el Juez de Ejecución hasta por un mes cuando: 

I.
No atienda en sus términos las medidas cautelares ordenadas por el Juez de Ejecución; 

II.
Repita los actos u omisiones considerados como violatorios de derechos en el auto que resuelve el procedimiento de impugnación, y 

III.
Obstruya o no evite la obstrucción de las funciones de los defensores de oficio, los visitadores de los organismos públicos de protección de los derechos humanos y del personal del Poder judicial de la Federación. 

Artículo 147. El Director del centro penitenciario será destituido e inhabilitado cuando por no haber realizado las correcciones y adecuaciones ordenadas por el Juez de Ejecución, en el plazo señalado para ello, se hubiere dictado en su contra el auto de incumplimiento previsto en esta Ley.” 

“ARTÍCULO TERCERO.- Se expide la 

LEY GENERAL DE JUSTICIA PENAL PARA ADOLESCENTES 
TÍTULO I

DE LA JUSTICIA PENAL FEDERAL PARA ADOLESCENTES 

Capítulo I

Disposiciones generales
Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en todo el territorio nacional en el ámbito federal; y tiene como objeto establecer las bases normativas y de coordinación a que deberán sujetarse la Federación, los Estados y el Distrito Federal para el establecimiento y funcionamiento del sistema de justicia penal para adolescentes. 

Asimismo, determinará las bases de responsabilidad penal de los adolescentes y los principios, derechos y garantías a los que habrá de sujetarse la justicia penal federal para adolescentes. 

Artículo 2. Esta Ley se aplicará a toda persona mayor de doce años y menor de dieciocho años, por la comisión de un hecho tipificado como delito en el Código Penal Federal o Leyes Especiales. 

Si se trata de un menor de doce años, el caso deberá ser atendido por el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia o las instituciones de asistencia privada, previamente autorizadas, para que le brinden una atención adecuada, dichas instituciones deberán contar con la autorización y certificación del referido organismo público, auxiliándose de los padres o del tutor que tenga a su cargo al menor. 

Artículo 3. Son principios rectores de esta Ley: el interés superior del adolescente; el reconocimiento expreso de todos sus derechos y garantías; su protección integral; la mínima intervención y subsidiariedad; celeridad procesal y flexibilidad; la proporcionalidad y racionalidad para la determinación de las sanciones y la adaptación social y familiar del adolescente durante el proceso. 

Las normas de justicia penal federal para adolescentes, deberán interpretarse y aplicarse en armonía con los principios rectores previstos en el párrafo anterior, de forma tal, que se garanticen los derechos de las personas menores de dieciocho años de edad, los cuales se encuentran establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en esta Ley, la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y demás ordenamientos aplicables. 

Artículo 4. Para efectos de esta Ley, se entenderá por: 

I.
Centros de internación: Los lugares exclusivos y especializados donde los adolescentes cumplen con una medida cautelar o de internamiento. 

II.
Defensor: Defensor Federal Especializado para Adolescentes; 

III.
Fiscal: El Fiscal del Ministerio Público de la Federación que corresponda conforme a las disposiciones aplicables; 

IV.
Juez: Juez de Distrito Especializado en Justicia Penal para Adolescentes; 

V.
Justicia Penal Federal para Adolescentes: el régimen jurídico penal especial aplicable a los adolescentes que hayan cumplido doce años como edad mínima y sean menores de dieciocho como edad máxima; 

VI.
Ley: La Ley General de Justicia Penal para Adolescentes; 

VII.  Ley del Poder Judicial: Ley Orgánica del Poder Judicial de la  Federación; 

VIII. Ley de la Defensoría: Ley Federal de la Defensoría; 

IX.
 Ley de la Fiscalía: Ley de la Fiscalía General de la Federación; 

X.
Ley de Policía: Ley Orgánica de la Policía Federal; 

XI.
Leyes penales: Cualquier ordenamiento en el que el legislador tipifique actos u omisiones que tengan el carácter de delitos; 

XII. Magistrado: Magistrado del Tribunal Unitario de Circuito Especializado en Justicia Penal para Adolescentes; 

XIII. Policía: Elemento de la Policía Federal; 

XIV.
Unidad administrativa: La Unidad Administrativa de la Secretaría del Interior facultada para aplicar y dar seguimiento a las sanciones. 

Artículo 5. Los órganos y autoridades especializadas de la justicia penal para adolescentes son: 

I.
Centros de internación. 

II.
Defensor Público; 

III.
Fiscal; 

IV.
Juzgados y Tribunales Especializados en Justicia Penal para Adolescente; 

V.
Policía Federal, y 

VI.
Unidad administrativa. 

Artículo 6. En lo no previsto expresamente por esta Ley, se aplicarán supletoriamente, en todo lo que no se oponga a la misma, el Código Penal Federal, el Código Federal de Procedimientos Penales y la Ley Federal de Ejecución de Sanciones Penales. 

Artículo 7. Para el mejor desempeño de sus funciones, las Instituciones a que pertenecen las autoridades a que se refiere el artículo 5 de esta Ley podrán celebrar convenios de colaboración con el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia o con organismos e instituciones públicas o privadas, en los términos del presente ordenamiento y demás disposiciones aplicables, a fin de que éstas participen y colaboren en la consecución de los objetivos establecidos en la presente Ley. 

Artículo 8. De conformidad con la presente Ley, los órganos encargados de la impartición de justicia y del control de la ejecución de sanciones, tendrán carácter jurisdiccional. 

Artículo 9. El Fiscal será auxiliado por la Policía que al efecto se habilite la cual estará bajo su dirección funcional, en el ámbito de sus atribuciones. 

Artículo 10. El internamiento preventivo de un adolescente durante el proceso tendrá carácter excepcional, será aplicado como última medida cautelar, y por tiempo determinado. 

Artículo 11. La imposición de la sanción de internamiento, tendrá una duración de tres días a cinco años, y se extinguirá en los Centros de Internación bajo las modalidades que se establecen en la presente Ley. Y, en su defecto, por la Ley Federal de Ejecución de Sanciones Penales. 

Para efectos de la presente Ley, se entiende como sanción de internamiento la pena de prisión prevista en el Código Penal Federal. 

Artículo 12.  La edad del adolescente al momento de la comisión de la conducta delictiva, será lo que determine la aplicación de esta Ley. 

Los adolescentes que durante el juicio cumplan los dieciocho años de edad, así como las personas que sean imputadas después de haber cumplido los dieciocho años de edad, siempre que hubiesen cometido la conducta delictiva cuando tenían la edad señalada en el primer párrafo del artículo 2 de esta Ley, serán juzgados y sancionados en los términos de la presente Ley. 

Artículo 13. Para los efectos de esta Ley, la edad del adolescente se comprobará con el acta respectiva expedida por las oficinas del Registro Civil, de conformidad 

con lo previsto por el Código Civil correspondiente. De no ser esto posible, se acreditará por medio de dictamen médico rendido por los peritos que para tal efecto designe la autoridad correspondiente. 

En caso de duda respecto de si se trata de un niño o un adolescente, se presumirá niño; en caso de duda que se trate de un adolescente o un adulto, se le presumirá adolescente, en tanto no se pruebe fehacientemente su mayoría de edad. 

Artículo 14. El adolescente deberá suministrar los datos que permitan su identificación personal, de no hacerlo, el juez, de oficio, determinará la edad del imputado, mediante la identificación por testigos, revisión médica u otros medios que se consideren útiles, siempre salvaguardando la identidad personal y dignidad humana, del menor. 

Capítulo II

De las garantías sustantivas
Artículo 15. Los derechos y garantías reconocidos en esta Ley se aplicarán a toda persona sujeta a ella, sin discriminación alguna por razones de sexo, edad, origen étnico, condición social o económica, religión o cualquier otro motivo semejante. 

Artículo 16. Las sanciones que se impongan a las personas sujetas a esta Ley deberán ser racionales y proporcionales con el delito cometido y en concordancia a los principios y garantías que se reconoce en la misma. 

Artículo 17. Ningún adolescente podrá ser sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes. 

Artículo 18. La autoridad, defensa, víctima u ofendido del delito no podrán divulgar la identidad del adolescente sometido a averiguación previa, proceso o ejecución de sanciones, en los casos en que no sea público el proceso. 

Las autoridades competentes deberán garantizar que la información que brinden sobre estadísticas judiciales no contravenga el principio de confidencialidad ni el derecho a la privacidad consagrado en esta Ley. 

Capítulo III

De los derechos y garantías vinculados con la ejecución de la sentencia

Artículo 19. Ningún adolescente que resulte sancionado podrá sufrir limitación alguna a su libertad u otros derechos, que no sean consecuencia directa o inevitable de la sanción impuesta. 

Artículo 20. Para la consecución de los fines que se persiguen con las sanciones, todo adolescente sancionado, tendrá derecho a la personalización de un programa de ejecución de la sanción, acorde con su situación particular y la de su familia, sus padres o tutor conocerán su contenido y podrán darle seguimiento. 

Asimismo, quien sea condenado a cumplir una sanción de internamiento, tendrá derecho a que se le designe un lugar apto para el cumplimiento del Programa Personalizado de Ejecución de la sanción y a que no se le traslade arbitrariamente, debiendo procurarse siempre que se le ubique en el centro de internación más cercano a donde resida su familia. 

Artículo 21. Todo adolescente sancionado tendrá derecho a que el Juez, de oficio, revise la sanción impuesta cada seis meses, a fin de modificarla o sustituirla por una menos gravosa cuando proceda, siempre que este cumpliendo con los fines de adaptación social del menor. 

Artículo 22. Todo adolescente sentenciado con sanción de internamiento, tiene derecho de ser informado desde el inicio de la ejecución de la sanción, como mínimo, sobre: 

I.
El contenido del Programa Personalizado de Ejecución de la Sanción que se le haya determinado; 

II.
Las normas y reglamentos que regulan el régimen interno del Centro a que se encuentre sujeto; 

III.
Los derechos que le asistan en relación con los funcionarios o personas responsables del Centro; 

IV.
Las visitas que puede recibir durante su internamiento; 

V.
Las causales que puedan dar origen a medidas disciplinarias durante su internamiento, y 

VI.
Las causales que le reporten un beneficio para efectos del cumplimiento de su sanción. 

Tratándose de adolescentes que no hablen o entiendan el idioma español, la información deberá proporcionárseles en su idioma o lengua correspondiente. 

Artículo 23. Todo adolescente emancipado, durante la ejecución de su sanción de internamiento, tiene derecho a recibir visita conyugal, en los términos que establezcan las disposiciones reglamentarias de cada centro de internación. 

Artículo 24. Todo adolescente sentenciado sujeto a sanción de internamiento, deberá cursar cuando menos la educación primaria y secundaria según la etapa de formación académica en que se encuentre. Las autoridades educativas velarán por el cumplimiento de este derecho. 

Cursada la educación obligatoria, el centro de internamiento deberá proporcionar la instrucción técnica o formación práctica para el desempeño de un oficio, arte o profesión, de conformidad con las disposiciones aplicables y conforme a los convenios de colaboración que se celebren con las Secretarías en la materia. 

Asimismo, los adolescentes que presenten problemas cognitivos o de aprendizaje, tendrán el derecho de recibir enseñanza especial. 

El fomento a la lectura deberá ser incentivado y asegurado por las autoridades competentes. 

En la educación que se imparta a adolescentes indígenas, así como en las demás actividades que realice, deberán tomarse en cuenta los usos y costumbres propios de su pueblo o comunidad. 

Artículo 25. Todo adolescente sentenciado sujeto a sanción de internamiento deberá de realizar una actividad ocupacional que complemente la instrucción impartida. Para ello, se deberán tomar en consideración las capacidades y aptitudes del adolescente. 

Artículo 26. El derecho a la salud deberá ser respetado en los términos de las disposiciones aplicables. 

Los centros deberán tener acceso a instalaciones y equipo médico necesario, así como contar con el personal debidamente capacitado para proporcionar la atención médica y el tratamiento de urgencias que se requiera. 

Las adolescentes deberán contar con atención médica especializada en razón de su género. 

Artículo 27. Los adolescentes que se encuentran en un centro de internación, tendrán derecho a una alimentación de calidad y contenido nutrimental propios a su desarrollo, para lo cual se implementarán las medidas conducentes en el reglamento de esta Ley. 

Artículo 28. Como parte del sistema encaminado a su adaptación social, los adolescentes tendrán derecho a que durante su internación, se les otorgue el tiempo suficiente para practicar ejercicios físicos y actividades recreativas o de esparcimiento, sin que ello afecte la ejecución de la sanción. 

Artículo 29. Todo adolescente sentenciado con sanción de internamiento tendrá garantizada su libertad de culto en el Centro de internamiento. 

Artículo 30. Todo adolescente que se encuentre cumplimentando una sanción tendrá garantizado el derecho a comunicarse con el exterior en los términos y condiciones que fije el Reglamento de esta Ley. 

El derecho de los adolescentes a recibir visitas durante su internamiento se sujetará a lo que disponga el Reglamento respectivo, pero en todo caso, deberán recibir cuando menos dos visitas por semana de ocho horas cada una. 

En el caso de las madres adolescentes que cumplan una sanción de internamiento, éstas tendrán derecho a permanecer con sus hijos mientras dure la sanción, en lugares adecuados para la madre y su descendiente, los cuales se determinarán en el Reglamento respectivo. 

Artículo 31. Si durante la ejecución de una sanción resulta procedente imponer una medida disciplinaria al adolescente sancionado, se deberá elegir aquella que le resulte menos perjudicial y deberá ser proporcional a la falta cometida. 

Las medidas disciplinarias deberán estar previamente determinadas, ser informadas debidamente a los adolescentes, así como el procedimiento para su aplicación, y deberá establecerse la posibilidad de impugnación. 

Artículo 32. Durante la ejecución de la sanción, ningún interno podrá ser incomunicado o sometido al régimen de aislamiento o a la imposición de sanciones corporales. Cuando la incomunicación o el aislamiento deban ser aplicados por ser necesarios para evitar actos de violencia, esta medida deberá comunicarse al defensor del adolescente y al Juez encargado de su ejecución para su aprobación. 

Artículo 33. La prescripción de la acción se rige conforme lo previsto por el Código Penal Federal, pero en ningún caso podrá ser mayor de cinco años. 

TÍTULO II

DE LAS REGLAS GENERALES DEL PROCEDIMIENTO 

Capítulo I

De los deberes y atribuciones de los órganos y autoridades especializados para adolescentes

Artículo 34. Para asegurar la defensa y respeto de los derechos de los adolescentes, en fase de averiguación previa, proceso o ejecución de sentencia, los defensores tendrán los deberes y atribuciones que esta Ley y los demás ordenamientos en la materia establezcan. 

Artículo 35. En la procuración de justicia penal para adolescentes, el Fiscal y la policía tendrán los deberes y atribuciones previstos en la presente Ley, en el Código Federal de Procedimientos Penales y demás ordenamientos aplicables. 

Artículo 36. En el caso de que un niño o niña sea puesto a disposición del Fiscal, éste deberá proceder conforme lo dispuesto por el segundo párrafo del artículo 2 de esta Ley, y enviarlo a la oficina correspondiente del Sistema Nacional del Desarrollo Integral de la Familia. 

Artículo 37. Las autoridades previstas en el artículo 5 de la presente Ley, deberán conducirse con apego al orden jurídico y respeto a los derechos de las personas menores de dieciocho años de edad, de manera congruente, oportuna y proporcional al hecho. 

Asimismo, velará porque no se inflijan, toleren o permitan actos de tortura y otros tratos o sanciones crueles, inhumanas o degradantes, aún cuando se trate de una orden superior o se argumenten circunstancias especiales. 

Artículo 38. Las autoridades previstas en el artículo 5 de la presente Ley, deberán preservar en secreto todo asunto relacionado con personas menores de dieciocho años de edad, evitando su publicidad o exhibición pública. 

Artículo 39. Para la impartición de justicia, los jueces y magistrados deberán sujetarse a los deberes y atribuciones previstos en la presente Ley, el Código Federal de Procedimientos Penales y demás ordenamientos aplicables. 

Artículo 40. El juez que conozca de las audiencias previas a la principal, será el encargado de vigilar la ejecución de la sanción. 

Artículo 41. Para el control de la ejecución, cumplimiento y seguimiento de las sanciones penales para adolescentes, el Juez tendrá los siguientes deberes y atribuciones: 

I.
Actuar con apego a los principios, derechos y demás disposiciones previstos en esta Ley; 

II.
Supervisar las sanciones impuestas al adolescente y resolver sobre las cuestiones o los incidentes que se susciten durante las mismas; 

III.
Resolver los recursos de revisión que se presenten durante la ejecución de la sanción; 

IV.
Decidir, en caso de impugnación, sobre el Programa Personalizado de Ejecución de la Sanción y darle seguimiento; 

V.
Velar en todo momento por el respeto, integridad, dignidad y el estricto cumplimiento de los derechos de los adolescentes sancionados, especialmente de los sujetos a internamiento; 

VI.
Garantizar que durante la ejecución de la sanción de internamiento, todo adolescente tenga acceso en cualquier momento a los servicios de salud, educativos y recreativos; a que se respete su libertad de culto; a tener contacto con su familia y a recibir información sobre la ejecución de su sanción; 

VII.
Garantizar que los adolescentes en internamiento permanezcan en centros especializados para adolescentes, distintos a los destinados a los adultos; 

VIII.
Atender las solicitudes que realicen los adolescentes sancionados o sus representantes legales y resolver a la brevedad lo que corresponda; 

IX.
Visitar mensualmente los centros de ejecución de las sanciones penales para adolescentes y vigilar su buen funcionamiento; 

X.
Supervisar por lo menos una vez al mes, los programas de sanciones no privativas de la libertad; 

XI.
Evaluar, por lo menos cada seis meses, las sanciones de internamiento, pudiendo ordenar su continuación, sustitución o término, cuando sea procedente; 

XII.
Sustituir la sanción si considera que ésta ya produjo sus efectos, es innecesaria o afecta gravemente el desarrollo, la dignidad o la adaptación social del adolescente; 

XIII.
Emitir resoluciones vinculatorias para el personal de las unidades administrativas de ejecución de sanciones; 

XIV. Dictar resolución mediante la cual se dé por cumplida la sanción impuesta, así como la libertad total y definitiva del adolescente, y 

XV.
Los demás que esta Ley y demás ordenamientos prevengan. 

Artículo 42. Para la ejecución, cumplimiento y seguimiento de las sanciones penales para adolescentes, la unidad administrativa, deberá sujetarse a los deberes y atribuciones previstos en la presente Ley y en las disposiciones aplicables. 

Artículo 43. La unidad administrativa aplicará las sanciones penales para adolescentes y realizará todas las funciones conducentes a alcanzar su adaptación social; 

Artículo 44. La unidad administrativa elaborará un Programa Personalizado de Ejecución de la sanción en cada caso, y velará por el estricto cumplimiento de la sanción al adolescente impuesta por el Juez. 

Artículo 45. La unidad administrativa cumplirá con las resoluciones que el Juez le ordene, asimismo informará por escrito cuando menos cada seis meses, al Juez encargado de la ejecución, sobre la forma en que está siendo cumplida la sanción, el comportamiento del adolescente o cualquier obstáculo que se presente para el cumplimiento de la misma. 

Artículo 46. La unidad administrativa procurará el mayor contacto con los familiares de los adolescentes sancionados, para lo cual a petición del padre, madre, tutor del adolescente o quien ejerza la patria potestad, deberá informar por escrito, sobre todo lo relativo al cumplimento de la sanción y el avance de su proceso de adaptación; 

Artículo 47. La unidad administrativa informará al Juez de Ejecución, sobre cualquier violación de los derechos del adolescente sancionado, o del peligro de afectación de los mismos. 

Capítulo II

Del procedimiento
Artículo 48. Los procedimientos penales seguidos en contra de los adolescentes serán tramitados de conformidad con el Código Federal de Procedimientos 

Penales y demás disposiciones aplicables, con las excepciones previstas en esta Ley. 

Artículo 49. Cuando los gobiernos de las entidades federativas celebren convenios de colaboración con la Federación, podrán conocer de los delitos federales. 

Para efectos del párrafo anterior, el trámite de los procedimientos penales se regirá conforme a las disposiciones procesales de las entidades federativas, salvo que la Ley Federal sea más benéfica para los adolescentes. 

Artículo 50. Toda persona que tenga acceso al registro de averiguación previa o del proceso, que no sea público, estará obligada a no revelar o publicar ningún dato que obre en el mismo. En caso de incumplimiento el juez le impondrá una corrección disciplinaria, sin perjuicio de las responsabilidades a que sea acreedor. 

Artículo 51. Las audiencias del proceso son públicas, sin perjuicio de las excepciones que señala el artículo 324 del Código Federal de Procedimientos Penales. 

No obstante lo previsto en el párrafo anterior, las audiencias serán a puerta cerrada cuando el Fiscal, la defensa o el adolescente lo soliciten al juez, quien de plano acordará la procedencia de la medida. 

Artículo 52. En las averiguaciones previas con detenido el Fiscal decretará el arresto domiciliario con vigilancia de la Policía Federal o remitirá al adolescente al Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia hasta por cuarenta y ocho horas, a efecto de estar en posibilidad de integrar la averiguación previa y en su caso ejercer acción penal. 

En caso de que el Fiscal ejerza acción penal pondrá al imputado a disposición en las instalaciones del juzgado, con auxilio de la policía. 

Artículo 53. Para efectos de está Ley se consideran delitos graves los previstos en el artículo 252 del Código Federal de Procedimientos Penales, con la excepción de que todos esos ilícitos penales pueden ser considerados no graves para los efectos de la libertad provisional y demás previsiones del Código Federal de Procedimientos Penales, si se cumplen los requisitos previstos en el citado artículo del mismo ordenamiento. 

El juez deberá resolver inmediatamente después de que el inculpado lo solicite sobre el otorgamiento de su libertad provisional. 

Artículo 54. En ningún caso podrá sujetarse a un adolescente al proceso abreviado. 

Artículo 55. Inmediatamente que se ejecute una orden de aprehensión, la Policía deberá poner al imputado a la disposición del juez en las instalaciones del juzgado. 

Artículo 56. El Fiscal tendrá la obligación de ejercer la acción penal en los casos en los que sea procedente. 

No obstante lo previsto en el párrafo anterior, durante la averiguación previa, el Fiscal podrá abstenerse de ejercitar acción penal o limitar su ejercicio a determinados delitos o autores o participes del delito, cuando: 

a) Se trate de un delito que tenga previsto en el Código Penal Federal o en las Leyes especiales un máximo de tres años de sanción de internamiento; 

b) El adolescente haya sufrido, a consecuencia del hecho, un daño físico, psíquico 

o moral grave; 

c) La sanción que se espera por el delito de cuya persecución penal se prescinde carezca de importancia en consideración con la sanción ya impuesta o a la que se deba esperar por otros hechos, y 

d) Se trate de un hecho que, por su insignificancia o exiguo de la participación del adolescente, o su mínima responsabilidad, no afecte el interés público. 

En caso de que el Fiscal haya ejercitado acción penal, podrá solicitar al juez la aplicación del criterio de oportunidad previsto en este artículo, hasta antes de que se declare cerrado el debate en la audiencia principal, mediante el desistimiento de la acción penal. 

TÍTULO III

DE LAS SANCIONES
Capítulo I

Disposiciones generales

Artículo 57. El juez o tribunal podrá ordenar la aplicación de las sanciones siguientes: 

I.
Amonestación; 

II.
Apercibimiento; 

III.
Libertad asistida; 

IV.
Servicio a favor de la comunidad; 

V.
Sanción pecuniaria; 

VI.
Abandonar el trato con determinadas personas; 

VII.
Restricción de asistencia a lugares determinados; 

VIII.
Órdenes de orientación y supervisión; 

IX.
Abstenerse de ingerir bebidas alcohólicas, sustancias tóxicas, psicotrópicas, o estupefacientes que produzcan adicción o hábito; 

X.
Ordenar el internamiento del adolescente o el tratamiento ambulatorio en un centro de salud, público o privado, para desintoxicarlo o eliminar su adicción a las drogas antes mencionadas; 

XI.
Internamiento domiciliario; 

XII.
Internamiento durante tiempo libre, y 

XIII.
Internamiento en centros especializados. 

Artículo 58. Las sanciones deberán orientarse a la adaptación social del adolescente e instrumentarse, en la medida de lo posible, con la participación de la familia, de la comunidad y, en su caso con el apoyo de los especialistas que se determinen en el reglamento respectivo. 

Capítulo II

Definición de sanciones

Artículo 59. La amonestación es una llamada de atención, o advertencia que el Juez hace al adolescente de modo concreto, directo y claro explicándole las razones que hacen intolerables los hechos cometidos, así como las consecuencias de dicha conducta para él, la víctima u ofendido, exhortándolo para que, en lo sucesivo, evite tales conductas. Cuando corresponda, deberá advertir a 

los padres, tutores o responsables sobre la conducta seguida y les indicará que deben colaborar al respeto de las normas legales y sociales. 

Artículo 60. El apercibimiento radica en una conminación que el juez hace al adolescente debido a que existe temor fundado de la comisión de un nuevo delito, ya sea por su actitud o amenazas. 

Artículo 61. La libertad asistida consiste en otorgar la libertad al adolescente, quien quedará sometido a la vigilancia y supervisión de la autoridad ejecutora a través de un delegado con quien se desarrollará un programa personalizado, cuyo fin es su incorporación social. 

Artículo 62. La prestación de servicios a la comunidad consiste en la realización de actividades gratuitas, en instituciones oficiales de asistencia social, públicas y privadas sin fines de lucro o de solidaridad social. 

Las tareas deberán asignarse según las aptitudes y capacidades del adolescente, quien cumplirá una jornada máxima de ocho horas semanales, los sábados, domingos y días feriados o en días hábiles, siempre y cuando no interfiera con sus actividades laborales o escolares. 

Los servicios a la comunidad deberán prestarse durante un período máximo de un año. 

La sanción se mantendrá durante el tiempo necesario para que el servicio fijado se realice efectivamente o sea sustituido, sin exceder del término indicado en el párrafo que antecede. 

Artículo 63. Abandonar el trato con determinadas personas se refiere a evitar la convivencia con persona o personas que obstaculizan o no favorecen su incorporación social 

Artículo 64. Las órdenes de orientación y supervisión consisten en mandamientos 

o prohibiciones impuestas por el Juez para regular el modo de vida de los adolescentes, así como promover y asegurar su formación y su integración familiar y comunitaria. 

Las órdenes o prohibiciones durarán un período máximo de dos años. 

Si se incumple cualquiera de las obligaciones previstas en los artículos que anteceden, el Juez podrá de oficio o a petición de parte, modificar la orden o prohibición impuesta. 

Artículo 65. El internamiento domiciliario consiste en la prohibición al adolescente de salir de su casa habitación. De no ser ello posible, por razones de inconveniencia o imposibilidad, se practicará en la casa de cualquier familiar. Cuando no se cuente con ningún familiar, podrá ordenarse el internamiento en una vivienda de comprobada responsabilidad y solvencia moral, que se ocupe de cuidarlo. 

Esta sanción no deberá afectar el cumplimiento del trabajo ni la asistencia a un centro educativo. Un trabajador social especializado supervisará el cumplimiento de esta sanción, cuya duración no será mayor de seis meses. 

Artículo 66. La privación de libertad en tiempo libre consiste en alojar al adolescente, durante el tiempo libre de que disponga en un centro de internación. La duración de esta sanción no podrá exceder de seis meses. 

Se considera tiempo libre aquel durante el cual el menor no deba cumplir con su horario escolar o de trabajo. 

Artículo 67. La privación de libertad será una sanción de carácter excepcional, la cual sólo podrá aplicarse a los delitos considerados graves. El Juez de la causa deberá sustituir esta sanción por otra cuando se advierta que con ella logrará la adaptación del menor. 

Artículo 68. La sanción pecuniaria comprende la multa y la reparación del daño, en los términos y condiciones establecidas en el Código Penal Federal. 

Capítulo III

De la ejecución y control de las sanciones
Artículo 69. La ejecución de las sanciones tienen como propósito fundamental que el adolescente no vuelva a delinquir, dándole los elementos necesarios de convivencia social para orientar su conducta, a través de la educación y de la realización de todas las acciones necesarias que permitan su desarrollo personal, la mejor integración a su familia y en la sociedad, así como el desarrollo de sus capacidades y de su sentido de responsabilidad. 

Artículo 70. Para la realización de los fines señalados en el artículo anterior, se garantizarán durante la ejecución de la sanción las siguientes condiciones mínimas: 

I.
Satisfacer las necesidades educativas del adolescente sentenciado; 

II.
Posibilitar su desarrollo personal; 

III.
Reforzar su sentimiento de dignidad y autoestima; 

IV.
Incorporar al adolescente en la elaboración de su Programa Personalizado de Ejecución, y 

V.
Fomentar, cuando sea posible y conveniente, los vínculos familiares y sociales que contribuyan a su desarrollo personal. 

Artículo 71. La autoridad ejecutora, como órgano encargado del control y supervisión de la legalidad de la ejecución de la sanción penal para adolescentes, tendrá competencia para resolver los incidentes que se presenten durante la ejecución de la sanción y para vigilar y garantizar el cumplimiento de los objetivos fijados por esta Ley. 

Artículo 72. La unidad administrativa, como órgano responsable de la ejecución, cumplimiento y seguimiento de las sanciones penales para adolescentes, tendrá a su cargo el desarrollo de los programas personalizados para la ejecución de las sanciones y las de orientación y supervisión, así como de los centros de internación en los que se ejecuten las medidas o sanciones de internamiento. 

Artículo 73. La unidad administrativa emitirá los reglamentos necesarios, tanto para la ejecución de las sanciones no privativas de la libertad, como de aquellas que rijan a los centros en donde se cumplan las sanciones de internamiento. 

Artículo 74. La unidad administrativa podrá realizar convenios de coordinación con instituciones u organismos públicos y privados, así como con la comunidad, a fin de contar con redes de apoyo gubernamentales, no gubernamentales y comunitarias para la implantación de los mecanismos de ejecución de las sanciones. En este caso, dichos organismos, instituciones o miembros de la comunidad, en lo referente a la ejecución de sanciones, estarán bajo el control y supervisión de dicha unidad. 

En todo caso, cuando la Federación celebre convenios de colaboración con los gobiernos de las entidades federativas, los adolescentes cumplirán su sanción de internamiento en centros respectivos, dependientes de los gobiernos locales. 

Artículo 75. El personal encargado de la ejecución de las sanciones deberá ser competente, suficiente y especializado en las diferentes disciplinas que se requieran para el adecuado desarrollo de sus funciones. Estos funcionarios y especialistas deberán tener experiencia en el trabajo con adolescentes. 

Lo anterior no excluye la posibilidad de contratar o allegarse de auxiliares o asistentes no permanentes, así como voluntarios cuando resulte apropiado y benéfico para el cumplimiento de los fines de dichos centros. 

Artículo 76. La participación de los padres, tutores o quienes ejerzan la patria potestad será fundamental para la ejecución y cumplimiento de la sanción impuesta al adolescente. En este sentido, tanto el Juez de la causa, como el Juez de Ejecución y la unidad administrativa, podrán ordenarles, si así lo estiman conveniente, la realización de alguna de las siguientes medidas o acciones, a fin de fortalecer y contribuir a la reintegración social y familiar del adolescente, asistiendo a: 

I. Programas comunitarios de apoyo y protección a la familia; 

II. Programas de escuela de padres; 

III. Programas de orientación y tratamiento de alcoholismo o drogadicción; 

IV. Programas de atención psicológica o psiquiátrica; 

V. Cursos o programas de orientación, y 

VI. Cualquier otro que contribuya a la integración social del menor. 

Artículo 77. Las personas mencionadas en el artículo anterior colaborarán junto con las autoridades, para lograr el cumplimiento efectivo de la sanción impuesta al adolescente. 

Artículo 78. Una vez que el Juez determine la sanción que se aplicará al adolescente, deberá comunicarlo por escrito al Juez encargado de su Ejecución y a la unidad administrativa, a fin de que inicie el proceso de ejecución de la misma. 

Artículo 79. Dentro de los centros de internación habrá un área separada para las personas mayores de edad, que en cumplimiento de una sanción impuesta como adolescentes aun no terminan y otra área distinta para menores sujetos a una medida cautelar de los que ejecutan una sanción. 

Artículo 80. La unidad administrativa deberá integrar un expediente de ejecución de la sanción, el cual contendrá la siguiente información: 

I.
Los datos relativos a la identidad del adolescente sentenciado y, en su caso, los antecedentes penales con los que cuente; 

II.
El delito por el que fue declarado responsable, las circunstancias y motivaciones de la comisión del mismo y la autoridad judicial que decretó la sanción; 

III.
Día y hora de inicio y de finalización de la sanción; 

IV.
Datos acerca de problemas de salud física y mental conocidos, incluyendo el consumo de drogas y de alcohol, siempre que sean indispensables para el cumplimento de la sanción impuesta; 

V.
El Programa Personalizado de Ejecución, así como sus modificaciones; 

VI.
Las sanciones disciplinarias impuestas, y 

VII.
Cualquier otro hecho o circunstancia que se considere importante incluir en el expediente. 

Artículo 81. En los casos en que la sanción impuesta requiera de seguimiento, previo al inicio de la ejecución, los órganos competentes de la unidad de ejecución de sentencias deberán elaborar un Programa Personalizado de Ejecución de la Sanción para el cumplimiento de la sanción respectiva. Este Programa comprenderá todos los factores individuales del adolescente que sean relevantes para la ejecución de su sanción, deberá contener una descripción clara y detallada, tanto de los objetivos pretendidos con la aplicación de la sanción correspondiente, como de las condiciones y la forma en que ésta deberá ser cumplida por el adolescente. 

El Programa Personalizado de Ejecución de la Sanción deberá ser discutido con el adolescente sentenciado, el cual tendrá la oportunidad de ser escuchado y podrá participar en la fijación de las condiciones y forma de ejecución. Y deberá estar terminado en un plazo no mayor a un mes contado a partir del momento en que quede firme la resolución que ordena la sanción. 

En dicho programa se deberán indicar los funcionarios o personas bajo las cuales quedará la supervisión y vigilancia del cumplimiento de la sanción, quienes podrán ser orientadores o supervisores pertenecientes a la unidad administrativa, a organismos gubernamentales o no gubernamentales o miembros de la comunidad. Asimismo, se deberán establecer las responsabilidades de estas personas relativas a sus obligaciones en la ejecución y cumplimiento de la sanción. 

Artículo 82. La unidad administrativa deberá revisar el Programa Personalizado de Ejecución cuando menos cada seis meses, y deberá remitirlo al Juez encargado de su Ejecución con la información relativa al desarrollo, avances u obstáculos en la ejecución del mismo, a fin de que éste supervise su efectivo cumplimiento y disponga lo que considere pertinente. Asimismo, podrá solicitar al Juez de Ejecución la modificación, sustitución o cese de la sanción, en los casos en que lo considere procedente. 

La unidad administrativa deberá informar, tanto al adolescente como a sus familiares o representantes, el estado del Programa Personalizado de Ejecución. 

En caso de ser necesario, este Plan podrá ser modificado o adaptado a nuevas condiciones que surjan durante su cumplimiento. 

Artículo 83. La unidad administrativa podrá tomar todas las decisiones, resoluciones, medidas disciplinarias u otras necesarias para alcanzar el efectivo cumplimiento de la sanción. 

Todas las decisiones y resoluciones que tome la unidad deberán estar debidamente fundadas y ser notificadas inmediatamente al adolescente, a su defensor y al Juez y deberán aplicarse hasta el momento en que queden firmes. 

Artículo 84. Contra las resoluciones dictadas por la unidad administrativa, que lesionen derechos fundamentales o causen un daño irreparable al adolescente sentenciado, procederá el recurso de revisión ante el Juez encargado de la Ejecución. 

Artículo 85. El Juez encargado de la Ejecución podrá, al supervisar el Programa Personalizado de Ejecución de la sanción, de oficio o a petición de parte, revisar las sanciones impuestas por el Juez de sentencia, pudiendo decretar su modificación, sustitución o cese, si considera que no están cumpliendo con los objetivos para los cuales fueron impuestos, o si ya cumplieron con su finalidad y así se acredita. 

Cuando se presente una solicitud de modificación, sustitución o cese de las sanciones, el Juez encargado de su Ejecución citará a una audiencia que habrá de celebrarse dentro de los cinco días siguientes, a la que asistirán el adolescente, su defensor, un funcionario de la unidad administrativa y el Fiscal. En la audiencia se rendirán las pruebas que se estimen pertinentes y el Juez encargado de la Ejecución deberá resolver lo que corresponda. 

Contra la admisión o rechazo de esta solicitud procederá el recurso de apelación. 

Artículo 86. En caso de que el Fiscal considere que existe incumplimiento injustificado de la sanción por el adolescente, podrá solicitar al Juez de Ejecución 

su modificación, revocación o sustitución. En este caso, el Fiscal deberá fundar su solicitud y presentar las pruebas respectivas que acrediten el incumplimiento. 

El Juez de Ejecución, después de escuchar en audiencia al adolescente y a su defensor, podrá, si lo considera procedente, ordenar la revocación o decretar la aplicación de otra sanción. 

Contra la admisión o rechazo de esta solicitud procederá el recurso de apelación. 

Artículo 87. Contra las resoluciones de los jueces de ejecución que afecten derechos fundamentales o causen un daño irreparable al adolescente, procede el recurso de apelación. 

Artículo 88. Sólo serán recurribles por el Fiscal, mediante apelación, las resoluciones del Juez encargado de la Ejecución que concedan algún beneficio que implique la terminación anticipada de una sanción o rechacen el incumplimiento injustificado de una sanción por el adolescente. 

Artículo 89. Cuando la persona menor de dieciocho años que se encuentre cumpliendo sanción de internamiento éste próxima a egresar del centro de internación, deberá ser preparada para la salida, con la asistencia de especialistas en trabajo social, psicología y psiquiatría en su caso, y asimismo, con la colaboración de los padres o familiares si es posible. 

En ningún caso se autorizará la permanencia de la persona en el centro de internación con el fundamento de que no existe otra forma de garantizar sus derechos fundamentales, en particular los derechos económicos.” 

“ARTÍCULO CUARTO.-Se expide la 

LEY DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA FEDERACIÓN 

Capítulo I

Disposiciones Generales
Artículo 1.- Esta Ley tiene por objeto organizar la Fiscalía General de la Federación, para el despacho de los asuntos que al Ministerio Público de la Federación y al Fiscal General de la Federación le atribuyen la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, este ordenamiento y demás disposiciones aplicables. 

La certeza, legalidad, objetividad, imparcialidad y profesionalismo serán principios rectores en el ejercicio de las funciones y acciones en materia de procuración de justicia. 

Artículo 2.- La Fiscalía General de la Federación es un órgano constitucional que cuenta con autonomía de gestión y presupuestaria, personalidad jurídica y patrimonio propios, de conformidad con el artículo 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Dicho patrimonio se integra con los bienes muebles e inmuebles que se destinen al cumplimiento de su objeto y las partidas que anualmente se le señalen en el Presupuesto de Egresos de la Federación. 

Artículo 3.- Al frente de la Fiscalía General de la Federación estará el Fiscal General de la Federación, quien presidirá al Ministerio Público de la Federación. 

Artículo 4.- El Fiscal General de la Federación intervendrá por sí o por conducto de fiscales o procuradores del Ministerio Público de la Federación, según corresponda, en el ejercicio de las atribuciones conferidas por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, este ordenamiento y demás disposiciones aplicables. 

Los fiscales del Ministerio Público de la Federación serán aquéllos que ejercen la función de investigación de los delitos y la persecución legal del imputado, mientras que los procuradores tendrán como misión vigilar la observancia de la constitucionalidad y legalidad. 

Artículo 5.- Corresponde al Ministerio Público de la Federación: 

I.
Investigar y perseguir los delitos del orden federal. El ejercicio de esta atribución comprende: 

A)
En la averiguación previa: 

a)
Recibir denuncias o querellas sobre acciones u omisiones que puedan constituir delito; 

b)
Investigar los delitos del orden federal, así como los delitos del fuero común respecto de los cuales ejercite la facultad de atracción, conforme a las normas aplicables con la ayuda de los auxiliares a que se refiere el artículo 21 de esta Ley, y otras autoridades, tanto federales como del Distrito Federal y de los Estados integrantes de la Federación, en los términos de las disposiciones aplicables y de los convenios de colaboración e instrumentos que al efecto se celebren; 

c)
Practicar u ordenar las diligencias necesarias para la acreditación del cuerpo del delito y para hacer probable la responsabilidad del indiciado, así como para la reparación de los daños y perjuicios causados; 

d)
Requerir, cuando menos una vez al mes, a los elementos de la Policía Federal los informes sobre el estado que guardan las investigaciones que realicen, a efecto de que se emitan las observaciones pertinentes, o bien, las instrucciones de realizar nuevas diligencias; 

e)
Ordenar la detención y, en su caso, retener a los probables responsables de la comisión de delitos, en los términos previstos por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

f)
Ordenar y realizar el aseguramiento de bienes de conformidad con las disposiciones aplicables; 

g)
Restituir provisionalmente al ofendido en el goce de sus derechos, en los términos del Código Federal de Procedimientos Penales y demás disposiciones aplicables; 

h)
Conceder o revocar, cuando proceda, la libertad provisional del indiciado en los términos de las disposiciones aplicables; 

i)
Solicitar al órgano jurisdiccional las órdenes de cateo, las medidas precautorias de arraigo, prohibición de abandonar una demarcación geográfica, arresto domiciliario, cateo, aseguramiento o embargo precautorio de bienes que resulten indispensables para los fines de la averiguación previa, así como, para la preparación y desahogo anticipado de la prueba, y las demás que la ley establezca; 

j)
En aquellos casos en que la ley lo permita, el Fiscal del Ministerio Público de la Federación propiciará conciliar los intereses en conflicto, proponiendo vías de solución que logren la avenencia; 

k)
Determinar la incompetencia y remitir el asunto a la autoridad que deba conocer, así como la acumulación de las averiguaciones previas cuando sea procedente; 

l)
Determinar la reserva de la averiguación previa, conforme a las disposiciones aplicables; 

m)
Determinar el no ejercicio de la acción penal, cuando: 

1.
  Los hechos de que conozca no sean constitutivos de delito; 

2.
Una vez agotadas todas las diligencias y los medios de prueba correspondientes, no se acredite el cuerpo del delito o no hagan probable la responsabilidad del indiciado; 

3.
La acción penal se hubiese extinguido en los términos de las normas aplicables; 

4.
De las diligencias practicadas se desprenda plenamente la existencia de una causa de exclusión del delito, en los términos que establecen las normas aplicables; 

5.
Resulte imposible la prueba de la existencia de los hechos constitutivos de delito por obstáculo material insuperable, y 

6.
En los demás casos que determinen las normas aplicables. 

n)
Consignar a los adolescentes a los jueces de distrito especializados en la materia, cuando sea procedente el ejercicio de la acción penal, por la comisión u omisión de ilícitos tipificados por las leyes penales federales; 

o)
Poner a disposición de la autoridad competente a los menores de doce años que hubieren incurrido en acciones u omisiones correspondientes a ilícitos tipificados por las leyes penales federales; 

p)
Poner a los inimputables mayores de edad a disposición del órgano jurisdiccional, cuando se deban aplicar medidas de seguridad, ejerciendo las acciones correspondientes en los términos establecidos en las normas aplicables, y 

q)
Las demás que determinen las normas aplicables. 

Cuando el Fiscal del Ministerio Público de la Federación tenga conocimiento por sí o por conducto de sus auxiliares de la probable comisión de un delito cuya persecución dependa de querella o de cualquier otro acto equivalente, que deba formular alguna autoridad, lo comunicará por escrito y de inmediato a la autoridad competente, a fin de que resuelva con el debido conocimiento de los hechos lo que a sus facultades o atribuciones corresponda. Las autoridades harán saber por escrito al Fiscal del Ministerio Público de la Federación la determinación que adopten. 

En los casos de detenciones en delito flagrante, en los que se inicie averiguación previa con detenido, el Fiscal del Ministerio Público de la Federación solicitará por escrito y de inmediato a la autoridad competente que presente la querella o cumpla el requisito equivalente, dentro del plazo de retención que establece el artículo 16, párrafo séptimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

B)
Ante los órganos jurisdiccionales: 

a)
Ejercer la acción penal ante el órgano jurisdiccional competente por los delitos del orden federal cuando exista denuncia o querella, esté acreditado el cuerpo del delito de que se trate y la probable responsabilidad de quien o quienes en él hubieren intervenido, solicitando las órdenes de aprehensión o de comparecencia o presentación, en su caso; 

b)
Solicitar al órgano jurisdiccional las órdenes de cateo, las medidas precautorias de arraigo, de aseguramiento o embargo precautorio de bienes, los exhortos o la constitución de garantías para los efectos de la reparación de los daños y perjuicios, salvo que el inculpado los hubiese garantizado previamente; 

c)
Poner a disposición de la autoridad judicial a las personas detenidas y aprehendidas dentro de los plazos establecidos por la ley; 

d)
Someter a la autorización del juez la suspensión condicional del proceso, en los términos del Código Federal de Procedimientos Penales; 

e)
Aportar las pruebas y promover las diligencias conducentes para la debida comprobación de la existencia del delito, las circunstancias en que hubiese sido cometido y las peculiares del inculpado, de la responsabilidad penal, de la existencia de los daños y perjuicios así como para la fijación del monto de su reparación, en términos del Código Federal de Procedimientos Penales; 

f) 
Formular las conclusiones en los términos señalados por la ley y solicitar la  
imposición de las penas y medidas de seguridad que correspondan y el pago 
de la reparación de los daños y perjuicios o, en su caso, plantear las causas 
de exclusión del delito o las que extinguen la acción penal; 

g) 
Impugnar, en los términos previstos por la ley, las resoluciones judiciales, y 

h) 
En general, promover lo conducente al desarrollo de los procesos y realizar 
las demás atribuciones que le señalen las normas aplicables. 

C) 
En materia de atención a la víctima o el ofendido por algún delito: 

a) 
Informar fundada y motivadamente a la víctima u ofendido acerca de la 
improcedencia o de la inviabilidad de su denuncia o querella, así como 
proporcionarle asesoría jurídica e informarle de los derechos que en su favor 
establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, cuando 
lo solicite, sobre el desarrollo del procedimiento penal; 

b) 
Recibir todos los elementos de prueba que la víctima u ofendido le aporte en 
ejercicio de su derecho de coadyuvancia, para la comprobación del cuerpo 
del delito y para hacer probable la participación del indiciado, así como para 
determinar, en su caso, la procedencia y monto de la reparación del daño. 
Cuando el Fiscal del Ministerio Público de la Federación considere que no es 
necesario el desahogo de la diligencia, deberá fundar y motivar su negativa; 

c) 
Otorgar las facilidades para identificar al imputado y, en los casos de delitos  contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual, privación ilegal de la libertad, o cuando así lo considere procedente, dictar todas las medidas necesarias para  evitar que se ponga en peligro la integridad física y psicológica de la víctima u  ofendido; 

d) 
Informar a la víctima u ofendido que desee otorgar el perdón en los casos 
procedentes, el significado y trascendencia jurídica de dicho acto; 

e) 
Dictar las medidas necesarias y que estén a su alcance para que la víctima u 
ofendido reciba atención médica y psicológica de urgencia. Cuando el Fiscal 
del Ministerio Público de la Federación lo estime necesario, tomará las 
medidas conducentes para que la atención médica y psicológica se haga 
extensiva a otras personas; 

f)
Solicitar a la autoridad judicial, en los casos en que sea procedente, la reparación del daño, y 

g)
Informar a la víctima o al ofendido menor de edad, que no está obligado a carearse con el inculpado cuando se trate de los delitos de violación o secuestro. En estos casos, las declaraciones respectivas se efectuarán conforme lo establezcan las disposiciones aplicables. 

II.
Vigilar la observancia de la constitucionalidad y legalidad en el ámbito de su competencia, sin perjuicio de las atribuciones que legalmente correspondan a otras autoridades jurisdiccionales o administrativas. En ejercicio de esta atribución, el procurador del Ministerio Público de la Federación deberá intervenir como parte en el juicio de amparo, en los términos previstos por el artículo 107 constitucional y en los demás casos en que la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, disponga o autorice esta intervención; 

III.
Comparecer y promover todo lo que a la representación social corresponda ante el juez de ejecución de sanciones; 

IV.
Intervenir en la extradición o entrega de indiciados, procesados, sentenciados, en los términos de las disposiciones aplicables, así como en el cumplimiento de los tratados internacionales en que los Estados Unidos Mexicanos sea parte; 

V.
Requerir informes, documentos, opiniones y elementos de prueba en general a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, a las correspondientes al Distrito Federal y a los Estados integrantes de la Federación, y a otras autoridades y personas que puedan suministrar elementos para el debido ejercicio de dichas atribuciones. 

Es obligatorio proporcionar los informes que soliciten los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación en ejercicio de sus funciones. El incumplimiento a los requerimientos que formulen será causa de responsabilidad en términos de la legislación aplicable; 

VI.
Promover la pronta, expedita y debida procuración e impartición de justicia, y 

VII.
Las demás que las leyes determinen. 

Las facultades previstas en las fracciones I y IV las realizarán exclusivamente los fiscales; las previstas en la fracción II estarán a cargo de los procuradores, y las demás estarán a cargo de ambas ramas del Ministerio Público de la Federación, de conformidad con su naturaleza y atribuciones. 

Artículo 6.- Corresponde a la Fiscalía General de la Federación: 

I.
Participar en el Sistema Nacional de Seguridad Pública de conformidad con la Ley de Seguridad Pública, Reglamentaria de los Párrafos Séptimo y Octavo del Artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones aplicables. En el ejercicio de esta atribución la Fiscalía deberá: 

a)
En el ámbito de su competencia, promover, celebrar, ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos que se adopten en el marco del Sistema Nacional de Seguridad Pública, de conformidad con la ley de la materia; 

b)
Participar en las instancias y servicios a que se refiere la Ley de Seguridad Pública, Reglamentaria de los Párrafos Séptimo y Octavo del Artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 

c)
Participar en las acciones de suministro, intercambio y sistematización de información, en los términos previstos por la Ley de Seguridad Pública, Reglamentaria de los Párrafos Séptimo y Octavo del Artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

II.
Velar por el respeto de las garantías individuales y los derechos humanos en la esfera de su competencia. En el ejercicio de esta atribución la Fiscalía deberá: 

a)
Fomentar entre los servidores públicos de la Institución una cultura de respeto a las garantías individuales y los derechos humanos que ampara el orden jurídico mexicano y los tratados internacionales en que los Estados Unidos Mexicanos sea parte, y 

b)
Atender las visitas, quejas, propuestas de conciliación y recomendaciones de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y de organismos internacionales de protección de derechos humanos cuya competencia haya sido reconocida por el Estado Mexicano, conforme a las normas aplicables. 

III.
Promover la celebración de tratados, acuerdos e instrumentos de alcance internacional, así como darles seguimiento, en asuntos concernientes a las atribuciones de la Institución, con la intervención que en su caso corresponda a las dependencias de la Administración Pública Federal; 

IV.
Opinar y participar en los proyectos de iniciativas de ley o de reformas legislativas para la exacta observancia de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y que estén vinculadas con las materias que sean competencia de la Institución, de conformidad con las disposiciones aplicables;

V.
Establecer medios de información a la comunidad, en forma sistemática y directa, para dar cuenta de las actividades de la Institución; 

VI.
Orientar a los particulares respecto de asuntos que presenten ante el Ministerio Público de la Federación que no constituyan delitos del orden federal o que no sean competencia de la Institución, sobre el trámite que legalmente corresponda al asunto de que se trate; 

VII.
Ofrecer y entregar, con cargo a su presupuesto, recompensas en numerario a aquellas personas a quienes auxilien eficientemente otorgando información sobre las averiguaciones que realice, o bien, a quienes colaboren en la localización o detención de personas en contra de las cuales existan mandamiento judicial de aprehensión, en los términos y condiciones que, por acuerdo específico, el Fiscal General de la Federación determine; 

VIII.
Celebrar acuerdos o convenios con las instituciones públicas o privadas para garantizar a los inculpados, ofendidos, víctimas, denunciantes y testigos pertenecientes a los pueblos y comunidades indígenas, la disponibilidad de intérpretes y traductores; 

IX.
Celebrar convenios de colaboración con los gobiernos del Distrito Federal y de los estados integrantes de la Federación, de conformidad con el artículo 119 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como acuerdos interinstitucionales con órganos gubernamentales extranjeros u organismos internacionales, en términos de la Ley sobre la Celebración de Tratados; 

X.
Celebrar acuerdos, bases de colaboración, convenios y demás instrumentos jurídicos con autoridades federales y con los gobiernos del Distrito Federal, de los Estados integrantes de la Federación y municipios, así como con organizaciones de los sectores social y privado; 

XI.
Crear consejos de asesores y de apoyo que coadyuven en la solución de la problemática que generan las distintas actividades de la Institución, y 

XII.
Las demás que prevean otras disposiciones legales. 

Artículo 7.- Son atribuciones indelegables del Fiscal General de la Federación: 

I.
Comparecer ante cualquiera de las Cámaras del Congreso de la Unión, a citación de éstas, para informar cuando se discuta una ley o se estudie un negocio concerniente a las actividades de la Fiscalía General de la Federación. En esas comparecencias y bajo la responsabilidad del Fiscal General de la Federación sólo podrá reservarse la información que ponga en riesgo alguna investigación, o aquella que conforme a la ley se encuentre sujeta a reserva; 

II.
Intervenir en las controversias y acciones a que se refiere el artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los términos previstos en dicho precepto y en las leyes aplicables; 

III.
Formular petición a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para que conozca de los amparos directos o en revisión que por su interés y trascendencia así lo ameriten, de conformidad con el artículo 107, fracciones V y VIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

IV.
Denunciar ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación la sustentación de tesis que estime contradictorias con motivo de los juicios de amparo de la competencia de las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o de los Tribunales Colegiados de Circuito, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 107, fracción XIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

V.
Proponer al Ejecutivo Federal los proyectos de iniciativas de ley o de reformas legislativas para la exacta observancia de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y que estén vinculadas con las materias que sean competencia de la Institución, de conformidad con las disposiciones aplicables; 

VI.
Expedir el Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación, así como las reformas al mismo que estime necesarias, y demás normatividad necesaria para el desarrollo y funcionamiento de la Institución; 

VII.
Presentar al Secretario de Estado correspondiente el anteproyecto de presupuesto anual de egresos de la Institución, para el trámite respectivo; 

VIII.
Presentar anualmente, en el mes de marzo, a los Poderes de la Unión un informe de actividades en el ejercicio anterior; primero ante la Cámara de Senadores; luego ante el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos y posteriormente ante el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y 

XI.
Las demás que prevean otras disposiciones aplicables. 

Artículo 8.- Los servidores públicos que determine el Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación, podrán emitir o suscribir instrumentos jurídicos que faciliten la coordinación, el funcionamiento y operación de la misma, sin perjuicio del ejercicio directo de la facultad por parte del Fiscal General de la Federación. 

Artículo 9.- El Fiscal General de la Federación, así como los servidores públicos en quienes delegue la facultad y los que autorice el Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación, resolverán en definitiva: 

I.
El no ejercicio de la acción penal; 

II.
Las consultas previas a la solicitud de cancelación o reclasificación de órdenes de aprehensión, de conformidad con el Código Federal de Procedimientos Penales; 

III.
Las consultas que los fiscales del Ministerio Público de la Federación formulen, respecto de actos cuya consecuencia sea el sobreseimiento del proceso o la libertad absoluta del inculpado antes de que se pronuncie sentencia. 

Capítulo II

Bases de Organización
Artículo 10.- El Fiscal General de la Federación ejercerá autoridad jerárquica sobre todo el personal de la Fiscalía. 

El Fiscal General de la Federación emitirá los acuerdos, circulares, instructivos, bases y demás normas administrativas necesarias que rijan la actuación de las unidades administrativas y órganos técnicos, centrales y desconcentrados de la Institución, así como de los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación. 

Artículo 11.- Para el despacho de los asuntos que competen a la Fiscalía General de la Federación y al Ministerio Público de la Federación conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el presente ordenamiento y demás disposiciones aplicables, el Fiscal General de la Federación se auxiliará de: 

I. Personal Ministerial:

a) 
Fiscales Generales Adjuntos y Fiscales Especializados;

b) 
Fiscales de Circuito;

c) 
Fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación, con las  categorías 
que 
establezcan 
las disposiciones reglamentarias  correspondientes. 




II. 
Personal Administrativo: 




a) 
Oficial Mayor; 




b) 
Coordinadores; 




c) 
Directores Generales, y 




d)
Directores, Subdirectores, jefes de departamento, y demás servidores públicos que establezcan las disposiciones aplicables. 

Artículo 12.- Para el desarrollo de las funciones de la Fiscalía General de la Federación y del Ministerio Público de la Federación, se contará con un sistema de especialización y desconcentración territorial y funcional, sujeto a las siguientes bases generales: 

I.
Sistema de especialización: 

a) 
La Fiscalía General de la Federación contará con Fiscalías Especializadas en la investigación y persecución de ramas delictivas, las cuales se auxiliarán de Unidades Especializadas en géneros de delitos, atendiendo a las formas de manifestación de la delincuencia, así como a la naturaleza, complejidad e  incidencia de los delitos federales y sus conexos. 


Al frente de cada Fiscalía Especializada habrá un Fiscal, quien ejercerá el 
mando y autoridad jerárquica sobre los fiscales del Ministerio Público de la 
Federación y el demás personal que esté adscrito a la Fiscalía; y los fiscales 
en cita dirigirán las actuaciones de los elementos de la Policía Federal, 
cuando actúen en auxilio del Ministerio Público de la Federación; 

b) 
Las Fiscalías y sus unidades actuarán en todo el territorio nacional en 
coordinación con las Fiscalías de Circuito y demás unidades de la Institución, 
y 

c) 
Las Fiscalías Especializadas, contarán con las unidades que establezcan las disposiciones aplicables. 

II. 
Sistema de desconcentración: 

a) 
Las Fiscalías de Circuito serán órganos desconcentrados de la Fiscalía General de la Federación en cada uno de los circuitos judiciales. Al frente de 
cada Fiscalía habrá un Fiscal de Circuito, quien ejercerá el mando y autoridad 
jerárquica sobre los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la 
Federación, así como sobre el demás personal que esté adscrito a la 
Fiscalía; y dirigirá las actuaciones de la Policía Federal y de los peritos, 
cuando actúen en auxilio del Ministerio Público de la Federación; 

b) 
Las sedes de las Fiscalías de Circuito serán definidas atendiendo a la 
incidencia delictiva, densidad de población, las características geográficas de 
las entidades federativas y la correcta distribución de las cargas de trabajo; 

c) 
La Fiscalía General de la Federación podrá contar con unidades administrativas a cargo de la coordinación, supervisión y  evaluación de las Fiscalías de Circuito; 

d) 
Las Fiscalías de Circuito podrán contar con fiscalías regionales, oficinas y las 
demás unidades del Ministerio Público de la Federación, así como las 
administrativas necesarias, que ejercerán sus funciones en la circunscripción territorial que determine el Fiscal General de la Federación mediante  Acuerdo; 

e)  Las Fiscalías de Circuito atenderán los asuntos en materia de averiguación  previa, ejercicio de la acción penal, reserva, incompetencia, acumulación, no  ejercicio de la acción penal, control de procesos, amparo, servicios a la  comunidad, servicios administrativos y otros, de conformidad con las facultades que les otorgue la presente Ley o el Fiscal General de la Federación  mediante Acuerdo; 

f)   Las Fiscalías de Circuito preverán medidas para la atención de los asuntos a  cargo del Ministerio Público de la Federación en las localidades donde no exista personal ministerial permanente; 

g) El Fiscal General de la Federación expedirá las normas necesarias para la coordinación y articulación de las Fiscalías de Circuito con los órganos centrales y fiscalías especializadas, a efecto de garantizar la unidad de actuación y dependencia jerárquica del Ministerio Público de la Federación; 

h) Se dispondrá de un sistema de información que permita a la unidad responsable que determine el Fiscal General  de la Federación, el conocimiento oportuno de la legislación estatal o del Distrito Federal, a efecto de que, en su caso, el Fiscal General de la Federación esté en aptitud de ejercer las acciones previstas por la fracción I, incisos l) y m), así como por la fracción II, inciso c), del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la participación que le corresponda en las controversias a que se refiere la fracción I del mismo artículo. 

El sistema a que se refiere el párrafo que antecede también abarcará la información para que dicha unidad tenga oportunamente conocimiento de las tesis contradictorias que se emitan por el Poder Judicial de la Federación, a fin de que el Titular de la Institución esté en condiciones de ejercitar la facultad de denuncia de tesis contradictorias a que alude la fracción XIII del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

i)
La Fiscalía General de la Federación podrá contar con Agregadurías en el extranjero, que serán órganos desconcentrados, coordinados por el Fiscal General Adjunto que corresponda. Los agregados a misiones diplomáticas, representaciones consulares o misiones permanentes serán representantes del Ministerio Público de la Federación, pero además estarán sujetos a las mismas obligaciones que los miembros del personal de carrera del Servicio Exterior Mexicano, salvo en los casos en que deban guardar reserva de Información con motivo del ejercicio propio de sus funciones. 

Artículo 13.- Los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación se organizarán de conformidad con el Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación y los Acuerdos que emita el Fiscal General de la Federación al efecto, en los cuales se deberán tomar en consideración las categorías del Servicio de Carrera. 

Artículo 14.- El Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación establecerá las unidades y órganos técnicos y administrativos, centrales y desconcentrados de la Fiscalía General de la Federación, así como sus atribuciones, de conformidad con los lineamientos establecidos en la presente Ley. 

El Fiscal General de la Federación, con base en las disposiciones presupuéstales, podrá crear y suprimir unidades administrativas para cubrir las necesidades del servicio, así como fiscalías especializadas y especiales para el conocimiento, atención y persecución de géneros de delitos o de delitos específicos que por su trascendencia, interés y características así lo ameriten. 

Artículo 15.- El Fiscal General de la Federación, para la mejor organización y funcionamiento de la Institución, podrá delegar facultades, excepto aquéllas que por disposición de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la presente Ley y demás ordenamientos aplicables, deban ser ejercidas por el propio Fiscal General de la Federación. Asimismo, podrá adscribir orgánicamente las unidades y órganos técnicos y administrativos que establezca el Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 16.- Los acuerdos por los cuales se disponga la creación de unidades administrativas especializadas y fiscalías especiales, se deleguen facultades o se adscriban los órganos y unidades, se publicarán en el Diario Oficial de la Federación. 

Artículo 17.- El Fiscal General de la Federación será designado de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102 Apartado A de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Durará en su encargo cinco años, podrá ser ratificado por un período igual una sola vez y podrá ser removido únicamente por las causas y mediante los procedimientos que establece el Título Cuarto de la propia Constitución. 

Artículo 18.- Los Fiscales de Circuito serán nombrados por el Presidente de la República, a propuesta del Fiscal General de la Federación, con ratificación del Senado. Durarán en su encargo cuatro años, podrán ser ratificados por un período igual una sola vez y podrán ser removidos de sus funciones en los casos de infracciones graves, a juicio del Consejo de la Fiscalía General de la Federación. En todo caso, se impondrá la remoción por el incumplimiento de las obligaciones previstas en las fracciones IV, V, VII, VIII, XI, XII, XIII y XV del artículo 64 de esta Ley. 

El Consejo de la Fiscalía General de la Federación dictaminará sobre la existencia de las causas de remoción señaladas en el párrafo anterior, debiendo hacerlo a solicitud del Fiscal General de la Federación o de cuando menos dos de sus miembros. El dictamen se formulará según resolución de la mayoría de los miembros del Consejo, después de conceder el derecho de audiencia. 

El dictamen, con la documentación que lo sustente, incluida la argumentación por escrito que, en su caso, el afectado hubiere presentado, será enviado al Ejecutivo Federal. Este último deberá remitirlo, acompañado con la citada documentación y con su razonamiento de procedencia o improcedencia de remoción, a la Cámara de Senadores o, en su caso, a la Comisión Permanente, para resolución definitiva. 

Los Fiscales Generales Adjuntos y los Fiscales Especializados serán nombrados y removidos libremente por el Fiscal General de la Federación. 

Para ser Fiscal General Adjunto, Fiscal Especializado o Fiscal de Circuito, se deberá cumplir con los siguientes requisitos: 

I.
Ser ciudadano mexicano por nacimiento; 

II.
Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación; 

III.
Contar con título profesional de Licenciado en Derecho, con ejercicio profesional de diez años; 

IV.
Haber servido dentro del sistema de justicia federal o local, al menos durante tres años; 

V.
Gozar de buena reputación, y 

VI.
No haber sido condenado por delito doloso. 

Artículo 19.- El Oficial Mayor será nombrado y removido libremente por el Fiscal General de la Federación. Asimismo, deberá reunir los requisitos señalados en el artículo 18 de la presente Ley, excepto la fracción III, por lo cual deberá tener el nivel de licenciatura en una carrera acorde a las funciones que desempeñará. 

El personal administrativo será nombrado y removido en los términos del presente ordenamiento, el Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 20.- El personal ministerial distinto al enunciado en el artículo 11 del presente ordenamiento será nombrado y removido de conformidad con el Capítulo Quinto de esta Ley. 

Capítulo III

De los auxiliares del Ministerio Público de la Federación

Artículo 21.- Son auxiliares del Ministerio Público de la Federación: 

I.
La Policía Federal en funciones de investigación de delitos; 

II.
Los servicios periciales; 

III.
Las demás áreas de la Policía Federal que no tengan como función la investigación de delitos; 

IV.
Todas las instituciones de seguridad pública federales,  estatales o del Distrito Federal, y municipales; 

V.
Los capitanes, patrones o encargados de naves o aeronaves nacionales, y 

VI.
Los funcionarios de las entidades y dependencias de la Administración Pública Federal, en términos de las disposiciones aplicables. 

El Fiscal del Ministerio Público de la Federación ordenará la actividad de los auxiliares en lo que corresponda exclusivamente a las actuaciones que practiquen en auxilio de la Institución. 

Artículo 22.- La Policía Federal, en funciones de investigación del delito, actuará bajo la dirección de los fiscales del Ministerio Público de la Federación, en términos de lo dispuesto por el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás ordenamientos aplicables, y realizará todas las diligencias que éste le ordene, auxiliándolo en la investigación de los delitos del orden federal y del fuero común sobre los cuales ejerza su facultad de atracción. 

Artículo 23.- La Policía Federal podrá recibir denuncias de hechos que puedan constituir delito y deberá dar cuenta sin demora al Fiscal del Ministerio Público de la Federación correspondiente, para que éste instruya las actuaciones y dirija la investigación de los hechos. 

Conforme a las instrucciones que dicte el Fiscal del Ministerio Público de la Federación, la Policía Federal desarrollará las diligencias que deban practicarse durante la averiguación previa y, exclusivamente para los fines de ésta, cumplirá las citaciones, notificaciones y presentaciones que se le ordenen. 

Además ejecutará las órdenes de aprehensión, reaprehensión, cateos, arraigos, u otros mandamientos que emita la autoridad judicial, así como las órdenes de detención, en los casos a que se refiere el párrafo quinto del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Cuando la Policía Federal realice detenciones en los términos previstos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás ordenamientos aplicables, lo comunicará de inmediato al Fiscal del Ministerio Público de la Federación correspondiente para que éste califique la detención y de ser procedente autorice la retención de la persona en términos de la legislación aplicable. 

El Fiscal del Ministerio Público de la Federación responsable, en uso de sus facultades calificará la evidencia obtenida producto de las investigaciones de la Policía Federal y, en caso de que la considere insuficiente para acreditar el cuerpo del delito y la probable responsabilidad del indiciado, ordenará las diligencias conducentes para obtener los elementos probatorios necesarios para consignar. 

En todo caso, dicha Policía actuará con respeto a los derechos humanos que ampara el orden jurídico mexicano, los tratados internacionales en que los Estados Unidos Mexicanos sea parte, así como las normas que rijan esas actuaciones. 

Artículo 24.- Los peritos actuarán con la autonomía técnica e independencia de criterio que les corresponde en el estudio de los asuntos que se sometan a su dictamen. 

Los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación solicitarán el auxilio de los servicios periciales a efecto de someter a su dictamen los asuntos que así lo requieran. 

Artículo 25.- Los policías y peritos están obligados a dar el debido cumplimiento a las solicitudes que instruyan los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación. El policía o perito que no atienda debidamente dichas solicitudes se hará acreedor a las sanciones administrativas y penales a que haya lugar en los términos dispuestos por los ordenamientos aplicables. 

Los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación harán del conocimiento del superior jerárquico del servidor público responsable y del Consejo de la Fiscalía General de la Federación los casos en los que los elementos de la Policía Federal o los peritos retrasen, entorpezcan o desobedezcan las órdenes que giren aquéllos en el ejercicio de sus atribuciones, a efecto de que se solicite la imposición de las sanciones correspondientes. 

Artículo 26.- El Fiscal General de la Federación o los servidores públicos en quienes delegue esta función, podrán autorizar al personal del Ministerio Público de la Federación para auxiliar a otras autoridades que lo requieran en el desempeño de una o varias funciones, que sean compatibles con las que corresponden a la procuración de justicia federal. 

El auxilio se autorizará mediante la expedición del acuerdo correspondiente, tomando en cuenta los recursos y las necesidades del Ministerio Público de la Federación. 

El personal autorizado en los términos de este artículo no quedará, por ese hecho, subordinado a las autoridades a quienes auxilie. 

Artículo 27.- De conformidad con los artículos 21 y 119 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Fiscal General de la Federación convendrá con las autoridades locales competentes la forma en que deban desarrollarse las funciones de auxilio local al Ministerio Público de la Federación. 

Sujetándose a las disposiciones constitucionales y legales aplicables, cuando los agentes del Ministerio Público del fuero común auxilien al Ministerio Público de la Federación, recibirán denuncias y querellas por delitos federales, practicarán las diligencias de averiguación previa que sean urgentes, resolverán sobre la detención o libertad del inculpado, bajo caución o con las reservas de ley, y enviarán sin dilación alguna el expediente y el detenido, en su caso, al Ministerio Público de la Federación. 

Artículo 28.- Los auxiliares del Ministerio Público de la Federación deberán, bajo su responsabilidad, dar aviso de inmediato a éste, en todos los casos sobre los asuntos en que intervengan con ese carácter, haciendo de su conocimiento los elementos que conozcan con motivo de su intervención. 

Capítulo IV

Del Consejo de la Fiscalía General de la Federación
Artículo 29.- El Consejo de la Fiscalía General de la Federación será un órgano de control y coordinación, integrado por el Fiscal General de la Federación, quien lo presidirá, dos Consejeros designados por él; un Consejero nombrado por el Senado, uno por el Consejo de la Judicatura Federal y uno por el Presidente de la República. El presidente del Consejo nombrará al consejero que fungirá como Secretario Técnico. 

Serán invitados permanentes el Comisionado de la Policía Federal y el Titular de la entidad paraestatal encargada de la prestación de servicios periciales, con voz pero sin voto. 

Los Consejeros deberán reunir los requisitos que para tal efecto establezca el Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación, ser ciudadanos mexicanos por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos, y ser personas que se hayan distinguido por su capacidad profesional y administrativa, honestidad y honorabilidad en el ejercicio de sus actividades. 

Salvo el Presidente del Consejo, los demás Consejeros durarán cinco años en su cargo, serán substituidos de manera escalonada, y no podrán ser nombrados para un nuevo período. 

Artículo 30.- El Consejo de la Fiscalía General de la Federación tendrá las siguientes funciones: 

I. Vigilar el cumplimiento de la política criminal definida por el Ejecutivo Federal; 

II. Dictaminar sobre la existencia de las causas de remoción de los Fiscales de Circuito, en los términos que establece el artículo 18 de esta Ley; 

III. Verificar que los fiscales del Ministerio Público de la Federación supervisen, en los términos que establece esta Ley y la Ley Orgánica de la Policía Federal, las actuaciones de la Policía Federal, cuando ésta realice labores de investigación de delitos; 

IV. Solicitar al Consejo de Profesionalización la imposición de las sanciones correspondientes por el incumplimiento de la obligación prevista en la fracción que antecede; 

V. Auxiliar al Fiscal General de la Federación en el cumplimiento de sus funciones, especialmente cuando sus auxiliares legales incurran en dilaciones, omisiones o errores que entorpezcan o pongan en peligro el cumplimiento de las mismas; 

VI. Supervisar que la Policía Federal y los servicios periciales den el debido cumplimiento a las órdenes o mandamientos ministeriales que, con fines de investigación en la averiguación previa o proceso judicial de cualquier naturaleza, instruyan los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación con motivo de sus funciones; 

VII. Solicitar al Consejo de Honor y Profesionalización de la Policía Federal y al órgano competente de los servicios periciales la imposición de las sanciones correspondientes en caso de incumplimiento a las instrucciones de los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación; 

VIII. Supervisar las funciones y dar seguimiento a los resultados de la Fiscalía, mediante los mecanismos de coordinación que establezca el Consejo mediante acuerdo, y 

IX. Las demás que establezcan las disposiciones aplicables. 
Artículo 31.- El Consejo funcionará en sesiones, ordinarias y extraordinarias, y tomará sus decisiones por mayoría de votos de sus miembros presentes. En caso de empate, el Fiscal General de la Federación tendrá voto de calidad. Las sesiones ordinarias se verificarán cuando menos una vez al mes. 

Las sesiones extraordinarias podrán convocarse por el Presidente del Consejo mediante solicitud que a éste formulen por lo menos tres consejeros, cuando se estime que hay razones de importancia para ello. 

De conformidad con la naturaleza de los asuntos competencia del Consejo, se formarán las Comisiones correspondientes. Los acuerdos tomados en las 

Comisiones serán resueltos por el Consejo, en términos de las disposiciones que para tal efecto se establezcan. 

En lo previsto por las fracciones VI y VII del artículo 30 de esta Ley, deberán formar parte de la Comisión respectiva un representante tanto de la Policía Federal como de los servicios periciales, a efecto de que manifiesten lo que a su derecho convenga. 

El Consejo establecerá los lineamientos generales de actuación y las normas de carácter interno del mismo a través de los acuerdos correspondientes. 

Capítulo V

De la suplencia y representación del Fiscal General de la Federación

Artículo 32.- El Fiscal General de la Federación será suplido en sus excusas, ausencias o faltas temporales por el Fiscal General Adjunto que determine el Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación. 

El Fiscal que supla al Fiscal General de la Federación ejercerá las atribuciones que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la presente Ley y demás normas aplicables otorgan a aquél, con excepción de lo dispuesto por la fracción I del artículo 7 de esta Ley. 

Artículo 33.- Los Fiscales Generales Adjuntos, Fiscales Especializados, Fiscales de Circuito, Oficial Mayor, y demás servidores públicos serán suplidos en los términos que establezca el Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación. 

Artículo 34.- El Fiscal General de la Federación será representado ante las autoridades judiciales, administrativas y del trabajo por los servidores públicos que determine el Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación o por los  fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación que se designen para el caso concreto. 

Capítulo VI

Del Servicio de Carrera del Ministerio Público de la Federación

Artículo 35.-El servicio de carrera del Ministerio Público de la Federación comprende las bases siguientes: 

I.
Se compondrá de las etapas de ingreso, desarrollo y terminación del servicio: 

a)
El ingreso comprenderá los requisitos y procedimientos de selección, formación, capacitación y adscripción inicial; 

b)
El desarrollo comprenderá los requisitos y procedimientos de actualización, especialización, estímulos y reconocimientos, cambios de adscripción, desarrollo humano, evaluaciones de control de confianza y del desempeño, ascensos y sanciones, y 

c)
La terminación comprenderá las causas y procedimientos de separación del servicio, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y en las disposiciones reglamentarias del Servicio de Carrera del Ministerio Público de la Federación. 

II.
Se organizará tomando en consideración lo dispuesto en la Ley de Seguridad Pública, Reglamentaria de los Párrafos Séptimo y Octavo del Artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones aplicables, así como en los convenios de colaboración, acuerdos y resoluciones que en su caso se celebren con los gobiernos del Distrito Federal, de los Estados integrantes de la Federación, los Municipios y demás autoridades competentes, de conformidad con los ordenamientos correspondientes; 

III.
Tendrá carácter obligatorio y permanente y abarcará los programas, cursos, exámenes y concursos correspondientes a las diversas etapas de la carrera ministerial, los cuales se realizarán por las unidades y órganos que determinen las disposiciones aplicables, sin perjuicio de que se establezcan mecanismos de coadyuvancia con instituciones públicas o privadas; 

IV.
Se regirá por los principios de legalidad, eficiencia, profesionalismo, honradez, lealtad e imparcialidad y de respeto a los derechos humanos. El contenido teórico y práctico de los programas de capacitación, actualización y especialización fomentará que los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación ejerzan sus atribuciones con base en los referidos principios y promoverán el efectivo aprendizaje y el pleno desarrollo de los conocimientos y habilidades necesarios para el desempeño del servicio; 

V.
Contará con un sistema de rotación de fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación, dentro de la Institución, y 

VI.
Determinará los perfiles, categorías y funciones de los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación. 

Artículo 36.- Para ingresar y permanecer como fiscal y procurador del Ministerio Público de la Federación de carrera, se requiere: 

I. 
Para ingresar: 

a) 
Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos y 
que no adquiera otra nacionalidad; 

b) 
Contar con título de Licenciado en Derecho expedido y registrado legalmente, 
y con la correspondiente cédula profesional; 

c) 
Tener por lo menos un año de experiencia profesional contado a partir de la 
expedición del título profesional al día de la designación; 

d) 
En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Nacional; 

e) 
Aprobar el proceso de evaluación inicial de control de confianza; 

f) 
Cumplir satisfactoriamente los requisitos y procedimientos de ingreso a que 
se refiere esta Ley y las disposiciones aplicables conforme a ésta; 

g) 
No estar sujeto a proceso penal; 

h) 
No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución 
firme como servidor público, en los términos de las normas aplicables; 

i) 
No haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de un 
delito doloso; 

j) 
No hacer uso ilícito de sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras que 
produzcan efectos similares, ni padecer alcoholismo, y 

k) 
Los demás requisitos que establezcan otras disposiciones aplicables. 

II. 
Para permanecer: 

a) 
Seguir los programas de actualización y profesionalización que establezcan 
las disposiciones aplicables; 

b) 
Aprobar los procesos de evaluación de control de confianza y de evaluación 
del desempeño, permanentes, periódicos y obligatorios que establezcan el 
Reglamento de esta Ley y demás disposiciones aplicables; 

c) 
No ausentarse del servicio sin causa justificada por un período de tres días 
consecutivos, o de cinco días dentro de un término de treinta días; 

d) 
Participar en los procesos de ascenso que se convoquen conforme a las 
disposiciones aplicables; 

e) 
Cumplir los requisitos de ingreso durante el servicio, y 

f) 
Los demás requisitos que establezcan las disposiciones aplicables. 

Artículo 37.- El Ministerio Público de la Federación estará integrado por fiscales y procuradores de carrera, así como por fiscales y procuradores de designación especial o visitadores. 

Para los efectos de esta Ley, se entiende por fiscales y procuradores de designación especial aquellos que sin ser de carrera, son nombrados por el Fiscal General de la Federación para atender asuntos que por sus circunstancias especiales así lo requieran. 

Artículo 38.- Tratándose de personas con amplia experiencia profesional, el Fiscal General de la Federación, de conformidad con el Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación y lo que establezcan las disposiciones relativas al Servicio de Carrera podrá, en casos excepcionales, designar fiscales y procuradores especiales, dispensando la presentación de los concursos de ingreso. Dichas personas deberán estar en pleno ejercicio de sus derechos y satisfacer los requisitos señalados en el artículo 36 incisos a), b), c), d), e), g), h), i) y j). 

Estos servidores públicos no serán miembros del Servicio de Carrera del Ministerio Público de la Federación, a menos que acrediten los concursos y evaluaciones que se les practiquen, en los términos de las disposiciones aplicables. 

En cualquier momento, se podrán dar por terminados los efectos del nombramiento de las personas designadas conforme a este artículo, sin que para ello sea necesario agotar el procedimiento a que se refiere el artículo 47 de esta Ley. 

Artículo 39.- Previo al ingreso como fiscal o procurador del Ministerio Público de la Federación, será obligatorio que la Institución consulte los requisitos y antecedentes de la persona respectiva en el Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública, en los términos previstos en la Ley de Seguridad Pública, Reglamentaria de los Párrafos Séptimo y Octavo del Artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 40.- Para el ingreso a la categoría básica de fiscal o procurador del Ministerio Público de la Federación, se realizará concurso de ingreso por oposición interna o libre. 

Artículo 41.- Los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación serán adscritos por el Fiscal General de la Federación o por otros servidores públicos de la Institución en quienes delegue esta función, a las diversas unidades administrativas de la Fiscalía General de la Federación, de conformidad con las disposiciones aplicables. 

Igualmente, se les podrá encomendar el estudio, dictamen y actuaciones que en casos especiales se requieran de acuerdo con su categoría y especialidad. 

Artículo 42.- Los ascensos a las categorías superiores del Ministerio Público de la Federación se realizarán por concurso de oposición, de conformidad con las disposiciones reglamentarias del Servicio de Carrera del Ministerio Público de la Federación y los acuerdos del Consejo de Profesionalización. 

Artículo 43.- El Consejo de Profesionalización será la instancia normativa, así como de desarrollo y evaluación del Servicio de Carrera del Ministerio Público de la Federación y se integrará por: 

I.
El Fiscal General Adjunto que determinen las normas del Servicio de Carrera, quien lo presidirá; 

II.
Un Fiscal Especializado; 

III.
Un Fiscal de Circuito; 

IV.
El Oficial Mayor; 

V.
El Titular del Órgano Interno de Control; 

VI.
Un representante del órgano de formación y capacitación; 

VII.
Un fiscal y un procurador del Ministerio Público de la Federación, de reconocido prestigio profesional, buena reputación y desempeño excelente en la Institución, y 

VIII.
Los demás funcionarios que, en su caso, determinen las disposiciones del Servicio de Carrera del Ministerio Público de la Federación o el Fiscal General por acuerdo. 

Los miembros citados en las fracciones II, III y VII los designará el Fiscal General de la Federación. 

Artículo 44.- El Consejo de Profesionalización tendrá las funciones siguientes: 

I.
Normar, desarrollar y evaluar el Servicio de Carrera del Ministerio Público de la Federación, y establecer políticas y criterios generales para tal efecto; 

II.
Aprobar las convocatorias para ingreso o ascenso del personal de carrera; 

III.
Aprobar los resultados de los concursos de ingreso y de ascensos del personal de carrera; 

IV.
Recomendar al Fiscal General de la Federación la adscripción inicial y los cambios de adscripción del personal de carrera; 

V.
Resolver en única instancia los procedimientos de separación del servicio de carrera y de remoción a que se refiere los artículos 47 y 73 de esta Ley; 

VI.
Establecer criterios y políticas generales de capacitación, formación, actualización, especialización del personal de carrera; 

VII.
Dictar las normas necesarias para la regulación de su organización y funcionamiento; 

VIII.
Establecer los órganos y comisiones que deban auxiliarlo en el desempeño de sus funciones, y 

IX.
Las demás que le otorguen las disposiciones reglamentarias del Servicio de Carrera del Ministerio Público de la Federación. 

Artículo 45.- El funcionamiento del Consejo de Profesionalización será determinado por las normas reglamentarias del Servicio de Carrera del Ministerio Público de la Federación, las cuales deberán establecer los órganos que habrán de auxiliarlo en el cumplimiento de sus funciones. 

Artículo 46.- La terminación del Servicio de Carrera de la rama ministerial será: 

I. Ordinaria que comprende: 

a) La renuncia; 

b) La incapacidad permanente para el desempeño de sus funciones; 

c) La jubilación, y 

d) La muerte del miembro del Servicio de Carrera de la rama ministerial. 
II.
Extraordinaria que comprende: 

a)
La separación del servicio por el incumplimiento de los requisitos de ingreso y permanencia en la Institución, y 

b)
La remoción. 

Artículo 47.- La separación del Servicio de Carrera del Ministerio Público de la Federación por el incumplimiento de los requisitos de ingreso y permanencia, se realizará como sigue: 

I.
El superior jerárquico deberá presentar queja fundada y motivada ante el Consejo de Profesionalización, en la cual deberá señalar el requisito de ingreso o permanencia que presuntamente haya sido incumplido por el miembro del Servicio de Carrera del Ministerio Público de la Federación de que se trate, adjuntando los documentos y demás pruebas que considere pertinentes. Cuando la causa del procedimiento sea a consecuencia de la no aprobación de las evaluaciones de control de confianza y del desempeño, el Consejo de Profesionalización por medio del servidor público que señalen las disposiciones aplicables, requerirá a la unidad administrativa competente la remisión del expediente que contenga los exámenes practicados al servidor público; 

II.
El Consejo de Profesionalización notificará la queja al miembro del Servicio de Carrera del Ministerio Público de la Federación de que se trate y lo citará a una audiencia para que manifieste lo que a su derecho convenga, adjuntando los documentos y demás elementos probatorios que estime procedentes; 

III.
El superior jerárquico podrá suspender al miembro del Servicio de Carrera del Ministerio Público de la Federación hasta en tanto el Consejo de Profesionalización resuelva lo conducente; 

En contra de la suspensión temporal a que se refiere esta fracción no procede recurso alguno. 

IV.
Una vez desahogada la audiencia y agotadas las diligencias correspondientes, el Consejo de Profesionalización resolverá sobre la queja respectiva. El Presidente del Consejo de Profesionalización podrá convocar a sesiones extraordinarias cuando lo estime pertinente, y 

V.
Contra la resolución del Consejo de Profesionalización no procederá recurso administrativo alguno. 

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se entenderá por superior jerárquico a los servidores públicos a que se refiere el artículo 71 de esta Ley. 

Artículo 48.- Los Procedimientos a que se refiere el artículo anterior, así como el de remoción previsto en el artículo 73, serán substanciados por los órganos auxiliares del Consejo de Profesionalización, cuya integración, operación y funcionamiento se definirán en las disposiciones reglamentarias del Servicio de Carrera de la rama ministerial. 

Artículo 49.- Los miembros del Servicio de Carrera de la rama ministerial que estén sujetos a proceso penal como probables responsables de delito doloso, o culposo calificado como grave por la ley, serán suspendidos por los servidores públicos a que se refiere el artículo 71 de esta Ley, desde que se dicte el auto de sujeción a proceso y hasta que se emita sentencia ejecutoriada. En caso de que ésta fuese condenatoria serán destituidos; si por el contrario, fuese absolutoria, se les restituirá en sus derechos.

Capítulo VII

Del Servicio de Carrera de los servidores públicos de estructura de la Fiscalía General de la Federación
Artículo 50.- El Servicio de Carrera a que se refiere el presente Capítulo comprende los siguientes puestos: 

I. Director General; 

II. Director de Área; 

III. Subdirector de Área, y 

IV. Jefe de Departamento. 

Los rangos anteriores comprenden los niveles de adjunto, homólogo o cualquier otro equivalente, cualquiera que sea la denominación que se le dé. 

Artículo 51.- El Servicio de Carrera de los servidores públicos de estructura tendrá carácter obligatorio y permanente, y estará conformado por: 

I. 
Etapa de Ingreso. Comprende lo relativo al reclutamiento y selección de 
candidatos, así como los requisitos necesarios para que se incorporen al 
Servicio; 

II. 
Etapa de Desarrollo Profesional. Comprende lo relacionado con los modelos 
de profesionalización para los servidores públicos, a efecto de que puedan 
adquirir la especialización y actualización necesarias para el adecuado 
desempeño de su cargo, así como las habilidades necesarias para certificar 
las capacidades profesionales adquiridas; los mecanismos de medición y 
valoración del desempeño y la productividad de los servidores públicos, que 
serán a su vez los parámetros para obtener ascensos, promociones, premios 
y estímulos; 

III. 
Etapa de Separación. Se encarga de atender los casos y supuestos mediante los cuales un servidor público deja de formar parte del Servicio o se  suspenden temporalmente sus derechos. 

Las normas reglamentarias correspondientes desarrollarán cada una de las etapas que conforman los subsistemas descritos. 

Artículo 52.- El aspirante a ingresar al Servicio deberá cumplir, además de lo que señale la convocatoria respectiva, los siguientes requisitos: 

I. 
Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus derechos o extranjero 
cuya condición migratoria permita la función a desarrollar; 

II. 
En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Nacional; 

III. 
Aprobar el proceso de evaluación inicial de control de confianza; 

IV. 
Cumplir satisfactoriamente con los requisitos y procedimientos de ingreso a 
que se refiere esta Ley y con las disposiciones aplicables conforme a ésta; 

V.
No estar sujeto a proceso penal; 

VI.
No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público, en los términos de las normas aplicables; 

VII.
No haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de un delito doloso; 

VIII. No pertenecer al estado eclesiástico, ni ser ministro de algún culto, y 

IX.
No hacer uso ilícito de sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras que produzcan efectos similares, ni padecer alcoholismo, y 

X.
Los demás requisitos que establezcan otras disposiciones aplicables. 

No podrá existir discriminación por razón de género, edad, capacidades diferentes, condiciones de salud, religión, estado civil, origen étnico o condición social para la pertenencia al servicio. 

El reclutamiento se llevará a cabo a través de convocatorias públicas abiertas para ocupar las plazas del primer nivel de ingreso al Servicio. Este proceso dependerá de las necesidades institucionales de la Fiscalía para cada ejercicio fiscal de acuerdo al presupuesto autorizado. En caso de ausencia de plazas de este nivel en las dependencias, no se emitirá la convocatoria. 

Artículo 53.- El Servicio de Carrera será dirigido y coordinado por la unidad administrativa que determine el Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación, la cual vigilará que sus principios rectores sean aplicados debidamente de acuerdo con lo establecido por esta Ley, las normas reglamentarias correspondientes y demás disposiciones aplicables. Sus facultades serán: 

I. 
Emitir los criterios y establecer los programas generales del Servicio, para su 


implantación gradual, flexible, descentralizada, integral y eficiente; 

II. 
Dictar las normas y políticas que se requieran para la operación del Servicio; 

III. 
Aprobar los mecanismos y criterios de evaluación y puntuación; 

IV. 
Resolver las inconformidades que se presenten en la operación del Servicio; 

V.
Promover y aprobar los programas de capacitación y actualización, así como la planeación de cursos de especialización en los casos que señalen las normas reglamentarias, y 

VI.
Las demás que se establezcan en la presente Ley, su Reglamento y disposiciones aplicables. 

Las normas reglamentarias de los servidores públicos de estructura deberán establecer los órganos que habrán de auxiliar a la unidad administrativa a la que se refiere este precepto en el cumplimiento de sus funciones. 

Artículo 54.- El nombramiento de los servidores públicos de estructura que pertenecen al servicio de carrera dejará de surtir efectos sin responsabilidad para la Fiscalía General de la Federación, por las siguientes causas: 

I.
Renuncia formulada por el servidor público; 

II.
Defunción; 

III.
Sentencia ejecutoriada que imponga al servidor público una pena que implique la privación de su libertad; 

IV.
Hacerse acreedor a sanciones establecidas en la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos que impliquen separación del servicio o reincidencia; 

V.
No aprobar en dos ocasiones la capacitación obligatoria o su segunda evaluación de desempeño, y 

VI.
No resultar apto en las evaluaciones de control de confianza. 

Capítulo VIII

De los procesos de evaluación de los servidores públicos

Artículo 55.- Todo el personal de la Institución deberá presentar el proceso de evaluación de control de confianza, el cual será inicial, permanente, periódico y obligatorio de conformidad con las disposiciones aplicables y con el procedimiento que para el caso establezca el Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación. 

El proceso de evaluación de control de confianza constará de las siguientes evaluaciones: 

I. Médica; 

II. Toxicológica; 

III. Aptitudes físicas; 

IV. Psicológica; 

V. Del entorno social y situación patrimonial; 

VI. Poligráfica, y 

VII. Las demás que se consideren necesarios para la calificación del personal. 

El proceso de evaluación de control de confianza tendrá por objeto comprobar que los servidores públicos a que se refiere el párrafo primero de este artículo, dan debido cumplimiento a los principios de legalidad, eficiencia, profesionalismo, honradez, lealtad e imparcialidad y de respeto a los derechos humanos, propios de la Institución. 

Artículo 56.- La evaluación del desempeño se aplicará cuando menos una vez al año y tendrá como objeto verificar que los servidores públicos de la Fiscalía General de la Federación cumplen con las tareas encomendadas a sus funciones con eficiencia y eficacia tendientes al cumplimiento de objetivos y metas institucionales. 

Artículo 57.- El Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación establecerá los procedimientos conforme a los cuales se llevarán a cabo los procesos de evaluación de control de confianza y se evaluarán en conjunto, salvo la evaluación toxicológica que se presentará y calificará por separado. 

Artículo 58.- Los servidores públicos serán citados a la práctica de los exámenes respectivos. En caso de no presentarse sin mediar causa justificada, se les tendrá por no aptos. 

Artículo 59.- Los resultados de los procesos de evaluación serán confidenciales con excepción de lo que establezcan las disposiciones legales aplicables, así como en aquellos casos en que deban presentarse en procedimientos administrativos o judiciales. 

Artículo 60.- Los miembros del Servicio de Carrera del Ministerio Público de la Federación que resulten no aptos en los procesos de evaluación a que se refiere este Capítulo, dejarán de prestar sus servicios en la Fiscalía General de la Federación, previo desahogo del procedimiento que establece el artículo 47 de esta Ley. 

En los casos en que los demás servidores públicos de la Institución resulten no aptos, dejarán de prestar sus servicios en la Institución, de conformidad con las disposiciones legales aplicables a su estatus laboral. 

Capítulo IX

De los derechos de los servidores públicos de la Fiscalía General de la Federación
Artículo 61.- Los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación tendrán los siguientes derechos: 

I.
Participar en los cursos de capacitación, actualización y especialización correspondientes, así como en aquellos que se acuerden con otras instituciones académicas, nacionales y del extranjero, que tengan relación con sus funciones, sin perder sus derechos y antigüedad, sujeto a las disposiciones presupuéstales y a las necesidades del servicio; 

II.
Sugerir al Consejo de Profesionalización las medidas que estimen pertinentes para el mejoramiento del Servicio de Carrera del Ministerio Público de la Federación, por conducto de sus representantes; 

III. 
Percibir 
prestaciones 
acordes 
con 
las 
características 
del 
servicio de conformidad con el presupuesto de la Fiscalía General de la Federación y demás normas aplicables; 

IV. 
Gozar de las prestaciones que establezca la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado y demás disposiciones aplicables; 

v. 
Acceder al sistema de estímulos económicos y sociales, cuando su conducta y desempeño así lo ameriten y de acuerdo con las normas aplicables y las disponibilidades presupuestales; 

VI.
Participar en los concursos de ascenso a que se convoque; 

VII.
Gozar de un trato digno y decoroso por parte de sus superiores jerárquicos; 

VIII. Recibir el equipo de trabajo sin costo alguno; 

IX.
Recibir oportuna atención médica sin costo alguno, cuando sean lesionados en cumplimiento de su deber; 

X.
Gozar de los beneficios que establezcan las disposiciones aplicables una  vez terminado de manera ordinaria el Servicio de Carrera de la rama ministerial; 

XI.
Gozar de permisos y licencias sin goce de sueldo en términos de las disposiciones aplicables, y 

XII.
Los demás que establezcan las disposiciones aplicables. 

Los fiscales y procuradores de designación especial, participarán en los programas de capacitación, actualización y especialización, y gozarán de los derechos a que se refiere este artículo, salvo los contenidos en las fracciones II, VI y X. del presente artículo. 

Artículo 62.- Los servidores públicos de estructura que pertenezcan al Servicio de Carrera tendrán los siguientes derechos: 

I.
Tener estabilidad y permanencia en el servicio en los términos y bajo las condiciones que prevé esta Ley; 

II.
Recibir el nombramiento como Servidor Público de Carrera una vez cubiertos los requisitos establecidos en esta Ley; 

III.
Percibir las remuneraciones correspondientes a su cargo, además de los beneficios y estímulos que se prevean; 

IV.
Acceder a un cargo distinto cuando se haya cumplido con los requisitos y procedimientos descritos en este ordenamiento; 

V.
Recibir capacitación y actualización con carácter profesional para el mejor desempeño de sus funciones; 

VI.
Ser evaluado con base en los principios rectores de esta Ley y las disposiciones reglamentarias correspondientes; 

VII.
Recibir una indemnización en los términos de ley, cuando sea despedido injustificadamente, y 

VIII.
Las demás que se deriven de los preceptos del presente ordenamiento, de su reglamento y demás disposiciones aplicables. 

Capítulo X

De las causas de responsabilidad de los servidores públicos de la Fiscalía General de la Federación
Artículo 63.- Son causas de responsabilidad de los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación en el ámbito de sus funciones: 

I.
No cumplir, retrasar o perjudicar por negligencia la debida actuación del Ministerio Público de la Federación; 

II.
Realizar o encubrir conductas que atenten contra la autonomía del Ministerio Público de la Federación, tales como aceptar o ejercer consignas, presiones, encargos, comisiones o cualquier otra acción que genere o implique subordinación indebida respecto de alguna persona o autoridad; 

III.
Distraer de su objeto, para uso propio o ajeno, el equipo, elementos materiales o bienes asegurados bajo su custodia o de la Institución; 

IV.
No solicitar los dictámenes periciales correspondientes; 

V.
No trabar el aseguramiento de bienes, objetos, instrumentos o productos de delito y, en su caso, no solicitar el decomiso cuando así proceda en los términos que establezcan las leyes penales; 

VI.
Omitir la práctica de las diligencias necesarias en cada asunto; 

VII.
Incumplir cualquiera de las obligaciones a que se refiere el siguiente artículo, y 

VIII. Las demás que establezcan otras disposiciones aplicables. 

Artículo 64.- Son obligaciones de los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación, para salvaguardar la legalidad, eficiencia, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad y de respeto a los derechos humanos en el desempeño de su función, las siguientes: 

I. 
Conducirse siempre con apego al orden jurídico y respeto a los derechos 
humanos; 

II. 
Prestar auxilio a las personas que hayan sido víctimas de algún delito, así 
como brindar protección a sus bienes y derechos, cuando resulte procedente. 


Su actuación deberá ser congruente, oportuna y proporcional al hecho; 

III. 
Cumplir sus funciones con absoluta imparcialidad, sin discriminar a persona 
alguna por su raza, religión, sexo, condición económica o social, preferencia 
sexual, ideología política o por algún otro motivo; 

IV. 
Impedir, por los medios que tuvieren a su alcance y en el ámbito de sus 
atribuciones, que se infrinjan, toleren o permitan actos de tortura física o 
psicológica u otros tratos o sanciones crueles, inhumanos o degradantes. Los 
servidores públicos que tengan conocimiento de ello deberán denunciarlo 
inmediatamente ante la autoridad competente; 

V.
Abstenerse de ejercer empleo, cargo o comisión y demás actividades a que se refiere el artículo 66 de esta Ley; 

VI.
Observar un trato respetuoso con todas las personas debiendo abstenerse de todo acto arbitrario y de limitar indebidamente las acciones o manifestaciones que en ejercicio de sus derechos constitucionales y con carácter pacífico realice la población; 

VII.
Desempeñar su función sin solicitar ni aceptar compensaciones, pagos o gratificaciones distintas a las previstas legalmente. En particular se opondrán a cualquier acto de corrupción; 

VIII.
Abstenerse de ordenar o realizar la detención o retención de persona alguna sin cumplir con los requisitos previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los ordenamientos legales aplicables; 

IX.
Velar por la vida e integridad física y psicológica de las personas detenidas o puestas a su disposición; 

X.
Participar en operativos de coordinación con otras autoridades o corporaciones policiales, así como brindarles, en su caso, el apoyo que conforme a derecho proceda; 

XI.
Obedecer las órdenes de los superiores jerárquicos y cumplir con todas sus obligaciones, siempre y cuando sean conforme a derecho; 

XII.
Preservar el secreto de los asuntos que por razón del desempeño de su función conozcan, con las excepciones que determinen las leyes; 

XIII.
Abstenerse en el desempeño de sus funciones de auxiliarse por personas no autorizadas por la ley; 

XIV. Usar el equipo a su cargo con el debido cuidado y prudencia en el cumplimiento de sus funciones, así como conservarlo; 

XV.
Abstenerse de abandonar sin causa justificada las funciones, comisión o servicio que tengan encomendado; 

XVI. Someterse a los procesos de evaluación de control de confianza y del desempeño de conformidad con las disposiciones aplicables, y 

XVII. Las demás que se establezcan en las disposiciones aplicables. 

El incumplimiento de estas obligaciones dará lugar a la sanción correspondiente en los términos de este Capítulo. 

Artículo 65.- Son obligaciones de los servidores públicos de estructura que pertenezcan al Servicio de Carrera: 

I.
Ejercer sus funciones con estricto apego a los principios de legalidad, eficiencia, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad y de respeto a los derechos humanos; 

II.
Desempeñar sus labores con cuidado y esmero apropiados, observando las instrucciones que reciban de sus superiores jerárquicos; 

III.
Cumplir sus funciones con absoluta imparcialidad, sin discriminar a persona alguna por su raza, religión, sexo, condición económica o social, preferencia sexual, ideología política o por algún otro motivo; 

IV.
Desempeñar su función sin solicitar ni aceptar compensaciones, pagos o gratificaciones distintas a las previstas legalmente. En particular se opondrán a cualquier acto de corrupción; 

V.
Participar en los programas de capacitación obligatoria que comprende la actualización y especialización, sin menoscabo de otras condiciones de desempeño que deba cubrir, en los términos que establezca su nombramiento; 

VI.
Obedecer las órdenes de los superiores jerárquicos y cumplir con todas sus obligaciones, siempre y cuando sean conforme a derecho; 

VII.
Guardar reserva de la información, documentación y en general, de los asuntos que conozca, en términos de la ley de la materia; 

VIII.
Abstenerse en el desempeño de sus funciones de auxiliarse por personas no autorizadas por la ley; 

IX.
Usar el equipo a su cargo con el debido cuidado y prudencia en el cumplimiento de sus funciones, así como conservarlo; 

X.
Asistir puntualmente a sus labores y respetar los horarios de actividades; 

XI.
Abstenerse de abandonar sin causa justificada sus funciones; 

XII.
Proporcionar la información y documentación necesarias al funcionario que se designe para suplirlo en sus ausencias temporales o definitivas; 

XIII.
Abstenerse de incurrir en actos u omisiones que pongan en riesgo la seguridad del personal, bienes y documentación u objetos de la dependencia  o de las personas que allí se encuentren; 

XIV. Someterse a los procesos de evaluación de control de confianza y del desempeño de conformidad con las disposiciones aplicables, y 

XV.
Excusarse de conocer asuntos que puedan implicar conflicto de intereses con las funciones que desempeña dentro del servicio, y 

XVI. Las demás que señalen las leyes y disposiciones aplicables. 

Artículo 66.- Los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación no podrán: 

I. 
Desempeñar empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la 
Administración Pública Federal, en los gobiernos del Distrito Federal o de los 


Estados integrantes de la Federación y municipios, así como trabajos o 
servicios en instituciones privadas, salvo los de carácter docente y aquellos 
que autorice la Institución, siempre y cuando no sean incompatibles con sus 
funciones en la misma; 

II. 
Ejercer la abogacía por sí o por interpósita persona, salvo en causa propia, de su 
cónyuge, 
concubina 
o concubinario, de 
sus  ascendientes 
o descendientes, de sus hermanos o de su adoptante o adoptado; 

III. 
Ejercer las funciones de tutor, curador o albacea judicial, a no ser que tenga 
el carácter de heredero o legatario, o se trate de sus ascendientes, 
descendientes, hermanos, adoptante o adoptado, y 

IV. 
Ejercer ni desempeñar las funciones de depositario o apoderado judicial, 
síndico, administrador, interventor en quiebra o concurso, notario, corredor, 
comisionista, árbitro o arbitrador. 

Capítulo XI
De las sanciones de los servidores públicos de la Fiscalía General de la Federación
Artículo 67.- Las sanciones por incurrir en causas de responsabilidad o incumplir las obligaciones a que se refieren los artículos 63, 64 y 65 de esta Ley, respectivamente, serán: 

I. Amonestación pública o privada; 

II. Suspensión, o 

III. Remoción. 

Artículo 68.- La amonestación es el acto mediante el cual se le llama la atención al servidor público por la falta o faltas no graves cometidas en el desempeño de sus funciones y lo conmina a rectificar su conducta. 

La amonestación podrá ser pública o privada dependiendo de las circunstancias específicas de la falta y, en ambos casos, se comunicará por escrito al infractor, en cuyo expediente personal se archivará una copia de la misma. 

Artículo 69.- La suspensión es la interrupción temporal de los efectos del nombramiento, la cual podrá ser hasta por quince días a juicio del superior jerárquico, cuando la falta cometida no amerite remoción. 

Artículo 70.- Procederá la remoción de los miembros del Servicio de Carrera de la rama ministerial en los casos de infracciones graves, a juicio del Consejo de Profesionalización. En todo caso, se impondrá la remoción por el incumplimiento de las obligaciones previstas en las fracciones IV, V, VII, VIII, XII, XIII, XV y XVI del artículo 64 de esta Ley. 

En lo que respecta a los servidores públicos de estructura, la remoción procederá por infracciones graves a juicio del órgano responsable del servicio de carrera del personal de estructura y, en todo caso, se impondrá la remoción por el incumplimiento de las obligaciones previstas en las fracciones IV, VII, VIII, XI, XIII, XIV y XV del artículo 65 de esta Ley. 

Artículo 71.- Las sanciones a que se refiere el artículo 67, fracciones I y II del presente ordenamiento, podrán ser impuestas por: 

I. El Fiscal General de la Federación; 

II. Los Fiscales Generales Adjuntos: 

III. Los Fiscales Especializados; 

IV. Los Fiscales de Circuito; 

V.
El Oficial Mayor; 

VI.
Los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación que determinen las disposiciones reglamentarias, y 

VII.
Los titulares de las unidades administrativas de estructura. 

El Consejo de Profesionalización o el órgano responsable del servicio de carrera del personal de estructura, según corresponda, a petición de los servidores públicos a que se refiere el presente artículo, podrá determinar la remoción. 

Artículo 72.- Las sanciones se impondrán tomando en cuenta los siguientes elementos: 

I. 
La gravedad de la responsabilidad en que se incurra; 

II. 
La necesidad de suprimir prácticas que vulneren el funcionamiento de la 


Institución; 

III. 
La reincidencia del responsable; 

IV. 
El nivel jerárquico, el grado académico y la antigüedad en el servicio; 

V.
Las circunstancias y medios de ejecución; 

VI.
Las circunstancias socioeconómicas del servidor público, y 

VII.
En su caso, el monto del beneficio, daño o perjuicio económico derivado del incumplimiento de obligaciones. 

Artículo 73.- La determinación de la remoción del personal del Ministerio Público de la Federación y de estructura se hará conforme al siguiente procedimiento: 

I.
Se iniciará de oficio o por denuncia presentada por los servidores públicos a que se refiere el artículo 71 de esta Ley ante el órgano del Consejo de Profesionalización a cargo de la instrucción del procedimiento; 

II.
Las denuncias que se formulen deberán estar apoyadas en pruebas documentales o elementos probatorios suficientes para presumir la responsabilidad del servidor público denunciado; 

III.
Se enviará una copia de la denuncia y sus anexos al servidor público, para que en un término de quince días hábiles formule un informe sobre los hechos y rinda las pruebas correspondientes. El informe deberá referirse a todos y cada uno de los hechos comprendidos en la denuncia, afirmándolos o negándolos, expresando los que ignore por no ser propios, o refiriéndolos como crea que tuvieron lugar. Se presumirán confesados los hechos de la denuncia sobre los cuales el denunciado no suscitare explícitamente controversia, salvo prueba en contrario; 

IV.
Se citará al servidor público a una audiencia en la que se desahogarán las pruebas respectivas, si las hubiere, y se recibirán sus alegatos, por sí o por medio de su defensor; 

V.
Una vez verificada la audiencia y desahogadas las pruebas, el Consejo de Profesionalización resolverá en sesión sobre la inexistencia de la responsabilidad o imponiendo al responsable la sanción de remoción. La resolución se notificará al interesado; 

VI.
Si del informe o de los resultados de la audiencia no se desprenden elementos suficientes para resolver o se advierten otros que impliquen nueva responsabilidad a cargo del presunto responsable o de otras personas, se podrá disponer la práctica de investigaciones y acordar, en su caso, la celebración de otra u otras audiencias, y 

VII.
En cualquier momento, previo o posterior a la celebración de la audiencia, los servidores públicos a que se refiere el artículo 71 de esta Ley, podrán determinar la suspensión temporal del presunto responsable, siempre que a su juicio así convenga para la conducción o continuación de las investigaciones, la cual cesará si así lo resuelve el Consejo de Profesionalización, independientemente de la iniciación, continuación o conclusión del procedimiento a que se refiere este artículo. La suspensión no prejuzga sobre la responsabilidad que se impute, lo cual se hará constar expresamente en la determinación de la misma. 

En contra de la suspensión temporal a que se refiere esta fracción no procede recurso alguno. 

Si el servidor público suspendido conforme a esta fracción no resultare responsable será restituido en el goce de sus derechos. 

En lo que respecta al personal de estructura, se seguirá el procedimiento descrito en el presente artículo, y su substanciación será a través de los órganos que establezcan las disposiciones correspondientes. 

Artículo 74.- En contra de las resoluciones por las que se imponga alguna de las sanciones previstas en las fracciones I y II del artículo 67 del presente ordenamiento, se podrá interponer recurso de rectificación ante el Consejo de Profesionalización, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la notificación de la resolución. 

En el escrito correspondiente se expresarán los agravios y se aportarán las pruebas que se estimen pertinentes. 

El recurso se resolverá en la siguiente sesión del Consejo de Profesionalización, y la resolución se agregará al expediente u hoja de servicio correspondiente. 

Si el servidor público no resultare responsable de las sanciones previstas en las fracciones I y II del artículo 67 del presente ordenamiento, será restituido en el goce de sus derechos. 

Artículo 75.- Las demás sanciones previstas en este Capítulo serán impuestas por los servidores públicos a que se refiere el artículo 71 de esta Ley, quienes deberán observar, en lo conducente, el procedimiento que establece el artículo 73. 

Artículo 76.- En todo lo no previsto por los artículos 47 y 73 de la presente Ley, relativos al procedimiento de separación del Servicio de Carrera y de remoción, respectivamente, se aplicará supletoriamente la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y en su defecto el Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Capítulo XII

Del Consejo de Participación Ciudadana de la Fiscalía General de la Federación
Artículo 77.- El Consejo de Participación Ciudadana de la Fiscalía General de la Federación es el órgano consultivo de la Institución, que tendrá por objeto analizar, proponer, evaluar, consensuar y dar seguimiento a los programas, estrategias, acciones y políticas relacionadas con las tareas de la Institución. Asimismo, es el conducto para promover la participación de la ciudadanía y ser el interlocutor de ésta con la Fiscalía. 

Artículo 78.- El Consejo de Participación Ciudadana se integrará por personas de trayectoria ejemplar y reconocido prestigio de los sectores social y privado, así como de instituciones académicas, a invitación del Fiscal General de la Federación y deberán reunir los requisitos siguientes: 

I.
Ser de nacionalidad mexicana, en pleno ejercicio de sus derechos; 

II.
Carecer de cargo, comisión o empleo alguno en el servicio público federal, del Distrito Federal, de los Estados y de los Municipios; 

III.
No tener cargo o empleo alguno en los partidos políticos, ni desempeñar actividades partidistas, y 

IV.
No haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de un delito doloso o por delito culposo calificado como grave por la ley, ni estar sujeto a procedimiento penal. 

Cada uno de los consejeros podrá designar un suplente, quien en todo caso deberá reunir los requisitos a que se refieren las fracciones anteriores. Los consejeros se rotarán en el ejercicio de su encargo de conformidad con sus reglas de organización y funcionamiento. Los consejeros ejercerán su cargo en forma honorífica, y no recibirán emolumento o contraprestación alguna por el mismo. 

El Consejo de Participación Ciudadana elegirá a su Presidente de entre sus miembros, quien durará un año en ejercicio de su encargo. El Fiscal General de la Federación determinará la unidad administrativa de la Institución que tendrá a su cargo la secretaría técnica del Consejo. 

El Consejo de Participación Ciudadana se reunirá de manera periódica de conformidad con sus reglas de organización y funcionamiento. El Presidente del Consejo convocará a las sesiones ordinarias con cinco días de anticipación. 

El Consejo de Participación Ciudadana podrá tener sesiones extraordinarias a convocatoria de su Presidente o del Fiscal General de la Federación. Las sesiones extraordinarias deberán ser convocadas al menos con cuarenta y ocho horas de anticipación. 

Artículo 79.- Para el cumplimiento de su objeto, el Consejo realizará las funciones siguientes: 

I. 
Formular opinión con relación a la orientación y aplicación de las políticas que 
implemente la Fiscalía, realizando las propuestas que estime convenientes; 

II. 
Evaluar el cumplimiento del Programa Nacional de Procuración de Justicia, 
así como las diversas acciones que se deriven de éste y, en general, el 
desempeño de la Fiscalía General de la Federación en el combate a la 
delincuencia y la impunidad; 

III. 
Impulsar la participación evaluadora y prepositiva de la ciudadanía en las 
tareas de procuración de justicia federal; 

IV. 
Participar en la difusión de las actividades que realiza la Fiscalía y sus 
resultados en el combate a la delincuencia entre organizaciones e 
instituciones de los sectores social y privado; 

V.
Realizar consultas a la ciudadanía sobre temas específicos vinculados a delitos del orden federal a través de foros, seminarios, grupos de análisis e incluso visitas de campo; 

VI.
Promover consensos entre la ciudadanía, con relación a las tareas en materia de procuración de justicia federal; 

VII.
Promover la realización de talleres, seminarios y foros de consulta, que permitan el intercambio de ideas y la reflexión crítica en materia de procuración de justicia federal; 

VIII.
Promover el acercamiento de la población con la Institución a través de la realización de eventos en materia de prevención del delito y participación ciudadana; 

IX.
Coadyuvar en el diseño de lineamientos de trabajo y programas tendientes a fortalecer la participación ciudadana en la Institución; 

X.
Promover el diálogo constante entre los sectores público, social y privado para mejorar la gestión de la Fiscalía; 

XI.
Canalizar las inquietudes, peticiones o quejas que le formulen las organizaciones de los sectores social y privado en contra de la Institución, a las diversas unidades administrativas que sean competentes de acuerdo al asunto de que se trate; 

XII.
Analizar temas sensibles en materia de procuración de justicia, prevención del delito, atención a víctimas, equidad y género, a fin de formular recomendaciones y hacerlas del conocimiento del titular de la Institución o del funcionario que éste designe para tal efecto; 

XIII.
Remitir al Fiscal General de la Federación los análisis y evaluaciones que considere pertinentes para el mejor desempeño de las funciones de la Institución, y 

XIV. Las demás que sean afines para el cumplimiento de su objeto. 

Artículo 80.- El Consejo de Participación Ciudadana podrá integrar las comisiones 

o grupos de trabajo que considere necesarios para llevar a cabo sus funciones. 

El Consejo de Participación Ciudadana elaborará un plan de trabajo anual en el cual se establecerán los objetivos, metas y estrategias en el desempeño de sus actividades, así como las acciones que corresponderán a las comisiones o grupos respectivos. 

En la elaboración del plan a que se refiere el párrafo anterior, el Consejo de Participación Ciudadana deberá tomar en consideración los objetivos, estrategias y líneas de acción del Plan Nacional de Desarrollo y de los programas que de éste deriven, relacionados con la procuración de justicia federal, así como las sugerencias y recomendaciones que formule el Fiscal General de la Federación. 

Las unidades administrativas de la Fiscalía General de la Federación, otorgarán las facilidades necesarias para el desempeño de las funciones del Consejo de Participación Ciudadana, dentro de los límites que la ley establece. 

Capítulo XIII

Disposiciones finales
Artículo 81.- Para los efectos del Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los servidores públicos y en general toda persona que desempeñe un cargo, comisión o empleo de cualquier naturaleza en la Fiscalía General de la Federación estarán sujetos al régimen de responsabilidades a que se refiere dicho Título y la legislación aplicable. 

Artículo 82.- La Fiscalía General de la Federación deberá tener su propio órgano interno de control, que ejercerá las funciones que les otorga la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 83.- En el ejercicio de sus funciones, los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación observarán las obligaciones inherentes a su calidad de servidores públicos y actuarán con la diligencia necesaria para la pronta, completa y debida procuración de justicia. 

Artículo 84.- Se podrán imponer a los servidores públicos de la Fiscalía General de la Federación, por las faltas en que incurran en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, las sanciones disciplinarias previstas en los ordenamientos legales en materia de responsabilidades de los servidores públicos, mediante el procedimiento que en los mismos se establezcan. 

Artículo 85.- Los fiscales y procuradores del Ministerio Público de la Federación no son recusables, pero bajo su más estricta responsabilidad deben excusarse del conocimiento de los negocios en que intervengan, cuando exista alguna de las causas de impedimento que la ley señala en el caso de Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito y las demás disposiciones aplicables, haciéndolo del conocimiento por escrito de su superior inmediato. 

Si el fiscal o procurador del Ministerio Público de la Federación, sabedor de que no debe conocer del asunto, aún así lo hiciera, será sancionado conforme a las disposiciones de esta Ley y demás que resulten aplicables. 

Artículo 86.- La desobediencia o resistencia a las órdenes legalmente fundadas del Ministerio Público de la Federación dará lugar al empleo de medios de apremio 

o a la imposición de correcciones disciplinarias, según sea el caso, en los términos que previenen las normas aplicables. Cuando la desobediencia o resistencia constituyan delito, se iniciará la averiguación previa respectiva. 

Artículo 87.- Cuando se impute la comisión de un delito al Fiscal General de la Federación, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 111 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por la ley en materia de responsabilidades de los servidores públicos, se procederá de la siguiente manera: 

I.
Conocerá de la denuncia y se hará cargo de la averiguación previa respectiva el Fiscal General Adjunto a quien corresponda actuar como suplente del Fiscal General de la Federación de conformidad con esta Ley y el Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación, y 

II.
El servidor público suplente del Fiscal General de la Federación resolverá sobre el inicio del procedimiento para la declaración de procedencia ante la Cámara de Diputados, previo acuerdo con el Ejecutivo Federal. 

Artículo 88.- El Fiscal General de la Federación podrá crear consejos asesores y de apoyo, de acuerdo a lo previsto en el artículo 7, fracción XI, de la presente Ley. 

El Fiscal General de la Federación determinará mediante acuerdos la integración, facultades y funcionamiento de los consejos a que se refiere este artículo. 

Artículo 89.- El personal que preste sus servicios en la Institución se regirá por las disposiciones del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B del Artículo 123 Constitucional. Dicho personal quedará incorporado al régimen del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 

Serán considerados trabajadores de confianza los servidores públicos de las categorías y funciones previstas en la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones aplicables." 

No serán considerados trabajadores de confianza los miembros del Servicio de Carrera del Ministerio Público de la Federación y del Servicio de Carrera del personal de estructura de la Fiscalía General de la Federación." 

“ARTÍCULO QUINTO.-Se expide la 

LEY ORGÁNICA DE LA POLICÍA FEDERAL
Capítulo I 

Disposiciones Generales
Artículo 1.- La presente Ley es de orden público e interés social, y de aplicación en todo el territorio nacional. Tiene por objeto regular la organización y funcionamiento de la Policía Federal. 

Artículo 2.- La Policía Federal es un órgano desconcentrado de la Secretaría del Interior, con autonomía técnica y operativa en el ejercicio de sus atribuciones, cuyos objetivos serán los siguientes: 

I.
Salvaguardar la integridad y derechos de las personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz públicos, en el marco de los párrafos séptimo y octavo del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los términos de esta Ley; 

II.
Aplicar y operar la política Policial en el marco de la política criminal diseñada por la Secretaría del Interior, con estricto apego a las garantías individuales establecidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a los derechos humanos y a las Leyes en la materia, en colaboración con las demás autoridades competentes, y 

III.
Investigar la comisión de delitos, bajo la supervisión y dirección funcional de los Fiscales del Ministerio Público de la Federación, en términos de las disposiciones aplicables. 

Los recursos que anualmente le sean autorizados serán intransferibles a otras unidades administrativas u órganos desconcentrados. 

Artículo 3.- Serán principios rectores en el ejercicio de las funciones y acciones que en materia de combate e investigación de los delitos, le competen a la Policía Federal, la certeza, legalidad, objetividad, imparcialidad, profesionalismo, eficiencia, honradez y el respeto a los derechos humanos. 

Artículo 4.- La Policía Federal ejercerá en todo el territorio nacional las atribuciones que establece la presente Ley y demás disposiciones aplicables, con estricto respeto de aquellas que son competencia de las instituciones Policiales locales y municipales. Esta Corporación Policial no tendrá atribuciones en los procesos electorales. 

Para el mejor ejercicio de sus atribuciones, la Policía Federal podrá suscribir convenios de colaboración con las autoridades respectivas y contará con un sistema de planeación prospectiva que establezca las líneas estratégicas y operativas de combate a la delincuencia. 

Artículo 5.- Todas las personas tienen el deber de prestar a la Policía Federal el auxilio necesario en el ejercicio de sus atribuciones en los términos previstos legalmente. 

Las personas, entidades o dependencias que ejerzan funciones de vigilancia, seguridad o custodia referidas a personal y bienes o servicios de carácter público 

o privado tienen especial obligación de auxiliar o colaborar con la Policía Federal cuando ésta o la Fiscalía General de la Federación en ejercicio de sus funciones así lo requieran. 

Tratándose de la Secretaría de Marina Armada de México y la Secretaría de la Defensa Nacional y Fuerza Aérea Mexicana, además de observar lo previsto en el párrafo anterior, se atenderá lo dispuesto por la Ley de Seguridad Pública, Reglamentaria de los Párrafos Séptimo y Octavo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 6.- El Gobierno y la Dirección de la Policía Federal estarán a cargo de un Comisionado, propuesto por el Secretario del Interior y designado y removido libremente por el Presidente de la República. 

El Comisionado ejercerá atribuciones de mando, dirección, disciplina y aquellas conferidas por los demás ordenamientos legales aplicables. 

Artículo 7.- Las Secretarías del Interior, de Hacienda y Crédito Público y de la Función Pública, en el ámbito de sus respectivas competencias, establecerán mecanismos administrativos, presupuestarios y de control, aplicables de manera específica a las funciones y actividades excepcionales de la Policía Federal que requieran realizarse con riesgo o urgencia. 

Artículo 8.- La Policía Federal contará con las unidades necesarias para el cumplimiento de las funciones establecidas en el Capítulo II de esta Ley, atendiendo a criterios territoriales y de especialización, y las cuales podrán tener carácter permanente o temporal. 

La estructura y competencia de los órganos de dirección y supervisión de la Policía Federal serán las que se establezcan en el Reglamento de esta Ley. 

Capítulo II
De las Funciones y Facultades de la Corporación
Artículo 9.- Corresponde a la Policía Federal, sin perjuicio de las facultades y atribuciones conferidas a otras autoridades, las siguientes: 

I.
Intervenir en coadyuvancia con las autoridades competentes en materia de seguridad pública, así como, en la observancia y cumplimiento de las Leyes de acuerdo a lo previsto por la Ley de Seguridad Pública, Reglamentaria de los Párrafos Séptimo y Octavo del Artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

II.
Prevenir y combatir la comisión de infracciones administrativas y delitos que determinen las Leyes federales en: 

A
Las zonas fronterizas y en la tierra firme de los litorales, la parte perteneciente al país de los pasos y puentes limítrofes, las aduanas, recintos fiscales, secciones aduaneras, garitas, puntos de revisión aduaneros, los puertos marítimos autorizados para el tráfico internacional y los medios de transporte que operen en las vías generales de comunicación, así como sus servicios auxiliares; 

B
Los parques nacionales, las instalaciones hidráulicas y vasos de las presas, los embalses de los lagos y los cauces de los ríos; 

C
Los espacios urbanos considerados como zonas federales, así como en los inmuebles, instalaciones y servicios dependientes de la Federación, y 

D
Todos aquellos lugares, zonas o espacios del territorio nacional sujetos a la jurisdicción federal, conforme a lo establecido por las Leyes respectivas. 

III.
Garantizar, mantener y restablecer el orden y la paz públicos, así como salvaguardar la integridad de las personas. 

El ejercicio de esta atribución se ejercerá en todos aquellos lugares, zonas o espacios del territorio nacional sujetos a la jurisdicción federal de conformidad con lo previsto en la fracción anterior y lo establecido por las Leyes aplicables; 

IV.
Colaborar, cuando así lo soliciten otras autoridades federales, para el ejercicio de sus funciones de vigilancia, verificación e inspección que tengan conferidas por disposición de otras Leyes; 

V.
Cuando así lo soliciten las autoridades locales y municipales competentes conforme a lo establecido en la Ley de Seguridad Pública, Reglamentaria de los Párrafos Séptimo y Octavo del Artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, colaborar en la protección de la integridad física de las personas y en la preservación de sus bienes, en situaciones de peligro, cuando se vean amenazadas por calamidades, situaciones de alto riesgo, desastres naturales o disturbios u otras situaciones que impliquen violencia o riesgo inminente, en la prevención de los delitos, así como para garantizar, mantener y restablecer la paz y el orden públicos; 

VI.
Participar en operativos conjuntos con otras instituciones Policiales locales o municipales y con la autoridad administrativa que realice funciones de inspección y control, que se lleven a cabo conforme a lo dispuesto en la legislación relativa al Sistema Nacional de Seguridad Pública; 

VII.
Vigilar e inspeccionar, para fines de seguridad pública y combate a los delitos, la zona terrestre de las vías generales de comunicación y los medios de transporte que operen en ellas; 

VIII.
Levantar las infracciones, en los formatos proporcionados por la autoridad competente, por violaciones a las disposiciones legales y reglamentarias relativas al uso de la zona terrestre de las vías generales de comunicación de carácter federal y remitirlas a la dependencia competente para su trámite correspondiente; 

IX.
Ejercer, para fines de seguridad pública y combate a los delitos, la vigilancia e inspección sobre la entrada y salida de mercancías y personas en los aeropuertos, puertos marítimos y terminales ferroviarias o de autotransporte de carga o de pasajeros, autorizados para el tráfico internacional, en las aduanas, recintos fiscales, secciones aduaneras, garitas y puntos de revisión aduaneros; así como para los mismos fines sobre el manejo, transporte o tenencia de dichas mercancías en cualquier parte del territorio nacional, conforme a lo dispuesto en la legislación relativa al Sistema Nacional de Seguridad Pública; 

X. Ejercer en el ámbito de su competencia, y en coordinación con el Instituto Nacional de Migración, las facultades que en materia migratoria prescriben la Ley General de Población, su Reglamento y demás disposiciones legales;
XI. Investigar en coordinación con el Instituto Nacional de Migración, si los extranjeros que residen en territorio nacional cumplen con las obligaciones migratorias establecidas en las disposiciones legales aplicables;

XII. Asegurar a solicitud del Instituto Nacional de Migración en las estaciones migratorias a los extranjeros que violen la Ley General de Población, cuando el caso lo amerite;

XIII. Ejecutar a solicitud del Instituto Nacional de Migración las sanciones administrativas previstas por la Ley General de Población y su reglamento;

XIV. Participar en el Sistema Nacional de Seguridad Pública de conformidad con la Ley de Seguridad Pública, Reglamentaria de los Párrafos Séptimo y Octavo del Artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y demás disposiciones aplicables; 

XV. Estudiar, planificar y ejecutar los métodos y técnicas de combate a la delincuencia, funcione como soporte en la investigación de ilícitos; 

XVI. Obtener, analizar, estudiar y procesar información, así como poner en práctica métodos conducentes para el combate de delitos, sea directamente o mediante los sistemas de coordinación previstos en otras Leyes 
federales; 

XVII. Requerir conforme a las normas aplicables, informes y opiniones a las personas físicas o morales encargadas de la prestación de servicios públicos y que puedan suministrar elementos para el debido ejercicio de sus atribuciones; 

XVIII. Colaborar y prestar auxilio a las policías de otros países, conforme a lo establecido en los Tratados o Acuerdos internacionales, bajo la supervisión de la Secretaría del Interior y en coordinación con la Fiscalía General de la Federación; 

XIX. Auxiliar en el ámbito de su competencia a la Fiscalía General de la Federación en la recepción de denuncias sobre acciones u omisiones que puedan constituir delito. 


La víctima o cualquier persona podrán formular la denuncia correspondiente directamente ante la Fiscalía General de la Federación; 

XX. Realizar bajo la dirección funcional y supervisión de la legalidad de los Fiscales del Ministerio Público de la Federación, las investigaciones específicas y actuaciones que le instruyan éstos o la autoridad jurisdiccional conforme a las normas aplicables; 

XXI. Participar en auxilio de las autoridades locales y militares cuando así lo soliciten, 
en 
la 
investigación 
y 
persecución 
de los delitos 
de 
su competencia; 

XXII. Ejecutar, por órdenes expresas de los Fiscales del Ministerio Público de la Federación, la detención de personas conforme al quinto párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el aseguramiento de bienes que sean objeto, instrumento o producto de un delito; 

XXIII. Practicar detenciones o aseguramientos en los casos de flagrancia en los términos de las disposiciones aplicables, poniendo a disposición de la Fiscalía General de la Federación, o de las autoridades administrativas federales competentes, según corresponda, a las personas detenidas o los bienes que se hayan asegurado o que estén bajo su custodia, con estricto cumplimiento de los plazos constitucional y legalmente establecidos; 

XXIV. Informar al inculpado al momento de su detención, sobre los derechos que en su favor establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

XXV. Previo dictamen pericial y aviso al Fiscal del Ministerio Público de la Federación que conozca del asunto, poner a disposición de la autoridad competente a los menores de edad que hubieren incurrido en acciones u omisiones correspondientes a ilícitos tipificados por las Leyes penales federales; 

XXVI. Cuidar que los rastros, objetos, instrumentos o productos del delito sean conservados. Para este efecto impedirá el acceso a toda persona ajena a la investigación y procederá a su clausura si se trata de local cerrado, o su aislamiento si se trata de lugar abierto, y evitará que se alteren o borren de cualquier forma los vestigios del hecho o se remuevan los instrumentos usados para llevarlo a cabo, en tanto intervinieren los peritos necesarios; 

XXVII. Entrevistar a los testigos presumiblemente útiles para descubrir la verdad. De las entrevistas que se practiquen se dejará constancia y se utilizarán meramente como un registro de la investigación y no tendrán valor probatorio; 

XXVIII. Reunir toda la información de urgencia que pueda ser útil al Fiscal que conozca del asunto, para acreditar el cuerpo del delito y la probable responsabilidad del imputado; 

XXIX. Solicitar a las autoridades competentes, así como a las dependencias y organismos de la Administración Pública Federal, Estatal o Municipal, con apego a las disposiciones legales aplicables, informes, documentos, opiniones y elementos de prueba en general que se requiera para el debido desempeño de sus funciones. 

El ejercicio de esta atribución se encontrará limitado a aquellos elementos que para su solicitud, la Ley no contemple una tramitación especial a cargo de autoridad distinta o se encuentren reservados a la Fiscalía General de la Federación; 

XXX. En materia de atención a la víctima u ofendido por algún delito: 

A.
Prestar auxilio inmediato a las víctimas y proteger a los testigos en observancia a lo dispuesto por la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, el Código Federal de Procedimientos Penales, y demás normas aplicables; 

B.
Informar a la víctima u ofendido sobre los derechos que en su favor establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, cuando lo solicite, sobre el desarrollo de la investigación correspondiente en los términos de la legislación aplicable; 

C.
Recibir todos los indicios y elementos de prueba que la víctima u ofendido aporte en ejercicio de su derecho de coadyuvancia, para la comprobación del cuerpo del delito y la probable responsabilidad del imputado, informando de inmediato al Fiscal del Ministerio Público de la Federación a cargo del asunto para que éste acuerde lo conducente; 

D.
Otorgar las facilidades que las Leyes establezcan para identificar al imputado en los casos de delitos contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual, privación ilegal de la libertad, así como dictar todas las medidas necesarias para evitar que se ponga en peligro la integridad física y psicológica de la víctima u ofendido en el ámbito de su competencia, y 

E.
Dictar las medidas necesarias y que estén a su alcance para que la víctima u ofendido reciba atención médica y psicológica de urgencia. Cuando la Policía lo estime necesario, en el ámbito de sus atribuciones, tomará las medidas conducentes para que la atención médica y psicológica se haga extensiva a otras personas. 

En el ejercicio de esta atribución la Policía Federal deberá de asentar constancia de sus actuaciones, misma que se agregará al expediente que para los efectos de investigación se aperture, y 

XXXI. Las demás que determinen las normas aplicables. 

Artículo 10.- La Policía Federal no podrá iniciar ninguna investigación tratándose de delitos perseguibles por querella o su equivalente, salvo las excepciones previstas en el Código Federal de Procedimientos Penales o en la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la Federación. 

Artículo 11.- Las investigaciones de la Policía Federal deberán sujetarse a lo previsto en el Código Federal de Procedimientos Penales y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 12.- En el desempeño de sus atribuciones y obligaciones, la Policía Federal y su Comisionado tendrán el apoyo de los funcionarios públicos y unidades administrativas y órganos desconcentrados que establezca el Reglamento de esta Ley, y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 13.- La Policía a través de sus unidades administrativas y órganos desconcentrados planeará y conducirá sus actividades conforme a los objetivos, estrategias y programas establecidos en el marco del Sistema Nacional de Planeación y a las políticas y programas que determine el Ejecutivo Federal, o en su caso, el Secretario del Interior. 

Capítulo III

Del auxilio a la Policía Federal y de los Servicios Periciales
Artículo 14.- Son auxiliares de la Policía Federal: 

I. 
Los servicios periciales, los cuales integran 
un organismo descentralizado 
sectorizado de la Secretaría del Interior, con autonomía técnica y operativa 
en el ejercicio de sus funciones, con el fin de que sus actuaciones se 
apeguen a la verdad, y en cuyo caso se avocarán a la búsqueda, 
preservación y obtención de indicios y pruebas en general, para la 
investigación de delitos; 

II. 
Las policías en el Distrito Federal, en los Estados integrantes de la 
Federación y en los Municipios, así como los peritos, en las entidades 
federativas y el Distrito Federal, en términos de las disposiciones legales 
aplicables y los acuerdos respectivos; 

III. 
El personal del Servicio Exterior Mexicano acreditado en el extranjero; 

IV. 
Los capitanes, patrones o encargados de naves o aeronaves nacionales, y 

V. Los funcionarios de las entidades y dependencias de la Administración Pública Federal, en términos de las disposiciones aplicables. 

Artículo 15.- Los auxiliares de la Policía Federal deberán, bajo su más estricta responsabilidad, dar aviso de inmediato a ésta, en todos los casos y asuntos en que intervengan con ese carácter, haciendo de su conocimiento los elementos que conozcan con motivo de su intervención. 

Artículo 16.- El Comisionado de la Policía Federal o los servidores públicos en quienes delegue esta función, podrán autorizar al personal de la Policía para auxiliar a otras autoridades que lo requieran en el desempeño de una o varias funciones, que sean compatibles con las que corresponden a la prevención, combate e investigación de los delitos conforme a las normas aplicables. 

El personal autorizado en los términos de este artículo, quedará, subordinado funcionalmente a las autoridades a quienes auxilie, conservando la dependencia estructural y mando que detente. 

Artículo 17.- Las Secretarías del Interior, de Gobernación, y de Hacienda y Crédito Público, así como aquellas dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, cuyas atribuciones se relacionen con las de la Policía Federal, se coordinarán con esta última para el despacho de los asuntos relativos a la seguridad pública a cargo de la Federación. Este mecanismo de coordinación estará presidido por el representante de la Secretaría del Interior que determine el Reglamento de dicha Secretaría. 

Capítulo IV

De la Coordinación y Cooperación con la Fiscalía General de la República y las Dependencias u Organismos de la Administración Pública Federal
Artículo 18.- En sus funciones de investigación y combate a los delitos, la Policía Federal estará bajo la dirección y supervisión funcional de la Fiscalía General de la Federación, con el fin de que todas sus actuaciones se lleven a cabo en el marco de la legalidad y con las formalidades necesarias para que los resultados de tales actuaciones puedan presentarse como evidencia ante los tribunales. 

Artículo 19.- Para la adecuada coordinación en la investigación entre la Fiscalía General de la Federación, y la Policía Federal, se nombrará a un Inspector con el personal necesario para llevar a cabo las diligencias de la investigación. 

Artículo 20.- La Policía Federal realizará sus atribuciones y facultades sin perjuicio de aquellas equipares establecidas por el orden jurídico que rige a los Fiscales del Ministerio Público de la Federación. 

Artículo 21.- La Policía Federal está obligada a dar el debido cumplimiento a las órdenes que con fines de investigación en la averiguación previa o proceso, o cumplimiento de mandamientos, instruyan los Fiscales del Ministerio Público de la Federación con motivo de sus funciones. 

Asimismo, ejecutará las órdenes de aprehensión, cateos y otros mandamientos judiciales o administrativos que le turnen para su cumplimiento los Fiscales del Ministerio Público de la Federación, observando sin excepción los requisitos previstos en los ordenamientos constitucionales y legales aplicables. 

Artículo 22.- Cuando se trate de lo previsto por la fracción XIX del artículo 9 de esta Ley, la Policía Federal deberá informar de inmediato y bajo su más estricta responsabilidad a la Fiscalía General de la Federación para que ésta ordene lo conducente. 

Cuando la denuncia sea presentada de forma anónima o su contenido no sea lo suficientemente claro, la Policía Federal estará obligada a verificar dicha información para que, en su caso, la Fiscalía General de la Federación le de trámite legal o la deseche de plano. 

Artículo 23.- La Policía Federal para todos los casos en que actúe deberá conformar un expediente, en el cual contendrá cuando menos la información relativa a sus actuaciones y el estado que guardan las mismas, así como las diligencias a practicar y aquellas ordenadas por la Fiscalía General de la Federación. 

Artículo 24.- Una vez aperturado el expediente a que se refiere el artículo anterior, la Policía Federal deberá realizar las actuaciones tendientes a proporcionar al Fiscal del Ministerio Público de la Federación que conozca del asunto, los indicios y medios de prueba que permitan la acreditación del cuerpo del delito y la probable responsabilidad del imputado, aún y cuando éste último no ordene expresamente su realización. 

El ejercicio de esta atribución se encontrará limitado a aquellas actuaciones en que la Ley no prevea una tramitación especial o las reserve a la Fiscalía General de la Federación. 

Artículo 25.- La Policía Federal deberá informar por lo menos una vez cada mes, cuando de sus actuaciones se desprenda que existe información o acontecimientos relevantes, o cuando así lo solicite la Fiscalía General de la Federación sobre el estado, curso o resultados que guardan las investigaciones realizadas y ordenadas, a efecto de que dicha autoridad manifieste si tiene alguna observación o resultan necesarias nuevas diligencias. 

Artículo 26.- Cuando durante el desarrollo de la investigación la Policía Federal estime necesaria la realización de diligencias que requieran una tramitación especial o la autorización de la autoridad jurisdiccional, lo comunicará sin demora al Fiscal responsable, quien calificará la procedencia y, en su caso, iniciará su gestión ante la autoridad competente, salvo lo dispuesto por la legislación para los casos de flagrancia y extrema urgencia. 

Artículo 27.- Cuando la Policía y la Fiscalía General de la Federación investiguen sobre la comisión de un mismo hecho presumiblemente constitutivo de delito, la Corporación Policial Federal de inmediato deberá poner a disposición del Fiscal a cargo del asunto, toda la información e indicios o elementos probatorios con los que hasta ese momento cuente, con motivo de la investigación desarrollada. 

Artículo 28.- La Policía Federal en el desarrollo de sus funciones operativas de revisión de vehículos o transportes que operen o transiten por las vías generales de comunicación, con la finalidad de interceptar narcóticos, psicotrópicos, sustancias prohibidas, precursores químicos, armas de fuego, municiones, explosivos y objetos o productos de delito, observará en todo momento lo previsto por la legislación aplicable para los casos de flagrancia. 

Al interceptarse mercancías que para su transportación requieran de permisos especiales y carezcan de estos, deberá dar aviso inmediato a las autoridades competentes. 

Artículo 29.- Si se trataré de delito flagrante, la Policía Federal dictará todas las medidas y providencias necesarias para el debido cumplimiento de lo que en materia de preservación de indicios dispone el Código Federal de Procedimientos Penales, y en todos los casos y bajo su más estricta responsabilidad, informará de inmediato de lo acaecido así como de los bienes u objetos asegurados, al Fiscal del Ministerio Público de la Federación responsable, mismo que evaluará la legalidad de sus actuaciones y acordará lo conducente. 

La Policía Federal podrá previa notificación al Fiscal del Ministerio Público de la Federación, y cuando la gravedad o extrema urgencia del asunto así lo requieran, ordenar la intervención de los servicios periciales para evitar que los indicios, pruebas, objetos o productos del delito se alteren o destruyan. 

Artículo 30.- Cuando la Policía Federal realice detenciones en los términos previstos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás ordenamientos aplicables, como flagrancia, lo comunicará de inmediato al Fiscal del Ministerio Público de la Federación correspondiente para que éste califique la detención y de ser procedente autorice la retención de la persona en términos de la legislación aplicable. 

Artículo 31.- El Policía Federal responsable, en uso de sus facultades analizará y evaluara la evidencia obtenida producto de sus investigaciones, y en caso de considerarla insuficiente para que el Fiscal del Ministerio Público de la Federación acredite el cuerpo del delito y la probable responsabilidad del imputado, realizará las diligencias conducentes para obtener los elementos probatorios necesarios para consignar. 

Artículo 32.- Cuando el Policía Federal con motivo de sus funciones realice de manera formal una solicitud al Fiscal del Ministerio Público de la Federación que conoce del asunto, considere infundada la determinación del Fiscal mediante la cual niega la tramitación de la misma, podrá recurrir ante el superior jerárquico del Fiscal, exponiendo los argumentos mediante los cuales fundamenta su consideración, debiendo pronunciarse éste último al respecto en los términos previstos por la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la Federación. 

Artículo 33.- La Policía Federal estará obligada a someter a consideración del Fiscal del Ministerio Público de la Federación responsable del asunto para su aprobación, la puesta a disposición ante las autoridades competentes o al órgano jurisdiccional, de los inimputables mayores de edad cuando se deban aplicar medidas de seguridad, ejerciendo las acciones correspondientes en los términos establecidos en las normas aplicables. 

En el caso de que el Fiscal del Ministerio Público de la Federación determine no autorizar la puesta a disposición a que se refiere este artículo, la Policía Federal procederá a ponerlo en libertad. 

Artículo 34.- De conformidad con el artículo 8º de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, la Policía Federal ejercerá bajo la dirección de la Fiscalía General de la Federación, las facultades que dicho ordenamiento le confiere. 

Artículo 35.- La Policía Federal deberá contar con una unidad especializada en la investigación de delitos cometidos por miembros de la delincuencia organizada, que actúe bajo la dirección y supervisión funcional de la Fiscalía Especializada que prevé el artículo 8º de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, y demás disposiciones aplicables. 

La Fiscalía Especializada a que se refiere el párrafo anterior contará con un cuerpo técnico de control, que en las intervenciones de comunicaciones privadas que ejecute la Policía Federal, verificará la autenticidad de sus resultados; establecerá lineamientos sobre las características de los aparatos, equipos y sistemas a autorizar; así como sobre la guarda, conservación, mantenimiento y uso de los mismos. 

El Reglamento de esta Ley establecerá los perfiles y requisitos que deberán satisfacer los servidores públicos que conformen la referida unidad especializada, para asegurar un alto nivel profesional, así como de eficiencia y efectividad. 

En caso necesario, el titular de esta unidad podrá solicitar al Fiscal General de la Federación o Fiscal responsable de la Fiscalía Especializada, la colaboración de otras dependencias de la Administración Pública Federal o entidades federativas. 

Artículo 36.-El Policía que retrase, entorpezca o desobedezca las órdenes que gire el Fiscal del Ministerio Público de la Federación o la autoridad judicial en el ejercicio de sus funciones, dará lugar al empleo de medios de apremio, imposición de correcciones disciplinarias o responsabilidad administrativa o penal, según sea el caso, en los términos dispuestos por la presente Ley, su Reglamento, y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 37.- Las desavenencias que se susciten entre la Policía Federal y la Fiscalía General de la Federación con motivo del ejercicio de las atribuciones de ambas instituciones, se dirimirán en la Comisión respectiva, prevista por el Reglamento de la Ley de la Fiscalía General de la Federación. 

La Policía Federal observará en todas y cada una de sus partes, el acuerdo tomado por la Comisión a que se refiere el párrafo que antecede, cuando éste se encuentre debidamente validado por el Pleno del Consejo de la Fiscalía General de la Federación. 

Lo anterior se realizara con independencia de la responsabilidad administrativa o penal a que hubiere lugar. 

Capítulo V

Del Gobierno de la Corporación
Artículo 38.- El gobierno, dirección y ejercicio de las funciones de la Policía Federal estarán encomendados a un Comisionado, del que dependerán directamente las distintas divisiones y unidades de la Corporación. 

Artículo 39.- Para ser Comisionado de la Policía Federal deberán cumplirse los requisitos siguientes: 

I. 
Ser ciudadano mexicano por nacimiento sin tener otra nacionalidad, en pleno 
ejercicio de sus derechos políticos y civiles; 

II. 
Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación; 

III. 
Ser de notoria buena conducta, no haber sido condenado por sentencia 
irrevocable por delito doloso, ni estar sujeto a proceso penal; 

IV. 
Tener grado de licenciatura, con título y cédula profesional; 

V.
Comprobar una experiencia mínima de cinco años en labores vinculadas con la seguridad pública, y 

VI.
No haber sido suspendido, destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público, en los términos de las normas aplicables; 

Artículo 40.- Son facultades y obligaciones del Comisionado de la Policía Federal: 

I.
Ejercer atribuciones de mando, dirección, disciplina y aquellas conferidas por el Reglamento de la presente Ley y los demás ordenamientos legales aplicables; 

II.
Proponer al Secretario del Interior, la adopción de la política Policial como parte de la política criminal a seguir por el Ejecutivo Federal; 

III.
Proponer al Secretario del Interior, el Reglamento de la presente Ley, y las reformas a la misma que juzgue necesarias; 

IV.
Expedir los Manuales, Acuerdos, Circulares, Instructivos, Bases y demás normas administrativas para el buen funcionamiento de la corporación, y ordenar su publicación en el Diario Oficial de la Federación; 

V.
Nombrar a los mandos superiores de la Policía Federal, de acuerdo a lo establecido por esta Ley y su Reglamento, dando preferencia a los miembros del Servicio de Carrera Policial; 

VI.
Nombrar a los elementos Policiales de designación especial; 

VII.
Adscribir con la aprobación del Secretario del Interior y conforme a esta Ley y su Reglamento, a las unidades administrativas a su mando, mediante acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Federación; 

VIII.
Ejercer los recursos que se aporten para la operación y funcionamiento de la Policía Federal; 

IX.
Informar periódicamente al Titular del Ejecutivo Federal y al Secretario del Interior y siempre que se requiera, sobre el desempeño de las atribuciones de la Policía Federal y de los resultados alcanzados; 

X.
Concurrir en la integración y participar en la instancia superior de coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública; 

XI.
Participar en las reuniones del Consejo de Participación Ciudadana de la Policía Federal; 

XII.
Presidir el Consejo de Honor y Profesionalización de la Policía Federal; 

XIII.
Promover la realización de cursos, seminarios o eventos con instituciones nacionales y extranjeras convenientes para la Policía Federal, conforme a las necesidades de capacitación y desarrollo profesional que propongan el Consejo de Honor y Profesionalización de la Policía Federal, y el Consejo de Participación Ciudadana; 

XIV. Celebrar convenios y demás actos jurídicos de coordinación con otras dependencias, así como llevar a cabo todas aquellas actividades directamente relacionadas con el ámbito de competencia de la Policía Federal; 

XV.
Establecer la coordinación con autoridades federales, estatales, del Gobierno del Distrito Federal, municipales y delegacionales en el ámbito de su competencia; 

XVI. Asistir a las sesiones del Consejo de la Fiscalía General de la Federación cuando expresamente se le invite; 

XVII. Representar los intereses de la Policía Federal en las sesiones que convoque la Comisión en materia Policial, del Consejo de la Fiscalía General de la Federación; 

XVIII.
Conducir las relaciones de colaboración y auxilio con las autoridades Policiales de otros países, conforme a lo establecido en Tratados, Convenios y Acuerdos Internacionales, en coordinación con la Fiscalía General de la Federación; 

XIX. Vigilar, en el área de su competencia, el cumplimiento de las disposiciones legales y administrativas en materia de protección a los derechos humanos, y 

XX.
Las demás que expresamente otras normas le confieran. 

Las facultades y obligaciones a que se refieren las fracciones II, III, IV, V, VI, VII, IX, X, XII, XIV, XV, XVI y XVIII de este artículo, serán indelegables. 

Artículo 41.- Los Directores y Coordinadores Generales y demás servidores públicos que determine la presente Ley y su Reglamento, auxiliarán conforme a las normas aplicables, al Comisionado en el ejercicio de las atribuciones conferidas a la Policía Federal. 

Los Directores y Coordinadores Generales se deberán reunir los requisitos que establezca el Reglamento de esta Ley, y serán nombrados y removidos libremente por el Secretario del Interior, a propuesta del Comisionado. 

Capítulo VI

Del Servicio de Carrera Policial
Artículo 42.- La relación entre la Policía Federal y su personal se regulará por lo dispuesto en la fracción XIII, apartado B, del artículo 123 constitucional, la presente Ley y las demás disposiciones aplicables. 

Artículo 43.- La Policía Federal estará integrada por policías de carrera, y en casos excepcionales, por policías de designación especial, con base en el Catálogo de Puestos. 

Para los efectos de esta Ley, se entiende por policías de designación especial aquellos que sin ser de carrera, son nombrados por el Comisionado en forma excepcional, en términos de lo dispuesto por la fracción VI del artículo 40 del presente ordenamiento, así como lo dispuesto por el Reglamento de esta Ley. 

Una vez emitido el nombramiento del policía de designación especial, deberá hacerse del conocimiento del Consejo de Honor y Profesionalización y del Consejo de Participación Ciudadana de la Policía Federal en un plazo no mayor de quince días hábiles, informando las razones que justifiquen el ejercicio de esta atribución y la temporalidad de la misma. 

Artículo 44.- El Servicio de Carrera Policial es el mecanismo de carácter obligatorio y permanente que garantiza la igualdad de oportunidades en el ingreso, formación y desarrollo a la Policía Federal con base en el mérito y capacidad, con el fin de profesionalizar a la Corporación para el óptimo desempeño de sus funciones. 

Artículo 45.- Los principios rectores del Servicio de Carrera Policial serán la honradez, el respeto a los derechos humanos, la certeza, legalidad, objetividad, imparcialidad, profesionalismo y la eficiencia. 

Artículo 46.- El Servicio de Carrera Policial estará dirigido por el Consejo de Honor y Profesionalización, el cual estará presidido por el Comisionado de la Policía Federal e integrado por los funcionarios que determine el Reglamento de la presente Ley, mismo que será la instancia normativa del servicio. 

Para las cuestiones relativas a los Subsistemas de Planeación; Reclutamiento; Desarrollo y Selección; Formación Continua y Evaluación del Desempeño del Servicio de Carrera Policial, el Consejo de Honor y Profesionalización contará con la coadyuvancia del Consejo de Participación Ciudadana de la Policía Federal. 

Artículo 47.- El Servicio comprenderá los siguientes rangos, categorías y especialidades, previstos en el Catálogo de Puestos de la Policía Federal, aprobado por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público de conformidad con la disponibilidad presupuestal y en observancia a lo establecido en la Ley de Seguridad Pública, Reglamentaria de los Párrafos Séptimo y Octavo del Artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 

I.
Mando Superior.- Tendrá dos categorías: Comisario en Jefe y Comisario. A la categoría de Comisario en Jefe se accede desde la de Comisario y a la categoría de Comisario desde el rango de Inspector o Investigador, por concurso de selección interna en ambos casos; 

II.
Mando Medio Superior.-Tendrá dos categorías: Inspector en Jefe e Inspector; y dos especialidades: Investigador en Jefe y Investigador. Su sistema de acceso será el de concurso de selección interna; 

III.
Oficial.-Tendrá tres categorías: Sargento Primero de Policía, Sargento Segundo de Policía y Oficial de Policía, a las que se accederá por concursos  de selección interna y oposición libre, y 

IV.
Escala Básica, la cual tendrá una sola categoría la de Suboficial de Policía, a la que se accederá por concurso de selección previo reclutamiento y formación. 

Artículo 48.- Para el acceso a los rangos anteriores se exigirá contar con una antigüedad mínima de un año, así como la superación de los cursos correspondientes en la unidad administrativa u órgano desconcentrado que se contemple para estos efectos en el Reglamento de la presente Ley, además de las evaluaciones por desempeño que establezca el Servicio de Carrera Policial y el Consejo de Honor y Profesionalización. 

Tratándose de la categoría de Oficial se podrá acceder por concurso se oposición libre conforme a lo dispuesto por ésta Le y demás disposiciones aplicables relativas al reclutamiento 

El Catálogo de Puestos de la Policía Federal de acuerdo a la disponibilidad presupuestal, también considerará las plazas de profesionista, de administrativo y de técnico que sean necesarias para la cobertura y apoyo de la función Policial, y se cubrirán de acuerdo al Reglamento de esta Ley. 

Excepcionalmente, si las circunstancias lo exigen, podrán contratarse, temporalmente especialistas de designación especial para el desempeño de tales funciones. 

La creación de nuevos cargos en el Catálogo de Puestos de la Policía Federal, sin importar su denominación, deberá ser por homologación a los rangos, categorías y especialidades que esta Ley establece. 

Artículo 49.- El Policía Federal sólo podrá ser nombrado, promocionado a la categoría inmediata superior y removido en los casos y bajo los procedimientos previstos en esta Ley y su Reglamento. 

Artículo 50.- El Servicio de Carrera Policial comprende los Subsistemas de Planeación; Reclutamiento; Desarrollo y Selección; Formación Continua; Evaluación del Desempeño y, Separación, que se precisan a continuación: 

I.
Subsistema de Planeación. Determinará las necesidades cuantitativas y cualitativas de personal que requiera la Policía Federal para el eficiente ejercicio de sus funciones, con base en los criterios emitidos por el Consejo de Honor y Profesionalización, las sugerencias realizadas por el Consejo de Participación Ciudadana y el Catálogo de Puestos de la Policía Federal; 

II.
Subsistema de Reclutamiento. Regulará el reclutamiento de candidatos, así como los requisitos necesarios para que los aspirantes se incorporen al Servicio de Carrera Policial; 

III.
Subsistema de Desarrollo y Selección. Contendrá los procedimientos para la determinación de planes individualizados de Carrera de los Policías Federales, a efecto de identificar claramente las posibles trayectorias de desarrollo, que les permita su selección interna a rangos y especialidades de mayor nivel jerárquico y sueldo, o bien a unidades con distinta adscripción dentro de la Corporación, previo cumplimiento de los requisitos establecidos y aprobación de los concursos de selección a los que se convoque; 

IV.
Subsistema de Formación Continua. Establecerá los modelos de capacitación y actualización para los policías federales, que les permitan adquirir: 

A.
La especialización, actualización y educación formal en el cargo desempeñado; 

B.
Las aptitudes y actitudes necesarias para ocupar otros cargos de mayor responsabilidad; 

C.
La posibilidad de superarse institucional, profesional y personalmente dentro de la Corporación, y 

D.
Las habilidades necesarias para certificar nacional e internacionalmente las capacidades adquiridas. 

V.
Subsistema de Evaluación del Desempeño. Su propósito es establecer los mecanismos de medición y valoración del desempeño de los policías federales, que serán a su vez los parámetros para obtener ascensos, promociones, premios y estímulos, así como garantizar la estabilidad laboral, y 

VI.
Subsistema de Separación. Se encarga de atender los casos y supuestos mediante los cuales un miembro del Servicio de Carrera Policial deja de formar parte del mismo o se suspenden temporalmente sus derechos. 

El Reglamento determinará los órganos con que la Corporación operará uno o más de los anteriores procesos. 

Artículo 51.- El Consejo de Honor y Profesionalización con la coadyuvancia del Consejo de Participación Ciudadana en términos de las disposiciones aplicables, será la instancia de vigilancia de las trayectorias personales y desarrollo de los policías de carrera. 

El Consejo de Honor y Profesionalización, para la correcta supervisión del Servicio de Carrera Policial, tendrá además de las funciones establecidas en el Reglamento de esta ley, las siguientes: 

I.
Emitir reglas generales y dictar actos que definan las modalidades a través de las cuales se implemente el Servicio de Carrera Policial, conforme a las necesidades y características de la propia Corporación, de acuerdo con los lineamientos de la Secretaría del Interior, las recomendaciones del Consejo de Participación Ciudadana, la presente ley y disposiciones que de ella emanen; 

II.
Aprobar las convocatorias para ingreso, así como los resultados de los concursos de ingreso y de ascensos del personal de carrera; 

III.
Supervisar y evaluar conjuntamente con el Consejo de Participación Ciudadana, el Servicio de Carrera Policial, así como establecer políticas y criterios generales para tal efecto; 

IV.
Conjuntamente con el Consejo de Participación Ciudadana, recomendar al Comisionado de la Policía Federal, la adscripción inicial y los cambios de adscripción del personal de Carrera Policial; 

V.
Resolver en única instancia los procedimientos de separación del servicio de carrera y de remoción establecidos en la presente ley y su Reglamento; 

VI.
Establecer criterios y políticas generales de capacitación, fo rmación, actualización, especialización del personal de carrera, tomando en cuenta las consideraciones, observaciones y recomendaciones planteadas por el Consejo de Participación Ciudadana; 

VII.
Elaborar conjuntamente con el Consejo de Participación Ciudadana, el proyecto de otorgamiento de reconocimientos, incentivos y estímulos al desempeño destacado a favor de los miembros del Servicio de Carrera Policial; 

VIII.
Dictar las normas necesarias para la regulación de su organización y funcionamiento interno; 

IX.
Establecer los órganos y comisiones que deban auxiliarlo en el desempeño de sus funciones, y 

X.
Las demás que le otorguen las disposiciones reglamentarias del Servicio de Carrera Policial. 

Capítulo VII

De los Derechos y Deberes de los Elementos Policiales

Artículo 52.- El desempeño del Servicio de Carrera Policial será incompatible con el ejercicio de cualquier otro cargo, profesión o actividad que impida o menoscabe el estricto cumplimiento de los deberes del Policía de carrera. 

Artículo 53.- Los miembros del Servicio de Carrera Policial no podrán: 

I.
Desempeñar empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública Federal, en el Gobierno del Distrito Federal o de los Estados integrantes de la Federación y Municipios, así como trabajos o servicios en instituciones privadas, salvo los de carácter docente y aquellos que autorice la Secretaría del Interior, siempre que éstos no sean incompatibles con sus funciones en la misma; 

II.
Prestar servicios técnicos o profesionales a cualquier persona, corporación o empresa con fines de lucro. 

Sólo se podrá ejercer profesión cualquiera por sí o por interpósita persona en causa propia, de su cónyuge, concubina o concubinario, de sus ascendientes 

o descendientes, de sus hermanos o de su adoptante o adoptado; 

III.
Ejercer las funciones de tutor, curador o albacea judicial, a no ser que tenga el carácter de heredero o legatario, o se trate de sus ascendientes, descendientes, hermanos, adoptante o adoptado, y 

IV.
Ejercer ni desempeñar las funciones de depositario o apoderado judicial, síndico, administrador, interventor en quiebra o concurso, notario, corredor, comisionista, árbitro o arbitrador. 

Artículo 54.- Serán deberes de los miembros del Servicio de Carrera Policial: 

I.
Ejercer su función en plena observancia a la Constitución, así como con apego al orden jurídico respetando los derechos humanos amparados por éste, los tratados internacionales en que los Estados Unidos Mexicanos sea parte, así como las normas que rigen sus actuaciones; 

II.
Conducirse siempre con dedicación y disciplina, sujetándose a los principios de jerarquía y subordinación. En ningún caso, la obediencia debida podrá amparar órdenes que entrañen la ejecución de actos que manifiestamente constituyan delito o sean contrarios a la Constitución o a las Leyes; 

III.
Prestar auxilio a las personas amenazadas por algún peligro o que hayan sido víctimas de algún delito, así como brindar protección a sus bienes y derechos. En todas sus intervenciones, proporcionará info rmación precisa y amplia sobre las causas y finalidad de las mismas; 

IV.
En el ejercicio de sus funciones deberá actuar con la decisión necesaria, sin demora cuando de ello dependa evitar un daño grave, inmediato e irreparable; rigiéndose al hacerlo por los principios de congruencia, oportunidad y proporcionalidad en la utilización de los medios a su alcance; 

V.
Solamente deberá utilizar las armas en las situaciones en que exista un riesgo racionalmente grave para su vida, su integridad física o la de terceras personas, o en aquellas circunstancias que puedan suponer un grave riesgo para la seguridad ciudadana y de conformidad con los principios a que se refiere el fracción anterior; 

VI.
Cumplir sus funciones con absoluta imparcialidad, sin discriminar a persona alguna por su raza, religión, sexo, condición económica o social, preferencia sexual, ideología política o por algún otro motivo; 

VII.
Abstenerse en todo momento y bajo cualquier circunstancia de infligir, tolerar o permitir actos de tortura u otros tratos o sanciones crueles, inhumanos o degradantes, aun cuando se trate de una orden superior o se argumenten circunstancias especiales, tales como amenaza a la seguridad pública, urgencia de las investigaciones o cualquier otra; al conocimiento de ello, lo denunciará inmediatamente ante la autoridad competente; 

VIII.
Observar un trato respetuoso con todas las personas, debiendo abstenerse de todo acto arbitrario y de limitar indebidamente las acciones o manifestaciones que, en ejercicio de sus derechos constitucionales y con carácter pacífico realice la población; 

IX.
Actuar con integridad y dignidad, absteniéndose de todo acto de corrupción y oponerse a ésta resueltamente; 

X.
Abstenerse de realizar la detención de persona alguna sin cumplir con los requisitos previstos en los ordenamientos constitucionales y legales aplicables; 

XI.
Identificarse debidamente como Policía Federal en el desarrollo de sus funciones; 

XII.
Velar por la vida e integridad física de las personas detenidas y respetarán su honor y dignidad, en tanto se ponen a disposición del Fiscal del Ministerio Público o de la autoridad competente; 

XIII.
Cumplir con las instrucciones que dicten los superiores jerárquicos, así como con todas sus obligaciones inherentes a su cargo y categoría, siempre y cuando sea conforme a derecho; 

XIV. Preservar el sigilo de los asuntos que por razón del desempeño de su función conozcan, con las excepciones que determinen las leyes; 

XV.
Participar en las evaluaciones establecidas para su permanencia y desarrollo en el Servicio de Carrera Policial; 

XVI. Participar en los programas de capacitación obligatoria que comprende la actualización, especialización y educación formal, sin menoscabo de otras condiciones de desempeño que deba cubrir, en los términos que estable zca su nombramiento, y 
XVII. Las demás que determine el Comisionado y el Consejo de Honor y Profesionalización en apego a las disposiciones aplicables. 

Artículo 55.- Los miembros del Servicio de Carrera Policial gozarán de los siguientes derechos: 

I. 
Estabilidad y permanencia en el Servicio en los términos y bajo las 
condiciones que prevé esta ley, su reglamento y demás disposiciones 
aplicables; 

II. 
Recibir el nombramiento como miembro del Servicio de Carrera Policial una
vez cubiertos los requisitos establecidos en esta ley y demás normas 
aplicables; 

III. 
Percibir las remuneraciones correspondientes a su cargo, además de los 
beneficios y estímulos que se prevean; 

IV. 
Acceder a un cargo distinto o superior cuando se haya cumplido con los 
requisitos y procedimientos descritos en este ordenamiento; 

V.
Recibir gratuitamente capacitación y actualización para el mejor desempeño de sus funciones. 

Los elementos Policiales estarán obligados a tomar cuando menos un curso de actualización al año, en los términos que determine el Reglamento de esta ley. De igual forma el Consejo de Honor y Profesionalización en coordinación con el Consejo de Participación Ciudadana, deberá implementar los mecanismos necesarios para la debida observancia de la presente disposición; 

VI.
Ser evaluado con base en los principios rectores de esta ley y ser informado del resultado de los exámenes que haya sustentado dicha evaluación, en un plazo no mayor de sesenta días naturales; 

VII.
Ser evaluado nuevamente previa capacitación correspondiente, cuando en alguna evaluación no haya resultado aprobado, en los términos previstos en la presente ley; 

VIII.
Promover los medios de defensa que establece esta ley, contra las resoluciones emitidas en aplicación de la misma; 

IX.
Recibir una indemnización en los términos de Ley, cuando sea reconocido por los medios o vías legales que corresponda que fue despedido injustificadamente; 

X.
Sugerir al Consejo de Honor y Profesionalización, las medidas que estimen pertinentes para el mejoramiento del Servicio de Carrera, por conducto de sus representantes y en ejercicio del derecho de petición; 

XI.
Percibir prestaciones acordes con las características del servicio, de conformidad con el presupuesto asignado a la Corporación y demás normas aplicables; 

XII.
Gozar de las prestaciones que establezca la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado y demás disposiciones aplicables; 

XIII.
Acceder al sistema de estímulos económicos y sociales, cuando su conducta y desempeño así lo ameriten y de acuerdo con las normas aplicables y las disponibilidades presupuestales; 

XIV. Participar en los concursos de selección interna para acceder a un rango superior; 

XV.
Gozar de un trato digno y decoroso por parte de sus subalternos y superiores jerárquicos; 

XVI. Recibir el equipo de trabajo necesario y sin costo alguno; 

XVII. Recibir atención médica de urgencia sin costo alguno, cuando sean lesionados con motivo o durante el ejercicio de sus funciones; 

XVIII.
Gozar de los beneficios que establezcan las disposiciones aplicables una vez terminado de manera ordinaria el Servicio de Carrera Policial; 

XIX. Gozar de permisos y licencias en términos de las disposiciones aplicables, y 

XX.
Los demás que establezcan las disposiciones aplicables. 

Los integrantes de la Policía Federal por designación especial, participarán en los programas de capacitación, actualización y especialización, y gozarán de los derechos a que se refiere este artículo, salvo los contenidos en las fracciones X, XIV y XVIII. 

Capítulo VIII

De los Subsistemas

Sección Primera 

Del Subsistema de Planeación

Artículo 56.- La Corporación establecerá un subsistema de Planeación para el eficiente ejercicio del Servicio de Carrera Policial. 

A través de sus diversos procesos, cada subsistema: 

I.
Registrará y procesará la información necesaria para la definición del Catálogo de Puestos; 

II.
Calculará las necesidades cuantitativas y cualitativas del personal, la rotación, retiro y separación de los policías sujetos al servicio, con el fin de que la estructura de la Policía Federal tenga el número de elementos adecuado para su buen funcionamiento y, permita la movilidad de los miembros del Servicio; 

III.
Elaborará estudios prospectivos de los escenarios futuros de la Policía Federal para determinar las necesidades de formación que requerirá la misma en el corto y mediano plazos, con el fin de permitir a los miembros del Servicio de Carrera cubrir los perfiles demandados por los diferentes cargos, rangos, categorías y especialidades; 

IV.
Analizará el desempeño y los resultados de los policías de carrera en las unidades administrativas u órganos desconcentrados de la Policía Federal, emitiendo las conclusiones conducentes; 

V.
Revisará y tomará en cuenta los resultados de las evaluaciones sobre el Servicio de Carrera Policial; 

VI.
Realizará los demás estudios, programas, acciones y trabajos que sean necesarios para el desarrollo del Servicio de Carrera Policial, y 

VII.
Ejercerá las demás funciones que le señale esta Ley, su Reglamento y demás disposiciones relativas.

Sección Segunda

Del Subsistema de Reclutamiento

Artículo 57.- El aspirante a ingresar al Servicio de Carrera Policial deberá cumplir, además de lo que señale la convocatoria respectiva, con los siguientes requisitos: 

I.
Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos, así como no tener otra nacionalidad; 

II.
No haber sido sentenciado con sanción privativa de libertad por delito doloso, ni estar sujeto a procedimiento penal; 

III.
Tener aptitud para el desempeño de funciones Policiales; 

IV.
No ser ministro de algún culto religioso; 

V.
No estar inhabilitado para el servicio público ni encontrarse con algún otro impedimento legal; 

VI.
Contar con estudios concluidos de nivel medio superior, y en los casos de las especialidades de Inspector o Investigador, requerirán tener licenciatura o equivalente 

Tratándose de concursos de oposición libre para acceder a la categoría de Oficial; el aspirante además de cumplir con los requisitos previstos por esté artículo, deberá contar con título y cédula profesional en alguna licenciatura o su equivalente; 

VII.
Contar con la edad y el perfil físico, médico, ético y de personalidad que las disposiciones aplicables o el Consejo de Honor y Profesionalización establezcan como necesarias para realizar actividades Policiales; 

VIII.
En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Nacional; 

IX.    Aprobar el proceso de formación inicial; 

X.
Cumplir satisfactoriamente los demás requisitos y procedimientos de ingreso a que se refiere esta Ley y las disposiciones aplicables conforme a ésta; 

XI.
No hacer uso ilícito de sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras que produzcan efectos similares, ni padecer alcoholismo, y 

XII.
Los demás requisitos que establezcan otras disposiciones aplicables. 

Artículo 58.- Previo al ingreso como Policía Federal, incluyendo los casos de nombramiento especial, será obligatorio consultar los requisitos y antecedentes de la persona respectiva en el Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública, en los términos previstos en la Ley de Seguridad Pública, Reglamentaria de los Párrafos Séptimo y Octavo del Artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 59.- Para permanecer, el miembro del Servicio de Carrera Policial deberá: 

I.
Participar y aprobar los programas de actualización y capacitación que serán obligatorios; 

II.
Aprobar los procesos de evaluación del desempeño, de forma permanente, periódica y obligatoria que establezca el Reglamento de esta Ley; 

III.
No ausentarse del servicio sin causa justificada por un período de tres días consecutivos, o de cinco días dentro de un término de treinta días; 

IV.
Cumplir los requisitos de ingreso durante el servicio, y 

V.
Los demás requisitos que establezcan las disposiciones aplicables. 

No podrá existir discriminación o preferencia alguna por razón de género, edad, capacidad física, religión, estado civil, origen étnico o condición social para la pertenencia al servicio. 

No se podrá considerar como discriminación al diagnóstico de la autoridad médica que determine un impedimento en el aspirante, que por su misma naturaleza le imposibilite total o parcialmente para el debido desempeño de las funciones policiales. 

Artículo 60.- Reclutamiento es el proceso que permite al Servicio de Carrera Policial atraer aspirantes a ocupar un cargo dentro de la escala básica en la categoría de Oficial o Suboficial de policía con los perfiles y requisitos necesarios, a través de convocatorias públicas abiertas. 

Este proceso dependerá de las necesidades institucionales para cada ejercicio fiscal de acuerdo al presupuesto autorizado. En caso de ausencia de plazas de este nivel no se emitirá la convocatoria. 

Previo al reclutamiento, la Corporación en coordinación con el Consejo de Participación Ciudadana, organizará eventos de inducción para motivar el acercamiento de aspirantes y promover la carrera Policial. 

Artículo 61.- Además de lo previsto en el artículo anterior, el reclutamiento permitirá analizar la capacidad, conocimientos, habilidades y desempeño de los aspirantes a ingresar a la Policía Federal comprendiendo dos etapas: 

I.
Primera. Consistirá en la aprobación de los cursos y entrenamiento o adiestramiento que el aspirante haya recibido en la unidad administrativa u órgano desconcentrado que para los efectos se contemple en el Reglamento de la presente ley, y 

II.
Segunda. Será la evaluación del desempeño que el aspirante haya tenido durante su período de prueba en la Policía. 

En las dos etapas se deberá asegurar la participación en igualdad de oportunidades. 

Artículo 62.- El aspirante deberá cubrir una estancia en la unidad administrativa u órgano desconcentrado que para los efectos se contemple en el Reglamento de la presente Ley, a fin de recibir el entrenamiento y capacitación iniciales, la cual tendrá una duración mínima de 24 semanas. 

Artículo 63.- El aspirante, una vez que haya aprobado su capacitación inicial, será seleccionado como Suboficial de Policía, y estará a prueba durante un período de seis meses a un año. 

Durante dicho período, se evaluará su desempeño a fin de proceder, en caso de que éste sea positivo, a su incorporación definitiva a la Policía Federal y se le entregará su nombramiento como miembro del Servicio Policial de Carrera en al categoría de Suboficial de Policía. 

Al recibir su nombramiento, el Policía deberá protestar acatamiento a la Constitución y Leyes de México, en la siguiente forma: 

“Protesto desempeñar leal y patrióticamente el cargo de Policía Federal y guardar y hacer guardar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las Leyes que de ella emanen”. 

Artículo 64.- La Corporación emitirá las guías y lineamientos generales para la elaboración y aplicación de los mecanismos y herramientas de evaluación que operará el Consejo de Honor y Profesionalización para el reclutamiento de acuerdo con los preceptos de esta Ley y su Reglamento, contando con la coadyuvancia del Consejo de Participación Ciudadana. 

Sección Tercera

Del Subsistema de Desarrollo y Selección

Artículo 65.- Desarrollo y Selección son los procedimientos mediante los cuales los Policías de carrera con base en el mérito y su desempeño podrán ocupar rangos, categorías y especialidades de mayor jerarquía en la Policía Federal. 

El mecanismo y los criterios para los concursos de selección interna para ascender en los rangos, categorías y especialidades de la Policía Federal, a los que se refieren los incisos I, II y III del artículo 47 de esta Ley, serán desarrollados por el Consejo de Honor y Profesionalización con la coadyuvancia del Consejo de Participación Ciudadana, debiendo considerarse la trayectoria, experiencia, los resultados de las evaluaciones del desempeño, y de los cursos y entrenamientos recibidos en la unidad administrativa u órgano desconcentrado que para los efectos se contemple en el Reglamento de la presente ley, de conformidad con el Catálogo de puestos de la Policía Federal y los procedimientos establecidos y demás normas aplicables. 

Para participar en los concursos de selección, los Policías de carrera deberán cumplir con los requisitos y perfiles del puesto, y aprobar las pruebas que, para el caso, establezca el Consejo de Honor y Profesionalización. 

Artículo 66.- Cada Policía podrá sugerir al Consejo de Honor y Profesionalización, su plan de carrera con base en su interés y en los grados de especialización, así como su adscripción en unidades especializadas. 

Artículo 67.- La movilidad en el Servicio de Carrera Policial podrá seguir las siguientes trayectorias: 

I.
Vertical en posiciones de mayor rango, categoría o especialidad, donde las funciones se harán más complejas y de mayor responsabilidad, y 

II.
Horizontal o trayectorias laterales, que son aquellas que corresponden a su adscripción en diferentes unidades especializadas donde se cumplan condiciones de equivalencia, homologación, e incluso afinidad, entre los cargos que se comparan, a través de sus respectivos perfiles. 

Artículo 68.- Los cargos deberán relacionarse en su conjunto con las categorías de sueldo que les correspondan, procurando que entre un cargo inferior y el inmediato superior, existan condiciones salariales proporcionales y equitativas. 

Sección Cuarta

Del Subsistema de Formación Continua

Artículo 69.- La Formación continua es el proceso mediante el cual los Policías de carrera son inducidos, preparados, actualizados y certificados para desempeñar un cargo, rango, categoría y especialidad en la Policía Federal. La Corporación emitirá las normas que regularán este proceso. 

La unidad administrativa u órgano desconcentrado que para los efectos se contemple en el Reglamento de la presente Ley, será donde se preparen, capaciten, entrenen, actualicen y especialicen los Policías. Dicha unidad administrativa u órgano desconcentrado en coordinación con el Consejo de Honor y Profesionalización y el Consejo de Participación Ciudadana calificará y evaluará a los elementos que se sometan a sus programas de formación y emitirá la certificación correspondiente. 

La Corporación podrá designar a cualesquiera otras instituciones, dependencias u organismos para la los efectos a que se refiere el párrafo anterior. En éste caso la unidad administrativa u órgano desconcentrado a cargo de dichas funciones, el Consejo de Honor y Profesionalización y el Consejo de Participación Ciudadana establecerán los mecanismos de evaluación correspondientes. 

Artículo 70.- El Consejo de Honor y Profesionalización y el Consejo de Participación Ciudadana, podrán sugerir, proponer y solicitar a la unidad administrativa u órgano desconcentrado a que se refiere el párrafo anterior, así como a las instituciones, dependencias u organismos a quienes se soliciten dichos servicios, los contenidos, cursos y programas que, como resultado de los estudios y evaluaciones del desempeño de los policías, sean pertinentes para el optimo desarrollo Policial. 

Artículo 71.- El Consejo de Honor y Profesionalización, con base en la detección de las necesidades de cada unidad administrativa u órgano desconcentrado de la Policía Federal y a las sugerencias manifestadas por el Consejo de Participación Ciudadana, establecerá programas de capacitación por puesto y enfocado a los elementos Policiales. 

El Consejo de Honor y Profesionalización deberá presentar sus planes anuales de capacitación al Consejo de Participación Ciudadana, mismo que podrá recomendar ajustes de acuerdo a las necesidades de la sociedad. 

Artículo 72.- La evaluación de resultados de los programas de capacitación que se impartan se realizará con base en las valoraciones del desempeño de los policías de carrera que participaron, buscando el desarrollo de la capacitación en la proporción que se identifiquen deficiencias. 

Artículo 73.- La capacitación tendrá los siguientes objetivos: 

I.
Desarrollar, complementar, perfeccionar o actualizar los conocimientos y habilidades necesarios para el eficaz y eficiente desempeño de los policías de carrera en sus cargos, rangos, categorías y especialidades; 

II. 
Preparar 
y 
especializar 
a 
los 
policías 
para 
funciones 
de 
mayor responsabilidad o de naturaleza diversa, y 



III. 
Certificar a los policías de carrera en las capacidades adquiridas. 



Artículo 74.- Los Policías de carrera podrán solicitar su ingreso en distintos programas de capacitación con el fin de desarrollar su propio perfil Policial y alcanzar a futuro distintas posiciones dentro del Servicio de Carrera Policial, de acuerdo a su plan de carrera. 

Artículo 75.- La Corporación podrá celebrar convenios con instituciones educativas, centros de investigación y organismos públicos o privados para que impartan cualquier modalidad de capacitación que coadyuve a cubrir las necesidades institucionales de formación de los Policías de carrera. 

Artículo 76.- Los Policías deberán ser sometidos a una evaluación para certificar sus capacidades en los términos que determine la Corporación por lo menos cada cinco años. Las evaluaciones deberán acreditar que el Policía ha desarrollado y mantiene actualizado el perfil y aptitudes requeridos para el desempeño de su cargo o comisión. 

Esta certificación será requisito indispensable para la permanencia en la Corporación. 

Artículo 77.- Cuando el resultado de la evaluación de la capacitación de un Policía de carrera no sea aprobatorio, deberá presentarla nuevamente. En ningún caso, ésta podrá realizarse en un período menor a sesenta días naturales y superior a los ciento veinte días transcurridos después de la notificación que se le haga de dicho resultado. 

La Corporación deberá proporcionarle la capacitación necesaria antes de la siguiente evaluación. 

De no aprobar la segunda evaluación, se procederá a la separación del policía de carrera y, por consiguiente, causará baja del Registro. 

Sección Quinta 

Del Subsistema de Evaluación del Desempeño

Artículo 78.- Los elementos de la Corporación miembros del Servicio de Carrera Policial y demás servidores públicos que determine el Consejo de Honor y Profesionalización mediante Acuerdo, deberán someterse y aprobar los procesos de evaluación de control de confianza y de desempeño, los cuales serán iniciales, permanentes, periódicos y obligatorios de conformidad con el Reglamento de la presente Ley y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 79.- La evaluación del desempeño es el método mediante el cual se miden, tanto en forma individual como colectiva, los aspectos cualitativos y cuantitativos del cumplimiento de las funciones y metas asignadas a los miembros del Servicio de Carrera Policial y demás servidores públicos de la Corporación, en función de sus habilidades, capacidades y adecuación al puesto. 

Artículo 80.- La evaluación del desempeño tiene como principales objetivos los siguientes: 

I.
Valorar el comportamiento de los policías de carrera y demás servidores públicos de la Corporación en el cumplimiento de sus funciones, tomando en cuenta las metas programáticas establecidas, la capacitación lograda y las aportaciones realizadas; 

II.
Determinar, en su caso, el otorgamiento de estímulos al desempeño destacado a que se refiere esta ley; 

III.
Aportar información para mejorar el funcionamiento de la Corporación en términos de eficiencia, efectividad, honestidad, calidad del servicio y aspectos financieros; 

IV.
Servir como instrumento para detectar necesidades de capacitación que se requieran en el ámbito de la Corporación, y 

V.
Identificar los casos de desempeño no satisfactorio para adoptar medidas correctivas, de conformidad con lo dispuesto por esta ley y su Reglamento. 

Artículo 81.- Los procesos de evaluación de control de confianza y evaluación del desempeño, constarán de los siguientes exámenes: 

I.
Patrimoniales y de entorno social; 

II.
Psicométricos y psicológicos; 

III.
Toxicológicos, y 

IV.
Los demás que el Comisionado o el Consejo de Honor y Profesionalización consideren necesarios para la calificación del personal. 

Artículo 82.- El Reglamento de esta ley establecerá los exámenes que comprenderán los procesos de evaluación, entre los cuales deberá incluirse el toxicológico, así como los procedimientos conforme a los cuales se llevarán a cabo. 

Los exámenes se evaluarán en conjunto, salvo el examen toxicológico que se presentará y calificará por separado. 

Artículo 83.- Los Policías y servidores públicos de la Corporación, serán citados a la práctica de los exámenes respectivos. En caso de no presentarse sin mediar causa justificada en el lugar y hora que determine la unidad administrativa u  órgano desconcentrado que para los efectos determine el Reglamento de la presente Ley, se les tendrá por no aptos. 

Las evaluaciones del desempeño serán requisito indispensable para la permanencia de un Policía de carrera en el sistema y en su puesto, rango, categoría y especialidad. 

Artículo 84.- Los resultados de los procesos de evaluación serán públicos, con excepción de lo que establezcan las disposiciones legales aplicables. 

Artículo 85.- Los estímulos al desempeño destacado consisten en la cantidad neta que se entrega al Policía de carrera o servidor público de la Corporación de manera extraordinaria con motivo de la productividad, eficacia y eficiencia. 

Las percepciones extraordinarias en ningún caso se considerarán un ingreso fijo, regular o permanente ni formarán parte de los sueldos u honorarios que perciben en forma ordinaria. 

El Reglamento determinará el otorgamiento de estas compensaciones de acuerdo al nivel de cumplimiento de las metas comprometidas. 

Artículo 86.- El Consejo de Honor y Profesionalización conforme al Reglamento de esta ley y los lineamientos que emita la Corporación, podrá establecer un Comité que en coordinación con el Consejo de Participación Ciudadana, con la finalidad de desarrollar los proyectos de otorgamiento de reconocimientos, incentivos y estímulos al desempeño destacado a favor de los Policías de carrera y servidores públicos de la Policía Federal. 

El Consejo de Honor y Profesionalización informará en la propuesta sus razonamientos y criterios invocados para justificar sus candidaturas. 

La Corporación hará la valoración de méritos para el otorgamiento de distinciones no económicas y de los estímulos o reconocimientos económicos distintos al salario, con base en su disponibilidad presupuestaria. 

Se consideran sujetos de mérito, aquellos Policías de carrera que hayan realizado contribuciones o mejoras a los procedimientos, al servicio, a la imagen institucional 

o que se destaquen por la realización de acciones sobresalientes. Estos quedarán asentados en el Registro y se tomarán en cuenta dentro de las agendas individuales de desarrollo. 

Sección Sexta

Del Subsistema de Separación

Artículo 87.- Los miembros del Servicio de Carrera Policial que resulten no aptos en los procesos de evaluación, dejarán de prestar sus servicios en la Policía Federal, previo desahogo del procedimiento que establece el artículo 93 de esta Ley. 

En los casos en que los demás servidores públicos de la Corporación respecto de los cuales el Comisionado o en su caso el Consejo de Honor y Profesionalización haya determinado su sujeción a los procesos de evaluación, resulten no aptos, dejarán de prestar sus servicios en la Corporación, de conformidad con las disposiciones legales aplicables. 

Artículo 88.- Para efectos de esta Ley se entenderá por separación del miembro del Servicio de Carrera Policial, la terminación de su nombramiento o las situaciones por las que dicho nombramiento deje de surtir sus efectos. 

Artículo 89.- El nombramiento de los Policías dejará de surtir efectos por las siguientes causas: 

I. Ordinaria, que comprende:

A) La renuncia formulada por el Policía;

B) La incapacidad permanente para el desempeño de sus funciones;

C) La jubilación, y

D) La muerte del miembro del Servicio de Carrera Policial.

II. Extraordinaria que comprende:

A) La separación del servicio por el incumplimiento de los requisitos de ingreso y  permanencia en la Corporación, y 

B) La remoción. 

III. Temporal o licencia. 

El Consejo de Honor deberá dar aviso de esta situación al Consejo de Participación Ciudadana. 

Artículo 90.- La licencia es el acto por el cual un miembro del Servicio de Carrera Policial, previa autorización del Consejo de Honor y Profesionalización, puede dejar de desempeñar las funciones propias de su cargo de manera temporal, conservando todos o algunos derechos que esta ley le otorga. 

Para que un servidor de carrera pueda obtener una licencia deberá contar con una permanencia en el Servicio de Carrera Policial de al menos dos años y dirigir su solicitud por escrito al Consejo de Honor y Profesionalización, con el visto bueno del superior jerárquico. El dictamen de la solicitud deberá hacerse por escrito, de manera fundada y motivada. 

La licencia sin goce de sueldo no será mayor a seis meses y sólo podrá prorrogarse en una sola ocasión por un período similar, salvo cuando la persona sea promovida temporalmente al ejercicio de otras comisiones o sea autorizada para capacitarse fuera de su lugar de trabajo por un período mayor. 

La licencia con goce de sueldo no podrá ser mayor a un mes y sólo se autorizará por causas relacionadas con la capacitación del Policía, vinculadas al ejercicio de sus funciones o por motivos justificados a juicio del Consejo de Honor y Profesionalización. 

Artículo 91.- Para cubrir el cargo del servidor de carrera que obtenga licencia se nombrará otro miembro del servicio de carrera que actuará de manera provisional. La designación del servidor que ocupará dicho cargo se realizará conforme a las disposiciones reglamentarias. 

Aquellos servidores de carrera que se hagan cargo de otra función, deberán recibir puntuación adicional en su evaluación de desempeño. 

Artículo 92.- La pertenencia al Servicio de Carrera Policial no implica inamovilidad de los Policías de carrera y demás categorías en la Policía Federal, pero sí garantiza que no podrán ser removidos de su cargo por razones políticas o por causas y procedimientos no previstos en esta o en otras Leyes aplicables. 

Artículo 93.- La separación del Servicio de Carrera Policial por el incumplimiento de los requisitos de ingreso y permanencia, se realizará como sigue: 

I.
El superior jerárquico del Policía o el Consejo de Participación Ciudadana, deberá presentar queja fundada y motivada ante el Consejo de Honor y Profesionalización, en la cual se deberá señalar el requisito de ingreso o permanencia que presuntamente haya sido incumplido por el miembro del Servicio de Carrera de que se trate, adjuntando los documentos y demás pruebas que considere pertinentes; 

II.
El Consejo de Honor y Profesionalización, notificará la queja al miembro del Servicio de Carrera de que se trate y lo citará a una audiencia para que manifieste lo que a su derecho convenga, adjuntando los documentos y demás elementos probatorios que estime procedentes. 

Asimismo, le hará sabedor de que podrá comparecer asistido de su abogado; 

III.
El Consejo de Honor y Profesionalización podrá suspender al miembro del Servicio de Carrera hasta en tanto resuelve lo conducente; 

IV.
Una vez desahogada la audiencia y agotadas las diligencias correspondientes, el Consejo de Honor y Profesionalización resolverá sobre la queja respectiva. El Secretario Técnico del Consejo de Honor y Profesionalización podrá convocar a sesiones extraordinarias cuando lo solicite y justifique alguno de sus miembros o el Presidente del mismo lo estime pertinente, y 

V.
Contra la resolución del Consejo de Honor y Profesionalización no procederá recurso administrativo alguno. 

Artículo 94.- El procedimiento a que se refiere el artículo anterior y el de remoción previsto por el artículo 113 de ésta Ley, serán substanciados por los órganos auxiliares del Consejo de Honor, cuya integración, operación y funcionamiento se definirán en el Reglamento de esta ley. 

Artículo 95.- Los miembros del Servicio de Carrera Policial que estén sujetos a proceso penal como probables responsables de delito doloso, o culposo calificado como grave por la ley, serán suspendidos por el Consejo de Honor y Profesionalización, desde que se dicte el auto de formal prisión o de sujeción a proceso y hasta que se emita sentencia ejecutoriada. En caso de que ésta fuese condenatoria serán destituidos; si por el contrario, fuese absolutoria, se les restituirá en sus derechos. 

Capítulo IX

Causas de Responsabilidad de los Policías Federales

Artículo 96.- Son causas de responsabilidad de los Policías Federales: 

I. 
No cumplir, retrasar o perjudicar culposa o dolosamente la debida actuación 
de la Corporación o de la Secretaría del Interior, así como la de la Fiscalía 
General de la Federación; 

II. 
Realizar o encubrir conductas que atenten contra la autonomía de la Policía 
Federal, tales como aceptar o ejercer consignas, presiones, encargos, 
comisiones o cualquier otra acción que genere o implique subordinación 
indebida respecto de alguna persona o autoridad; 

III. 
Distraer de su objeto, para uso propio o ajeno, el equipo, elementos 
materiales o bienes asegurados bajo su custodia o de la Corporación; 

IV. 
No recoger o recabar medios de prueba necesarios u obtener indebidamente 
medios de prueba para los cuales los ordenamientos legales prevean una 
tramitación especial; 

V.
No disponer lo conducente a efecto de que los bienes u objetos, instrumentos o productos del delito se pierdan, alteren o destruyan, de conformidad con las normas aplicables y en los términos que establezcan las Leyes penales; 

VI.
Omitir la práctica de las diligencias o investigaciones necesarias en cada asunto; 

VII.
Incumplir cualquiera de las obligaciones a que se refiere el artículo 54 de la presente ley, o estar en los supuestos a los que se refieren los artículos 52 y 53 de la misma, y 

VIII. Las demás que establezcan otras disposiciones aplicables. 

Las sanciones a que se hagan acreedores los elementos Policiales que incurran en lo dispuesto por el presente artículo, se ajustarán a lo que para los efectos dispone esta Ley, con independencia a la responsabilidad administrativa o penal a que hubiere lugar. 

Artículo 97.- El Reglamento de esta ley determinara la unidad administrativa encargada de las funciones de inspección y supervisión interna, la cual ejercerá la vigilancia de los elementos Policiales en el desempeño de sus funciones, así como la debida observancia de lo dispuesto por el artículo anterior. 

Asimismo, deberá de investigar a los servidores públicos de la Policía Federal de los cuales se presuma la comisión de un delito, informando de lo anterior al Fiscal del Ministerio Público de la Federación que corresponda. 

Cuando de las Investigaciones realizadas se desprenda que el elemento Policial incurrió en alguna causa de responsabilidad administrativa o penal, lo informará de inmediato al Fiscal del Ministerio Público de la Federación, al Órgano Interno de Control para la Secretaría del Interior y, al Consejo de Honor y Profesionalización, así como al Consejo de Participación Ciudadana, para que en el ámbito de sus respectivas competencias acuerden lo conducente. 

Artículo 98.- El Reglamento de la presente ley determinará que unidad administrativa de la Policía Federal, habrá de realizar las investigaciones correspondientes cuando el elemento Policial del cual se presume alguna conducta ilícita, se encuentre adscrito a la unidad administrativa a que se refiere el artículo anterior. 

Artículo 99.- El Consejo de Participación Ciudadana podrá coadyuvar con la Policía Federal en las investigaciones a que se refieren los artículo 97 y 98 de esta Ley. 

Artículo 100.- En la realización de las investigaciones del personal que integra la Policía Federal, se observará lo dispuesto por los artículos 22, 23, 24 y 25 de la presente Ley, y demás disposiciones aplicables. 

Capítulo X

De las sanciones

Artículo 101.- Las sanciones por incurrir en causas de responsabilidad o incumplir las obligaciones a que se refieren los artículos 53 y 96 de esta ley, respectivamente, serán: 

I. Amonestación pública o privada; 

II. Arresto; 
III. Retención en el servicio; 

IV. Suspensión, y 

V. 
Remoción. 

Artículo 102.- La amonestación es el acto mediante el cual se le llama la atención al policía federal por la falta o faltas no graves cometidas en el desempeño de sus funciones y lo conmina a rectificar su conducta.

La amonestación podrá ser pública o privada dependiendo de las circunstancias específicas y de la falta, en ambos casos, se comunicará por escrito al infractor, en cuyo expediente personal se archivará una copia de la misma. 

Artículo 103.- El arresto es la internación del Policía Federal por no más de treinta y seis horas, en el lugar destinado al efecto, con pleno respeto a sus derechos humanos. 

Artículo 104.- La retención en el servicio es la sanción hasta por 24 horas para que el policía federal continúe en servicio o abandone su adscripción. 

Artículo 105.- Toda orden de arresto o de retención en el servicio será decretada siempre por un superior jerárquico por escrito, la cual contendrá el motivo y fundamento legal, duración y lugar en que deberá cumplirse, documento que pasará a formar parte del expediente personal del arrestado. 

Artículo 106.- La suspensión es la interrupción temporal de los efectos del nombramiento, la cual podrá ser hasta por quince días a juicio del superior jerárquico, cuando la falta cometida no amerite remoción. 

Artículo 107.- El superior jerárquico que imponga la sanción prevista por el artículo anterior, deberá de informar de inmediato al Consejo de Honor y Profesionalización, así como a la coordinación administrativa de la Policía Federal para los efectos legales procedentes. 

El Consejo de Honor y Profesionalización deberá de evaluar la sanción impuesta y en caso de considerarla infundada o lesiva, la dejará sin efectos total o parcialmente. 

Artículo 108.- En contra de las sanciones a que se refiere el artículo 95 se podrá interponer el recurso de rectificación ante el Consejo de Honor, dentro de los cinco días hábiles siguientes a su notificación. 

El escrito correspondiente se fundamentará en los términos del derecho de petición y en el cual se expresarán los agravios y se aportarán las pruebas que se estimen pertinentes. 

La interposición del recurso no suspenderá los efectos de la sanción, pero tendrá por objeto que éstos no aparezcan en el expediente u hoja de servicios del servidor público de que se trate, asimismo, si no resultare responsable, será restituido en el goce de sus derechos. 

El recurso se resolverá en la siguiente sesión del Consejo de Honor y Profesionalización y la resolución se agregará al expediente u hoja de servicio correspondiente. 

Artículo 109.- El superior jerárquico que imponga indebidamente los correctivos disciplinarios referidos en el artículo 101 de la presente ley, y previa substanciación y resolución del recurso de rectificación ante el Consejo de Honor y Profesionalización, se hará acreedor a las sanciones que para los efectos disponga el Reglamento de esta ley. 

Artículo 110.- Procederá la remoción de los miembros del Servicio de Carrera Policial en los casos de infracciones graves, a juicio sustentado del Consejo de Honor y Profesionalización. En todo caso, se impondrá la remoción por el incumplimiento de las obligaciones previstas en las fracciones III y VI del artículo 101 de esta ley. 

Artículo 111.- Las sanciones a que se refiere el artículo 101, fracciones I y II del presente ordenamiento, podrán ser impuestas por el Comisionado o servidor público de la Policía Federal que determine el Reglamento de esta ley. 

El Consejo de Honor y Profesionalización, a petición de alguno de sus integrantes 

o del Consejo de Participación Ciudadana, podrá determinar la remoción. 

Artículo 112.- Las sanciones se impondrán tomando en cuenta los siguientes elementos: 

I. 
La gravedad de la responsabilidad en que se incurra; 

II. 
La necesidad de suprimir prácticas que vulneren el funcionamiento de la 
Coordinación; 

III. 
La reincidencia del responsable; 

IV. 
El nivel jerárquico, el grado académico y la antigüedad en el servicio del 
elemento Policial; 

V.
Las circunstancias y medios de ejecución; 

VI.
Las circunstancias socioeconómicas del Policía, y 

VII.
En su caso, el monto del beneficio, daño o perjuicio económicos derivado del incumplimiento de obligaciones. 

Asimismo, el Consejo de Honor y Profesionalización podrá solicitar a la Fiscalía General de la Federación o a la correspondiente en las Entidades Federativas, un informe y su opinión sobre la falta de que se trate, cuando ésta sea en relación o perjuicio de la Fiscalía General o del Ministerio Público. Estos datos serán igualmente valorados en términos del presente artículo. 

Artículo 113.- La determinación de la remoción se hará conforme al siguiente procedimiento: 

I.
Se iniciará de oficio o por denuncia presentada por el superior jerárquico o el Consejo de Participación Ciudadana, ante el órgano del Consejo de Honor y Profesionalización a cargo de la instrucción del procedimiento; 

II.
Las denuncias que se formulen deberán estar apoyadas en pruebas documentales o elementos probatorios suficientes para demostrar la responsabilidad del Policía denunciado; 

III.
Se enviará una copia de la denuncia y sus anexos al Policía, para que en un término de quince días hábiles formule un informe sobre los hechos y rinda las pruebas correspondientes. El informe deberá referirse a todos y cada uno de los hechos comprendidos en la denuncia, afirmándolos, negándolos, expresando los que ignore por no ser propios, o refiriéndolos como crea que tuvieron lugar. 

Se presumirán confesados los hechos de la denuncia sobre los cuales el denunciado no suscitare explícitamente controversia, cuando estos se encuentren sustentados en algún medio probatorio salvo prueba en contrario; 

IV.
Se citará al servidor público a una audiencia en la que se desahogarán las pruebas respectivas, si las hubiere, y se recibirán sus alegatos, por sí o por medio de su defensor; 

V.
Una vez verificada la audiencia y desahogadas las pruebas, el órgano del Consejo de Honor y Profesionalización, resolverá en sesión sobre la inexistencia de la responsabilidad o imponiendo al responsable la sanción de remoción. La resolución se notificará personalmente dentro de los quince días siguientes al interesado; 

VI.
Si del informe o de los resultados de la audiencia no se desprenden elementos suficientes para resolver o se advierten otros que impliquen nueva responsabilidad a cargo del presunto responsable o de otras personas, se podrá disponer la práctica de investigaciones y acordar, en su caso, la celebración de otra u otras audiencias, y 

VII.
Posterior a la celebración de la audiencia, el superior jerárquico o el Consejo de Participación Ciudadana, podrán solicitar la suspensión temporal del presunto responsable, siempre que a su juicio así convenga para la conducción o continuación de las investigaciones, la cual cesará si así lo resuelve el órgano del Consejo de Honor y Profesionalización, independientemente de la iniciación, continuación o conclusión del procedimiento a que se refiere este artículo. 

La suspensión no prejuzga sobre la responsabilidad que se impute, lo cual se hará constar expresamente en la determinación de la misma. 

Si el Policía suspendido conforme a esta fracción no resultare responsable, será restituido en el goce de sus derechos. 

Capítulo XI

Del Recurso de Revocación

Artículo 114.- En contra de las resoluciones que recaigan en el procedimiento de selección en los términos de esta ley, el interesado podrá interponer ante el órgano que determine la Secretaría del Interior, recurso de revocación dentro del término de diez días contados a partir del día siguiente en que se haga del  conocimiento, el nombre del aspirante que obtuvo la calificación más alta en el procedimiento de selección. 

Artículo 115.- El recurso de revocación se tramitará de conformidad a lo siguiente: 

I.
El promovente interpondrá el recurso por escrito, expresando el acto que impugna, los agravios que fueron causados y las pruebas que considere pertinentes, siempre y cuando estén relacionadas con los puntos controvertidos; 

II.
Las pruebas que se ofrezcan deberán estar relacionadas con cada uno de los hechos controvertidos, siendo inadmisible la prueba confesional rendida ante autoridad distinta a la judicial; 

III.
Las pruebas documentales se tendrán por no ofrecidas, si no se acompañan al escrito en el que se interponga el recurso, y sólo serán recabadas por la autoridad, en caso de que las documentales obren en el expediente en que se haya originado la resolución que se recurre; 

IV.
La Secretaría del Interior podrá solicitar que rindan los informes que estime pertinentes, quienes hayan intervenido en el procedimiento de selección; 

V.
El órgano que para los efectos designe la Secretaría del Interior acordará lo que proceda sobre la admisión del recurso y de las pruebas que se hubiesen ofrecido, ordenando el desahogo de las mismas dentro del plazo de diez días hábiles, y 

VI.
Vencido el plazo para el rendimiento de pruebas, el órgano que para los efectos designe la Secretaría del Interior, dictará la resolución que proceda en un término que no excederá de quince días hábiles. 

Artículo 116.- El recurso de revocación versará exclusivamente en la aplicación correcta del procedimiento y no en los criterios de evaluación que se instrumenten. 

Los conflictos individuales de carácter laboral no serán materia del presente recurso. 

Se aplicará supletoriamente la Ley Federal de Procedimiento Administrativo a estas disposiciones. 

Capítulo XII

Del Consejo de Participación Ciudadana

Artículo 117.- El Consejo de Participación Ciudadana es un órgano externo de asesoría y opinión que tiene como finalidad coadyuvar con el Consejo de Honor y Profesionalización en el correcto funcionamiento de la Policía Federal. 

El Consejo de Participación Ciudadana estará integrado por cinco miembros, los cuales serán designados y removidos libremente por el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos a propuesta del Secretario del Interior. De entre éstos, los miembros elegirán a un coordinador quien presidirá las deliberaciones del Consejo. 

El nombramiento como miembro del Consejo de Participación Ciudadana será de carácter honorario. 

Artículo 118.- Para ser miembro del Consejo de Participación Ciudadana deberán cumplirse los requisitos siguientes: 

I.
Ser ciudadano mexicano por nacimiento sin tener otra nacionalidad, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles; 

II.
Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación; 

III.
Ser de notoria buena conducta, no haber sido condenado por sentencia irrevocable por delito doloso, ni estar sujeto a proceso penal; 

IV.
Tener grado de licenciatura, o su equivalente con título y cédula profesional; 

V.
Gozar de reconocida competencia en materia de seguridad pública así como, comprobar una experiencia mínima de cinco años en labores vinculadas con la seguridad pública; 

VI.
No estar en servicio activo en el Ejército o en la Armada de México ni tener mando en ningún cuerpo Policiaco; 

VII.
No tener filiación partidaria; 

VIII.  No ejercer ningún cargo público o de elección popular; 

IX.
No ser servidor público federal, local o municipal, y 

X.
No haber sido suspendido, destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público, en los términos de las normas aplicables. 

Artículo 119.- El Consejero Coordinador o cuando menos dos de los Consejeros podrán convocar a reunión del Consejo de Participación Ciudadana, cuyas sesiones deberán celebrarse con la asistencia de por lo menos tres de sus miembros. Si no concurriere el Consejero Coordinador, la sesión será presidida por quien designen los consejeros presentes. 

Las resoluciones requerirán para su validez del voto aprobatorio de la mayoría de los presentes y quien presida la sesión tendrá voto de calidad en caso de empate. 

El Secretario del Interior y el Comisionado, podrán asistir con voz, pero sin voto, a las sesiones del Consejo de Participación Ciudadana, para lo cual serán previamente convocados, dándoles a conocer el orden del día correspondiente. Dichos funcionarios podrán convocar a reunión del Consejo de Participación Ciudadana y proponer asuntos para ser tratados en ella. 

El Consejo podrá acordar la asistencia de cualquier funcionario de la Policía Federal a sus sesiones para que le rindan directamente la información que les solicite. 

Quienes asistan a las sesiones deberán guardar la confidencialidad debida respecto de los asuntos que se traten en ellas, salvo autorización expresa del Consejo de Participación Ciudadana para hacer alguna comunicación, en caso contrario serán sujetos de responsabilidad. 

Artículo 120.- El Consejo de Participación Ciudadana tendrá las facultades siguientes: 

I.
Recibir informes trimestrales sobre la operación de la Policía Federal que someta a su consideración el Comisionado y hacer las recomendaciones pertinentes; 

II.
Proponer al Secretario del Interior la designación del funcionario de la Policía Federal que establezca el Reglamento de la presente ley como responsable de las funciones de supervisión Interna;  

III. 
Recomendar al Comisionado de la Policía Federal, la adscripción inicial y los cambios de adscripción del personal de Carrera Policial; 

IV. 
Conocer sobre los nombramientos que haga el Comisionado de elementos 


Policiales de designación especial, y su justificación; 

V. 
Recibir y canalizar denuncias sobre corrupción, negligencia o violaciones de los derechos humanos por parte de elementos de la Policía Federal;

VI.
Coadyuvar con el Consejo de Honor y Profesionalización en la Supervisión y el adecuado funcionamiento del Servicio de Carrera Policial, así como auxiliar en el diseño y operación de los procedimientos y medios que permitan efectuar la vigilancia y, en su caso, corrección de la operación del Servicio; 

VII.
Dictar las normas necesarias para la regulación de su organización y funcionamiento interno; 

VIII.
Coadyuvar en la supervisión y evaluación con el Consejo de Honor y Profesionalización, el Servicio de Carrera Policial, así como recomendar el establecimiento de políticas y criterios generales para tal efecto; 

IX.
Coadyuvar con el Consejo de Honor y Profesionalización en la elaboración de los criterios para la selección interna de los policías de carrera;

X.
Proponer a la Corporación políticas y programas específicos de reclutamiento, formación, desarrollo, selección, evaluación y separación del personal de la Policía Federal, acorde con los procesos que establece la presente ley; 

XI.
Elaborar conjuntamente con el Consejo de Honor y Profesionalización, el proyecto de otorgamiento de reconocimientos, incentivos y estímulos al desempeño destacado a favor de los miembros del Servicio de Carrera Policial; 

XII.
Realizar estudios y estrategias de prospectiva sobre la función y operación de la Policía, con el fin de hacer más eficiente la función Policial; 

XIII.
Proponer programas de capacitación, actualización y especialización con base en las evaluaciones del desempeño y la detección de las necesidades de la Corporación, sus áreas y unidades, en coordinación con la unidad administrativa u órgano desconcentrado que para los efectos de formación y 

capacitación determine el Reglamento de la presente ley; 

XIV. Proponer acciones tendientes a mejorar el funcionamiento de la Policía Federal en todos sus ámbitos, y 

XV. Las demás que les señalen los ordenamientos jurídicos aplicables. 

Artículo 121.- El Consejo de Participación Ciudadana establecerá mecanismos de evaluación sobre la operación del Servicio de Carrera Policial a efecto de contar con elementos suficientes para su adecuado perfeccionamiento. 

Capítulo XIII

Disposiciones Finales

Artículo 122.- El Órgano Interno de Control en la Policía Federal será establecido por el Reglamento de la Secretaría del Interior y ejercerá en la Policía Federal, las funciones que le otorga la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 123.- En el ejercicio de sus funciones, los Policías Federales observarán las obligaciones inherentes a su calidad de servidores públicos y actuarán con la diligencia necesaria para la pronta, completa y debida procuración de justicia. 

Artículo 124.- Los Policías Federales bajo su más estricta responsabilidad deben excusarse del conocimiento de los negocios en que intervengan, cuando exista alguna de las causas de impedimento que la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación señala en el caso de Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito y las demás disposiciones aplicables, haciéndolo del conocimiento por escrito de su superior inmediato. 

Si el elemento Policial, sabedor de que no debe conocer del asunto, aún así lo hiciera, será sancionado conforme a las disposiciones de esta Ley y demás que resulten aplicables. 

Artículo 125.- Los miembros de la Policía Federal actuarán de uniforme o sin él, en función del destino que ocupen y del servicio que desempeñen.” 

“ARTÍCULO SEXTO.- Se expide la
LEY DE SEGURIDAD PÚBLICA, REGLAMENTARIA DE LOS PÁRRAFOS SÉPTIMO Y OCTAVO DEL ARTÍCULO 21 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
TITULO PRIMERO

DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA
Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente Ley tiene por objeto establecer las bases generales de coordinación entre la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, así como la participación que corresponde a cada ámbito de Gobierno en la integración y funcionamiento del Sistema Nacional de Seguridad Pública, conforme a lo dispuesto por los párrafos séptimo y octavo del Artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
Sus disposiciones son de orden público e interés social, y de observancia general en todo el Territorio Nacional.
Artículo 2. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. Centro Nacional: El Centro Nacional de Información de Seguridad Pública;

II. Comisionado: El Comisionado de la Policía Federal;
III. Combate al delito: Conjunto de acciones preventivas, de procuración e impartición de justicia y de ejecución de sanciones por la comisión de un ilícito penal;
IV. Consejo Nacional: Consejo Nacional de Seguridad Pública;

V. Coordinación: La realización conjunta de acciones entre la Federación, las Entidades Federativas y los Municipios, en materia de seguridad pública, encaminadas al resguardo de la seguridad pública;

VI. Prevención: El conjunto de disposiciones y medidas a ser aplicadas en forma anticipada para evitar la comisión de delitos e infracciones administrativas;

VII. Registro Nacional: Base de datos que compone el registro de personas de Seguridad Pública 
VIII. Secretaría: La Secretaría del Interior;

IX. Secretario: El Titular de la Secretaría del Interior;

X. Seguridad Pública: Todas aquellas actividades del Estado en sus tres órdenes de Gobierno, encaminadas a combatir y disminuir las infracciones y delitos, a salvaguardar la integridad y protección de los bienes y derechos de las personas, las libertades, el orden y la paz públicos, así como las acciones que se realizan para la procuración e impartición de justicia, la ejecución de sentencias penales, la readaptación social del sentenciado, la adaptación social de los adolescentes; la protección de las instalaciones y servicios estratégicos del país y, en general todas las que realicen directa o indirectamente, las instituciones, dependencias y entidades que deban contribuir a sus fines, y 
XI. Sistema Nacional: El Sistema Nacional de Seguridad Pública, el cual se integra con las autoridades, las instancias, instrumentos normativos, políticas, servicios y acciones previstas en la presente Ley, tendientes a cumplir los objetivos y fines de la seguridad pública que establece el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
Artículo 3. La conducta de los miembros de las instituciones policiales se regirá por los principios de honradez, respeto a los derechos humanos, certeza, legalidad, objetividad, imparcialidad, eficiencia y profesionalismo.  Los programas de formación y capacitación policial deberán incluir, inculcar y fomentar estos principios.

Artículo 4. Las autoridades establecerán mecanismos eficaces para que la sociedad participe en la planeación y supervisión de la seguridad pública, en los términos de esta Ley y demás ordenamientos aplicables.

Artículo 5. Cuando las disposiciones de esta Ley comprendan materias y acciones que incidan o intervengan en el ámbito de competencia de dos o más entes gubernamentales, se aplicarán atendiendo a las disposiciones expresas de coordinación y coadyuvancia que establezcan las Leyes de la materia y, a falta de éstas, se ejecutarán mediante convenios generales o específicos de coordinación, entre las partes que conforman el Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Capítulo II

Del Funcionamiento del Sistema Nacional de Seguridad Pública.
Artículo 6. El Sistema Nacional se desarrollará mediante:

I. La aplicación de políticas y lineamientos de coordinación y colaboración entre las instituciones, dependencias y entidades gubernamentales y ciudadanas;

II. La implementación de planes, programas y modelos de operación que prevengan y combatan de manera eficaz la comisión de delitos y sus efectos;

III. El establecimiento de lineamientos generales de los subsistemas de procuración de justicia, policía y readaptación social;

IV. La sistematización de la información sobre la Seguridad Pública;

V. La elaboración de estudios sobre el delito, sus causas y consecuencias, y
VI. El fomento de la participación ciudadana en la formulación de planes y programas de prevención en materia de delitos.

Artículo 7. Los integrantes del Sistema Nacional, se coordinarán para:

I. Participar en el Sistema Nacional;

II. Integrar el Subsistema Nacional de Policía, con base en el Servicio de Carrera Policial, el cual se desarrollará en cada orden de gobierno con respeto absoluto de las atribuciones Constitucionales que tenga cada uno de ellos y demás subsistemas a que se refiere esta Ley;

III. Establecer los lineamientos generales aplicables al Servicio de Carrera Ministerial;

IV. Determinar las políticas de Seguridad Pública, así como ejecutar, dar seguimiento y evaluar sus acciones, a través de las instancias previstas en esta Ley;

V. Desarrollar los lineamientos, mecanismos e instrumentos para la mejor organización y funcionamiento de las instituciones de Seguridad Pública y para la formación y capacitación de sus integrantes;

VI. Establecer, supervisar, utilizar y mantener actualizados todos los instrumentos de información del Sistema Nacional;

VII. Mantener el registro y control de datos de todos los integrantes de las instituciones de seguridad pública, respecto de: 
a. Los servidores públicos involucrados en la función de seguridad pública;
 b. Las empresas de seguridad privada a efecto de que cumplan con los requisitos de Ley; 
c. El armamento y equipo que facilite el combate a las infracciones y delitos; 
d. Las averiguaciones previas y procesos penales, sin que ello implique vulnerar el sigilo de las actuaciones ministeriales en una indagatoria, y 
e. Los delincuentes sentenciados.

VIII. Desarrollar estudios sobre el fenómeno delictivo y de los factores que lo producen y conforman;

IX. Formular propuestas para el Programa Nacional de Seguridad Pública, así como para llevarlo a cabo y evaluar su desarrollo;

X. Fomentar la participación ciudadana en la formulación de planes y programas en materia de Seguridad Pública;

XI. Realizar acciones y operativos conjuntos de respuesta inmediata ante perturbaciones graves que alteren la paz o el orden público;

XII. Promover acciones y campañas preventivas contra la delincuencia, en colaboración con diversas dependencias, Fiscalía General de la Federación y organizaciones no gubernamentales;

XIII. Consolidar los Comités de Seguridad Pública y Protección Ciudadana, a efecto de que con la participación de la comunidad se desarrollen mediante programas de prevención delictiva y vigilancia vecinal, acordes con la problemática de cada Municipio, y
XIV. Difundir entre la comunidad los principales factores criminógenos y establecer medidas preventivas que la misma pueda poner en práctica.

Artículo 8. La coordinación comprenderá las materias siguientes:

I. Procedimientos e instrumentos del Servicio Policial de Carrera, que incluya:

catálogo de puestos, reclutamiento, permanencia, promoción, formación, capacitación continua, evaluación del desempeño y separación del servicio;

II. Sistemas disciplinarios, así como de estímulos, reconocimientos y recompensas;

III. Organización, administración, operación y modernización tecnológica de las instituciones de seguridad pública;

IV. Equipamiento básico de los elementos policiales;

V. Las propuestas de aplicación de recursos para la Seguridad Pública, incluido el financiamiento conjunto y el establecimiento de un sueldo profesional para los elementos policiales;

VI. Suministro, manejo, intercambio y sistematización de todo tipo de información estratégica sobre Seguridad Pública;

VII. Acciones policiales conjuntas;

VIII. Regulación y control de los servicios privados de seguridad y otros auxiliares;

IX. Relaciones con la comunidad y fomento de la cultura de prevención de infracciones y delitos, y 
X. Las relacionadas con las anteriores, que sean necesarias para incrementar la eficacia de las medidas y acciones tendientes a alcanzar los fines de la seguridad pública.

Artículo 9. Las políticas, lineamientos y acciones de coordinación se llevarán a cabo mediante la suscripción de los convenios respectivos, o con base en los acuerdos y resoluciones que se tomen en el Consejo Nacional y en las demás instancias de coordinación.

Capítulo III

Del Consejo Nacional de Seguridad Pública

Artículo 10. El Consejo Nacional será la instancia superior de coordinación del Sistema Nacional y estará integrado por:

I. El Secretario del Interior, quien lo presidirá;

II. Los Gobernadores de los Estados;

III. El Jefe del Gobierno del Distrito Federal;

IV. El Secretario de la Defensa Nacional;

V. El Secretario de Marina;

VI. El Secretario de Comunicaciones y Transportes;

VII. El Fiscal General de la Federación;

VIII. El Titular del Centro Nacional;

IX. El Secretario ejecutivo del Sistema Nacional, y

X. El Comisionado.

Las autoridades previstas en las fracciones II y III, podrán ser suplidas por el servidor público encargado de la Seguridad Pública en la Entidad Federativa que corresponda. Los demás miembros no podrán tener suplentes.  
Artículo 11. El Consejo Nacional podrá invitar a sus reuniones de trabajo de manera temporal o permanente a los representantes de las diversas dependencias de la Administración Pública Federal, así como a los representantes de instituciones u organismos no gubernamentales o de participación ciudadana que tengan alguna aportación en la materia del Consejo, quienes participarán con voz pero sin voto.

Artículo 12. Para el conocimiento de las distintas materias de coordinación a que se refiere esta Ley, el Sistema Nacional contará con las Conferencias de Prevención y de Readaptación Social, la de Procuración de Justicia, la de Policía y la de Participación Municipal.

También podrán formarse las Comisiones necesarias para las diferentes áreas de la materia y, en particular, para el estudio especializado de temas relativos a la Seguridad Pública, asimismo, en ellas podrán participar las dependencias y entidades de la Federación, de los Estados, del Distrito Federal y de los Municipios que, por razón de su competencia, tengan relación con el Sistema Nacional.
Con la misma finalidad, se invitará a expertos, instituciones académicas, de investigación y agrupaciones del sector social y privado relacionadas con la materia.(  
Artículo 13. El Consejo Nacional conocerá y resolverá los asuntos siguientes:

I. La coordinación del Sistema Nacional;

II. La determinación de lineamientos para el establecimiento de políticas generales en materia de Seguridad Pública;

III. La aprobación de todos aquellos acuerdos que deban ser considerados como Bases de Coordinación entre la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios;

IV. La expedición de reglas para la organización y funcionamiento del Sistema Nacional;

V. La expedición de reglas para la organización y funcionamiento del Subsistema Nacional de Policía;

VI. La formulación de propuestas para el Programa Nacional de Seguridad Pública, así como la evaluación periódica de éste y otros relacionados;

VII. La determinación de medidas para vincular el Sistema Nacional con otros nacionales, regionales o locales;

VIII. La emisión de bases y reglas para la realización de operativos conjuntos entre corporaciones policiales del ámbito federal, local, municipal y con la autoridad administrativa que realice funciones de inspección y control de mercancías; así como la convocatoria y coordinación en la definición y ejecución de las acciones que más convenga realizar en materia de Seguridad Pública;

IX. La aprobación de los convenios relativos a las evaluaciones en materia de Seguridad Pública, que establezcan los integrantes del Sistema Nacional;

X. El suministro, manejo, intercambio y sistematización de todo tipo de información estratégica sobre seguridad pública;

XI. Determinar los lineamientos para el establecimiento del Servicio de Carrera Policial, y proponer: procedimientos y requisitos de reclutamiento, formación, desarrollo y selección, evaluación de confianza y del desempeño y separación de los miembros de las instituciones policiales, respecto de: 
a. Catálogo de puestos; 
b. El equipamiento básico policial; 
c. Sistemas disciplinarios, así como de estímulos, reconocimientos y recompensas, y 
d. Homologación en sus derechos laborales.

XI. La realización de programas de cooperación internacional sobre seguridad pública, en coordinación con las entidades y dependencias competentes;

XII. La elaboración de propuestas de reformas a leyes y reglamentos en materia de Seguridad Pública;

XIII. La promoción del estudio, la investigación y la capacitación en la materia, identificando sus problemas y tendencias, determinando las normas y programas que permitan su solución;

XIV. El fomento a la participación de todos los sectores de la sociedad en la formulación y ejecución de los programas destinados a satisfacer las necesidades de Seguridad Pública;

XV. La aprobación de reglas de operación y funcionamiento del Centro Nacional de Información;

XVI. El nombramiento del titular del Centro Nacional;

XVII. La aprobación del nombramiento del titular de la Secretaría Ejecutiva;

XVIII. La aprobación del Reglamento Interior de la Secretaría Ejecutiva;

XIX. La aprobación de su propio Reglamento, y

XX. Los demás que sean necesarios para cumplir los objetivos de esta Ley.  
Artículo 14. El Consejo Nacional se reunirá por lo menos cada seis meses o a convocatoria de su Presidente o a petición de la tercera parte de sus integrantes permanentes, para lo cual deberá ser convocado con una anticipación de un mes para sesiones ordinarias y de setenta y dos horas para sesiones extraordinarias.  
Corresponderá al Presidente del Consejo Nacional, además de lo establecido por las disposiciones aplicables, la facultad de promover en todo tiempo la efectiva coordinación y funcionamiento del Sistema Nacional.  
Los miembros del Consejo Nacional podrán proponer acuerdos y resoluciones, así como vigilar su cumplimiento.

Artículo 15. Para la coordinación de las distintas actividades a que se refiere esta Ley, así como para su conocimiento y análisis, el Sistema Nacional contará con una Secretaría Ejecutiva.

Artículo 16. El Consejo Nacional designará, a propuesta de su Presidente, al titular de la Secretaría Ejecutiva, quien podrá ser removido libremente por dicho Presidente.

El titular de la Secretaría Ejecutiva deberá cumplir con los siguientes requisitos:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, que no tenga ni adquiera otra nacionalidad y se encuentre en pleno goce de sus derechos civiles y políticos;

II. Tener más de 35 años de edad;

III. Contar con título profesional, preferentemente de licenciado en derecho, y 
IV. Ser de reconocida capacidad y probidad, así como contar con experiencia mínima de 5 años en áreas de seguridad pública.

Artículo 17. La Secretaría Ejecutiva estará asistida por expertos en materia policial, de prevención, de procuración e impartición de justicia y de readaptación social.

Para el desarrollo de sus funciones, la Secretaría Ejecutiva podrá formar las Comisiones que sean necesarias en las diferentes áreas de la materia y en particular, para el estudio especializado del fenómeno delictivo, en las que participarán las dependencias de la Federación involucradas en el área de la Seguridad Pública, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios que, por razón de su competencia, tengan relación con el Sistema Nacional.  
Artículo 18. Serán funciones del titular de la Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional:

I. Elaborar las propuestas de contenido del Programa Nacional de Seguridad Pública y someterlas a la aprobación del Consejo Nacional;

II. Levantar y certificar los acuerdos que se tomen en el Consejo Nacional, llevando el archivo de éstos, así como de los instrumentos jurídicos que refiere el artículo 9 de la presente Ley;

III. Ejecutar y dar seguimiento a acuerdos y resoluciones del Consejo Nacional;

IV. Proponer al Consejo Nacional para su aprobación, políticas, lineamientos y acciones para el buen desempeño de las instituciones de Seguridad Pública del país;

V. Elaborar y publicar informes de actividades del Consejo Nacional;

VI. Coordinar el Subsistema Nacional de Policía;

VII. Coordinar el Servicio de Carrera Policial respecto de los procedimientos, reglas e instrumentos de reclutamiento, formación, desarrollo y selección, evaluación del desempeño y separación de los miembros de las instituciones policiales;

VIII. Administrar y sistematizar a través del Centro Nacional de Información, los instrumentos de información estratégica del Sistema Nacional, así como recabar conforme a las normas aplicables, todos los datos que se requieran;

IX Informar cada tres meses al Consejo Nacional de sus actividades;

X. Formular sugerencias a las autoridades competentes, para que las instituciones de Seguridad Pública de la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, desarrollen de manera más eficaz sus funciones;

XI. Promover por conducto de las instituciones de Seguridad Pública, la realización de acciones conjuntas, conforme a las bases y reglas que emita el Consejo Nacional, sin menoscabo de otras que realicen las autoridades competentes;

XII. Fungir como órgano de consulta y análisis de las acciones del Consejo Nacional, para convocar, concertar, inducir e integrar las actividades de sus diversos miembros e interesados en la materia, a fin de garantizar la consecución del objetivo del Sistema Nacional;

XIII. Desarrollar las investigaciones y estudios que permitan homologar procedimientos y buscar equivalencias en los contenidos de planes y programas para la formación de los integrantes de las instituciones policiales;

XIV. Dar asesoría específica a los integrantes del Consejo Nacional;

XV. Desarrollar técnicas y métodos para el estudio del delito y de los factores que lo producen y conforman;

XVI. Proponer al Consejo Nacional la emisión de bases y reglas para la realización de operativos conjuntos entre corporaciones policiales federales, locales y municipales;

XVII. Proponer al Consejo Nacional la emisión de recomendaciones a las autoridades federales, estatales, del Distrito Federal y municipales, con el propósito de asegurar el cumplimiento de la legislación, normas, políticas y disposiciones del Sistema Nacional, así como de los convenios de coordinación y colaboración que de éste se deriven;

XVIII. Coordinar acciones entre las instituciones federales que realicen funciones policiales;

XIX. Elaborar y someter a la aprobación del Consejo Nacional, las reglas de operación y funcionamiento del Centro Nacional de Información, y XX. Las demás que determine y específicamente le encomiende el Consejo Nacional.

Capítulo IV

De los Consejos Locales y Regionales de Coordinación
Artículo 19. En el Distrito Federal y en los Estados se establecerán Consejos Locales encargados de la coordinación, planeación y supervisión del Sistema Nacional en sus respectivos ámbitos de gobierno. En el caso de los Consejos Regionales, participarán los Municipios, atendiendo a las características regionales y demográficas de cada entidad federativa.  
Artículo 20. Cuando para el cumplimiento de la función de Seguridad Pública sea necesaria la participación de dos o más entidades federativas, se establecerán instancias regionales de coordinación, con carácter temporal o permanente.  Cuando se requiera la participación de dos o más Municipios, ya sea de una misma o de diferentes entidades federativas, podrán también establecerse instancias intermunicipales, con apego a los ordenamientos locales correspondientes.

Artículo 21. Los Consejos Locales y las instancias regionales se organizarán, en lo conducente, de manera similar al Consejo Nacional y tendrán las funciones relativas para hacer posible la coordinación y los fines de la Seguridad Pública, en sus ámbitos de competencia.

Artículo 22. Los Consejos Locales y las instancias regionales podrán proponer al Consejo Nacional acuerdos, programas específicos y convenios sobre las materias de la coordinación.
TÍTULO SEGUNDO

BASES DE COORDINACIÓN ENTRE LA FEDERACIÓN, EL DISTRITO

FEDERAL, LOS ESTADOS Y LOS MUNICIPIOS EN EL SISTEMA NACIONAL

DE SEGURIDAD PÚBLICA
Capítulo I

De las atribuciones de las Entidades Federativas.
Artículo 23. Para efectos de esta Ley, corresponde a los gobiernos de los Estados y del Distrito Federal, en apego de lo previsto en los párrafos séptimo y octavo del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos:

I. Coadyuvar a la consolidación y funcionamiento del Sistema Nacional, asegurando su participación programática en él;

II. Convenir acciones con la Federación y con los Municipios, para organizar y desarrollar el Subsistema Nacional de Policía y el Servicio Nacional de Carrera Policial en forma conjunta;

III. Crear y conformar el Servicio Estatal de Carrera Policial, el Consejo Estatal de Participación Ciudadana y la Comisión Estatal del Servicio de Carrera Policial;

IV. Desarrollar acciones en todo su territorio en coordinación con los gobiernos Municipales de su entidad, y de conformidad con las disposiciones aplicables al caso específico;

V. Obtener información estadística local y proporcionarla a las instancias federales competentes;

VI. Establecer y operar un servicio de comunicación y apoyo ciudadano que reciba las quejas y denuncias de la comunidad sobre las emergencias, infracciones y delitos de que tenga conocimiento en su jurisdicción, con apoyo de las operaciones realizadas en el mismo sentido por los gobiernos municipales de su entidad.

El servicio tendrá comunicación directa con las instituciones de seguridad pública, salud, protección civil y las demás asistenciales públicas y privadas que se requiera;

VII. Establecer un servicio para la localización de personas y bienes, en estricto respeto de los demás ámbitos de gobierno, en coordinación con la Federación, y 
VIII. Convenir acciones con los Municipios de su entidad o de otras Entidades Federativas y en su caso con el Distrito Federal o con la Federación, para brindar el servicio de Seguridad Pública en forma conjunta cuando las condiciones así lo requieran.

Artículo 24. Corresponde a los Municipios, con apego a lo previsto por los párrafos séptimo y octavo del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para efectos de esta Ley:

I. La creación y conformación de Consejos Municipales de Seguridad Pública, así como la colaboración intermunicipal para la creación de Consejos Regionales de Seguridad Pública;

II. Convenir acciones con su Entidad Federativa, para organizar y desarrollar el Sistema Estatal o Local de Policía y el Servicio Estatal o Local de Carrera Policial en forma conjunta;

III. Crear y conformar el Servicio Municipal de Carrera Policial, el Consejo Municipal de Participación Ciudadana y la Comisión Municipal del Servicio de Carrera Policial;

IV. Desarrollar acciones en coordinación con otros Gobiernos Municipales, con los de los Estados, el Distrito Federal y la Federación, que permitan la mayor eficacia en la preservación de la seguridad pública, así como desarrollar dicha función en forma conjunta, cuando las condiciones lo requieran;

V. Elaborar información estadística municipal y proporcionarla a las autoridades correspondientes de los Estados, para el acopio estadístico del Centro Nacional de Información;

VI. Establecer y operar, en forma permanente y conforme a la normatividad de su entidad, un servicio de comunicación y apoyo ciudadano que reciba las quejas y denuncias de la comunidad sobre las emergencias, infracciones y delitos de que tenga conocimiento, en conjunto y coordinación con el gobierno de su Estado y de las dependencias Federales que corresponda. El servicio, tendrá comunicación directa con las corporaciones de policía, de procuración de justicia, de salud y protección civil; y
 VII. Establecer, en coordinación con las autoridades de su Entidad Federativa, un servicio para la localización de personas y bienes, conforme a la base de datos.

Capítulo II

De los Actos de Coordinación

Artículo 25. Para los efectos del presente Capítulo, los convenios de coordinación

y colaboración, entre la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, se celebrarán, por conducto del Consejo Nacional, garantizando que los elementos y autoridades a cargo de la función de Seguridad Pública, cuenten con los medios necesarios, el personal capacitado, los recursos materiales y financieros, así como la estructura institucional e infraestructura específica para el desarrollo de las facultades que habrán de asumir y que para tales efectos se requiera.

Los requerimientos que establezca el Consejo Nacional y las evaluaciones que se realicen, deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación y en las respectivas Gacetas o Periódicos Oficiales de los Estados o del Distrito Federal, con posterioridad a la celebración del convenio de cualquier especie.  
Artículo 26. Los convenios de coordinación y colaboración, establecerán con precisión:

I. Su objeto, así como las tareas, facultades y obligaciones que se asumirán, debiendo ser congruentes con los objetivos de planeación nacional de desarrollo y con las políticas de Seguridad Pública Nacional;

II. La participación y responsabilidad que corresponda a cada una de las partes, así como los bienes y recursos aportados por las mismas, sean éstos determinados o determinables, especificando su destino y forma de administración. Además, precisarán qué tipo de tareas, facultades y obligaciones se pueden asumir de forma inmediata a la firma del convenio o acuerdo y cuáles en forma posterior;

III. El órgano u órganos que llevarán a cabo las acciones que resulten de los convenios de coordinación o de colaboración;

IV. Los mecanismos de información que se requieran, a fin de que las partes suscriptoras puedan asegurar el cumplimiento de su objeto;

V. La vigencia del convenio, sus formas de modificación y terminación y, en su caso, el número y duración de sus prórrogas, y 
VI. Contendrán los anexos técnicos necesarios para detallar los compromisos adquiridos y las demás estipulaciones que las partes consideren necesarias para el correcto cumplimiento del convenio de coordinación.  
En los convenios que se celebren, deberán seguirse los procedimientos que establezcan las disposiciones legales y normativas correspondientes, publicadas en el Diario Oficial de la Federación y en la Gaceta o Periódico Oficial del respectivo Estado, con antelación a la entrada en vigor del convenio o acuerdo correspondiente.

Para el caso de los convenios relativos a las evaluaciones en materia de Seguridad Pública, los procedimientos que las entidades correspondientes establezcan, habrán de ser los propuestos por la Secretaría Ejecutiva mediante reglas de evaluación de Seguridad Pública, los cuales serán autorizados por el Consejo Nacional.

Artículo 27. Los integrantes del Sistema Nacional conformarán los instrumentos de información del mismo, para cuyo efecto se establecerán las bases de datos sobre Seguridad Pública, y contribuirán apoyando el banco de datos relacionado con el registro policial; instrumentos que se sujetarán a medidas de seguridad, participando activamente en el ámbito de sus atribuciones y facultades cada una de las autoridades relacionadas con la Seguridad Pública.
TITULO TERCERO.

DE LA INFORMACIÓN NACIONAL EN SEGURIDAD PÚBLICA

Capítulo I

Del Centro Nacional de Información de Seguridad Pública

Artículo 28. El Centro Nacional de Información de Seguridad Pública, es un órgano dependiente de la Secretaría Ejecutiva y tiene como finalidad el suministro de información, para el cumplimiento de las actividades contempladas en el artículo 3 de esta Ley.

Artículo 29. Las reglas de funcionamiento, organización y operación del Centro Nacional se determinarán en su Reglamento conforme a las bases y principios establecidos en esta Ley, así como para incorporar otros servicios o instrumentos que tiendan a integrar la información sobre seguridad pública y los mecanismos para su acceso.

Artículo 30. El Centro Nacional, a través de la información que la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios le proporcionen, desarrollará las bases de datos necesarias, debiendo estar en todo momento a disposición de las autoridades que correspondan, de acuerdo a las políticas establecidas por el Consejo Nacional.

Artículo 31. En el Centro Nacional se desarrollarán:

I. El Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública;

II. El Registro Nacional de Armamento y Equipo;

III. El Registro de la Estadística de Seguridad Pública, y 
IV. El Registro de la Información de Apoyo a la Procuración de Justicia.  
Artículo 32. El Centro Nacional, recopilará y sistematizará la información, la intercambiará y la pondrá a disposición de las autoridades correspondientes, mediante instrumentos tecnológicos modernos, que permitan el fácil y rápido acceso a los usuarios a que se refiere esta Ley.

Artículo 33. Para el debido funcionamiento del Centro Nacional, la Secretaría Ejecutiva determinará lo conducente para que se cuente con la infraestructura necesaria, para el más eficiente manejo de la información que requiera para desplegar sus sistemas y servicios a nivel nacional.
Capítulo II

Del Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública

Artículo 34. El Registro Nacional de Personal de Seguridad Pública contendrá la información relativa a los integrantes de las instituciones de la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, que realicen funciones de Seguridad Pública.

Artículo 35. El Registro contendrá, por lo menos:

I. Los datos que permitan identificar plenamente y localizar al servidor público, sus huellas dactilares, fotografía, escolaridad y antecedentes laborales, así como su trayectoria en los servicios de seguridad pública;

II. Los estímulos, reconocimientos y sanciones a que se haya hecho acreedor el servidor público, y 
III. Cualquier cambio de adscripción, actividad o rango del servidor público, así como las razones que lo motivaron.

Cuando alguno de los integrantes de las instituciones de seguridad pública se les dicte cualquier auto de sujeción a proceso o de libertad, sentencia condenatoria o absolutoria, sanción administrativa o resolución que modifique, confirme o revoque dichos actos, la Institución o dependencia a la cual esté adscrito, notificará inmediatamente al Registro Nacional.

Las órdenes de detención o aprehensión se notificarán cuando no pongan en riesgo la investigación o la causa procesal.

El reglamento especificará los demás datos que deban aportar al Registro Nacional cada una de las instituciones de seguridad pública.  
Artículo 36. Las autoridades competentes de la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, inscribirán y mantendrán actualizados en el Registro Nacional los datos relativos a todos los integrantes de las instituciones de seguridad pública, en los términos de esta Ley y el Reglamento. Se consideran miembros de las instituciones de seguridad pública, a quienes tengan un nombramiento o condición jurídica equivalente, otorgado por autoridad competente.

Artículo 37. Los integrantes de las instituciones de seguridad pública ostentarán una identificación que incluya fotografía, nombre, nombramiento y clave de inscripción en el Registro Nacional y demás datos que determine el reglamento.  
Artículo 38. La consulta del Registro Nacional será obligatoria y previa al ingreso de toda persona a cualquier institución policial, incluyendo las de formación. Con los resultados de la consulta, la autoridad procederá de conformidad con las normas conducentes.

Artículo 39. Las disposiciones previstas en esta sección no serán aplicables a los

servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, de los Estados y del

Distrito Federal

Capítulo III

Del Registro Nacional de Armamento y Equipo

Artículo 40. Además de cumplir con las disposiciones contenidas en otras Leyes, las autoridades competentes de la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios manifestarán al Registro Nacional de Armamento y Equipo:

I. Los vehículos que tuvieran asignados, anotándose el número de matrícula, las placas de circulación, la marca, modelo, tipo, número de serie y motor para el registro del vehículo; y 
II. Las armas y municiones que les hayan sido autorizadas por las dependencias competentes, aportando el número de registro, la marca, modelo, calibre, matrícula y demás elementos de identificación.

Artículo 41. Cualquier persona que ejerza funciones de Seguridad Pública, sólo podrá portar las armas de cargo que le hayan sido autorizadas individualmente o aquellas que se le hubiesen asignado en lo particular y que estén registradas colectivamente para la institución de seguridad pública a que pertenezcan, de conformidad con la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos.  
Artículo 42. Las armas sólo podrán ser portadas durante el tiempo del ejercicio de funciones, o en un horario, misión o comisión determinados, de acuerdo con los ordenamientos de cada institución.

Artículo 43. En el caso de que los elementos de Seguridad Pública aseguren armas y/o municiones, las pondrán a disposición de las autoridades competentes, en los términos de las disposiciones de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, misma que lo comunicarán de inmediato al Registro Nacional de Armamento y Equipo para los efectos procedentes.  
Artículo 44. Las empresas que presten servicios privados de seguridad que requieran de permisos deportación de armas deberán, exhibir la autorización para prestar sus servicios, a la autoridad que lo solicite y en caso de que éstos se presten en más de una Entidad Federativa, deberán exhibir también la autorización federal de la Secretaría.

Artículo 45. El incumplimiento de las disposiciones contenidas en los artículos 43 y 44 de esta Ley dará lugar a que la portación de armas se considere ilegal y sea sancionada en los términos de las normas aplicables.

Capítulo IV

De la Estadística de Seguridad Pública

Artículo 46. La estadística de Seguridad Pública sistematizará los datos y cifras relevantes sobre servicios de seguridad pública, investigación y combate al delito , procuración y administración de justicia, sistemas de prisión preventiva y de ejecución de sentencias, y los factores asociados a la problemática de seguridad pública.

Cuando la revelación de la información a que se hace referencia en el párrafo que antecede, ponga en riesgo el debido desarrollo de una investigación, averiguación previa o proceso, se podrá reservar hasta en tanto no deje de existir tal condición.

Artículo 47. El Reglamento de esta Ley señalará los instrumentos de acopio de datos que permitan analizar la incidencia criminológica y, en general, la problemática de seguridad pública en los ámbitos de la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, con el propósito de planear las estrategias de las políticas tendientes a la preservación del orden y la paz públicos, así como al combate y persecución de los delitos. Para este efecto, dispondrá los mecanismos que permitan la evaluación y reorientación, en su caso, de las políticas de seguridad pública.

Artículo 48. Las normas generales para la recepción de la información serán establecidas de conformidad con la Ley de Información Estadística y Geográfica.

Capítulo V

De la Información de Apoyo a la Procuración de Justicia

Artículo 49. Se integrará una Base Nacional de Datos sobre personas indiciadas, procesadas o sentenciadas, de consulta obligatoria en las actividades de seguridad pública, donde se incluyan sus características criminales, medios de identificación, recursos y modos de operación. Esta Base Nacional de datos se actualizará permanentemente y se conformará con la información que aporten las instituciones de seguridad pública y combate al delito, procuración y administración de justicia, readaptación social y en general, todas las instituciones que deban contribuir a la seguridad pública, relativa a las órdenes de detención y aprehensión, sentencias o ejecución de penas.
Esta información servirá para lograr los propósitos que refiere el artículo 47 y para instruir la mejor detección, investigación y persecución de los delitos.  Dicha información se dará de baja de esta base de datos, por resoluciones de libertad por desvanecimiento de datos o falta de elementos para procesar, así como por sentencias absolutorias.
Capítulo VI

De las Reglas Generales sobre la Información

Artículo 50. El Reglamento de esta Ley determinará las bases para incorporar otros servicios o instrumentos que tiendan a integrar la información sobre Seguridad Pública y los mecanismos modernos que den agilidad y rapidez a su acceso.

También determinará las condiciones de seguridad sobre manejo y acceso a la información, la que tendrá siempre un responsable de inscripción. En los casos necesarios se asignará una clave confidencial a los responsables de inscribir y a las personas autorizadas para obtener la información en los sistemas, a fin de que quede la debida constancia de cualquier movimiento o consulta.  
La información sobre Seguridad Pública se clasificará, como reservada y, para efectos de su consulta pública, se atenderá a lo establecido por la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.  El acceso que los funcionarios tengan a la información reservada, atendiendo a su nivel de clasificación, será determinado por el Consejo Nacional, conforme a las reglas generales que se determinen en el reglamento. 
Artículo 51. Para el acceso a la información sobre seguridad pública, podrán establecerse los diferentes niveles de consulta, respecto de:

I. Las corporaciones policiales;

II. La Fiscalía General de la Federación o sus similares en las Entidades Federativas;

III. Las autoridades judiciales, y

IV. Los titulares del Sistema de Readaptación Social.  El reglamento señalará el nivel en la clasificación que corresponda a cada tipo o acceso de información.

Artículo 52. La información será manejada bajo los principios de confidencialidad y reserva. No se proporcionará al público la información que ponga en riesgo la seguridad pública o atente contra el honor y la intimidad de las personas, atendiendo a las normas de protección de datos personales vigentes. El incumplimiento de esta obligación se equiparará al delito de revelación de secretos, sin perjuicio de responsabilidades de otra naturaleza.  
Artículo 53. Cualquier interesado que estime falsa o errónea alguna información, podrá solicitar la investigación correspondiente con el objeto de que, en su caso, se anote la corrección que proceda, conforme al procedimiento que establezca el reglamento.

TÍTULO TERCERO.

DEL SERVICIO DE CARRERA

Capítulo I

Del Servicio de Carrera Ministerial.

Artículo 54. La Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios establecerán respectivamente Servicios de Carrera Ministerial, los cuales se organizarán, atendiendo los lineamientos de carácter nacional, con la finalidad de hacer posible la coordinación y los fines de la seguridad pública, en sus ámbitos de competencia.

Artículo 55 El Servicio de Carrera Ministerial deberá comprender las bases siguientes:

I. Deberá contener cuando menos las etapas relativas al ingreso, desarrollo y terminación del servicio o sus equivalentes.

Cada Institución Ministerial preverá lo conducente conforme a las normas aplicables, a efecto de desarrollar estas etapas.

II. Será inexcusable y permanente, debiendo abarcar los programas, cursos, evaluaciones y concursos correspondientes a las diversas etapas de la carrera ministerial;

III. Se regirá en todo momento por los principios que establezcan las disposiciones aplicables;

IV. El contenido de los programas de aprendizaje, actualización y especialización deberán permitir a los miembros del Servicio de Carrera Ministerial ejercer sus atribuciones con base en los referidos principios, promoviendo su capacitación y desarrollo de los conocimientos y habilidades necesarios para el desempeño del servicio;

V. Contará con un sistema de rotación, dentro de la Institución de que dependan, y 
VI. Determinará los perfiles, categorías y funciones de los miembros del Ministerio Público.

Artículo 56 El aspirante a ingresar al Servicio de Carrera Ministerial deberá cumplir, además de lo que señale la convocatoria respectiva, los siguientes requisitos:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos y no tener otra nacionalidad;

II. No haber sido sentenciado con pena privativa de libertad por delito doloso, ni estar sujeto a procedimiento penal;

III. Contar con la Licenciatura en Derecho, con Cédula Profesional;

IV. No ser ministro de algún culto;

V. No estar inhabilitado para el servicio público, ni encontrarse con algún otro impedimento legal;

VI. Contar con la edad y el perfil físico, médico, ético y de personalidad que las disposiciones aplicables establezcan como necesarias para realizar actividades policiales;

VII. En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Nacional;

VIII. Aprobar el proceso de formación inicial;

IX. Cumplir satisfactoriamente los demás requisitos y procedimientos de ingreso a que se refiere esta Ley y las disposiciones aplicables conforme a ésta;

X. No hacer uso ilícito de sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras que produzcan efectos similares, ni padecer alcoholismo, y 
XI. Los demás requisitos que establezcan otras disposiciones aplicables.  
Artículo 57 Previo al ingreso será obligatorio que la Institución Ministerial consulte los antecedentes de la persona respectiva en el Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública, en los términos previstos en esta Ley.  
Artículo 58 Para el ingreso a la categoría básica de Ministerio Público, se realizará concurso de ingreso por oposición interna o libre.

Artículo 59. Los ascensos a las categorías superiores del Ministerio Público se realizarán por concurso de oposición, de conformidad con las disposiciones reglamentarias correspondientes.

Artículo 60. Deberá contar con un Consejo, mismo que será la instancia normativa, desarrollo y evaluación del Servicio de Carrera ministerial, integrándose conforme se establezca en las disposiciones reglamentarias correspondientes.  
Artículo 61. El funcionamiento del Consejo deberá ser determinado por las normas reglamentarias del Servicio de Carrera correspondiente.  
Artículo 62. La normatividad reglamentaria deberá contener las causas de separación del Servicio, así como los mecanismos mediante los cuales se sancionará las conductas de los elementos de Carrera Ministerial.

Capítulo II

Del Servicio de Carrera Policial

Artículo 63. La Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios integrarán un Servicio Nacional de Carrera Policial de forma coordinada.  En el Distrito Federal, los Estados y en los Municipios se establecerán respectivamente Servicios de Carrera Policial, los cuales se organizarán, atendiendo los lineamientos de carácter nacional, con la finalidad de hacer posible la coordinación y los fines de la seguridad pública, en sus ámbitos de competencia.

Los sistemas de carrera policial, locales y municipales, podrán proponer al Consejo Nacional acuerdos, programas específicos y convenios relativos a la carrera policial a través de los Consejos Locales y Regionales de Seguridad Pública, 
Artículo 64. El Servicio de Carrera Policial, tendrá carácter obligatorio y permanente, tendiente a que garantiza la igualdad de oportunidades en el acceso, formación y desarrollo en las corporaciones policiales, privilegiando la capacidad y con base en el mérito, a fin de profesionalizar a las policías para el óptimo desempeño de sus funciones.

Comprenderá los requisitos y procedimientos relativos al ingreso, proceso y

terminación del servicio o sus equivalentes

Artículo 65. El Servicio de Carrera Policial deberá, de manera coordinada con los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, homologar procedimientos, planes y programas para la formación de los integrantes de las corporaciones policiales, con base en contenidos mínimos.

Artículo 66. El Servicio de Carrera Policial comprenderá, los rangos, categorías y especialidades, necesarios para el desempeño de cada puesto, según corresponda, y deberá atender a los siguientes niveles o ámbitos de competencia:

I. Superior o de dirección;

II. De investigación;

III. De combate, y

IV. Escala Básica o de apoyo.

Para el acceso a los rangos anteriores se privilegiará la aptitud y especialización, asimismo, se exigirá la impartición de los cursos correspondientes; además de las evaluaciones por desempeño que establezcan las instituciones policiales de acuerdo a las normas aplicables.

Artículo 67. El Servicio de Carrera Policial deberá comprender los Subsistemas que determinen las necesidades institucionales de las corporaciones policiales para el eficiente ejercicio de sus funciones.

Las disposiciones aplicables a cada institución policial relativas al Servicio de Carrera Policial, determinarán a los órganos con que operarán uno o más de los anteriores procesos.

Artículo 68. El aspirante a ingresar al Servicio de Carrera Policial deberá cumplir, además de lo que señale la convocatoria respectiva, los siguientes requisitos:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos y no tener otra nacionalidad;

II. No haber sido sentenciado con sanción privativa de libertad por delito doloso, ni estar sujeto a procedimiento penal;

III. Tener aptitud para el desempeño de sus funciones en la policía;

IV. No ser ministro de algún culto;

V. No estar inhabilitado para el servicio público, ni encontrarse con algún otro impedimento legal;

VI. Contar con estudios de nivel medio superior o su equivalente. En los casos de las especialidades de investigación de delitos, requerirán tener estudios de licenciatura o equivalente;

VII. Contar con la edad y el perfil físico, médico, ético y de personalidad que las disposiciones aplicables establezcan como necesarias para realizar actividades policiales;

VIII. En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Nacional;

IX. Aprobar el proceso de formación inicial;

X. Cumplir satisfactoriamente los demás requisitos y procedimientos de ingreso a que se refiere esta Ley y las disposiciones aplicables conforme a ésta;

XI. No hacer uso ilícito de sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras que produzcan efectos similares, ni padecer alcoholismo, y 
XII. Los demás requisitos que establezcan otras disposiciones aplicables.  
Artículo 69. Previo al ingreso será obligatorio consultar los requisitos y antecedentes de la persona respectiva en el Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública.

No podrá existir discriminación por razón de género, edad, capacidades diferentes, condiciones de salud, religión, estado civil, origen étnico o condición social para la pertenencia al Servicio.

Artículo 70. La normatividad institucional aplicable al servicio de Carrera Policial de cada corporación policíaca establecerá los deberes, obligaciones y causas de responsabilidad a que deberán sujetarse los elementos policiales que conformen el Servicio de Carrera Policial.

Artículo 71. Los aspirantes deberán cubrir una estancia en la Academia de Policía o centro educativo destinado para tales efectos, a fin de recibir el entrenamiento y capacitación iniciales, la cual deberá tener una duración mínima de 16 semanas.

Artículo 72. Al recibir su nombramiento respectivo, el policía deberá protestar acatamiento a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y disposiciones aplicables.

Artículo 73. Las corporaciones policiales a través de sus órganos correspondientes, emitirán las guías y lineamientos generales para la elaboración y aplicación de los mecanismos y herramientas de evaluación con que operará el Servicio de Carrera Policial.

Artículo 74. Para participar en los concursos de selección, los policías de carrera deberán cumplir con los requisitos y perfiles del puesto, y aprobar las pruebas que, para el caso, establezca la normatividad aplicable.  
Artículo 75. La movilidad en el Servicio de Carrera Policial deberá seguir trayectorias verticales y horizontales conforme a las disposiciones aplicables a cada institución policial.

Artículo 76. Los cargos deberán relacionarse en su conjunto con las categorías de sueldo que les correspondan, procurando que entre un cargo inferior y el inmediato superior, existan condiciones salariales proporcionales y equitativas.  
Artículo 77. Las corporaciones policiales contarán con un centro de enseñanza donde se preparen, capaciten, entrenen, actualicen y especialicen a los policías.  Dicho centro calificará y evaluará a los elementos que se sometan a sus programas de formación y emitirá la certificación correspondiente.  
Artículo 78. Las corporaciones policiales, con base en la detección de sus necesidades, establecerán programas de capacitación para los agentes policiales.  Asimismo deberán presentar sus planes anuales de capacitación ante los Consejos de Participación Ciudadana respectivos, mismos que podrán recomendar ajustes de acuerdo a las necesidades del Servicio de Carrera Policial.  
La evaluación de resultados de los programas de capacitación que se impartan se realizará con base en las valoraciones del desempeño de los policías de carrera que participaron, buscando el desarrollo de la capacitación en la proporción que se identifiquen deficiencias.

Artículo 79. Las corporaciones policíacas podrán celebrar convenios con instituciones educativas, centros de investigación y organismos públicos o privados para que impartan cualquier modalidad de capacitación que coadyuve a cubrir las necesidades institucionales de formación de los policías de carrera.

Artículo 80. Los policías de carrera deberán ser sometidos a una evaluación para certificar sus capacidades en los términos que determinen las disposiciones aplicables por lo menos cada dos años. Las evaluaciones deberán acreditar que el policía ha desarrollado y mantiene actualizado el perfil y aptitudes requeridos para el desempeño de su cargo.

Esta certificación del personal de policía será requisito indispensable para la permanencia de su cargo, rango, categoría y especialidad.  
Artículo 81. Los agentes policiales y servidores públicos de las corporaciones policíacas, serán citados de conformidad con las normas aplicables, a la práctica de los exámenes respectivos.

Las evaluaciones serán requisito indispensable para la permanencia de un policía de carrera en el sistema y en su puesto, rango, categoría y especialidad.  
Artículo 82. Cada institución policial determinará los estímulos al desempeño destacado a los policías de carrera o servidores públicos de sus respectivas corporaciones o instituciones policiales, con motivo de la productividad, eficacia y eficiencia.

Asimismo, desarrollarán un proyecto de otorgamiento de reconocimientos, incentivos y estímulos al desempeño destacado a favor de los policías de carrera y servidores públicos de sus respectivas corporaciones e instituciones policiales.  
Artículo 83. Los resultados de los procesos de evaluación serán confidenciales con excepción de lo que establezcan las disposiciones legales aplicables, así como en aquellos casos en que deban presentarse en procedimientos administrativos o judiciales.

Artículo 84. El Servicio de Carrera Policial deberá contar con un órgano encargado de operar el servicio con base en la normatividad que emita cada corporación o institución policial.

Artículo 85. Cada corporación policial contará con un órgano de vigilancia de las trayectorias personales y desarrollo de los policías de carrera.  Cada corporación determinará a los funcionarios y demás personal que habrá de integrar dicho órgano.

Artículo 86. Cada corporación policial contará con un Consejo de Participación Ciudadana que será un órgano externo de asesoría y opinión que tenga como finalidad vigilar el correcto funcionamiento de la policía.  La Federación, los Estados, el Distrito Federal, y los Municipios, establecerán la conformación, formas de selección de sus miembros y la organización y funcionamiento de sus Consejos de Participación Ciudadana.

TITULO IV

DE LOS SERVICIOS DE ATENCIÓN A LA POBLACIÓN

Artículo 87. El Consejo Nacional impulsará las acciones necesarias para que la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, establezcan un servicio para la localización de personas y bienes.

Artículo 88. El Consejo Nacional promoverá que la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios establezcan un servicio de comunicación que reciba los reportes de la comunidad, sobre las emergencias, faltas y delitos de que tenga conocimiento, mediante el establecimiento de un número telefónico único nacional para emergencias y auxilio a los habitantes.  El servicio tendrá comunicación directa con las instituciones de seguridad pública, salud, protección civil y las demás asistenciales públicas y privadas.

TITULO V

DE LOS SERVICIOS PRIVADOS DE SEGURIDAD

Artículo 89. Además de cumplir con las disposiciones de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, los particulares que presten servicios de seguridad, protección, vigilancia o custodia de personas, lugares o establecimientos, de bienes o valores, incluido su traslado; deberán obtener autorización previa de la Secretaría, cuando los servicios comprendan dos o más entidades federativas; o de la autoridad administrativa que establezcan las Leyes locales, cuando los servicios se presten sólo en el territorio de una entidad. Conforme a las bases que esta Ley dispone, las instancias de coordinación promoverán que dichas Leyes locales prevean los requisitos y condiciones para la prestación del servicio, la denominación, los mecanismos para la supervisión y las causas y procedimientos para determinar sanciones.

Artículo 90. Los servicios privados de seguridad son auxiliares a la función de seguridad pública. Sus integrantes coadyuvarán con las autoridades y las instituciones de seguridad pública en situaciones de urgencia, desastre o cuando así lo solicite la autoridad competente de la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, de acuerdo a los requisitos y condiciones que establezca la autorización respectiva.

Los particulares que presten este servicio estarán impedidos para ejercer las funciones que corresponden a las autoridades de seguridad pública.  
Artículo 91. Los particulares que se dediquen a estos servicios, así como el personal que utilicen, se regirán en lo conducente, por las normas que esta Ley y las demás aplicables establecen para las instituciones de seguridad pública; incluyendo los principios de actuación y desempeño y la obligación de aportar los datos para el registro de su personal y equipo y, en general, proporcionar la información estadística y sobre la delincuencia al Sistema Nacional.” 
“ARTÍCULO SÉPTIMO.- Se reforman los artículos 8; 9, segundo párrafo; 11, primer párrafo; 16, primer párrafo; 20, primer párrafo; 21, primer párrafo; 27; 28, segundo párrafo; 34 y, 37; se adiciona un artículo 8 Bis; así como un primero y segundo párrafos al artículo 41 y se recorren en su orden los demás; y se deroga el artículo 38, de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, para quedar como sigue:

Artículo 8. La Fiscalía General de la Federación deberá contar con una Fiscalía Especializada en la investigación y persecución de delitos cometidos por miembros de la delincuencia organizada, integrada por fiscales y demás personal necesario.

La fiscalía especializada contará con un cuerpo técnico de control, que en las intervenciones de comunicaciones privadas verificará la autenticidad de sus resultados; establecerá lineamientos sobre las características de los aparatos, equipos y sistemas a autorizar; así como sobre la guarda, conservación, mantenimiento y uso de los mismos.

El Reglamento de la Fiscalía General de la Federación, establecerá los perfiles y requisitos que deberán satisfacer los servidores públicos que conformen a la fiscalía especializada, para asegurar un alto nivel profesional de acuerdo a las atribuciones que les confiere esta Ley.

Siempre que en esta Ley se mencione Ministerio Público de la Federación, se entenderá que se refiere a los fiscales que pertenecen a la Fiscalía Especializada, que este artículo establece.

En caso necesario, el titular de esta fiscalía podrá solicitar la colaboración de otras dependencias de la Administración Pública Federal o entidades federativas.  
Artículo 8 Bis. Los Fiscales del Ministerio Público de la Federación estarán investidos de fe pública en las diligencias de averiguación previa que realicen en compañía de dos testigos de asistencia; deberán de levantar acta de cada actuación, en las que constará la firma de todos los intervinientes o en su caso la constancia de su oposición.

El Ministerio Público de la Federación, tendrá la obligación de apercibir a los testigos y peritos de las penas en que incurren las personas que declaran con falsedad ante una autoridad distinta de la judicial, antes de que proceda a tomarles su declaración.

Artículo 9. …

Los requerimientos que formule el Ministerio Público de la Federación, o de la autoridad judicial, en su caso, de documentos o información relativa al sistema financiero, se harán a las entidades que integran el sistema financiero dando aviso a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, a la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, o a la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro, según corresponda. Los de naturaleza fiscal, a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

…

Artículo 11. En las averiguaciones previas relativas a los delitos a que se refiere esta Ley, la investigación también deberá abarcar el conocimiento de las estructuras de organización, formas de operación y ámbitos de actuación. Para tal efecto el Fiscal General de la Federación, podrá autorizar la infiltración de Policías Federales.

...

Artículo 16. Cuando en la averiguación previa de alguno de los delitos a que se refiere esta Ley o durante el proceso respectivo, el Fiscal General de la Federación o el titular de la Fiscalía Especializada a que se refiere el artículo 8º. anterior, consideren necesaria la intervención de comunicaciones privadas, lo solicitarán por escrito al juez de distrito, expresando el objeto y necesidad de la intervención, los indicios que hagan presumir fundadamente que en los delitos investigados participa algún miembro de la delincuencia organizada; así como los hechos, circunstancias, datos y demás elementos que se pretendan probar.

...

...

Artículo 20. Durante las intervenciones de las comunicaciones privadas, el Ministerio Público de la Federación ordenará la transcripción de aquellas grabaciones que resulten de interés para la averiguación previa y las cotejará en presencia del personal del cuerpo técnico de control de la fiscalía especializada prevista en el artículo 8º. anterior, en cuyo caso serán ratificadas por quien las realizó. La transcripción contendrá los datos necesarios para identificar la cinta de donde fue tomada. Los datos o informes impresos que resulten de la intervención serán igualmente integrados a la averiguación.

…

Artículo 21. Si en la práctica de una intervención de comunicaciones privadas se tuviera conocimiento de la comisión de delitos diversos de aquéllos que motivan la medida, se hará constar esta circunstancia en el acta correspondiente, con excepción de los relacionados con las materias expresamente excluidas en el artículo 16 constitucional. Toda actuación del Ministerio Público de la Federación o de la Policía Federal, hecha en contravención a esta disposición carecerá de valor probatorio.

...

...

Artículo 27. Los servidores públicos de la Fiscalía Especializada a que se refiere el artículo 8º. de esta Ley, así como cualquier otro servidor público, que intervengan comunicaciones privadas sin la autorización judicial correspondiente, o que la realicen en términos distintos de los autorizados, serán sancionados con prisión de seis a doce años, de quinientos a mil días multa, así como con destitución e inhabilitación para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos, por el mismo plazo de la pena de prisión impuesta. 
 Artículo 28...

Los servidores públicos de la Fiscalía Especializada prevista en el artículo 8º. De esta Ley, así como cualquier otro servidor público o los servidores públicos del Poder Judicial Federal, que participen en algún proceso de los delitos a que se refiere esta Ley, que revelen, divulguen o utilicen en forma indebida o en perjuicio de otro la información o imágenes obtenidas en el curso de una intervención de comunicaciones privadas, autorizada o no, serán sancionados con prisión de seis a doce años, de quinientos a mil días multa, así como con la destitución e inhabilitación para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos, por el mismo plazo que la pena de prisión impuesta.

...

Artículo 34. La Policía Federal, por instrucción del Ministerio Público de la Federación, prestará apoyo y protección suficientes a jueces, peritos, testigos, víctimas y demás personas, cuando por su intervención en un procedimiento penal sobre delitos a que se refiere esta Ley, se ponga en peligro su vida o salud personal, mediante su incorporación al Programa Federal de Protección de Personas que expida el Fiscal General de la Federación.  
Artículo 37. Cuando se gire orden de aprehensión en contra de un miembro de la delincuencia organizada, la autoridad podrá ofrecer recompensa a quienes auxilien eficientemente para su localización y aprehensión, en los términos y condiciones que, por acuerdo específico, el Fiscal General de la Federación determine.

Artículo 38. (Derogado)

Artículo 41. Las pruebas que se practiquen en la averiguación previa, como lo prevé el artículo 8 bis de esta Ley, cuyo desahogo en el juicio se torne imposible, serán considerados por el juez para la emisión de la sentencia y valoradas de conformidad con lo establecido en el Código Federal de Procedimientos Penales. 
Independientemente de lo antes señalado, se considerará prueba preconstituida, y por tanto innecesario su deshogo en el proceso, los testimonios de testigos, peritos, víctimas u ofendidos por el delito, rendidos ante el fiscal en la averiguación previa, que por su calidad de testigos protegidos o por existir una amenaza objetiva a su seguridad física o mental constituya una alto riesgo su comparecencia directa o indirecta al juicio. Dichas pruebas serán valoradas por el juez en los términos del Código Federal de Procedimientos Penales.

…

…

…”

 “ARTÍCULO OCTAVO.- Se reforman los artículos 1, segundo párrafo; 2, fracción III; 4; 6; 25; 26; 28, fracción XI; 30 bis, fracciones I, VI, VII, X, XI, XII, XIII, XV, XXII, XXIII, XXV y XXVI; 37, fracciones XII y XXIV bis; y 43 párrafo primero y fracciones VII, segundo párrafo, y XI; y se adicionan las fracciones VIII Bis, del artículo 27; XXVII, del artículo 30 bis; y VII Bis, XI, XII, XIII y XIV del artículo 43 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, para quedar como sigue:

Artículo 1. …

La Presidencia de la República, las Secretarías de Estado, los Departamentos Administrativos y la Oficina del Abogado General de la Federación, integran la Administración Pública Centralizada.

…

Artículo 2. …
I. y II. ….

III. Oficina del Abogado General de la Federación.

Artículo 4. La función de abogado general de la federación, prevista en el Apartado A del artículo 102 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, estará a cargo de la Oficina del Abogado General de la Federación. Al frente de la Oficina del Abogado General de la Federación habrá un Abogado General que dependerá directamente del Presidente de la República, y será nombrado y removido libremente por éste.

Para ser Abogado General de la Federación se deben cumplir los mismos requisitos que para ser Fiscal General de la Federación.  
A la Oficina del Abogado General de la Federación le serán aplicables las disposiciones sobre presupuesto, contabilidad y gasto público federal, así como las demás que rigen a las dependencias del Ejecutivo Federal.  En el reglamento interior de la Oficina del Abogado General se determinarán las atribuciones de las unidades administrativas, así como la forma de cubrir las ausencias y delegar facultades.

Artículo 6. Para los efectos del artículo 29 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Presidente de la República solicitará opinión al Fiscal General de la Federación y acordará con todos los Secretarios de Estado y los Jefes de los Departamentos Administrativos.

La opinión del Fiscal General de la Federación, no es vinculativa para el Presidente de la República.

Artículo 25. Cuando alguna Secretaría de Estado o Departamento Administrativo necesite informes, datos o la cooperación técnica de cualquier otra dependencia, ésta tendrá la obligación de proporcionarlos, atendiendo en lo correspondiente a las normas que determine la Secretaría de la Función Pública.

Capítulo II

De la competencia de las Secretarías de Estado, Departamentos

Administrativos y Oficina del Abogado General de la Federación

Artículo 26. …

…

…

…

…

Secretaría del Interior

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Oficina del Abogado General de la Federación

Artículo 27. …

I. a la VIII. …

VIII Bis. Tramitar lo relativo al ejercicio de la facultad que otorga al Ejecutivo Federal el artículo 102, Apartado A, de la Constitución, sobre los nombramientos del Fiscal General de la Federación y de los Fiscales de Circuito.

IX a la XXXII. ...

Artículo 28. … I. a la X. ...

XI. Intervenir, en coordinación con la Fiscalía General de la Federación, en la extradición conforme a la ley o tratados, y en los exhortos internacionales o comisiones rogatorias para hacerlos llegar a su destino, previo examen de que llenen los requisitos de forma para su diligenciación y de su procedencia o improcedencia, para hacerlo del conocimiento de las autoridades judiciales competentes, y XII. ...

Artículo 30 Bis. A la Secretaría del Interior corresponde el despacho de los siguientes asuntos:

I. Desarrollar las políticas de seguridad pública, así como proponer la política criminal en el ámbito federal, que comprenda las normas, instrumentos y acciones para combatir de manera eficaz la comisión de delitos;

II. a la V. ...
VI. Proponer en el seno del Consejo Nacional de Seguridad Pública, políticas, acciones y estrategias de coordinación en materia de combate a la delincuencia y política criminal para todo el territorio nacional;

VII. Fomentar la participación ciudadana en la formulación de planes y programas de combate a la delincuencia en materia de delitos federales y, por conducto del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en los delitos del fuero común;

VIII. a la IX. ...

X. Organizar, dirigir, administrar y supervisar la Policía Federal, así como garantizar el desempeño honesto de su personal y aplicar su régimen disciplinario;

XI. Proponer al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos el nombramiento del Comisionado de la Policía Federal;

XII. Salvaguardar la integridad y el patrimonio de las personas, combatir la comisión de delitos del orden federal, así como preservar la libertad, el orden y la paz públicos;

XIII. Establecer un sistema destinado a obtener, analizar, estudiar y procesar información para el combate de delitos, mediante métodos que garanticen el estricto respeto a los derechos humanos;

XIV. ...

XV. Efectuar, en coordinación con la Fiscalía General de la Federación, estudios sobre los actos delictivos no denunciados e incorporar esta variable en el diseño de las políticas en materia de combate a la delincuencia;

XVI. a la XXI. ...

XXII. Auxiliar al Poder Judicial de la Federación y a la Fiscalía General de la Federación, cuando así lo requieran, para el debido ejercicio de sus funciones;

XXIII. Ejecutar las penas por delitos del orden federal y administrar el sistema federal penitenciario y cumplir los requerimientos y mandamientos de los jueces de ejecución de sanciones penales, así como, organizar y dirigir las actividades de apoyo a liberados;

XXIV. ...

XXV. Administrar los centros de internación del sistema federal para el tratamiento de menores y adolescentes, y desarrollar las actividades correspondientes a la ejecución de las medidas cautelares y sanciones que imponga el juzgador, en los términos de la ley respectiva y con estricto apego a los derechos humanos;

XXVI. Coordinar la actividad del organismo responsable de brindar los servicios periciales; y XXVII. Las demás que le atribuyan expresamente las leyes y reglamentos.”.

Artículo 37. … I. a la XI. ...

XII. Designar y remover a los titulares de los órganos internos de control de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, así como a los de las áreas de auditoría, quejas y responsabilidades de tales órganos, quienes dependerán jerárquica y funcionalmente de la Secretaría de la Función Pública, tendrán el carácter de autoridad y realizarán la defensa jurídica de las resoluciones que emitan en la esfera administrativa y ante los Tribunales Federales, representando al Titular de dicha Secretaría;

XIII. a la XXIV. ...

XXIV Bis. Reivindicar los bienes propiedad de la nación, por conducto de la Oficina del Abogado General de la Federación;

XXV. a la XXVII. ...

Artículo 43.- A la Oficina del Abogado General de la Federación corresponde el despacho de los siguientes asuntos:

I. a la VI. ...

VII. …

El Abogado General podrá opinar previamente sobre el nombramiento y, en su caso, solicitar la remoción de los titulares de las unidades encargadas del apoyo jurídico de las entidades de la Administración Pública Federal;

VII Bis. Designar, remover y coordinar a los titulares de las unidades jurídicas adscritas a las Dependencias y Órganos Desconcentrados de la Administración Pública Federal, de conformidad con las disposiciones aplicables.

Las unidades a que se refiere el párrafo anterior dependerán jerárquica y funcionalmente de la Oficina del Abogado General de la Federación e intervendrán en la representación de la Federación exclusivamente en el ámbito de sus atribuciones.

VIII. a la X. …

XI. Intervenir como representante de la Federación, por sí o por conducto de los titulares de las unidades jurídicas adscritas a las Dependencias u Órganos Desconcentrados de la Administración Pública Federal, en todos los negocios en que aquélla sea parte o tenga interés jurídico. Esta atribución comprende las actuaciones necesarias para el ejercicio de las facultades que confiere al Abogado General de la Federación la fracción III, del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
Tratándose de asuntos que revistan interés y trascendencia para la Federación, el Abogado General mantendrá informado al Presidente de la República de los casos relevantes, y requerirá de su acuerdo por escrito para el desistimiento;

XII. Intervenir como coadyuvante en los negocios en que las entidades paraestatales de la Administración Pública Federal sean parte o tengan interés jurídico, a solicitud del coordinador de sector correspondiente. El Abogado General acordará lo pertinente tomando en cuenta la importancia que el asunto revista para el interés público.

Los coordinadores de sector y, por acuerdo de éstos las entidades paraestatales, conforme a lo que establezca la ley respectiva, por conducto de los órganos que determine su régimen de gobierno, deberán hacer del conocimiento de la Oficina del Abogado General de la Federación los casos en que dichas entidades figuren como partes o como coadyuvantes, o de cualquier otra forma que comprometa sus funciones o su patrimonio ante órganos extranjeros dotados de atribuciones jurisdiccionales. En estos casos la Oficina se mantendrá al tanto de los procedimientos respectivos y requerirá la información correspondiente. Si a juicio del Abogado General el asunto reviste importancia para el interés público, formulará las observaciones o sugerencias que estime convenientes;

XIII. Intervenir en las controversias en que sean parte los diplomáticos y los

cónsules generales, precisamente en virtud de esta calidad, y

XIV. Las demás que le atribuyan expresamente las leyes y reglamentos.” 
“ARTÍCULO NOVENO.- Se reforma el artículo 50 ter, y las fracciones XLI y XLII del artículo 81; se adiciona un último párrafo a la fracción I, y las fracciones IV y V, al artículo 50, los artículos 50 quáter, 50 quinquies y 50 sexies, las fracciones XIX bis y XLIII al artículo 81, un artículo 96 bis, un segundo párrafo al artículo 145, y un último párrafo al artículo 158; y se deroga la fracción III, del artículo 29 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, para quedar como siguen:

Artículo 29. …

I. a la II. …

III. Se deroga.

IV. a la VI.

… .”

Artículo 50.- …

I. …

a) a m) …

Los jueces que conozcan de las etapas procedimentales anteriores al auto de apertura a juicio, no podrán presidir la audiencia principal, ni la audiencia de individualización de la sanción. No obstante lo anterior, en el caso de que el juez que conozca de las audiencias de referencia no resida en el distrito en el que se desarrolle el proceso, el juez preliminar será competente para conocer, en su caso, de las actuaciones judiciales posteriores a dichas audiencias.

II. a III. …

IV. De la responsabilidad civil de los procesados absueltos, siempre que los hechos hayan sido materia del proceso.

V. De los procedimientos de vigilancia de la ejecución de sanciones por delitos del orden federal.

Artículo 50 Ter. Cuando la solicitud de autorización de intervención de comunicaciones privadas, sea formulada en los términos previstos en las legislaciones locales, por el titular del Ministerio Público de alguna entidad federativa, exclusivamente se concederá si se trata de los delitos de homicidio, asalto en carreteras o caminos, robo de vehículos, privación ilegal de la libertad o secuestro y tráfico de menores, todos ellos previstos en el Código Penal Federal, o sus equivalentes en las legislaciones penales locales.  
Artículo 50 Quáter. Los jueces de distrito especializados en materia de delincuencia organizada conocerán:

I. De los delitos previstos en la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada;

II. De la intervención de las comunicaciones privadas en términos de los artículos 50 bis y 50 ter de esta ley;

III. Del cateo, arraigo y demás medidas cautelares en materia de Delincuencia Organizada;

IV. De la resolución en materia de decomiso de los bienes objeto de delitos en materia de delincuencia organizada; y, 
V. De las demás disposiciones que otras leyes o normas jurídicas les confieren.  
Artículo 50 Quinquies.- Los Jueces de Distrito Especializados en Justicia Penal para Adolescentes conocerán:

I. Del proceso penal seguido a adolescentes por posibles delitos federales;

II. De la aplicación de las disposiciones conferidas a ellos en la Ley General de Justicia Penal para Adolescentes;

III. De las medidas cautelares que restrinjan un derecho fundamental del adolescente;

IV. De la imposición de la sanción que le corresponda;

V. De revisar la legalidad de los acuerdos conciliatorios celebrados durante el proceso judicial;

VI. De revisar la legalidad de la suspensión condicional del proceso;

VII. Del control de la legalidad en la ejecución de las sanciones impuestas;

VIII. Resolver los recursos de revisión que se presenten durante la ejecución de la sanción;

IX. Aprobar el Programa Individualizado de Ejecución de la Sanción y darle seguimiento;

X. Garantizar a todo adolescente, durante la ejecución de la sanción impuesta, el acceso a los servicios de salud, educativos y recreativos, siempre que ello no ponga en riesgo su seguridad y el cumplimiento de la sanción;

XI. Garantizar a los adolescentes privados de su libertad que permanezcan en centros especializados distintos de los destinados a adultos;

XII. Atender solicitudes presentadas por los adolescentes sancionados o sus representantes legales;

XIII. Evaluar cada seis meses las sanciones privativas de la libertad impuestas, pudiendo ordenar su continuación, sustitución o término, y, 
XIV. De las demás atribuciones que otras leyes o disposiciones jurídicas les confieran.

Los jueces que conozcan de las etapas procedimentales anteriores al auto de apertura a juicio, no podrán presidir la audiencia principal, ni la audiencia de individualización de la sanción. No obstante lo anterior, en el caso de que el juez que conozca de las audiencias de referencia no resida en el distrito en el que se desarrolle el proceso, el juez preliminar será competente para conocer de las actuaciones judiciales posteriores a dichas audiencias.  
Artículo 50 Sexies.- Los Jueces de Distrito en materia de Ejecución de Sanciones Penales conocerán:

I. Del control de la legalidad en la ejecución de las sanciones impuestas;

II. Resolver los recursos de revisión que se presenten durante la ejecución de la sanción;

III. Aprobar el Programa Individualizado de Ejecución de la Sanción y darle seguimiento;

IV. Atender solicitudes presentadas por los adolescentes sancionados o sus representantes legales;

V. Evaluar cada seis meses las sanciones privativas de la libertad impuestas, pudiendo ordenar su continuación, sustitución o término;

VI. Revocar o sustituir la sanción impuesta si la misma produjo sus efectos;

VII. Dictar resoluciones mediante las cuales se dé por cumplida la sanción impuesta;

VIII. Controlar el cumplimiento adecuado del régimen penitenciario;

IX. Inspeccionar o disponer de medidas de inspección a los centros federales de readaptación social o donde haya internos del fuero federal;

X. Hacer comparecer a los sentenciados con fines de vigilancia y control;

XI. Vigilar que las autoridades ejecutoras cumplan con las leyes aplicables a las personas sentenciadas, y 
XIV. De las demás atribuciones que otras leyes o disposiciones jurídicas les confieran.

Artículo 81.-

I. a la XIX. …

XIX Bis. Establecer las disposiciones generales necesarias y el procedimiento de actuación de la unidad administrativa que opere la figura de la conciliación en sede judicial, como salida alternativa al proceso penal.

XX. a la XL. …

XLI. Designar entre sus miembros a los comisionados que integrarán la Comisión de Administración del Tribunal Electoral, en los términos señalados en el párrafo segundo del artículo 205 de esta Ley;

XLII. Certificar a los defensores en los términos de la Ley Federal de Defensoría, y 
XLIII. Las demás que le confieran otros ordenamientos legales.

Artículo 96 bis. El Instituto impartirá cursos de capacitación y actualización a que se refiere el artículo 49, segundo párrafo, de la Ley Federal de Defensoría.

Artículo 145.- …

El Consejo de la Judicatura Federal podrá determinar mediante Acuerdo la variación de la extensión territorial de un Distrito o la asignación de jueces con competencia diferente a la del área geográfica que corresponda al domicilio de su sede.

Artículo 158.- ...

…

…

…

De igual forma los jueces especializados en ejecución de sanciones penales y en adolescentes podrán solicitar a los jueces del orden común su auxilio para la práctica de diligencias y resoluciones urgentes, estos últimos deberán aplicar las leyes federales de la materia.”

“ARTÍCULO DÉCIMO.- Se modifica la denominación de la Ley Federal de Defensoría Pública para quedar como Ley Federal de Defensoría; se reforman la denominación del Título Primero; el artículo 1; 2; la fracción II del artículo 4°; 10; fracción I y II del artículo 11; las fracciones III y X del artículo 12; 13, y las fracciones VI, VIII, IX del artículo 37; Se adicionan el artículo 1 bis; el Título Segundo, recorriéndose los demás en su orden; el Capítulo I del Título Segundo; una fracción III al artículo 4°; la fracción III, recorriéndose las demás en su orden del artículo 5°; un último párrafo al artículo 11; las fracciones XI y XII, y un último párrafo al artículo 12; la fracción X del artículo 37; el Título Cuarto; Capítulo I; 40; 41; 42; Título Quinto; Capítulo I; 43; 44; 45; Capítulo II; 46; 47; 48; 49; Capítulo III; 50 y 51, para quedar como sigue:

LEY FEDERAL DE DEFENSORÍA

TÍTULO PRIMERO

DE LA DEFENSORÍA.

Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente Ley tiene por objeto regular la prestación del servicio de defensoría en asuntos del fuero federal, a fin de garantizar el derecho a la defensa en materia penal y el acceso a la justicia mediante la orientación, asesoría y representación jurídica en los términos que la misma establece.  
Sus disposiciones son de orden público y de aplicación en todo el territorio nacional.

La defensoría se prestará bajo los principios de probidad, honradez y profesionalismo, y de manera obligatoria, en los términos de esta Ley.

Serán lineamientos de una defensa profesional:

I.
Buscar el acceso a la justicia para su defendido y la aplicación del derecho en cada caso particular;

II.
Mantener el honor y la dignidad profesionales;

III.
Defender diligentemente y con estricto apego a las normas, los derechos de su defendido;

IV. Obrar con probidad y buena fe. Se entiende por ello no aconsejar actos ilícitos; no afirmar o negar con falsedad, no hacer citas inexactas, mutiladas o maliciosas, ni realizar acto alguno que estorbe la buena y expedita administración de justicia;

V.
Faltar gravemente al honor y a la ética profesional, al cohechar a un funcionario público o auxiliar de la administración de la justicia durante el ejercicio de su defensa;

VI. Hacerse cargo de la defensa de un acusado, cualquiera que sea su opinión personal sobre la culpabilidad de éste; y, habiéndola aceptado, emplear en ella todos los medios lícitos para el mejor resultado de su gestión;

VII. Guardar el secreto profesional aún después de que haya dejado de prestar sus servicios, salvo lo dispuesto por las leyes;

Cuando un cliente comunicare al defensor la intención de cometer un delito , tal confidencia no quedará amparada por el secreto profesional;

VIII. Abstenerse de ejercer influencia sobre el Ministerio Público o el juzgador, apelando a vínculos políticos o de amistad, usando recomendaciones o recurriendo a cualquier otro medio que no sea el convencer con razonamientos jurídicos;

IX. Reconocer espontáneamente la responsabilidad que le resultare por su negligencia, error inexcusable o dolo, allanándose a indemnizar por los daños y perjuicios ocasionados a su defendido;

X.
Aceptada la defensa de una persona, no renunciar sino por causa justificada superveniente, especialmente si afecta su honor o su dignidad profesional. Al renunciar no debe dejar indefenso a su cliente;

XI. Fomentar la fraternidad que enaltezca la profesión, y respeto recíproco, sin que influya en ellos la animadversión de las partes, y

XIII.
No entrar en relaciones con la contraparte ni directa, ni indirectamente, sino por conducto de su abogado.

Artículo 1 Bis. Al constituir una garantía individual el derecho a una defensa penal profesional y ser de orden público e interés general su cumplimiento, corresponde a la autoridad indicada en esta ley tutelar la adecuada prestación de la defensoría profesional.

TÍTULO SEGUNDO

DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA

Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 2. El servicio de defensoría pública será gratuito para la persona sujeta a un procedimiento penal y obligatorio para la autoridad en los términos de esta Ley.

Artículo 4. Los servicios de defensoría pública se prestarán a través de:

I.
…

II.
Asesores jurídicos, en asuntos de orden no penal, salvo los expresamente otorgados por la ley a otras instituciones, y

III.
Defensores Públicos Federales Especializados para Adolescentes.

Artículo 5. Para ingresar y permanecer como defensor publico o asesor jurídico se requiere:

I.
a la II. …

III.
Ser abogado certificado en términos de la presente ley;

IV.
a la VII. …

Artículo 10. Los defensores públicos serán asignados inmediatamente por el Instituto Federal de Defensoría Pública, sin más requisitos que la solicitud formulada por los adolescentes o adultos imputados, también denominados indiciados en la averiguación previa, inculpados en el proceso penal, sentenciados, y el Fiscal del Ministerio Público de la Federación o la autoridad jurisdiccional, según sea el caso.

Siempre que en un procedimiento de tipo penal, ya sea desde la averiguación previa hasta la ejecución de sentencia, la persona sujeta al mismo, carezca de defensor particular, le será nombrado un defensor público.  
Artículo 11. El servicio de defensoría pública ante el Ministerio Público de la Federación, comprende:

I.
Atender inmediatamente las solicitudes formuladas por el indiciado o el fiscal del Ministerio Público relativas a la defensa;

II.
Solicitar al fiscal del Ministerio Público de la Federación correspondiente la libertad provisional, si procediera o el no ejercicio de la acción penal en favor de su defendido, cuando no existan elementos suficientes para su consignación;

III.
a la VIII. …
Los adolescentes sujetos a procedimiento, se les aplicaran todas las disposiciones previstas en el presente artículo.

Artículo 12. El servicio de defensoría pública, ante los Juzgados y Tribunales Federales, comprende:

I.
a la II. …
III.
Hacer valer los medios que desvirtúen el cuerpo del delito o la responsabilidad del defendido, en cualquier etapa del proceso, ofreciendo las pruebas y promoviendo los incidentes, recursos, alegatos y demás diligencias que fueren necesarias para una eficaz defensa;
IV.
a la IX. …
X.
Las demás promociones que sean necesarias para una adecuada defensa conforme a derecho;

XI.
La designación de defensor público en los lugares donde no resida Tribunal

Federal y en que, por tanto, los jueces locales tengan que auxiliar a éste, se hará entre los defensores públicos del orden común, a efecto de dar cumplimiento a la garantía individual a una defensa profesional.

Lo mismo se hará cuando no hubiere defensor público federal en el lugar en

que resida el Tribunal Federal que conozca del asunto, y

XII.
No recaerá sobre el defensor público la obligación de vigilar la ejecución de la pena, únicamente, tendrá el deber de asesorar y representar al sentenciado cuando lo requiera e intervenir en los casos en que conozcan el juez de ejecución de sanciones penales, durante la ejecución de aquella.  Los adolescentes sujetos a procedimiento, se les aplicarán todas las disposiciones previstas en el presente artículo.

Artículo 13. Las quejas que formulen los defensores públicos y privados, los detenidos o internos de establecimientos de detención o reclusión por falta de atención medica; por tortura; por tratos crueles, inhumanos o degradantes, por golpes y cualquier otra violación a sus derechos humanos que provengan de cualquier servidor público, se denunciarán ante el ministerio público, a la autoridad que tenga a su cargo los reclusorios y centros de readaptación social y a los organismos protectores de derechos humanos, según corresponda. Esto con el fin de que las autoridades adopten las medidas que pongan fin a tales violaciones, se prevenga su repetición y, en su caso, se sancione a quienes las hubiesen cometido, de conformidad con la legislación aplicable.

Capítulo VII

De la Responsabilidad de los

Defensores Públicos y Asesores Jurídicos

Artículo 37. …

I.
a V. …

VI.
Negarse injustificadamente a patrocinar la defensa de los indiciados que, no teniendo defensor privado, ni los recursos económicos suficientes para cubrir los honorarios de alguno, sean designados por estos, el Ministerio Público de la Federación o por el órgano jurisdiccional correspondiente;

VII.
…

VIII.
Aceptar dádivas o cualquier remuneración por los servicios que prestan a sus defendidos o asistidos, o solicitar a éstos o a las personas que por ellos se interesan, dinero o cualquier otra retribución para cumplir con las funciones de gratuitamente deban ejercer;

IX.
Incumplir con los lineamientos a que se refiere el artículo 1° de esta Ley;

X.
Dejar de cumplir con cualquiera de las demás obligaciones que, en virtud de la existencia de la institución, se le ha conferido.

TÍTULO CUARTO

DE LA DEFENSORÍA PRIVADA

Capítulo I

De los Defensores Privados

Artículo 40. Los defensores privados, están obligados a:

I.
Prestar personalmente el servicio de orientación, asesoría y representación a las personas que lo soliciten en los términos que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta Ley y las demás disposiciones aplicables;

II.
Representar y ejercer ante las autoridades competentes los intereses y los derechos jurídicos de los defendidos, a cuyo efecto harán valer acciones, opondrán excepciones o defensas, interpondrán incidentes o recursos y
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realizaran cualquier otro tramite o gestión que proceda conforme a derecho que resulte en una eficaz defensa;

III.
Evitar en todo momento la indefensión de sus representados;

IV.
Vigilar el respeto a las garantías individuales de sus representados y formular las demandas de amparo respectivas, cuando éstas sean violentadas;

V.
Llevar un registro y formar un expediente de control de todos los procedimientos o asuntos en que intervengan; debiendo conservar estos al menos por un lapso de cinco años posteriores a que el procedimiento o asunto haya concluido, poniendo los mismos a disposición de la autoridad competente cuando así se le requiera;

VI.
Atender con cortesía a los clientes y prestar sus servicios con diligencia, responsabilidad e iniciativa, y

VII.
Las demás que se deriven de la naturaleza de sus funciones y de las disposiciones legales aplicables.

Artículo 41. El servicio de defensoría privada ante el Ministerio Público de la Federación comprende de manera enunciativa más no limitativa:

I.
El defensor privado una vez que acepte el cargo, deberá atender inmediatamente las solicitudes formuladas por el indiciado o el fiscal del Ministerio Público necesarias para la defensa;

II.
Solicitar al fiscal correspondiente la libertad provisional, si procediera o el no ejercicio de la acción penal en favor de su defendido, cuando no existan elementos suficientes para su consignación;

III.
Entrevistar al defendido para conocer de viva voz la versión personal de los hechos que motivan la averiguación previa en su contra, así como los argumentos y pruebas que le sirvan para tratar de justificar o explicar su participación en los mismos hechos, con el propósito de que pueda hacerlos valer ante la autoridad correspondiente;

IV. Asistir jurídicamente al defendido en el momento en que rinda su declaración ministerial, así como en cualquier otra diligencia que establezca la ley;
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V.
Informar al defendido o a sus familiares del trámite legal que deberá desarrollarse en todo el proceso para establecer con ellos una comunicación estrecha sobre el particular;

VI. Analizar las constancias o registros de los expedientes a fin de contar con mayores elementos para la defensa;

VII. Procurar la continuidad y uniformidad de criterios en la defensa, y

VIII. Las demás promociones necesarias para realizar una defensa conforme a derecho y que propicie una impartición de justicia pronta y expedita. 
Artículo 42. El servicio de defensoría privada, ante los juzgados y tribunales federales comprende de manera enunciativa más no limitativa:

I.
Atender inmediatamente las solicitudes que le sean formuladas por el inculpado, o por el juez competente;

II.
Solicitar al juez de la causa la libertad provisional, cuando proceda;

III.
Realizar las actuaciones tendientes a desvirtuar el cuerpo del delito o la probable responsabilidad del defendido, en cualquier etapa del proceso, ofreciendo las pruebas y promoviendo los incidentes, recursos, alegatos y demás diligencias que fueren necesarias para una eficaz defensa;

IV.
Asistir jurídicamente al defendido y estar presente en el momento en que rinda su declaración;

V.
Formular las conclusiones a que se refiere el Código Federal de Procedimientos Penales, en el momento procesal oportuno;

VI.
Informar al defendido o a sus familiares del trámite legal que deberá desarrollarse y establecer con ellos una comunicación estrecha sobre el particular;

VII.
Analizar las constancias del proceso a fin de contar con mayores elementos para la formulación de los agravios respectivos en el momento procesal oportuno;

VIII.
Practicar las visitas que sean necesarias a los centros de reclusión con el objeto de comunicar a su defendido el estado procesal en que se encuentra su asunto, informar los requisitos para su libertad provisional, así como aquéllos para obtener los beneficios preliberacionales que en su caso correspondan;

IX.
Promover ante las instancias competentes el adecuado cumplimiento de las sentencias, procurando para sus representados los beneficios que, en su caso, establezcan las disposiciones legales aplicables, y

X.
Las demás promociones que sean necesarias para una adecuada defensa conforme a derecho.

TÍTULO QUINTO

Capítulo I

De las Certificaciones
Artículo 43. El Consejo de la Judicatura Federal será el órgano encargado de otorgar la certificación a la que se refiere el artículo 1 bis de esta Ley.  
Artículo 44. El Consejo de la Judicatura Federal llevará un registro de la certificación de los defensores y de sus refrendos.

Artículo 45. Para obtener la certificación de defensor, el interesado deberá satisfacer los siguientes requisitos:

I.
Ser licenciado en derecho, con la correspondiente cédula profesional expedida por la autoridad competente;

II.
Gozar de buena fama y solvencia moral;

III.
Aprobar las evaluaciones de conocimientos jurídicos y habilidades en litigación penal correspondientes, y

IV.
No haber sido condenado en sentencia ejecutoriada, por delito doloso.

Capítulo II

De los Exámenes, De los Cursos de

Actualización y Del Otorgamiento de las

Certificaciones y Refrendos Respectivos

Artículo 46. El Consejo de la Judicatura Federal publicará en el Diario Oficial de la Federación los lineamientos respectivos para establecer las bases en que se desarrollará la convocatoria al examen de certificación de defensor. 
Artículo 47. El examen para obtener la certificación de defensor, versará en una prueba teórica y en una prueba práctica, las cuales se realizarán el día, hora y lugar que oportunamente señale el Consejo de la Judicatura Federal. Los interesados deberán cubrir la cuota que por concepto de examen se fije.  
La prueba práctica consistirá en el desarrollo o en la solución de un caso penal, cuyo tema será sorteado.


La prueba teórica consistirá en preguntas sobre litigación penal.  El sustentante que obtenga una calificación no aprobatoria no podrá volver a presentar examen, sino después de haber transcurrido tres meses.  La puntuación mínima para aprobar el examen de certificación será de 80 puntos en una escala numérica de 0 a 100.

Artículo 48. La certificación de defensor se refrendará cada cinco años, cumpliendo los requisitos a que se refiere el artículo siguiente.  
Artículo 49. El refrendo a que se refiere el artículo anterior podrá realizarse únicamente si el abogado certificado comprueba que está actualizado teórica y prácticamente en el dominio de la litigación penal y sigue cumpliendo con los requisitos a que se refiere al artículo 45 de esta Ley, para lo cual se tomarán en cuenta las sanciones administrativas que, en su caso, le hayan sido impuestas en el ejercicio de sus funciones como defensor.
El Instituto de la Judicatura Federal impartirá los cursos de capacitación y actualización para los abogados certificados que necesiten realizar el refrendo correspondiente y no hayan asistido a ningún curso de actualización y capacitación.
La actualización mencionada en el párrafo anterior, deberá cubrir un mínimo de 120 horas.
Capítulo VI

De la Responsabilidad de los

Defensores Privados y de las Sanciones Administrativas
Artículo 50. Los defensores privados serán responsables por los actos y omisiones ilícitos en que incurran en el ejercicio de sus funciones, en los términos de la legislación aplicable.
Artículo 51. Cuando el Consejo de la Judicatura Federal tenga conocimiento de los actos u omisiones a que se refiere el artículo anterior, presentará la denuncia correspondiente ante el Ministerio Público, si los mismos constituyen un delito, o en su defecto, a la autoridad administrativa para que se incoe el procedimiento administrativo a que haya lugar.”
“ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO.- Se reforma el artículo 28; y se adicionan los artículos 65 bis; 65 ter; 65 quáter, de la Ley Reglamentaria del Artículo 5º.  Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal, para quedar como sigue:
Artículo 28. En materia penal, el imputado podrá defenderse por sí o por un defensor con titulo de licenciado en derecho o abogado, y certificado en los términos de la legislación aplicable.
Las personas que ejerzan las funciones de defensor en un proceso penal sin cumplir con los requisitos a que se refiere el párrafo anterior, serán acreedores a las sanciones que marca esta Ley.
Artículo 65 bis. Al Licenciado en Derecho o Abogado que funja como defensor en materia penal, sin estar debidamente certificado en los términos de la legislación aplicable, se le impondrá la primera vez una multa de cien a quinientos días de Salario Mínimo General Vigente en el Distrito Federal.  Quien haya sido sancionado en los términos previstos en el párrafo anterior, incurra nuevamente en la misma conducta, será suspendido para ser candidato a defensor de seis meses a un año.
Artículo 65 ter. A los defensores privados que incumplan con lo señalado en los artículos 1° y 40 de la Ley Federal de Defensoría, se les impondrán cualquiera de las siguientes sanciones:
I.
Amonestación privada o pública;

II.
Sanción económica de cien a quinientos días de Salario Mínimo General

Vigente en el Distrito Federal, y

III.
Suspensión para ejercer las actividades de defensor por un período de seis meses a dos años.

Las mismas sanciones se les impondrán a los defensores privados por las causas previstas en el artículo 518 del Código Federal de Procedimientos Penales, para lo cual el Tribunal que advierta los actos u omisiones ilícitos a que se refiere dicho artículo, deberá notificar estos a la Secretaría de Educación Pública, para efectos del artículo siguiente.

Artículo 65 quáter. Las sanciones a que se refieren los artículos 65 bis y 65 ter, serán impuestas por el área competente de la Secretaría de Educación Pública, previo el procedimiento administrativo previsto en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

Para la imposición de las sanciones a que se refiere este artículo se tomará en cuenta:

I.
La gravedad de la conducta;

II.
Las circunstancias socioeconómicas del defensor;

III.
Los antecedentes del mismo;

IV.
La reincidencia en el incumplimiento de las obligaciones inherentes a la prestación del servicio de defensoría, y

V.
En su caso, el monto del beneficio, lucro, o daño o perjuicio derivado del incumplimiento de obligaciones.

Para efectos de este artículo se entenderá como reincidente el defensor privado que habiendo sido sancionado por alguno de los supuestos previstos en el artículo 65 ter, incurran nuevamente en uno o varios de los mismos 
La Secretaría de Educación Pública deberá notificar al Consejo de la Judicatura Federal, toda sanción impuesta, en los términos de este artículo, al defensor privado, para efectos del artículo 49 de la Ley Federal de Defensoría.”

“ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO.- Se derogan, los artículos: 26, 71, 72, 73, 75, 84, 85, 86, 87, 161,163, 176, 195, párrafo segundo; se reforman los siguientes artículos: 7 párrafo segundo, 13, 15 fracción IV, 25, 27, 28, 50 bis, 64 bis, 123, 124, 125, 127, 128, 129, 130, 131, 132, 133, 134, 135,136, 140, 141, 145, 148, 149, 149 bis, 153, 154, 158, 159, 171, 173, 178, 180, 182, 187, 188, 191, 192, 202, 209, 210, 211, 214, 215 fracción V, 216, 217, 218, 219, 220, 221, 222, 223, 224, 226, 231, 232 , 233, 239, 241, 242, 242 bis, 247, 248, 248 bis, 249, 259 bis, 277, 285, 289, 290, 291, 341, 342, 343, 350, 356, 363, 365, 380, 382, 386, fracción III, 389, 389 bis, 395, 397; se adiciona la denominación de Sanciones al Título Segundo del Libro Primero, así como los artículos 14 bis, segundo párrafo del 64 bis; 149 ter; párrafo segundo del 105; párrafo segundo de la fracción II del 171; 178 bis, 227 bis, 365 ter, 366 quintus, y 366 sextus, del Código Penal Federal, para quedar como sigue:

LIBRO PRIMERO

TÍTULO PRIMERO

RESPONSABILIDAD PENAL

Capítulo I

Reglas generales sobre delitos y responsabilidad

Artículo 7º.- Delito es el acto u omisión que sancionan las leyes penales.  En los delitos de resultado material será atribuible el resultado típico producido a quien omita impedirlo, si éste tenía el deber jurídico de evitarlo, si:

I.
Es garante del bien jurídico;

II.
De acuerdo con las circunstancias podía evitarlo; y

III.
Su inactividad es, en su eficacia, equivalente a la actividad descrita en el tipo.

Es garante del bien jurídico el que:

a)
Aceptó efectivamente su custodia;

b)
Voluntariamente formaba parte de una concreta comunidad que afronta peligros de la naturaleza;

c)
Con una actividad precedente culposa, generó el peligro para el bien jurídico; o,
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d)
Se halla en una efectiva y concreta posición de custodia de la vida, la salud o integridad corporal del descendiente o ascendiente consanguíneo en línea recta o por adopción, cónyuge, concubina o concubinario y consanguíneos colaterales.

Asimismo a quien impida al garante realizar la acción esperada, se le imputará el resultado material de manera directa y activa.

…

Capítulo III

Autoría y Participación

Artículo 13.- Son responsables del delito, quienes:

I.
Acuerden la comisión de un delito y no intervengan en su ejecución.

II.
Lo realicen por sí;

III.
Lo realicen conjuntamente;

IV.
Lo lleven a cabo sirviéndose de otro;

V.
Induzcan dolosamente al autor a cometerlo;

VI.
Dolosamente presten ayuda o auxilio al autor para su comisión, o con posterioridad a su ejecución, en cumplimiento de una promesa anterior al delito;

VII.
Dolosamente presten ayuda o auxilio esencial al autor para su comisión.

Quiénes intervengan como partícipes (cómplice, instigador y cooperador necesario), sólo responderán si el hecho antijurídico doloso del autor, alcanza al menos el grado de tentativa del delito que se quiso cometer.  Los autores o participes a que se refiere el presente artículo responderán cada uno en la medida de su propia culpabilidad.

Para los sujetos a que se refieren las fracciones V, VI y VII, se aplicara la punibilidad dispuesta por el artículo 64 bis de este Código. 
Artículo 14 bis. Cuando varios sujetos intervengan en la comisión de un delito y no pueda precisarse el resultado que cada quien produjo, para su punibilidad se estará a lo dispuesto en el artículo 64 bis de este Código.

Artículo 15…

I…

II…

III…

IV.Se repela una agresión real, actual o inminente, y sin derecho, en protección de bienes jurídicos propios o ajenos, siempre que exista racionalidad de la defensa y no medie provocación dolosa suficiente e inmediata por parte del agredido o de la persona a quien se defiende.

Para los efectos de la fracción anterior debe entenderse que el alcance de la racionalidad se refiere a la proporcionalidad de la defensa y no al medio empleado por el defensor para los efectos de impedir o repeler la agresión.

...

TÍTULO SEGUNDO

SANCIONES

Capítulo I

Penas y Medidas de Seguridad

Artículo 24. …

Capítulo II

Prisión

Artículo 25. La prisión consiste en la privación de la libertad corporal. Su duración será de tres días a setenta años, y solo podrá imponerse una pena adicional al límite máximo cuando se cometa un nuevo delito en reclusión. 
Las penas de prisión impuestas se compurgarán de manera sucesiva.

Artículo 26. Se deroga.

Capítulo III

Tratamiento en libertad, semiliberación y trabajo

en favor de la comunidad

Artículo 27. El tratamiento en libertad de imputables consiste en la aplicación de las medidas laborales, educativas y curativas, en su caso, autorizadas por la ley y conducentes a la readaptación social del sentenciado. Su duración no podrá exceder de la correspondiente a la pena de prisión sustituida.  La semilibertad implica alternación de períodos de privación de la libertad y de tratamiento en libertad. La duración de la semilibertad no podrá exceder de la correspondiente a la pena de prisión sustituida.

El trabajo en favor de la comunidad consiste en la prestación de servicios no remunerados, en instituciones públicas educativas o de asistencia social o en instituciones privadas asistenciales.

El trabajo en favor de la comunidad puede ser pena autónoma o sustitutivo de la prisión o de la multa.

Cada día de prisión será sustituido por una jornada de trabajo en favor de la comunidad.

Capítulo IV

Confinamiento

Artículo 28. El confinamiento consiste en la obligación de residir en determinado lugar y no salir de él.

Capítulo XI

Vigilancia de la autoridad

Artículo 50 Bis. Cuando la sentencia determine restricción de libertad o derechos, o suspensión condicional de la ejecución de la sentencia, el juez dispondrá la vigilancia de la autoridad sobre el sentenciado, que tendrá la misma duración que la correspondiente a la sanción impuesta.

TÍTULO TERCERO

APLICACIÓN DE LAS SANCIONES

Capítulo IV

Aplicación de sanciones en caso de concurso, delito continuado,

complicidad, reincidencia y error vencible

Artículo 64 Bis. En los casos previstos en la fracción VI, del artículo 13, y en el artículo 14 Bis, se impondrá como pena hasta dos tercios de la correspondiente al delito de que se trate y, en su caso, de acuerdo con la modalidad respectiva.  En los casos previstos en las fracciones V y VII, del artículo 13, se impondrá como pena hasta las tres cuartas partes de la correspondiente al delito de que se trate y, en su caso de acuerdo con la modalidad respectiva.
Capítulo VI

Sustitución y conmutación de sanciones
Artículo 71. Se deroga.

Artículo 72. Se deroga.

Artículo 73. Se deroga.

Artículo 75. Se deroga.

TÍTULO CUARTO

EJECUCIÓN DE SENTENCIAS

Capítulo III

Libertad preparatoria y retención

Artículo 84. Se deroga.

Artículo 85. Se deroga.

Artículo 86. Se deroga.

Artículo 87. Se deroga.

TÍTULO QUINTO

EXTINCIÓN DE LA RESPONSABILIDAD PENAL

Capítulo VI

Prescripción

Artículo 105…

En los delitos descritos en los artículos 149, 149 bis y 215 A), de este Código no operará la prescripción. El mismo tratamiento tendrán los delitos a que se refieren los artículos 3 y 5 de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura.

Libro Segundo

Título Primero

Delitos contra la seguridad de la nación

Capítulo I

Traición a la Patria

Artículo 123. Se impondrá la pena de prisión de cinco a cuarenta años y de doscientos cincuenta a mil quinientos días multa al mexicano que cometa traición a la patria en alguna de las formas siguientes:

I.
...

II.
...

Cuando los nacionales sirvan como tropa, se impondrá pena de prisión de uno a nueve años y de cien a doscientos treinta días multa .

…

III.
a la IX...

X. Solicite la intervención o el establecimiento de un protectorado de un Estado extranjero o solicite que aquel haga la guerra a México; si no se realiza lo solicitado, la prisión será de cuatro a ocho años y de cien a doscientos treinta días multa;

XI. Invite a individuos de otro Estado para que hagan armas contra México o invadan el territorio nacional, sea cual fuere el motivo que se tome; si no se realiza cualquiera de estos hechos, se aplicará la pena de cuatro a ocho años de prisión y de cien a doscientos treinta días multa;

XII a la XV
Artículo 124. Se aplicará la pena de prisión de cinco a veinte años y de ciento veinte a mil ciento cincuenta días multa, al mexicano que:

I.
a la IV. …

Artículo 125. Se aplicará la pena de dos a doce años de prisión y de veinticinco a quinientos días multa, al que incite al pueblo a que reconozca al gobierno impuesto por el invasor o a que acepte una invasión o protectorado extranjero.

Capítulo II

Espionaje

Artículo 127. Se aplicará la pena de prisión de cinco a veinte años y de ciento veinte a mil ciento cincuenta días multa, al extranjero que en tiempo de paz, con objeto de guiar a una posible invasión del territorio nacional o de alterar la paz interior, tenga relación o inteligencia con persona, grupo o gobierno extranjeros o le dé instrucciones, información o consejos.

...

Se aplicará la pena de prisión de cinco a cuarenta años y de doscientos cincuenta a mil quinientos días multa al extranjero que, declarada la guerra o rotas las hostilidades contra México, tenga relación o inteligencia con el enemigo o le proporcione información, instrucciones o documentos o cualquier ayuda que en alguna forma perjudique o pueda perjudicar a la Nación Mexicana.  
Artículo 128. Se aplicará la pena de prisión de cinco a veinte años y de ciento veinte a mil ciento cincuenta días multa, al mexicano que, teniendo en su poder documentos o informaciones confidenciales de un gobierno extranjero, los revele a otro gobierno, si con ello perjudica a la Nación Mexicana.  
Artículo 129. Se impondrá la pena de seis meses a cinco años de prisión y de cincuenta a ciento veinte días multa, al que teniendo conocimiento de las actividades de un espía y de su identidad, no lo haga saber a las autoridades.

Capítulo III

Sedición

Artículo 130. Se aplicará la pena de seis meses a ocho años de prisión y cincuenta a doscientos treinta días multa, a los que en forma tumultuaria sin uso de armas, resistan o ataquen a la autoridad para impedir el libre ejercicio de sus funciones con alguna de las finalidades a que se refiere el artículo 132.  A quienes dirijan, organicen, inciten, compelan o patrocinen económicamente a otros para cometer el delito de sedición, se les aplicará la pena de cinco a quince años de prisión y de doscientos a cuatrocientos sesenta días multa.

Capítulo IV

Motín

Artículo 131. Se aplicará la pena de seis meses a siete años de prisión y de cincuenta a ciento veinte días multa, a quienes para hacer uso de un derecho o pretextando su ejercicio o para evitar el cumplimiento de una ley, se reúnan tumultuariamente y perturben el orden público con empleo de violencia en las personas o sobre las cosas, o amenacen a la autoridad para intimidarla u obligarla a tomar alguna determinación.

A quienes dirijan, organicen, inciten, compelan o patrocinen económicamente a otros para cometer el delito de motín, se les aplicará la pena de dos a diez años de prisión y multa de cien a trescientos cuarenta días multa.

Capítulo V

Rebelión

Artículo 132. Se aplicará la pena de dos a veinte años de prisión y de ciento veinte a mil ciento cincuenta días multa a los que, no siendo militares en ejercicio, con violencia y uso de armas traten de:

I.
a III.

Artículo 133. …

Al funcionario o empleado público de los Gobiernos Federal o Estatales, o de los Municipios, de organismos públicos descentralizados, de empresas de participación estatal, o de servicios públicos, federales o locales, que teniendo por razón de su cargo documentos o informes de interés estratégico, los proporcione a los rebeldes, se le aplicará pena de cinco a cuarenta años de prisión y de doscientos cincuenta a mil quinientos días multa.

Artículo 134. Se aplicará la pena de dos a veinte años de prisión y de ciento veinte a mil ciento cincuenta días multa a los que, no siendo militares en ejercicio, con violencia y uso de armas, atenten contra el Gobierno de alguno de los Estados de la Federación, contra sus instituciones constitucionales o para lograr la separación de su cargo de alguno de los altos funcionarios del Estado, cuando interviniendo los Poderes de la Unión en la forma prescrita por el artículo 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los rebeldes no depongan las armas.

Artículo 135. Se aplicará de la pena de uno a veinte años de prisión y de ciento veinte a mil ciento cincuenta días multa al que:

I.
a III.

Artículo 136.- A los funcionarios o agentes del Gobierno y a los rebeldes que después del combate causen directamente o por medio de órdenes, la muerte a los prisioneros, se les aplicará pena de prisión de quince a treinta años y de doscientos cincuenta a mil quinientos días multa.

Capítulo VII

Sabotaje

Artículo 140. Se impondrá pena de dos a veinte años de prisión y de ciento veinte a mil ciento cincuenta días multa, al que dañe, destruya o ilícitamente entorpezca vías de comunicación, servicios públicos, funciones de las dependencias del Estado, organismos públicos descentralizados, empresas de participación estatal o sus instalaciones; plantas siderúrgicas, eléctricas o de las industrias básicas; centros de producción o distribución de artículos de consumo necesarios de armas, municiones o implementos bélicos, con el fin de trastornar la vida económica del país o afectar su capacidad de defensa.  Se aplicará pena de seis meses a cinco años de prisión y de cincuenta a ciento veinte días multa, al que teniendo conocimiento de las actividades de un saboteador y de su identidad, no lo haga saber a las autoridades.

Capítulo VIII

Conspiración

Artículo 141. Se impondrá pena de uno a nueve años de prisión y de cien a doscientos treinta días multa a quienes resuelvan de concierto cometer uno o varios de los delitos del presente Título y acuerden los medios de llevar a cabo su determinación.

Capítulo IX
Disposiciones comunes para los Capítulos de este Título

Artículo 145. Se aplicará pena de cinco a cuarenta años de prisión y de doscientos cincuenta a mil quinientos días multa al funcionario o empleado de los Gobiernos Federal o Estatales, o de los Municipios, de organismos públicos descentralizados, de empresas de participación estatal o de servicios públicos, federales o locales, que incurran en alguno de los delitos previstos por este Título.

TÍTULO SEGUNDO

DELITOS CONTRA EL DERECHO INTERNACIONAL.

Capítulo II

Violación de inmunidad y de neutralidad

Artículo 148. Se aplicará prisión de tres días a dos años y de veinticinco a ciento cincuenta días multa, por:

I.
a la IV.

...

TÍTULO TERCERO

DELITOS CONTRA LA HUMANIDAD.

Capítulo I

Violaciones de los deberes de Humanidad

Artículo 149. Al que violare los deberes de humanidad en los prisioneros y rehenes de guerra, en los heridos o en los hospitales de sangre, se le aplicará por ese solo hecho, prisión de 5 a 10 años, salvo lo dispuesto, para los casos especiales, en las leyes militares.

Capítulo II

Genocidio

Artículo 149 Bis.…

Por tal delito se impondrán de veinte a cuarenta años de prisión y de quinientos a mil ciento cincuenta días multa.

Si con idéntico propósito se llevaren a cabo ataques a la integridad corporal o a la salud de los miembros de dichas comunidades o se trasladaren de ellas a otros grupos menores de diez y seis años, empleando para ello la violencia física o moral, la sanción será de cinco a veinte años de prisión y de doscientos a quinientos días multa.

...

…

Artículo 149 ter. También se consideran delitos de lesa humanidad, el previsto en el precepto 215 A), de este Código y los descritos en los artículos 3 y 5 de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura.

TÍTULO CUARTO

DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD PÚBLICA

Capítulo I

Evasión de presos

Artículo 153. Si la reaprehensión del prófugo se lograre por gestiones del responsable de la evasión, se aplicarán a éste de cincuenta a ciento ochenta jornadas de trabajo en favor de la comunidad y de veinticinco a ciento veinticinco días multa, según la gravedad del delito imputado al preso o detenido.  
Artículo 154. Al detenido, recluido o sentenciado que se fugue se le aplicará de seis meses a tres años de prisión. Cuando obre de concierto con otro u otros presos y se fugue alguno de ellos o ejerciere violencia en las personas, la pena aplicable será de uno a cuatro años de prisión.

Capítulo II

Quebrantamiento de sanción

Artículo 158. Se impondrá de cincuenta a ciento ochenta jornadas de trabajo a favor de la comunidad y de veinticinco a ciento veinticinco días multa.

I.
A aquel sometido a vigilancia de la autoridad competente que no ministre a ésta los informes que se le pidan sobre su conducta, y
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II.
...

…

Artículo 159. El reo suspenso en su profesión u oficio, o inhabilitado para ejercerlos, que quebrante su condena, pagará de cien a trescientos días multa. En caso de reincidencia, se duplicará la multa y se aplicará prisión de uno a seis años.

Capítulo III

Armas prohibidas

Artículo 161. Se deroga.

Artículo 163. Se deroga.

TÍTULO QUINTO

DELITOS EN MATERIA DE VÍAS DE COMUNICACIÓN Y DE

CORRESPONDENCIA

Capítulo I

Ataques a las vías de comunicación y violación de correspondencia

Artículo 171. Se impondrán de diez a ciento veinte días de trabajo a favor de la comunidad, de diez a ciento veinte días multa y suspensión de uno a seis meses o pérdida del derecho a usar la licencia de manejador:

I.
a II.

Si reincidiere, se le aplicará prisión de tres a seis meses, sin perjuicio de las sanciones antes indicadas.

Capítulo II

Violación de correspondencia

Artículo 173. Se aplicarán de cincuenta a doscientas jornadas de trabajo en favor de la comunidad:

I…

II.
Al que indebidamente intercepte una comunicación escrita que no esté dirigida a él, aunque la conserve cerrada y no se entere de su contenido, si con ello causare un daño al remitente o al destinatario.  
Artículo 176. Se deroga.

TÍTULO SEXTO

DELITOS CONTRA LA AUTORIDAD

Capítulo I

Desobediencia y resistencia de particulares

Artículo 178. Al que, sin causa legítima, rehusare a prestar un servicio de interés público a que la Ley le obligue, o desobedeciere un mandato legítimo de la autoridad, se le aplicarán de cincuenta a doscientas jornadas de trabajo a favor de la comunidad.

Al que desobedeciere el mandato de arraigo domiciliario o la prohibición de abandonar una demarcación geográfica, dictados por autoridad judicial competente, se le impondrán de seis meses a dos años de prisión y de cincuenta a doscientos días multa.

Artículo 178 Bis. Se le impondrá de dos a cinco años de prisión y de cincuenta a doscientos cincuenta días multa, a quien gozando de la libertad provisional, incumpla alguna de las obligaciones procesales previstas en el artículo 421 del Código Federal de Procedimientos Penales.

Artículo 180. Se aplicarán de uno a dos años de prisión y de cincuenta a cien días multa, al que empleando la fuerza, el amago o la amenaza, se oponga a que la autoridad pública o sus agentes ejerzan alguna de sus funciones o resista al cumplimiento de un mandato legítimo ejecutado en forma legal.

Artículo 182. El que debiendo ser examinado en juicio, sin que le aprovechen las

excepciones establecidas por este Código o por el de Procedimientos Penales, y

agotados sus medios de apremio, se niegue a otorgar la protesta de ley o a

declarar, tratándose de un delito grave se le impondrá de uno a seis meses de
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prisión o de cien a doscientos cincuenta días multa y tratándose de un delito no grave pagará de cincuenta a doscientos días multa.

Capítulo III

Quebrantamiento de sellos

Artículo 187. Al que quebrante los sellos puestos por orden de la autoridad pública se le aplicarán de treinta a ciento ochenta jornadas de trabajo en favor de la comunidad y de cincuenta a quinientos días multa. 
Artículo 188. Cuando de común acuerdo, quebrantaren las partes interesadas en un negocio civil los sellos puestos por la autoridad pública, se le impondrá de treinta a ciento ochenta jornadas de trabajo en favor de la comunidad y de cincuenta a quinientos días multa.

Capítulo V

Ultraje a las insignias nacionales

Artículo 191. Al que ultraje el escudo de la República o el pabellón nacional ya sea de palabra o de obra, se le aplicará de seis meses a cuatro años de prisión y de treinta a cien días multa.

Artículo 192. Al que haga uso indebido del escudo, insignia o himno nacionales, se le aplicará de tres meses a un año de prisión y de diez a cien días multa.

TÍTULO SÉPTIMO
DELITOS CONTRA LA SALUD.

Capítulo I

De la producción, tenencia, tráfico, proselitismo y otros actos en materia de narcóticos.

Artículo 195.…

Se deroga.

…

TÍTULO OCTAVO

DELITOS CONTRA LA MORAL PÚBLICA Y LAS BUENAS COSTUMBRES.

Capítulo II

Artículo 202.- Queda prohibido emplear a menores de dieciocho años en cantinas, tabernas y centros de vicio. La contravención a esta disposición se castigará con prisión de seis meses a dos años, y de cincuenta a quinientos días multa y, además, con cierre definitivo del establecimiento en caso de reincidencia.  Incurrirán en la misma pena los padres o tutores que acepten que sus hijos o menores, respectivamente, bajo su guarda, se empleen en los referidos establecimientos.

…

Capítulo IV

Provocación de un delito y apología de éste o de algún vicio

Artículo 209. Al que provoque públicamente a cometer un delito, o haga la apología de éste o de algún vicio, se le aplicarán de diez a ciento ochenta jornadas de trabajo en favor de la comunidad y de cincuenta a quinientos días multa, si el delito no se ejecutare; en caso contrario se aplicará al provocador la sanción que le corresponda por su participación en el delito cometido.

TÍTULO NOVENO

Revelación de secretos y acceso ilícito a sistemas y equipos de informática

Capítulo I

Revelación de secretos

Artículo 210. Se impondrán de treinta a doscientas jornadas de trabajo en favor de la comunidad y de cincuenta a ciento cincuenta días multa, al que sin justa causa, con perjuicio de alguien y sin consentimiento del que pueda resultar perjudicado, revele algún secreto o comunicación reservada que conoce o ha recibido con motivo de su empleo, cargo o puesto.  
Artículo 211. La sanción será de uno a cinco años de prisión y de setenta a doscientos días multa y suspensión de profesión en su caso, de dos meses a un año, cuando la revelación punible sea hecha por persona que presta servicios profesionales o técnicos o por funcionario o empleado público o cuando el secreto revelado o publicado sea de carácter industrial.

TÍTULO DÉCIMO

DELITOS COMETIDOS POR SERVIDORES PÚBLICOS

Capítulo II

Ejercicio indebido de servicio público

Artículo 214. …

I a la V…

Al que cometa alguno de los delitos a que se refieren las fracciones I y II de este artículo, se le impondrán de tres días a un año de prisión, de treinta a trescientos días multa y destitución en su caso, e inhabilitación de un mes a dos años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos. 
Al infractor de las fracciones III, IV o V, se le impondrán de dos años a siete años de prisión, y de treinta a trescientos días multa y destitución e inhabilitación de dos años a siete años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

Capítulo III

Abuso de autoridad

Artículo 215. …

I a la IV…

V.
Cuando el encargado o elemento de la Policía Federal, requerido legalmente por una autoridad competente para que le preste auxilio, se niegue indebidamente a dárselo o dilate injustificadamente el mismo.  La misma previsión se aplicará tratándose de peritos.

VI a la XII…

…

…

Capítulo IV

Coalición de servidores públicos

Artículo 216. …

Al que cometa el delito de coalición de servidores públicos se le impondrán de dos años a siete años de prisión y de treinta a trescientos días multa y destitución e inhabilitación de dos años a siete años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

Capítulo V

Uso indebido de atribuciones y facultades

Artículo 217. …

I a la III …

…

Cuando el monto a que asciendan las operaciones a que hace referencia este artículo no exceda del equivalente de quinientas veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el momento de cometerse el delito, se impondrán de tres meses a dos años de prisión, de treinta a trescientos días multa y destitución e inhabilitación de tres meses a dos años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

Cuando el monto a que asciendan las operaciones a que hace referencia este artículo, exceda del equivalente a quinientas veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el momento de cometerse el delito, se impondrán de dos años a doce años de prisión, de treinta a trescientos días multa y destitución e inhabilitación de dos a doce años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

Capítulo VI

Concusión

Artículo 218. …

…

Cuando la cantidad o el valor de lo exigido indebidamente no exceda del equivalente de quinientas veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el momento de cometerse el delito, o no sea valuable, se impondrán de tres meses a dos años de prisión, de treinta a trescientos días multa y destitución e inhabilitación de tres meses a dos años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

Cuando la cantidad o el valor de lo exigido indebidamente exceda de quinientas veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el momento de cometerse el delito, se impondrán de dos a doce años de prisión, de trescientos a quinientos días multa y destitución e inhabilitación de dos años a doce años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

Capítulo VII

Intimidación

Artículo 219. …

I a la II …

Al que cometa el delito de intimidación se le impondrán de dos años a nueve años de prisión, de treinta a trescientos días multa, destitución e inhabilitación de dos a nueve años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

Capítulo VIII

Ejercicio abusivo de funciones

Artículo 220. …

I a la II…

…

Cuando la cuantía a que asciendan las operaciones a que hace referencia este artículo no exceda del equivalente a quinientas veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el momento de cometerse el delito, se impondrán de tres meses a dos años de prisión, de treinta a trescientos días multa y destitución e inhabilitación de tres meses a dos años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

Cuando la cuantía a que asciendan las operaciones a que hace referencia este artículo exceda de quinientas veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el momento de cometerse el delito, se impondrán de dos a doce años de prisión, de trescientos a quinientos días multa y destitución e inhabilitación de dos a doce años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

Capítulo IX

Tráfico de Influencia

Artículo 221. …

I a la III…

Al que cometa el delito de tráfico de influencia, se le impondrán de dos a seis años de prisión, de treinta a trescientos días multa y destitución e inhabilitación de dos a seis años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

Capítulo X

Cohecho

Artículo 222. …

I a la II…

…

Cuando la cantidad o el valor de la dádiva o promesa no exceda del equivalente de quinientas veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el momento de cometerse el delito, o no sea valuable, se impondrán de tres meses a dos años de prisión, de treinta a trescientos días multa y destitución e inhabilitación de tres meses a dos años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

Cuando la cantidad o el valor de la dádiva, promesa o prestación exceda de quinientas veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el momento de cometerse el delito, se impondrán de dos a catorce años de prisión, de trescientos a quinientos días multa y destitución e inhabilitación de dos a catorce años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

…

Capítulo XII

Peculado

Artículo 223. …

I a la IV…

…

Cuando el monto de lo distraído o de los fondos utilizados indebidamente no exceda del equivalente de quinientas veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el momento de cometerse el delito, o no sea valuable, se impondrán de tres meses a dos años de prisión, de treinta a trescientos días multa y destitución e inhabilitación de tres meses a dos años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

Cuando el monto de lo distraído o de los fondos utilizados indebidamente exceda de quinientas veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el momento de cometerse el delito, se impondrán de dos a catorce años de prisión, de trescientos a quinientos días multa y destitución e inhabilitación de dos años a catorce años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

Capítulo XIII

Enriquecimiento Ilícito

Artículo 224. …

…

…

…

Cuando el monto a que ascienda el enriquecimiento ilícito no exceda del equivalente de cinco mil veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal, se impondrán de tres meses a dos años de prisión, de treinta a trescientos días multa y destitución e inhabilitación de tres meses a dos años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.  
Cuando el monto a que ascienda el enriquecimiento ilícito exceda del equivalente de cinco mil veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal, se impondrán de dos años a catorce años de prisión, de trescientos a quinientos días multa y destitución e inhabilitación de dos a catorce años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos.

TÍTULO DÉCIMO PRIMERO

DELITOS COMETIDOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

Capítulo II

Ejercicio indebido del propio derecho

Artículo 226. Al que para hacer efectivo un derecho o pretendido derecho que deba ejercitar, empleare violencia, se le aplicará prisión de tres meses a un año o de cincuenta a quinientos días multa. En estos casos sólo se procederá por querella de la parte ofendida.

Capítulo III

Preservación del lugar de los hechos

Artículo 227 Bis. Al que altere, modifique, cambie, obstruya, destruya, mueva o manipule de cualquier forma los vestigios, huellas, objetos, instrumentos o cadáveres que se encuentren en el lugar de los hechos como resultado de la acción u omisión delictivas, hasta en tanto no se desahoguen las pruebas que requieran las partes, se le impondrá de tres a seis años de prisión y de ciento cincuenta a trescientos días multa.

TÍTULO DÉCIMO SEGUNDO

RESPONSABILIDAD PROFESIONAL

Capítulo II

Delitos de abogados, patronos y litigantes

Artículo 231. Se impondrán de cuatro a ocho años de prisión, de doscientos a quinientos días multa y suspensión e inhabilitación hasta por un término igual al de la pena señalada anteriormente para ejercer la profesión a los abogados, a los patronos, o a los litigantes que no sean ostensiblemente patrocinados por abogados, cuando cometan algunos de los delitos siguientes:

I...

II...

III...

IV…

Artículo 232. Además de las penas mencionadas, se podrán imponer de tres meses a tres años de prisión:

I.
Por patrocinar o ayudar a diversos contendientes o partes con intereses opuestos, en un mismo negocio o en negocios conexos, o cuando se acepte el patrocinio de alguno y se admita después el de la parte contraria;

II.
Por abandonar la defensa de un cliente o negocio sin motivo justificado y causando daño; y

III.
Al defensor de un reo, sea particular o público, que sólo se concrete a aceptar el cargo y a solicitar la libertad provisional sin promover más pruebas ni dirigirlo en su defensa.

Artículo 233. Los defensores públicos que sin fundamento no promuevan las pruebas conducentes en defensa de los reos que los designen, serán destituidos de su empleo. Para este efecto, los Jueces comunicarán al jefe de defensores las faltas respectivas.

TÍTULO DÉCIMO TERCERO

FALSEDAD

Capítulo II

Falsificación y utilización indebida de títulos al portador, documentos de

crédito público y documentos relativos al crédito

Artículo 239. Al que cometa el delito de falsificación de títulos al portador y documentos de crédito público, se le impondrán de cuatro a diez años de prisión y de cien a quinientos días multa.

...

I.
a la III. ...

Capítulo III

Falsificación de sellos, llaves, cuños o troqueles, marcas, pesas y medidas

Artículo 241. Se impondrán de cuatro a nueve años de prisión y de cien a quinientos días multa:

I.
a V. ...

Artículo 242. Se impondrán prisión de uno a tres años y de cincuenta a ciento cincuenta días multa:

I.
a V. ...

Artículo 242 Bis. Se impondrá prisión de uno a cinco años y de cincuenta a ciento cincuenta días multa, al que en cualquier forma altere las señales, marcas de sangre o de fuego, que se utilizan para distinguir el ganado, sin autorización de la persona que los tenga legalmente registradas ante la autoridad competente.

Capítulo V

Falsedad en declaraciones judiciales y en informes dados a una autoridad

Artículo 247. Se impondrá de cuatro a ocho años de prisión y de cincuenta a doscientos días multa si el delito materia de la averiguación previa o del proceso no es grave. Si el delito es grave se impondrá de cinco a diez años de prisión y de ciento cincuenta a quinientos días multa.

I a V…

Artículo 248. El testigo, perito o intérprete que retracte espontáneamente sus falsas declaraciones rendidas ante cualquier autoridad administrativa o ante la judicial antes de que se pronuncie sentencia en la instancia en que las diere, se le impondrá de cincuenta a ciento ochenta jornadas de trabajo a favor de la comunidad y pagará de cincuenta a quinientos días multa, pero si faltare a la verdad al retractar sus declaraciones, se le aplicará la sanción que corresponda con arreglo a lo prevenido en este Capítulo, considerándolo como reincidente.  
Artículo 248 Bis. Al que con el propósito de inculpar a alguien como responsable de un delito ante la autoridad, simule en su contra la existencia de pruebas materiales que hagan presumir su responsabilidad, se le impondrá de cuatro a ocho años de prisión y de cincuenta a trescientos días multa si se trataré de un delito no grave; y de seis a diez años de prisión y cien a seiscientos días multa si se trata de un delito grave.

Capítulo VI

Variación del nombre o del domicilio

Artículo 249. Se impondrán de cincuenta a ciento ochenta jornadas de trabajo a favor de la comunidad y de cincuenta a quinientos días multa:

I.
Al que oculte su nombre o apellido y tome otro imaginario o el de otra persona, al declarar ante la autoridad administrativa o judicial;

II.
Al que para eludir la práctica de una diligencia administrativa o judicial o una notificación de cualquiera clase o citación de una autoridad, oculte su domicilio, o designe otro distinto o niegue de cualquier modo el verdadero, y

III.
…

TÍTULO DÉCIMO QUINTO

DELITOS CONTRA LA LIBERTAD Y EL NORMAL DESARROLLO

PSICOSEXUAL

Capítulo I

Hostigamiento sexual, abuso sexual, estupro y violación

Artículo 259 Bis. Al que con fines lascivos asedie reiteradamente a persona de cualquier sexo, valiéndose de su posición jerárquica derivada de sus relaciones laborales, docentes, domésticas o cualquiera otra que implique subordinación, se le impondrá de treinta a cien jornadas de trabajo en favor de la comunidad y de treinta a ciento veinte días multa. Si el hostigador fuese servidor público y utilizare los medios o circunstancias que el encargo le proporcione, se le destituirá de su cargo.

Solamente será punible el hostigamiento sexual, cuando se cause un perjuicio o daño.

TÍTULO DÉCIMO SEXTO

DELITOS CONTRA EL ESTADO CIVIL Y BIGAMIA

Capítulo Único

Artículo 277. Se impondrán de uno a seis años de prisión y de cincuenta a doscientos treinta días multa, a los que con el fin de alterar el estado civil incurran en alguna de las infracciones siguientes:

I.
a V. ...

TÍTULO DÉCIMO OCTAVO

DELITOS CONTRA LA PAZ Y SEGURIDAD DE LAS PERSONAS

Capítulo II

Allanamiento de morada

Artículo 285. Se impondrán de seis meses a dos años de prisión y de cincuenta a cien días multa, al que, sin motivo justificado, sin orden de autoridad competente y fuera de los casos en que la ley lo permita, se introduzca, furtivamente o con engaño o violencia, o sin permiso de la persona autorizada para darlo, a un departamento, vivienda, aposento o dependencias de una casa habitada.

TÍTULO DÉCIMO NOVENO

DELITOS CONTRA LA VIDA Y LA INTEGRIDAD CORPORAL

Capítulo I

Lesiones

Artículo 289. Al que infiera una lesión que no ponga en peligro la vida del ofendido y tarde en sanar menos de quince días, se le impondrán de treinta a noventa jornadas de trabajo a favor de la comunidad, o de treinta a ciento veinte días multa, o ambas sanciones a juicio del juez. Si tardare en sanar más de quince días, se le impondrán de seis meses a dos años de prisión y de cincuenta a quinientos días multa.

...

Artículo 290. Se impondrán de dos a cinco años de prisión y de cien a trescientos cincuenta días multa, al que infiera una lesión que deje al ofendido cicatriz en la cara, perpetuamente notable.

Artículo 291. Se impondrán de tres a cinco años de prisión y de cien a cuatrocientos días multa, al que infiera una lesión que perturbe para siempre la vista, o disminuya la facultad de oír, entorpezca o debilite permanentemente una mano, un pie, un brazo, una pierna, o cualquier otro órgano, el uso de la palabra o alguna de las facultades mentales.

Capítulo VII

Abandono de personas

Artículo 341. Al que habiendo atropellado a una persona, culposa o fortuitamente, no le preste auxilio o no solicite la asistencia que requiere, pudiendo hacerlo se le impondrá de treinta a ciento veinte jornadas de trabajo en favor de la comunidad, independientemente de la pena que proceda por el delito que con el atropellamiento se cometa.

Artículo 342. Al que teniendo la obligación de hacerse cargo de un incapaz de cuidarse por sí mismo, lo entregue a una institución o a cualquiera otra persona, contraviniendo la ley o contra la voluntad familiar, se le aplicará prisión de seis meses a un año o de cien a doscientos veinte días multa; así como privación de la patria potestad o tutela del incapaz si las tuviera.

Artículo 343. No se aplicará pena alguna a la madre que entregue a su hijo por extrema pobreza o cuando aquél haya sido producto de una violación.  Se entenderá que existe extrema pobreza cuando se carezca de recursos económicos básicos para subsistir.

TÍTULO VIGÉSIMO

DELITOS CONTRA EL HONOR

Capítulo II

Injurias y difamación

Artículo 350. El delito de difamación se castigará con prisión hasta de dos años o de quince a cincuenta días multa, o ambas sanciones a juicio del juez.

...

...

Capítulo III

Calumnia

Artículo 356. El delito de calumnia se castigará con prisión de seis meses a dos años o de quince a cincuenta días multa, o ambas sanciones a juicio del juez:

I.
a la III. ...

...

Capítulo IV

Disposiciones comunes para los Capítulos precedentes

Artículo 363. Siempre que sea condenado el responsable de una injuria, de una difamación o de una calumnia, si lo solicita la persona ofendida, se publicará la sentencia en tres periódicos a costa de aquél. Cuando el delito se cometa por medio de un periódico, los dueños, gerentes o directores de éste, tengan o no responsabilidad penal, estarán obligados a publicar el fallo, imponiéndoseles treinta días multa por cada día que pase sin hacerlo, después de aquel en que se les notifique la sentencia. No podrán exceder de trescientos cincuenta días multa.

TÍTULO VIGÉSIMO PRIMERO

PRIVACIÓN ILEGAL DE LA LIBERTAD Y DE OTRAS GARANTÍAS

Capítulo Único

Artículo 365. Se impondrán de seis meses a dos años de prisión y multa de cien a trescientos días multa.

I...
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II...

Artículo 365 Ter. Al que prive de la libertad a otro para cometer los delitos de robo o extorsión, previstos en los artículos 367 y 390 de este Código respectivamente, se le aplicará una pena de diez a veinte años de prisión y de cien a quinientos días multa.

Artículo 366 Quintus. Se impondrá de dos a cuatro años de prisión y de cincuenta a ciento veinte días multa:

I.
Al que para causar un daño, provoque o incite al odio o a la violencia en contra de personas por razones de su edad, género, estado civil, grupo étnico, idioma, religión, orientación sexual, características físicas, nacionalidad, trabajo, oficio o profesión, posición económica, discapacidad o estado de salud, así como por su estado de gravidez;

II.
Al que niegue o restrinja los derechos laborales o de cualquier otra índole, por las mismas razones de la fracción que antecede; o

III.
Al que veje o excluya a alguna persona o grupo de personas, causándole un daño moral o material.

Si las conductas descritas las realiza un servidor público se le aumentará en una mitad el mínimo y el máximo de la punibilidad descrita.  
Artículo 366 Sextus. La explotación de grupos socialmente desfavorecidos consiste en obtener un lucro mediante la exhibición o explotación de personas vulnerables, por razón de su edad, condición social o discapacidad.  Al responsable de la explotación de grupos socialmente desfavorecidos se le aplicarán de dos a cuatro años de prisión y de cincuenta a ciento cincuenta días multa.

TÍTULO VIGÉSIMO SEGUNDO

DELITOS EN CONTRA DE LAS PERSONAS EN SU PATRIMONIO

Capítulo I

Robo

Artículo 380. Al que se le imputare el hecho de haber tomado una cosa ajena sin consentimiento del dueño o legítimo poseedor y acredite haberla tomado con carácter temporal y no para apropiársela o venderla, se le aplicarán de tres meses a un año de prisión o de cincuenta a quinientos días multa, siempre que justifique no haberse negado a devolverla, si se le requirió a ello. Además, pagará al ofendido, como reparación del daño, el doble del alquiler, arrendamiento o intereses de la cosa usada.

Capítulo II

Abuso de confianza

Artículo 382. Al que, con perjuicio de alguien, disponga para sí o para otro, de cualquier cosa ajena mueble, de la que se le haya transmitido la tenencia y no el dominio, se le sancionará con prisión de tres meses a de 1 año y de cien a doscientos días multa, cuando el monto del abuso no exceda de doscientas veces el salario.

Si excede de esta cantidad, pero no de dos mil pesos, la prisión será de uno a seis años y de ciento cincuenta a cuatrocientos días multa.  Si el monto es mayor de dos mil veces el salario la prisión será de seis a doce años y de doscientos a seiscientos días multa.

Capítulo III

Fraude

Artículo 386. …

…

I…

II…

III.
Con prisión de tres a doce años y multa de cincuenta a ciento veinte días multa, si el valor de lo defraudado fuere mayor de quinientas veces el salario.
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Artículo 389. Se equipara al delito de fraude y se sancionará con prisión de uno a diez años y de cien a quinientos días multa, el valerse del cargo que se ocupe en el gobierno, en una empresa descentralizada o de participación estatal, o en cualquiera agrupación de carácter sindical, o de sus relaciones con los funcionarios o dirigentes de dichos organismos, para obtener dinero, valores, dádivas, obsequios o cualquier otro beneficio, a cambio de prometer o proporcionar un trabajo, un ascenso o aumento de salario en tales organismos.

Artículo 389-BIS....

...

Este delito se sancionará con las penas previstas en el artículo 386 de este

Código, con la salvedad de la multa mencionada en la fracción tercera de dicho

precepto, que se elevará hasta mil ciento cincuenta días multa

Capítulo V

Despojo de cosas inmuebles o de aguas

Artículo 395. Se aplicará la pena de seis meses a cinco años de prisión y de cien a doscientos días multa:

I.
a la III. ...

...

Capítulo VI

Daño en propiedad ajena

Artículo 397. Se impondrán de cinco a diez años de prisión y de doscientos a trescientos cincuenta días multa, a los que causen incendio, inundación o explosión con daño o peligro de:

I.
... a la V. …

“ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO.- Se reforman el segundo párrafo del artículo 19; el último párrafo del artículo 27, así como la fracción XIII del artículo 73, todos de la Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 19.- …

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el Presidente de la República podrá ser representado en todos los trámites establecidos por esta Ley, en los términos que determine el propio Ejecutivo Federal por el conducto de la Oficina del Abogado General de la Federación, por los Secretarios de Estado y Jefes de Departamento Administrativo a quienes en cada caso corresponda el asunto, según la distribución de competencias establecidas en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

…

En los amparos relativos a los asuntos que correspondan a la Consejería del Ejecutivo Federal, su titular podrá también representar al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, y ser suplido por los funcionarios a quienes otorgue esta atribución el Reglamento Interior de la Oficina del Abogado General de la Federación.

Artículo 27.- …

…

Las notificaciones al titular del Poder Ejecutivo se entenderán con el Secretario de Estado o Jefe de Departamento Administrativo que deba representarlo en el juicio de amparo, o, en su caso, con el Abogado General de la Federación, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 de esta ley, de manera que una vez que se haya cumplimentado tal disposición las subsecuentes notificaciones se harán directamente a los funcionarios designados, quienes igualmente intervendrán en las actuaciones procesales procedentes. Las notificaciones al Abogado General de la Federación le deberán ser hechas por medio de oficio dirigido a su residencia oficial.

Artículo 73.- …

I… a XII…

XIII.- ...

Se exceptúan de la disposición anterior los casos en que el acto reclamado importe peligro de privación de la vida, deportación o destierro, o cualquiera de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución; y las sentencias condenatorias de primera instancia en un proceso penal.

XIV… a XVIII…”

“ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO.- Se reforman los artículos 4, segundo párrafo;

10, fracciones I a IV; último párrafo; 22, fracciones I a III; y 66 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 4. …

Las notificaciones al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos se entenderán con el secretario de estado o jefe de departamento administrativo a quien corresponda el asunto, o con el Abogado General de la Federación, considerando las competencias establecidas en la ley.

…

Artículo 10. …

I.
Como actor, la entidad, poder, órgano u organismo que promueva las controversias constitucionales;

II.
Como demandado, la entidad, poder, órgano u organismo que hubiere emitido y promulgado la norma general o pronunciado el acto que sea objeto de la controversia;

III.
Como tercero o terceros interesados, las entidades, poderes, órganos u organismos a que se refiere la fracción I del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que sin tener el carácter de actores o demandados, pudieran resultar afectados por la sentencia que llegare a dictarse, y

IV.
El Fiscal General de la Federación.

Artículo 11. …

…

El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos será representado por el secretario de estado, por el jefe del departamento administrativo o por el Abogado General de la Federación, conforme lo determine el propio Presidente, y considerando para tales efectos las competencias establecidas en la ley. El acreditamiento de la personalidad de estos servidores públicos y su suplencia se harán en los términos previstos en las leyes o reglamentos interiores que correspondan.

Artículo 22. …

I.
La entidad, poder, órgano u organismo actor, su domicilio y el nombre y cargo del funcionario que los represente;

II.
La entidad, poder, órgano u organismo demandado y su domicilio;

III.
Las entidades, poderes, órganos u organismos terceros interesados, si los hubiere, y sus domicilios;

IV.
a la VII. …

Artículo 66. Salvo en los casos en que el Fiscal General de la Federación hubiere ejercitado la acción, el ministro instructor le dará vista con el escrito y con los informes a que se refiere el artículo anterior, a efecto de que hasta antes de la citación para sentencia, formule el pedimento que corresponda.”

“TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al año siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación, salvo lo dispuesto por el artículo transitorio siguiente.

SEGUNDO.- Las reformas a la Ley Federal de Defensoría Pública, previstas en el presente Decreto, entrarán en vigor a los dos años siguientes de su publicación en el Diario Oficial de la Federación, salvo lo establecido en los dos párrafos siguientes.

A el efecto de que se dote al Consejo de la Judicatura Federal de los recursos necesarios para en su momento ejercer la atribución de certificar a los defensores, así como expedir las normas de operación correspondientes, las disposiciones previstas en la Ley Federal de Defensoría relativas, entrarán en vigor al día siguiente de la publicación en el Diario Oficial de la Federación, sin perjuicio de que el ejercicio de la facultad se inicie al año siguiente de la publicación citada.  Los recursos financieros y materiales asignados a la Unidad de Defensa de Menores del Consejo Tutelar para Menores Infractores de la Secretaría de Seguridad Pública, pasarán a formar parte del Instituto Federal de Defensoría Pública al año siguiente de la publicación de este Decreto en el Diario Oficial de la Federación.

TERCERO.- El personal de la unidad administrativa antes mencionada se someterá a los procedimientos de selección de personal del Instituto Federal de Defensoría Pública.

Todos los movimientos de personal se realizarán sin menoscabo de sus derechos laborales.

CUARTO.- Las menciones que otros ordenamientos jurídicos hagan a defensores, abogados particulares o litigantes en materia penal, se entenderán referidas a los defensores privados.

QUINTO.- Los procedimientos penales iniciados con antelación a la entrada en vigor del presente decreto, en términos del artículo primero, se regirán por las leyes vigentes en su momento; pero el defendido podrá solicitar la intervención de un defensor certificado, en términos de la Ley Federal de Defensoría.  
SEXTO.- A la fecha de entrada en vigor prevista en el primer párrafo del artículo segundo transitorio del presente decreto, los recursos financieros y materiales asignados a la Unidad de Defensa de Menores del Consejo Tutelar para Menores Infractores de la Secretaría de Seguridad Pública, pasarán a formar parte del Instituto Federal de Defensoría Pública.

SÉPTIMO.- Los procedimientos de responsabilidad administrativa y de remoción seguidos a Agentes del Ministerio Público de la Federación que se encuentren en trámite o pendientes de resolución a la fecha de entrada en vigor de la Ley de la Fiscalía General de la Federación deberán substanciarse y concluirse por el Consejo de Profesionalización, de conformidad con las normas vigentes al momento en que sucedió la conducta investigada, pero con el procedimiento que aplica dicha autoridad en el ejercicio de este tipo de investigación.

Los procedimientos de responsabilidad administrativa y de remoción seguidos a Agentes de la Policía Federal Investigadora y a peritos que se encuentren en trámite o pendientes de resolución a la fecha de entrada en vigor de dicha Ley serán resueltos por la autoridad que asuma el mando del citado personal de conformidad con las disposiciones sustantivas vigentes al momento en que iniciaron tales procedimientos.

OCTAVO.- Los Agentes del Ministerio Público de la Federación y los servidores públicos de estructura que a la entrada en vigor del presente ordenamiento se encuentren laborando en la Procuraduría General de la República, si cumplen los requisitos se incorporarán a la Fiscalía General de la Federación siempre que la función que desempeñan sea asumida por dicha Fiscalía.  
NOVENO.- Los recursos financieros y materiales de la Procuraduría General de la República pasarán a formar parte de la Fiscalía General de la Federación a excepción de los asignados a la Agencia Federal de Investigación, la Dirección General de Coordinación de Servicios Periciales, la Dirección General de Supervisión e Inspección Interna para la Agencia Federal de Investigación, la Dirección General de Servicios Aéreos de la Procuraduría General de la República, así como lo correspondiente de la Dirección General de Asuntos Jurídicos, los cuales serán transferidos en los términos de lo dispuesto por el siguiente párrafo, así como por el artículo vigésimo séptimo transitorio de este decreto.

Los recursos financieros, materiales y humanos, salvo los Agentes del Ministerio Público de la Federación, asignados a la Agencia Federal de Investigación, a la Dirección General de Supervisión e Inspección Interna para la Agencia Federal de Investigación, y de la Dirección General de Servicios Aéreos de la Procuraduría General de la República, pasarán a formar parte de la Policía Federal que dependerá de la Secretaría del Interior.

El personal de las unidades administrativas antes mencionadas con excepción de los miembros del Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal, se someterá a los procedimientos de ingreso de la dependencia del Poder Ejecutivo que asume las funciones realizadas por dichas unidades.  Todos los movimientos de personal se realizarán sin menoscabo de sus derechos laborales.

DÉCIMO.- Los servidores públicos que a la entrada en vigor del presente ordenamiento pasen a formar parte de la estructura orgánica de una dependencia y que se encuentren incorporados al Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal, pasarán a la dependencia con una categoría igual a la que tenían reconocida o su equivalente, de conformidad con la disponibilidad presupuestal.  
DÉCIMO PRIMERO.- Las menciones a la unidad especializada a que se refiere el artículo 8º. de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, se entenderán hechas a la Fiscalía Especializada que se establezca en el Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación.

DÉCIMO SEGUNDO.- Las menciones que otros ordenamientos jurídicos hagan a la Procuraduría General de la República o al Procurador General de la República, se entenderán referidas a la Fiscalía General de la Federación y al Fiscal General de la Federación, respectivamente.

DÉCIMO TERCERO.- Las menciones que otros ordenamientos jurídicos hagan a los agentes del Ministerio Público de la Federación, se entenderán referidas a los fiscales o procuradores, según corresponda, de conformidad con las funciones asignadas a cada uno de ellos en la Ley de la Fiscalía General de la Federación.  Las referencias al Servicio de Carrera de Procuración de Justicia Federal que se realicen en otros ordenamientos jurídicos, se entenderán hechos al Servicio de Carrera del Ministerio Público de la Federación a que se refiere la Ley de la Fiscalía General de la Federación.

DÉCIMO CUARTO.- El Fiscal General de la Federación expedirá el Reglamento Interior de la Fiscalía General de la Federación en un plazo no mayor a seis meses a la publicación de este Decreto. Hasta en tanto no entre en vigor el nuevo Reglamento y la demás normatividad interna, seguirán vigentes las normas reglamentarias y de cualquier otro nivel que tenía la extinta Procuraduría General de la República siempre que no se opongan a la Ley de la Fiscalía General de la Federación.

DÉCIMO QUINTO.- Se abroga la Ley de la Policía Federal Preventiva y su Reglamento.

DÉCIMO SEXTO.- El Reglamento de la Ley Orgánica de la Policía Federal, deberá expedirse dentro del año siguiente a la publicación de este Decreto, y su entrada en vigor deberá realizarse sincrónicamente dicha Ley.

DÉCIMO SÉPTIMO.- Los recursos humanos, materiales y financieros de la Secretaría de Seguridad Pública que se encuentren destinados al cumplimiento de funciones de prevención, inspección o Policiales, pasarán a formar parte de la Policía Federal.

El personal antes mencionado se someterá a los procedimientos de ingreso de la Policía Federal contemplado en la Ley Orgánica de la Policía Federal. Todos los movimientos de personal serán, sin menoscabo de sus derechos laborales.  
DÉCIMO OCTAVO.- Las menciones que otros ordenamientos jurídicos hagan a la Policía Judicial Federal, a la Policía Federal Investigadora o a la Policía Federal Preventiva, se entenderán referidas a la Policía Federal.  
DÉCIMO NOVENO.- Treinta días antes de la entrada en vigor del Reglamento de la Ley Orgánica de la Policía Federal, el Secretario del Interior deberá designar al Comisionado de la Policía Federal, y el Presidente de la República resolverá su posible ratificación. Las demás designaciones se harán en forma oportuna.  
VIGÉSIMO.- Los procedimientos administrativos que se sigan en contra de elementos Policiales o servidores públicos de la Secretaría de Seguridad Pública, de la Agencia Federal de Investigación, de la Dirección General de Coordinación de Servicios Periciales, de la Dirección General de Supervisión e Inspección Interna para la Agencia Federal de Investigación, y de la Dirección General de Servicios Aéreos de la Procuraduría General de la República; del Instituto Nacional de Migración con motivo o en el desempeño de funciones de inspección o Policiales; se substanciarán ante los órganos que determine el Consejo de Honor y Profesionalización en observancia de las disposiciones aplicables.  
VIGÉSIMO PRIMERO.- Los procedimientos penales que se estén substanciando a la entrada en vigor del presente Decreto se seguirán conforme a las disposiciones vigentes al momento de la comisión de los hechos.  
VIGÉSIMO SEGUNDO.- Se abroga para el fuero federal la Ley para el Tratamiento de Menores Infractores para el Distrito Federal en materia de fuero común y para toda la República en materia de Fuero Federal.  
VIGÉSIMO TERCERO.- Las disposiciones de la Ley para el Tratamiento de Menores Infractores para el Distrito Federal en mate ria de fuero común y para toda la República en materia de fuero federal publicada el 24 de diciembre de 1991, y sus modificaciones posteriores efectuadas el 20 de Marzo de 1998 vigentes hasta la entrada en vigor del presente Decreto seguirán aplicándose para los hechos realizados durante su vigencia.

VIGÉSIMO CUARTO.- Dentro del plazo de entrada en vigor del presente Decreto, el Ejecutivo Federal y las autoridades federales correspondientes deberán expedir el Reglamento de la Ley Federal de Ejecución de Sanciones Penales y de los Centros Federales de Readaptación Social, realizar los cambios necesarios para la adecuación orgánica de la administración pública y celebrar los convenios que fueren necesarios.

VIGÉSIMO QUINTO.- Se abroga la Ley que establece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados.

VIGÉSIMO SEXTO.- Se abroga la Ley General que Establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de diciembre de 1995.  
VIGÉSIMO SÉPTIMO.- Los recursos materiales, financieros y humanos, con excepción de los agentes del Ministerio Público de la Federación, asignados a la Dirección General de Asuntos Jurídicos de la Procuraduría General de la República, destinados al desempeño de las atribuciones a que se refiere el artículo 4, fracción II, incisos b) y c) de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República vigente antes de la entrada en vigor del presente Decreto, se transferirán, a la Oficina del Abogado General de la Federación.  
VIGÉSIMO OCTAVO.- Los recursos materiales, financieros y humanos, asignados a la Dirección General de Coordinación de Servicios Periciales de la Procuraduría General de la República se transferirán a la entidad paraestatal a que se refiere el artículo 30 bis, fracción XXVI, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, prevista en este Decreto.

VIGÉSIMO NOVENO.- Los procedimientos administrativos que se encuentren en trámite o pendientes de resolución a la fecha de entrada en vigor de este decreto, seguidos a los servidores públicos que pasen a formar parte de la Secretaría del Interior, así como las resoluciones de fondo materia de los mismos, deberán sustanciarse y concluirse por las unidades administrativas competentes de dicha Dependencia y, en su caso, del organismo descentralizado sectorizado en ella a que se refiere el presente Decreto, y de conformidad con las disposiciones sustantivas vigentes al momento en que se cometieron los hechos objeto de dichos procedimientos.

TRIGÉSIMO.- A las personas que hayan cometido un delito de los contemplados en el presente Decreto con anterioridad a su entrada en vigor, les serán aplicables las disposiciones del Código Penal Federal vigentes en el momento de su comisión.

TRIGÉSIMO PRIMERO.- El Ejecutivo Federal deberá de emitir los decretos de creación de la entidad encargada de prestar los servicios periciales y del Fideicomiso para la Reparación del Daño a las Víctimas del Delito antes de los seis meses posteriores a la publicación de este Decreto en el Diario Oficial de la Federación.

TRIGÉSIMO SEGUNDO.- Las menciones que otros ordenamientos jurídicos hagan a la Secretaría de Seguridad Pública o al Secretario de Seguridad Pública, se entenderán referidas a la Secretaría del Interior y al Secretario del Interior, respectivamente.

TRIGÉSIMO TERCERO.- Las menciones que otros ordenamientos jurídicos hagan a la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal o al Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal, se entenderán referidas a la Oficina del Abogado General de la Federación y al Abogado General de la Federación, respectivamente.

TRIGÉSIMO CUARTO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.”

Reitero a Usted Ciudadano Presidente del Senado de la República, las seguridades de mi consideración más distinguida
Residencia Oficial del Poder Ejecutivo Federal, a 29 de marzo de 2004.

EL PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

VICENTE FOX QUESADA

